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ARTICULO I
La Unidad de Acceso a la Justicia solicitó la remisión de las posibles acciones que se realizarán en la Subcomisión a fin de incluirlas en el PAO 2021 mediante comunicado electrónico del 11 de setiembre. El 3 de octubre se trasladó esa gestión a las personas integrantes a fin de que hicieran las propuestas que estimaran pertinentes. La Coordinación de la Subcomisión remitió las siguientes propuestas mediante comunicados electrónicos del 3 de octubre de 2019, de las 8:25 y 10:44 horas:
“… solicito por favor valorar la inclusión dentro del PAO 2021 de la Comisión de Acceso a la Justicia, en el ámbito de Discapacidad, lo siguiente:
1. El seguimiento de la propuesta de “Objetivos Operativos” de Acceso a la Justicia que se remitió a la Dirección de Planificación oportunamente para que sirviera a las oficinas de los diferentes ámbitos del Poder Judicial en la construcción de sus PAOS a fin de ofrecer opciones diferenciadas.
1. La ejecución de las actividades de capacitación coordinadas con la Escuela Judicial y la Dirección de Gestión Humana para impulsar los procesos de capacitación en la normativa nacional e internacional de derechos humanos de las personas con discapacidad.
2. Acciones vinculadas con la recién aprobada por la Asamblea Legislativa y publicada ya, de un Capítulo Adicional de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad, en la Ley 7.600. Esa ley contiene una serie de responsabilidades institucionales que desde ya deben planificarse para ser ejecutadas de manera idónea.
3. La inclusión de las recientes reformas a la Ley 7.600 en las políticas institucionales vinculadas con la construcción de edificios y alquiles de éstos, incluyendo el tema de parqueos especiales para personas con discapacidad.
4. El establecimiento de Controles Mínimos para todas las oficinas institucionales acerca del tratamiento a las personas usuarias internas y externas con discapacidad.
5. La implementación en forma coordinada con la Comisión Institucional de Empleabilidad, de la Política de Inclusión en el Empleo de Personas con Discapacidad, para que la reserva anual de puestos permita que éstos sean ocupados lo antes posible con personas con discapacidad.
6. Divulgar continuamente los derechos de las personas con discapacidad y los avances institucionales en ese ámbito contenidos en el informe que debe presentarse anualmente ante el órgano dispuesto por la Ley que adiciona un Capítulo sobre Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad, a la Ley 7.600. Lo anterior con la colaboración del Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional y el Observatorio de Violencia de Género contra las Mujeres y Acceso a la Justicia.
7. Visibilizar estadísticamente los procesos judiciales en los que intervienen personas con discapacidad para que se reflejen en el sistema SIGMA para facilitar la emisión de decisiones estratégicas institucionales por parte de los órganos competentes.

Copio a las demás personas integrantes de la Subcomisión para que remitan sus valiosas sugerencias, desde sus ámbitos. Aprovecho para sugerir se valore la posibilidad de actualizar el PAO 2020 con acciones vinculadas a la implementación de la Ley que adiciona un Capítulo sobre Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad, a la Ley 7.600.”

Posteriormente, se adicionó lo siguiente:
“En adición al comunicado anterior, solicito especialmente se considere la implementación de acciones por parte de la Comisión de Acceso a la Justicia y de sus diferentes Subcomisiones de la Política de Participación Ciudadana aprobada por Corte Plena, que en lo de interés indica:
“4.3 Responsables de la Implementación: 
Comisión y Subcomisiones de Acceso a la Justicia:
Integrar de manera efectiva la representación de poblaciones en condiciones de vulnerabilidad en la Comisión y en las Subcomisiones.

Realizar sesiones de revisión y validación de las políticas, directrices y disposiciones institucionales, con los grupos en condiciones de vulnerabilidad para asegurar que sean inclusivas de poblaciones.
Divulgar el plan institucional de equiparación de oportunidades para poblaciones en condición de vulnerabilidad entre las organizaciones civiles, redes e instituciones públicas.

Fomentar la participación ciudadana en los planes anuales operativos de la Comisión y las Subcomisiones.

Crear mecanismos que garanticen la efectiva participación ciudadana de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.”

Es indispensable que las acciones de las Subcomisiones se generen con la participación activa de las poblaciones a las que van dirigidas y sus diferentes organizaciones, en especial la que nos ocupa de discapacidad, para quienes existe un régimen legal nacional e internacional.”


SE ACUERDA: Se toma nota.-

ARTICULO II
Se comunica que el Magistrado Jorge Olaso Álvarez presentó Informe N° SI-77-2019 que rindió a Corte Plena sobre una normativa nueva que garantiza derechos para las personas con discapacidad: proyecto de ley denominado “Reforma integral de varias leyes para garantizar el efectivo cumplimiento de los derechos y garantías de las personas con discapacidad”. Expediente legislativo n.° 21.311. La propuesta surge ante una evidente necesidad de reforzar la legislación con el fin de garantizar la óptima inserción de este sector de la población a la sociedad y cerrar la brecha existente. Entre ellas, se encuentran: la Ley n.° 7600 “Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad”; Ley n.° 3503 “Ley Reguladora del Transporte Remunerado de Personas en Vehículos Automotores”; Ley n.° 8862 “Ley de Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el Sector Público”; Ley n.° 7739 “Código de la Niñez y de la Adolescencia”; Ley n.° 6868 “Ley Orgánica del Instituto Nacional de Aprendizaje”; Ley n.° 8634 “Ley de Sistema de Banca para el Desarrollo”; Ley n.° 7969 “Ley Reguladora del Servicio Público de Transporte Remunerado de Personas en Vehículos en la Modalidad de Taxi”; Ley n.° 9049 “Ley de Reconocimiento del Lenguaje de Señas Costarricense (LESCO) como Lengua Materna”. Entre esas variaciones, destacan las relacionadas con materia laboral y seguridad social, tales como: el deber de las empresas y personas empleadoras de promover programas de capacitación productiva dirigidos a las personas con discapacidad en conjunto con el Instituto Nacional de Aprendizaje (artículo 9); la capacitación laboral de personas con discapacidad con más de seis meses sin empleo, la toma de medidas pertinentes para reincorporarlas en funciones acordes con su condición de salud y el establecimiento de programas de apoyo para quienes asisten o cuidan a estas personas (artículo 10); posibilidad de elección de las casas proveedoras en lo referente a los aparatos que requieran -según sus necesidades- las personas con discapacidad (artículo 12).  


SE ACUERDA: Se toma nota.-

ARTICULO III
Se informa sobre nueva ley que es ADICIÓN DEL CAPÍTULO VIII, ACCESO A LA JUSTICIA, AL TÍTULO 11 DE LA LEY N.º 7600, IGUALDAD DE OPORTUNIDADES PARA LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD, DE 2 DE MAYO DE 1996. DECRETO LEGISLATIVO N.º 9714. EXPEDIENTE N. 20.840:
SAN JOSÉ - COSTA RICA
9714
LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA
DECRETA:
ADICIÓN DEL CAPÍTULO VIII, ACCESO A LA JUSTICIA, AL TÍTULO 11 DE LA LEY N.º 7600; IGUALDAD DE OPORTUNIDADES PARA LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD, DE 2 DE MAYO DE 1996

ARTICULO ÚNICO- Se adiciona al título 11 de la Ley N.º 7600, Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad, de 2 de mayo de 1996, un nuevo capítulo VIII denominado "Acceso a la Justicia", el cual integra los nuevos artículos 56 al 68, y se corre la numeración subsiguiente. Los textos son los siguientes:

Artículo 56- Acceso
CAPÍTULO VIII
ACCESO A LA JUSTICIA
Para garantizar el derecho a la igualdad de acceso a la justicia, las personas responsables de su aplicación deben ofrecer los ajustes razonables y adecuaciones procedimentales que faciliten la autonomía y el ejercicio del derecho de acceso a la justicia a las personas con discapacidad como participantes directas e indirectas en todas las etapas del proceso, así como en las diligencias preliminares. El Poder Judicial, en coordinación con el Consejo Nacional de la Persona con Discapacidad (Conapdis), promoverán que las instancias de administración de justicia cuenten con la disponibilidad de los recursos para la comunicación, ayudas técnicas y humanas necesarias para la atención de las personas con discapacidad en las respectivas jurisdicciones.

Artículo 57- Responsables de la aplicación
Deben garantizar el derecho al acceso a la justicia todas aquellas personas funcionarias del sistema de administración de justicia y quienes intervienen en su funcionamiento, a saber:
a) Las personas responsables del diseño, la implementación y evaluación de políticas públicas dentro del sistema judicial.
b) Quienes ostentan funciones de personas juzgadoras, fiscalas y defensoras públicas y, en general, las que laboran en el sistema de administración de justicia y en las unidades de resolución alternativa de conflictos.
c) Personas profesionales en distintas disciplinas y funcionarias del Colegio de Abogadas y Abogados.
d) Garantes para la igualdad jurídica de las personas con discapacidad, según la Ley N.º 9379, Ley para la Promoción de la Autonomía Personal de las Personas con Discapacidad, de 18 de agosto de 2016.
e) Todas aquellas personas que desempeñan funciones en lo referente a la defensa y protección de derechos humanos de las personas con discapacidad en la Defensoría de los Habitantes, el Consejo Nacional de Personas con Discapacidad (Conapdis), el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, el Instituto Nacional de las Mujeres (lnamu), el Ministerio de Justicia y Paz, incluyendo al personal a cargo del Sistema Penitenciario Nacional, el Ministerio de Seguridad Pública, el Patronato Nacional de la Infancia (PANI), los consultorios jurídicos de universidades y las contralorías de servicio.
f) Todas las personas del sector público que intervienen en el derecho de acceso a la justicia.

Artículo 58- Deberes generales
Con el fin de garantizar el acceso a la justicia de las personas con discapacidad, se deberán llevar a cabo las siguientes acciones:
a) Los responsables de la aplicación de esta ley promoverán campañas destinadas a proporcionar información sobre los derechos de las personas con discapacidad para su acceso efectivo a la justicia. La comunicación de la información incluirá los lenguajes, la visualización de textos, el braile, el lesco, la comunicación táctil, los microtipos, los macrotipos, los dispositivos multimedia de fácil acceso, el lenguaje escrito, los sistemas auditivos, los medios de voz digitalizados y otros modos, los medios y formatos aumentativos o alternativos de comunicación que las nuevas tecnologías permitan ir incorporando, tomando en cuenta, además, variables de diversidad social, económica, cultural y geográfica.
b) Todas las oficinas de atención al público que operan en el sistema judicial y las que intervienen de una u otra forma en su funcionamiento deberán establecer actuaciones, procedimientos y requisitos simplificados y con los ajustes razonables que sean necesarios para garantizar un efectivo acceso a la justicia de las personas con discapacidad, considerando todas las dimensiones de la accesibilidad.
c) Todas las oficinas que desempeñan funciones en lo referente a la defensa y protección de derechos humanos de las personas con discapacidad en la Defensoría de los Habitantes, el Consejo Nacional de Personas con Discapacidad (Conapdis), el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, el Instituto Nacional de las Mujeres (lnamu), el Ministerio de Justicia y Paz, el Ministerio de Seguridad Pública, los consultorios jurídicos de universidades y las contralorías de servicio de todas las instituciones deberán establecer actuaciones, procedimientos y requisitos simplificados y con los ajustes razonables que sean necesarios para garantizar un efectivo acceso a la justicia de esta población.
d) En los servicios y procedimientos se garantizará la participación efectiva y accesible de las personas con discapacidad, para lo cual se permitirá el uso de los apoyos, productos y servicios requeridos, promoviendo y asegurando el ejercicio pleno y en igualdad de condiciones del derecho a su autonomía personal. 

Artículo 59- Protección
Se deberá brindar protección particular a aquellas personas con discapacidad indiciadas, imputadas, víctimas y quienes van a prestar testimonio o declaración durante el proceso judicial. También, a las personas con discapacidad en situación de violencia intrafamiliar, violencia a un menor de edad con discapacidad, hostigamiento sexual y acoso laboral, así como en los momentos en que sea puesta en libertad la persona a la que se le atribuye la comisión del delito, o bien, al momento en que se admita una medida cautelar. Para brindar la protección particular el juzgado o la oficina judicial correspondiente debe tomar nota de que la víctima, indiciado, imputado o testigo es una persona con discapacidad y aplicar las medidas de acceso a la justicia correspondientes.

Artículo 60- Asesoramiento
El Poder Judicial, sus dependencias y el Ministerio de Justicia y Paz deberán coordinar con la Defensoría de los Habitantes, el Consejo Nacional de Personas con Discapacidad (Conapdis), el Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, así como con las universidades que cuentan con consultorios jurídicos para brindar asesoramiento y orientación a las personas con discapacidad usuarias de sus servicios.

Artículo 61- Comunicación
Las personas con discapacidad auditiva tendrán derecho a contar con una persona intérprete de lengua de señas (lesco), o bien, con mecanismos alternativos de comunicación en cualquier etapa del proceso. Igualmente, las personas con discapacidad que tengan una lengua materna diferente del español deben contar con intérpretes, en caso de que no se puedan comunicar en español. Las personas con discapacidad cognitiva o visual tienen derecho a recibir cualquier comunicación en formato accesible.

Artículo 62- Ajustes razonables
Las personas responsables de su aplicación adoptarán las medidas necesarias en la tramitación de causas, resoluciones y ejecuciones, cuando por su condición, las personas con discapacidad lo requieran para el ejercicio del derecho de acceso a la justicia en igualdad de condiciones con las demás personas. En tal sentido, cuando una persona con discapacidad se encuentre en un proceso judicial, el Poder Judicial deberá procurar las medidas y acciones necesarias para aplicar los ajustes razonables que sean necesarios e informarle sobre el sistema de apoyos que brinde el sistema jurídico.

Artículo 63- Capacitación
El Poder Judicial y sus dependencias, así como las oficinas que desempeñan funciones en lo referente a la defensa y protección de derechos humanos de las personas con discapacidad, tomarán las medidas necesarias para que los rofesionales, operadores y servidores del sistema judicial cuenten con capacitación para la adecuada atención de personas con discapacidad, de manera tal que se garantice una asistencia técnico-jurídica de calidad y especializada. Se desarrollarán actividades que promuevan una cultura organizacional orientada a la adecuada atención de las personas con discapacidad, tomando en cuenta lo que establece la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y la Convención lnteramericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad y demás normativa vinculante.

Artículo 64- Solución alternativa de conflictos
Se promoverá la adopción de medidas específicas de un ambiente seguro, accesible y adecuado a los requerimientos de las personas que participen, pudiendo contar con una persona intérprete de ser necesario, que permitan la participación de las personas con discapacidad, familiar o encargado en el mecanismo elegido de resolución alternativa de conflictos, cuando corresponda.

Artículo 65- Información procesal o jurisdiccional
Las personas con discapacidad serán informadas, directa y personalmente por quien corresponda, sobre los aspectos relevantes de su intervención en el proceso judicial, en particular sobre la naturaleza del proceso. Esta información deberá otorgarse en la forma que mejor se adapte a sus requerimientos, tomando en consideración el uso de apoyos, productos y servicios, incluyendo las nuevas tecnologías.· Los procesos de capacitación que brinden los responsables de la aplicación de esta ley, a las personas con discapacidad que laboren en la institución, deberán adecuarse a tales requerimientos.

Artículo 66- Comprensión de las actuaciones judiciales
Las actuaciones judiciales deberán realizarse en formas y formatos accesibles, aumentativos y alternativos que faciliten la comprensión del acto judicial en el que participe una persona con discapacidad, garantizando que esta pueda comprender su alcance y significado. Previo a toda actuación judicial, personal debidamente capacitado atenderá las dudas, necesidades, significados, alcances, efectos, así como posibilitará el conocimiento de opciones, si las hubiera, que pueda presentar la persona con discapacidad, a fin de asegurar su_ participación efectiva e informada en los actos que así se requiera.

Artículo 67- Condiciones de accesibilidad
El Poder Judicial, así como las oficinas que desempeñan funciones en lo referente a la defensa y protección de derechos humanos de las personas con discapacidad, deberán garantizar la accesibilidad en sus recintos judiciales y demás espacios físicos relevantes; además, deberá ser un espacio seguro y tranquilo. Se deberá velar por que las diligencias judiciales, las audiencias y los juicios se celebren sin dilaciones, de manera tal que la persona con discapacidad deba esperar el menor tiempo posible. El lenguaje utilizado en estas deberá adaptarse a las condiciones de la persona con discapacidad, así como a su edad, grado de madurez, nivel educativo y su facilidad para la comprensión; además, deberán considerarse las condiciones socioculturales.

Artículo 68- Seguimiento
Para dar seguimiento del derecho al acceso a la justicia de las personas con discapacidad, las comisiones institucionales de accesibilidad y discapacidad, la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial y el Consejo Nacional de Personas con Discapacidad (Conapdis) constituirán un equipo que brinde asesoramiento y seguimiento en relación con la aplicación y el cumplimiento de lo dispuesto en este capítulo. Cada doce meses se deberá rendir un informe detallado de la aplicación de la presente ley, a la Comisión de Asuntos de Discapacidad y de Adulto Mayor de la Asamblea Legislativa.

Rige a partir de su publicación.
ASAMBLEA LEGISLATIVA- Aprobado a los dieciocho días del mes de julio del año dos mil diecinueve.


SE ACUERDA: Se toma nota.-

ARTICULO IV
Se comunica que el Magistrado Jorge Olaso Álvarez participó en el VI Encuentro de Investigación sobre Discapacidad organizado por el Consejo Nacional de Personas con Discapacidad (Conapdis), a través del Sistema Costarricense de Información sobre Discapacidad (SICID). El encuentro pretende analizar a partir de los resultados de la Primera Encuesta Nacional sobre Discapacidad (ENADIS), el trabajo teórico-metodológico realizado en la Encuesta, así como la elaboración de una agenda de investigación relacionados a la discapacidad. Se programó para el 29 y 39 de octubre de 2019 en el Best Western Irazú.
La participación del Magistrado Olaso fue en representación de la Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.


SE ACUERDA: Se toma nota.-

ARTICULO V
La Unidad de Acceso a la Justicia remitió comunicado electrónico del 3 de setiembre de 2019, 11:51 a.m., a las personas coordinadoras de las Subcomisión, en el que señaló: “Reciban un cordial saludo. Según lo acordado en la reunión de “Validación de las Perspectivas de las Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad “realizada en el Salón del ILANUD, se les remite el link de la página de la Comisión de Acceso a la Justicia para que realicen sus comentarios y aportes. Como ustedes tienen conocimiento, nos encontramos trabajando en un cronograma muy puntual, por lo que las observaciones y demás información que consideren pertinente, se les solicita de la manera más respetuosa remitirla a más tardar el día de mañana antes de las 3 pm. El formato para el respectivo envío deberá ser un documento en Word con las indicaciones claras y especificas asimismo indicando las subcomisión que representan. Adjunto el link: https://preview.uxpin.com/c8f06807eb57b2f55a03bc64967832517da0fb36#/pages/117620193/simulate/no-panels?mode=i”
De dicho comunicado se confirió traslado a las personas integrantes de la Subcomisión mediante comunicado electrónico del 6 de octubre de 2019, 11:34 pm.
SE ACUERDA: Se toma nota.-

ARTICULO VI
El 6 de octubre de 2019, 11:38 p.m., la jueza Damaris  Vargas, Coordinadora de la Subcomisión remitió comunicado electrónico a las personas integrantes en el que señaló: “Reciban un cordial saludo. A la vez, se les solicita remitir observaciones a la documentación adjunta vinculada con población en situación de discapacidad con el objetivo de obtener insumos para la realización del “Taller de Plan de Acción de las Políticas de las Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad”. En lo personal considero muy importante considerar dentro de la información de interés el PEI 2019/2024 del PJ y la Política Nacional de Discapacidad, con el objetivo de lograr la coordinación interinstitucional, así como los compromisos institucionales que nacen con la normativa más reciente aprobada por la Asamblea Legislativa de un Capítulo de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad en la Ley 7.600. Agradezco si pueden enviar las sugerencias el día de mañana a la Unidad de Acceso a la Justicia con copia a la suscrita para que sean consideradas en el Taller respectivo.”
Por su parte, la señora Wendy Patricia Barrantes Jiménez remitió comunicado electrónico con las siguientes sugerencias: 
“Problemas encontrados: Población en situación de Discapacidad. 

· Falta de previsiones de salas de juicio equipadas con sistemas electrónicos que faciliten a personas con discapacidad visual la información.

· Grifería y mobiliario que no se ajusta a requerimientos de personas con discapacidad, niños, niñas y otro.

· Facilidades, como parqueos, se otorgan por criterios como puesto que se desempeña o años laborales.

· Ascensores antiguos que no incluyen alertas lumínicas para personas sordas, ni sistemas audibles para personas con discapacidad visual.

· Edificios de más de una planta sin ascensor, con poco mantenimiento o en mal estado; o con ascensor, pero no son accesibles ya que para accesar a él hay gradas, Ejemplo: Edificio de Planificación.

· Salas de juicio con gradas y dispositivos (orugas) que no se ajustan a las sillas de ruedas de las personas, por lo que no sirven. 

· Falta de refrescamiento al personal judicial en LESCO.

· Falta de señalización de rutas de evacuación ante situaciones de emergencia.

· No todas las actividades abiertas al público cuentan con la participación de personas intérpretes de LESCO y apoyos para personas con discapacidad.

· No siempre se solicitan personas intérpretes y traductoras, cuando así se requiere, para diferentes acciones y trámites judiciales.

· Los sistemas informáticos o estos no están en formatos accesibles a la condición de vulnerabilidad que presentan, por tener discapacidad sensorial (visual o auditiva), cognitiva, psicosocial u otra 

· Limitada información comprensible para personas con discapacidad mental e intelectual”




 
SE ACUERDA: Se toma nota.-

ARTICULO VII
En seguimiento de los acuerdos tomados por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad, la señora Wendy Patricia Barrantes Jiménez, planteó sugerencia de circular a enviar al Consejo Superior, en ejecución de acuerdos tomados por la Subcomisión, la cual fue puesta en conocimiento de las y los integrantes, en forma previa a enviarse:

Circular N° XXX-2019
ASUNTO: Disposiciones normativas de acatamiento obligatorio respecto de los términos a emplearse al momento de referirse a las personas en situación de discapacidad tanto para personas usuarias externas como para servidoras judiciales, en cumplimiento de la Ley 8661 Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, la Ley 7600 Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad y demás normativa conexa.
A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS
SE LES HACE SABER QUE:
Por acuerdo de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas en Situación de Discapacidad-Comisión de Acceso a la Justicia, se acordó solicitar al Consejo Superior reiterar  a las diferentes Oficinas Judiciales y Unidades Administrativas del país, que tienen bajo su responsabilidad velar por la debida ejecución del marco jurídico vigente en el tema de discapacidad en los diferentes circuitos judiciales del país, la necesidad de garantizarles el derecho a respetar la dignidad e igualdad a las personas usuarias internas y externas en situación de discapacidad para el cumplimiento de las Leyes N° 8661 Convención de los Derechos de las Personas con Discapacidad y N° 7600 de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad y su reglamento bajo las siguientes disposiciones:


“Artículo.6.- Concienciación Cuando, por cualquier razón o propósito, se trate o utilice el tema de la discapacidad, este deberá presentarse reforzando la dignidad e igualdad entre los seres humanos. Ningún medio de información deberá emitir mensajes estereotipados ni menospreciativos en relación con la discapacidad. Las organizaciones de personas con discapacidad deberán ser consultadas sobre este tema.” Ley 7.600
“Artículo.8.- Toma de conciencia. 1.  Los Estados Partes se comprometen a adoptar medidas inmediatas, efectivas y pertinentes para:
a)  Sensibilizar a la sociedad, incluso a nivel familiar, para que tome mayor conciencia respecto de las personas con discapacidad y fomentar el respeto de los derechos y la dignidad de estas personas;
b)  Luchar contra los estereotipos, los prejuicios y las prácticas nocivas respecto de las personas con discapacidad, incluidos los que se basan en el género o la edad, en todos los ámbitos de la vida;
c)  Promover la toma de conciencia respecto de las capacidades y aportaciones de las personas con discapacidad.
2.  Las medidas a este fin incluyen:
a)  Poner en marcha y mantener campañas efectivas de sensibilización pública destinadas a:
i)  Fomentar actitudes receptivas respecto de los derechos de las personas con discapacidad;
ii)  Promover percepciones positivas y una mayor conciencia social respecto de las personas con discapacidad;
iii) Promover el reconocimiento de las capacidades, los méritos y las habilidades de las personas con discapacidad y de sus aportaciones en relación con el lugar de trabajo y el mercado laboral;
b)  Fomentar en todos los niveles del sistema educativo, incluso entre todos los niños y las niñas desde una edad temprana, una actitud de respeto de los derechos de las personas con discapacidad;
c)  Alentar a todos los órganos de los medios de comunicación a que difundan una imagen de las personas con discapacidad que sea compatible con el propósito de la presente Convención;
d)  Promover programas de formación sobre sensibilización que tengan en cuenta a las personas con discapacidad y los derechos de estas personas.” Ley 8661. 

Por todo lo anterior, se deberá proporcionar a las personas en situación de discapacidad internas y externas del Poder Judicial, el debido respeto a su dignidad e igualdad como persona, empleando para ello los términos correctos de acuerdo al tipo de situación física, sensorial o psicosocial que presente. Para tal efecto, se adjunta la “Guía para uso de lenguaje inclusivo” emitida por el Consejo Nacional de Personas con Discapacidad (CONAPDIS). San José, 22 de agosto de 2019
Secretaría General de la Corte
Corte Suprema de Justicia”


 

La propuesta se hizo de conocimiento de las personas integrantes de la Subcomisión y las propuestas que se recibieron fueron incorporadas en el comunicado que se hizo al Consejo Superior, estando pendiente recibir respuesta del acuerdo respectivo.
SE ACUERDA: Se toma nota.-

ARTICULO VIII
La Unidad de Acceso a la Justicia remitió comunicado electrónico del 26 de setiembre de 2019 en el que señaló: “Reciban un atento saludo. Por este medio se les extiende cordial invitación al “Taller construcción de Plan de Acción Políticas Institucionales de Acceso a la Justicia “que se ha coordinado en conjunto con la Dirección de Planificación para el viernes 25 de octubre de 8:30 a.m. a 3:30 p.m., en el Salón Multiusos de la Corte Suprema de Justicia. Lo anterior con motivo de la actualización de las Políticas Institucionales en materia de Acceso a la Justicia. El objetivo es que asistan personas  integrantes de la Comisión y de las diferentes Subcomisiones de Acceso a la Justicia debido a su conocimiento y considerable experiencia en relación con las diferentes poblaciones en situación de vulnerabilidad. La construcción de este Plan de Acción nos permitirá posteriormente la actualización de las políticas institucionales existentes, y la construcción de políticas nuevas para las poblaciones que aún no cuentan con una política. En este documento deberán incluirse todas aquellas posibles acciones de ejecución con alcance real que permitan mejorar el servicio que se brinda a las personas usuarias, y que permitan garantizar un efectivo acceso a la justicia. Por lo anterior se requiere contar con la participación de dos o tres personas por subcomisión, por lo que solicitamos de la manera más respetuosa la confirmación de la asistencia ya que el cupo es limitado.
*Fecha: viernes 25 de octubre.
*Hora: de 8:30 a.m. a 3:30 p.m. 
*Lugar: Salón Multiuso del Edificio de la Corte.”

La señora Mayela Pérez Delgado remitió correo electrónico del 08 de octubre de 2019, 02:29 p.m., en el que señaló: “Con ocasión del “Taller de construcción del Plan de Acción de Políticas Institucionales de Acceso a la Justicia”, en el cual se abordará el tema de la actualización de las Políticas Institucionales en materia de Acceso a la Justicia, para su valoración, respetuosamente remito las siguientes sugerencias (además de las que ya están establecidas y reconocidas):
· En el caso de las personas con discapacidad:  a) ofrecer facilidades para la inclusión laboral de las personas con discapacidad,  b)  asignación de espacios para parqueo (en particular para personas funcionarias  con discapacidad).
· Tomar en consideración la recién publicada circular 173-2019 de la Secretaría General de la Corte, relacionada con la “Modificación a las Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las Personas en condición de Vulnerabilidad”, mediante la cual –expresamente-, se incluyen mayor protección a todas las Personas en condición de Vulnerabilidad, se hace especial referencia a las Personas Migrantes y Refugiadas (en condición de refugio), personas Afrodescendientes, personas con diversa orientación sexual e identidad de género.”


SE ACUERDA: Se toma nota y se dispone solicitar a la Unidad de Acceso a la Justicia un informe de resultados del Taller.	Comment by PJ: La información se socializa por correo para todas las subcomisiones y se expuso en la Comisión de Acceso, donde estuvo presente doña Damaris. Att. Angie.
 
ARTICULO IX
Se conoce la Circular 173-19 que es actualización de las Reglas de Brasilia:

“CIRCULAR No 173-2019
Asunto: 	“Modificación a la Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las personas en condiciones de vulnerabilidad”.
A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS Y PÚBLICO EN GENERAL
SE LES HACE SABER QUE:
La Corte Plena en sesión N° 36-2019 celebrada el 26 de agosto de 2019, artículo XXIV, se modificó las Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las personas en condiciones de vulnerabilidad, que literalmente dicen:
REGLAS DE BRASILIA SOBRE ACCESO A LA JUSTICIA DE LAS PERSONAS EN CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD
Capítulo I: Preliminar
Sección 1ª.- Finalidad
(1) Las presentes Reglas tienen como objetivo   garantizar las condiciones de acceso efectivo a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, sin discriminación alguna, directa ni indirecta, englobando el conjunto de políticas, medidas, facilidades y apoyos que les permitan el pleno reconocimiento y goce de los Derechos Humanos que les son inherentes ante los sistemas judiciales.
(2.) Se recomienda la elaboración, aprobación, implementación y fortalecimiento de políticas públicas que garanticen el acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad. 
Los servidores y operadores del sistema de justicia otorgarán a las personas en condición de vulnerabilidad un trato digno, adecuando el servicio a sus circunstancias singulares.
Asimismo se recomienda priorizar actuaciones destinadas a facilitar el acceso a la justicia de aquellas personas que se encuentren en situación de mayor vulnerabilidad, ya sea por la concurrencia de varias causas o por la gran incidencia de una de ellas.
Sección 2ª.- Personas beneficiarias de las Reglas
1.- Concepto de las personas en situación de vulnerabilidad
(3) Una persona o grupo de personas se encuentran en condición de vulnerabilidad, cuando su capacidad para prevenir, resistir o sobreponerse a un impacto que les sitúe en situación de riesgo, no está desarrollada o se encuentra limitada por circunstancias diversas, para ejercitar con plenitud ante el sistema de justicia los derechos reconocidos por el ordenamiento jurídico.
En este contexto se consideran en condición de vulnerabilidad aquellas personas quienes, por razón de su edad, género, orientación sexual e identidad de género, estado físico o mental, o por circunstancias sociales, económicas, étnicas y/o culturales, o relacionadas con sus creencias y/o prácticas religiosas, o la ausencia de estas encuentran especiales dificultades para ejercitar con plenitud ante el sistema de justicia los derechos reconocidos por el ordenamiento jurídico.
(4) Podrán constituir causas de vulnerabilidad, entre otras, las siguientes: la edad, la discapacidad, la pertenencia a comunidades  indígenas, a otras diversidades étnicas  –  culturales, entre ellas las personas afrodescendientes, así como la victimización, la migración, la condición de refugio y el desplazamiento interno, la pobreza, el género, la orientación sexual e identidad de género y la privación de libertad.
La concreta determinación de las personas en condición de vulnerabilidad en cada país dependerá de sus características específicas, o incluso de su nivel de desarrollo social y económico.

2.- Edad
5) Se considera niño, niña y adolescente a toda persona menor de dieciocho  años de edad, salvo que haya alcanzado antes la mayoría de edad en virtud del ordenamiento jurídico nacional e internacional aplicable. Todo niño, niña y adolescente debe ser objeto de una especial tutela por parte de los órganos del sistema de justicia en consideración a su desarrollo evolutivo.
Prevalecerá el interés superior de las personas menores de edad cuando interactúan con el sistema de justicia.
(6) El envejecimiento también puede constituir una causa de vulnerabilidad cuando la persona adulta mayor encuentre especiales dificultades, atendiendo a sus capacidades funciona- les y/o barreras producto del entorno económico y social, para ejercitar sus derechos ante el sistema de justicia, con pleno respeto a su dignidad.
3.- Discapacidad
(7) Se entiende por discapacidad la situación que resulta de la interacción entre las personas con deficiencias físicas, psicosociales, intelectuales o sensoriales a largo plazo, y cualquier tipo de barreras de su entorno, que limiten o impidan su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás.
A los efectos de estas Reglas también se encuentran en situación de discapacidad, aquellas personas que de manera temporal presenten tales deficiencias, que les limiten o impidan el acceso a la justicia, en igualdad de condiciones con las demás.
8) Se establecerán las condiciones necesarias de accesibilidad para garantizar el acceso a la justicia de las personas con discapacidad, incluyendo aquellas medidas conducentes a utilizar todos los servicios judiciales requeridos y disponer de todos los recursos que garanticen igualdad de  trato, reconocimiento como persona ante la ley, respeto de su autonomía, capacidad de actuar, seguridad, movilidad, comodidad, comprensión, privacidad y comunicación, sea ésta a través de cualquier medio tecnológico que requiera, atendiendo la brecha digital y cultural.
Se promoverá en los Poderes Judiciales la inclusión laboral de las personas con discapacidad.
4.- Pueblos y Comunidades Indígenas, Personas Afro- descendientes;   Pertenencia a otras diversidades étnicas y culturales.
(9) Las personas integrantes de las comunidades indígenas pueden encontrarse en condición de vulnerabilidad cuando ejercitan sus derechos ante el sistema de justicia estatal. Se promoverán las condiciones destinadas a posibilitar que las personas y los pueblos indígenas puedan ejercitar con plenitud tales derechos ante el sistema de justicia, sin discriminación alguna que pueda fundarse en su origen, identidad indígena o su condición económica. Los poderes judiciales asegurarán que el trato que reciban por parte de los sistemas de justicia estatal sea respetuoso con su dignidad, idioma y tradiciones culturales.
Todo ello sin perjuicio de lo dispuesto en la Regla 48 sobre las formas alternativas y restaurativas de resolución de conflictos propios de los pueblos indígenas, propiciando su armonización con los sistemas de administración de justicia estatal.
Se entenderá que existe discriminación hacia las personas afrodescedientes o pertenecientes a otras diversidades étnicas o culturales, cuando se produzcan situaciones de exclusión, restricción o preferencia basada en motivos de raza, color, linaje u origen nacional, étnico o cultural que anulen o menoscaben el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos humanos y libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural o en cualquier otro ámbito de la vida pública.
5.- Victimización
(10) A los efectos de estas Reglas, se considera víctima en sentido amplio, toda persona física o grupo de personas que hayan sufrido un daño ocasionado por una infracción del ordenamiento jurídico, incluida tanto la lesión física o psíquica, daños emocionales, sufrimiento moral y el perjuicio económico.
(11)  Se considera en condición de vulnerabilidad aquella víctima que por el resultado de la infracción del ordenamiento jurídico, tenga una relevante limitación para prevenir, evitar o mitigar los daños y perjuicios derivados de dicha infracción o de su contacto con el sistema de justicia, o para afrontar los riesgos de sufrir una nueva victimización.
La vulnerabilidad puede proceder de sus propias características personales o bien de las circunstancias de la infracción. Especial consideración merecen por su doble condición de vulnerabilidad, las personas enunciadas en la Regla 3, párrafo segundo.
(12)	Se alentará la adopción de medidas que resulten adecuadas para mitigar los   efectos    negativos de la infracción del ordenamiento jurídico (victimización primaria).
Se procurará que el daño sufrido por la víctima del delito no se vea incrementado como consecuencia de su contacto con el sistema de justicia (victimización secundaria).
Se procurará garantizar, en todas las fases de un procedimiento penal, la protección de la integridad física y psicológica de las víctimas, sobre todo a favor de aquellas que corran riesgo de intimidación, de represalias o de victimización reiterada o repetida (una misma persona es víctima de más de una infracción penal durante un periodo de tiempo). También podrá resultar necesario otorgar una protección particular a aquellas víctimas que van a prestar testimonio en el proceso judicial. Se prestará una especial atención en los casos de violencia intrafamiliar, así como en los momentos en que sea puesta en libertad la persona a la que se le atribuye la comisión del delito.

6.- Migración, asilo y desplazamiento interno

13)  El  desplazamiento   de una persona fuera del territorio del Estado de su nacionalidad puede constituir una causa de vulnerabilidad, especialmente para aquellas personas en condición migratoria irregular.

Se considera persona trabajadora migrante a quien vaya  a  realizar,  realice  o  haya realizado una actividad remunerada en un Estado del que no es nacional. La condición migratoria de una persona no puede ser un obstáculo   en el acceso a la justicia para la defensa de sus derechos.

Asimismo se reconocerá una protección especial a las personas beneficiarias del estatuto de refugiado conforme a la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951, así como a las solicitantes de asilo.

(14) También pueden encontrarse en condición de vulnerabilidad quienes han tenido que desplazarse internamente sin cruzar una frontera estatal internacionalmente reconocida.

Comprende a personas o grupos de personas que se ven forzadas u obligadas a escapar, huir de su hogar o lugar de residencia habitual, en particular como   resultado o para evitar los efectos de un conflicto armado, de situaciones de violencia generalizada, de violaciones de los derechos humanos; asimismo, de situaciones de riesgo, provocadas por catástrofes naturales, cambio climático o por el propio ser humano, en cuyo caso se denominan personas damnificadas.

7.- Pobreza
(15) La pobreza constituye una causa de exclusión social, tanto en el plano económico como en los planos social y cultural, y supone un serio obstáculo para el acceso a la justicia especialmente agravado cuando concurre alguna otra causa de vulnerabilidad.

(16) Se promoverá la cultura o alfabetización jurídica de las personas en situación de pobreza, así como las condiciones para mejorar su efectivo acceso al sistema de justicia.

Se podrán proponer entre otras, medidas destinadas a la asignación de ayudas económicas para cubrir costos de desplazamiento, hospedaje y alimentación, aquellas encaminadas a lograr la comprensión del objeto y alcance de las actuaciones judiciales y las destinadas a establecer un sistema de asistencia jurídica gratuita.

8.- Género
(17) La discriminación que la mujer sufre en determinados ámbitos supone un obstáculo para el acceso a la justicia, que se ve agravado en aquellos casos en los que concurra alguna otra causa de vulnerabilidad.
(18) Se entiende por discriminación contra la mujer toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera.

(19) Se considera violencia contra la mujer cualquier acción o conducta, basada en la pertenencia al sexo femenino, que tenga o pueda tener como resultado la muerte, un daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico o afectación patrimonial a la mujer, así como las amenazas de tales actos, la coacción o privación arbitraria de la libertad, tanto en el ámbito público como en el privado.

El concepto de violencia contra la mujer comprenderá la violencia doméstica, las prácticas tradicionales nocivas para la mujer, incluida la mutilación genital femenina y el matrimonio forzado, así como cualquier acción o conducta que menoscabe la dignidad de la mujer.

Se impulsarán las medidas necesarias para eliminar la discriminación contra la mujer en el acceso al sistema de justicia para la tutela de sus derechos e intereses legítimos, logrando la igualdad efectiva de condiciones. Se prestará una especial atención en los supuestos de violencia contra la mujer, estableciendo mecanismos eficaces destinados a la protección de sus bienes jurídicos, al acceso a diligencias, procedimientos, procesos judiciales y a su tramitación ágil y oportuna. (antiguo artículo 20).

(20) Son causa de vulneración de acceso a la justicia,  las acciones o conductas discriminatorias hacia las personas por motivo de  su orientación o identidad sexual, o por razones de género.

9.- Pertenencia a minorías
(21) Puede constituir una causa de vulnerabilidad la pertenencia de una persona a una minoría nacional o étnica, religiosa y lingüística, debiéndose respetar su dignidad cuando tenga contacto con el sistema de justicia.

10.-Privación de libertad
(22) La privación de la libertad, ordenada por autoridad pública competente, puede generar dificultades para ejercitar con plenitud ante el sistema de justicia el resto de derechos de los que es titular la persona privada de libertad, especial-mente cuando concurre alguna causa de vulnerabilidad enumerada en los apartados anteriores.

En el cumplimiento de estas medidas, corresponderá a la autoridad judicial velar por la dignidad de la persona privada de libertad y por sus garantías fundamentales, conforme a los instrumentos internacionales sobre derechos humanos.
(23) A efectos de estas Reglas, se considera privación de libertad la que ha sido ordenada por autoridad pública, ya sea por motivo de la investigación de un delito, por el cumplimiento de una condena penal, por enfermedad mental o por cualquier otro motivo.

Sección 3ª.- Personas Destinatarias: responsables, integrantes y colaboradoras del sistema de justicia
(24) Serán destinatarias del contenido de las presentes Reglas las siguientes personas:

a) las responsables del diseño, implementación y evaluación de políticas públicas dentro del sistema judicial;

b) integrantes de la Judicatura, Fiscalías, Defensorías Públicas, Procuradurías y demás personal que labore en el sistema de Administración de Justicia de conformidad con la legislación interna de cada país;

c) Profesionales en abogacía y derecho, así como sus colegios y agrupaciones;
 
d) Las personas que desempeñan sus funciones en las instituciones de Ombudsman.

e) Policías y servicios penitenciarios.

f) Y, con carácter general, los poderes públicos con competencias en administración de justicia, los operadores (as) del sistema judicial y quienes intervienen de una u otra forma en su funcionamiento. 
CAPÍTULO II: Efectivo acceso a la justicia para la defensa de los derechos.
El presente Capítulo es aplicable a aquellas personas en condición de vulnerabilidad que han de acceder o han accedido a la justicia, como parte del proceso, para la defensa de sus derechos.

(25) Se promoverán las condiciones necesarias para que la tutela judicial de los derechos reconocidos por el ordenamiento sea efectiva, adoptando aquellas medidas que mejor se adapten a cada condición de vulnerabilidad.

Sección 1ª.- Cultura Jurídica
(26) Se  promoverán, desde el primer contacto con las autoridades o con las Oficinas de Atención a la Víctima, todas las actuaciones y apoyos necesarios destinados a proporcionar información básica sobre sus derechos, así como los procedimientos y requisitos para garantizar un efectivo acceso a justicia de las personas en condición de vulnerabilidad.

(27) Se incentivará la participación de funcionarios y operadores del sistema de justicia en la labor de diseño, divulgación y capacitación de una cultura cívica jurídica, en especial de aquellas personas que colaboran con la administración de justicia en zonas rurales y en áreas desfavorecidas de las grandes ciudades.
Sección 2ª.- Asistencia legal y defensa pública
1.- Promoción de la asistencia técnico jurídica de la persona en condición de vulnerabilidad
(28) Se constata la relevancia del asesoramiento técnico- jurídico para la efectividad de los derechos de las personas en condición de vulnerabilidad:

• En el ámbito de la asistencia legal, es decir, la consulta jurídica sobre toda cuestión susceptible de afectar a los derechos o intereses legítimos de la persona en condición de vulnerabilidad, sin retrasos innecesarios e incluso cuando aún no se ha iniciado un proceso judicial;

 • En el ámbito de la defensa, para defender derechos en el proceso ante todas las jurisdicciones y en todas las instancias judiciales y, en su caso, condiciones en las que pueda obtenerse gratuitamente;

• Y en materia de asistencia letrada a la persona privada de libertad.

(29) Se destaca la conveniencia de promover la política pública destinada a garantizar la asistencia técnico- jurídica de la persona en condición de vulnerabilidad para la defensa de sus derechos en todos los órdenes jurisdiccionales: ya sea a través de la ampliación de funciones de la Defensoría Pública, no solamente en el orden penal sino también en otros órdenes jurisdiccionales; ya sea a través de la creación de mecanismos de asistencia técnica jurídica, consultorías jurídicas con la participación de las universidades, casas de justicia, intervención de colegios o barras de abogados y abogadas todo ello sin perjuicio de la revisión de los procedimientos y los requisitos procesales como forma de facilitar al acceso a la justicia, a la que se refiere la Sección 4ª del presente Capítulo.

2.- Asistencia de calidad, especializada y gratuita
(30) Se resalta la necesidad de garantizar una asistencia técnico-jurídica de calidad y especializada. A tal fin, se promoverán instrumentos destinados al control de la calidad de la asistencia
(31) Se promoverán acciones destinadas a garantizar la gratuidad y confidencialidad de los servicios de asistencia y apoyo técnico-jurídicos de calidad, facilitados por las Administraciones Públicas a aquellas personas que se encuentran en la imposibilidad de afrontar los gastos con sus propios recursos y condiciones.

Las personas menores de edad cuya madre sea víctima de violencia de género o doméstica, tendrán derecho a medidas de asistencia y protección gratuitas.
Sección 3ª.- Derecho a personas intérpretes o traductoras
(32) Se garantizará la asistencia gratuita de una persona intérprete o traductora, cuando quien hubiese de ser interrogada o debiera prestar alguna declaración incluso como testigo, o cuando fuese preciso darle a conocer personalmente alguna resolución o documento, no conozca, no hable o no entienda el idioma utilizado en la actuación judicial respectiva.

Este derecho será también aplicable a las personas con limitaciones auditivas o de expresión oral.

Las interpretaciones orales o en lengua de signos, deberán ser registradas mediante la grabación audiovisual de la manifestación original y de la interpretación, o en su caso documentadas por escrito.
Sección 4ª.- Revisión de los procedimientos y los requisitos procesales como forma de facilitar el acceso a la justicia
(33) Se revisarán las reglas de procedimiento para facilitar el acceso de las personas en condición de vulnerabilidad, adoptando aquellas medidas de organización y de gestión judicial que resulten conducentes a tal fin.
1.- Medidas procesales
Dentro de esta categoría se incluyen aquellas actuaciones que afectan la regulación del procedimiento, tanto en lo relativo a su tramitación, como en relación con los requisitos exigidos para la práctica de los actos procesales.
(34) Requisitos de acceso al proceso y legitimación
Se propiciarán medidas para la simplificación y divulgación de los requisitos exigidos por el ordenamiento para la práctica de determinados actos, a fin de favorecer el acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, y sin perjuicio de la participación de otras instancias que puedan coadyuvar en el ejercicio de acciones en defensa de los derechos de estas personas.
(35) Oralidad. 

Se promoverá la oralidad para mejorar las condiciones de celebración de las actuaciones judiciales contempladas en el Capítulo III de las presentes Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las Personas en condición de Vulnerabilidad, y favorecer una mayor agilidad en la tramitación del proceso, disminuyendo los efectos del retraso de la resolución judicial sobre la situación de las personas en condición de vulnerabilidad.

(36)	Formularios. 

Se promoverá la elaboración de formularios de fácil manejo para el ejercicio de determinadas acciones, estableciendo las condiciones para que los mismos sean accesibles, gratuitos y garantizando su confidencialidad y protegiendo los datos de las personas usuarias, especialmente en aquellos supuestos en los que no sea preceptiva la asistencia letrada.

Este tipo de formularios podrán también extenderse a los familiares de la víctima, en los términos que se establezcan cuando se trate de situaciones que hayan causado perjuicios de especial gravedad, o en los supuestos que la persona usuaria no pueda realizar los trámites personalmente.

(37) Anticipo jurisdiccional de la prueba. 

Se recomienda la adaptación de los procedimientos para permitir la práctica anticipada de la prueba en la que participe la persona en condición de vulnerabilidad, para evitar la reiteración de declaraciones, e incluso la práctica de la prueba antes del agravamiento de la discapacidad o de la enfermedad. A estos efectos, puede resultar necesaria la grabación en soporte audiovisual del acto procesal en el que participe la persona en condición de vulnerabilidad, de tal manera que pueda reproducirse  en las sucesivas instancias judiciales.

2.- Medidas de organización y gestión judicial
Dentro de esta categoría cabe incluir  aquellas políticas y medidas que afecten a la organización y modelos de gestión de los órganos del sistema judicial, de tal manera que la propia forma de organización del sistema de justicia facilite el acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad. Estas políticas y medidas resultarán de aplicación a quienes administren justicia.

(38) Agilidad y prioridad. 

Se adoptarán las medidas necesarias para evitar retrasos en la tramitación de las causas, garantizando la pronta resolución judicial, así como una ejecución rápida de lo resuelto. Cuando las circunstancias de la situación de vulnerabilidad lo aconsejen, se otorgará prioridad en la atención, resolución y ejecución del caso por parte de los órganos del sistema de justicia.

Se colocará en los expedientes un distintivo visible, que permita identificar que el proceso afecta a personas en condición de vulnerabilidad.

(39) Coordinación
Se establecerán mecanismos de coordinación intrainstitucionales e interinstitucionales, orgánicos y funcionales, destinados a gestionar las interdependencias de las actuaciones de los diferentes órganos y entidades, tanto públicas como privadas, que forman parte o participan en el sistema de justicia.

(40) Especialización. 

Por parte de los poderes públicos con competencias en administración de justicia se adoptarán medidas destinadas a la especialización de quienes operan el sistema judicial y de quienes intervienen de una u otra forma en su funcionamiento, para la atención de las personas  en  condición de vulnerabilidad y en particular, las víctimas necesitadas de especial protección y a personas menores de edad con discapacidad. En las materias en que se requiera, es conveniente la atribución de los asuntos a órganos especializados del sistema judicial.

(41). Actuación interdisciplinaria. 

Se destaca la importancia de la constitución y actuación de equipos multidisciplinarios, integrados por personas profesionales de las distintas áreas, así como la elaboración de protocolos de actuación conjunta para mejorar la respuesta del sistema judicial ante la demanda de justicia de las personas en condición de vulnerabilidad.

(42) Proximidad.

Se promoverá la adopción de medidas de acercamiento de los servicios del sistema de justicia a aquellos grupos de población que, debido a las circunstancias propias de su situación de vulnerabilidad, se encuentran en lugares geográficamente lejanos o con especiales dificultades de comunicación.

Sección 5ª.- Medios alternativos de resolución de conflictos
1.- Medios Alternativos y Personas en condición de Vulnerabilidad
(43)	Se impulsarán los medios alternativos de resolución de conflictos en aquellos supuestos en los que resulte apropiado, tanto antes del inicio del Proceso como durante la tramitación del mismo.

Los medios alternativos de resolución de conflictos, deben integrarse en los servicios que las administraciones públicas han de ofrecer a las personas usuarias del sistema de justicia y en especial a las personas en condición de vulnerabilidad.

La mediación, la  conciliación, el arbitraje y otros medios que no impliquen la resolución del conflicto por un tribunal, pueden contribuir a mejorar las condiciones de acceso a la justicia de determinados grupos de personas en condición de vulnerabilidad, así como a optimizar el funcionamiento de los servicios formales de justicia.

(44) En todo caso, antes de utilizar una forma alternativa de solución en un conflicto concreto, se tomarán en consideración los derechos humanos de las personas intervinientes, así como las circunstancias particulares de cada una, especialmente si se encuentran en alguna de las condiciones o situaciones de vulnerabilidad contempladas en estas Reglas.

Se fomentará la capacitación integral y sensibilización de las personas mediadoras, árbitros, facilitadoras judiciales comunitarias y demás personas que intervengan en la resolución del conflicto. Especialmente importante resulta incluir formación en materia de derechos humanos, género, diversidad e interculturalidad.

2.- Difusión e información
(45) Se deberá promover la difusión de la  existencia y características de estos medios entre los grupos de población que resulten sus potenciales usuarios cuando la ley permita su utilización.
(46) Cualquier persona en condición de vulnerabilidad que participe en la resolución de un conflicto mediante cualquiera de estos medios deberá ser informada, con carácter previo, sobre su contenido, forma y efectos. Dicha información se suministrará de conformidad con lo dispuesto por la Sección 1ª del Capítulo III de las presentes reglas.

A tal efecto se elaborarán los correspondientes protocolos de actuación.

3.- Participación de las personas en condición de vulnerabilidad en los Medios Alternativos de Resolución de Conflictos

(47) Se promoverá la adopción de medidas específicas que permitan la participación de las personas  en condición de vulnerabilidad en el mecanismo elegido de Resolución Alternativa de Conflictos, tales como la asistencia de profesionales, participación de intérpretes, o la intervención de la autoridad parental para las personas menores de edad cuando sea necesaria, o con la asistencia, apoyo o representación legal cuando su condición lo requiera.
La actividad de Resolución Alternativa de Conflictos debe llevarse a cabo en un ambiente seguro y adecuado a las circunstancias de las personas que participen.

Sección 6ª.- Sistema de resolución de conflictos dentro de las comunidades indígenas, Afrodescendientes, o pertenecientes a otras diversidades étnicas y culturales

(48) Con fundamento en los instrumentos internacionales en la materia, resulta conveniente estimular las formas propias de justicia en la resolución de conflictos surgidos en el ámbito de la comunidad indígena, la comunidad afrodescendiente y otras diversidades étnicas y culturales.

Se propiciará la armonización de los sistemas de administración de justicia estatal y los medios de administración de justicia tradicionales de las comunidades mencionadas, basadas en el respeto mutuo y de conformidad con las normas internacionales de derechos humanos.
(49) Además serán de aplicación las restantes medidas previstas en estas Reglas en aquellos supuestos de resolución de conflictos fuera de las comunidades indígenas, afrodescendientes y pertenecientes a otras diversidades étnicas y culturales, por parte del sistema de administración de justicia estatal, donde resulta asimismo conveniente abordar los temas relativos al peritaje cultural y/o antropológico, y al derecho a expresarse en el propio idioma.
Capítulo III: Celebración de actuaciones judiciales.

El contenido del presente Capítulo resulta de aplicación a cualquier persona en condición de vulnerabilidad que participe en un acto judicial, ya sea como parte o en cualquier otra condición.
(50) Se velará para que en todas las actuaciones judiciales, en las que participe una persona   en   condición de vulnerabilidad, se respete su dignidad, otorgándole un trato diferenciado adecuado a las circunstancias propias de su situación
Sección 1ª.- Información procesal o jurisdiccional
(51) Se promoverán las condiciones destinadas a garantizar que la persona en condición de vulnerabilidad sea debidamente informada sobre los aspectos relevantes de su intervención en el proceso judicial, en forma adaptada a las circunstancias determinantes de su vulnerabilidad.
1.- Contenido de la información
(52) Cuando la persona en condición de vulnerabilidad participe en una actuación judicial, en cualquier condición, será informada sobre los siguientes extremos:

•La naturaleza de la actuación judicial en la que va a participar.

•Su papel dentro de dicha actuación
•La modalidad de apoyo o asistencia que puede recibir en relación con la concreta actuación, así como la información de cuál organismo o institución puede prestarlo.

(53) Quien sea parte en el proceso o pueda llegar a serlo, tendrá derecho a recibir aquella información que resulte pertinente para la protección de sus intereses. Los órganos competentes deberán adoptar todas las medidas pertinentes para suministrarla Dicha información deberá incluir al menos:
•La modalidad de apoyo o asistencia que puede recibir en el marco de las actuaciones judiciales.
•Los derechos que puede ejercitar en el seno del proceso, incluida la posibilidad de ejercitar la acción de manera individual o colectiva.
•La forma y condiciones en las que puede acceder a asesoramiento jurídico o a la asistencia técnico-jurídica gratuita en los casos en los que esta posibilidad sea contemplada por el ordenamiento existente.
•La modalidad de servicios u organizaciones a las que puede dirigirse para recibir apoyo.
Se facilitará a las personas con discapacidad información sobre las actuaciones judiciales, de manera oportuna y sin costo adicional, en formatos accesibles y con las tecnologías adecuadas a los diferentes tipos de discapacidad.
2.- Tiempo de la información
(54) Se deberá prestar la información desde el inicio del proceso y durante toda su tramitación, incluso desde el primer contacto con las autoridades policiales cuando se trate de un procedimiento penal, así como los procedimientos para garantizar un efectivo acceso a justicia de las personas en condición de vulnerabilidad.

3.- Forma o medios para el suministro de la información
(55) La información se prestará de acuerdo a las circunstancias determinantes de la condición de vulnerabilidad, y de manera tal que se garantice que llegue a conocimiento de la persona destinataria. Los Estados garantizarán la creación y desarrollo de oficinas de información u otras entidades creadas al efecto.

Se promoverá la utilización de las tecnologías de la información y la comunicación de manera accesible, comprensible y adaptadas a la concreta situación de vulnerabilidad.
4.- Disposiciones específicas relativas a la víctima
(56) Se promoverá que las víctimas reciban información, desde el primer contacto con las autoridades y funcionarios (as), sin retrasos innecesarios, sobre los siguientes elementos del proceso judicial:

Medidas de asistencia y apoyo disponibles, sean médicas, psicológicas o materiales, y procedimiento para obtenerlas. Dentro de estas últimas se incluirá, cuando resulte oportuna información sobre las posibilidades de obtener un alojamiento alternativo.

Derecho a denunciar y en su caso el procedimiento para interponer la denuncia y derecho a facilitar elementos de prueba a las autoridades encargadas de la investigación.

Procedimiento	para obtener asesoramiento y defensa jurídica, y en su caso condiciones en las que pueda obtenerse gratuitamente.

Posibilidad de solicitar medidas de protección, cautelares y, en su caso procedimiento para hacerlo.

Indemnizaciones a las que pueda tener derecho y, en su caso procedimiento para reclamarlas.

Servicios de interpretación y traducción disponibles.

Ayudas y servicios auxiliares para la comunicación disponibles.

Procedimiento por medio del cual la víctima puede ejercer sus derechos en el caso de que resida en el extranjero.

Recursos que puede interponer contra las resoluciones	que considere contrarias a sus derechos.

Datos de contacto de la autoridad encargada de la tramitación del procedimiento y cauces para comunicarse con ella.

Servicios de justicia restaurativa disponibles en los casos legalmente procedentes.

Supuestos en los que puede obtener el reembolso de los gastos judiciales y, en su caso procedimiento para reclamarlo.

Esta información será actualizada en cada fase del procedimiento para  garantizar a la víctima la posibilidad de ejercer sus derechos.
(58) Cuando exista riesgo para la vida, integridad psicofísica y/o el patrimonio, de la víctima, se le informará de todas las decisiones judiciales que puedan afectar a su seguridad y, en todo caso, de aquéllas que se refieran a la puesta en libertad de la persona inculpada o condenada, especialmente en los supuestos de violencia intrafamiliar.
Se garantizarán mecanismos de prevención para evitar la revictimización y sistemas de protección y atención para víctimas y testigos.
Sección 2ª.- Comprensión de actuaciones judiciales
(58) Toda persona en condición de vulnerabilidad, tiene el derecho a entender y ser entendida.
Se adoptarán las medidas necesarias para reducir las dificultades de comunicación que afecten a la comprensión de las actuaciones judiciales, en las que participe una persona en condición de vulnerabilidad, garantizando que ésta pueda comprender su alcance y significado.

1.- Notificaciones y requerimientos
(59) En las notificaciones y requerimientos, se usarán términos y estructuras gramaticales simples y comprensibles, que respondan a las necesidades particulares de las personas en condición de vulnerabilidad incluidas en estas Reglas. Asimismo, se  evitarán  expresiones o elementos intimidatorios, sin perjuicio de las ocasiones en que resulte necesario el uso de expresiones conminatorias.
Se procurará que el instrumento de notificación sea acompañado de un documento en formato accesible, según la condición de discapacidad conforme a los avances tecnológicos que torne idónea y comprensible la comunicación a la persona destinataria.

2.- Contenido de las resoluciones judiciales
(60) En las resoluciones judiciales se emplearán términos y construcciones sintácticas sencillas, sin perjuicio de su rigor técnico. Deberá respetarse el uso de lenguaje inclusivo.

3.- Comprensión de actuaciones orales
(61) Se fomentarán los mecanismos necesarios para que la persona en condición de vulnerabilidad comprenda los juicios, vistas, comparecencias y otras actuaciones judiciales orales en las que participe, teniéndose presente el contenido del apartado 3 de la Sección 3ª del presente Capítulo.
Sección 3ª.- Comparecencia en dependencias judiciales
(62) Se velará para que la comparecencia en los actos y actuaciones judiciales de una persona en condición de vulnerabilidad se realice de manera adecuada a las circunstancias propias de dicha condición.

1.- Información sobre la comparecencia
(63) Con carácter previo al acto o actuación judicial, se procurará proporcionar a la persona en condición de vulnerabilidad información directamente relacionada con la forma de celebración y contenido de la comparecencia, ya sea sobre la descripción de la sala y de las personas que van a participar, ya sea destinada a la familiarización con los términos y conceptos legales, así como otros datos relevantes al efecto.

2.- Asistencia
(64) Previa a la celebración de la actuación. Se procurará la prestación de  asistencia por personal especializado (profesionales en Psicología, Trabajo Social, personas intérpretes, traductoras u otras que se consideren necesarias) destinada a afrontar las preocupaciones y temores ligados a la celebración de la vista judicial; al servicio de las personas en condición de vulnerabilidad.

(65) Durante el acto judicial. 

Cuando la concreta situación de vulnerabilidad lo aconseje, la declaración y demás actos procesales se llevarán a cabo con la presencia de una persona profesional, cuya función será la de contribuir a garantizar los derechos de la persona en condición de vulnerabilidad.

También puede resultar conveniente la presencia en el acto de una persona que se configure como referente emocional de quien se encuentra en condición de vulnerabilidad.

3.- Condiciones de la comparecencia
Lugar de la comparecencia

66) Resulta conveniente que la comparecencia tenga lugar en un entorno cómodo, accesible, seguro y tranquilo.
(67) Para mitigar o evitar la tensión y angustia emocional, se procurará evitar en lo posible la coincidencia en dependencias judiciales de la víctima, entendida en los términos de la  Regla 10 con la persona presuntamente infractora; así como la confrontación de ambos durante la celebración de actos judiciales, procuran- do la protección visual de la víctima y evitando su revictimización.

Tiempo de la comparecencia
(68) Se procurará que la persona en condición de vulnerabilidad espere el menor tiempo posible para la celebración del acto judicial.

Los actos judiciales deben celebrarse puntualmente, no obstante para fijar la fecha y hora de las actuaciones judiciales, deberán tomarse en consideración las particulares circunstancias de la persona en condición de vulnerabilidad; entre otras: ubicación y condiciones geográficas del lugar de residencia, distancia con la sede judicial, medios de transporte y horarios de traslado.

Cuando esté justificado por las razones concurrentes, podrá otorgarse preferencia o prelación a la celebración del acto judicial en el que participe la persona en condición de vulnerabilidad.

(69) Es aconsejable evitar comparecencias innecesarias, de tal manera que solamente deberán comparecer cuando resulte estrictamente necesario conforme a la normativa jurídica. Se procurará asimismo la concentración en el mismo día de la práctica de las diversas actuaciones en las que deba participar la misma persona.
(70) Se recomienda analizar la posibilidad de preconstituir la prueba o anticipo jurisdiccional de la prueba, cuando sea posible de conformidad con el Derecho aplicable.

(71) En determinadas ocasiones podrá procederse a la grabación en soporte audiovisual del acto, cuando ello pueda evitar que se repita su celebración en sucesivas instancias judiciales en los términos establecidos en la Regla 37.

Forma de la comparecencia
(72) Se procurará adaptar el lenguaje utilizado a las necesidades y particularidades de la persona en condición de vulnerabilidad, tales como la edad, el  grado  de madurez, el nivel educativo, la capacidad intelectiva, el tipo y el grado de discapacidad o las condiciones socioculturales. Se debe procurar formular preguntas claras, con una estructura sencilla

(73) Quienes participen en el acto de comparecencia no deben emitir juicios o críticas sobre el comportamiento de la persona en condición de vulnerabilidad.

(74) Cuando sea necesario se protegerá a la persona en condición de vulnerabilidad de las consecuencias de prestar declaración en audiencia pública. Podrá plantearse la posibilidad de que su participación  en el acto judicial se lleve a cabo en condiciones especialmente adaptadas que permitan alcanzar dicho objetivo, incluso excluyendo su presencia física en el lugar  del juicio o de la vista, siempre que resulte compatible con el Derecho del país.

A tal efecto, puede resultar de utilidad el uso del sistema de videoconferencia o del circuito cerrado de televisión.

4.- Seguridad de las víctimas en condición de vulnerabilidad

(75) Se recomienda adoptar las medidas necesarias para garantizar una protección efectiva de los bienes jurídicos de las personas en condición de vulnerabilidad que intervengan en el proceso judicial en calidad de víctimas o testigos; así como garantizar que la víctima sea oída en aquellos procesos penales en los que estén en juego sus intereses.
(76) Se prestará especial atención a fin de tomar las medidas pertinentes en aquellos supuestos en los que la persona está so- metida a un peligro de victimización reiterada o repetida, tales como víctimas amenazadas en los casos de delincuencia organizada, personas menores de edad víctimas de abuso sexual o malos tratos, y mujeres víctimas de violencia dentro de la familia o de la pareja, o víctimas de delitos de odio.

5.- Accesibilidad de las personas con discapacidad

(77) Se facilitará la accesibilidad de las personas con discapacidad a la celebración del acto judicial  en el que deban intervenir, y se promoverá la eliminación de todo tipo  de barreras arquitectónicas, de información, comunicación y actitudinales facilitando tanto el acceso como la estancia en los edificios judiciales.

6.- Participación de niños, niñas y adolescentes en actos judiciales
(78) En los actos judiciales en los que intervengan personas menores de edad, se tendrá en cuenta su edad y desarrollo integral.

A tales fines los actos judiciales:

• Se realizarán en espacios amigables, incluyéndose la posibilidad de que puedan ser escuchados sin estar presentes en la sala mediante la utilización de tecnologías de la comunicación.

• Se facilitará la comprensión utilizando un lenguaje sencillo.

• Se evitarán todos los formalismos innecesarios tales como la toga, la distancia física con el tribunal y otros similares.

7.- Personas pertenecientes a pueblos y comunidades indígenas, personas afrodescendientes y a otras diversidades étnicas y culturales

(79) En la celebración de los actos judiciales se res- petará la dignidad y cosmovisión, las costumbres y las tradiciones culturales de las personas pertenecientes a pueblos y comunidades indígenas, personas afrodescendientes y otras diversidades étnicas y culturales conforme al ordenamiento jurídico de cada país.

Sección 4ª.- Protección de la intimidad
1.- Reserva de las actuaciones judiciales
(80) Cuando el respeto de los derechos de la persona en condición de vulnerabilidad lo aconseje, podrán adoptarse las medidas necesarias para su protección y en particular la posibilidad de que las actuaciones judiciales orales y escritas no sean públicas, de tal manera que solamente puedan acceder a su contenido las personas involucradas, así como impedir la difusión de cualquier información que pueda facilitar la identificación de las personas en situación de vulnerabilidad.

2.- Imagen
(81) Puede resultar conveniente la prohibición de la toma y difusión de imágenes, ya sea en fotografía o en vídeo, en aquellos supuestos en los que pueda afectar de forma grave a la dignidad, a la situación emocional o a la seguridad de la persona en condición de vulnerabilidad, por lo que deberán adoptarse las medidas pertinentes para ello.

(82) En todo caso, no debe estar permitida la toma y difusión de imágenes en relación con los niños, niñas y adolescentes, por cuanto afecta de forma decisiva a su desarrollo como persona.

3.- Protección de datos personales
(83) En las situaciones de especial vulnerabilidad, deberá evitarse la divulgación y publicidad de los datos de carácter personal de quienes se encuentran en esa condición.

(84) Se garantizará la protección de los datos personales contenidos en soporte digital o en otros soportes que permitan su tratamiento automatizado.

CAPÍTULO IV: Eficacia de las Reglas
Este Capítulo contempla expresamente una serie de medidas destinadas a fomentar la efectividad de las Reglas, de tal manera que contribuyan de manera eficaz a la mejora de las condiciones de acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad.

1.- Principio general de colaboración

La eficacia de las presentes Reglas está directamente ligada al grado de colaboración entre las personas e instituciones destinatarias, tal y como vienen definidos en la Sección 3ª del Capítulo I. 

La determinación de los órganos y entidades llamadas a colaborar depende de las circunstancias propias de cada país. Quienes impulsen las políticas públicas deben  poner  un especial cuidado tanto para identificar a dichos órganos y entidades, como para  recabar su participación y mantener su colaboración durante todo el proceso.

(86) Se implementará un foro permanente para el cumplimiento de las presentes reglas en el que también puedan participar los diferentes actores a los que se refiere el apartado anterior, y que podrá establecerse de forma sectorial

(87) Se destaca la importancia de que el Poder Judicial colabore con los otros Poderes del Estado en la mejora del acceso a la justicia de las personas  en  condición de vulnerabilidad,  a través de estrategias concretas de cooperación interinstitucional.

(88) Se promoverá la participación de las autoridades federales y centrales, de las entidades de gobierno autonómico y regional, así como de las entidades estatales en los estados federales, dado que frecuentemente el ámbito de sus competencias se encuentra más próximo a la gestión directa de la protección social  de las personas más desfavorecidas.

(89) Cada país fomentará la participación de las entidades de la sociedad civil por su relevante papel en la cohesión social, y por su estrecha relación e implicación con los grupos de personas en condiciones de vulnerabilidad.

2.- Cooperación Internacional
(90) Se promoverá la creación de espacios que permitan el intercambio de experiencias en esta materia entre los distintos países, analizando las causas del éxito o del fracaso en cada una de ellas o, incluso, fijando buenas prácticas. 
Estos espacios de participación pueden ser sectoriales.
En estos espacios podrán participar representantes de las instancias permanentes que puedan crearse en cada uno de los Estados.

(91) Se insta a las Organizaciones Internacionales y Agencias de Cooperación para que: 
• Continúen brindando su asistencia técnica y económica en el fortalecimiento y mejora del acceso a la justicia.
• Tengan en cuenta el contenido de estas Reglas en sus actividades, y lo incorporen, de forma transversal, en los distintos programas y proyectos de modernización del sistema judicial en que participen.
• Impulsen y colaboren en el desarrollo de los mencionados espacios de participación.

3.- Investigación y estudios
(92) Se promoverá la realización de estudios e investigaciones en esta materia, en colaboración con instituciones académicas y universitarias.

4.- Sensibilización y formación de profesionales
(93) Se desarrollarán actividades que  promuevan una cultura organizacional orientada a la adecuada atención de las personas en condición de vulnerabilidad a partir de los contenidos de las presentes Reglas, atendiendo a las necesidades de cada grupo de personas beneficiarias.

(94) Se adoptarán iniciativas destinadas a suministrar una adecuada formación a todas aquellas personas del sistema judicial que, con motivo de su intervención en el proceso, tienen un contacto con las personas en condición de vulnerabilidad.

Se considera necesario integrar el contenido de estas Reglas en los distintos programas de formación y actualización, dirigidos a las personas que trabajan en el sistema judicial, para ello se realizarán cursos de formación permanente a través de las Escuelas Judiciales de los distintos países.

5.- Nuevas tecnologías
(95) Se procurará el aprovechamiento de las posibilidades que ofrezca el progreso tecnológico para mejorar las condiciones de acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad.

6.- Manuales de buenas prácticas sectoriales
(96) Se elaborarán instrumentos que recojan las mejores prácticas en cada uno de los sectores de vulnerabilidad, y que puedan desarrollar el contenido de las presentes Reglas adaptándolo a las circunstancias propias de cada grupo.

Se elaborará periódicamente un catálogo de instrumentos internacionales, en formatos físicos y digitales accesibles, referidos a cada uno de los sectores o grupos mencionados anteriormente.

7.- Difusión
(98) Se promoverá la difusión de estas Reglas entre los diferentes destinatarios de las mismas definidos en la Sección 3ª del Capítulo I.

(99) Se fomentarán actividades con los medios de comunicación para contribuir a configurar actitudes en relación con el contenido de las presentes Reglas.

8.- Comisión de seguimiento
(100) Se constituirá una Comisión de Seguimiento con las siguientes finalidades:
•Elevar a cada Plenario de la Cumbre un informe sobre la aplicación de las presentes Reglas.

•Proponer un Plan Marco de Actividades, a efectos de garantizar el seguimiento a las tareas de implementación del contenido de las presentes reglas en cada país.

•A través de los órganos correspondientes de la Cumbre, promover ante los organismos internacionales hemisféricos y regionales, así como ante las Cumbres de Presidentes y Jefes de Estado de Iberoamérica, la definición, elaboración, adopción y fortalecimiento de políticas públicas que promuevan el mejoramiento de las condiciones de acceso a la justicia por parte de las personasen condición de vulnerabilidad.

•Proponer modificaciones y actualizaciones al contenido de estas Reglas.

•Proponer la convocatoria de un concurso de buenas prácticas en el ámbito de la comunidad jurídica iberoamericana.

•Canalizar las iniciativas de formación y difusión sobre las Reglas en el ámbito de la comunidad jurídica iberoamericana.

La Comisión estará compuesta por cinco miembros designados por la Cumbre Judicial Iberoamericana.
En la misma podrán integrarse representantes de las otras Redes Iberoamericanas del sistema judicial que asuman las presentes Reglas. En todo caso, la Comisión tendrá un número máximo de nueve miembros.
San José, 13 de abril de 2019
Licda. Silvia Navarro Romanini
Secretaria General
Corte Suprema de Justicia
Ref.: 4816-19.”


SE ACUERDA: Se toma nota de la Circular 173-19.

ARTICULO X
Se conoce información socializada por el Magistrado Olaso sobre actividades de CONAPDIS en la Semana Nacional de Derechos de las Personas con Discapacidad para su divulgación, la cual fue compartida a todas las personas integrantes de la Subcomisión.


Se conoce propuesta de agenda para la celebración del Día internacional de las Personas con Discapacidad:[image: ]


Finalmente, se conoce propuesta remitida por la señora Melissa Benavides Víquez.

SE ACUERDA: Se toma nota.-

ARTICULO XI
Se conoce gestión formulada por el señor Josué, la cual fue puesta en conocimiento de las y los integrantes de la Subcomisión para su conocimiento en comunicado electrónico del 11 de octubre de 2019, 01:41 p.m., incluyendo a la Dirección de Gestión Humana. En ella se indica:
[bookmark: _MailOriginal]“El Suscrito Nombre 002, mayor, soltero,Abogado,cédula Valor 001 vecino de Alajuela ante Ustedes en forma respetuosa vengo a decir: Por la presente  me permito exponerles con todo respeto mi situación laboral en el Poder Judicial con la finalidad de que si es posible ustedes me puedan ayudar : En octubre del 2013 se me nombró como Meritorio en el otrora llamado Tribunal de Trabajo de Menor Cuantía de Heredia. Mi labor desde ese entonces ha consistido básicamente en guardar expedientes, atención al público, alistar correspondencia y llevarla al correo, solicitarle las identificaciones a los usuarios que llegan a Audiencias y entregárselas a los Jueces y labores similares. Ahora bien, estando en el Tribunal se me ha nombrado ocasionalmente como Técnico pero en muy pocas ocasiones, algunas veces 8 días y el nombramiento más largo que se me ha hecho ha sido de 1 mes, pero como repito han sido muy pocas veces las que se me ha nombrado. En total el plazo aproximado por el cual he estado nombrado es de 3 a 4 meses. Estando nombrado en ese Tribunal yo terminé mis estudios como Abogado y me gradué como tal, sin embargo debo admitir que difícilmente yo podría desempeñarme como Juez ya que no tengo experiencia ni siquiera como Técnico. No omito manifestar que en ese Tribunal han sido muy buenos conmigo y actualmente me permiten ir a laborar 3 días por semana como Meritorio pero aunque yo vivo con mis padres ya que soy soltero y no tengo vicios de ningún tipo a mí me gustaría que se me nombrara para poder tener un salario.  He realizado varios Cursos Virtuales, sin embargo en una ocasión una de mis Jefes amablemente me dijo que yo me desempeño mejor no como Técnico, es decir, resolviendo sino que ella ha notado que yo me desempeño mejor realizando funciones mecánicas como las que ya indiqué que me ponen a hacer hoy en día (correspondencia etc). Asumo que me dicen esto debido a que hasta donde yo tengo entendido yo padezco de Asperger y por ello soy una persona introvertida, muy tímida y sensible y que a la hora de explicarme las cosas se debe de tener un poquito de paciencia conmigo.   Por último quisiera decirles que de acuerdo con lo antes expresado y  de acuerdo con mi personalidad y mi forma de trabajar a mí me agradaría trabajar realizando una labor más mecánica,como podría ser en un archivo, en la Medicatura Forense o en los Tribunales pero realizando este tipo de labores ya que yo me desempeño mejor en estas actividades o algunas similares. Estoy dispuesto a laborar en Heredia o en San Joaquín de Flores. Por lo anterior solicito  analizar mi caso y se me comunique cualquier resolución al correo electrónico Valo 002 


[bookmark: _MON_1634388175]
SE ACUERDA: 1° Se toma nota. 2° Solicitar a la Dirección de Gestión Humana un informe sobre la factibilidad de la gestión planteada.	Comment by PJ: Se confecciona oficio.

ARTICULO XII
En comunicado electrónico del 15 de octubre de 2019, 08:20 a.m., la jueza Damaris Vargas comunicó que “… las señoras  Pilar Garrido Gonzalo, Ministra de Planificación Nacional y Política Económica, y Lizbeth Barrantes Arroyo, Directora Ejecutiva del Consejo Nacional de Personas con Discapacidad, remitieron Oficio DE-938-2019 de 30 de setiembre 2019 a la señora Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, en el que hacen de conocimiento que en el marco de la función fiscalizadora del Conapdis, el Subproceso de Fiscalización de la Dirección Técnica, cuenta con un Índice de Gestión en Discapacidad y Accesibilidad (IGEDA), aplicable tanto a instituciones públicas como municipalidades; cuyos componentes constituyen obligaciones y responsabilidades establecidas en el marco jurídico para toda la institucionalidad pública. Agregan, el IGEDA comprende un ejercicio de autoevaluación por parte de las instituciones públicas y municipalidades, con el propósito de determinar el avance en el cumplimiento de los derechos de las personas con discapacidad, incorporando indicadores de cumplimiento de los derechos de las personas con discapacidad, de participación y de resultados, lo que permitirá medir el cumplimiento de cada entidad y determinar las categorías en que se debe mejorar, en consonancia con la normativa de acatamiento obligatorio que rige esta materia. La recolección de la información del IGEDA se realizará mediante una herramienta digital a la cual se podrá ingresar con una clave que se le proporcionará oportunamente. Señalan las gestionantes que para poder cumplir con lo anterior y en acatamiento con lo establecido en el Decreto N° 40635-MP-MDHIS-PLAN-MTSS, en el Artículo 10 de Responsabilidades de las personas jerarcas de las instituciones públicas, inciso G que textualmente indica: Designar a la persona titular representante de la entidad del más alto nivel técnico, con acceso al nivel político y poder para toma de decisiones, quien a su vez fungirá como coordinador de la Comisión en Discapacidad y como punto focal de todos los asuntos sobre discapacidad, que deban ser tratados por la entidad de que se trate (el subrayado no pertenece al documento original); se requiere se designe a la persona que servirá como punto focal del Poder Judicial, a quien se le brindará el usuario y la clave de ingreso a la plataforma del Igeda. El nombre de la persona designada como punto focal de todos los asuntos sobre discapacidad deberá ser comunicado al correo electrónico igeda@conapdis.go.cr, así como su correo electrónico y número telefónico. La Dirección Ejecutiva trasladó el oficio en referencia al Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia, quien a su vez lo traslada a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad para que se designe a la persona designada y se informe al Ministerio de Planificación. Con ocasión de lo anterior, respetuosamente someto a su consideración mi sugerencia de que sea el Magistrado Jorge Olaso Álvarez la persona designada ante IGEDA al estimar es quien cumple con el perfil requerido al ser “del más alto nivel técnico, con acceso al nivel político y poder para toma de decisiones”, no solo por su condición de Magistrado Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia sino además, por sus amplios conocimientos en los derechos de las personas con discapacidad y políticas institucionales, para que asuma la representación como punto focal de todos los asuntos sobre discapacidad, que deban ser tratados por el Poder Judicial. Lo anterior, sin perjuicio del apoyo incondicional de la suscrita como coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad. Estaré atenta a sus indicaciones, pues el Oficio en referencia debe ser contestado a más tardar el día de hoy. Saludos cordiales.” 
Se seleccionó en representación de la Subcomisión al Magistrado Jorge Olaso Álvarez, quien aceptó.


 
SE ACUERDA: Se toma nota.-

ARTICULO XIII
En comunicado electrónico del 28 de octubre de 2019, 02:49 p.m., la Unidad de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad, remitió el Oficio CJ-39-2019 PJ-DGH-SACJ-2070-2019 enviado por la Sección Administrativa de la Carrera Judicial del Consejo de la Judicatura el citado día, a las 11:21 am, en el que se señala:
“ARTÍCULO VIII
Documento: 19818-19
La señora Wendy Barrantes Jiménez, Coordinadora a.i. de la Unidad de Acceso a la Justicia, comunicó el acuerdo de esa Comisión, que literalmente indica:
“Por este medio se remite para su estimable conocimiento, el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad celebrada el pasado 10 de septiembre de 2019, en donde se acordó: 
“ARTICULO II:
La Unidad de Acceso a la Justicia remitió el Oficio CACC-279-2019 de 12 de agosto de 2019 a las personas integrantes de la Subcomisión, en el que hizo de conocimiento el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad celebrada el pasado 01 de julio de 2019, Artículo IX, en donde se acordó:
“Informa la señora Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia que en reuniones sostenidas con la Dirección de Gestión Humana, se atendió en diferentes sesiones las propuestas de ésta sobre la atención a la capacitación en LESCO.  
Las recomendaciones son las siguientes: 
Se considera necesario fortalecer el programa actual de comunicación básica en lengua de señas costarricense; extender la cantidad de módulos de cuatro a seis con 40 horas cada uno, eso resulta un total de 240 horas.  
Para la escogencia de estas personas se debe aplicar el perfil establecido, personas colaboradoras, con vocación de servicio, con gran sensibilidad hacia las necesidades de los demás, habilidad de comunicación verbal y no verbal.   
Ofrecer el programa de comunicación básica en Lesco en cada cabecera de provincia, considerar aumentar la cantidad de cupos en San José (65% de la población). 
Para las dependencias que se sitúan en circuitos judiciales, especializar al menos a dos personas clave. Asimismo, por medio de procesos formales de escogencia a cargo de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad, gradualmente y de conformidad con la disponibilidad presupuestaria, la institución vaya certificando profesionalmente como intérpretes a estas personas claves. 
Realizar refrescamientos y actualizaciones a las personas que ya han aprobado el programa completo de lengua de señas, con actividades de práctica y sensibilización una o dos veces al año.  
Las capacitaciones formales en Lesco ofrecidas a personal judicial deben contener, adicional al dominio de las señas, la temática de sensibilización, protocolos de servicio para la población sorda y señas en expresiones jurídicas.    
El Subproceso Gestión de la Capacitación está desarrollando dos cursos virtuales denominados “Derechos Humanos de las personas con discapacidad” y “Promoción de la autonomía personal de las personas con discapacidad”, se sugiere establecer estos cursos con carácter obligatorio para la población que se forma en los programas de lengua de señas costarricense. 
 
Que la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad y la Unidad de Acceso a la Justicia. 
Asuman el mantenimiento, actualización y divulgación de la lista oficial de personas capacitadas en Lesco. 
Que realicen las acciones necesarias para aumentar la cantidad de señalizadores visuales y escritos en los edificios. 
Que se validen otros métodos de atención a la población que no maneja Lesco ni sabe escribir. 

Que valore la implementación de softwares especializados con personas traductoras en línea y/o sistemas informáticos de apoyo.   
Que gestionen los recursos económicos que se requieren para fortalecer el servicio. 
Que determinen y gestionen los procesos de sensibilización requeridos. 
Que la Contraloría de Servicios complemente este diagnóstico con un estudio de identificación de necesidades o deficiencias del servicio judicial prestado. 
[bookmark: _Hlk21699662]Que la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad, Unidad de Acceso a la Justicia y la Contraloría de Servicios: 

Elaboren de manera participativa con la comunidad sorda, un Protocolo de atención a las personas con discapacidad. 
Que promuevan acciones periódicas que procuren el mantenimiento y actualización de los conocimientos adquiridos para las personas servidoras judiciales que han sido capacitadas en Lesco. 
Que definan la prioridad de cuáles oficinas o personas debe brindárseles la formación en Lesco.” 

SE ACUERDA: … 2°. Se trasladan las recomendaciones de la Dirección de Gestión Humana a las y los integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad a efecto de que informen su anuencia o no de asumir los compromisos que se indican en las recomendaciones indicadas de acuerdo a las funciones institucionales asignadas a las Subcomisiones”. 

La integrante Maria Felicia Zoch Badilla, en comunicado electrónico del 4 de julio de 2019, señaló: “En atención al acta 05-19, con respecto al artículo IX, en cuanto al mantenimiento, actualización y divulgación de la lista de personas capacitadas en el lenguaje lesco, considero que mediante la página web que está en construcción se puede divulgar la misma. Sin embargo, en cuanto al tema del mantenimiento de dicho listado y su actualización, considero que Gestión Humana podría ayudarnos con dicha función, por el movimiento del personal del Poder Judicial.” 
Por su parte, la integrante Mayela Pérez Delgado, en correo enviado el 13 de agosto de 2019, indicó: “En cuanto al punto, en el que se indica: El Subproceso Gestión de la Capacitación está desarrollando dos cursos virtuales denominados “Derechos Humanos de las personas con discapacidad” y “Promoción de la autonomía personal de las personas con discapacidad”, se sugiere establecer estos cursos con carácter obligatorio para la población que se forma en los programas de lengua de señas costarricense. Considero que es necesario que el curso sea obligatorio para todas las personas funcionarias del Poder Judicial (no solamente para quienes se forman en los programas de lenguaje de señas costarricenses). Es importante para brindar conocimientos y sensibilizar a toda la población judicial.”
[bookmark: _Hlk21699681]Así mismo, señala la señora Pérez que el Consejo Superior en sesión 78-2018, Artículo XXXII, ante una gestión formulada por la Fiscalía Adjunta de Capacitación y Supervisión del Ministerio Público, se dispuso:
“En oficio N°UCS-0240-MP-2018 del 21 de agosto de 2018, dirigida a la licenciada Emilia Navas Aparicio, Fiscala General de la República, la licenciada Mayela Pérez Delgado, Fiscala Adjunta de la Unidad de Capacitación y Supervisión del Ministerio Público, solicitó: 

“(…) 
 
Solicito se gestione ante el Consejo Superior la autorización para que las personas funcionarias del Ministerio Público puedan asistir al curso LESCO I y II.  
 
Como es de su conocimiento, el curso es gestionado por el Departamento de Gestión Humana del Poder Judicial, con el objetivo de cumplir con lo ordenado por la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia en la resolución 2017-09630 del 23 de junio de 2017, a través de la cual declaró con lugar el recurso de amparo interpuesto por una persona usuaria externa con una condición de discapacidad auditiva e impuso como obligación al Ministerio Público coordinar "la capacitación del personal necesario con el fin de brindar atención oportuna a las personas con discapacidad auditiva". 
 
La capacitación se llevará a cabo en las instalaciones de la Universidad de Costa Rica, sede Rodrigo Facio, dará inicio en el mes de septiembre y concluirá en el mes de diciembre, ambos del año 2018. Esta acción formativa tendrá una duración de catorce días, asistiendo a lecciones un día a la semana, con un horario de 08:00 horas a 15:00 horas. 
 Las fechas de los cursos son las que se indican a continuación: 

	LESCO I

	Sesión
	Grupo 02



	1
	07 de setiembre de 2018

	2
	14 de setiembre de 2018

	3
	21 de setiembre de 2018

	4
	28 de setiembre de 2018

	5
	05 de octubre de 2018

	6
	12 de octubre de 2018

	7
	19 de octubre de 2018




	LESCO II

	Sesión
	Grupo 02

	1
	26 de octubre de 2018

	2
	02 de noviembre de 2018

	3
	09 de noviembre de 2018

	4
	16 de noviembre de 2018

	5
	23 de noviembre de 2018

	6
	30 de noviembre de 2018

	7
	07 de diciembre de 2018














Las personas participantes son las siguientes:  


	NOMBRE 
	CÉDULA DE 
IDENTIDAD 
	OFICINA 
	Grupo 

	 
Irene Chacón Madrigal  
	  106590101 
	Área de Valoración Psicosociolaboral Unidad de 
Capacitación y Supervisión 
	2 

	
	
	
	

	
José David Solano Méndez 
	  304890808 
	
Fiscalía Adjunta de Cartago 
	2 

	 
Anais Aguilar Alvarez 
	 
117030179 
	Unidad Administrativa del 
Ministerio Público 
	2 

	 
Steven Eduardo Hernández Cordero 
	  112330687 
	Unidad Administrativa del Ministerio Público 
	2 

	 
Andrea Ulate Porras 
	 
205700704 
	Oficina de Atención y Protección 
a la Víctima del Delito 
	2 


 




Se solicita permiso con goce de salario, sin sustitución y viáticos en los casos estrictamente necesarios para las personas participantes. Las personas que se encuentran en la lista, cuentan con el visto bueno de sus respectivas jefaturas. 
 
(…)” 
-0- 
 
Se acordó: Acoger la gestión presentada por la licenciada Mayela Pérez Delgado, Fiscala Adjunta de la Unidad de Capacitación y Supervisión del Ministerio Público, en consecuencia: 1.) Autorizar la participación, sin sustitución y pago de viáticos en los casos estrictamente necesarios, a las personas de la lista trascrita, para que asistan al curso de LESCO I y II, una vez por semana en las instalaciones de la Universidad de Costa Rica, sede Rodrigo Facio, con un horario de las 08:00 horas hasta las 15:00 horas, iniciando en el mes de setiembre y hasta diciembre de 2018. Lo anterior, siempre y cuando se minimice la afectación del servicio público a cargo de las personas a quienes se les autoriza participar, lo cual implica que darán prioridad a la atención de los asuntos urgentes relacionados con sus funciones en el Poder Judicial y que por ningún motivo se podrán suspender audiencias previamente señaladas. 2.) En virtud de la importancia del contenido de la capacitación a recibir, deberá las personas participantes coordinar lo necesario, a fin de transmitir los conocimientos adquiridos al equipo de trabajo del cual forma parte, en lo que les pueda ser de beneficio en el cumplimiento de sus labores, según los requerimientos institucionales. 3.) Indicar a los y las participantes, que la inasistencia a la actividad de referencia, deberá justificarse directamente ante los organizadores y no ante este Consejo. 

La Dirección de Gestión Humana y los despachos interesados, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara este acuerdo firme.” 


Indica doña Mayela que la propuesta de la Dirección de Gestión Humana ya fue puesta en conocimiento del Consejo Superior, el cual la conoció en sesión 58-19 de 27 de junio de 2019, Artículo XLVI, en el que se dispuso:
“La máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina, las licenciadas Waiman Hin Herera, Subdirectora interina y Cheryl Bolaños, Jefe interina de Gestión de la Capacitación, todas de Gestión Humana, en oficio N° 158-CAP-2019 del 17 de junio de 2019, informaron lo siguiente: 
 “Dando seguimiento a una consulta que realizó este Subproceso de Gestión de la Capacitación en diciembre del año 2017, practicada a las 267 personas servidoras judiciales que a esa fecha contaban con la formación básica de 160 horas en lengua de señas costarricense y que habían cursado los cuatro módulos del programa impartido desde el año 2008 hasta el 2015, y con el fin de validar la efectividad de la formación traducida en el servicio que se presta a esta población y proponer mejoras, se realiza el presente diagnóstico. 

Asimismo, justifica el presente estudio el voto de la Sala Constitucional número 2017-009630, del 23 de junio del 2017, que establece que por ausencia de personal capacitado en lengua de señas dentro del Ministerio Público y el Organismo de Investigación Judicial, las personas con discapacidad auditiva han encontrado limitaciones en términos de servicio que no les permiten el acceso pleno y efectivo a la justicia.  
Con la finalidad de que sea debidamente aprobado por ese órgano superior, se rinde el informe solicitado. Se adjunta resumen ejecutivo de este diagnóstico en la página N° 4. 
Es importante indicar que la propuesta resultante del presente análisis fue debidamente validada el pasado 26 de marzo del 2019, se expuso el análisis conclusivo de la presente investigación a la señora Damaris Vargas Vásquez de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y de Personas en Situación de Discapacidad, señora Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia; y al señor Erick Alfaro Romero, Contralor de servicios. Asimismo se expuso formalmente ante la Comisión de Acceso a la Justicia en sesión N° 03-2019 del 4 de abril del 2019, artículo II.” 
- 0 - 
Seguidamente se transcribe del citado informe las recomendaciones y la propuesta de capacitación: 
“(…) 
RECOMENDACIONES 
. Se considera necesario fortalecer el programa actual de comunicación básica en lengua de señas costarricense; por tanto, extender la cantidad de módulos de cuatro a seis con 40 horas cada uno, eso resulta un total de 240 horas.  
Es importante mencionar que las personas formadas en un programa básico de lengua de señas quedan facultadas para comunicarse con un nivel básico de fluidez con la persona usuaria sorda en una recepción o plataforma de atención. La interpretación y traducción a personas participantes en procesos judiciales formales como audiencias, corresponde tramitar el requerimiento por parte de las oficinas y despachos judiciales directamente de peritos oficiales. 

Para la escogencia de estas personas se debe aplicar el perfil establecido por parte del Subproceso Gestión de la Capacitación, así, las características que deben poseer las personas aspirantes deben ir orientadas a ser una persona colaboradora, con vocación de servicio, con gran sensibilidad hacia las necesidades de los demás, habilidad de comunicación verbal y no verbal.   
. Según disponibilidad presupuestaria, ofrecer el programa de comunicación básica en lengua de señas costarricense en cada cabecera de provincia. En virtud de que esta necesidad está en función a la cantidad de personas que laboran en cada provincia, considerar que el 65% de la población se concentra en San José y por tanto, se debe aumentar proporcionalmente la cantidad de cupos para la capital. 
. Para las dependencias que se sitúan en circuitos judiciales, especializar al menos a dos personas clave para que éstas sean quienes reciban a la persona usuaria con discapacidad auditiva (Administraciones, Contraloría de Servicios, etc.). Estas servidoras o servidores deben estar dispuestos a colaborar con otras oficinas o despachos contiguos, según se le requiera y recibir actualizaciones y perfeccionamientos periódicos. 
Éstas deben contar con la aprobación completa del programa de comunicación básico de Lesco constituido por seis módulos. Asimismo, por medio de procesos formales de escogencia a cargo de la Unidad de Acceso a la Justicia, gradualmente y de conformidad con la disponibilidad presupuestaria, la institución vaya certificando profesionalmente como intérpretes a estas personas claves. 
. Considerando el 49,46% de personas encuestadas que manifestaron nunca haber recibido en sus oficinas o despachos a una persona con discapacidad auditiva, es importante analizar opciones de tecnología para esas dependencias donde la atención a personas con discapacidad auditiva resulta infrecuente. La institución debe valorar la implementación de softwares especializados con personas traductoras en línea y/o sistemas informáticos de apoyo. 
Respecto del restante 50,54% de oficinas o despachos que en su mayoría atienden mensualmente entre una y cinco personas usuarias sordas, diferencian cuatro dependencias que señalan recibir más de 6 personas mensualmente, a saber: Recepción de Denuncias O.I.J, Contraloría de Servicios de Primer Circuito Judicial de San José, Juzgado de Violencia Doméstica de Turno Extraordinario de San José y Departamento de Medicina Legal. Se sugiere brindar atención especial a estas dependencias en cuanto a la necesidad de capacitar mayor cantidad de personas en lengua de señas

. Realizar refrescamientos y actualizaciones a las personas que ya han aprobado el programa completo de lengua de señas, con actividades de práctica y sensibilización una o dos veces al año.  
. Las capacitaciones formales en lengua de señas costarricense (Lesco) ofrecidas a personal judicial deben contener, adicional al dominio de las señas, la temática de sensibilización, protocolos de servicio para la población sorda y señas en expresiones jurídicas.    
Igualmente, para la selección de las personas participantes considerar el perfil de entrada y salida que se determinó en el estudio consulta que realizó este Subproceso Gestión de la Capacitación en diciembre del año 2017, practicado a las personas servidoras judiciales que cuentan con la capacitación básica en Lesco, módulos del I al IV. (Ver Anexo 2). 

. En estos momentos el Subproceso Gestión de la Capacitación está desarrollando dos cursos virtuales denominados “Derechos Humanos de las personas con discapacidad” y “Promoción de la autonomía personal de las personas con discapacidad”, recurso de gran valor para capacitar a toda la población judicial. Se recomienda que estos cursos se establezcan con carácter obligatorio para la población que se forma en los programas de lengua de señas costarricense. 
. Que la Subcomisión de Acceso a la Justicia de personas en situación de discapacidad y la Unidad de Acceso a la Justicia asuman el mantenimiento, actualización y divulgación de la lista oficial de personas capacitadas en lengua de señas costarricense (Lesco), así como el control y seguimiento de las actualizaciones y refrescamientos de quienes ya están capacitados. Esta lista debe aclarar quienes son personas intérpretes y quienes están en condición de brindar un apoyo básico, pero no de interpretación. 
Que se realicen las acciones necesarias para aumentar la cantidad de señalizadores visuales y escritos que existen en los edificios del Poder Judicial, para orientar de mejor manera a la población sorda a dirigirse hacia los despachos de su requerimiento.  
Que se validen otros métodos de atención a la población que no maneja la lengua de señas Lesco ni sabe escribir. Igualmente valorar la implementación de softwares especializados con personas traductoras en línea y/o sistemas informáticos de apoyo. Es importante que la Comisión gestione los recursos económicos que la institución requiere para brindar un servicio público de calidad a las personas con discapacidad, incluido personal capacitado y alternativas accesorias. 

Que de acuerdo con las necesidades que presenta la población usuaria con discapacidad, determine y gestione los procesos de sensibilización requeridos que deben obtener las personas servidoras judiciales.   
. Que la Contraloría de Servicios complemente este diagnóstico de necesidades de capacitación interna, con un estudio de identificación de necesidades o deficiencias del servicio judicial prestado a la persona usuaria con discapacidad auditiva, practicado directamente con esta población; lo anterior con fines de mejoramiento de la calidad de nuestro servicio, desarrollo y reforzamiento de la capacitación institucional. 
. Que la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, Subcomisión de Acceso a la Justicia de personas en situación de discapacidad, Unidad de Acceso a la Justicia y la Contraloría de Servicios elaboren de manera participativa con la comunidad sorda, un “Protocolo de atención a las personas con discapacidad” que contenga los pasos a seguir para brindar el servicio adecuado a las diferentes poblaciones con discapacidad.  
Que promuevan acciones periódicas que procuren el mantenimiento y actualización de los conocimientos adquiridos para las personas servidoras judiciales que han sido capacitadas en la lengua de señas, de manera que se lleven a cabo en todos los circuitos judiciales actividades o conversatorios que sirvan de práctica para reforzar el conocimiento alcanzado. 
Asimismo, definir la prioridad de cuáles oficinas o personas debe brindárseles la formación en lengua de señas costarricense y otras capacitaciones afines, a partir de las necesidades institucionales. 
PROPUESTA DE CAPACITACIÓN 
Con el fin de desarrollar y potenciar las habilidades de atención en el servidor judicial, facilitar el acceso a la justicia sin actos de discriminación, e identificar la lengua de señas como un derecho que le permite interactuar en sociedad a la persona sorda, se presenta el siguiente cuadro de requerimientos de capacitación. La anterior propuesta constituye una guía para dirigir los planes de capacitación del Subproceso de Gestión de la Capacitación de la Dirección de Gestión Humana. 
Para validar la propuesta resultante, el pasado 26 de marzo del 2019 se expuso este análisis conclusivo ante la señora Damaris Vargas Vásquez de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y de Personas en Situación de Discapacidad, señora Melissa Benavides Víquez, Coordin Deliberando respecto de la presentación de los resultados, se comentan a nivel de sugerencias algunos puntos importantes a saber:  

Incluir incentivos adicionales no monetarios a las personas que se capaciten en LESCO, asociado a evaluación del desempeño por la vocación de servicio; e inclusive, en los ascensos. 
Evidenciar en los indicadores de gestión que construya la Dirección de Planificación en los despachos rediseñados el tiempo invertido en el servicio de LESCO a personas usuarias de la oficina donde labora u otra del mismo Circuito. 
Verificar que las oficinas cumplan con el perfil requerido para las personas que sean capacitadas en LESCO para atender a personas usuarias.  
Priorizar la capacitación en personas que estén en propiedad en la Institución y con mayor estabilidad para administrar los riesgos de movilidad de personal; aunada la vocación de servicio. 
Indagar sobre soluciones tecnológicas para el nuevo sistema que desarrolla TI pues los costos de capacitar a las personas servidoras judiciales son muy altos, los reportes de servicio no efectivo son muy altos; y a eso hay que sumar la rotación de personal y la necesidad de mantener la actualización lo cual incrementa los costos. 
Trasladar a Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas en situación de Discapacidad la solicitud que se hace de crear un protocolo de atención a esa población para tener certeza de la forma correcta en que debe atenderse. 
En relación con las recomendaciones del estudio, se sugiere que los procesos formales de escogencia de personas a capacitar no deben estar a cargo de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas en situación de Discapacidad, sino por la Dirección de Gestión Humana en coordinación con dicha Subcomisión e inclusive la Comisión Institucional de Empleabilidad. 
Asociar la propuesta al Programa de Lenguaje Democrático que desarrolla CONAMAJ con ocasión de la implementación de la Política de Justicia Abierta. 
En las recomendaciones que se plantean para la realización de acciones por parte de la Contraloría de Servicios, Comisión de Acceso a la Justicia y Subcomisión, se sugiere que tales funciones se hagan descansar en la Dirección de Gestión Humana, la Unidad de Acceso a la Justicia y la Contraloría de Servicios, en coordinación de ser necesario con la Comisión de Acceso a la Justicia, la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas en Situación de Discapacidad y la Comisión Institucional de Empleabilidad, pues las Comisiones y Subcomisiones no son oficinas permanentes. 
Comenta don Erick Alfaro que respecto a la delegación de obligaciones expuestas en las recomendaciones del presente informe, en las Comisiones y Subcomisiones no se pueden operativizar funciones pues éstas carecen de recurso humano disponible para ejecutarlas. Referente, doña Cheryl Bolaños indica que de este estudio resultan funciones importantes que debe definirse claramente a cargo de quién estarán, y quienes deben dar los seguimientos correspondientes. 
Menciona don Erick Alfaro que los resultados del informe reflejan que las jefaturas que participaron en el proceso manifiestan que la actual capacitación no está siendo tan efectiva como se demanda, considera oportuno realizar un análisis de costo-beneficio para determinar si la capacitación en Lesco a personas servidoras judiciales es lo más conveniente, o se requieren otras alternativas de solución como apoyo de softwares u otros. 
Comenta doña Melissa Benavides que, en virtud de tantas acciones que se están derivando del estudio expuesto y de la necesidad de mejorar el servicio público a la persona usuaria con discapacidad, conviene hacer un plan de implementación gradual para ir ejecutando lo correspondiente. 
Informa doña Cheryl Bolaños que este informe finalmente debe presentarse ante el Consejo Superior. Solicita doña Damaris Vargas que previo se expongan estos resultados ante la Comisión de Acceso que se reunirá el próximo jueves 4 de abril. Se acuerda presentar los resultados ante la Comisión de Acceso. 
Según lo acordado, en sesión N° 03-2019 del 4 de abril del 2019, artículo II, el Subproceso Gestión de la Capacitación también expuso los resultados ante la Comisión de Acceso a la Justicia. Literalmente se expone lo derivado de dicha sesión: 
“El estudio se realiza debido a que se detectó que hay personas capacitadas por la institución en LESCO que, por diferentes motivos, no podían atender a las personas usuarias que requieren este apoyo para ser orientadas con respecto a los diferentes servicios que brinda el Poder Judicial. 
Como uno de los puntos analizados, se consideró que la capacitación en LESCO tal vez no es la mejor opción para el Poder Judicial, ya que no se ha estipulado controles para dar seguimiento a las personas capacitadas, en lo referente al lugar donde se ubican (por modificaciones en nombramientos, entre otros) y al estado de los conocimientos adquiridos, ya que no se ha considerado la necesidad de practicarlos. Aunque se aclara que por voto de la Sala Constitucional, el Organismo de Investigación En función de lo anterior, se acordó que se iba a realizar un diagnóstico situacional para conocer el estado de la cuestión. Se identificaron las oficinas donde efectivamente se han atendido a personas sordas y, como hallazgo, hay una gran cantidad de despachos que nunca ha tenido que recibir a una persona en esa condición. 
Nora Lía Mora apunta que el objetivo es brindar esa orientación inicial que es de suma importancia, por lo que se trata de un dato que puede medirse por la calidad y no por la cantidad. 
Allan Pow Hing propone solicitar a la Dirección de Tecnología de la Información (TI) que se incluya en el sistema si el despacho cuenta con persona capacitada en LESCO, principalmente pensando en la sostenibilidad de la medida en el tiempo, porque el mantenimiento manual no es viable. Las Administraciones Regionales tienen el deber de alimentar esa base de datos y actualizarla. Se recomienda que esta medida sea para uso interno y que la Contraloría de Servicios tenga conocimiento de la información. 
Debido a que surgió el tema, Marielos Gamboa aclara que es necesario diferenciar las figuras de intérprete y de personas capacitadas en LESCO, pues los objetivos son distintos. 

Se acuerda: 
Se da por recibido el informe por parte de la Sección de Capacitación de la Dirección de Gestión Humana. 
Acoger las propuestas planteadas en su totalidad. 
La Unidad de Acceso a la Justicia se reunirá con TI para efectuar propuestas de mejora al sistema Gio, con el fin de contar con un sistema tecnológico o página web que garantice la sostenibilidad de la herramienta para guardar y procesar la información. 
La Unidad de Acceso a la Justicia efectuará una campaña para divulgar los acuerdos y compromisos referentes a este tema. 
La Dirección de Gestión Humana, en conjunto con Contraloría de Servicios, depurará la lista actual de personas capacitadas en LESCO.” 
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PROPUESTA DE CAPACITACIÓN PROGRAMA DE COMUNICACIÓN EN LENGUA DE SEÑAS 
COSTARRICENSE (LESCO) 

	# 
	
Función del puesto  
Asociada 
	

Competencia asociada 
	
Acciones formativas sugeridas 
	

Población 
	
Contenidos Básicos 

	1.
	Brindar un servicio 
público 
	Servicio de calidad 
	Curso virtual 
“Derechos 
Humanos de las 
	Toda la población 
judicial 
	Introducción 
Accesibilidad 
Clasificación de 

	2.
	Brindar un servicio público ágil, oportuno y de calidad a las y los usuarios internos y externos de           la 
institución. 
 
	Servicio de calidad 
	Curso virtual “Derechos Promoción de la autonomía personal de las personas con discapacidad 
*curso en proceso de construcción 
	Toda la población judicial 
	Abordaje Histórico 
“Normalidad” 
Los derechos humanos 
Personas 
con discapacidad 
Ejemplos 



	3.
	Brindar un servicio público ágil, oportuno y de calidad a las y los usuarios internos y externos de           la 
institución. 
 
	Servicio de calidad 
	Taller presencial Sensibilización en atención de personas con discapacidad 
	Personal que atiende público 
	Ley N° 7600 y N° 8661 
Interacción con personas con discapacidad: visual, auditiva e intelectual 
Pautas para la atención de personas con discapacidad 



	4.
	Brindar un servicio público ágil, oportuno y de calidad a las y los usuarios internos y externos de           la 
institución. 
 
	Servicio de calidad 
	Programa de comunicación básica en lengua de señas costarricense (Lesco), niveles I al IV, módulos de 40 horas cada uno, 240 horas total  
	Personal que atiende público 
	Psicosociología de la población sorda  
Protocolo de atención a la persona sorda 
Términos judiciales en Lesco 
Adquisición de los conocimientos y competencias fundamentales de comunicación 
en Lesco 

	5.
	Brindar un servicio público ágil, oportuno y de calidad a las y los usuarios internos y externos de           la 
institución. 
 
	Servicio de calidad 
	Refrescamientos y actualizaciones en lengua de señas costarricense (Lesco) 
	Personas que ya han concluido el programa de comunicación básica en Lesco 
	Psicosociología de la población sorda  
Protocolo de atención a la persona sorda 
Términos judiciales en Lesco 
Actualizaciones 
Prácticas presenciales 

	6.
	Brindar un servicio público ágil, oportuno y de calidad a las y los usuarios internos y 
externos 
	Servicio de calidad 
	Certificación en interpretación de la lengua de señas costarricense (Lesco) 
	Personas que ya han concluido el programa de comunicación básica en Lesco, ubicadas en los circuitos 
judiciales o 
	Psicosociología de la población sorda  
Protocolo de atención a la persona sorda 
Términos judiciales en Lesco 




ANEXO NO. 1
CUESTIONARIO APLICADO 
DIAGNÓSTICO DE NECESIDADES DE CAPACITACIÓN QUE REQUIERE EL PERSONAL JUDICIAL SOBRE EL USO DEL LENGUAJE DE SEÑAS 
COSTARRICENSE (LESCO) 
DIRIGIDO EXCLUSIVAMENTE A JEFATURAS INSTRUCCIONES GENERALES:   
[bookmark: _Hlk21939085] La institución ha realizado grandes esfuerzos y ha logrado graduar en el programa de formación en la lengua de señas costarricense (Lesco) a 248 personas distribuidas en todos los circuitos judiciales del país. Estas servidoras y servidores han aprobado cuatro módulos de 40 horas cada uno, los cuales les facultan para comunicarse de manera fluida con la persona sorda.  

Con este instrumento se pretende recabar información valiosa respecto de las         necesidades de capacitación en Lesco que tienen las y los servidores, lo anterior con intención de fortalecer el servicio que brinda el Poder Judicial a la población sorda y avanzar en el cumplimiento de la Le7600 y la resolución de la Sala Constitucional N° 2017-009630, del 23 de junio del 2017.   
Conteste las preguntas ubicándose en el contexto de la oficina donde labora en este momento. De no haber presenciado personalmente la atención de una persona con discapacidad auditiva, por favor consulte con su equipo de trabajo para completar los diferentes ítems, de manera que en este cuestionario refleje la experiencia del personal de su oficina o despacho, no únicamente sus experiencias. 
Tome en cuenta que el llenado de este formulario no constituye un compromiso de capacitación, pero servirá de base para la toma de decisiones con respecto a la capacitación en el tema. 
En caso de consultas por favor comunicarse con Alexandra Madriz Sequeira, al correo electrónico: amadriz@poder-judicial.go.cr, número telefónico: 2295-4421.    
 [image: ]



Notificaciones (correo electrónico y número telefónico): 
¿Su oficina o despacho actual, cuenta con alguna persona servidora que ha aprobado el programa de formación en la lengua de señas costarricense (Lesco), es decir los cuatro niveles del programa (Nivel I, II, III y IV)? 

( ) SI  completó los cuatroniveles
( ) NO completó ningún nivel 
( ) Completó uno o más niveles ¿Cuántos?                                                                           

7600 y la resolución de la Sala Constitucional N° 2017-009630, del 23 de
junio del 2017.   
Conteste las preguntas ubicándose en el contexto de la oficina donde labora en este momento. De no haber presenciado personalmente la atención de una persona con discapacidad auditiva, por favor consulte con su equipo de trabajo para completar los diferentes ítems, de manera que en este cuestionario refleje la experiencia del personal de su oficina o despacho, no únicamente sus experiencias. 
Tome en cuenta que el llenado de este formulario no constituye un compromiso de capacitación, pero servirá de base para la toma de decisiones con respecto a la capacitación en el tema. 
En caso de consultas por favor comunicarse con Alexandra Madriz Sequeira, al correo electrónico: amadriz@poder-judicial.go.cr, número telefónico: 2295-4421.    
Nombre: 
Sexo: 
Puesto:
Oficina: 
Tiempo de servicio en la jefatura actual:
Circuito: 
Provincia: 
Ámbito

                   2. De existir, ¿Cuántas personas de su oficina o despacho han completado los cuatro        
niveles del programa de formación en la lengua de señas costarricense (Lesco)? 
( )0, 1, 2, 3, 4 o más 
3. De existir alguna persona en su oficina o despacho capacitada en Lesco, ¿dónde recibió la capacitación?  
( ) Capacitación financiada por el Poder Judicial 
( ) Por cuenta propia en Universidad de Costa Rica 
( ) Por cuenta propia en Universidad Estatal a Distancia 
( ) Por cuenta propia en ASCODI (Asesoría y consultoría en Discapacidad) 
( ) Por cuenta propia en ANASCOR (Asociación Nacional de Sordos)
( ) Otro. Especifique                                                                
( ) No hay personas capacitadas en esta oficina 
4. De existir alguna persona en su oficina o despacho capacitada en Lesco, ¿ésta ha recibido por parte de la institución o por su propio interés algún tipo de refrescamiento o actualización en la lengua? 
                                            
                                         (  )  SI

                                          ( ) NO 
( ) No hay personas capacitadas de esta oficina 
5. ¿Cuál es la frecuencia mensual que su oficina o despacho atiende a alguna persona usuaria con discapacidad auditiva? 
( ) Ninguna persona

( ) 1 a 5personas

( ) 6 a 10 personas

( ) 11 a 15 personas

( ) 16 o más personas

6. ¿En caso de haber atendido usted o algún colaborador o colaboradora de su oficina o despacho a una persona sorda, pudo comunicarse en forma clara para satisfacer su necesidad? 
(  ) SI 
( ) NO. Especifique                                                                 
( ) Nunca han presenciado la atención a una persona sorda 

7. Generalmente ¿quién ha brindado la atención a la persona 

sorda?


( ) Personal de la misma oficina 
( ) Personal de la Contraloría de Servicios 
( ) Personal judicial de otro despacho que conoce la lengua Lesco 
( ) Persona intérprete  
( ) Le han dejado de atender por no poder comunicarse 
( ) Su oficina nunca ha atendido a una persona sorda 

8. ¿Existen carteles, letreros, flechas o indicaciones visuales adecuadas para orientar a las personas sordas a dirigirse hasta su oficina o despacho para realizar el trámite que ofrece esa dependencia?

(  ) Sí
(  ) NO 
                                        
(  ) Insuficientes  

De las siguientes alternativas, ¿cuál considera usted que podría facilitar la atención a las personas usuarias con discapacidad auditiva? 
( ) Capacitar a una o más personas de su oficina o despacho en el programa de formación en Lesco (4 niveles de 40 horas cada uno) 
( ) Actualizar por medio de la práctica del lenguaje a quienes ya terminaron los cuatro niveles del programa 
( ) Una persona calificada como intérprete que brinde apoyo por circuito judicial 
( ) Softwares especializados con personas traductoras en línea    

( ) Otra alternativa. Detalle                                                                  
10. ¿Considera que nuestra institución realiza los esfuerzos necesarios para brindar un trato inclusivo y de calidad hacia las personas con discapacidad auditiva? 
(  ) SI    
(  ) NO (Justifique)                                                                
11. ¿Conoce que hay una lista de servidores y servidoras judiciales que se han capacitado en Lesco y está disponible por circuito desde la Contraloría de Servicios? 
SI (  ) 
                                          NO (  ) 

12. ¿Conforme a la demanda de personas usuarias sordas que se atienden en su oficina o despacho, la ubicación física, cargas de trabajo y demás características de su dependencia, cuenta el personal con disponibilidad para capacitarse en la lengua de señas costarricense, Lesco?  
(  ) SI 
(  ) NO 
13. ¿Usted o alguna persona de su oficina que aprendió Lesco, tiene interés en participar en talleres de refrescamiento o práctica, dirigidos por facilitadores o facilitadoras sordas? 
( ) SI 
( ) NO 
( ) No hay personas capacitadas de esta oficina 

14. ¿Con la finalidad de mejorar la atención a las personas sordas, considera adecuada la existencia de un protocolo de atención a la persona sorda? 

( ) SI 
( ) NO 

15. Tiene alguna sugerencia o comentario adicional que estime relevante para fortalecer la atención a la persona sorda. Detalle aquí. 
- 0 –
ANEXO N° 2
CONSULTA EFECTIVIDAD DE FORMACIÓN EN LESCO 2017 
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Se acordó: Tomar nota del informe presentado por la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina, las licenciadas Waiman Hin Herera, Subdirectora interina y Cheryl Bolaños, Jefe interina de Gestión de la Capacitación, todas de Gestión Humana, mediante oficio N° 158-CAP-2019 del 17 de junio de 2019, referente al diagnóstico de necesidades en lengua de señas costarricense (Lesco). Se declara acuerdo firme.” 


Expone la integrante Pérez su preocupación pues el Ministerio Público tiene una población muy flotante, lo mismo que el OIJ. De igual forma, el perfil de las personas que atiendan esa población es particular y no cualquier persona lo tiene. Agrega, el diagnóstico que presentó GH al Consejo Superior es el de necesidades no el situacional, y agrega, las capacitaciones se han desarrollado del 7 de setiembre de 2018 al 5 de julio de 2019, como consecuencia del voto de la Sala Constitucional. Los cursos se contrataron con la Universidad de Costa Rica con la colaboración de la Dirección de Gestión Humana.
Las integrantes María Felicia y Damaris Vargas indican que mostraron oportunamente su disconformidad con el planteamiento de GH sobre las funciones que se asignaban a la Subcomisión, considerando que no se tiene la capacidad debido a que esta Subcomisión no funciona de manera permanente.
El integrante Wilberth Kidd comparte la posición y solicita se gestione de esa manera considerando su impacto en diferentes ámbitos como evaluación de desempeño. Agrega, algunos edificios si tienen esos señalizadores como Guadalupe, Jicaral, sobre todo los más nuevos.
Damaris Vargas señala que la capacitación debe darse a todas las personas servidoras judiciales; sin embargo, considerando los costos y tiempo de implementación, es necesario indagar sobre opciones virtuales accesibles con la colaboración de TI.
El integrante Otto Lépiz refiere a la situación que se presenta con personas traductoras en lesco quienes no están debidamente capacitados.

SE ACUERDA: 1° Se toma nota del acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión 58-19 de 27 de junio de 2019, Artículo XLVI, en el que toma nota del Oficio N° 158-CAP-2019 del 17 de junio de 2019 presentado por la Dirección de Gestión Humana. 2° Solicitar al Consejo Superior se declare obligatoria para toda la población judicial los cursos “Derechos Humanos de las personas con discapacidad” y “Promoción de la autonomía personal de las personas con discapacidad” y que se ejecuten gradualmente. Priorizar a las personas servidoras judiciales quienes atienden público directamente y después a las demás. 2° En relación con la capacitación en lenguaje de señas costarricense, solicitar al Consejo Superior se disponga se priorice la capacitación a las personas quienes laboran en el Ministerio Público y el OIJ en seguimiento de la resolución emitida por la Sala Constitucional en voto 9630-2017 de 23 de junio de 2017, con la colaboración de Gestión Humana, dando continuidad a las actividad de capacitación que ya han ido desarrollando en 2018 y lo que va de 2019; además, se amplíe al resto de personas servidoras judiciales. Sobre esto último, para una mayor efectividad y considerando el costo de oportunidad de ejecutar tal medida, instar al Consejo Superior solicite a la Dirección Tecnología de la Información priorice el desarrollo o adquiera una alternativa de software que haga la traducción del lenguaje de señas según los requerimientos de las personas usuarias internas y externas. 3° Se declara firme este acuerdo por unanimidad para su ejecución. Comuníquese al Consejo Superior, Direcciones de Gestión Humana, Ejecutiva, Planificación, Escuela Judicial, Tecnología de la Información, Organismo de Investigación Judicial, Ministerio Público, Defensa Pública, Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, Consejo de la Judicatura, Consejo de Personal y Unidad de Acceso a la Justicia.-
Sin otro particular, con estima y consideración,..”
Resume de hallazgos y recomendaciones capacitación de Lenguaje en señas Costarricense LESCO,2017
En el año 2017 se aplicó un instrumento de consulta con el objetivo de Analizar el proceso de capacitación en el Lenguaje de Señas Costarricense LESCO cursado por 267 personas de los ámbitos Administrativo, Jurisdiccional y Auxiliar de Justicia en el periodo del 2008 al 2015, con el fin de verificar mejoras en el proceso; ya sea con ampliación de los módulos o mediante la actualización y el refrescamiento.

Estas personas concluyeron con éxito los niveles I, II, III y IV que fueron los aprobados como los requeridos para un proceso de capacitación adecuado y el cual fue avalado por el Consejo Superior en la sesión N°70-09 del veintiuno de julio del dos mil nueve, en el artículo XXXII.

El instrumento aplicado a estas personas buscaba obtener la información necesaria para validar el proceso que se había realizado años atrás en esta formación, pretendía también mejorar la experiencia en el siguiente proceso de contratación.
Del análisis realizado se identificaron algunos hallazgos según lo indicado por 112 personas que completaron el cuestionario. En términos generales se identificó que del total entrevistado un 38% indicó que había utilizado los conocimientos adquiridos en 1 o 3 ocasiones y 34% aseguro haberlo utilizarlo igual o más de seis veces colaborando con en la atención básica logrando el objetivo del proceso de aprendizaje. 
Cuando se les consultó sobre la eficacia de los contenidos estudiados en el curso y si fue ampliamente abarcado los aspectos básicos de Lesco, se pudo observar que, pese a que fue sumamente enriquecedor el proceso y la experiencia, externaron la necesidad de profundizar más y tropicalizarlo a la realidad institucional, con mayor retroalimentación para mejora y actualización de los conocimientos.

La gran mayoría de persona participantes también consideró que se desarrollaron dinámicas grupales adecuadas y que se aplicaron técnicas que propiciaron la participación del grupo de trabajo.
Un gran vacío en la capacitación de LESCO realizada fue el seguimiento, ya que más del 98% de personas participantes indican que es necesario para poder implementar lo aprendido, estar en constante reforzamiento, dar continuidad al aprendizaje mediante casos prácticos para realimentar con las demás personas participantes y contar con material didáctico para consulta y repaso. Esto por cuanto la inversión que representa para el Poder Judicial, no sería aprovechado de la mejor forma. 
Se rescató también lo valioso de colaborar con la población al poder brindar un adecuado acceso a la justicia y la satisfacción que esto conlleva para la persona colaboradora.
Mas del 95% consideraba importante retomar el proceso de aprendizaje de LESCO, pero solo el 79.5% indica que puede hacerlo, algunas personas indican que por cargas laborales o permisos de la jefatura se les dificultaba retomarlo.

Por lo anteriormente descrito, en el informe realizado se contemplaron algunas recomendaciones para futuras capacitaciones en Lenguaje de señas costarricense, a continuación, se detallan las más importantes:

En los procesos de formación iniciar por los aspectos básicos de LESCO (cultura de la población, errores a la hora de comunicarse, entre otros) 
Como primer aspecto del proceso de formación, considerar la sensibilización al compartir con población sorda.
Las personas facilitadoras deben familiarizarse con términos judiciales para que las aborden en las sesiones de trabajo. 
Realizar procesos de refrescamiento y actualización a las personas que fueron capacitadas en LESCO.
Como mínimo, deben participar dos personas facilitadoras en cada sesión; y una de estas personas debe ser sorda.
El material que se facilita a las personas participantes para el estudio debe incluir contenido visual, referencia de videos e información básica que aporte como material de repaso.  Y, además, como material de referencia para alguna situación que se les presente. 
Énfasis en la expresión facial como parte de la comunicación.
En los grupos de refrescamiento o actualización debe participar solo población del Poder Judicial para el análisis de situaciones que se dan en común. 
Se deben buscar medios institucionales para la colaboración a oficinas donde no estén personas formadas en LESCO (video llamada).
Posibles limitaciones en la comunicación (que la persona sorda no hable LESCO, no sepa leer o cualquier otra situación que se deba contemplar)
Implementar las bases del aprendizaje para adultos en cada proceso formativo. 
Capacitar en mínimo VII niveles de LESCO a las personas que inicien el proceso.
Trabajar en conjunto con la Contraloría de servicios del Poder Judicial y con la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial para validar las nuevas personas por capacitar y el seguimiento oportuno a esta población. 
Debe asignarse una oficina responsable de dar seguimiento a las personas formadas. El seguimiento que ofrece Gestión Humana depende de los Recursos que se asignen.
La Subcomisión de Acceso a la Justicia debe girar las directrices necesarias para que la institución se dote de intérpretes en LESCO
Aclarar en el certificado que se emite a las personas participantes, que no son intérpretes, que el conocimiento adquirido es para brindar apoyo básico a personas sordas. 
Que el curso virtual que está desarrollando Gestión de la Capacitación “Derechos Humanos de las personas con discapacidad”, sea obligatorio para toda la población Judicial.


-0-

Procede tomar nota del acuerdo anterior.
SE ACORDÓ:  Tomar nota.
Atentamente,

Mba. Lucrecia Chaves Torres
Jefatura
Sección Administrativa de la Carrera Judicial
Dirección de Gestión Humana”


SE ACUERDA: Se toma nota.
 
ARTICULO XIV
Se conoce el Oficio N° 10909-19 de 21 de octubre de 2019, en el que se comunica a la Máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 90-19 celebrada el 17 de octubre del 2019, Artículo LXXIV, que literalmente dice:
[bookmark: _Toc21964003]“ARTÍCULO LXXIV 
DOCUMENTO N° 11591-14, 13041-19
La máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, mediante oficio N° CACC-330-2019 del 9 de octubre de 2019, gestionó:
“Por este medio se remite para su estimable conocimiento, el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad celebrada el pasado 06 de agosto de 2019, en donde se acordó: 

“ARTICULO X

Se conoce gestión de parqueo planteada por el señor Nombre 001, Investigador Informático de la Sección de Delitos Informáticos del OIJ, en el que señala el motivo por el cual no pudo asistir a la sesión ordinaria anterior de la Subcomisión, y expone:
[bookmark: _Toc21964005][bookmark: _Toc21964005]
De: Nombre 001 
Enviado el: jueves, 01 de agosto de 2019 09:40 a.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Yorleny Ferreto Solano <yferreto@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: solicitud de parqueo

Estimados Señores y Señoras de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad

Reciban un atento saludo y a la vez aprovecho para disculparme por no haber asistido a la cita programada para el 8 de julio a las 10 horas, esto debido a que me realizaron una intervención quirúrgica, y además quiero mencionarles de mi caso y tengan una mayor claridad de los hechos suscitados; en donde debido a un accidente de tránsito que se originó el 10 de diciembre del 2014 en las inmediaciones de Moravia; me provocó un serio daño permanente en mis funciones orgánicas, específicamente en el fémur, astrágalo, radio y pulmones; provocando una enfermedad crónica llamada artrosis que me impide el desplazamiento  como una persona normal y una deficiencia pulmonar; que a pesar de las fisioterapias recibidas, que me ayudaron a tener una mayor movilidad, no se llegó a un 100%, y me pone en una desigualdad frente a mis compañeros. Es por ello que enfocado en la necesidad de tener una igualdad de condiciones y con base en la ley de igualdad de oportunidades ( Ley 7600), la convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y la Ley para la promoción de la Autonomía Personal de las Personas con Discapacidad (ley 9379); solicité el día 31 de julio del 2014, a la Comisión de Accesibilidad, propiamente dirigido a la Magistrada Carmen María Soto, un espacio de parqueo, para poder tener una mayor igualdad de condiciones frente a mis compañeros, al no tener una respuesta positiva se remitió al Consejo Superior, la cual ingresó con referencia 11591-14, y se acuerda enviar el oficio a la Dirección Ejecutiva para que realicen un estudio; en dónde se realizaron recordatorios con base en las siguientes referencias 11591-2014, 3828-2015, 4499-2015, 4859-2015, 10210-2015, 12675-2015, 3225-2019, 4401-2019 y el 5708-2019; y no es hasta este año, que mediante el informe 1898-DE-2019 contestan mi solicitud indicando que técnicamente no es viable, por razones de espacio y que valore otras opciones ( como el Teletrabajo), sin embargo a pesar de no estar solicitando teletrabajo, no omito señalar lo indicado en mayo de 2018, por el Licenciado Adolfo M. Valverde Bohórquez, Jefe de Despacho, Dirección General OIJ: 

“Por este medio, según gestión trasladada a la Dirección General del OIJ por parte de la Jefatura de la Oficina de Planes y Operaciones de este Organismo, e instruido por el Sr. Director General del OIJ, Walter Espinoza Espinoza, me permito indicar formalmente, que luego de una evaluación interna sobre la posibilidad de iniciar con la aplicación del teletrabajo a lo interno de esta Entidad, se ha decidido por parte del Sr. Director General no ingresar por el momento en esta actividad laboral alternativa”.. 

Es por ello que un teletrabajo no es viable y debido a que en el edificio que laboro existen 11 campos de parqueo  de los cuales 1 pertenece a una unidad policial, 1 pertenece a un funcionario judicial de la Dirección de Planificación pero se encuentra en préstamo a una unidad policial y 9 espacios de personas judiciales que no laboran en ese edificio y no existe ni un solo lugar para personas con discapacidad, logrando así generar una imposibilidad para empleados judiciales con discapacidad o las personas usuarias, que son a quienes nos debemos; y el no permitirme a mi o a un usuario con discapacidad estar en igualdad de y con los demás, generando una discriminación en detrimento de Derecho de Autonomía Personal y el irrespeto a las Derechos Humanos Protegidos por los pactos y tratados internacionales , así como los patrimoniales de todas las personas con discapacidad. Ya que todo establecimiento público y privado deberá contar con dos espacios como mínimo o el 5% del total de espacios disponibles según el reglamento a la ley 7600, capítulo IV, artículo 154 y que va en contrariedad a la circular 63-2007 de la Dirección Ejecutiva que indica claramente, cuando algún servidor judicial requiera un parqueo por su condición física, se deberán tomar las previsiones del caso, a efecto de que el requerimiento se atienda conforme corresponda. Es por ello que acudo a su persona con el fin de ver si existe alguna posibilidad de que me ayude con mi solicitud debido al tiempo transcurrido sin respuesta, y a que existe suficiente espacio en el parqueo para crear un espacio especial, como se puede observar en la imagen que adjunto del parqueo. 

[image: ]
Imagen No.1 Espacio Frente al ascensor del parqueo existente


[image: ]
Imagen No.2 Plano del área de parqueos del edificio

Como se logró ver en las imágenes existe suficiente espacio de parqueo para crear un espacio especial para persona con discapacidad ya sea en los parqueos frente al ascensor o en el área de parqueos.

Para ello le remito el dictamen médico legal, el informe realizado por la Dirección Ejecutiva respecto a los espacios de personas con discapacidad y quedo a la espera de lo que corresponda.”




En sus exposición, el señor Nombre 001 indica, para realizar sus funciones no requiera hacer trabajo de campo, serían pocos lugares donde tener que asistir debido a que trabaja mucho por correo electrónico y con el auxilio de la tecnología. Agrega, en su trabajo contacta mucho con personas que están en otros países por medios electrónicos. Refiere a un informe de la Dirección Ejecutiva en el que se señala hay espacios de parqueo en el edificio de Tribunales que no se han asignado a personas con discapacidad porque no han sido solicitados, están siendo ocupados por vehículos del OIJ. Aduce, el espacio de parqueo para las personas con discapacidad tiene requerimientos especiales; sin embargo, se ajustaría a cualquier espacio en tanto pueda tener acceso, preferiblemente al Anexo C, pero igual le quedaría bien con el parqueo del edificio de Tribunales.

Andrea señala que la Administración lo que debe hacer es revisar el espacio y ofrecerles el parqueo conforme a sus condiciones; e inclusive indica, el teletrabajo es voluntaria así que podría tratarse de una discriminación pensar en esa opción a menos que él lo solicite expresamente. De igual forma se estaría violentando su derecho al buscarle solución en un edificio diferente donde él trabaja pues se le estarían manteniendo las barreras. Indica, son diferentes los espacios que deben conforme a la ley reservarse para las personas usuarias con discapacidad que son dos espacios cuando son pocos los parqueos y cuando son varios se trataría del 5%; y los parqueos que la Institución debe facilitar a las personas servidoras con discapacidad.

En sesión 05-19, Artículo IV, se tomó el acuerdo que literalmente indica: “SE ACUERDA: Se toma nota de la gestión. Solicitar a la Dirección Ejecutiva informe acerca de los espacios reservados para las personas con discapacidad en los edificios del Primer Circuito Judicial de San José, su ubicación y a quien están asignados en este momento. Lo anterior, a fin de atender la solicitud del señor Nombre 001, quien es una persona con discapacidad, certificado por CONAPDIS. Se declara firme este acuerdo por unanimidad.”

SE ACUERDA: 

3°. Solicitar al Consejo Superior valore emitir una circular en la que se informe sobre el derecho de parqueos que tienen las personas usuarias en situación de discapacidad, así como las personas servidoras judiciales con discapacidad conforme a lo que dispone la Ley 7.600 y demás normativa vinculada, incluyendo las condiciones que deben reunir tales parqueos”.

Propuesta de Circular. 

Circular N° XXX-2019

ASUNTO: Disposiciones normativas de acatamiento obligatorio respecto de asignación de espacios de parqueo accesibles para personas con discapacidad tanto para personas usuarias externas como para personas funcionarias judiciales, en cumplimiento de la Ley 7600 de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad y norma conexa.

A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS

SE LES HACE SABER QUE:

Por acuerdo de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas en Situación de Discapacidad-Comisión de Acceso a la Justicia, se acordó solicitar al Consejo Superior reiterar  a las diferentes Oficinas Judiciales y Unidades Administrativas del país, que tienen bajo su responsabilidad la administración y asignación de los espacios de parqueo en los diferentes circuitos judiciales del país, la necesidad de garantizarles el derecho a las personas usuarias internas y externas en situación de discapacidad acreditada un espacio de parqueo en cumplimiento de las leyes 8661Convención de los Derechos de las Personas con Discapacidad y 7600 de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad y su reglamento bajo la siguiente disposiciones:

“Artículo 43.- Los establecimientos públicos y privados de servicio al público, que cuenten con estacionamiento, deberán ofrecer un cinco por ciento (5%) del total de espacios destinados expresamente a estacionar vehículos conducidos por personas con discapacidad o que las transporten. Pero, en ningún caso, podrán reservarse para ese fin menos de dos espacios. Esos vehículos deberán contar con una identificación y autorización para el transporte y estacionamiento expedida por el Ministerio de Obras Públicas y Transportes. Esos espacios deberán estar ubicados cerca de la entrada principal de los locales de atención al público. Las características de los espacios y servicios expresamente para personas con discapacidad serán definidas en el reglamento de esta ley”. Ley 7600.

Decreto N°40659-MOPT-MP “Reforma reglamentaria para reforzar el uso de los estacionamientos reservados y la accesibilidad al transporte público colectivo” modifica en su artículo 154, del Decreto Ejecutivo Decreto Nº26831, "Reglamento de la Ley de Igualdad de Oportunidades para Personas con Discapacidad", publicado en La Gaceta N° 75 del 20 de abril de 1998.

“Artículo 154.- Estacionamientos reservados. Todo estacionamiento público y privado de atención al público, de acuerdo a lo que disponga de espacios para estacionar vehículos automotores, deberá disponer de espacios destinados a vehículos conducidos por personas con discapacidad o que les transporten. Lo anterior según lo establecido en la siguiente tabla: 

	Cantidad de espacios mínimos de estacionamiento

	Estacionamientos reservados accesibles


	De 1 a 40 espacios
	2


	De 41 a 60 espacios
	3


	De 61 a 80 espacios
	4


	De 81 a 100 espacios
	5


	De 101 a 120 espacios
	6


	De 121 a 140 espacios
	7


	De 141 a 160 espacios
	8


	De 161 a 180 espacios
	9


	De 181 a 200 espacios
	10


	Más de 200 espacios
	Aplicar el 5%




Estos estacionamientos reservados deberán ubicarse en las entradas principales de los locales de atención al público, debidamente identificados con el símbolo internacional de acceso al que se hace referencia en el artículo 105 de este Reglamento.

Para señalización a nivel horizontal (a nivel de piso), se debe colocar en el centro del espacio para el estacionamiento, el símbolo internacional de acceso, con dimensiones de un metro por un metro, respetando la proporción y disposición cromática de fondo azul y figura blanca.

En cuanto a rotulación vertical, cada dos espacios contiguos, se debe disponer de un rótulo colocado a una altura mínima de 2, 20 metros libres, de manera que no obstaculice el tránsito peatonal sobre la acera ni invada el vado o rampa de ingreso. Este tipo de rótulo debe estar compuesto por la letra "E" en mayúscula, inscrita dentro de un círculo con línea roja y centro blanco, debajo de ésta la palabra "RESERVADO" y en la parte inferior, el símbolo internacional de acceso con dimensiones de 20 centímetros por 20 centímetros, tal y como lo establece el artículo 106 de este Reglamento”.

Lo anterior para que se consideren los espacios reglamentarios con sus respectivas características para la atención de usuarios externos con discapacidad., que debe reservar en razón del servicio que brinda el Poder Judicial. 

En lo que respecta al otorgamiento de espacios de parqueo para personas funcionarias judiciales con discapacidad, cada Oficina Judicial y Unidad Administrativa, deberá considerar las disposiciones establecidas en la ley N°8661, Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, , y la Ley 7600 de Igualdad de Oportunidades para personas con discapacidad que en lo sucesivo señalan: 

a. Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, ley N°8661

Artículo 2. Ajustes razonables “(…) modificaciones y adaptaciones necesarias y adecuadas que no impongan una carga desproporcionada o indebida, cuando requieran en un caso particular, para garantizar a las personas con discapacidad, el goce o ejercicio en igualdad de condiciones con las demás, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales”.

Artículo 9. “A fin de que las personas con discapacidad puedan vivir en forma independiente y participar plenamente en todos los aspectos de la vida, los Estados Parte adoptarán medidas pertinentes para asegurar el acceso de las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con las demás, al entorno físico, (…). Estas medidas, incluirán la identificación y eliminación de obstáculos y barreras de acceso, y se aplicarán, entre otras cosas a: 

a) Los edificios, las vías públicas, el transporte y otras instalaciones exteriores e interiores como escuelas, viviendas, instalaciones médicas y lugares de trabajo; (…)”.

Artículo 27 inciso i): “Los Estados Parte reconocen el derecho de las personas con discapacidad a trabajar, en igualdad de condiciones con las demás; […] Los Estados Parte salvaguardarán y promoverán el ejercicio del derecho al trabajo, […], adoptando medidas pertinentes, incluida la promulgación de legislación, entre ellas: “Velar por que se realicen ajustes razonables para las personas con discapacidad en el lugar de trabajo”; 

b. Ley 7600 de Igualdad de Oportunidades para Personas con Discapacidad.

Artículo 23. “Derecho al trabajo. El Estado garantizará a las personas con discapacidad, tanto en zonas rurales como urbanas, el derecho de un empleo adecuado a sus condiciones y necesidades personales.” 

Por todo lo anterior, se deberá proporcionar espacios de parqueo (diferentes a los de atención de público) según las necesidades y características de cada funcionario que lo requiera, (siempre, y cuando no se imponga una carga desproporcionada o indebida a la Administración) para garantizar a las personas funcionarias con discapacidad, el goce o ejercicio en igualdad de condiciones con las demás.”
[bookmark: _Toc21964006]- 0 -

[bookmark: _MON_1632134756]En sesión Nº 90-14 celebrada 14 de octubre de 2014, artículo LXXV, de previo a resolver lo que correspondiera se solicitó a la Dirección Ejecutiva que realice el estudio técnico respectivo y rinda a este Consejo el informe correspondiente a la nota del máster Nombre 001, Profesional en Informática 2 de la Sección de Delitos Informáticos del Organismo de Investigación Judicial.

Luego, en sesión Nº 33-15 celebrada el 14 de abril de 2015, artículo XCII, se tuvieron por hechas las manifestaciones de la señora Directora Ejecutiva. Además, se tomó nota de las manifestaciones realizadas por el máster Nombre 001, en su citada condición. Y se hizo una instancia a la Dirección Ejecutiva para que rindiera el informe solicitado en sesión Nº 90-14 celebrada 14 de octubre de 2014, artículo LXXV, con el fin de contar con una pronta respuesta a la gestión planteada.

Seguidamente, en sesión N° 78-15 del 1 de setiembre del 2015, artículo XXVIII, se concedió una prórroga de un mes contado a partir de la comunicación del acuerdo a la Dirección Ejecutiva para que remitiera el informe relacionado con el tema de la gestión del señor Nombre 001

Además, en sesión N° 45-19 celebrada el 17 de mayo del 2019, artículo XXI, previamente a resolver, se dispuso devolver a la Dirección Ejecutiva el informe para que remita una propuesta tomando en consideración las manifestaciones de los integrantes, referente a realizar un control y lineamientos a seguir para la designación de espacios de parqueos al personal judicial, en aquellos casos de servidores y servidoras con discapacidad de movilidad, ubicando así el espacio a las personas servidoras judiciales que presenten este tipo de discapacidad en el edificio donde laboran, ya que lo que se pretende atender es un problema de accesibilidad y no el económico. 

Se solicito a la citada Dirección, que analizara las observaciones del servidor Nombre 001, Profesional en Informática 2 de la Sección de Delitos Informáticos del Organismo de Investigación Judicial.

Posteriormente, en sesión N° 59-19 celebrada el 3 de julio del 2019, artículo X, se acogió el informe rendido por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante oficio N° 2697-DE-2019 del 21 de junio de 2019, en el que se detalló que en el edificio Anexo C, conocido como edificio Alpino, el diseño estructural no permite que se pueda adaptar a las características técnicas de accesibilidad de los estacionamientos reservados, conforme lo establece el Reglamento de la Ley 7600, en su artículo 155, por lo que debería la jefatura inmediata del servidor Nombre 001, Investigador Informático de la Sección de Delitos Informáticos del Organismo de Investigación Judicial, valorar otras opciones para el adecuado desempeño de sus funciones, tomando en cuenta la naturaleza de la labor que desempeña el servidor. 

También, se aprobaron los criterios de asignación de espacios que se indicaron, los cuales comunicaría la Secretaría de la Corte a las personas servidoras mediante circular. 

Mediante circular N° 134-19, del 26 de agosto de 2019, se hizo de conocimiento de las personas servidoras judiciales del país, que el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 59-19 celebrada el 3 de julio de 2019, artículo X, dispuso: Aprobar los siguientes criterios de asignación de espacios de parqueo para el personal judicial que presentan algún tipo de discapacidad, los cuales obedecen al orden jerárquico y en igualdad de este al factor antigüedad. Siendo estos los criterios prioritarios, las condiciones.

Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Trasladar el presente acuerdo a la Dirección Ejecutiva para estudio e informe a este Consejo lo correspondiente. Se declara acuerdo firme.”

Atentamente, 



Lic. Ricardo Calderón Fernández 
Prosecretario General interino
Secretaría General de la Corte

c:	Máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia
Diligencias / Refs: (11591-14, 13041-19)
[bookmark: _MON_1634417827]Pt


SE ACUERDA: 1° Se toma nota. 2° Estar a la espera del informe de la Dirección Ejecutiva solicitado por el Consejo Superior. 

ARTICULO XV
La Unidad de Acceso a la Justicia remitió comunicado electrónico del 22 de octubre de 2019, 03:33, a las personas integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad, en la que remitió el: “… “Formulario de Protección de Datos Sensibles para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad “en razón del acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión No. 89-19, Artículo XCIX.Con la finalidad de obtener insumos para la elaboración de parámetros que permitan definir criterios base para la despersonalización. Asimismo se les solicita de la manera más respetuosa remitir sus aportes a más tardar el próximo martes 29 de octubre.”

El Formulario señala:
CRITERIOS PARA DESPERSONALIZAR INFORMACIÓN JUDICIAL DE ACCESO A TERCEROS

[bookmark: _Hlk21576872]Conforme lo establece la Ley de Protección de las Personas frente a tratamiento de sus datos personales, Ley No. 8968 (en adelante Ley de Protección de Datos), así como el Reglamento de actuación de la Ley de Protección de las Personas frente a tratamiento de sus datos personales en el Poder Judicial (en adelante Reglamento Institucional) y la circular del Consejo Superior No. 148-19, toda aquella información que se genere en el Poder Judicial, que sea de acceso público, ya sea por Internet o por solicitud de un tercero a través de otros medios,  previo a ser entregada o divulgada, debe someterse a un proceso de análisis para identificar si ésta contiene datos sensibles  y en caso positivo debe realizarse un proceso de despersonalización con el fin de desvincular aquellos datos que hacen identificable a la persona objeto de protección.
De acuerdo con el Reglamento Institucional en su artículo 6 y la circular del Consejo Superior, la persona designada en cada despacho u oficina judicial, responsable de remitir la información a los encargados de la protección de datos, debe generar una alerta a través de los procedimientos establecidos.
Es por lo anterior que con el fin de establecer aquellos criterios base que guíen a la identificación de un dato sensible, se hace necesario recopilar  información  a través de este instrumento, que permita generar un insumo necesario para la toma de decisiones en relación con esta temática.
Para los efectos la información debe contestarse conforme a su experiencia en cuanto a la información producida en su oficina o despacho judicial, siendo que para el ámbito jurisdiccional debe realizarse un instrumento por materia.   En algunos de los ítems se ejemplifica para dar mayor claridad, no obstante, esa información es meramente informativa.  Ahora bien, si uno de los criterios no aplica en su oficina indíquelo como tal.
1. Datos Generales

Despacho u oficina Judicial:         

Materia a la que corresponde la información de este instrumento:       

Nombre de contacto para ampliar información:            

Extensión:        

Correo electrónico        


2. Tipo de información

Marque el tipo de información que se produce en su oficina que sea de acceso público (puede elegir diversas opciones)
[bookmark: __Fieldmark__1995_3612175035][bookmark: __Fieldmark__1995_3612175035]|_| Resoluciones Judiciales
[bookmark: __Fieldmark__2001_3612175035][bookmark: __Fieldmark__2001_3612175035]|_|  Resoluciones inspección judicial
[bookmark: __Fieldmark__2007_3612175035][bookmark: __Fieldmark__2007_3612175035]|_| Actas de Corte Plena o Consejo Superior
[bookmark: __Fieldmark__2013_3612175035][bookmark: __Fieldmark__2013_3612175035]|_| Circulares 
[bookmark: __Fieldmark__2019_3612175035][bookmark: __Fieldmark__2019_3612175035]|_|Oficios
[bookmark: __Fieldmark__2025_3612175035][bookmark: __Fieldmark__2025_3612175035]|_|Dictámenes
[bookmark: __Fieldmark__2031_3612175035][bookmark: __Fieldmark__2031_3612175035]|_|Otros.   Especifique: Haga clic o pulse aquí para escribir texto.




3. Criterios de despersonalización

3.1. Criterios de despersonalización obligatoria 
De acuerdo con la Ley de Protección de Datos, en su artículo 9 y el Reglamento Institucional, artículo 12, los siguientes son los datos que deben ser protegidos de manera obligatoria:
· Personas menores de edad
· Personas mentalmente incapaces	Comment by Windows User: Creo que se debiera cambiar este término por el de discapacidad psicosocial, puesto que a partir de la promulgación de la Ley de Autonomía Personal ya no se declara incapaz a una persona.
· Víctimas de acoso
· Víctimas de delitos sexuales
· Víctimas de violencia doméstica
· Dirección de la residencia de cualquier persona
· Fotografía  de cualquier persona
· Número de teléfonos privados de cualquier persona
· Citaciones Judiciales o notificaciones
· Operaciones bancarias o financieras
· Otros de igual naturaleza cuyo tratamiento pueda afectar los derechos y los intereses de la persona titular	Comment by Windows User: El artículo 22 de la Convención Sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad establece que los estados signatarios deben guardar en privacidad la información personal relativa a  la salud y rehabilitación de las personas con discapacidad  

En relación con los siguientes ítems, ejemplifique como interpreta usted qué tipo de información debe ser objeto de protección vinculados a cada uno de ellos:
· Citaciones Judiciales o notificaciones
Haga clic o pulse aquí para escribir texto.

· Operaciones bancarias o financieras
Haga clic o pulse aquí para escribir texto.
· Otros de igual naturaleza cuyo tratamiento pueda afectar los derechos y los intereses de la persona titular
Haga clic o pulse aquí para escribir texto.

3.2. Criterios de despersonalización por persona interviniente

En el siguiente cuadro se presentan los diferentes tipos de partes que intervienen en un proceso, marque el tipo de parte que aplica para su materia  y en la columna respectiva indique los criterios utilizados para despersonalizarlos.   

	Tipo de parte
	Se despersonaliza cuando:

	☐Actor 
☐Víctima
☐Recurrente
☐Ofendido
☐Denunciante
☐ Otro.  Especifique Haga clic o pulse aquí para escribir texto.

	

	☐Demandado
☐Imputado
☐Recurrido
☐Investigado
☐ Otro.  Especifique: Haga clic o pulse aquí para escribir texto.

	


	
Testigos
	

	
Peritos
	

	
Investigadores, policías
	

	
Otro tipo de intervención.  Especifique Haga clic o pulse aquí para escribir texto.

	










3.3. Criterios de despersonalización por tipo de proceso o delito
Indique si existe algún criterio donde conforme al tipo de proceso o delito es obligatoria la despersonalización de la información. 
     	Comment by Windows User:  En  los procesos en los cuales se ha declarado inimputable a una persona 
 En los procesos de violencia doméstica cuya víctima sea una persona con discapacidad 

3.4. Criterios de despersonalización por cuantía o monto de pago de daños 
Se ha mencionado que si el monto pagado en daños morales es alto, al publicarse dicha información se estaría poniendo en riesgo a la persona por lo que debe despersonalizarse la resolución.  ¿Eso es considerado un dato sensible? 
Indique si existe algún criterio relacionado con la despersonalización de la información relacionada con el monto de la cuantía o el pago de daños y perjuicios.
     
3.5. Criterios de despersonalización en relación con lugares
En relación con los lugares de trabajo o donde se dieron los hechos, se ha indicado que si es una empresa pequeña ésta debe despersonalizarse cuando a partir de la información que contiene el documento se podría identificar a la parte vulnerable, diferente es cuando el lugar de trabajo tiene mucho personal por ejemplo el MEP, esta Institución no se despersonalizaría no así el nombre de la Escuela.   
Indique si existe criterio en relación con el ocultamiento de la información relativa con el lugar de trabajo, o el lugar donde se llevaron a cabo los hechos. 
     	Comment by Windows User: Según en el OIT las personas con discapacidad son las últimas en contratar y las primeras en despedir. Así que hay que tener cuidado sobre el lugar  de trabajo de las personas con discapacidad, a efecto de no dar motivo su despido.
3.6. Criterios de despersonalización por persona considerada figura pública
Se han presentado casos donde se están juzgando personas consideradas figuras públicas, cuyos delitos son del ámbito privado, sin embargo, existen criterios encontrados respecto que por transparencia no debe despersonalizarse la información.
Indique si existe criterio en relación con el ocultamiento de la información relativa con las personas consideradas figuras públicas. 
     
3.7. Criterios de despersonalización en relación con las poblaciones vulnerables

Indique los criterios utilizados para la información relativa con las poblaciones vulnerables.  De ser posible trate de realizarlo una a una.
     	Comment by Windows User:  La condición de discapacidad de la persona
 El estado de salud
 La residencia de las personas con discapacidad
 Si la persona con discapacidad ha sido víctima de violencia doméstica


3.8. Criterios de despersonalización en relación con problemas de adicción a las drogas, alcoholismo, callejización y problemas de salud.
Indique si existe criterio en relación con el ocultamiento de la información señalada. 
     

3.9. Criterios de despersonalización en relación con la identificación de números de: cuentas bancarias, inscripciones de bienes muebles o inmuebles, sociedades, cédulas jurídicas, protocolos, etc.
Uno de los temas en discusión es que si la protección de datos debe cobijar aspectos como los datos de inscripción de los protocolos por cuanto a través de éstos se podría identificar a las personas, sin embargo, existe otra corriente que manifiesta que eso es “hilar muy delgado”.
Indique los criterios utilizados para este tipo de información, puede indicarlo uno a uno si fuera necesario.  De ser posible trate de realizarlo una a una.
     

3.10. Criterios de despersonalización en relación con los representantes, apoderados de las partes e instituciones  y representante sindicales. 
Indique si existe criterio en relación con el ocultamiento de la información señalada. 
     

3.11. Criterios de despersonalización en relación con las personas funcionarias públicas en el ejercicio de sus funciones y en el ámbito privado

Indique si existe criterio en relación con el ocultamiento de la información respecto a las personas funcionarias públicas
     

3.12. Criterios de despersonalización en relación con casos mediáticos
Indique si existe criterio en relación con el ocultamiento de la información señalada. 
     	Comment by Windows User: De acuerdo con el artículo citado se debería despersonalizar la información con respecto a la condición de salud de las personas con discapacidad y los procesos de rehabilitación

3.13. Criterios de NO despersonalización 
Mencione en qué casos se ha definido cuando la información no debe ser despersonalizada. 
     


3.14. Criterios sobre el Derecho al Olvido 
Indique cuáles criterios se aplican en su materia respecto al derecho al olvido
     
3.15. Otros criterios
En caso de haberse omitido algún otro criterio favor incluirlo a continuación:
     ”
Se conocen las sigerencias enviadas por el señor Otto Lépiz.


SE ACUERDA: 1° Se toma nota. 2° Trasladar a la Unidad de Acceso a la Justicia las sugerencias enviadas por el señor Otto Lépiz en representación de la Defensoría de los Habitantes.	Comment by PJ: Se confecciona oficio para Melissa.

ARTICULO XVI
En comunicado electrónico del 30 de octubre de 2019, 11:34 horas, la jueza Damaris Vargas Vásquez, en su condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad, remitió propuesta al Magistrado Jorge Olaso Alvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia, y a la Unidad de Acceso en la que señaló:
“Estimado don Jorge: Reciba un cordial saludo. Tengo el gusto de comentarle que el licenciado Otto Eduardo Lépiz, representante de la Defensoría de los Habitantes en el tema de Discapacidad, e integrante de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad, mostró su anuencia a compartir con nosotros los ejemplares que han publicado de las ediciones de la Revista Dis-Capacidad en Acción. La publicación se hace con ocasión del cumplimiento de uno de los aspectos contemplados en el Plan Anual Operativo del Mecanismo Nacional de Supervisión de la Convención Sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, en relación con las cuales el Poder Judicial también tiene compromisos.
Con ocasión de lo anterior, le planteo respetuosamente, la siguiente solicitud:
1. Socializo el contenido de la Revista con usted y demás personas integrantes de la Comisión para su conocimiento, con el ruego especial de que se valore la inclusión de la información en la página web de la Comisión de Acceso a la Justicia, en el apartado de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad; o bien, un link que direccione su contenido a la página web de la Defensoría para no duplicar información interinstitucional.
1. Aprovecho para sugerir a la Comisión de Acceso a la Justicia valore la posibilidad de que la Comisión emita una Revista Virtual, relacionada con las acciones emprendidas por las diferentes Subcomisiones, entre ellas y especialmente, las de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad y la de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas pues es muy importante que las personas usuarias externas e internas sean comunicadas de los avances que hemos logrado como Institución.

Desde ya mi disposición a colaborar en esta propuesta en caso de que exista anuencia de la Comisión.”


SE ACUERDA: 1° Se toma nota. 2° Solicitar a la Unidad de Acceso a la Justicia informe sobre los avances de la solicitud planteada por la jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad.-	Comment by PJ: Se confecciona oficio para Melissa.

ARTICULO XVII
La Unidad de Acceso a la Justicia remitió comunicado electrónico del 4 de noviembre de 2019, 04:14 horas, a las personas coordinadoras de las Subcomisiones de Acceso a la Justicia, en el que indicó:
Personas Integrantes 
Subcomisiones de Acceso a la Justicia de Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad 
Estimadas Personas Integrantes: 
Reciban un respetuoso saludo. Por medio de la presente, se les informa para su estimable conocimiento el correo remitido el día de hoy por la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales y su documentación adjunta. Asimismo se les solicita de la manera más respetuosa, remitir sus aportes a más tardar el próximo jueves 7 de noviembre por este medio.”

[image: LOGO ODS PJ]

República de Costa Rica
Poder Judicial
Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales
4 de noviembre de 2019
Señor 
Jorge Olaso Álvarez 
Coordinador  
Comisión de Acceso a la Justicia 
Presente 

Estimado señor:
Reciba un cordial saludo.  Con instrucciones de la señora Karen Leiva Chavarría, Jefa de esta oficina, me es grato dirigirme a usted muy respetuosamente, en ocasión de hacer de su estimable conocimiento del Patronato Nacional de la Infancia, para dar respuesta a la “Lista de cuestiones relativa a los informes periódicos quinto y sexto combinados de Costa Rica”.
Lo anterior, en el marco del cumplimiento de la Convención sobre los Derechos del Niño, ratificada por el país en 1990 y como parte del proceso de presentación del Informe por parte del Estado,  correspondiente a los periódicos V y VI combinados de Costa Rica ante el Comité de los Derechos del Niño, que fue elaborado durante el año 2016 (Se adjunta y sus anexos).
Para este fin, se confeccionó un formulario en Excel denominado “Formulario Estadísticas CD!’!”, el cual indica los datos estadísticos que se requiere sean brindados por la institución que usted representa y contiene las instrucciones para su llenado.
Por ello. solicitamos muy respetuosamente remitir el “Formulario Estadísticas CDN’~ así como los documentos, bases de datos o archivos adjuntos que aporten los datos estadísticos solicitados, a más tardar el día viernes 8 de noviembre, a los correos electrónicos: amorac@poder-juidicial.go.cr , con copia al correo ocri@poder-judicial.go.cr 
Agradecemos de antemano la valiosa atención que pueda brindar a la presente comunicación y quedamos a total disposición ante cualquier consulta.
Con las muestras de mi más alta consideración y estima …”

La solicitud en referencia fue puesta en conocimiento de las personas integrantes de la Subcomisión mediante comunicado electrónico del 05 de noviembre de 2019 02:52 a.m., por parte de la jueza Coordinadora de la Subcomisión, Damaris Vargas Vásquez, en el que se indicó: “Buenos días. Traslado para su conocimiento y remisión de aportes a más tardar el próximo jueves 7 de noviembre.”



SE ACUERDA: Se toma nota del traslado a las personas integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas en situación de Discapacidad para que trasladen sus sugerencias y observaciones a la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales del Poder Judicial, si a bien lo tienen.-	Comment by PJ: Se confecciona oficio para integrantes de la subcomisión.

Esta acta se traslado a las personas integrantes de la Subcomisión de manera electrónica confiriéndose el plazo de tres días para remitir observaciones, las cuales están incorporadas.


Magistrado Jorge Olaso Álvarez
Coordinador Comisión de Acceso a la Justicia


Jueza Damaris Vargas Vásquez
Coordinadora Subcomisión Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad
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Señores y Señoras



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



 



Reciban un cordial saludo. A la vez, se les solicita remitir observaciones a la documentación adjunta vinculada con población en situación de discapacidad con el objetivo de obtener insumos para la realización del “Taller de Plan de Acción de las Políticas de las Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad”.



 



En lo personal considero muy importante considerar dentro de la información de interés el PEI 2019/2024 del PJ y la Política Nacional de Discapacidad, con el objetivo de lograr la coordinación interinstitucional, así como los compromisos institucionales que nacen con la normativa más reciente aprobada por la Asamblea Legislativa de un Capítulo de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad en la Ley 7.600.



 



Agradezco si pueden enviar las sugerencias el día de mañana a la Unidad de Acceso a la Justicia con copia a la suscrita para que sean consideradas en el Taller respectivo.



 



Cordialmente,



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora Subcomisión Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



Poder Judicial



Teléfonos (506) 22953081 y (506) 88118561



 



 





GENERALES.docx

Problemas identificados para el Taller de Construcción de Plan de Acción


GENERALES


			Eje Barreras Actitudinales y Culturales





			Eje Barreras Arquitectónicas y del Entorno:








			· Desconocimiento y desinterés para conocer y aplicar la normativa internacional y nacional, Circulares de Corte Plena, Consejo Superior y Dirección Ejecutiva, políticas institucionales de acceso a la justicia de poblaciones en condición de vulnerabilidad, y de las 100 Reglas de Brasilia.





· Cultura judicial que asume que las personas usuarias conocen los procedimientos y comprenden el lenguaje jurídico.








· Existencia de prejuicios, burlas, comentarios peyorativos, desvalorizantes, actitudes discriminatorias con respecto a todas las personas en condición de vulnerabilidad. 





· No inclusión del parecer de la PCV en procesos judiciales. No se toma en cuenta las necesidades particulares de las personas usuarias en condición de vulnerabilidad. 








· Resistencia del personal judicial para atender a personas en condición de vulnerabilidad. No se les da prioridad. 





· Se requiere un mayor esfuerzo en el desarrollo de actividades de capacitación y sensibilización sobre el servicio que debe brindarse a personas en condición de vulnerabilidad de manera que no se les revictimice y discrimine. 








· Carencia de evaluación de los procesos de capacitación y concienciación, que permitan medir el impacto de la información que se les brinda y su aplicación. 





· Dilación en la tramitación y resolución de procesos judiciales. 


			· Falta de espacios privados y adecuados para recibir denuncias o dar atención a las poblaciones en condición de vulnerabilidad. En donde se garantice la confidencialidad y la privacidad. Ejemplo: víctimas, niñas, niños y adolescentes, LGBTIIQ+, privados de libertad.





· Considerar la normativa relacionada con el concepto del síndrome de cuidador (OMS, 1985).








· Falta de diseño para la estructura externa de los edificios judiciales (ubicación en zonas alejadas, sin paradas de autobús cercanas, falta de parqueos para personas con discapacidad, tanto internos como externos).


























			Eje Barreras de comunicación e información


			Eje Barreras presupuestarias y administrativas:








			· No en todas las subcomisiones se incorporan personas usuarias, según se trate de cada población en condición de vulnerabilidad, con el fin de que sus necesidades sean detectadas y solventadas desde su propia perspectiva. 





· Se requiere de una estrategia de comunicación efectiva que involucre a todas las poblaciones en condición de vulnerabilidad en donde se divulguen los servicios que desde el Poder Judicial se brinda a estas poblaciones. 








· Insuficiente participación cuidadana para determinar necesidades de información y comunicación.





· El personal interviniente no aplica mecanismos para facilitar la comprensión de los procesos judiciales.








· Utilización de los mismos formatos y medios para las comunicaciones judiciales, los cuales no están condicionados a las necesidades particulares de la población.





· Desconocimiento a dónde acudir, de instancias y procedimientos según el tipo de denuncia.  





			· Mejorar la evaluación del personal en el cumplimiento de este tipo de materia, en cuanto al servicio que se debe brindar a las personas en condición de vulnerabilidad.





· No se consideran las necesidades de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.








· Falta de capacitación a los administradores regionales y encargados del OIJ en PCV.





· Establecimiento de directrices sin valorar la posibilidad de su ejecución o alcance.








· Ausencia de personal judicial en horas de almuerzo para el pago de ayudas económicas. Que es además un trámite sumamente engorroso.





· Inequidad en la distribución de los recursos.








· Tiempos de espera innecesarios o retardados. 
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Grupo Discapacidad y PAM.docx

Problemas: Población con Discapacidad y Personas Adultas Mayores


			Población con Discapacidad 


			Población Adulta Mayor





			· Falta de previsiones de salas  de juicio equipadas con sistemas electrónicos que faciliten a personas no videntes la información.





· Grifería que no se ajusta a requerimientos de personas con discapacidad, niños, niñas y otros.





· Facilidades, como parqueos, se otorgan por criterios como puesto que se desempeña o años laborales.





· Ascensores antiguos que no incluyen alertas lumínicas para personas sordas.





· Edificios de más de una planta sin ascensor, con poco mantenimiento o en mal estado; o con ascensor pero no son accesibles, Ejemplo: Edificio de Planificación.





· Falta de refrescamiento al personal judicial en LESCO. 





· Falta de señalización de rutas de evacuación ante situaciones de emergencia.





· No todas las actividades abiertas al público cuentan con la participación de personas intérpretes de LESCO y apoyos para personas con discapacidad.





· No siempre se solicitan personas intérpretes y traductoras, cuando así se requiere, para diferentes acciones y trámites judiciales.





· Los sistemas informáticos o estos no están adecuados a la condición de vulnerabilidad que presentan, por tener discapacidad visual, cognitiva, psicosocial u otra.





· Limitada información comprensible para personas con discapacidad mental e intelectual.


			· Limitaciones del personal judicial para contar con transporte oportuno para traslados a audiencias a sitios donde viven personas adultas mayores.





· Falta de sensibilización hacia el personal judicial que atiende a las personas adultas mayores, para que se les de una atención  prioritaria y se les explique con claridad sobre el tramite o procesos por realizar. 








· Implementar una estrategia de información sobre los servicios, trámites y procedimientos judiciales dirigidos a las personas adultas mayores. 





· Facilitar las ayudas económicas para las personas adultas mayores en condición de pobreza.






















Grupo Migrantes y Privados de Libertad.docx

Problemas: Personas Migrantes, Refugiadas y Privadas de Libertad.


			Población Migrante y Refugiada 


			Población Privada de Libertad





			· Personas operadoras de justicia y personal de apoyo que desconocen directrices referentes a la obligatoriedad de dar trámite a procesos de personas que se encuentran en situación irregular en el país y, por ende, no cuentan con documentos de identificación u otros.





· No siempre se solicitan personas intérpretes y traductoras, cuando así se requiere, para diferentes acciones y trámites judiciales.








· Programa de formación, capacitación y sensibilización del personal judicial en el contexto general de las personas migrantes y refugiadas, en donde se consideren las dimensiones sociales, culturales, políticas y religiosas; que permita comprender el impacto de la migración y el refugio.





· Que las y los jueces fijen los señalamientos de las audiencias y juicios dentro de un horario accesible, contemplando los requerimientos en materia de jornadas  de trabajo, tiempo para los desplazamiento, considerando las particularidades de las zonas en donde viven estas personas. 





· Que se promuevan procesos, servicios y consultas en los territorios en que exista población migrante y refugiada. Diligencias in situ.





			


· Invisibilización de población privada de libertad como usuaria de servicios del poder Judicial en materias diferentes a la Penal.





· Falta de enlaces y convenios dirigidos a la población privados de libertad.








· Falta de espacios adecuados para la atención de las personas privadas de libertad.





· Informar a los responsables del área sobre situaciones que amenazan o violan los derechos humanos de las y los privados de libertad, para que el ámbito de su competencia adopten las decisiones pertinentes para garantizar la salvaguardia de tales derechos.  





· Realización de visitas de inspección que permita verificar las condiciones de salud, alimentación, y el trato de las y los internos; en respeto de sus derechos humanos.





· Atender las necesidades de las personas privadas de libertad con orientación sexual diferente, de manera que se les garantice el respeto de sus derechos humanos y fundamentales. Construcción de reglas prácticas o recomendaciones generales para el debido proceso y atención de esta población.
















Niñez y Penal Juvenil.docx

Problemas: Niñez y Adolescencia, Población Penal Juvenil en conflicto con la Ley.


			Niñez y Adolescencia 


			Población Penal Juvenil en Conflicto con la Ley





			· Espacios privados para recibir denuncias o dar atención a víctimas de violencia sexual.





· Resistencia del personal para el uso de las cámaras de gesell. 








· Baños con perspectiva binaria de la sexualidad (no hay baños familiares ni neutros).





· Dilación en los procesos judiciales en donde están involucradas personas menores de edad, como por ejemplo: delitos sexuales. 





· Garantizar atención prioritaria y menos revictimizante de las personas menores de edad. 





· Capacitación y sensibilización en el abordaje de personas menores de edad que se ven involucrados en procesos judiciales, de manera que se contemple el interés superior de la PME.





· Impulsar acciones que favorezcan la agilidad en los procesos que afecten los derechos de las personas menores de edad o en los cuales una persona menor de edad se vea involucrada. 





· Realización de audiencias in situ de las PME que se encuentran en mayor situación de vulnerabilidad, dadas las características especiales como su nacionalidad, su condición de personas indígena, distancia geográfica, condición de persona migrante o persona con discapacidad. 





			· Falta de enlaces y convenios dirigidos a la población privados de libertad.





· Falta de sensibilización y capacitación dirigida para las y los funcionarios del sistema de justicia en cuanto a la necesidad de garantizar los derechos fundamentales de las personas menores de edad víctima y victimarios en el campo penal juvenil.





· Lineamientos que insten a las y los jueces a la aplicación y promoción de soluciones alternativas. 





· Desarrollo de acciones de capacitación para Judicatura, MP y DP de penal juvenil en materia de conciliación, reparación integral del daño y de suspensión del proceso a prueba. 



















Población Indígena, Afro, LGBTQ.docx

Problemas: Población Indígena, Población LGBTQ+, Población Afrodescendiente


			Población Indígena


			Población LGBTIQ+


			Población Afrodecendiente  





			· Desconocimiento de las personas operadoras de justicia acerca de la cosmovisión indígena y justicia tradicional. Variedad de etnias y diferencias culturales. 





· Falta de sensibilidad o de conciencia para organizar y programar audiencias para personas de territorios indígenas (in situ), irrespetando las limitaciones geográficas y económicas de esta población.








· Aplicación de la ley a pueblos indígenas en iguales condiciones que a otras poblaciones.





· Desconocimiento de la necesidad de utilizar los peritajes antropológicos y culturales, como una herramienta necesaria para comprender la cosmovisión de los pueblos indígenas. Así como la asignación de recursos para este tipo de diligencias.





· Limitaciones del personal judicial para contar con transporte oportuno para traslados a audiencias en territorio indígena y a sitios donde viven personas adultas mayores.





· No siempre se solicitan personas intérpretes y traductoras, cuando así se requiere, para diferentes acciones y trámites judiciales.





· Necesidad de capacitar al personal judicial sobre diversidad cultural, social, étnica entre otros.








· Falta de coordinación entre autoridades estatales y autoridades indígenas a fin de reconocer los acuerdos y formas de resolución de conflictos gestados en el derecho indígena.





· No se reconocen las resoluciones de los tribunales de Derecho Indígena.





· Es denegatorio el acceso a justicia sobre el procedimiento admisibilidad de traductores, ya que les solicitan certificados o títulos universitarios de que hablan idioma indígena. 





· En relación con personas indígenas es imprescindible la defensa técnica  en los procesos contenciosos administrativos. 


			· Ausencia de celdas de tránsito idóneas para poblaciones privadas de libertad, personas con discapacidad, LGTBIQ+).





· Baños con perspectiva binaria de la sexualidad (no hay baños familiares ni neutros).





· Falta de capacitación y sensibilización en el tema, Derechos humanos, No discriminación.  





· Acciones que garanticen una atención respetuosa a las personas usuarias del Poder Judicial. 





· 





			· Capacitación y sensibilización en el tema de Derechos Humanos, NO discriminación, etnia,  interculturalidad. 





·  Incluir en todos los registros judiciales la variable de afrodescencia, de manera que se visibilice la situación real y las necesidades de la población afrodescendiente. 





· La Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación deben incluir en los temarios de examen para ingresar al Poder Judicial (Carrera judicial, MP, DP), teoría sobre los derechos humanos de la población afrodescendiente, la discriminación racial, sus formas, manifestaciones y consecuencias.





· Aplicación de normativa, convenciones e instrumentos internacionales de población afrodescendientes en todo el quehacer institucional.
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RE: Documentación de Poblaciones en Condición de Vulneralidad para" Taller de Plan de Acción de las Políticas de las Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad”

		From

		Wendy Patricia Barrantes Jiménez

		To

		Damaris Vargas Vásquez

		Recipients

		dvargas@Poder-Judicial.go.cr



Buenos días doña Damaris. 



 



Envió mis observaciones sobre el tema de discapacidad y copio a la compañera Katherine Salazar Duarte para que las incluya. 



 



Gracias. 



 



Cordialmente. 



 



Licda. Wendy Barrantes Jiménez. 



 



De: Damaris Vargas Vásquez 
Enviado el: domingo, 6 de octubre de 2019 23:38
Para: Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; Wendy Patricia Barrantes Jiménez <wbarrantesj@Poder-Judicial.go.cr>; 'Otto Eduardo Lepiz' <olepiz@dhr.go.cr>; asanchez@conapdis.go.cr; fazofeifa@conapdis.go.cr; Nelda Beatriz Jimenez Rojas <nbjimenez@Poder-Judicial.go.cr>; ericka.alvarez@mtss.go.cr; Maria Felicia Zoch Badilla <mzoch@Poder-Judicial.go.cr>; Gabriela Abarca Morán <fabarcam@Poder-Judicial.go.cr>; Wilbert Kidd Alvarado <wkidd@Poder-Judicial.go.cr>; Katherine Hernández Molina <khernandezm@Poder-Judicial.go.cr>; Olga Guerrero Cordoba <oguerrero@Poder-Judicial.go.cr>; Roxana Arrieta Meléndez <rarrieta@Poder-Judicial.go.cr>; Waiman Hin Herrera <whin@Poder-Judicial.go.cr>; Mayela Pérez Delgado <mperezd@Poder-Judicial.go.cr>; Evelyn Chavarría Brenes <echavarria@Poder-Judicial.go.cr>; Orlando Castrillo Vargas <ocastrillo@Poder-Judicial.go.cr>; Franz Vega Zúñiga <fvegaz@Poder-Judicial.go.cr>; Edgar Madrigal Ramirez <EMadrigal@Poder-Judicial.go.cr>; Yorleny Ferreto Solano <yferreto@Poder-Judicial.go.cr>; Angie Calderón Chaves <acalderonc@Poder-Judicial.go.cr>; Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>; Yasmin Marchena Espinoza <ymarchena@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Documentación de Poblaciones en Condición de Vulneralidad para" Taller de Plan de Acción de las Políticas de las Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad”
Importancia: Alta



 



 



Señores y Señoras



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



 



Reciban un cordial saludo. A la vez, se les solicita remitir observaciones a la documentación adjunta vinculada con población en situación de discapacidad con el objetivo de obtener insumos para la realización del “Taller de Plan de Acción de las Políticas de las Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad”.



 



En lo personal considero muy importante considerar dentro de la información de interés el PEI 2019/2024 del PJ y la Política Nacional de Discapacidad, con el objetivo de lograr la coordinación interinstitucional, así como los compromisos institucionales que nacen con la normativa más reciente aprobada por la Asamblea Legislativa de un Capítulo de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad en la Ley 7.600.



 



Agradezco si pueden enviar las sugerencias el día de mañana a la Unidad de Acceso a la Justicia con copia a la suscrita para que sean consideradas en el Taller respectivo.



 



Cordialmente,



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora Subcomisión Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



Poder Judicial



Teléfonos (506) 22953081 y (506) 88118561



 



 





Problemas encontrados.docx
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Problemas encontrados





Población en situación de Discapacidad. 








· Falta de previsiones de salas de juicio equipadas con sistemas electrónicos que faciliten a personas con discapacidad visual la información.





· Grifería y mobiliario que no se ajusta a requerimientos de personas con discapacidad, niños, niñas y otro.





· Facilidades, como parqueos, se otorgan por criterios como puesto que se desempeña o años laborales.





· Ascensores antiguos que no incluyen alertas lumínicas para personas sordas, ni sistemas audibles para personas con discapacidad visual.





· Edificios de más de una planta sin ascensor, con poco mantenimiento o en mal estado; o con ascensor, pero no son accesibles ya que para accesar a él hay gradas, Ejemplo: Edificio de Planificación.





· [bookmark: _GoBack]Salas de juicio con gradas y dispositivos (orugas) que no se ajustan a las sillas de ruedas de las personas, por lo que no sirven. 





· Falta de refrescamiento al personal judicial en LESCO.





· Falta de señalización de rutas de evacuación ante situaciones de emergencia.





· No todas las actividades abiertas al público cuentan con la participación de personas intérpretes de LESCO y apoyos para personas con discapacidad.





· No siempre se solicitan personas intérpretes y traductoras, cuando así se requiere, para diferentes acciones y trámites judiciales.





· Los sistemas informáticos o estos no están en formatos accesibles a la condición de vulnerabilidad que presentan, por tener discapacidad sensorial (visual o auditiva), cognitiva, psicosocial u otra 





· Limitada información comprensible para personas con discapacidad mental e intelectual
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RV: Propuesta de circular. Lenguaje inclusivo

		From

		Damaris Vargas Vásquez

		To

		Jorge Olaso Alvarez; Melissa Benavides Víquez; Wendy Patricia Barrantes Jiménez; Otto Eduardo Lepiz; asanchez@conapdis.go.cr; fazofeifa@conapdis.go.cr; Nelda Beatriz Jimenez Rojas; ericka.alvarez@mtss.go.cr; Maria Felicia Zoch Badilla; Gabriela Abarca Morán; Wilbert Kidd Alvarado; Katherine Hernández Molina; Olga Guerrero Cordoba; Roxana Arrieta Meléndez; Waiman Hin Herrera; Mayela Pérez Delgado; Evelyn Chavarría Brenes; Orlando Castrillo Vargas; Franz Vega Zúñiga; Edgar Madrigal Ramirez; Yorleny Ferreto Solano; Angie Calderón Chaves; Damaris Vargas Vásquez

		Cc

		Acceso a la Justicia; Yasmin Marchena Espinoza

		Recipients

		jolaso@Poder-Judicial.go.cr; mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr; wbarrantesj@Poder-Judicial.go.cr; olepiz@dhr.go.cr; asanchez@conapdis.go.cr; fazofeifa@conapdis.go.cr; nbjimenez@Poder-Judicial.go.cr; ericka.alvarez@mtss.go.cr; mzoch@Poder-Judicial.go.cr; fabarcam@Poder-Judicial.go.cr; wkidd@Poder-Judicial.go.cr; khernandezm@Poder-Judicial.go.cr; oguerrero@Poder-Judicial.go.cr; rarrieta@Poder-Judicial.go.cr; whin@Poder-Judicial.go.cr; mperezd@Poder-Judicial.go.cr; echavarria@Poder-Judicial.go.cr; ocastrillo@Poder-Judicial.go.cr; fvegaz@Poder-Judicial.go.cr; EMadrigal@Poder-Judicial.go.cr; yferreto@Poder-Judicial.go.cr; acalderonc@Poder-Judicial.go.cr; dvargas@Poder-Judicial.go.cr; accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr; ymarchena@Poder-Judicial.go.cr



Señores y Señoras



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



 



Reciban un atento saludo. A la vez, remito propuesta de Circular planteada por la señora Wendy Patricia Barrantes Jiménez, Coordinadora a.i. de la Unidad de Acceso a la Justicia, para su valoración. Se estarán atendiendo sus sugerencias a más tardar el día 10 de octubre a fin de incorporarlas y remitir la propuesta al Consejo Superior, salvo mejor criterio del Magistrado Olaso. 



 



En lo personal me parece una excelente propuesta; sin embargo, agregué la parte sombreada en amarillo al final para hacer la conexión entre la circular y la Guía adjunta.



 



Cordialmente,



 



Damaris Vargas Vásquez



 



Circular N° XXX-2019



 



ASUNTO: Disposiciones normativas de acatamiento obligatorio respecto de los términos a emplearse al momento de referirse a las personas en situación de discapacidad tanto para personas usuarias externas como para personas funcionarias servidoras judiciales, en cumplimiento de la Ley 8661 Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, la Ley 7600 Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad y demás normativa conexa.



 



A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS



SE LES HACE SABER QUE:



 



 



Por acuerdo de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas en Situación de Discapacidad-Comisión de Acceso a la Justicia, se acordó solicitar al Consejo Superior reiterar  a las diferentes Oficinas Judiciales y Unidades Administrativas del país, que tienen bajo su responsabilidad velar por la debida ejecución del marco jurídico vigente en el tema de discapacidad en los diferentes circuitos judiciales del país, la necesidad de garantizarles el derecho a respetar la dignidad e igualdad a las personas usuarias internas y externas en situación de discapacidad para el cumplimiento de las Leyes N° 8661 Convención de los Derechos de las Personas con Discapacidad y N° 7600 de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad y su reglamento bajo las siguientes disposiciones:



 



 



“Artículo.6.- Concienciación Cuando, por cualquier razón o propósito, se trate o utilice el tema de la discapacidad, este deberá presentarse reforzando la dignidad e igualdad entre los seres humanos. Ningún medio de información deberá emitir mensajes estereotipados ni menospreciativos en relación con la discapacidad. Las organizaciones de personas con discapacidad deberán ser consultadas sobre este tema.” Ley 7.600



“Artículo.8.- Toma de conciencia. 1.  Los Estados Partes se comprometen a adoptar medidas inmediatas, efectivas y pertinentes para:



a)  Sensibilizar a la sociedad, incluso a nivel familiar, para que tome mayor conciencia respecto de las personas con discapacidad y fomentar el respeto de los derechos y la dignidad de estas personas;



b)  Luchar contra los estereotipos, los prejuicios y las prácticas nocivas respecto de las personas con discapacidad, incluidos los que se basan en el género o la edad, en todos los ámbitos de la vida;



c)  Promover la toma de conciencia respecto de las capacidades y aportaciones de las personas con discapacidad.



2.  Las medidas a este fin incluyen:



a)  Poner en marcha y mantener campañas efectivas de sensibilización pública destinadas a:



i)  Fomentar actitudes receptivas respecto de los derechos de las personas con discapacidad;



ii)  Promover percepciones positivas y una mayor conciencia social respecto de las personas con discapacidad;



iii) Promover el reconocimiento de las capacidades, los méritos y las habilidades de las personas con discapacidad y de sus aportaciones en relación con el lugar de trabajo y el mercado laboral;



b)  Fomentar en todos los niveles del sistema educativo, incluso entre todos los niños y las niñas desde una edad temprana, una actitud de respeto de los derechos de las personas con discapacidad;



c)  Alentar a todos los órganos de los medios de comunicación a que difundan una imagen de las personas con discapacidad que sea compatible con el propósito de la presente Convención;



d)  Promover programas de formación sobre sensibilización que tengan en cuenta a las personas con discapacidad y los derechos de estas personas.” Ley 8661. 



 



Por todo lo anterior, se deberá proporcionar a las personas en situación de discapacidad internas y externas del Poder Judicial, el debido respeto a su dignidad e igualdad como persona, empleando para ello los términos correctos de acuerdo al tipo de situación física, sensorial o psicosocial que presente. Para tal efecto, se adjunta la “Guía para uso de lenguaje inclusivo” emitida por el Consejo Nacional de Personas con Discapacidad (CONAPDIS).



San José, 22 de agosto de 2019



 



Secretaría General de la Corte



Corte Suprema de Justicia 



 









 



De: Wendy Patricia Barrantes Jiménez <wbarrantesj@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: martes, 08 de octubre de 2019 02:51 p.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>; Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; Angie Calderón Chaves <acalderonc@Poder-Judicial.go.cr>; Katherine Salazar Duarte <ksalazard@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Propuesta de circular. Lenguaje inclusivo



 



 



Buenas tardes estimada doña Damaris y don Jorge. 



 



Les remito la propuesta de la Circular concerniente al empleo del lenguaje inclusivo, de la cual había quedado a cargo de su confección, en



Acuerdo tomado en la Subcomisión de Acceso a la Justica para Personas en situación de discapacidad.



Favor revisarlo y enviar sus observaciones. 



Adjunto también la guía para uso de lenguaje inclusivo emitido por el CONAPDIS. 



Copio a la compañera Katherine para que una vez que sea revisado por ustedes, lo socialice con los demás miembros de la Subcomisión y finalmente



una vez aprobado por estos, sea enviado al Consejo Superior para su debida ejecución. 



 



Sin más agradezco su atención. 



 



Licda. Wendy Barrantes Jiménez.



Acceso a la Justica. a.i.  





Propuesta de circular. Lenguaje inclusivo.docx

Circular N° XXX-2019





ASUNTO: Disposiciones normativas de acatamiento obligatorio respecto de los términos a emplearse al momento de referirse a las personas en situación de discapacidad tanto para personas usuarias externas como para personas funcionarias judiciales, en cumplimiento de la Ley 8661 Convención sobre los Derechos de las Personas con discapacidad, Ley 7600 Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad y demás norma conexa.





A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS


SE LES HACE SABER QUE:








Por acuerdo de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas en Situación de Discapacidad-Comisión de Acceso a la Justicia, se acordó solicitar al Consejo Superior reiterar  a las diferentes Oficinas Judiciales y Unidades Administrativas del país, que tienen bajo su responsabilidad velar por la debida ejecución del marco jurídico vigente en el tema de discapacidad en los diferentes circuitos judiciales del país, la necesidad de garantizarles el derecho a respetar la dignidad e igualdad a las personas usuarias internas y externas en situación de discapacidad para el cumplimiento de las leyes 8661Convención de los Derechos de las Personas con Discapacidad y 7600 de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad y su reglamento bajo la siguiente disposiciones:








“Artículo.6.- Concienciación Cuando, por cualquier razón o propósito, se trate o utilice el tema de la discapacidad, este deberá presentarse reforzando la dignidad e igualdad entre los seres humanos. Ningún medio de información deberá emitir mensajes estereotipados ni menospreciativos en relación con la discapacidad. Las organizaciones de personas con discapacidad deberán ser consultadas sobre este tema.” Ley 7.600


“Artículo.8.- Toma de conciencia. 1.  Los Estados Partes se comprometen a adoptar medidas inmediatas, efectivas y pertinentes para:


a)  Sensibilizar a la sociedad, incluso a nivel familiar, para que tome mayor conciencia respecto de las personas con discapacidad y fomentar el respeto de los derechos y la dignidad de estas personas;





b)  Luchar contra los estereotipos, los prejuicios y las prácticas nocivas respecto de las personas con discapacidad, incluidos los que se basan en el género o la edad, en todos los ámbitos de la vida;


c)  Promover la toma de conciencia respecto de las capacidades y aportaciones de las personas con discapacidad.


2.  Las medidas a este fin incluyen:


a)  Poner en marcha y mantener campañas efectivas de sensibilización pública destinadas a:


i)  Fomentar actitudes receptivas respecto de los derechos de las personas con discapacidad;





ii)  Promover percepciones positivas y una mayor conciencia social respecto de las personas con discapacidad;





iii) Promover el reconocimiento de las capacidades, los méritos y las habilidades de las personas con discapacidad y de sus aportaciones en relación con el lugar de trabajo y el mercado laboral;





b)  Fomentar en todos los niveles del sistema educativo, incluso entre todos los niños y las niñas desde una edad temprana, una actitud de respeto de los derechos de las personas con discapacidad;



c)  Alentar a todos los órganos de los medios de comunicación a que difundan una imagen de las personas con discapacidad que sea compatible con el propósito de la presente Convención;





d)  Promover programas de formación sobre sensibilización que tengan en cuenta a las personas con discapacidad y los derechos de estas personas.” Ley 8661. 





[bookmark: _GoBack]Por todo lo anterior, se deberá proporcionar a las personas en situación de discapacidad internas y externas del Poder Judicial, el debido respeto a su dignidad e igualdad como persona, empleando para ello los términos correctos de acuerdo al tipo de situación física, sensorial o psicosocial que presente.











San José, 22 de agosto de 2019

















XXXXXXXXX


Secretaría General de la Corte


Corte Suprema de Justicia 















1. Guía para uso de lenguaje inclusivo en Discapacidad-CNREE.pdf




para el uso de un 
lenguaje inclusivo en 



Por nuestras características y formas de 
hacer las cosas todas las personas nos 
desplazamos o movilizamos de manera 
diferente, sea en silla de ruedas, con ayuda 
de una andadera o bastón, condición 
económica u oportunidades para acceder a 
la tecnología y  ayudas técnicas.



La discapacidad es una condición 
determinada por factores personales y 
contextuales, es parte de la diversidad 
humana.



Estas expresiones son una amenaza a la 
identidad de las personas a quienes nos 
referimos. Reconocer la diferencia es 
reconocer el valor del potencial humano, 
por tanto no es necesario etiquetar.



La “carga” es la discriminación y falta de 
servicios de apoyo.
Esta visión negativa limita o 
promueve el que se generen más y mejores 
oportunidades de desarrollo y calidad de 
vida de las personas. 



Una visión de la discapacidad fundamentada 
en la diversidad y los derechos humanos, no 
etiqueta, pone énfasis en la persona y no en 
la discapacidad.
Si las personas ciegas tienen acceso a las 
oportunidades podrán desarrollar su 
potencial y autonomía.



Para propiciar una cultura de igualdad y 
equidad en los mensajes, el diálogo, la 
acción deben orientarse en generar respeto 
y colaboración empezando a llamar a las 
personas por su nombre o persona con dis-
capacidad y de la aceptación que ofrecemos; 
enfaticemos en los servicios de apoyo con 
lo que cuenta o los que requiere para lograr 
realizar actividades y participar. Recordemos 
que un diagnóstico clínico no dice qué es ser 
persona.



•	 “Confinado”  o “relegado” 
a una silla de ruedas.



•	 “Portador” de 
	 discapacidad
•	 “Enfermito”



•	 “Retrasado mental”
•	 “con retardo mental”
•	 “mongolito”
•	 Retardado



•	 Esta familia “carga” con 
	 un hijo con discapacidad



•	 El ciego
•	 Invidente
•	 Cieguito
•	 No vidente 
•	 Corto de vista
•	 “La cieguita”
•	 Dando palos de ciego



•	 “El loco/a”
•	 “Demente”
•	 “Trastornado”
•	 “Esquizofrénico”



•	 Su nombre 
•	 Persona con discapacidad
•	 Persona usuaria de silla de 



ruedas
•	 Un usuario de silla de ruedas
•	 Una usuaria de silla de 



ruedas.



•	 Su nombre 
•	 Persona con discapacidad
•	 Persona que enfrenta 
	 condición de discapacidad



•	 Su nombre 
•	 Persona con discapacidad
•	 Persona con síndrome de 



down



•	 En esta familia hay una 
persona/niño/niña con 



	 discapacidad.
•	 Esta familia no cuenta con 
	 los apoyos o servicios para 
	 satisfacer las necesidades
	 o requerimientos de su hijo 
	 o hija.



•	 Su nombre 
•	 Persona con discapacidad
•	 Persona ciega 
•	 Persona con discapacidad 
	 visual
•	 Persona con baja visión



•	 Su nombre 
•	 Persona con discapacidad 



emocional
•	 Persona con discapacidad 
	 mental



Usemos 	    En vez de…	 ¿Por qué?
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Unidad de Comunicación y Difusión



Propósito de esta guía:



•	 Promueve que usemos de un lenguaje más justo e inclu-
sivo, que conduzca al respeto y a la dignidad de todas las 
personas.



•	 Construyamos mensajes positivos e inclusivos que reflejen 
nuestros cambios actitudinales.



•	 Reconozcamos en el uso del lenguaje el valos y la impor-
tancia de la diversidad de la que formamos parte.



•	 Servirnos de apoyo en nuestro quehacer cotidiano en la re-
lación con las personas con discapacidad, así como en la 
comunicación y en la información que damos sobre ellas.



¡Hacia un lenguaje inclusivo, 
libre de prejuicios y discriminación!



•	 Discapacitado 
•	 Deficiente
•	 Minusválido



•	 Normal-anormal 
•	 Personas diferentes



•	 Defecto de nacimiento



•	 Niños especiales



•	 Escuela para niños
	 normales 
•	 Escuela programa
	 para niños especiales.



•	 “Víctima de polio” 
•	 “sufre parálisis” 
•	 “padece de invalidez”
•	 “Lisiado”
•	 “Paralítico”
•	 “Tullido”



•	 “Mudo”
•	 “mudito”
•	 “sordito” 
•	 “sordomudo”
•	 que no se comunica



•	 Su nombre 
•	 Persona con discapacidad.
•	 Niño o niña
•	 Joven 
•	 Hombre o mujer



•	 Su nombre 
•	 Persona con discapacidad
•	 Ciudadanía con discapacidad
•	 Las condiciones 
	 discapacitantes creadas 
	 por el entorno



•	 Niñas, niños con 
•	 discapacidad.
•	
•	
•	 La escuela
•	 Centro Educativo
•	 Niños y niñas con discapacidad.
•	 Adolescentes y jóvenes con 



discapacidad.
•	 Estudiantes con discapacidad.
•	 Padres y madres de estudiantes 



con discapacidad. 
•	 Colegios
•	 Servicios educativos



•	 Su nombre
•	 Persona con discapacidad 
•	 Persona con parálisis cerebral.



•	 Su nombre
•	 Persona sorda
•	 Persona con discapacidad 
•	 Persona sordo ciega.
•	 Persona con sordoceguera. 
•	 Persona con mudez 
	 (no puede hablar).



No distingamos si no nos vamos a referir 
específicamente a la discapacidad. 
La condición de salud es diferente a la 
discapacidad que se refiere a como el entorno 
toma o no en cuenta las necesidades de las 
personas que presentan determinadas 
características.



Todas las personas somos diferentes, no 
sólo un sector o pequeño grupo. Establecer 
esa diferencia es una forma de violencia y de 
creernos superiores.  
Las condiciones discapacitantes las crea el 
entorno.



Incluyamos a las niñas y a los niños como 
parte de la población infantil o de un lugar. 
No hagamos la diferencia y la exclusión.



Los centros educativos o aulas inclusivas 
donde se aprende, se conviven en la diver-
sidad y promueve la educación inclusiva. 
En Costa Rica existen también escuelas de 
educación especial donde asisten personas 
con discapacidad, no niños especiales.



Ese niño, niña, adolescente, joven,  adulto/a 
es  ante todo persona, con características 
diversas como todos. Merece un trato 
igualitario,  libre de discriminación. No es 
“víctima”, ni es una persona enferma.



Las personas sordas y las que tienen baja 
audición, se comunican usando la lengua de 
señas y otras formas gestuales.
Las personas sordas pueden comprender 
necesidades propias y de otros, entonces no 
usemos expresiones como “sordo a las necesidades 
de la gente”, para indicar cómo algunas personas 
o grupos de poder oyentes no logran  comprender 
determinadas necesidades o demandas.



Algunas expresiones más frecuentes 
y que podemos cambiar



Teléfono: (506) 2562-3100 • Fax: (506) 2260-1985 • Apartado Postal: 7-2170-1000, 
San José, Costa Rica • www.cnree.go.cr – RECTORIAS REGIONALES: Huetar 
Atlántico: 2758-2037 • Huetar Norte: 2460-1606 • Huetar Norte Norte: 2460-1606 
• Chorotega: 2680-0870 • Pacífico Central: 2664-0808 • Central Sur: 2562-3170 • 
Central Norte: 2562-3133 • Central Occidente: 2451-3418 • Central Oriente: 2556-
6304 • Brunca: 2771-4028 • Pococí: 2562-3100 ext: 208 • Coto Brus: 2771-6133. 



Usemos 	    En vez de…	 ¿Por qué?
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Señores y Señoras



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



 



Reciban un atento saludo. A la vez, remito propuesta de Circular planteada por la señora Wendy Patricia Barrantes Jiménez, Coordinadora a.i. de la Unidad de Acceso a la Justicia, para su valoración. Se estarán atendiendo sus sugerencias a más tardar el día 10 de octubre a fin de incorporarlas y remitir la propuesta al Consejo Superior, salvo mejor criterio del Magistrado Olaso. 



 



En lo personal me parece una excelente propuesta; sin embargo, agregué la parte sombreada en amarillo al final para hacer la conexión entre la circular y la Guía adjunta.



 



Cordialmente,



 



Damaris Vargas Vásquez



 



Circular N° XXX-2019



 



ASUNTO: Disposiciones normativas de acatamiento obligatorio respecto de los términos a emplearse al momento de referirse a las personas en situación de discapacidad tanto para personas usuarias externas como para personas funcionarias servidoras judiciales, en cumplimiento de la Ley 8661 Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, la Ley 7600 Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad y demás normativa conexa.



 



A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS



SE LES HACE SABER QUE:



 



 



Por acuerdo de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas en Situación de Discapacidad-Comisión de Acceso a la Justicia, se acordó solicitar al Consejo Superior reiterar  a las diferentes Oficinas Judiciales y Unidades Administrativas del país, que tienen bajo su responsabilidad velar por la debida ejecución del marco jurídico vigente en el tema de discapacidad en los diferentes circuitos judiciales del país, la necesidad de garantizarles el derecho a respetar la dignidad e igualdad a las personas usuarias internas y externas en situación de discapacidad para el cumplimiento de las Leyes N° 8661 Convención de los Derechos de las Personas con Discapacidad y N° 7600 de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad y su reglamento bajo las siguientes disposiciones:



 



 



“Artículo.6.- Concienciación Cuando, por cualquier razón o propósito, se trate o utilice el tema de la discapacidad, este deberá presentarse reforzando la dignidad e igualdad entre los seres humanos. Ningún medio de información deberá emitir mensajes estereotipados ni menospreciativos en relación con la discapacidad. Las organizaciones de personas con discapacidad deberán ser consultadas sobre este tema.” Ley 7.600



“Artículo.8.- Toma de conciencia. 1.  Los Estados Partes se comprometen a adoptar medidas inmediatas, efectivas y pertinentes para:



a)  Sensibilizar a la sociedad, incluso a nivel familiar, para que tome mayor conciencia respecto de las personas con discapacidad y fomentar el respeto de los derechos y la dignidad de estas personas;



b)  Luchar contra los estereotipos, los prejuicios y las prácticas nocivas respecto de las personas con discapacidad, incluidos los que se basan en el género o la edad, en todos los ámbitos de la vida;



c)  Promover la toma de conciencia respecto de las capacidades y aportaciones de las personas con discapacidad.



2.  Las medidas a este fin incluyen:



a)  Poner en marcha y mantener campañas efectivas de sensibilización pública destinadas a:



i)  Fomentar actitudes receptivas respecto de los derechos de las personas con discapacidad;



ii)  Promover percepciones positivas y una mayor conciencia social respecto de las personas con discapacidad;



iii) Promover el reconocimiento de las capacidades, los méritos y las habilidades de las personas con discapacidad y de sus aportaciones en relación con el lugar de trabajo y el mercado laboral;



b)  Fomentar en todos los niveles del sistema educativo, incluso entre todos los niños y las niñas desde una edad temprana, una actitud de respeto de los derechos de las personas con discapacidad;



c)  Alentar a todos los órganos de los medios de comunicación a que difundan una imagen de las personas con discapacidad que sea compatible con el propósito de la presente Convención;



d)  Promover programas de formación sobre sensibilización que tengan en cuenta a las personas con discapacidad y los derechos de estas personas.” Ley 8661. 



 



Por todo lo anterior, se deberá proporcionar a las personas en situación de discapacidad internas y externas del Poder Judicial, el debido respeto a su dignidad e igualdad como persona, empleando para ello los términos correctos de acuerdo al tipo de situación física, sensorial o psicosocial que presente. Para tal efecto, se adjunta la “Guía para uso de lenguaje inclusivo” emitida por el Consejo Nacional de Personas con Discapacidad (CONAPDIS).



San José, 22 de agosto de 2019



 



Secretaría General de la Corte



Corte Suprema de Justicia 



 









 



De: Wendy Patricia Barrantes Jiménez <wbarrantesj@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: martes, 08 de octubre de 2019 02:51 p.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>; Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; Angie Calderón Chaves <acalderonc@Poder-Judicial.go.cr>; Katherine Salazar Duarte <ksalazard@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Propuesta de circular. Lenguaje inclusivo



 



 



Buenas tardes estimada doña Damaris y don Jorge. 



 



Les remito la propuesta de la Circular concerniente al empleo del lenguaje inclusivo, de la cual había quedado a cargo de su confección, en



Acuerdo tomado en la Subcomisión de Acceso a la Justica para Personas en situación de discapacidad.



Favor revisarlo y enviar sus observaciones. 



Adjunto también la guía para uso de lenguaje inclusivo emitido por el CONAPDIS. 



Copio a la compañera Katherine para que una vez que sea revisado por ustedes, lo socialice con los demás miembros de la Subcomisión y finalmente



una vez aprobado por estos, sea enviado al Consejo Superior para su debida ejecución. 



 



Sin más agradezco su atención. 



 



Licda. Wendy Barrantes Jiménez.



Acceso a la Justica. a.i.  
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ASUNTO: Disposiciones normativas de acatamiento obligatorio respecto de los términos a emplearse al momento de referirse a las personas en situación de discapacidad tanto para personas usuarias externas como para personas funcionarias judiciales, en cumplimiento de la Ley 8661 Convención sobre los Derechos de las Personas con discapacidad, Ley 7600 Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad y demás norma conexa.





A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS


SE LES HACE SABER QUE:








Por acuerdo de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas en Situación de Discapacidad-Comisión de Acceso a la Justicia, se acordó solicitar al Consejo Superior reiterar  a las diferentes Oficinas Judiciales y Unidades Administrativas del país, que tienen bajo su responsabilidad velar por la debida ejecución del marco jurídico vigente en el tema de discapacidad en los diferentes circuitos judiciales del país, la necesidad de garantizarles el derecho a respetar la dignidad e igualdad a las personas usuarias internas y externas en situación de discapacidad para el cumplimiento de las leyes 8661Convención de los Derechos de las Personas con Discapacidad y 7600 de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad y su reglamento bajo la siguiente disposiciones:








“Artículo.6.- Concienciación Cuando, por cualquier razón o propósito, se trate o utilice el tema de la discapacidad, este deberá presentarse reforzando la dignidad e igualdad entre los seres humanos. Ningún medio de información deberá emitir mensajes estereotipados ni menospreciativos en relación con la discapacidad. Las organizaciones de personas con discapacidad deberán ser consultadas sobre este tema.” Ley 7.600


“Artículo.8.- Toma de conciencia. 1.  Los Estados Partes se comprometen a adoptar medidas inmediatas, efectivas y pertinentes para:


a)  Sensibilizar a la sociedad, incluso a nivel familiar, para que tome mayor conciencia respecto de las personas con discapacidad y fomentar el respeto de los derechos y la dignidad de estas personas;





b)  Luchar contra los estereotipos, los prejuicios y las prácticas nocivas respecto de las personas con discapacidad, incluidos los que se basan en el género o la edad, en todos los ámbitos de la vida;


c)  Promover la toma de conciencia respecto de las capacidades y aportaciones de las personas con discapacidad.


2.  Las medidas a este fin incluyen:


a)  Poner en marcha y mantener campañas efectivas de sensibilización pública destinadas a:


i)  Fomentar actitudes receptivas respecto de los derechos de las personas con discapacidad;





ii)  Promover percepciones positivas y una mayor conciencia social respecto de las personas con discapacidad;





iii) Promover el reconocimiento de las capacidades, los méritos y las habilidades de las personas con discapacidad y de sus aportaciones en relación con el lugar de trabajo y el mercado laboral;





b)  Fomentar en todos los niveles del sistema educativo, incluso entre todos los niños y las niñas desde una edad temprana, una actitud de respeto de los derechos de las personas con discapacidad;



c)  Alentar a todos los órganos de los medios de comunicación a que difundan una imagen de las personas con discapacidad que sea compatible con el propósito de la presente Convención;





d)  Promover programas de formación sobre sensibilización que tengan en cuenta a las personas con discapacidad y los derechos de estas personas.” Ley 8661. 





[bookmark: _GoBack]Por todo lo anterior, se deberá proporcionar a las personas en situación de discapacidad internas y externas del Poder Judicial, el debido respeto a su dignidad e igualdad como persona, empleando para ello los términos correctos de acuerdo al tipo de situación física, sensorial o psicosocial que presente.











San José, 22 de agosto de 2019

















XXXXXXXXX


Secretaría General de la Corte


Corte Suprema de Justicia 















1. Guía para uso de lenguaje inclusivo en Discapacidad-CNREE.pdf




para el uso de un 
lenguaje inclusivo en 



Por nuestras características y formas de 
hacer las cosas todas las personas nos 
desplazamos o movilizamos de manera 
diferente, sea en silla de ruedas, con ayuda 
de una andadera o bastón, condición 
económica u oportunidades para acceder a 
la tecnología y  ayudas técnicas.



La discapacidad es una condición 
determinada por factores personales y 
contextuales, es parte de la diversidad 
humana.



Estas expresiones son una amenaza a la 
identidad de las personas a quienes nos 
referimos. Reconocer la diferencia es 
reconocer el valor del potencial humano, 
por tanto no es necesario etiquetar.



La “carga” es la discriminación y falta de 
servicios de apoyo.
Esta visión negativa limita o 
promueve el que se generen más y mejores 
oportunidades de desarrollo y calidad de 
vida de las personas. 



Una visión de la discapacidad fundamentada 
en la diversidad y los derechos humanos, no 
etiqueta, pone énfasis en la persona y no en 
la discapacidad.
Si las personas ciegas tienen acceso a las 
oportunidades podrán desarrollar su 
potencial y autonomía.



Para propiciar una cultura de igualdad y 
equidad en los mensajes, el diálogo, la 
acción deben orientarse en generar respeto 
y colaboración empezando a llamar a las 
personas por su nombre o persona con dis-
capacidad y de la aceptación que ofrecemos; 
enfaticemos en los servicios de apoyo con 
lo que cuenta o los que requiere para lograr 
realizar actividades y participar. Recordemos 
que un diagnóstico clínico no dice qué es ser 
persona.



•	 “Confinado”  o “relegado” 
a una silla de ruedas.



•	 “Portador” de 
	 discapacidad
•	 “Enfermito”



•	 “Retrasado mental”
•	 “con retardo mental”
•	 “mongolito”
•	 Retardado



•	 Esta familia “carga” con 
	 un hijo con discapacidad



•	 El ciego
•	 Invidente
•	 Cieguito
•	 No vidente 
•	 Corto de vista
•	 “La cieguita”
•	 Dando palos de ciego



•	 “El loco/a”
•	 “Demente”
•	 “Trastornado”
•	 “Esquizofrénico”



•	 Su nombre 
•	 Persona con discapacidad
•	 Persona usuaria de silla de 



ruedas
•	 Un usuario de silla de ruedas
•	 Una usuaria de silla de 



ruedas.



•	 Su nombre 
•	 Persona con discapacidad
•	 Persona que enfrenta 
	 condición de discapacidad



•	 Su nombre 
•	 Persona con discapacidad
•	 Persona con síndrome de 



down



•	 En esta familia hay una 
persona/niño/niña con 



	 discapacidad.
•	 Esta familia no cuenta con 
	 los apoyos o servicios para 
	 satisfacer las necesidades
	 o requerimientos de su hijo 
	 o hija.



•	 Su nombre 
•	 Persona con discapacidad
•	 Persona ciega 
•	 Persona con discapacidad 
	 visual
•	 Persona con baja visión



•	 Su nombre 
•	 Persona con discapacidad 



emocional
•	 Persona con discapacidad 
	 mental



Usemos 	    En vez de…	 ¿Por qué?
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Unidad de Comunicación y Difusión



Propósito de esta guía:



•	 Promueve que usemos de un lenguaje más justo e inclu-
sivo, que conduzca al respeto y a la dignidad de todas las 
personas.



•	 Construyamos mensajes positivos e inclusivos que reflejen 
nuestros cambios actitudinales.



•	 Reconozcamos en el uso del lenguaje el valos y la impor-
tancia de la diversidad de la que formamos parte.



•	 Servirnos de apoyo en nuestro quehacer cotidiano en la re-
lación con las personas con discapacidad, así como en la 
comunicación y en la información que damos sobre ellas.



¡Hacia un lenguaje inclusivo, 
libre de prejuicios y discriminación!



•	 Discapacitado 
•	 Deficiente
•	 Minusválido



•	 Normal-anormal 
•	 Personas diferentes



•	 Defecto de nacimiento



•	 Niños especiales



•	 Escuela para niños
	 normales 
•	 Escuela programa
	 para niños especiales.



•	 “Víctima de polio” 
•	 “sufre parálisis” 
•	 “padece de invalidez”
•	 “Lisiado”
•	 “Paralítico”
•	 “Tullido”



•	 “Mudo”
•	 “mudito”
•	 “sordito” 
•	 “sordomudo”
•	 que no se comunica



•	 Su nombre 
•	 Persona con discapacidad.
•	 Niño o niña
•	 Joven 
•	 Hombre o mujer



•	 Su nombre 
•	 Persona con discapacidad
•	 Ciudadanía con discapacidad
•	 Las condiciones 
	 discapacitantes creadas 
	 por el entorno



•	 Niñas, niños con 
•	 discapacidad.
•	
•	
•	 La escuela
•	 Centro Educativo
•	 Niños y niñas con discapacidad.
•	 Adolescentes y jóvenes con 



discapacidad.
•	 Estudiantes con discapacidad.
•	 Padres y madres de estudiantes 



con discapacidad. 
•	 Colegios
•	 Servicios educativos



•	 Su nombre
•	 Persona con discapacidad 
•	 Persona con parálisis cerebral.



•	 Su nombre
•	 Persona sorda
•	 Persona con discapacidad 
•	 Persona sordo ciega.
•	 Persona con sordoceguera. 
•	 Persona con mudez 
	 (no puede hablar).



No distingamos si no nos vamos a referir 
específicamente a la discapacidad. 
La condición de salud es diferente a la 
discapacidad que se refiere a como el entorno 
toma o no en cuenta las necesidades de las 
personas que presentan determinadas 
características.



Todas las personas somos diferentes, no 
sólo un sector o pequeño grupo. Establecer 
esa diferencia es una forma de violencia y de 
creernos superiores.  
Las condiciones discapacitantes las crea el 
entorno.



Incluyamos a las niñas y a los niños como 
parte de la población infantil o de un lugar. 
No hagamos la diferencia y la exclusión.



Los centros educativos o aulas inclusivas 
donde se aprende, se conviven en la diver-
sidad y promueve la educación inclusiva. 
En Costa Rica existen también escuelas de 
educación especial donde asisten personas 
con discapacidad, no niños especiales.



Ese niño, niña, adolescente, joven,  adulto/a 
es  ante todo persona, con características 
diversas como todos. Merece un trato 
igualitario,  libre de discriminación. No es 
“víctima”, ni es una persona enferma.



Las personas sordas y las que tienen baja 
audición, se comunican usando la lengua de 
señas y otras formas gestuales.
Las personas sordas pueden comprender 
necesidades propias y de otros, entonces no 
usemos expresiones como “sordo a las necesidades 
de la gente”, para indicar cómo algunas personas 
o grupos de poder oyentes no logran  comprender 
determinadas necesidades o demandas.



Algunas expresiones más frecuentes 
y que podemos cambiar



Teléfono: (506) 2562-3100 • Fax: (506) 2260-1985 • Apartado Postal: 7-2170-1000, 
San José, Costa Rica • www.cnree.go.cr – RECTORIAS REGIONALES: Huetar 
Atlántico: 2758-2037 • Huetar Norte: 2460-1606 • Huetar Norte Norte: 2460-1606 
• Chorotega: 2680-0870 • Pacífico Central: 2664-0808 • Central Sur: 2562-3170 • 
Central Norte: 2562-3133 • Central Occidente: 2451-3418 • Central Oriente: 2556-
6304 • Brunca: 2771-4028 • Pococí: 2562-3100 ext: 208 • Coto Brus: 2771-6133. 



Usemos 	    En vez de…	 ¿Por qué?
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Señoras y señores



Integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas en Situación de Discapacidad



Poder Judicial



S.D. 



 



Estimadas señoras y señores:



 



Reciban un cordial saludo. Siguiendo instrucciones superiores, me permito hacer de su estimable conocimiento la propuesta de Circular “Lenguaje Inclusivo para Personas en Situación de Discapacidad” modificada. Por lo que se les solicita de la manera más respetuosa su colaboración para que realicen sus observaciones a más tardar mañana en la I audiencia.



 



Muchas gracias por su atención,









Propuesta de Circular Lenguaje Inclusivo para Personas en Situación de Discapacidad Modficada.docx

Circular N° XXX-2019





ASUNTO: Disposiciones normativas de acatamiento obligatorio respecto de los términos a emplearse al momento de referirse a las personas en situación de discapacidad tanto para personas usuarias externas como para personas servidoras judiciales, en cumplimiento de la Ley 8661 Convención sobre los Derechos de las Personas con discapacidad, Ley 7600 Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad y demás normativa conexa.





A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS


SE LES HACE SABER QUE:








Por acuerdo de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas en Situación de Discapacidad-Comisión de Acceso a la Justicia, se acordó solicitar al Consejo Superior reiterar  a las diferentes Oficinas Judiciales y Unidades Administrativas del país, que tienen bajo su responsabilidad velar por la debida ejecución del marco jurídico vigente en el tema de discapacidad en los diferentes circuitos judiciales del país, la necesidad de garantizarles el derecho a respetar la dignidad e igualdad a las personas usuarias internas y externas en situación de discapacidad para el cumplimiento de las leyes 8661Convención de los Derechos de las Personas con Discapacidad y 7600 de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad y su reglamento bajo las siguientes disposiciones:








“Artículo.6.- Concienciación Cuando, por cualquier razón o propósito, se trate o utilice el tema de la discapacidad, este deberá presentarse reforzando la dignidad e igualdad entre los seres humanos. Ningún medio de información deberá emitir mensajes estereotipados ni menospreciativos en relación con la discapacidad. Las organizaciones de personas con discapacidad deberán ser consultadas sobre este tema.” Ley 7.600





“Artículo.8.- Toma de conciencia. 1.  Los Estados Partes se comprometen a adoptar medidas inmediatas, efectivas y pertinentes para:


a)  Sensibilizar a la sociedad, incluso a nivel familiar, para que tome mayor conciencia respecto de las personas con discapacidad y fomentar el respeto de los derechos y la dignidad de estas personas;





b)  Luchar contra los estereotipos, los prejuicios y las prácticas nocivas respecto de las personas con discapacidad, incluidos los que se basan en el género o la edad, en todos los ámbitos de la vida;


c)  Promover la toma de conciencia respecto de las capacidades y aportaciones de las personas con discapacidad.


2.  Las medidas a este fin incluyen:


a)  Poner en marcha y mantener campañas efectivas de sensibilización pública destinadas a:


i)  Fomentar actitudes receptivas respecto de los derechos de las personas con discapacidad;





ii)  Promover percepciones positivas y una mayor conciencia social respecto de las personas con discapacidad;





iii) Promover el reconocimiento de las capacidades, los méritos y las habilidades de las personas con discapacidad y de sus aportaciones en relación con el lugar de trabajo y el mercado laboral;





b)  Fomentar en todos los niveles del sistema educativo, incluso entre todos los niños y las niñas desde una edad temprana, una actitud de respeto de los derechos de las personas con discapacidad;



c)  Alentar a todos los órganos de los medios de comunicación a que difundan una imagen de las personas con discapacidad que sea compatible con el propósito de la presente Convención;





d)  Promover programas de formación sobre sensibilización que tengan en cuenta a las personas con discapacidad y los derechos de estas personas.” Ley 8661. 





[bookmark: _GoBack]Dado lo anterior se debe destacar que: Es importante el uso de términos correctos ya que estos le dan valor a las personas a las cuales nos referimos, con el lenguaje excluimos o discriminamos, ya que antes que determinada situación o característica más de las que tenemos, somos personas con la misma dignidad inherente. 


Esta sería la razón por la que nunca se refiera a la persona en situación de discapacidad como: 


- Discapacitado, este término sugiere que la discapacidad es parte de su definición como ser humano y no lo es. - Los eufemismos, como “sordito”, “cieguito”, “Manuelito/a, que tiene discapacidad”, hay que evitarlo ya que esto trae un mensaje subliminal de infancia permanente y no de acceso a la responsabilidad ciudadana. - Enfermo; la discapacidad no es una enfermedad, es una situación que puede desaparecer si eliminamos las barreras del entorno. Por ejemplo: las personas ciegas, sordas, usuarias de sillas de ruedas, están en su mayoría perfectamente sanas y su “discapacidad” solo surge cuando no hay lectores de pantallas, braille, sitios web accesibles, intérpretes de lengua de señas, programas de televisión o vídeos con subtítulos, que les aseguren su inclusión plena en igualdad de oportunidades.


- Normal vs. Anormal: este concepto de normalidad, actualmente ha sido muy cuestionado. Ante dicha reflexión sobre bajo qué criterios se define lo normal de lo que no lo es y profundizamos en los detalles, no existe nadie plenamente “normal”. 


Para tal efecto, se adjunta la “Guía para uso de lenguaje inclusivo” emitida por el Consejo Nacional de las Personas con Discapacidad (CONAPDIS)


 


- Personas con capacidades diferentes, personas con capacidades especiales, personas con necesidades especiales: Además de tratarse de eufemismos, desde el principio de igualdad propio a las personas humanas, no existen las capacidades diferentes o necesidades especiales. Todos y todas tenemos las mismas capacidades (potenciales, reales, en desarrollo) y necesidades (amar y ser amados, comer, vestirse, tener salud, sobrevivir). Todos y todas compartimos la misma esencia humana en igualdad. Lo que nos diferencia no tiene que ver con nuestras capacidades o necesidades esenciales y cuando no existen barreras en el entorno, se pueden manifestar y satisfacerse en igualdad. 


Para tales efectos se brinda un resumen para que sirva de guía como uso correcto de términos, tomado de la “Guía de lenguaje Inclusivo” emitido por el Consejo Nacional de las Personas con Discapacidad.  (CONAPDIS)


			Forma incorrecta:


			Forma correcta:





			Discapacitado


Enfermito


Persona con problemas 





			Su nombre


Persona en situación de discapacidad


Persona con discapacidad





			Relegado a una silla de ruedas


Paralítico





			Su nombre


Persona en situación de discapacidad física o movilidad reducida





			Invidente


Cieguito


El cieguito


			Su nombre


Persona ciega


Persona en situación de discapacidad sensorial 





			Sordomudo


El mudo


			Su nombre


Persona en situación de discapacidad sensorial





			Retrasado mental


El mongolo, mongolito


			Su nombre


Persona con síndrome de Down


Persona en situación de discapacidad intelectual





			El loco


 El demente


El bipolar o esquizofrénico 


			Su nombre


Persona en situación de discapacidad psicosocial o emocional











Por todo lo anterior, se deberá proporcionar a las personas en situación de discapacidad internas y externas del Poder Judicial, el debido respeto a su dignidad e igualdad como persona, empleando para ello los términos correctos de acuerdo al tipo de situación física, sensorial o psicosocial que presente. Para tal efecto, se adjunta la “Guía para uso de lenguaje inclusivo” emitida por el Consejo Nacional de las Personas con Discapacidad (CONAPDIS)


 














San José, xx de octubre de 2019

















XXXXXXXXX


Secretaría General de la Corte


Corte Suprema de Justicia 
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Estimados don Jorge y doña Wendy:



 



En adición al comunicado anterior, solicito especialmente se considere la implementación de acciones por parte de la Comisión de Acceso a la Justicia y de sus diferentes Subcomisiones de la Política de Participación Ciudadana aprobada por Corte Plena, que en lo de interés indica:



 



“4.3 Responsables de la Implementación: 



Comisión y Subcomisiones de Acceso a la Justicia:



*	Integrar de manera efectiva la representación de poblaciones en condiciones de vulnerabilidad en la Comisión y en las Subcomisiones.

*	Realizar sesiones de revisión y validación de las políticas, directrices y disposiciones institucionales, con los grupos en condiciones de vulnerabilidad para asegurar que sean inclusivas de poblaciones.

*	Divulgar el plan institucional de equiparación de oportunidades para poblaciones en condición de vulnerabilidad entre las organizaciones civiles, redes e instituciones públicas.

*	Fomentar la participación ciudadana en los planes anuales operativos de la Comisión y las Subcomisiones.

*	Crear mecanismos que garanticen la efectiva participación ciudadana de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.”



 



Es indispensable que las acciones de las Subcomisiones se generen con la participación activa de las poblaciones a las que van dirigidas y sus diferentes organizaciones, en especial la que nos ocupa de discapacidad, para quienes existe un régimen legal nacional e internacional.



 



Saludos cordiales,



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



Poder Judicial



Teléfonos (506) 22953081 y (506) 88118561



 



 



 



 



 



De: Damaris Vargas Vásquez 
Enviado el: jueves, 03 de octubre de 2019 08:25 a.m.
Para: Wendy Patricia Barrantes Jiménez <wbarrantesj@Poder-Judicial.go.cr>; Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Wendy Patricia Barrantes Jiménez <wbarrantesj@Poder-Judicial.go.cr>; Maria Felicia Zoch Badilla <mzoch@Poder-Judicial.go.cr>; Gabriela Abarca Morán <fabarcam@Poder-Judicial.go.cr>; Wilbert Kidd Alvarado <wkidd@Poder-Judicial.go.cr>; Katherine Hernández Molina <khernandezm@Poder-Judicial.go.cr>; cescotofer@gmail.com; Nelda Beatriz Jimenez Rojas <nbjimenez@Poder-Judicial.go.cr>; Roxana Arrieta Meléndez <rarrieta@Poder-Judicial.go.cr>; Olga Guerrero Cordoba <oguerrero@Poder-Judicial.go.cr>; Waiman Hin Herrera <whin@Poder-Judicial.go.cr>; Mayela Pérez Delgado <mperezd@Poder-Judicial.go.cr>; Evelyn Chavarría Brenes <echavarria@Poder-Judicial.go.cr>; Orlando Castrillo Vargas <ocastrillo@Poder-Judicial.go.cr>; Franz Vega Zúñiga <fvegaz@Poder-Judicial.go.cr>; Edgar Madrigal Ramirez <EMadrigal@Poder-Judicial.go.cr>; Otto Eduardo Lepiz <olepiz@dhr.go.cr>; Yorleny Ferreto Solano <yferreto@Poder-Judicial.go.cr>; Angie Calderón Chaves <acalderonc@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: Recordatorio de remisión de las posibles acciones PAO 2021



 



Estimada doña Wendy:



 



Reciba un cordial saludo. A la vez, solicito por favor valorar la inclusión dentro del PAO 2021 de la Comisión de Acceso a la Justicia, en el ámbito de Discapacidad, lo siguiente:



 



1.      El seguimiento de la propuesta de “Objetivos Operativos” de Acceso a la Justicia que se remitió a la Dirección de Planificación oportunamente para que sirviera a las oficinas de los diferentes ámbitos del Poder Judicial en la construcción de sus PAOs a fin de ofrecer opciones diferenciadas.



2.      La ejecución de las actividades de capacitación coordinadas con la Escuela Judicial y la Dirección de Gestión Humana para impulsar los procesos de capacitación en la normativa nacional e internacional de derechos humanos de las personas con discapacidad.



3.      Acciones vinculadas con la recién aprobada por la Asamblea Legislativa y publicada ya, de un Capítulo Adicional de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad, en la Ley 7.600. Esa ley contiene una serie de responsabilidades institucionales que desde ya deben planificarse para ser ejecutadas de manera idónea.



4.      La inclusión de las recientes reformas a la Ley 7.600 en las políticas institucionales vinculadas con la construcción de edificios y alquiles de éstos, incluyendo el tema de parqueos especiales para personas con discapacidad.



5.      El establecimiento de Controles Mínimos para todas las oficinas institucionales acerca del tratamiento a las personas usuarias internas y externas con discapacidad.



6.      La implementación en forma coordinada con la Comisión Institucional de Empleabilidad, de la Política de Inclusión en el Empleo de Personas con Discapacidad, para que la reserva anual de puestos permita que éstos sean ocupados lo antes posible con personas con discapacidad.



7.      Divulgar continuamente los derechos de las personas con discapacidad y los avances institucionales en ese ámbito contenidos en el informe que debe presentarse anualmente ante el órgano dispuesto por la Ley que adiciona un Capítulo sobre Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad, a la Ley 7.600. Lo anterior con la colaboración del Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional y el Observatorio de Violencia de Género contra las Mujeres y Acceso a la Justicia.



8.      Visibilizar estadísticamente los procesos judiciales en los que intervienen personas con discapacidad para que se reflejen en el sistema SIGMA para facilitar la emisión de decisiones estratégicas institucionales por parte de los órganos competentes.



 



Copio a las demás personas integrantes de la Subcomisión para que remitan sus valiosas sugerencias, desde sus ámbitos.



 



Aprovecho para sugerir se valore la posibilidad de actualizar el PAO 2020 con acciones vinculadas a la implementación de la Ley que adiciona un Capítulo sobre Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad, a la Ley 7.600.



 



Saludos cordiales,



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



 



 



 



 



  _____  


De: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
Enviado: miércoles, 11 de septiembre de 2019 15:08
Para: Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Manuel Hidalgo Flores <mhidalgof@Poder-Judicial.go.cr>; cescotofer@gmail.com <cescotofer@gmail.com>; Sandra Pizarro Gutiérrez <spizarro@Poder-Judicial.go.cr>; asanchez@conapdis.go.cr <asanchez@conapdis.go.cr>; ericka.alvarez@mtss.go.cr <ericka.alvarez@mtss.go.cr>; Francisco Azofeifa Murillo <fazofeifa@conapdis.go.cr>; Gabriela Abarca Morán <fabarcam@Poder-Judicial.go.cr>; Maria Felicia Zoch Badilla <mzoch@Poder-Judicial.go.cr>; Mayela Pérez Delgado <mperezd@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; Roxana Arrieta Meléndez <rarrieta@Poder-Judicial.go.cr>; Olga Guerrero Cordoba <oguerrero@Poder-Judicial.go.cr>; Wilbert Kidd Alvarado <wkidd@Poder-Judicial.go.cr>; Yorleny Ferreto Solano <yferreto@Poder-Judicial.go.cr>; Waiman Hin Herrera <whin@Poder-Judicial.go.cr>
Cc: Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>; Roxana Gómez Barquero <rgomezb@Poder-Judicial.go.cr>; Yasmin Marchena Espinoza <ymarchena@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: Recordatorio de remisión de las posibles acciones PAO 2021 



 



Señoras y Señores



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



 



Reciban un cordial saludo. Traslado para su conocimiento solicitud enviada por la Unidad de Acceso a la Justicia para que antes del 13 de setiembre se remitan “las posibles acciones que se realizarán en la Subcomisión que representan en el PAO del año 2021”. Por favor considerar los requerimientos de la normativa nacional e internacional que rige la materia, la Política Nacional de Discapacidad y la Política Institucional aprobada por Corte Plena.



 



Aprovecho para informarles que hice una gestión a la Comisión de Acceso a la Justicia para que se amplíe el plazo; no obstante, en tanto no se emita pronunciamiento sobre la misma, debemos cumplir con el plazo conferido.



 



Agradezco si remiten las sugerencias a la suscrita dentro del plazo conferido para integrarlas y emitir un solo documento.



 



Cordialmente,



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora Subcomisión Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



Teléfonos (506) 22953081 y (506) 88118561



 



 



De: Katherine Salazar Duarte 
Enviado el: miércoles, 11 de septiembre de 2019 02:20 p.m.
Para: Patricia Solano Castro <psolano@Poder-Judicial.go.cr>; Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>; Nelda Beatriz Jimenez Rojas <nbjimenez@Poder-Judicial.go.cr>; Ana Isabel Vargas Vargas <avargasva@Poder-Judicial.go.cr>; Rafael Segura Bonilla <rsegurab@Poder-Judicial.go.cr>; Marcela Allon Zuñiga <mallon@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Diana Montero Montero <dmonterom@Poder-Judicial.go.cr>; Laura Marcela Arias Guillen <lariasgu@Poder-Judicial.go.cr>; gsilesky@gmail.com; Orlando Vargas Chacón <ovargasc@Poder-Judicial.go.cr>; Kattia Cordero Vargas <kcordero@Poder-Judicial.go.cr>; Manuel Hidalgo Flores <mhidalgof@Poder-Judicial.go.cr>; Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Angie Calderón Chaves <acalderonc@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Recordatorio de remisión de las posibles acciones PAO 2021
Importancia: Alta



 



Estimadas Personas Coordinadoras



Subcomisiones para el Acceso a la Justicia de Personas en Condición de Vulnerabilidad



 



Estimadas Personas Coordinadoras:



 



Reciban un cordial saludo. Por este medio se les realiza atento recordatorio de la remisión de las posibles acciones que se realizarán en la Subcomisión que representan en el PAO del año 2021.Por lo que se les solicita de la manera más respetuosa remitir sus aportes a más tardar el próximo viernes 13 de septiembre.



 



Muchas gracias por su atención,  



 



De: Katherine Salazar Duarte 
Enviado el: martes, 27 de agosto de 2019 03:58 p.m.
Para: Patricia Solano Castro; Songhay White Curling; Damaris Vargas Vásquez; Román Solís Zelaya; Nelda Beatriz Jimenez Rojas; Ana Isabel Vargas Vargas; Rafael Segura Bonilla; Marcela Allon Zuñiga
CC: Diana Montero Montero; Laura Marcela Arias Guillen; Patricia Rivera Sandoval; 'gsilesky@gmail.com'; Orlando Vargas Chacón; Kattia Cordero Vargas; Manuel Hidalgo Flores; Xinia Fernández Vargas; Jorge Olaso Alvarez; Angie Calderón Chaves
Asunto: Posibles Acciones PAO 2021
Importancia: Alta



 



Estimadas Personas Coordinadoras



Subcomisiones para el Acceso a la Justicia de Personas en Condición de Vulnerabilidad



 



Estimadas Personas Coordinadoras:



 



Reciban un cordial saludo. A solicitud del Departamento de Planificación, se les remite el presente correo con la finalidad de que me remitan por este medio o bien a la dirección electrónica de la Máster Melissa Benavides Víquez: mbenavidesv@poder-judicial.go.cr , las posibles acciones que se realizarán dentro de la Subcomisión que representan en el PAO del año 2021. Lo anterior con la finalidad de estructurar el Plan Anual Operativo del año 2021 de la Comisión de Acceso a la Justicia. 



 



Se adjunta el Plan Anual Operativo del 2019 para que sirva de guía sobre las acciones que se han hecho. Les solicito remitir la información anteriormente requerida a más tardar el día 11 de setiembre del 2019. 



 



 



Muchas gracias por su atención, 
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Estimadas señoras



Estimados señores



 



Reciban un cordial saludo.



 



Con ocasión del “Taller de construcción del Plan de Acción de Políticas Institucionales de Acceso a la Justicia”, en el cual se abordará el tema de la actualización de las Políticas Institucionales en materia de Acceso a la Justicia, para su valoración, respetuosamente remito las siguientes sugerencias (además de las que ya están establecidas y reconocidas):



 



v  En el caso de las personas con discapacidad:  a) ofrecer facilidades para la inclusión laboral de las personas con discapacidad,  b)  asignación de espacios para parqueo (en particular para personas funcionarias  con discapacidad).



v  Tomar en consideración la recién publicada circular 173-2019 de la Secretaría General de la Corte, relacionada con la “Modificación a las Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las Personas en condición de Vulnerabilidad”, mediante la cual –expresamente-, se incluyen mayor protección a todas las Personas en condición de Vulnerabilidad, se hace especial referencia a las Personas Migrantes y Refugiadas (en condición de refugio), personas Afrodescendientes, personas con diversa orientación sexual e identidad de género.



 



Atentamente,



 







 



De: Katherine Salazar Duarte 
Enviado el: lunes, 7 de octubre de 2019 08:40
Para: Mayela Pérez Delgado
Asunto: RE: Taller construcción Plan de Acción Políticas institucionales de Acceso a la Justicia 25 de octubre



 



Estimada doña Mayela:



 



Reciba un cordial saludo. Por este medio le agradezco por la información remitida.



 



Muchas gracias por su atención, 



 



 



 



De: Mayela Pérez Delgado 
Enviado el: jueves, 26 de septiembre de 2019 04:13 p.m.
Para: Katherine Salazar Duarte
CC: Xinia Fernández Vargas; Angie Trejos Vargas; Patricia Rivera Sandoval
Asunto: RE: Taller construcción Plan de Acción Políticas institucionales de Acceso a la Justicia 25 de octubre



 



Buenas tardes



 



Para esa fecha tengo compromisos laborales programados con anterioridad.



 



Ruego las disculpas del caso.



 



Saludos cordiales,
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CC: Angie Calderón Chaves; Patricia Rivera Sandoval; Gerald Daley Cruickshank; Xinia Fernández Vargas
Asunto: Taller construcción Plan de Acción Políticas institucionales de Acceso a la Justicia 25 de octubre
Importancia: Alta



 



Personas Integrantes 



Subcomisiones para el Acceso a la Justicia de Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad 



 



Estimadas Personas Integrantes:



 



Reciban un atento saludo. Por este medio se les extiende cordial invitación al “Taller construcción de Plan de Acción Políticas Institucionales de Acceso a la Justicia “que se ha coordinado en conjunto con la Dirección de Planificación para el viernes 25 de octubre de 8:30 a.m. a 3:30 p.m., en el Salón Multiusos de la Corte Suprema de Justicia. Lo anterior con motivo de la actualización de las Políticas Institucionales en materia de Acceso a la Justicia. El objetivo es que asistan personas  integrantes de la Comisión y de las diferentes Subcomisiones de Acceso a la Justicia debido a su conocimiento y considerable experiencia en relación con las diferentes poblaciones en situación de vulnerabilidad. 



 



La construcción de este Plan de Acción nos permitirá posteriormente la actualización de las políticas institucionales existentes, y la construcción de políticas nuevas para las poblaciones que aún no cuentan con una política.



 



En este documento deberán incluirse todas aquellas posibles acciones de ejecución con alcance real que permitan mejorar el servicio que se brinda a las personas usuarias, y que permitan garantizar un efectivo acceso a la justicia. Por lo anterior se requiere contar con la participación de dos o tres personas por subcomisión, por lo que solicitamos de la manera más respetuosa la confirmación de la asistencia ya que el cupo es limitado.



 



Se brindará un pequeño refrigerio mañana y tarde, el almuerzo es libre. 



 



*Fecha: viernes 25 de octubre.



*Hora: de 8:30 a.m. a 3:30 p.m. 



*Lugar: Salón Multiuso del Edificio de la Corte.



 



Agradecida por su atención, se despide de ustedes.
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CIRCULAR No 173-2019



 



Asunto:      Modificación a la Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las personas en condiciones de vulnerabilidad



 



 



A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS Y PÚBLICO EN GENERAL 



 



 



 



SE LES HACE SABER QUE:



La Corte Plena en sesión N° 36-2019 celebrada el 26 de agosto de 2019, artículo XXIV, se modificó las Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las personas en condiciones de vulnerabilidad, que literalmente dicen:



 



REGLAS DE BRASILIA SOBRE ACCESO



A LA JUSTICIA DE LAS PERSONAS EN CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD



 



Capítulo I: Preliminar



Sección 1ª.- Finalidad



 



(1) Las presentes Reglas tienen como objetivo   garantizar las condiciones de acceso efectivo a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, sin discriminación alguna, directa ni indirecta, englobando el conjunto de políticas, medidas, facilidades y apoyos que les permitan el pleno reconocimiento y goce de los Derechos Humanos que les son inherentes ante los sistemas judiciales.



 



(2.) Se recomienda la elaboración, aprobación, implementación y fortalecimiento de políticas públicas que garanticen el acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad. 



 



Los servidores y operadores del sistema de justicia otorgarán a las personas en condición de vulnerabilidad un trato digno, adecuando el servicio a sus circunstancias singulares.



 



Asimismo se recomienda priorizar actuaciones destinadas a facilitar el acceso a la justicia de aquellas personas que se encuentren en situación de mayor vulnerabilidad, ya sea por la concurrencia de varias causas o por la gran incidencia de una de ellas.



 



Sección 2ª.- Personas beneficiarias de las Reglas



 



1.- Concepto de las personas en situación de vulnerabilidad



 



(3) Una persona o grupo de personas se encuentran en condición de vulnerabilidad, cuando su capacidad para prevenir, resistir o sobreponerse a un impacto que les sitúe en situación de riesgo, no está desarrollada o se encuentra limitada por circunstancias diversas, para ejercitar con plenitud ante el sistema de justicia los derechos reconocidos por el ordenamiento jurídico.



 



En este contexto se consideran en condición de vulnerabilidad aquellas personas quienes, por razón de su edad, género, orientación sexual e identidad de género, estado físico o mental, o por circunstancias sociales, económicas, étnicas y/o culturales, o relacionadas con sus creencias y/o prácticas religiosas, o la ausencia de estas encuentran especiales dificultades para ejercitar con plenitud ante el sistema de justicia los derechos reconocidos por el ordenamiento jurídico.



(4) Podrán constituir causas de vulnerabilidad, entre otras, las siguientes: la edad, la discapacidad, la pertenencia a comunidades  indígenas, a otras diversidades étnicas  –  culturales, entre ellas las personas afrodescendientes, así como la victimización, la migración, la condición de refugio y el desplazamiento interno, la pobreza, el género, la orientación sexual e identidad de género y la privación de libertad.



La concreta determinación de las personas en condición de vulnerabilidad en cada país dependerá de sus características específicas, o incluso de su nivel de desarrollo social y económico.



 



2.- Edad



 



5) Se considera niño, niña y adolescente a toda persona menor de dieciocho  años de edad, salvo que haya alcanzado antes la mayoría de edad en virtud del ordenamiento jurídico nacional e internacional aplicable. Todo niño, niña y adolescente debe ser objeto de una especial tutela por parte de los órganos del sistema de justicia en consideración a su desarrollo evolutivo.



 



Prevalecerá el interés superior de las personas menores de edad cuando interactúan con el sistema de justicia.



 



(6) El envejecimiento también puede constituir una causa de vulnerabilidad cuando la persona adulta mayor encuentre especiales dificultades, atendiendo a sus capacidades funciona- les y/o barreras producto del entorno económico y social, para ejercitar sus derechos ante el sistema de justicia, con pleno respeto a su dignidad.



 



3.- Discapacidad



 



(7) Se entiende por discapacidad la situación que resulta de la interacción entre las personas con deficiencias físicas, psicosociales, intelectuales o sensoriales a largo plazo, y cualquier tipo de barreras de su entorno, que limiten o impidan su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás.



 



A los efectos de estas Reglas también se encuentran en situación de discapacidad, aquellas personas que de manera temporal presenten tales deficiencias, que les limiten o impidan el acceso a la justicia, en igualdad de condiciones con las demás.



 



8) Se establecerán las condiciones necesarias de accesibilidad para garantizar el acceso a la justicia de las personas con discapacidad, incluyendo aquellas medidas conducentes a utilizar todos los servicios judiciales requeridos y disponer de todos los recursos que garanticen igualdad de  trato, reconocimiento como persona ante la ley, respeto de su autonomía, capacidad de actuar, seguridad, movilidad, comodidad, comprensión, privacidad y comunicación, sea ésta a través de cualquier medio tecnológico que requiera, atendiendo la brecha digital y cultural.



 



Se promoverá en los Poderes Judiciales la inclusión laboral de las personas con discapacidad.



 



4.- Pueblos y Comunidades Indígenas, Personas Afro- descendientes;   Pertenencia a otras diversidades étnicas y culturales.



 



(9) Las personas integrantes de las comunidades indígenas pueden encontrarse en condición de vulnerabilidad cuando ejercitan sus derechos ante el sistema de justicia estatal. Se promoverán las condiciones destinadas a posibilitar que las personas y los pueblos indígenas puedan ejercitar con plenitud tales derechos ante el sistema de justicia, sin discriminación alguna que pueda fundarse en su origen, identidad indígena o su condición económica. Los poderes judiciales asegurarán que el trato que reciban por parte de los sistemas de justicia estatal sea respetuoso con su dignidad, idioma y tradiciones culturales.



 



Todo ello sin perjuicio de lo dispuesto en la Regla 48 sobre las formas alternativas y restaurativas de resolución de conflictos propios de los pueblos indígenas, propiciando su armonización con los sistemas de administración de justicia estatal.



 



Se entenderá que existe discriminación hacia las personas afrodescedientes o pertenecientes a otras diversidades étnicas o culturales, cuando se produzcan situaciones de exclusión, restricción o preferencia basada en motivos de raza, color, linaje u origen nacional, étnico o cultural que anulen o menoscaben el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos humanos y libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural o en cualquier otro ámbito de la vida pública.



5.- Victimización



(10) A los efectos de estas Reglas, se considera víctima en sentido amplio, toda persona física o grupo de personas que hayan sufrido un daño ocasionado por una infracción del ordenamiento jurídico, incluida tanto la lesión física o psíquica, daños emocionales, sufrimiento moral y el perjuicio económico.



 



(11)  Se considera en condición de vulnerabilidad aquella víctima que por el resultado de la infracción del ordenamiento jurídico, tenga una relevante limitación para prevenir, evitar o mitigar los daños y perjuicios derivados de dicha infracción o de su contacto con el sistema de justicia, o para afrontar los riesgos de sufrir una nueva victimización.



La vulnerabilidad puede proceder de sus propias características personales o bien de las circunstancias de la infracción. Especial consideración merecen por su doble condición de vulnerabilidad, las personas enunciadas en la Regla 3, párrafo segundo.



 



(12)     Se alentará la adopción de medidas que resulten adecuadas para mitigar los   efectos    negativos de la infracción del ordenamiento jurídico (victimización primaria).



Se procurará que el daño sufrido por la víctima del delito no se vea incrementado como consecuencia de su contacto con el sistema de justicia (victimización secundaria).



 



Se procurará garantizar, en todas las fases de un procedimiento penal, la protección de la integridad física y psicológica de las víctimas, sobre todo a favor de aquellas que corran riesgo de intimidación, de represalias o de victimización reiterada o repetida (una misma persona es víctima de más de una infracción penal durante un periodo de tiempo). También podrá resultar necesario otorgar una protección particular a aquellas víctimas que van a prestar testimonio en el proceso judicial. Se prestará una especial atención en los casos de violencia intrafamiliar, así como en los momentos en que sea puesta en libertad la persona a la que se le atribuye la comisión del delito.



 



6.- Migración, asilo y desplazamiento interno



 



13)  El  desplazamiento   de una persona fuera del territorio del Estado de su nacionalidad puede constituir una causa de vulnerabilidad, especialmente para aquellas personas en condición migratoria irregular.



 



Se considera persona trabajadora migrante a quien vaya  a  realizar,  realice  o  haya realizado una actividad remunerada en un Estado del que no es nacional. La condición migratoria de una persona no puede ser un obstáculo   en el acceso a la justicia para la defensa de sus derechos.



 



Asimismo se reconocerá una protección especial a las personas beneficiarias del estatuto de refugiado conforme a la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951, así como a las solicitantes de asilo.



 



(14) También pueden encontrarse en condición de vulnerabilidad quienes han tenido que desplazarse internamente sin cruzar una frontera estatal internacionalmente reconocida.



 



Comprende a personas o grupos de personas que se ven forzadas u obligadas a escapar, huir de su hogar o lugar de residencia habitual, en particular como   resultado o para evitar los efectos de un conflicto armado, de situaciones de violencia generalizada, de violaciones de los derechos humanos; asimismo, de situaciones de riesgo, provocadas por catástrofes naturales, cambio climático o por el propio ser humano, en cuyo caso se denominan personas damnificadas.



 



7.- Pobreza



(15) La pobreza constituye una causa de exclusión social, tanto en el plano económico como en los planos social y cultural, y supone un serio obstáculo para el acceso a la justicia especialmente agravado cuando concurre alguna otra causa de vulnerabilidad.



 



(16) Se promoverá la cultura o alfabetización jurídica de las personas en situación de pobreza, así como las condiciones para mejorar su efectivo acceso al sistema de justicia.



 



Se podrán proponer entre otras, medidas destinadas a la asignación de ayudas económicas para cubrir costos de desplazamiento, hospedaje y alimentación, aquellas encaminadas a lograr la comprensión del objeto y alcance de las actuaciones judiciales y las destinadas a establecer un sistema de asistencia jurídica gratuita.



 



8.- Género



(17) La discriminación que la mujer sufre en determinados ámbitos supone un obstáculo para el acceso a la justicia, que se ve agravado en aquellos casos en los que concurra alguna otra causa de vulnerabilidad.



(18) Se entiende por discriminación contra la mujer toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera.



 



(19) Se considera violencia contra la mujer cualquier acción o conducta, basada en la pertenencia al sexo femenino, que tenga o pueda tener como resultado la muerte, un daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico o afectación patrimonial a la mujer, así como las amenazas de tales actos, la coacción o privación arbitraria de la libertad, tanto en el ámbito público como en el privado.



 



El concepto de violencia contra la mujer comprenderá la violencia doméstica, las prácticas tradicionales nocivas para la mujer, incluida la mutilación genital femenina y el matrimonio forzado, así como cualquier acción o conducta que menoscabe la dignidad de la mujer.



 



Se impulsarán las medidas necesarias para eliminar la discriminación contra la mujer en el acceso al sistema de justicia para la tutela de sus derechos e intereses legítimos, logrando la igualdad efectiva de condiciones. Se prestará una especial atención en los supuestos de violencia contra la mujer, estableciendo mecanismos eficaces destinados a la protección de sus bienes jurídicos, al acceso a diligencias, procedimientos, procesos judiciales y a su tramitación ágil y oportuna. (antiguo artículo 20).



 



(20) Son causa de vulneración de acceso a la justicia,  las acciones o conductas discriminatorias hacia las personas por motivo de  su orientación o identidad sexual, o por razones de género.



 



9.- Pertenencia a minorías



(21) Puede constituir una causa de vulnerabilidad la pertenencia de una persona a una minoría nacional o étnica, religiosa y lingüística, debiéndose respetar su dignidad cuando tenga contacto con el sistema de justicia.



 



10.-Privación de libertad



(22) La privación de la libertad, ordenada por autoridad pública competente, puede generar dificultades para ejercitar con plenitud ante el sistema de justicia el resto de derechos de los que es titular la persona privada de libertad, especial-mente cuando concurre alguna causa de vulnerabilidad enumerada en los apartados anteriores.



 



En el cumplimiento de estas medidas, corresponderá a la autoridad judicial velar por la dignidad de la persona privada de libertad y por sus garantías fundamentales, conforme a los instrumentos internacionales sobre derechos humanos.



(23) A efectos de estas Reglas, se considera privación de libertad la que ha sido ordenada por autoridad pública, ya sea por motivo de la investigación de un delito, por el cumplimiento de una condena penal, por enfermedad mental o por cualquier otro motivo.



 



Sección 3ª.- Personas Destinatarias: responsables, integrantes y colaboradoras del sistema de justicia



(24) Serán destinatarias del contenido de las presentes Reglas las siguientes personas:



 



a) las responsables del diseño, implementación y evaluación de políticas públicas dentro del sistema judicial;



 



b) integrantes de la Judicatura, Fiscalías, Defensorías Públicas, Procuradurías y demás personal que labore en el sistema de Administración de Justicia de conformidad con la legislación interna de cada país;



 



c) Profesionales en abogacía y derecho, así como sus colegios y agrupaciones;



 



d) Las personas que desempeñan sus funciones en las instituciones de Ombudsman.



 



e) Policías y servicios penitenciarios.



 



f) Y, con carácter general, los poderes públicos con competencias en administración de justicia, los operadores (as) del sistema judicial y quienes intervienen de una u otra forma en su funcionamiento. 



CAPÍTULO II: Efectivo acceso a la justicia para la defensa de los derechos.



El presente Capítulo es aplicable a aquellas personas en condición de vulnerabilidad que han de acceder o han accedido a la justicia, como parte del proceso, para la defensa de sus derechos.



 



(25) Se promoverán las condiciones necesarias para que la tutela judicial de los derechos reconocidos por el ordenamiento sea efectiva, adoptando aquellas medidas que mejor se adapten a cada condición de vulnerabilidad.



 



Sección 1ª.- Cultura Jurídica



(26) Se  promoverán, desde el primer contacto con las autoridades o con las Oficinas de Atención a la Víctima, todas las actuaciones y apoyos necesarios destinados a proporcionar información básica sobre sus derechos, así como los procedimientos y requisitos para garantizar un efectivo acceso a justicia de las personas en condición de vulnerabilidad.



 



(27) Se incentivará la participación de funcionarios y operadores del sistema de justicia en la labor de diseño, divulgación y capacitación de una cultura cívica jurídica, en especial de aquellas personas que colaboran con la administración de justicia en zonas rurales y en áreas desfavorecidas de las grandes ciudades.



Sección 2ª.- Asistencia legal y defensa pública



1.- Promoción de la asistencia técnico jurídica de la persona en condición de vulnerabilidad



(28) Se constata la relevancia del asesoramiento técnico- jurídico para la efectividad de los derechos de las personas en condición de vulnerabilidad:



 



• En el ámbito de la asistencia legal, es decir, la consulta jurídica sobre toda cuestión susceptible de afectar a los derechos o intereses legítimos de la persona en condición de vulnerabilidad, sin retrasos innecesarios e incluso cuando aún no se ha iniciado un proceso judicial;



 



• En el ámbito de la defensa, para defender derechos en el proceso ante todas las jurisdicciones y en todas las instancias judiciales y, en su caso, condiciones en las que pueda obtenerse gratuitamente;



 



• Y en materia de asistencia letrada a la persona privada de libertad.



 



(29) Se destaca la conveniencia de promover la política pública destinada a garantizar la asistencia técnico- jurídica de la persona en condición de vulnerabilidad para la defensa de sus derechos en todos los órdenes jurisdiccionales: ya sea a través de la ampliación de funciones de la Defensoría Pública, no solamente en el orden penal sino también en otros órdenes jurisdiccionales; ya sea a través de la creación de mecanismos de asistencia técnica jurídica, consultorías jurídicas con la participación de las universidades, casas de justicia, intervención de colegios o barras de abogados y abogadas todo ello sin perjuicio de la revisión de los procedimientos y los requisitos procesales como forma de facilitar al acceso a la justicia, a la que se refiere la Sección 4ª del presente Capítulo.



 



2.- Asistencia de calidad, especializada y gratuita



(30) Se resalta la necesidad de garantizar una asistencia técnico-jurídica de calidad y especializada. A tal fin, se promoverán instrumentos destinados al control de la calidad de la asistencia



(31) Se promoverán acciones destinadas a garantizar la gratuidad y confidencialidad de los servicios de asistencia y apoyo técnico-jurídicos de calidad, facilitados por las Administraciones Públicas a aquellas personas que se encuentran en la imposibilidad de afrontar los gastos con sus propios recursos y condiciones.



 



Las personas menores de edad cuya madre sea víctima de violencia de género o doméstica, tendrán derecho a medidas de asistencia y protección gratuitas.



Sección 3ª.- Derecho a personas intérpretes o traductoras



(32) Se garantizará la asistencia gratuita de una persona intérprete o traductora, cuando quien hubiese de ser interrogada o debiera prestar alguna declaración incluso como testigo, o cuando fuese preciso darle a conocer personalmente alguna resolución o documento, no conozca, no hable o no entienda el idioma utilizado en la actuación judicial respectiva.



 



Este derecho será también aplicable a las personas con limitaciones auditivas o de expresión oral.



 



Las interpretaciones orales o en lengua de signos, deberán ser registradas mediante la grabación audiovisual de la manifestación original y de la interpretación, o en su caso documentadas por escrito.



Sección 4ª.- Revisión de los procedimientos y los requisitos procesales como forma de facilitar el acceso a la justicia



(33) Se revisarán las reglas de procedimiento para facilitar el acceso de las personas en condición de vulnerabilidad, adoptando aquellas medidas de organización y de gestión judicial que resulten conducentes a tal fin.



1.- Medidas procesales



Dentro de esta categoría se incluyen aquellas actuaciones que afectan la regulación del procedimiento, tanto en lo relativo a su tramitación, como en relación con los requisitos exigidos para la práctica de los actos procesales.



(34) Requisitos de acceso al proceso y legitimación



Se propiciarán medidas para la simplificación y divulgación de los requisitos exigidos por el ordenamiento para la práctica de determinados actos, a fin de favorecer el acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, y sin perjuicio de la participación de otras instancias que puedan coadyuvar en el ejercicio de acciones en defensa de los derechos de estas personas.



(35) Oralidad. 



 



Se promoverá la oralidad para mejorar las condiciones de celebración de las actuaciones judiciales contempladas en el Capítulo III de las presentes Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las Personas en condición de Vulnerabilidad, y favorecer una mayor agilidad en la tramitación del proceso, disminuyendo los efectos del retraso de la resolución judicial sobre la situación de las personas en condición de vulnerabilidad.



 



(36)     Formularios. 



 



Se promoverá la elaboración de formularios de fácil manejo para el ejercicio de determinadas acciones, estableciendo las condiciones para que los mismos sean accesibles, gratuitos y garantizando su confidencialidad y protegiendo los datos de las personas usuarias, especialmente en aquellos supuestos en los que no sea preceptiva la asistencia letrada.



 



Este tipo de formularios podrán también extenderse a los familiares de la víctima, en los términos que se establezcan cuando se trate de situaciones que hayan causado perjuicios de especial gravedad, o en los supuestos que la persona usuaria no pueda realizar los trámites personalmente.



 



(37) Anticipo jurisdiccional de la prueba. 



 



Se recomienda la adaptación de los procedimientos para permitir la práctica anticipada de la prueba en la que participe la persona en condición de vulnerabilidad, para evitar la reiteración de declaraciones, e incluso la práctica de la prueba antes del agravamiento de la discapacidad o de la enfermedad. A estos efectos, puede resultar necesaria la grabación en soporte audiovisual del acto procesal en el que participe la persona en condición de vulnerabilidad, de tal manera que pueda reproducirse  en las sucesivas instancias judiciales.



 



2.- Medidas de organización y gestión judicial



Dentro de esta categoría cabe incluir  aquellas políticas y medidas que afecten a la organización y modelos de gestión de los órganos del sistema judicial, de tal manera que la propia forma de organización del sistema de justicia facilite el acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad. Estas políticas y medidas resultarán de aplicación a quienes administren justicia.



 



(38) Agilidad y prioridad. 



 



Se adoptarán las medidas necesarias para evitar retrasos en la tramitación de las causas, garantizando la pronta resolución judicial, así como una ejecución rápida de lo resuelto. Cuando las circunstancias de la situación de vulnerabilidad lo aconsejen, se otorgará prioridad en la atención, resolución y ejecución del caso por parte de los órganos del sistema de justicia.



 



Se colocará en los expedientes un distintivo visible, que permita identificar que el proceso afecta a personas en condición de vulnerabilidad.



 



(39) Coordinación



Se establecerán mecanismos de coordinación intrainstitucionales e interinstitucionales, orgánicos y funcionales, destinados a gestionar las interdependencias de las actuaciones de los diferentes órganos y entidades, tanto públicas como privadas, que forman parte o participan en el sistema de justicia.



 



(40) Especialización. 



 



Por parte de los poderes públicos con competencias en administración de justicia se adoptarán medidas destinadas a la especialización de quienes operan el sistema judicial y de quienes intervienen de una u otra forma en su funcionamiento, para la atención de las personas  en  condición de vulnerabilidad y en particular, las víctimas necesitadas de especial protección y a personas menores de edad con discapacidad. En las materias en que se requiera, es conveniente la atribución de los asuntos a órganos especializados del sistema judicial.



 



(41). Actuación interdisciplinaria. 



 



Se destaca la importancia de la constitución y actuación de equipos multidisciplinarios, integrados por personas profesionales de las distintas áreas, así como la elaboración de protocolos de actuación conjunta para mejorar la respuesta del sistema judicial ante la demanda de justicia de las personas en condición de vulnerabilidad.



 



(42) Proximidad.



 



Se promoverá la adopción de medidas de acercamiento de los servicios del sistema de justicia a aquellos grupos de población que, debido a las circunstancias propias de su situación de vulnerabilidad, se encuentran en lugares geográficamente lejanos o con especiales dificultades de comunicación.



 



Sección 5ª.- Medios alternativos de resolución de conflictos



1.- Medios Alternativos y Personas en condición de Vulnerabilidad



(43)     Se impulsarán los medios alternativos de resolución de conflictos en aquellos supuestos en los que resulte apropiado, tanto antes del inicio del Proceso como durante la tramitación del mismo.



 



Los medios alternativos de resolución de conflictos, deben integrarse en los servicios que las administraciones públicas han de ofrecer a las personas usuarias del sistema de justicia y en especial a las personas en condición de vulnerabilidad.



 



La mediación, la  conciliación, el arbitraje y otros medios que no impliquen la resolución del conflicto por un tribunal, pueden contribuir a mejorar las condiciones de acceso a la justicia de determinados grupos de personas en condición de vulnerabilidad, así como a optimizar el funcionamiento de los servicios formales de justicia.



 



(44) En todo caso, antes de utilizar una forma alternativa de solución en un conflicto concreto, se tomarán en consideración los derechos humanos de las personas intervinientes, así como las circunstancias particulares de cada una, especialmente si se encuentran en alguna de las condiciones o situaciones de vulnerabilidad contempladas en estas Reglas.



 



Se fomentará la capacitación integral y sensibilización de las personas mediadoras, árbitros, facilitadoras judiciales comunitarias y demás personas que intervengan en la resolución del conflicto. Especialmente importante resulta incluir formación en materia de derechos humanos, género, diversidad e interculturalidad.



 



2.- Difusión e información



(45) Se deberá promover la difusión de la  existencia y características de estos medios entre los grupos de población que resulten sus potenciales usuarios cuando la ley permita su utilización.



(46) Cualquier persona en condición de vulnerabilidad que participe en la resolución de un conflicto mediante cualquiera de estos medios deberá ser informada, con carácter previo, sobre su contenido, forma y efectos. Dicha información se suministrará de conformidad con lo dispuesto por la Sección 1ª del Capítulo III de las presentes reglas.



 



A tal efecto se elaborarán los correspondientes protocolos de actuación.



 



3.- Participación de las personas en condición de vulnerabilidad en los Medios Alternativos de Resolución de Conflictos



 



(47) Se promoverá la adopción de medidas específicas que permitan la participación de las personas  en condición de vulnerabilidad en el mecanismo elegido de Resolución Alternativa de Conflictos, tales como la asistencia de profesionales, participación de intérpretes, o la intervención de la autoridad parental para las personas menores de edad cuando sea necesaria, o con la asistencia, apoyo o representación legal cuando su condición lo requiera.



La actividad de Resolución Alternativa de Conflictos debe llevarse a cabo en un ambiente seguro y adecuado a las circunstancias de las personas que participen.



 



Sección 6ª.- Sistema de resolución de conflictos dentro de las comunidades indígenas, Afrodescendientes, o pertenecientes a otras diversidades étnicas y culturales



 



(48) Con fundamento en los instrumentos internacionales en la materia, resulta conveniente estimular las formas propias de justicia en la resolución de conflictos surgidos en el ámbito de la comunidad indígena, la comunidad afrodescendiente y otras diversidades étnicas y culturales.



 



Se propiciará la armonización de los sistemas de administración de justicia estatal y los medios de administración de justicia tradicionales de las comunidades mencionadas, basadas en el respeto mutuo y de conformidad con las normas internacionales de derechos humanos.



(49) Además serán de aplicación las restantes medidas previstas en estas Reglas en aquellos supuestos de resolución de conflictos fuera de las comunidades indígenas, afrodescendientes y pertenecientes a otras diversidades étnicas y culturales, por parte del sistema de administración de justicia estatal, donde resulta asimismo conveniente abordar los temas relativos al peritaje cultural y/o antropológico, y al derecho a expresarse en el propio idioma.



Capítulo III: Celebración de actuaciones judiciales.



 



El contenido del presente Capítulo resulta de aplicación a cualquier persona en condición de vulnerabilidad que participe en un acto judicial, ya sea como parte o en cualquier otra condición.



(50) Se velará para que en todas las actuaciones judiciales, en las que participe una persona   en   condición de vulnerabilidad, se respete su dignidad, otorgándole un trato diferenciado adecuado a las circunstancias propias de su situación



Sección 1ª.- Información procesal o jurisdiccional



(51) Se promoverán las condiciones destinadas a garantizar que la persona en condición de vulnerabilidad sea debidamente informada sobre los aspectos relevantes de su intervención en el proceso judicial, en forma adaptada a las circunstancias determinantes de su vulnerabilidad.



1.- Contenido de la información



(52) Cuando la persona en condición de vulnerabilidad participe en una actuación judicial, en cualquier condición, será informada sobre los siguientes extremos:



 



•La naturaleza de la actuación judicial en la que va a participar.



 



•Su papel dentro de dicha actuación



•La modalidad de apoyo o asistencia que puede recibir en relación con la concreta actuación, así como la información de cuál organismo o institución puede prestarlo.



 



(53) Quien sea parte en el proceso o pueda llegar a serlo, tendrá derecho a recibir aquella información que resulte pertinente para la protección de sus intereses. Los órganos competentes deberán adoptar todas las medidas pertinentes para suministrarla Dicha información deberá incluir al menos:



•La modalidad de apoyo o asistencia que puede recibir en el marco de las actuaciones judiciales.



•Los derechos que puede ejercitar en el seno del proceso, incluida la posibilidad de ejercitar la acción de manera individual o colectiva.



•La forma y condiciones en las que puede acceder a asesoramiento jurídico o a la asistencia técnico-jurídica gratuita en los casos en los que esta posibilidad sea contemplada por el ordenamiento existente.



•La modalidad de servicios u organizaciones a las que puede dirigirse para recibir apoyo.



Se facilitará a las personas con discapacidad información sobre las actuaciones judiciales, de manera oportuna y sin costo adicional, en formatos accesibles y con las tecnologías adecuadas a los diferentes tipos de discapacidad.



2.- Tiempo de la información



(54) Se deberá prestar la información desde el inicio del proceso y durante toda su tramitación, incluso desde el primer contacto con las autoridades policiales cuando se trate de un procedimiento penal, así como los procedimientos para garantizar un efectivo acceso a justicia de las personas en condición de vulnerabilidad.



 



3.- Forma o medios para el suministro de la información



(55) La información se prestará de acuerdo a las circunstancias determinantes de la condición de vulnerabilidad, y de manera tal que se garantice que llegue a conocimiento de la persona destinataria. Los Estados garantizarán la creación y desarrollo de oficinas de información u otras entidades creadas al efecto.



 



Se promoverá la utilización de las tecnologías de la información y la comunicación de manera accesible, comprensible y adaptadas a la concreta situación de vulnerabilidad.



4.- Disposiciones específicas relativas a la víctima



(56) Se promoverá que las víctimas reciban información, desde el primer contacto con las autoridades y funcionarios (as), sin retrasos innecesarios, sobre los siguientes elementos del proceso judicial:



 



a)     Medidas de asistencia y apoyo disponibles, sean médicas, psicológicas o materiales, y procedimiento para obtenerlas. Dentro de estas últimas se incluirá, cuando resulte oportuna información sobre las posibilidades de obtener un alojamiento alternativo.



 



b)    Derecho a denunciar y en su caso el procedimiento para interponer la denuncia y derecho a facilitar elementos de prueba a las autoridades encargadas de la investigación.



 



c)     Procedimiento para obtener asesoramiento y defensa jurídica, y en su caso condiciones en las que pueda obtenerse gratuitamente.



 



d)    Posibilidad de solicitar medidas de protección, cautelares y, en su caso procedimiento para hacerlo.



 



e)     Indemnizaciones a las que pueda tener derecho y, en su caso procedimiento para reclamarlas.



 



f)      Servicios de interpretación y traducción disponibles.



 



g)    Ayudas y servicios auxiliares para la comunicación disponibles.



 



h)    Procedimiento por medio del cual la víctima puede ejercer sus derechos en el caso de que resida en el extranjero.



 



i)      Recursos que puede interponer contra las resoluciones       que considere contrarias a sus derechos.



 



j)      Datos de contacto de la autoridad encargada de la tramitación del procedimiento y cauces para comunicarse con ella.



 



k)    Servicios de justicia restaurativa disponibles en los casos legalmente procedentes.



 



l)      Supuestos en los que puede obtener el reembolso de los gastos judiciales y, en su caso procedimiento para reclamarlo.



 



Esta información será actualizada en cada fase del procedimiento para  garantizar a la víctima la posibilidad de ejercer sus derechos.



(58) Cuando exista riesgo para la vida, integridad psicofísica y/o el patrimonio, de la víctima, se le informará de todas las decisiones judiciales que puedan afectar a su seguridad y, en todo caso, de aquéllas que se refieran a la puesta en libertad de la persona inculpada o condenada, especialmente en los supuestos de violencia intrafamiliar.



Se garantizarán mecanismos de prevención para evitar la revictimización y sistemas de protección y atención para víctimas y testigos.



Sección 2ª.- Comprensión de actuaciones judiciales



(58) Toda persona en condición de vulnerabilidad, tiene el derecho a entender y ser entendida.



Se adoptarán las medidas necesarias para reducir las dificultades de comunicación que afecten a la comprensión de las actuaciones judiciales, en las que participe una persona en condición de vulnerabilidad, garantizando que ésta pueda comprender su alcance y significado.



 



1.- Notificaciones y requerimientos



(59) En las notificaciones y requerimientos, se usarán términos y estructuras gramaticales simples y comprensibles, que respondan a las necesidades particulares de las personas en condición de vulnerabilidad incluidas en estas Reglas. Asimismo, se  evitarán  expresiones o elementos intimidatorios, sin perjuicio de las ocasiones en que resulte necesario el uso de expresiones conminatorias.



Se procurará que el instrumento de notificación sea acompañado de un documento en formato accesible, según la condición de discapacidad conforme a los avances tecnológicos que torne idónea y comprensible la comunicación a la persona destinataria.



 



2.- Contenido de las resoluciones judiciales



(60) En las resoluciones judiciales se emplearán términos y construcciones sintácticas sencillas, sin perjuicio de su rigor técnico. Deberá respetarse el uso de lenguaje inclusivo.



 



3.- Comprensión de actuaciones orales



(61) Se fomentarán los mecanismos necesarios para que la persona en condición de vulnerabilidad comprenda los juicios, vistas, comparecencias y otras actuaciones judiciales orales en las que participe, teniéndose presente el contenido del apartado 3 de la Sección 3ª del presente Capítulo.



Sección 3ª.- Comparecencia en dependencias judiciales



(62) Se velará para que la comparecencia en los actos y actuaciones judiciales de una persona en condición de vulnerabilidad se realice de manera adecuada a las circunstancias propias de dicha condición.



 



1.- Información sobre la comparecencia



(63) Con carácter previo al acto o actuación judicial, se procurará proporcionar a la persona en condición de vulnerabilidad información directamente relacionada con la forma de celebración y contenido de la comparecencia, ya sea sobre la descripción de la sala y de las personas que van a participar, ya sea destinada a la familiarización con los términos y conceptos legales, así como otros datos relevantes al efecto.



 



2.- Asistencia



(64) Previa a la celebración de la actuación. Se procurará la prestación de  asistencia por personal especializado (profesionales en Psicología, Trabajo Social, personas intérpretes, traductoras u otras que se consideren necesarias) destinada a afrontar las preocupaciones y temores ligados a la celebración de la vista judicial; al servicio de las personas en condición de vulnerabilidad.



 



(65) Durante el acto judicial. 



 



Cuando la concreta situación de vulnerabilidad lo aconseje, la declaración y demás actos procesales se llevarán a cabo con la presencia de una persona profesional, cuya función será la de contribuir a garantizar los derechos de la persona en condición de vulnerabilidad.



 



También puede resultar conveniente la presencia en el acto de una persona que se configure como referente emocional de quien se encuentra en condición de vulnerabilidad.



 



3.- Condiciones de la comparecencia



Lugar de la comparecencia



 



66) Resulta conveniente que la comparecencia tenga lugar en un entorno cómodo, accesible, seguro y tranquilo.



(67) Para mitigar o evitar la tensión y angustia emocional, se procurará evitar en lo posible la coincidencia en dependencias judiciales de la víctima, entendida en los términos de la  Regla 10 con la persona presuntamente infractora; así como la confrontación de ambos durante la celebración de actos judiciales, procuran- do la protección visual de la víctima y evitando su revictimización.



 



Tiempo de la comparecencia



(68) Se procurará que la persona en condición de vulnerabilidad espere el menor tiempo posible para la celebración del acto judicial.



 



Los actos judiciales deben celebrarse puntualmente, no obstante para fijar la fecha y hora de las actuaciones judiciales, deberán tomarse en consideración las particulares circunstancias de la persona en condición de vulnerabilidad; entre otras: ubicación y condiciones geográficas del lugar de residencia, distancia con la sede judicial, medios de transporte y horarios de traslado.



 



Cuando esté justificado por las razones concurrentes, podrá otorgarse preferencia o prelación a la celebración del acto judicial en el que participe la persona en condición de vulnerabilidad.



 



(69) Es aconsejable evitar comparecencias innecesarias, de tal manera que solamente deberán comparecer cuando resulte estrictamente necesario conforme a la normativa jurídica. Se procurará asimismo la concentración en el mismo día de la práctica de las diversas actuaciones en las que deba participar la misma persona.



(70) Se recomienda analizar la posibilidad de preconstituir la prueba o anticipo jurisdiccional de la prueba, cuando sea posible de conformidad con el Derecho aplicable.



 



(71) En determinadas ocasiones podrá procederse a la grabación en soporte audiovisual del acto, cuando ello pueda evitar que se repita su celebración en sucesivas instancias judiciales en los términos establecidos en la Regla 37.



 



Forma de la comparecencia



(72) Se procurará adaptar el lenguaje utilizado a las necesidades y particularidades de la persona en condición de vulnerabilidad, tales como la edad, el  grado  de madurez, el nivel educativo, la capacidad intelectiva, el tipo y el grado de discapacidad o las condiciones socioculturales. Se debe procurar formular preguntas claras, con una estructura sencilla



 



(73) Quienes participen en el acto de comparecencia no deben emitir juicios o críticas sobre el comportamiento de la persona en condición de vulnerabilidad.



 



(74) Cuando sea necesario se protegerá a la persona en condición de vulnerabilidad de las consecuencias de prestar declaración en audiencia pública. Podrá plantearse la posibilidad de que su participación  en el acto judicial se lleve a cabo en condiciones especialmente adaptadas que permitan alcanzar dicho objetivo, incluso excluyendo su presencia física en el lugar  del juicio o de la vista, siempre que resulte compatible con el Derecho del país.



 



A tal efecto, puede resultar de utilidad el uso del sistema de videoconferencia o del circuito cerrado de televisión.



 



4.- Seguridad de las víctimas en condición de vulnerabilidad



 



(75) Se recomienda adoptar las medidas necesarias para garantizar una protección efectiva de los bienes jurídicos de las personas en condición de vulnerabilidad que intervengan en el proceso judicial en calidad de víctimas o testigos; así como garantizar que la víctima sea oída en aquellos procesos penales en los que estén en juego sus intereses.



(76) Se prestará especial atención a fin de tomar las medidas pertinentes en aquellos supuestos en los que la persona está so- metida a un peligro de victimización reiterada o repetida, tales como víctimas amenazadas en los casos de delincuencia organizada, personas menores de edad víctimas de abuso sexual o malos tratos, y mujeres víctimas de violencia dentro de la familia o de la pareja, o víctimas de delitos de odio.



 



5.- Accesibilidad de las personas con discapacidad



 



(77) Se facilitará la accesibilidad de las personas con discapacidad a la celebración del acto judicial  en el que deban intervenir, y se promoverá la eliminación de todo tipo  de barreras arquitectónicas, de información, comunicación y actitudinales facilitando tanto el acceso como la estancia en los edificios judiciales.



 



6.- Participación de niños, niñas y adolescentes en actos judiciales



(78) En los actos judiciales en los que intervengan personas menores de edad, se tendrá en cuenta su edad y desarrollo integral.



 



A tales fines los actos judiciales:



 



• Se realizarán en espacios amigables, incluyéndose la posibilidad de que puedan ser escuchados sin estar presentes en la sala mediante la utilización de tecnologías de la comunicación.



 



• Se facilitará la comprensión utilizando un lenguaje sencillo.



 



• Se evitarán todos los formalismos innecesarios tales como la toga, la distancia física con el tribunal y otros similares.



 



7.- Personas pertenecientes a pueblos y comunidades indígenas, personas afrodescendientes y a otras diversidades étnicas y culturales



 



(79) En la celebración de los actos judiciales se res- petará la dignidad y cosmovisión, las costumbres y las tradiciones culturales de las personas pertenecientes a pueblos y comunidades indígenas, personas afrodescendientes y otras diversidades étnicas y culturales conforme al ordenamiento jurídico de cada país.



 



Sección 4ª.- Protección de la intimidad



1.- Reserva de las actuaciones judiciales



(80) Cuando el respeto de los derechos de la persona en condición de vulnerabilidad lo aconseje, podrán adoptarse las medidas necesarias para su protección y en particular la posibilidad de que las actuaciones judiciales orales y escritas no sean públicas, de tal manera que solamente puedan acceder a su contenido las personas involucradas, así como impedir la difusión de cualquier información que pueda facilitar la identificación de las personas en situación de vulnerabilidad.



 



2.- Imagen



(81) Puede resultar conveniente la prohibición de la toma y difusión de imágenes, ya sea en fotografía o en vídeo, en aquellos supuestos en los que pueda afectar de forma grave a la dignidad, a la situación emocional o a la seguridad de la persona en condición de vulnerabilidad, por lo que deberán adoptarse las medidas pertinentes para ello.



 



(82) En todo caso, no debe estar permitida la toma y difusión de imágenes en relación con los niños, niñas y adolescentes, por cuanto afecta de forma decisiva a su desarrollo como persona.



 



3.- Protección de datos personales



(83) En las situaciones de especial vulnerabilidad, deberá evitarse la divulgación y publicidad de los datos de carácter personal de quienes se encuentran en esa condición.



 



(84) Se garantizará la protección de los datos personales contenidos en soporte digital o en otros soportes que permitan su tratamiento automatizado.



 



CAPÍTULO IV: Eficacia de las Reglas



Este Capítulo contempla expresamente una serie de medidas destinadas a fomentar la efectividad de las Reglas, de tal manera que contribuyan de manera eficaz a la mejora de las condiciones de acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad.



 



1.- Principio general de colaboración



 



La eficacia de las presentes Reglas está directamente ligada al grado de colaboración entre las personas e instituciones destinatarias, tal y como vienen definidos en la Sección 3ª del Capítulo I. 



 



La determinación de los órganos y entidades llamadas a colaborar depende de las circunstancias propias de cada país. Quienes impulsen las políticas públicas deben  poner  un especial cuidado tanto para identificar a dichos órganos y entidades, como para  recabar su participación y mantener su colaboración durante todo el proceso.



 



(86) Se implementará un foro permanente para el cumplimiento de las presentes reglas en el que también puedan participar los diferentes actores a los que se refiere el apartado anterior, y que podrá establecerse de forma sectorial



 



(87) Se destaca la importancia de que el Poder Judicial colabore con los otros Poderes del Estado en la mejora del acceso a la justicia de las personas  en  condición de vulnerabilidad,  a través de estrategias concretas de cooperación interinstitucional.



 



(88) Se promoverá la participación de las autoridades federales y centrales, de las entidades de gobierno autonómico y regional, así como de las entidades estatales en los estados federales, dado que frecuentemente el ámbito de sus competencias se encuentra más próximo a la gestión directa de la protección social  de las personas más desfavorecidas.



 



(89) Cada país fomentará la participación de las entidades de la sociedad civil por su relevante papel en la cohesión social, y por su estrecha relación e implicación con los grupos de personas en condiciones de vulnerabilidad.



 



2.- Cooperación Internacional



(90) Se promoverá la creación de espacios que permitan el intercambio de experiencias en esta materia entre los distintos países, analizando las causas del éxito o del fracaso en cada una de ellas o, incluso, fijando buenas prácticas. 



Estos espacios de participación pueden ser sectoriales.



En estos espacios podrán participar representantes de las instancias permanentes que puedan crearse en cada uno de los Estados.



 



(91) Se insta a las Organizaciones Internacionales y Agencias de Cooperación para que: 



• Continúen brindando su asistencia técnica y económica en el fortalecimiento y mejora del acceso a la justicia.



• Tengan en cuenta el contenido de estas Reglas en sus actividades, y lo incorporen, de forma transversal, en los distintos programas y proyectos de modernización del sistema judicial en que participen.



• Impulsen y colaboren en el desarrollo de los mencionados espacios de participación.



 



3.- Investigación y estudios



(92) Se promoverá la realización de estudios e investigaciones en esta materia, en colaboración con instituciones académicas y universitarias.



 



4.- Sensibilización y formación de profesionales



(93) Se desarrollarán actividades que  promuevan una cultura organizacional orientada a la adecuada atención de las personas en condición de vulnerabilidad a partir de los contenidos de las presentes Reglas, atendiendo a las necesidades de cada grupo de personas beneficiarias.



 



(94) Se adoptarán iniciativas destinadas a suministrar una adecuada formación a todas aquellas personas del sistema judicial que, con motivo de su intervención en el proceso, tienen un contacto con las personas en condición de vulnerabilidad.



 



Se considera necesario integrar el contenido de estas Reglas en los distintos programas de formación y actualización, dirigidos a las personas que trabajan en el sistema judicial, para ello se realizarán cursos de formación permanente a través de las Escuelas Judiciales de los distintos países.



 



5.- Nuevas tecnologías



(95) Se procurará el aprovechamiento de las posibilidades que ofrezca el progreso tecnológico para mejorar las condiciones de acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad.



 



6.- Manuales de buenas prácticas sectoriales



(96) Se elaborarán instrumentos que recojan las mejores prácticas en cada uno de los sectores de vulnerabilidad, y que puedan desarrollar el contenido de las presentes Reglas adaptándolo a las circunstancias propias de cada grupo.



 



Se elaborará periódicamente un catálogo de instrumentos internacionales, en formatos físicos y digitales accesibles, referidos a cada uno de los sectores o grupos mencionados anteriormente.



 



7.- Difusión



(98) Se promoverá la difusión de estas Reglas entre los diferentes destinatarios de las mismas definidos en la Sección 3ª del Capítulo I.



 



(99) Se fomentarán actividades con los medios de comunicación para contribuir a configurar actitudes en relación con el contenido de las presentes Reglas.



 



8.- Comisión de seguimiento



(100) Se constituirá una Comisión de Seguimiento con las siguientes finalidades:



•Elevar a cada Plenario de la Cumbre un informe sobre la aplicación de las presentes Reglas.



 



•Proponer un Plan Marco de Actividades, a efectos de garantizar el seguimiento a las tareas de implementación del contenido de las presentes reglas en cada país.



 



•A través de los órganos correspondientes de la Cumbre, promover ante los organismos internacionales hemisféricos y regionales, así como ante las Cumbres de Presidentes y Jefes de Estado de Iberoamérica, la definición, elaboración, adopción y fortalecimiento de políticas públicas que promuevan el mejoramiento de las condiciones de acceso a la justicia por parte de las personasen condición de vulnerabilidad.



 



•Proponer modificaciones y actualizaciones al contenido de estas Reglas.



 



•Proponer la convocatoria de un concurso de buenas prácticas en el ámbito de la comunidad jurídica iberoamericana.



 



•Canalizar las iniciativas de formación y difusión sobre las Reglas en el ámbito de la comunidad jurídica iberoamericana.



 



La Comisión estará compuesta por cinco miembros designados por la Cumbre Judicial Iberoamericana.



 



En la misma podrán integrarse representantes de las otras Redes Iberoamericanas del sistema judicial que asuman las presentes Reglas. En todo caso, la Comisión tendrá un número máximo de nueve miembros.



 



San José, 13 de abril de 2019



 



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



Corte Suprema de Justicia



 



Ref.: 4816-19. 
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CIRCULAR No 173-2019


Asunto: 
“Modificación a la Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las personas en condiciones de vulnerabilidad”. 



A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS Y PÚBLICO EN GENERAL 



SE LES HACE SABER QUE:



La Corte Plena en sesión N° 36-2019 celebrada el 26 de agosto de 2019, artículo XXIV, se modificó las Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las personas en condiciones de vulnerabilidad, que literalmente dicen:


REGLAS DE BRASILIA SOBRE ACCESO


A LA JUSTICIA DE LAS PERSONAS EN CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD



Capítulo I: Preliminar


Sección 1ª.- Finalidad


(1) Las presentes Reglas tienen como objetivo   garantizar las condiciones de acceso efectivo a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, sin discriminación alguna, directa ni indirecta, englobando el conjunto de políticas, medidas, facilidades y apoyos que les permitan el pleno reconocimiento y goce de los Derechos Humanos que les son inherentes ante los sistemas judiciales.



(2.) Se recomienda la elaboración, aprobación, implementación y fortalecimiento de políticas públicas que garanticen el acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad. 



Los servidores y operadores del sistema de justicia otorgarán a las personas en condición de vulnerabilidad un trato digno, adecuando el servicio a sus circunstancias singulares.



Asimismo se recomienda priorizar actuaciones destinadas a facilitar el acceso a la justicia de aquellas personas que se encuentren en situación de mayor vulnerabilidad, ya sea por la concurrencia de varias causas o por la gran incidencia de una de ellas.



Sección 2ª.- Personas beneficiarias de las Reglas


1.- Concepto de las personas en situación de vulnerabilidad



(3) Una persona o grupo de personas se encuentran en condición de vulnerabilidad, cuando su capacidad para prevenir, resistir o sobreponerse a un impacto que les sitúe en situación de riesgo, no está desarrollada o se encuentra limitada por circunstancias diversas, para ejercitar con plenitud ante el sistema de justicia los derechos reconocidos por el ordenamiento jurídico.



En este contexto se consideran en condición de vulnerabilidad aquellas personas quienes, por razón de su edad, género, orientación sexual e identidad de género, estado físico o mental, o por circunstancias sociales, económicas, étnicas y/o culturales, o relacionadas con sus creencias y/o prácticas religiosas, o la ausencia de estas encuentran especiales dificultades para ejercitar con plenitud ante el sistema de justicia los derechos reconocidos por el ordenamiento jurídico.



(4) Podrán constituir causas de vulnerabilidad, entre otras, las siguientes: la edad, la discapacidad, la pertenencia a comunidades  indígenas, a otras diversidades étnicas  –  culturales, entre ellas las personas afrodescendientes, así como la victimización, la migración, la condición de refugio y el desplazamiento interno, la pobreza, el género, la orientación sexual e identidad de género y la privación de libertad.



La concreta determinación de las personas en condición de vulnerabilidad en cada país dependerá de sus características específicas, o incluso de su nivel de desarrollo social y económico.



2.- Edad



5) Se considera niño, niña y adolescente a toda persona menor de dieciocho  años de edad, salvo que haya alcanzado antes la mayoría de edad en virtud del ordenamiento jurídico nacional e internacional aplicable. Todo niño, niña y adolescente debe ser objeto de una especial tutela por parte de los órganos del sistema de justicia en consideración a su desarrollo evolutivo.



Prevalecerá el interés superior de las personas menores de edad cuando interactúan con el sistema de justicia.



(6) El envejecimiento también puede constituir una causa de vulnerabilidad cuando la persona adulta mayor encuentre especiales dificultades, atendiendo a sus capacidades funciona- les y/o barreras producto del entorno económico y social, para ejercitar sus derechos ante el sistema de justicia, con pleno respeto a su dignidad.



3.- Discapacidad



(7) Se entiende por discapacidad la situación que resulta de la interacción entre las personas con deficiencias físicas, psicosociales, intelectuales o sensoriales a largo plazo, y cualquier tipo de barreras de su entorno, que limiten o impidan su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás.



A los efectos de estas Reglas también se encuentran en situación de discapacidad, aquellas personas que de manera temporal presenten tales deficiencias, que les limiten o impidan el acceso a la justicia, en igualdad de condiciones con las demás.



8) Se establecerán las condiciones necesarias de accesibilidad para garantizar el acceso a la justicia de las personas con discapacidad, incluyendo aquellas medidas conducentes a utilizar todos los servicios judiciales requeridos y disponer de todos los recursos que garanticen igualdad de  trato, reconocimiento como persona ante la ley, respeto de su autonomía, capacidad de actuar, seguridad, movilidad, comodidad, comprensión, privacidad y comunicación, sea ésta a través de cualquier medio tecnológico que requiera, atendiendo la brecha digital y cultural.



Se promoverá en los Poderes Judiciales la inclusión laboral de las personas con discapacidad.



4.- Pueblos y Comunidades Indígenas, Personas Afro- descendientes;   Pertenencia a otras diversidades étnicas y culturales.



(9) Las personas integrantes de las comunidades indígenas pueden encontrarse en condición de vulnerabilidad cuando ejercitan sus derechos ante el sistema de justicia estatal. Se promoverán las condiciones destinadas a posibilitar que las personas y los pueblos indígenas puedan ejercitar con plenitud tales derechos ante el sistema de justicia, sin discriminación alguna que pueda fundarse en su origen, identidad indígena o su condición económica. Los poderes judiciales asegurarán que el trato que reciban por parte de los sistemas de justicia estatal sea respetuoso con su dignidad, idioma y tradiciones culturales.



Todo ello sin perjuicio de lo dispuesto en la Regla 48 sobre las formas alternativas y restaurativas de resolución de conflictos propios de los pueblos indígenas, propiciando su armonización con los sistemas de administración de justicia estatal.



Se entenderá que existe discriminación hacia las personas afrodescedientes o pertenecientes a otras diversidades étnicas o culturales, cuando se produzcan situaciones de exclusión, restricción o preferencia basada en motivos de raza, color, linaje u origen nacional, étnico o cultural que anulen o menoscaben el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos humanos y libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural o en cualquier otro ámbito de la vida pública.



5.- Victimización



(10) A los efectos de estas Reglas, se considera víctima en sentido amplio, toda persona física o grupo de personas que hayan sufrido un daño ocasionado por una infracción del ordenamiento jurídico, incluida tanto la lesión física o psíquica, daños emocionales, sufrimiento moral y el perjuicio económico.



(11)  Se considera en condición de vulnerabilidad aquella víctima que por el resultado de la infracción del ordenamiento jurídico, tenga una relevante limitación para prevenir, evitar o mitigar los daños y perjuicios derivados de dicha infracción o de su contacto con el sistema de justicia, o para afrontar los riesgos de sufrir una nueva victimización.



La vulnerabilidad puede proceder de sus propias características personales o bien de las circunstancias de la infracción. Especial consideración merecen por su doble condición de vulnerabilidad, las personas enunciadas en la Regla 3, párrafo segundo.



(12)
Se alentará la adopción de medidas que resulten adecuadas para mitigar los   efectos    negativos de la infracción del ordenamiento jurídico (victimización primaria).



Se procurará que el daño sufrido por la víctima del delito no se vea incrementado como consecuencia de su contacto con el sistema de justicia (victimización secundaria).



Se procurará garantizar, en todas las fases de un procedimiento penal, la protección de la integridad física y psicológica de las víctimas, sobre todo a favor de aquellas que corran riesgo de intimidación, de represalias o de victimización reiterada o repetida (una misma persona es víctima de más de una infracción penal durante un periodo de tiempo). También podrá resultar necesario otorgar una protección particular a aquellas víctimas que van a prestar testimonio en el proceso judicial. Se prestará una especial atención en los casos de violencia intrafamiliar, así como en los momentos en que sea puesta en libertad la persona a la que se le atribuye la comisión del delito.



6.- Migración, asilo y desplazamiento interno



13)  El  desplazamiento   de una persona fuera del territorio del Estado de su nacionalidad puede constituir una causa de vulnerabilidad, especialmente para aquellas personas en condición migratoria irregular.



Se considera persona trabajadora migrante a quien vaya  a  realizar,  realice  o  haya realizado una actividad remunerada en un Estado del que no es nacional. La condición migratoria de una persona no puede ser un obstáculo   en el acceso a la justicia para la defensa de sus derechos.



Asimismo se reconocerá una protección especial a las personas beneficiarias del estatuto de refugiado conforme a la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951, así como a las solicitantes de asilo.



(14) También pueden encontrarse en condición de vulnerabilidad quienes han tenido que desplazarse internamente sin cruzar una frontera estatal internacionalmente reconocida.



Comprende a personas o grupos de personas que se ven forzadas u obligadas a escapar, huir de su hogar o lugar de residencia habitual, en particular como   resultado o para evitar los efectos de un conflicto armado, de situaciones de violencia generalizada, de violaciones de los derechos humanos; asimismo, de situaciones de riesgo, provocadas por catástrofes naturales, cambio climático o por el propio ser humano, en cuyo caso se denominan personas damnificadas.


7.- Pobreza



(15) La pobreza constituye una causa de exclusión social, tanto en el plano económico como en los planos social y cultural, y supone un serio obstáculo para el acceso a la justicia especialmente agravado cuando concurre alguna otra causa de vulnerabilidad.



(16) Se promoverá la cultura o alfabetización jurídica de las personas en situación de pobreza, así como las condiciones para mejorar su efectivo acceso al sistema de justicia.



Se podrán proponer entre otras, medidas destinadas a la asignación de ayudas económicas para cubrir costos de desplazamiento, hospedaje y alimentación, aquellas encaminadas a lograr la comprensión del objeto y alcance de las actuaciones judiciales y las destinadas a establecer un sistema de asistencia jurídica gratuita.



8.- Género



(17) La discriminación que la mujer sufre en determinados ámbitos supone un obstáculo para el acceso a la justicia, que se ve agravado en aquellos casos en los que concurra alguna otra causa de vulnerabilidad.



(18) Se entiende por discriminación contra la mujer toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera.



(19) Se considera violencia contra la mujer cualquier acción o conducta, basada en la pertenencia al sexo femenino, que tenga o pueda tener como resultado la muerte, un daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico o afectación patrimonial a la mujer, así como las amenazas de tales actos, la coacción o privación arbitraria de la libertad, tanto en el ámbito público como en el privado.



El concepto de violencia contra la mujer comprenderá la violencia doméstica, las prácticas tradicionales nocivas para la mujer, incluida la mutilación genital femenina y el matrimonio forzado, así como cualquier acción o conducta que menoscabe la dignidad de la mujer.



Se impulsarán las medidas necesarias para eliminar la discriminación contra la mujer en el acceso al sistema de justicia para la tutela de sus derechos e intereses legítimos, logrando la igualdad efectiva de condiciones. Se prestará una especial atención en los supuestos de violencia contra la mujer, estableciendo mecanismos eficaces destinados a la protección de sus bienes jurídicos, al acceso a diligencias, procedimientos, procesos judiciales y a su tramitación ágil y oportuna. (antiguo artículo 20).



(20) Son causa de vulneración de acceso a la justicia,  las acciones o conductas discriminatorias hacia las personas por motivo de  su orientación o identidad sexual, o por razones de género.



9.- Pertenencia a minorías



(21) Puede constituir una causa de vulnerabilidad la pertenencia de una persona a una minoría nacional o étnica, religiosa y lingüística, debiéndose respetar su dignidad cuando tenga contacto con el sistema de justicia.



10.-Privación de libertad



(22) La privación de la libertad, ordenada por autoridad pública competente, puede generar dificultades para ejercitar con plenitud ante el sistema de justicia el resto de derechos de los que es titular la persona privada de libertad, especial-mente cuando concurre alguna causa de vulnerabilidad enumerada en los apartados anteriores.



En el cumplimiento de estas medidas, corresponderá a la autoridad judicial velar por la dignidad de la persona privada de libertad y por sus garantías fundamentales, conforme a los instrumentos internacionales sobre derechos humanos.



(23) A efectos de estas Reglas, se considera privación de libertad la que ha sido ordenada por autoridad pública, ya sea por motivo de la investigación de un delito, por el cumplimiento de una condena penal, por enfermedad mental o por cualquier otro motivo.



Sección 3ª.- Personas Destinatarias: responsables, integrantes y colaboradoras del sistema de justicia


(24) Serán destinatarias del contenido de las presentes Reglas las siguientes personas:



a) las responsables del diseño, implementación y evaluación de políticas públicas dentro del sistema judicial;



b) integrantes de la Judicatura, Fiscalías, Defensorías Públicas, Procuradurías y demás personal que labore en el sistema de Administración de Justicia de conformidad con la legislación interna de cada país;



c) Profesionales en abogacía y derecho, así como sus colegios y agrupaciones;



d) Las personas que desempeñan sus funciones en las instituciones de Ombudsman.



e) Policías y servicios penitenciarios.



f) Y, con carácter general, los poderes públicos con competencias en administración de justicia, los operadores (as) del sistema judicial y quienes intervienen de una u otra forma en su funcionamiento. 



CAPÍTULO II: Efectivo acceso a la justicia para la defensa de los derechos.



El presente Capítulo es aplicable a aquellas personas en condición de vulnerabilidad que han de acceder o han accedido a la justicia, como parte del proceso, para la defensa de sus derechos.



(25) Se promoverán las condiciones necesarias para que la tutela judicial de los derechos reconocidos por el ordenamiento sea efectiva, adoptando aquellas medidas que mejor se adapten a cada condición de vulnerabilidad.



Sección 1ª.- Cultura Jurídica



(26) Se  promoverán, desde el primer contacto con las autoridades o con las Oficinas de Atención a la Víctima, todas las actuaciones y apoyos necesarios destinados a proporcionar información básica sobre sus derechos, así como los procedimientos y requisitos para garantizar un efectivo acceso a justicia de las personas en condición de vulnerabilidad.



(27) Se incentivará la participación de funcionarios y operadores del sistema de justicia en la labor de diseño, divulgación y capacitación de una cultura cívica jurídica, en especial de aquellas personas que colaboran con la administración de justicia en zonas rurales y en áreas desfavorecidas de las grandes ciudades.



Sección 2ª.- Asistencia legal y defensa pública



1.- Promoción de la asistencia técnico jurídica de la persona en condición de vulnerabilidad



(28) Se constata la relevancia del asesoramiento técnico- jurídico para la efectividad de los derechos de las personas en condición de vulnerabilidad:



• En el ámbito de la asistencia legal, es decir, la consulta jurídica sobre toda cuestión susceptible de afectar a los derechos o intereses legítimos de la persona en condición de vulnerabilidad, sin retrasos innecesarios e incluso cuando aún no se ha iniciado un proceso judicial;



 • En el ámbito de la defensa, para defender derechos en el proceso ante todas las jurisdicciones y en todas las instancias judiciales y, en su caso, condiciones en las que pueda obtenerse gratuitamente;



• Y en materia de asistencia letrada a la persona privada de libertad.



(29) Se destaca la conveniencia de promover la política pública destinada a garantizar la asistencia técnico- jurídica de la persona en condición de vulnerabilidad para la defensa de sus derechos en todos los órdenes jurisdiccionales: ya sea a través de la ampliación de funciones de la Defensoría Pública, no solamente en el orden penal sino también en otros órdenes jurisdiccionales; ya sea a través de la creación de mecanismos de asistencia técnica jurídica, consultorías jurídicas con la participación de las universidades, casas de justicia, intervención de colegios o barras de abogados y abogadas todo ello sin perjuicio de la revisión de los procedimientos y los requisitos procesales como forma de facilitar al acceso a la justicia, a la que se refiere la Sección 4ª del presente Capítulo.



2.- Asistencia de calidad, especializada y gratuita



(30) Se resalta la necesidad de garantizar una asistencia técnico-jurídica de calidad y especializada. A tal fin, se promoverán instrumentos destinados al control de la calidad de la asistencia



(31) Se promoverán acciones destinadas a garantizar la gratuidad y confidencialidad de los servicios de asistencia y apoyo técnico-jurídicos de calidad, facilitados por las Administraciones Públicas a aquellas personas que se encuentran en la imposibilidad de afrontar los gastos con sus propios recursos y condiciones.



Las personas menores de edad cuya madre sea víctima de violencia de género o doméstica, tendrán derecho a medidas de asistencia y protección gratuitas.



Sección 3ª.- Derecho a personas intérpretes o traductoras


(32) Se garantizará la asistencia gratuita de una persona intérprete o traductora, cuando quien hubiese de ser interrogada o debiera prestar alguna declaración incluso como testigo, o cuando fuese preciso darle a conocer personalmente alguna resolución o documento, no conozca, no hable o no entienda el idioma utilizado en la actuación judicial respectiva.



Este derecho será también aplicable a las personas con limitaciones auditivas o de expresión oral.



Las interpretaciones orales o en lengua de signos, deberán ser registradas mediante la grabación audiovisual de la manifestación original y de la interpretación, o en su caso documentadas por escrito.



Sección 4ª.- Revisión de los procedimientos y los requisitos procesales como forma de facilitar el acceso a la justicia



(33) Se revisarán las reglas de procedimiento para facilitar el acceso de las personas en condición de vulnerabilidad, adoptando aquellas medidas de organización y de gestión judicial que resulten conducentes a tal fin.



1.- Medidas procesales



Dentro de esta categoría se incluyen aquellas actuaciones que afectan la regulación del procedimiento, tanto en lo relativo a su tramitación, como en relación con los requisitos exigidos para la práctica de los actos procesales.



(34) Requisitos de acceso al proceso y legitimación



Se propiciarán medidas para la simplificación y divulgación de los requisitos exigidos por el ordenamiento para la práctica de determinados actos, a fin de favorecer el acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, y sin perjuicio de la participación de otras instancias que puedan coadyuvar en el ejercicio de acciones en defensa de los derechos de estas personas.



(35) Oralidad. 



Se promoverá la oralidad para mejorar las condiciones de celebración de las actuaciones judiciales contempladas en el Capítulo III de las presentes Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las Personas en condición de Vulnerabilidad, y favorecer una mayor agilidad en la tramitación del proceso, disminuyendo los efectos del retraso de la resolución judicial sobre la situación de las personas en condición de vulnerabilidad.



(36)
Formularios. 



Se promoverá la elaboración de formularios de fácil manejo para el ejercicio de determinadas acciones, estableciendo las condiciones para que los mismos sean accesibles, gratuitos y garantizando su confidencialidad y protegiendo los datos de las personas usuarias, especialmente en aquellos supuestos en los que no sea preceptiva la asistencia letrada.



Este tipo de formularios podrán también extenderse a los familiares de la víctima, en los términos que se establezcan cuando se trate de situaciones que hayan causado perjuicios de especial gravedad, o en los supuestos que la persona usuaria no pueda realizar los trámites personalmente.



(37) Anticipo jurisdiccional de la prueba. 



Se recomienda la adaptación de los procedimientos para permitir la práctica anticipada de la prueba en la que participe la persona en condición de vulnerabilidad, para evitar la reiteración de declaraciones, e incluso la práctica de la prueba antes del agravamiento de la discapacidad o de la enfermedad. A estos efectos, puede resultar necesaria la grabación en soporte audiovisual del acto procesal en el que participe la persona en condición de vulnerabilidad, de tal manera que pueda reproducirse  en las sucesivas instancias judiciales.



2.- Medidas de organización y gestión judicial



Dentro de esta categoría cabe incluir  aquellas políticas y medidas que afecten a la organización y modelos de gestión de los órganos del sistema judicial, de tal manera que la propia forma de organización del sistema de justicia facilite el acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad. Estas políticas y medidas resultarán de aplicación a quienes administren justicia.



(38) Agilidad y prioridad. 



Se adoptarán las medidas necesarias para evitar retrasos en la tramitación de las causas, garantizando la pronta resolución judicial, así como una ejecución rápida de lo resuelto. Cuando las circunstancias de la situación de vulnerabilidad lo aconsejen, se otorgará prioridad en la atención, resolución y ejecución del caso por parte de los órganos del sistema de justicia.



Se colocará en los expedientes un distintivo visible, que permita identificar que el proceso afecta a personas en condición de vulnerabilidad.



(39) Coordinación



Se establecerán mecanismos de coordinación intrainstitucionales e interinstitucionales, orgánicos y funcionales, destinados a gestionar las interdependencias de las actuaciones de los diferentes órganos y entidades, tanto públicas como privadas, que forman parte o participan en el sistema de justicia.



(40) Especialización. 



Por parte de los poderes públicos con competencias en administración de justicia se adoptarán medidas destinadas a la especialización de quienes operan el sistema judicial y de quienes intervienen de una u otra forma en su funcionamiento, para la atención de las personas  en  condición de vulnerabilidad y en particular, las víctimas necesitadas de especial protección y a personas menores de edad con discapacidad. En las materias en que se requiera, es conveniente la atribución de los asuntos a órganos especializados del sistema judicial.



(41). Actuación interdisciplinaria. 



Se destaca la importancia de la constitución y actuación de equipos multidisciplinarios, integrados por personas profesionales de las distintas áreas, así como la elaboración de protocolos de actuación conjunta para mejorar la respuesta del sistema judicial ante la demanda de justicia de las personas en condición de vulnerabilidad.



(42) Proximidad.



Se promoverá la adopción de medidas de acercamiento de los servicios del sistema de justicia a aquellos grupos de población que, debido a las circunstancias propias de su situación de vulnerabilidad, se encuentran en lugares geográficamente lejanos o con especiales dificultades de comunicación.



Sección 5ª.- Medios alternativos de resolución de conflictos



1.- Medios Alternativos y Personas en condición de Vulnerabilidad



(43)
Se impulsarán los medios alternativos de resolución de conflictos en aquellos supuestos en los que resulte apropiado, tanto antes del inicio del Proceso como durante la tramitación del mismo.



Los medios alternativos de resolución de conflictos, deben integrarse en los servicios que las administraciones públicas han de ofrecer a las personas usuarias del sistema de justicia y en especial a las personas en condición de vulnerabilidad.



La mediación, la  conciliación, el arbitraje y otros medios que no impliquen la resolución del conflicto por un tribunal, pueden contribuir a mejorar las condiciones de acceso a la justicia de determinados grupos de personas en condición de vulnerabilidad, así como a optimizar el funcionamiento de los servicios formales de justicia.



(44) En todo caso, antes de utilizar una forma alternativa de solución en un conflicto concreto, se tomarán en consideración los derechos humanos de las personas intervinientes, así como las circunstancias particulares de cada una, especialmente si se encuentran en alguna de las condiciones o situaciones de vulnerabilidad contempladas en estas Reglas.



Se fomentará la capacitación integral y sensibilización de las personas mediadoras, árbitros, facilitadoras judiciales comunitarias y demás personas que intervengan en la resolución del conflicto. Especialmente importante resulta incluir formación en materia de derechos humanos, género, diversidad e interculturalidad.



2.- Difusión e información



(45) Se deberá promover la difusión de la  existencia y características de estos medios entre los grupos de población que resulten sus potenciales usuarios cuando la ley permita su utilización.


(46) Cualquier persona en condición de vulnerabilidad que participe en la resolución de un conflicto mediante cualquiera de estos medios deberá ser informada, con carácter previo, sobre su contenido, forma y efectos. Dicha información se suministrará de conformidad con lo dispuesto por la Sección 1ª del Capítulo III de las presentes reglas.



A tal efecto se elaborarán los correspondientes protocolos de actuación.



3.- Participación de las personas en condición de vulnerabilidad en los Medios Alternativos de Resolución de Conflictos


(47) Se promoverá la adopción de medidas específicas que permitan la participación de las personas  en condición de vulnerabilidad en el mecanismo elegido de Resolución Alternativa de Conflictos, tales como la asistencia de profesionales, participación de intérpretes, o la intervención de la autoridad parental para las personas menores de edad cuando sea necesaria, o con la asistencia, apoyo o representación legal cuando su condición lo requiera.



La actividad de Resolución Alternativa de Conflictos debe llevarse a cabo en un ambiente seguro y adecuado a las circunstancias de las personas que participen.


Sección 6ª.- Sistema de resolución de conflictos dentro de las comunidades indígenas, Afrodescendientes, o pertenecientes a otras diversidades étnicas y culturales



(48) Con fundamento en los instrumentos internacionales en la materia, resulta conveniente estimular las formas propias de justicia en la resolución de conflictos surgidos en el ámbito de la comunidad indígena, la comunidad afrodescendiente y otras diversidades étnicas y culturales.



Se propiciará la armonización de los sistemas de administración de justicia estatal y los medios de administración de justicia tradicionales de las comunidades mencionadas, basadas en el respeto mutuo y de conformidad con las normas internacionales de derechos humanos.



(49) Además serán de aplicación las restantes medidas previstas en estas Reglas en aquellos supuestos de resolución de conflictos fuera de las comunidades indígenas, afrodescendientes y pertenecientes a otras diversidades étnicas y culturales, por parte del sistema de administración de justicia estatal, donde resulta asimismo conveniente abordar los temas relativos al peritaje cultural y/o antropológico, y al derecho a expresarse en el propio idioma.



Capítulo III: Celebración de actuaciones judiciales.



El contenido del presente Capítulo resulta de aplicación a cualquier persona en condición de vulnerabilidad que participe en un acto judicial, ya sea como parte o en cualquier otra condición.



(50) Se velará para que en todas las actuaciones judiciales, en las que participe una persona   en   condición de vulnerabilidad, se respete su dignidad, otorgándole un trato diferenciado adecuado a las circunstancias propias de su situación



Sección 1ª.- Información procesal o jurisdiccional



(51) Se promoverán las condiciones destinadas a garantizar que la persona en condición de vulnerabilidad sea debidamente informada sobre los aspectos relevantes de su intervención en el proceso judicial, en forma adaptada a las circunstancias determinantes de su vulnerabilidad.



1.- Contenido de la información



(52) Cuando la persona en condición de vulnerabilidad participe en una actuación judicial, en cualquier condición, será informada sobre los siguientes extremos:



•La naturaleza de la actuación judicial en la que va a participar.



•Su papel dentro de dicha actuación



•La modalidad de apoyo o asistencia que puede recibir en relación con la concreta actuación, así como la información de cuál organismo o institución puede prestarlo.



(53) Quien sea parte en el proceso o pueda llegar a serlo, tendrá derecho a recibir aquella información que resulte pertinente para la protección de sus intereses. Los órganos competentes deberán adoptar todas las medidas pertinentes para suministrarla Dicha información deberá incluir al menos:



•La modalidad de apoyo o asistencia que puede recibir en el marco de las actuaciones judiciales.



•Los derechos que puede ejercitar en el seno del proceso, incluida la posibilidad de ejercitar la acción de manera individual o colectiva.



•La forma y condiciones en las que puede acceder a asesoramiento jurídico o a la asistencia técnico-jurídica gratuita en los casos en los que esta posibilidad sea contemplada por el ordenamiento existente.



•La modalidad de servicios u organizaciones a las que puede dirigirse para recibir apoyo.



Se facilitará a las personas con discapacidad información sobre las actuaciones judiciales, de manera oportuna y sin costo adicional, en formatos accesibles y con las tecnologías adecuadas a los diferentes tipos de discapacidad.



2.- Tiempo de la información



(54) Se deberá prestar la información desde el inicio del proceso y durante toda su tramitación, incluso desde el primer contacto con las autoridades policiales cuando se trate de un procedimiento penal, así como los procedimientos para garantizar un efectivo acceso a justicia de las personas en condición de vulnerabilidad.



3.- Forma o medios para el suministro de la información


(55) La información se prestará de acuerdo a las circunstancias determinantes de la condición de vulnerabilidad, y de manera tal que se garantice que llegue a conocimiento de la persona destinataria. Los Estados garantizarán la creación y desarrollo de oficinas de información u otras entidades creadas al efecto.



Se promoverá la utilización de las tecnologías de la información y la comunicación de manera accesible, comprensible y adaptadas a la concreta situación de vulnerabilidad.



4.- Disposiciones específicas relativas a la víctima



(56) Se promoverá que las víctimas reciban información, desde el primer contacto con las autoridades y funcionarios (as), sin retrasos innecesarios, sobre los siguientes elementos del proceso judicial:



a) Medidas de asistencia y apoyo disponibles, sean médicas, psicológicas o materiales, y procedimiento para obtenerlas. Dentro de estas últimas se incluirá, cuando resulte oportuna información sobre las posibilidades de obtener un alojamiento alternativo.



b) Derecho a denunciar y en su caso el procedimiento para interponer la denuncia y derecho a facilitar elementos de prueba a las autoridades encargadas de la investigación.



c) Procedimiento
para obtener asesoramiento y defensa jurídica, y en su caso condiciones en las que pueda obtenerse gratuitamente.



d) Posibilidad de solicitar medidas de protección, cautelares y, en su caso procedimiento para hacerlo.



e) Indemnizaciones a las que pueda tener derecho y, en su caso procedimiento para reclamarlas.



f) Servicios de interpretación y traducción disponibles.



g) Ayudas y servicios auxiliares para la comunicación disponibles.



h) Procedimiento por medio del cual la víctima puede ejercer sus derechos en el caso de que resida en el extranjero.



i) Recursos que puede interponer contra las resoluciones
que considere contrarias a sus derechos.



j) Datos de contacto de la autoridad encargada de la tramitación del procedimiento y cauces para comunicarse con ella.



k) Servicios de justicia restaurativa disponibles en los casos legalmente procedentes.



l) Supuestos en los que puede obtener el reembolso de los gastos judiciales y, en su caso procedimiento para reclamarlo.



Esta información será actualizada en cada fase del procedimiento para  garantizar a la víctima la posibilidad de ejercer sus derechos.



(58) Cuando exista riesgo para la vida, integridad psicofísica y/o el patrimonio, de la víctima, se le informará de todas las decisiones judiciales que puedan afectar a su seguridad y, en todo caso, de aquéllas que se refieran a la puesta en libertad de la persona inculpada o condenada, especialmente en los supuestos de violencia intrafamiliar.



Se garantizarán mecanismos de prevención para evitar la revictimización y sistemas de protección y atención para víctimas y testigos.



Sección 2ª.- Comprensión de actuaciones judiciales



(58) Toda persona en condición de vulnerabilidad, tiene el derecho a entender y ser entendida.



Se adoptarán las medidas necesarias para reducir las dificultades de comunicación que afecten a la comprensión de las actuaciones judiciales, en las que participe una persona en condición de vulnerabilidad, garantizando que ésta pueda comprender su alcance y significado.



1.- Notificaciones y requerimientos



(59) En las notificaciones y requerimientos, se usarán términos y estructuras gramaticales simples y comprensibles, que respondan a las necesidades particulares de las personas en condición de vulnerabilidad incluidas en estas Reglas. Asimismo, se  evitarán  expresiones o elementos intimidatorios, sin perjuicio de las ocasiones en que resulte necesario el uso de expresiones conminatorias.



Se procurará que el instrumento de notificación sea acompañado de un documento en formato accesible, según la condición de discapacidad conforme a los avances tecnológicos que torne idónea y comprensible la comunicación a la persona destinataria.



2.- Contenido de las resoluciones judiciales



(60) En las resoluciones judiciales se emplearán términos y construcciones sintácticas sencillas, sin perjuicio de su rigor técnico. Deberá respetarse el uso de lenguaje inclusivo.



3.- Comprensión de actuaciones orales



(61) Se fomentarán los mecanismos necesarios para que la persona en condición de vulnerabilidad comprenda los juicios, vistas, comparecencias y otras actuaciones judiciales orales en las que participe, teniéndose presente el contenido del apartado 3 de la Sección 3ª del presente Capítulo.



Sección 3ª.- Comparecencia en dependencias judiciales



(62) Se velará para que la comparecencia en los actos y actuaciones judiciales de una persona en condición de vulnerabilidad se realice de manera adecuada a las circunstancias propias de dicha condición.


1.- Información sobre la comparecencia



(63) Con carácter previo al acto o actuación judicial, se procurará proporcionar a la persona en condición de vulnerabilidad información directamente relacionada con la forma de celebración y contenido de la comparecencia, ya sea sobre la descripción de la sala y de las personas que van a participar, ya sea destinada a la familiarización con los términos y conceptos legales, así como otros datos relevantes al efecto.



2.- Asistencia



(64) Previa a la celebración de la actuación. Se procurará la prestación de  asistencia por personal especializado (profesionales en Psicología, Trabajo Social, personas intérpretes, traductoras u otras que se consideren necesarias) destinada a afrontar las preocupaciones y temores ligados a la celebración de la vista judicial; al servicio de las personas en condición de vulnerabilidad.



(65) Durante el acto judicial. 



Cuando la concreta situación de vulnerabilidad lo aconseje, la declaración y demás actos procesales se llevarán a cabo con la presencia de una persona profesional, cuya función será la de contribuir a garantizar los derechos de la persona en condición de vulnerabilidad.



También puede resultar conveniente la presencia en el acto de una persona que se configure como referente emocional de quien se encuentra en condición de vulnerabilidad.



3.- Condiciones de la comparecencia



Lugar de la comparecencia



66) Resulta conveniente que la comparecencia tenga lugar en un entorno cómodo, accesible, seguro y tranquilo.



(67) Para mitigar o evitar la tensión y angustia emocional, se procurará evitar en lo posible la coincidencia en dependencias judiciales de la víctima, entendida en los términos de la  Regla 10 con la persona presuntamente infractora; así como la confrontación de ambos durante la celebración de actos judiciales, procuran- do la protección visual de la víctima y evitando su revictimización.



Tiempo de la comparecencia


(68) Se procurará que la persona en condición de vulnerabilidad espere el menor tiempo posible para la celebración del acto judicial.



Los actos judiciales deben celebrarse puntualmente, no obstante para fijar la fecha y hora de las actuaciones judiciales, deberán tomarse en consideración las particulares circunstancias de la persona en condición de vulnerabilidad; entre otras: ubicación y condiciones geográficas del lugar de residencia, distancia con la sede judicial, medios de transporte y horarios de traslado.



Cuando esté justificado por las razones concurrentes, podrá otorgarse preferencia o prelación a la celebración del acto judicial en el que participe la persona en condición de vulnerabilidad.



(69) Es aconsejable evitar comparecencias innecesarias, de tal manera que solamente deberán comparecer cuando resulte estrictamente necesario conforme a la normativa jurídica. Se procurará asimismo la concentración en el mismo día de la práctica de las diversas actuaciones en las que deba participar la misma persona.



(70) Se recomienda analizar la posibilidad de preconstituir la prueba o anticipo jurisdiccional de la prueba, cuando sea posible de conformidad con el Derecho aplicable.



(71) En determinadas ocasiones podrá procederse a la grabación en soporte audiovisual del acto, cuando ello pueda evitar que se repita su celebración en sucesivas instancias judiciales en los términos establecidos en la Regla 37.



Forma de la comparecencia


(72) Se procurará adaptar el lenguaje utilizado a las necesidades y particularidades de la persona en condición de vulnerabilidad, tales como la edad, el  grado  de madurez, el nivel educativo, la capacidad intelectiva, el tipo y el grado de discapacidad o las condiciones socioculturales. Se debe procurar formular preguntas claras, con una estructura sencilla



(73) Quienes participen en el acto de comparecencia no deben emitir juicios o críticas sobre el comportamiento de la persona en condición de vulnerabilidad.



(74) Cuando sea necesario se protegerá a la persona en condición de vulnerabilidad de las consecuencias de prestar declaración en audiencia pública. Podrá plantearse la posibilidad de que su participación  en el acto judicial se lleve a cabo en condiciones especialmente adaptadas que permitan alcanzar dicho objetivo, incluso excluyendo su presencia física en el lugar  del juicio o de la vista, siempre que resulte compatible con el Derecho del país.



A tal efecto, puede resultar de utilidad el uso del sistema de videoconferencia o del circuito cerrado de televisión.


4.- Seguridad de las víctimas en condición de vulnerabilidad



(75) Se recomienda adoptar las medidas necesarias para garantizar una protección efectiva de los bienes jurídicos de las personas en condición de vulnerabilidad que intervengan en el proceso judicial en calidad de víctimas o testigos; así como garantizar que la víctima sea oída en aquellos procesos penales en los que estén en juego sus intereses.



(76) Se prestará especial atención a fin de tomar las medidas pertinentes en aquellos supuestos en los que la persona está so- metida a un peligro de victimización reiterada o repetida, tales como víctimas amenazadas en los casos de delincuencia organizada, personas menores de edad víctimas de abuso sexual o malos tratos, y mujeres víctimas de violencia dentro de la familia o de la pareja, o víctimas de delitos de odio.



5.- Accesibilidad de las personas con discapacidad



(77) Se facilitará la accesibilidad de las personas con discapacidad a la celebración del acto judicial  en el que deban intervenir, y se promoverá la eliminación de todo tipo  de barreras arquitectónicas, de información, comunicación y actitudinales facilitando tanto el acceso como la estancia en los edificios judiciales.



6.- Participación de niños, niñas y adolescentes en actos judiciales



(78) En los actos judiciales en los que intervengan personas menores de edad, se tendrá en cuenta su edad y desarrollo integral.



A tales fines los actos judiciales:



• Se realizarán en espacios amigables, incluyéndose la posibilidad de que puedan ser escuchados sin estar presentes en la sala mediante la utilización de tecnologías de la comunicación.



• Se facilitará la comprensión utilizando un lenguaje sencillo.



• Se evitarán todos los formalismos innecesarios tales como la toga, la distancia física con el tribunal y otros similares.



7.- Personas pertenecientes a pueblos y comunidades indígenas, personas afrodescendientes y a otras diversidades étnicas y culturales



(79) En la celebración de los actos judiciales se res- petará la dignidad y cosmovisión, las costumbres y las tradiciones culturales de las personas pertenecientes a pueblos y comunidades indígenas, personas afrodescendientes y otras diversidades étnicas y culturales conforme al ordenamiento jurídico de cada país.



Sección 4ª.- Protección de la intimidad



1.- Reserva de las actuaciones judiciales



(80) Cuando el respeto de los derechos de la persona en condición de vulnerabilidad lo aconseje, podrán adoptarse las medidas necesarias para su protección y en particular la posibilidad de que las actuaciones judiciales orales y escritas no sean públicas, de tal manera que solamente puedan acceder a su contenido las personas involucradas, así como impedir la difusión de cualquier información que pueda facilitar la identificación de las personas en situación de vulnerabilidad.



2.- Imagen



(81) Puede resultar conveniente la prohibición de la toma y difusión de imágenes, ya sea en fotografía o en vídeo, en aquellos supuestos en los que pueda afectar de forma grave a la dignidad, a la situación emocional o a la seguridad de la persona en condición de vulnerabilidad, por lo que deberán adoptarse las medidas pertinentes para ello.


(82) En todo caso, no debe estar permitida la toma y difusión de imágenes en relación con los niños, niñas y adolescentes, por cuanto afecta de forma decisiva a su desarrollo como persona.



3.- Protección de datos personales



(83) En las situaciones de especial vulnerabilidad, deberá evitarse la divulgación y publicidad de los datos de carácter personal de quienes se encuentran en esa condición.



(84) Se garantizará la protección de los datos personales contenidos en soporte digital o en otros soportes que permitan su tratamiento automatizado.



CAPÍTULO IV: Eficacia de las Reglas



Este Capítulo contempla expresamente una serie de medidas destinadas a fomentar la efectividad de las Reglas, de tal manera que contribuyan de manera eficaz a la mejora de las condiciones de acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad.



1.- Principio general de colaboración



La eficacia de las presentes Reglas está directamente ligada al grado de colaboración entre las personas e instituciones destinatarias, tal y como vienen definidos en la Sección 3ª del Capítulo I. 



La determinación de los órganos y entidades llamadas a colaborar depende de las circunstancias propias de cada país. Quienes impulsen las políticas públicas deben  poner  un especial cuidado tanto para identificar a dichos órganos y entidades, como para  recabar su participación y mantener su colaboración durante todo el proceso.


(86) Se implementará un foro permanente para el cumplimiento de las presentes reglas en el que también puedan participar los diferentes actores a los que se refiere el apartado anterior, y que podrá establecerse de forma sectorial



(87) Se destaca la importancia de que el Poder Judicial colabore con los otros Poderes del Estado en la mejora del acceso a la justicia de las personas  en  condición de vulnerabilidad,  a través de estrategias concretas de cooperación interinstitucional.



(88) Se promoverá la participación de las autoridades federales y centrales, de las entidades de gobierno autonómico y regional, así como de las entidades estatales en los estados federales, dado que frecuentemente el ámbito de sus competencias se encuentra más próximo a la gestión directa de la protección social  de las personas más desfavorecidas.



(89) Cada país fomentará la participación de las entidades de la sociedad civil por su relevante papel en la cohesión social, y por su estrecha relación e implicación con los grupos de personas en condiciones de vulnerabilidad.



2.- Cooperación Internacional


(90) Se promoverá la creación de espacios que permitan el intercambio de experiencias en esta materia entre los distintos países, analizando las causas del éxito o del fracaso en cada una de ellas o, incluso, fijando buenas prácticas. 



Estos espacios de participación pueden ser sectoriales.



En estos espacios podrán participar representantes de las instancias permanentes que puedan crearse en cada uno de los Estados.



(91) Se insta a las Organizaciones Internacionales y Agencias de Cooperación para que: 



• Continúen brindando su asistencia técnica y económica en el fortalecimiento y mejora del acceso a la justicia.



• Tengan en cuenta el contenido de estas Reglas en sus actividades, y lo incorporen, de forma transversal, en los distintos programas y proyectos de modernización del sistema judicial en que participen.



• Impulsen y colaboren en el desarrollo de los mencionados espacios de participación.



3.- Investigación y estudios



(92) Se promoverá la realización de estudios e investigaciones en esta materia, en colaboración con instituciones académicas y universitarias.



4.- Sensibilización y formación de profesionales



(93) Se desarrollarán actividades que  promuevan una cultura organizacional orientada a la adecuada atención de las personas en condición de vulnerabilidad a partir de los contenidos de las presentes Reglas, atendiendo a las necesidades de cada grupo de personas beneficiarias.


(94) Se adoptarán iniciativas destinadas a suministrar una adecuada formación a todas aquellas personas del sistema judicial que, con motivo de su intervención en el proceso, tienen un contacto con las personas en condición de vulnerabilidad.



Se considera necesario integrar el contenido de estas Reglas en los distintos programas de formación y actualización, dirigidos a las personas que trabajan en el sistema judicial, para ello se realizarán cursos de formación permanente a través de las Escuelas Judiciales de los distintos países.



5.- Nuevas tecnologías



(95) Se procurará el aprovechamiento de las posibilidades que ofrezca el progreso tecnológico para mejorar las condiciones de acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad.



6.- Manuales de buenas prácticas sectoriales



(96) Se elaborarán instrumentos que recojan las mejores prácticas en cada uno de los sectores de vulnerabilidad, y que puedan desarrollar el contenido de las presentes Reglas adaptándolo a las circunstancias propias de cada grupo.



Se elaborará periódicamente un catálogo de instrumentos internacionales, en formatos físicos y digitales accesibles, referidos a cada uno de los sectores o grupos mencionados anteriormente.



7.- Difusión



(98) Se promoverá la difusión de estas Reglas entre los diferentes destinatarios de las mismas definidos en la Sección 3ª del Capítulo I.



(99) Se fomentarán actividades con los medios de comunicación para contribuir a configurar actitudes en relación con el contenido de las presentes Reglas.



8.- Comisión de seguimiento



(100) Se constituirá una Comisión de Seguimiento con las siguientes finalidades:



•Elevar a cada Plenario de la Cumbre un informe sobre la aplicación de las presentes Reglas.



•Proponer un Plan Marco de Actividades, a efectos de garantizar el seguimiento a las tareas de implementación del contenido de las presentes reglas en cada país.



•A través de los órganos correspondientes de la Cumbre, promover ante los organismos internacionales hemisféricos y regionales, así como ante las Cumbres de Presidentes y Jefes de Estado de Iberoamérica, la definición, elaboración, adopción y fortalecimiento de políticas públicas que promuevan el mejoramiento de las condiciones de acceso a la justicia por parte de las personasen condición de vulnerabilidad.



•Proponer modificaciones y actualizaciones al contenido de estas Reglas.



•Proponer la convocatoria de un concurso de buenas prácticas en el ámbito de la comunidad jurídica iberoamericana.



•Canalizar las iniciativas de formación y difusión sobre las Reglas en el ámbito de la comunidad jurídica iberoamericana.



La Comisión estará compuesta por cinco miembros designados por la Cumbre Judicial Iberoamericana.


En la misma podrán integrarse representantes de las otras Redes Iberoamericanas del sistema judicial que asuman las presentes Reglas. En todo caso, la Comisión tendrá un número máximo de nueve miembros.


San José, 13 de abril de 2019


Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



Corte Suprema de Justicia



Ref.: 4816-19. 
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		Jorge Olaso Alvarez

		To

		Jorge Olaso; Sandra Castro Mora

		Cc

		Melissa Benavides Víquez; Angie Calderón Chaves; Damaris Vargas Vásquez

		Recipients
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Estimadas, les remito esos documentos para su divulgación.



 



De: Santiago Blanco Zúñiga <sblanco@conapdis.go.cr> 
Enviado el: viernes, 1 de noviembre de 2019 14:42
Asunto: Semana Nacional de los Derechos de las Personas con Discapacidad



 



28 de octubre, 2019



DE-1046-2019



 



Señoras y señores



Puntos focales



Comisiones sobre discapacidad



 



Estimadas personas:



 



Reciba un cordial saludo del Consejo Nacional de Personas con Discapacidad, Conapdis, rector en la promoción y defensa de los derechos de las personas con discapacidad.



 



La Semana Nacional de los Derechos de las Personas con Discapacidad, se estableció el 1 de abril de 2011, mediante Decreto Ejecutivo N°36589-S-MEP-MTSS y rige desde 31 de mayo de ese año, fecha en la cual fue publicado en el Diario Oficial La Gaceta.



 



Para el año 2019 se trabaja bajo el lema “Vos y yo construyendo una Costa Rica más equitativa". La celebración se realizará desde el lunes 11 hasta el domingo 17 de noviembre.



 



El artículo 3 del citado decreto señala “En todos los centros educativos del país y en todas las instituciones … públicos o privados, se deberán celebrar actividades relacionadas con esta festividad”.



 



Es en atención a lo antes mencionado y en concordancia con las funciones señaladas al Conapdis en su ley de creación, que hacemos el más respetuoso llamado para que en su organización se desarrollen acciones para dar a conocer sobre la Semana Nacional de los Derechos de las Personas con Discapacidad entre su personal y sus públicos.



 



Adjunto a este oficio encontrará una serie de materiales gráficos que pueden ser distribuidos mediante correo electrónicos a las personas de su organización. 



 



De igual manera, se insta que dichos materiales sean divulgados mediante sus redes sociales. 



Con la misma finalidad se facilita una serie de 5 vídeos de la colección “Conozcamos nuestros derechos”.



Vídeo 1: https://youtu.be/JOexRURLSQ8



Vídeo 2: https://youtu.be/vd15LYW1HlE



Vídeo 3: https://youtu.be/PYbDAXcOV40



Vídeo 4: https://youtu.be/SlxHBg4J9lA



Vídeo 5: https://youtu.be/DSOxQ0yOvxo



 



Se acompañan los materiales de un documento en el que encontrará los detalles necesarios para que la divulgación en sus redes sociales sea accesible. De igual manera se incluyen los textos que deben acompañar a cada mensaje, lo mismo que la fecha sugerida de publicación.



 



Se brinda, además, un vínculo en el que se puede ver el documental Yo como vos, que narra las vivencias de cinco personas con discapacidad y aborda sus derechos como individuos y como colectivo.



 



En la medida de las posibilidades de su organización, se insta a realizar actividades como un cineforo con el documental Yo como vos.



 



A continuación, el vínculo https://www.youtube.com/watch?v=rYOfhl1E3nQ 



 



Agradecemos su atención y colaboración 



 



 



Atentamente.



 



 



 



 



 



Lizbeth Barrantes Arroyo



Directora Ejecutiva



 



 



Cd:   archivo
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GUIA POST REDES SOCIALES.pdf




 
Subproceso de Comunicación y Prensa. Dirección Ejecutiva. 



 
GUIA POST REDES SOCIALES 



 
A manera de orientación se suministra la siguiente guía con los insumos y elementos para el post de los materiales 
gráficos y audiovisuales suministrados con motivo de la Semana Nacional de los derechos de las personas con 



discapacidad. 
 



Al final de la tabla encontrará las indicaciones para dar accesibilidad a una imagen “posteada” en Facebook. 
 



Material 
Fecha de post 



Copy o texto 



introductorio 
Texto alternativo 



 



Lunes 04 de 
noviembre 



Semana Nacional de los 
Derechos de las Personas 



con Discapacidad. 11 al 17 
de noviembre, 2019. 



¡Vos y yo construyendo una 
Costa Rica más equitativa! 



Niña juega al lado de un 
lago con su madre, 



persona con discapacidad 
física. 



Vídeo Conozcamos Derechos 01 Miércoles 06 de 
noviembre 



Semana Nacional de los 
Derechos de las Personas 



con Discapacidad. 11 al 17 
de noviembre, 2019. 
 



Conozcamos nuestros 
derechos. 



No lleva 











Material 
Fecha de post 



Copy o texto 



introductorio 
Texto alternativo 



¡Tenemos derecho a que nos 



expliquen todo claramente y 
a escoger nuestros caminos! 
 



 



Viernes 08 de 
noviembre 



Semana Nacional de los 
Derechos de las Personas 
con Discapacidad. 11 al 17 



de noviembre, 2019. 
¡Vos y yo construyendo una 
Costa Rica más equitativa! 



Niños y niñas con y sin 
discapacidad juegan en un 
parque 



Vídeo Conozcamos Derechos 02 Domingo 10 de 
noviembre 



Semana Nacional de los 
Derechos de las Personas 



con Discapacidad. 11 al 17 
de noviembre, 2019. 
 



Conozcamos nuestros 
derechos. 
¡Tenemos derecho a vivir sin 



violencia en nuestra familia y 
círculo de amigos! 
 



No lleva 



 



 



Lunes 11 de 
noviembre 



Semana Nacional de los 
Derechos de las Personas 



con Discapacidad. 11 al 17 
de noviembre, 2019. 
¡Vos y yo construyendo una 



Costa Rica más equitativa! 



Pareja de personas adultas 
mayores en un parque. 



Dos niñas pasan en frente. 











Material 
Fecha de post 



Copy o texto 



introductorio 
Texto alternativo 



 



Vídeo Conozcamos Derechos 03 Martes 12 de 
noviembre 



Semana Nacional de los 
Derechos de las Personas 
con Discapacidad. 11 al 17 



de noviembre, 2019. 
 
Conozcamos nuestros 



derechos. 
¡Tenemos derecho a la 
asistencia humana y a 



productos que mejoren 
nuestra vida! 



No lleva 



 



Jueves 14 de 
noviembre 



Semana Nacional de los 
Derechos de las Personas 
con Discapacidad. 11 al 17 



de noviembre, 2019. 
¡Vos y yo construyendo una 
Costa Rica más equitativa! 



En una zona verde, padre 
e hija se comunican en 
Lengua de Señas 



Costarricense. Dos mujeres 
jóvenes disfrutan un 
picnic. 



Vídeo Conozcamos Derechos 04 Viernes 15 de 
noviembre 



Semana Nacional de los 
Derechos de las Personas 
con Discapacidad. 11 al 17 



de noviembre, 2019. 
 
Conozcamos nuestros 



derechos. 
¡Tenemos derecho a vivir y a 



participar en la comunidad! 



No lleva 











Material 
Fecha de post 



Copy o texto 



introductorio 
Texto alternativo 



Vídeo Conozcamos Derechos 05 Domingo 17 de 



noviembre 



Semana Nacional de los 



Derechos de las Personas 
con Discapacidad. 11 al 17 
de noviembre, 2019. 



 
Conozcamos nuestros 
derechos. 



¡Tenemos derecho a la 
educación inclusiva y sin 
segregación! 



 



No lleva 



 



  











 



¿Cómo dar accesibilidad a una imagen “posteada” en Facebook? 
Nota: La plataforma de Facebook permite hacer lo que a continuación se detalla utilizando una computadora. Por el 



momento no han desarrollado esa función desde las aplicaciones para celulares o tabletas. 
 
Realice el procedimiento tradicional para la inserción de una imagen. Inserte el copy o texto introductorio suministrado 



para la imagen. 
 
Cuando aparezca la miniatura de la imagen, deslice el cursor sobre la misma y se activará una opción de Editar foto. 



Haga click sobre el ícono del pincel 
 
 



 
 
 



 
 
 



 
 



 
 
 



 
 
 



 
 
  



Insertar aquí copy o texto introductorio 











A continuación, se desplegará un panel con la imagen que está en proceso de subir. En el menú de la izquierda, haga click 



sobre la opción Texto alternativo, luego click sobre Reemplazar texto alternativo , pegue el texto alternativo 
suministrado para esa imagen, luego de Guardar y listo. Luego continúa con el procedimiento estándar para realizar el 
post. Puede publicarlo inmediatamente o programarlo para la fecha sugerida en la tabla de arriba. 
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Día  Hora  Actividad   Responsables  Recursos  

Lunes 2 de diciembre 8:00 am  a 3:30 pm   Feria de artesanía  Comisión de  Acceso a  la Justicia  Mesas para las exposiciones   

       Martes 3 de diciembre   8: 00 am a  3:3 0 am  Feria de artesanía  (paralelo a los demás  eventos)  Comisión de Acceso a  la Justicia  Mesas para las exposiciones   

9:00 am a 9:30   Recibiendo de las  personas  Comisión de Acceso a  la Justicia (definir a una  persona)   Mesa, mantel, vasos con  agua, equipo de audio  (sonido, micrófono, parlantes)  

9:30 am a 10:00 am   Acto Protocolario    Palabras de invitados  especiales  Magistrado Jorge Olaso  Álvarez y Melissa  Benavides Víquez,  Lisbeth Barrantes Araya  (alguna persona de  sociedad civil)  Mesa, mantel, vasos con  agua, equipo de audio  (sonido, micrófono, parlantes)    

10:00 am a 11:30 am   Conversatorio: Deporte y  recreación como un  derecho de todas las  personas.   Po nentes: Natalia  Vindas. Surf adaptado   (Invitar a otros atletas)    Una silla para la o el  moderador/a , equipo de  audio (sonido, micrófono,  parlantes)    

11:30 a 12:00 md   Acto cultural: Grupo de  Danza inclusivo   Grupo:  “ Danza Ya ”   de  Desamparados   (Habría  

12:00 md a 12:15 pm   Despedida y  r efrigerio   
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RV: Propuesta de agenda. Conmemoración del día internacional de las Personas con discapacidad

		From

		Damaris Vargas Vásquez

		To

		Jorge Olaso Alvarez; Wendy Patricia Barrantes Jiménez; Jorge Olaso Alvarez; Melissa Benavides Víquez; Roman Bresciani Quirós; Rafael Arias Hidalgo; Cheryl Bolaños Madrigal; Angie Calderón Chaves; Walter Jiménez Picado; Valeria Varas; Jean Carlo Monge Madrigal; Yorleny Ferreto Solano; Dixon Li Morales; Vanessa Villalobos Montero; 'ali.garcia@ucr.ac.cr'; Ariana Céspedes López; Ligia Jeannette Jiménez Zamora; Carlos Romero Rivera; Erick Alfaro Romero; 'Geyner Blanco Acosta'; Marcos Guevara; 'Marjorie Herrera'; Roberth García González; Sandra Pizarro Gutiérrez; Vivian Rímola Soto; Yorleny Ferreto Solano; Wilbert Kidd Alvarado

		Recipients

		jolaso@Poder-Judicial.go.cr; wbarrantesj@Poder-Judicial.go.cr; jolaso@Poder-Judicial.go.cr; mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr; rbresciani@Poder-Judicial.go.cr; rariash@poder-judicial.go.cr; cbolanosm@Poder-Judicial.go.cr; acalderonc@Poder-Judicial.go.cr; wjimenezp@Poder-Judicial.go.cr; vvaras@inamu.go.cr; jmongema@Poder-Judicial.go.cr; yferreto@Poder-Judicial.go.cr; dlim@Poder-Judicial.go.cr; vvillalobos@Poder-Judicial.go.cr; ali.garcia@ucr.ac.cr; acespedesl@Poder-Judicial.go.cr; ljimenezz@Poder-Judicial.go.cr; cromero@poder-judicial.go.cr; ealfaror@Poder-Judicial.go.cr; geyner.blanco@presidencia.go.cr; MARCOS.GUEVARA@ucr.ac.cr; mherrera@dhr.go.cr; rgarciag@Poder-Judicial.go.cr; spizarro@Poder-Judicial.go.cr; vrimola@Poder-Judicial.go.cr; yferreto@Poder-Judicial.go.cr; wkidd@Poder-Judicial.go.cr



Señoras y Señores



 



Remito propuesta de la señora Wendy Patricia Barrantes Jiménez para la agenda de la semana en la que se conmemorara el día internacional de las Personas con discapacidad, para su valoración. Por favor remitir sus sugerencias a más tardar el 11 de octubre.



 



Cordialmente,



 



Damaris Vargas Vásquez
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         Día Internacional de las Personas con Discapacidad - 3 de Diciembre








Propuesta de Agenda








			Día 


			Hora


			Actividad 


			Responsables


			Recursos





			Lunes 2 de diciembre


			8:00 am  a 3:30 pm 


			Feria de artesanía


			Comisión de Acceso a la Justicia


			Mesas para las exposiciones 





			




















Martes 3 de diciembre


			 8: 00 am a  3:30 am


			Feria de artesanía (paralelo a los demás eventos)


			Comisión de Acceso a la Justicia


			Mesas para las exposiciones 





			


			9:00 am a 9:30 


			Recibiendo de las personas


			Comisión de Acceso a la Justicia (definir a una persona) 


			Mesa, mantel, vasos con agua, equipo de audio (sonido, micrófono, parlantes)





			


			9:30 am a 10:00 am 


			Acto Protocolario 


Palabras de invitados especiales


			Magistrado Jorge Olaso Álvarez y Melissa Benavides Víquez, Lisbeth Barrantes Araya (alguna persona de sociedad civil)


			Mesa, mantel, vasos con agua, equipo de audio (sonido, micrófono, parlantes)








			


			10:00 am a 11:30 am 


			Conversatorio: Deporte y recreación como un derecho de todas las personas. 


			Ponentes: Natalia Vindas. Surf adaptado


(Invitar a otros atletas)





			Una silla para la o el moderador/a, equipo de audio (sonido, micrófono, parlantes)








			


			11:30 a 12:00 md 


			Acto cultural: Grupo de Danza inclusivo 


			Grupo: “Danza Ya” de Desamparados (Habría que reconocer transporte)


			





			


			12:00 md a 12:15 pm 


			Despedida y refrigerio 


			


			





			Miércoles 4 de diciembre


			1:00 pm a 4:00 pm


			Cine foro: Película por definir


			Unidad de Acceso a la Justicia 


(Ponentes invitados para 


			Proyector, una computadora, película a proyectar





			























Jueves 5 de diciembre


			


8: 45 am a 9:00 am


			Recepción de las personas invitadas


			Unidad de Acceso a la Justicia 


			Folders con información de la Subcomisión de Discapacidad 





			


			9:00 am a 9:30 am 


			Palabras de apertura y bienvenida


			Jorge Olaso, Damaris Vargas, Melissa Benavidez Víquez 


			Mesa, mantel, vasos con agua, equipo de audio (sonido, micrófono, parlantes)











			


			9:30 am a 10:30 am 


			Charla: Realidades y Desafíos para la ejecución de la ley N° 8862, Inclusión y Protección Laboral de las personas con discapacidad en el Sector Público  


			Unidad de Acceso a la Justicia a la Justicia y Seguridad Social del Ministerio de Trabajo (Ericka Álvarez ponente)


			Mesa, mantel, vasos con agua, equipo de audio (sonido, micrófono, parlantes)

















			


			10:30 am a 11:00 am


			Acto cultural: Obra de teatro inclusivo 


			Grupo de teatro de Heredia (habría que reconocer transporte)


			





			


			11: 00 am a 11:30 am 


			Refrigerio


			Unidad de Acceso a la Justicia


			





			


			1:00 pm a 3:30 a pm 


			Feria de empleo inclusivo


			Unidad de Acceso a la Justicia, Gestión Humana


			





			








Viernes 6 de diciembre


			8:45 am a 9:00 am 


			Recibimiento de las personas invitadas


			Unidad de Acceso a la Justicia 


			Folders con información de las Unidad de Acceso a la Justicia





			


			9:00 am a 9:20 am 


			Damaris Vargas, Melissa Benavidez Víquez 


			Unidad de Acceso a la Justicia 


			





			


			9:20 am a 11:00 am 


			Foro: Repercusiones y Beneficios de la Ley Para La Promoción de la Autonomía de las Personas con Discapacidad


			[bookmark: _GoBack]Ericka Álvarez, María Eugenia Salas, encargada de la Unidad de Autonomías del CONAPDIS, (propongo a alguien de Morpho) 


			Mesa, mantel, vasos con agua, equipo de audio (sonido, proyector, micrófono, parlantes)








			


			11:00 am a 11:30 am 


			Refrigerio y despedida


			Unidad de Acceso a la Justicia


			Galletas y refresco
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		Jorge Olaso Alvarez; Melissa Benavides Víquez; Maria Felicia Zoch Badilla; Wilbert Kidd Alvarado; cescotofer@gmail.com; Nelda Beatriz Jimenez Rojas; Roxana Arrieta Meléndez; Olga Guerrero Cordoba; Waiman Hin Herrera; fazofeifa@conapdis.go.cr; asanchez@conapdis.go.cr; Otto Eduardo Lepiz; Mayela Pérez Delgado; Evelyn Chavarría Brenes; Orlando Castrillo Vargas; Franz Vega Zúñiga; Edgar Madrigal Ramirez; Yorleny Ferreto Solano; Angie Calderón Chaves; Acceso a la Justicia; Yasmin Marchena Espinoza; Miguel Ovares Chavarría; Angie Calderón Chaves; Wendy Patricia Barrantes Jiménez

		Cc

		Yasmin Marchena Espinoza; Acceso a la Justicia

		Recipients

		jolaso@Poder-Judicial.go.cr; mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr; mzoch@Poder-Judicial.go.cr; wkidd@Poder-Judicial.go.cr; cescotofer@gmail.com; nbjimenez@Poder-Judicial.go.cr; rarrieta@Poder-Judicial.go.cr; oguerrero@Poder-Judicial.go.cr; whin@Poder-Judicial.go.cr; fazofeifa@conapdis.go.cr; asanchez@conapdis.go.cr; olepiz@dhr.go.cr; mperezd@Poder-Judicial.go.cr; echavarria@Poder-Judicial.go.cr; ocastrillo@Poder-Judicial.go.cr; fvegaz@Poder-Judicial.go.cr; EMadrigal@Poder-Judicial.go.cr; yferreto@Poder-Judicial.go.cr; acalderonc@Poder-Judicial.go.cr; accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr; ymarchena@Poder-Judicial.go.cr; movares@Poder-Judicial.go.cr; acalderonc@Poder-Judicial.go.cr; wbarrantesj@Poder-Judicial.go.cr; ymarchena@Poder-Judicial.go.cr; accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr



Señores y Señoras



 



Reciban un atento saludo. 



 



Remito para su conocimiento gestión formulada por el señor Josué Paniagua Rojas con el objetivo de que sea parte de la agenda de la sesión de noviembre. El señor Paniagua señala: 



 



“El Suscrito JOSUÉ PANIAGUA ROJAS, mayor, soltero,Abogado,cédula 2-0612-0495 vecino de Alajuela ante Ustedes en forma respetuosa vengo a decir: Por la presente  me permito exponerles con todo respeto mi situación laboral en el Poder Judicial con la finalidad de que si es posible ustedes me puedan ayudar : En octubre del 2013 se me nombró como Meritorio en el otrora llamado Tribunal de Trabajo de Menor Cuantía de Heredia. Mi labor desde ese entonces ha consistido básicamente en guardar expedientes, atención al público, alistar correspondencia y llevarla al correo, solicitarle las identificaciones a los usuarios que llegan a Audiencias y entregárselas a los Jueces y labores similares. Ahora bien, estando en el Tribunal se me ha nombrado ocasionalmente como Técnico pero en muy pocas ocasiones, algunas veces 8 días y el nombramiento más largo que se me ha hecho ha sido de 1 mes, pero como repito han sido muy pocas veces las que se me ha nombrado. En total el plazo aproximado por el cual he estado nombrado es de 3 a 4 meses. Estando nombrado en ese Tribunal yo terminé mis estudios como Abogado y me gradué como tal, sin embargo debo admitir que difícilmente yo podría desempeñarme como Juez ya que no tengo experiencia ni siquiera como Técnico. No omito manifestar que en ese Tribunal han sido muy buenos conmigo y actualmente me permiten ir a laborar 3 días por semana como Meritorio pero aunque yo vivo con mis padres ya que soy soltero y no tengo vicios de ningún tipo a mí me gustaría que se me nombrara para poder tener un salario.  He realizado varios Cursos Virtuales, sin embargo en una ocasión una de mis Jefes amablemente me dijo que yo me desempeño mejor no como Técnico, es decir, resolviendo sino que ella ha notado que yo me desempeño mejor realizando funciones mecánicas como las que ya indiqué que me ponen a hacer hoy en día (correspondencia etc). Asumo que me dicen esto debido a que hasta donde yo tengo entendido yo padezco de Asperger y por ello soy una persona introvertida, muy tímida y sensible y que a la hora de explicarme las cosas se debe de tener un poquito de paciencia conmigo.   Por último quisiera decirles que de acuerdo con lo antes expresado y  de acuerdo con mi personalidad y mi forma de trabajar a mí me agradaría trabajar realizando una labor más mecánica,como podría ser en un archivo, en la Medicatura Forense o en los Tribunales pero realizando este tipo de labores ya que yo me desempeño mejor en estas actividades o algunas similares. Estoy dispuesto a laborar en Heredia o en San Joaquín de Flores. Por lo anterior solicito  analizar mi caso y se me comunique cualquier resolución al correo electrónico josuepr24@hotmail.com”



 



Cordialmente,



 



Jueza Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora Subcomisión Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad
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Señores y Señoras



Reciban un atento saludo. 



Remito para su conocimiento gestión formulada por el señor Josué Paniagua Rojas con el objetivo de que sea parte de la agenda de la sesión de noviembre. El señor Paniagua señala: 



“El Suscrito JOSUÉ PANIAGUA ROJAS, mayor, soltero,Abogado,cédula 2-0612-0495 vecino de Alajuela ante Ustedes en forma respetuosa vengo a decir: Por la presente  me permito exponerles con todo respeto mi situación laboral en el Poder Judicial con la finalidad de que si es posible ustedes me puedan ayudar : En octubre del 2013 se me nombró como Meritorio en el otrora llamado Tribunal de Trabajo de Menor Cuantía de Heredia. Mi labor desde ese entonces ha consistido básicamente en guardar expedientes, atención al público, alistar correspondencia y llevarla al correo, solicitarle las identificaciones a los usuarios que llegan a Audiencias y entregárselas a los Jueces y labores similares. Ahora bien, estando en el Tribunal se me ha nombrado ocasionalmente como Técnico pero en muy pocas ocasiones, algunas veces 8 días y el nombramiento más largo que se me ha hecho ha sido de 1 mes, pero como repito han sido muy pocas veces las que se me ha nombrado. En total el plazo aproximado por el cual he estado nombrado es de 3 a 4 meses. Estando nombrado en ese Tribunal yo terminé mis estudios como Abogado y me gradué como tal, sin embargo debo admitir que difícilmente yo podría desempeñarme como Juez ya que no tengo experiencia ni siquiera como Técnico. No omito manifestar que en ese Tribunal han sido muy buenos conmigo y actualmente me permiten ir a laborar 3 días por semana como Meritorio pero aunque yo vivo con mis padres ya que soy soltero y no tengo vicios de ningún tipo a mí me gustaría que se me nombrara para poder tener un salario.  He realizado varios Cursos Virtuales, sin embargo en una ocasión una de mis Jefes amablemente me dijo que yo me desempeño mejor no como Técnico, es decir, resolviendo sino que ella ha notado que yo me desempeño mejor realizando funciones mecánicas como las que ya indiqué que me ponen a hacer hoy en día (correspondencia etc). Asumo que me dicen esto debido a que hasta donde yo tengo entendido yo padezco de Asperger y por ello soy una persona introvertida, muy tímida y sensible y que a la hora de explicarme las cosas se debe de tener un poquito de paciencia conmigo.   Por último quisiera decirles que de acuerdo con lo antes expresado y  de acuerdo con mi personalidad y mi forma de trabajar a mí me agradaría trabajar realizando una labor más mecánica,como podría ser en un archivo, en la Medicatura Forense o en los Tribunales pero realizando este tipo de labores ya que yo me desempeño mejor en estas actividades o algunas similares. Estoy dispuesto a laborar en Heredia o en San Joaquín de Flores. Por lo anterior solicito  analizar mi caso y se me comunique cualquier resolución al correo electrónico josuepr24@hotmail.com”



Cordialmente,



Jueza Damaris Vargas Vásquez

Coordinadora Subcomisión Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad









Señora Damaris Vargas Vásquez 



Buenos días Doña Damaris. Gracias por su correo.Le respondo lo que me indica en el segundo párrafo del mismo indicándole en forma respetuosa que de acuerdo con mi personalidad y mi forma de trabajar  si la Subcomisión me pudiera ubicar aunque fuera interinamente realizando una labor más mecánica como podría ser en un archivo, en la Medicatura Forense o en los Tribunales pero realizando este tipo de labores ya que yo me desempeño mejor en estas actividades o algunas similares estaría sumamente agradecido Estoy dispuesto a laborar en Heredia o en San Joaquín de Flores.

Gracias.

Josué Paniagua Rojas

Lunes 21 de octubre 2019
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RV: Oficio 4741-DE-2019/ DE-938-2019 CONAPDIS

		From

		Damaris Vargas Vásquez

		To

		Jorge Olaso Alvarez; Melissa Benavides Víquez; Maria Felicia Zoch Badilla; Gabriela Abarca Morán; Wilbert Kidd Alvarado; Miguel Ovares Chavarría; cescotofer@gmail.com; Nelda Beatriz Jimenez Rojas; Roxana Arrieta Meléndez; Olga Guerrero Cordoba; fazofeifa@conapdis.go.cr; asanchez@conapdis.go.cr; Mayela Pérez Delgado; Evelyn Chavarría Brenes; Orlando Castrillo Vargas; Franz Vega Zúñiga; Dixon Li Morales; Edgar Madrigal Ramirez; Otto Eduardo Lepiz; Angie Calderón Chaves; Yorleny Ferreto Solano; Daisy Quesada Guerrero

		Cc

		Yasmin Marchena Espinoza; Acceso a la Justicia

		Recipients

		jolaso@Poder-Judicial.go.cr; mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr; mzoch@Poder-Judicial.go.cr; fabarcam@Poder-Judicial.go.cr; wkidd@Poder-Judicial.go.cr; movares@Poder-Judicial.go.cr; cescotofer@gmail.com; nbjimenez@Poder-Judicial.go.cr; rarrieta@Poder-Judicial.go.cr; oguerrero@Poder-Judicial.go.cr; fazofeifa@conapdis.go.cr; asanchez@conapdis.go.cr; mperezd@Poder-Judicial.go.cr; echavarria@Poder-Judicial.go.cr; ocastrillo@Poder-Judicial.go.cr; fvegaz@Poder-Judicial.go.cr; dlim@Poder-Judicial.go.cr; EMadrigal@Poder-Judicial.go.cr; olepiz@dhr.go.cr; acalderonc@Poder-Judicial.go.cr; yferreto@Poder-Judicial.go.cr; dquesadag@Poder-Judicial.go.cr; ymarchena@Poder-Judicial.go.cr; accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr



Señores y Señoras



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



 



Reciban un atento saludo. Tengo el honor de informarles que las señoras  Pilar Garrido Gonzalo, Ministra de Planificación Nacional y Política Económica, y Lizbeth Barrantes Arroyo, Directora Ejecutiva del Consejo Nacional de Personas con Discapacidad, remitieron Oficio DE-938-2019 de 30 de setiembre 2019 a la señora Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, en el que hacen de conocimiento que en el marco de la función fiscalizadora del Conapdis, el Subproceso de Fiscalización de la Dirección Técnica, cuenta con un Índice de Gestión en Discapacidad y Accesibilidad (IGEDA), aplicable tanto a instituciones públicas como municipalidades; cuyos componentes constituyen obligaciones y responsabilidades establecidas en el marco jurídico para toda la institucionalidad pública. Agregan, el IGEDA comprende un ejercicio de autoevaluación por parte de las instituciones públicas y municipalidades, con el propósito de determinar el avance en el cumplimiento de los derechos de las personas con discapacidad, incorporando indicadores de cumplimiento de los derechos de las personas con discapacidad, de participación y de resultados, lo que permitirá medir el cumplimiento de cada entidad y determinar las categorías en que se debe mejorar, en consonancia con la normativa de acatamiento obligatorio que rige esta materia. La recolección de la información del IGEDA se realizará mediante una herramienta digital a la cual se podrá ingresar con una clave que se le proporcionará oportunamente. 



 



Señalan las gestionantes que para poder cumplir con lo anterior y en acatamiento con lo establecido en el Decreto N° 40635-MP-MDHIS-PLAN-MTSS, en el Artículo 10 de Responsabilidades de las personas jerarcas de las instituciones públicas, inciso G que textualmente indica: Designar a la persona titular representante de la entidad del más alto nivel técnico, con acceso al nivel político y poder para toma de decisiones, quien a su vez fungirá como coordinador de la Comisión en Discapacidad y como punto focal de todos los asuntos sobre discapacidad, que deban ser tratados por la entidad de que se trate (el subrayado no pertenece al documento original); se requiere se designe a la persona que servirá como punto focal del Poder Judicial, a quien se le brindará el usuario y la clave de ingreso a la plataforma del Igeda. El nombre de la persona designada como punto focal de todos los asuntos sobre discapacidad deberá ser comunicado al correo electrónico igeda@conapdis.go.cr, así como su correo electrónico y número telefónico.



 



La Dirección Ejecutiva trasladó el oficio en referencia al Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia, quien a su vez lo traslada a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad para que se designe a la persona designada y se informe al Ministerio de Planificación.



 



Con ocasión de lo anterior, respetuosamente someto a su consideración mi sugerencia de que sea el Magistrado Jorge Olaso Álvarez la persona designada ante IGEDA al estimar es quien cumple con el perfil requerido al ser “del más alto nivel técnico, con acceso al nivel político y poder para toma de decisiones”, no solo por su condición de Magistrado Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia sino además, por sus amplios conocimientos en los derechos de las personas con discapacidad y políticas institucionales, para que asuma la representación como punto focal de todos los asuntos sobre discapacidad, que deban ser tratados por el Poder Judicial. Lo anterior, sin perjuicio del apoyo incondicional de la suscrita como coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad.



 



Estaré atenta a sus indicaciones, pues el Oficio en referencia debe ser contestado a más tardar el día de hoy.



 



Saludos cordiales,



 



Jueza Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



 



 



 



De: Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: domingo, 13 de octubre de 2019 09:51 a.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Ana Eugenia Romero Jenkins <aromeroj@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: Oficio 4741-DE-2019/ DE-938-2019 CONAPDIS



 



Estimadas, les remito estos oficios de doña Ana para que a la mayor prontitud la Subcomisión de Discapacidad designe a una persona para cumplir la gestión del Ministerio de Planificación. Gracias



 



De: Yasmin Marchena Espinoza <ymarchena@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: miércoles, 9 de octubre de 2019 15:48
Para: Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: Oficio 4741-DE-2019/ DE-938-2019 CONAPDIS



 



 



De: Claudia Salazar Chavarría <csalazarch@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: miércoles, 09 de octubre de 2019 15:27
Para: Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Yasmin Marchena Espinoza <ymarchena@Poder-Judicial.go.cr>; Comisión de Accesibilidad <accesibilidad@Poder-Judicial.go.cr>; igeda@conapdis.go.cr
Asunto: Oficio 4741-DE-2019/ DE-938-2019 CONAPDIS



 



Buenas tardes,



 



Con instrucciones superiores de la señora Directora Ejecutiva Ana Eugenia Romero Jenkins, remito para su conocimiento oficio N° 4741-DE-2019.



 



Atte, 
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       PODER JUDICIAL                DIRECCION EJECUTIVA 



Tel. 2295-4322 San José 
Fax 2233-8438                                                   direc_ejecutiva@poder-judicial.go.cr   Costa Rica 



 
 



N° 4741-DE-2019 
9 de octubre de 2019. 



 
 
 
 
Doctor 
Jorge Olaso Alvarez, Coordinador 
Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad 
Su Oficina 
 
 
 
 
Estimado señor: 
 
 Por corresponder a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con 



Discapacidad, remito copia de oficio DE-938-2019 recibido el 8 del presente mes, suscrito 



por la licenciada Pilar Garrido Gonzalo, Ministra de Planificación Nacional y Política 



Económica, relacionado con la recolección de la información del Índice de Gestión de 



Discapacidad y Accesibilidad (IGEDA) que se realizará mediante una herramienta digital. 



 



Muy atentamente, 
 
 
 
 
 
 Ana Eugenia Romero Jenkins 
 Directora Ejecutiva 
 
 
Copia: Licenciada Pilar Garrido Gonzalo, Ministra 
 Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica 
 
AERJ/Silvia C./Ref. 9183 








						2019-10-09T15:11:53-0600


			ANA EUGENIA ROMERO JENKINS (FIRMA)
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30 de setiembre, 2019 



DE-938-2019 
  
  



  
Señora 
Ana Eugenia Romero Jenkins 
Directora Ejecutiva 
Poder Judicial 
  
  
Estimada señora:  
Reciba un cordial saludo del Consejo Nacional de Personas con Discapacidad 
(Conapdis), rector en la defensa y promoción de los derechos de las personas con 
discapacidad.  
  
En el marco de la función fiscalizadora del Conapdis, el Subproceso de Fiscalización 
de la Dirección Técnica, cuenta con un Índice de Gestión en Discapacidad y 
Accesibilidad (IGEDA), aplicable tanto a instituciones públicas como 
municipalidades; cuyos componentes constituyen obligaciones y responsabilidades 
establecidas en el marco jurídico para toda la institucionalidad pública.  
  
El IGEDA comprende un ejercicio de autoevaluación por parte de las instituciones 
públicas y municipalidades, con el propósito de determinar el avance en el 
cumplimiento de los derechos de las personas con discapacidad, 
incorporando indicadores de cumplimiento de los derechos de las personas con 
discapacidad, de participación y de resultados. Sin duda alguna la aplicación del 
IGEDA permitirá medir el cumplimiento de cada entidad y determinar las categorías 
en que se debe mejorar, en consonancia con la normativa de acatamiento 
obligatorio que rige esta materia.  
  
La recolección de la información del IGEDA se realizará mediante una herramienta 
digital a la cual se podrá ingresar con una clave que se le proporcionará 
oportunamente.  
 
Para poder cumplir con lo anterior y en acatamiento con lo establecido en el Decreto 
N° 40635-MP-MDHIS-PLAN-MTSS, en el Artículo 10 de Responsabilidades de 
las personas jerarcas de las instituciones públicas, inciso G que textualmente indica: 
Designar a la persona titular representante de la entidad del más alto nivel técnico,  
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con acceso al nivel político y poder para toma de decisiones, quien a su vez fungirá 
como coordinador de la Comisión en Discapacidad y como punto focal de todos los 
asuntos sobre discapacidad, que deban ser tratados por la entidad de que se trate. 
(el subrayado no pertenece al documento original) 



 
Por lo anterior, se requiere que en un plazo no mayor a 03 días hábiles se designe 
a la persona que servirá como punto focal de la entidad que usted representa, y 
será a quien se le brindará el usuario y la clave de ingreso a la plataforma del 
Igeda.     
 
  
Agradecemos remitir al correo electrónico igeda@conapdis.go.cr el nombre, correo 
electrónico y número telefónico de la persona que fungirá como punto focal de 
todos los asuntos sobre discapacidad.    



  
 



Sin otro particular y agradeciendo la atención a la presente, suscriben cordialmente,  
  



  
 



  
  



Pilar Garrido Gonzalo  
Ministra de Planificación Nacional y Política Económica  



   
  
  
 



  
Lizbeth Barrantes Arroyo  



Directora Ejecutiva del Consejo Nacional de Personas con Discapacidad 



  
  
 
 
 
 
  



  
Cd:       Subproceso de Fiscalización  
            Archivo 



 





mailto:igeda@conapdis.go.cr





						2019-10-01T10:33:12-0600


			LIZBETH BARRANTES ARROYO (FIRMA)








						2019-10-03T14:34:27-0600


			MARIA DEL PILAR GARRIDO GONZALO (FIRMA)
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RV: Oficio 4741-DE-2019/ DE-938-2019 CONAPDIS

		From

		Damaris Vargas Vásquez

		To

		Jorge Olaso Alvarez

		Recipients

		jolaso@Poder-Judicial.go.cr



Para conocimiento.-



 



 



De: Andrea Sánchez Montero <asanchez@conapdis.go.cr> 
Enviado el: martes, 15 de octubre de 2019 08:24 a.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Re: Oficio 4741-DE-2019/ DE-938-2019 CONAPDIS



 



Buenos días estimada Doña Damaris, de acuerdo con su propuesta.



Saludos cordiales, 



Obtener Outlook para Android



 



  _____  


From: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
Sent: Tuesday, October 15, 2019 8:20:15 AM
To: Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; Maria Felicia Zoch Badilla <mzoch@Poder-Judicial.go.cr>; Gabriela Abarca Morán <fabarcam@Poder-Judicial.go.cr>; Wilbert Kidd Alvarado <wkidd@Poder-Judicial.go.cr>; Miguel Ovares Chavarría <movares@Poder-Judicial.go.cr>; cescotofer@gmail.com <cescotofer@gmail.com>; Nelda Beatriz Jimenez Rojas <nbjimenez@Poder-Judicial.go.cr>; Roxana Arrieta Meléndez <rarrieta@Poder-Judicial.go.cr>; Olga Guerrero Cordoba <oguerrero@Poder-Judicial.go.cr>; Francisco Azofeifa Murillo <fazofeifa@conapdis.go.cr>; Andrea Sánchez Montero <asanchez@conapdis.go.cr>; Mayela Pérez Delgado <mperezd@Poder-Judicial.go.cr>; Evelyn Chavarría Brenes <echavarria@Poder-Judicial.go.cr>; Orlando Castrillo Vargas <ocastrillo@Poder-Judicial.go.cr>; Franz Vega Zúñiga <fvegaz@Poder-Judicial.go.cr>; Dixon Li Morales <dlim@Poder-Judicial.go.cr>; Edgar Madrigal Ramirez <EMadrigal@Poder-Judicial.go.cr>; 'Otto Eduardo Lepiz' <olepiz@dhr.go.cr>; Angie Calderón Chaves <acalderonc@Poder-Judicial.go.cr>; Yorleny Ferreto Solano <yferreto@Poder-Judicial.go.cr>; Daisy Quesada Guerrero <dquesadag@Poder-Judicial.go.cr>
Cc: Yasmin Marchena Espinoza <ymarchena@Poder-Judicial.go.cr>; Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>
Subject: RV: Oficio 4741-DE-2019/ DE-938-2019 CONAPDIS 



 



Señores y Señoras



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



 



Reciban un atento saludo. Tengo el honor de informarles que las señoras  Pilar Garrido Gonzalo, Ministra de Planificación Nacional y Política Económica, y Lizbeth Barrantes Arroyo, Directora Ejecutiva del Consejo Nacional de Personas con Discapacidad, remitieron Oficio DE-938-2019 de 30 de setiembre 2019 a la señora Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, en el que hacen de conocimiento que en el marco de la función fiscalizadora del Conapdis, el Subproceso de Fiscalización de la Dirección Técnica, cuenta con un Índice de Gestión en Discapacidad y Accesibilidad (IGEDA), aplicable tanto a instituciones públicas como municipalidades; cuyos componentes constituyen obligaciones y responsabilidades establecidas en el marco jurídico para toda la institucionalidad pública. Agregan, el IGEDA comprende un ejercicio de autoevaluación por parte de las instituciones públicas y municipalidades, con el propósito de determinar el avance en el cumplimiento de los derechos de las personas con discapacidad, incorporando indicadores de cumplimiento de los derechos de las personas con discapacidad, de participación y de resultados, lo que permitirá medir el cumplimiento de cada entidad y determinar las categorías en que se debe mejorar, en consonancia con la normativa de acatamiento obligatorio que rige esta materia. La recolección de la información del IGEDA se realizará mediante una herramienta digital a la cual se podrá ingresar con una clave que se le proporcionará oportunamente. 



 



Señalan las gestionantes que para poder cumplir con lo anterior y en acatamiento con lo establecido en el Decreto N° 40635-MP-MDHIS-PLAN-MTSS, en el Artículo 10 de Responsabilidades de las personas jerarcas de las instituciones públicas, inciso G que textualmente indica: Designar a la persona titular representante de la entidad del más alto nivel técnico, con acceso al nivel político y poder para toma de decisiones, quien a su vez fungirá como coordinador de la Comisión en Discapacidad y como punto focal de todos los asuntos sobre discapacidad, que deban ser tratados por la entidad de que se trate (el subrayado no pertenece al documento original); se requiere se designe a la persona que servirá como punto focal del Poder Judicial, a quien se le brindará el usuario y la clave de ingreso a la plataforma del Igeda. El nombre de la persona designada como punto focal de todos los asuntos sobre discapacidad deberá ser comunicado al correo electrónico igeda@conapdis.go.cr, así como su correo electrónico y número telefónico.



 



La Dirección Ejecutiva trasladó el oficio en referencia al Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia, quien a su vez lo traslada a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad para que se designe a la persona designada y se informe al Ministerio de Planificación.



 



Con ocasión de lo anterior, respetuosamente someto a su consideración mi sugerencia de que sea el Magistrado Jorge Olaso Álvarez la persona designada ante IGEDA al estimar es quien cumple con el perfil requerido al ser “del más alto nivel técnico, con acceso al nivel político y poder para toma de decisiones”, no solo por su condición de Magistrado Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia sino además, por sus amplios conocimientos en los derechos de las personas con discapacidad y políticas institucionales, para que asuma la representación como punto focal de todos los asuntos sobre discapacidad, que deban ser tratados por el Poder Judicial. Lo anterior, sin perjuicio del apoyo incondicional de la suscrita como coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad.



 



Estaré atenta a sus indicaciones, pues el Oficio en referencia debe ser contestado a más tardar el día de hoy.



 



Saludos cordiales,



 



Jueza Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



 



 



 



De: Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: domingo, 13 de octubre de 2019 09:51 a.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Ana Eugenia Romero Jenkins <aromeroj@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: Oficio 4741-DE-2019/ DE-938-2019 CONAPDIS



 



Estimadas, les remito estos oficios de doña Ana para que a la mayor prontitud la Subcomisión de Discapacidad designe a una persona para cumplir la gestión del Ministerio de Planificación. Gracias



 



De: Yasmin Marchena Espinoza <ymarchena@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: miércoles, 9 de octubre de 2019 15:48
Para: Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: Oficio 4741-DE-2019/ DE-938-2019 CONAPDIS



 



 



De: Claudia Salazar Chavarría <csalazarch@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: miércoles, 09 de octubre de 2019 15:27
Para: Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Yasmin Marchena Espinoza <ymarchena@Poder-Judicial.go.cr>; Comisión de Accesibilidad <accesibilidad@Poder-Judicial.go.cr>; igeda@conapdis.go.cr
Asunto: Oficio 4741-DE-2019/ DE-938-2019 CONAPDIS



 



Buenas tardes,



 



Con instrucciones superiores de la señora Directora Ejecutiva Ana Eugenia Romero Jenkins, remito para su conocimiento oficio N° 4741-DE-2019.



 



Atte, 
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		From

		Damaris Vargas Vásquez

		To

		Jorge Olaso Alvarez

		Recipients

		jolaso@Poder-Judicial.go.cr



Hola.



En el mensaje solo viene el informe pero no se adiciona el proyecto de ley. Podrían remitírnoslo para un estudio integral?



 



 



De: Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: miércoles, 02 de octubre de 2019 09:26 a.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Angie Calderón Chaves <acalderonc@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: ESTIMADAS DAMARIS Y ANGIE



 



Les estoy remitiendo un informe que debo brindar a Corte sobre una normativa nueva que garantiza derechos para las personas con discapacidad. El informe es muy concreto, ya que se nos pregunta si afecta o no al Poder Judicial, pero ya aproveché para hacer referencia a las normas del Código de Trabajo y CPC que hablamos ayer. Por favor revísenlo y haganle las correcciones del caso. Yo introduje lo que va en rojo. Por favor, que lo vea Wendy y si es posible consúltenselo a Conadpis y a don Otto de la Defensoría. El problema es que tiene que estar listo para el jueves el informe para remitirlo a Presidencia, un abrazo.





Informe SI-77-2019.doc

SOLICITUD DE INFORME O TRASLADO DE DOCUMENTOS N° SI-77-2019



Asunto: La Asamblea Legislativa solicita criterio sobre el proyecto de ley denominado “Reforma integral de varias leyes para garantizar el efectivo cumplimiento de los derechos y garantías de las personas con discapacidad”. Expediente legislativo n.° 21.311.



MAGISTRADO INFORMANTE: JORGE OLASO ÁLVAREZ



I.- ANTECEDENTES: El proyecto cuyo criterio se solicita tiene como finalidad la adición de algunas normas y la reforma a varias leyes destinadas a regular los derechos de las personas con discapacidad. El texto fue enviado a la Corte Suprema de Justicia por parte de la jefa del Área de Comisiones Legislativas VII (Departamento de Comisiones Legislativas) de la Asamblea Legislativa. La propuesta surge ante una evidente necesidad de reforzar la legislación con el fin de garantizar la óptima inserción de este sector de la población a la sociedad y cerrar la brecha existente. Entre ellas, se encuentran: la Ley n.° 7600 “Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad”; Ley n.° 3503 “Ley Reguladora del Transporte Remunerado de Personas en Vehículos Automotores”; Ley n.° 8862 “Ley de Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el Sector Público”; Ley n.° 7739 “Código de la Niñez y de la Adolescencia”; Ley n.° 6868 “Ley Orgánica del Instituto Nacional de Aprendizaje”; Ley n.° 8634 “Ley de Sistema de Banca para el Desarrollo”; Ley n.° 7969 “Ley Reguladora del Servicio Público de Transporte Remunerado de Personas en Vehículos en la Modalidad de Taxi”; Ley n.° 9049 “Ley de Reconocimiento del Lenguaje de Señas Costarricense (LESCO) como Lengua Materna”. Entre esas variaciones, destacan las relacionadas con materia laboral y seguridad social, tales como: el deber de las empresas y personas empleadoras de promover programas de capacitación productiva dirigidos a las personas con discapacidad en conjunto con el Instituto Nacional de Aprendizaje (artículo 9); la capacitación laboral de personas con discapacidad con más de seis meses sin empleo, la toma de medidas pertinentes para reincorporarlas en funciones acordes con su condición de salud y el establecimiento de programas de apoyo para quienes asisten o cuidan a estas personas (artículo 10); posibilidad de elección de las casas proveedoras en lo referente a los aparatos que requieran -según sus necesidades- las personas con discapacidad (artículo 12).  


II.- CONCLUSIÓN: Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 167 de la Constitución Política y en el inciso 1) del numeral 59 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, es importante destacar que el proyecto sí afecta la organización y el funcionamiento del Poder Judicial. Nótese que este Poder de la República, si bien tiene políticas definidas para la atención de personas usuarias y trabajadoras con discapacidad, deberá tomar en cuenta también las nuevas regulaciones que con esta ley serían de acatamiento obligatorio para el Estado en general, entre ellas: la incorporación de sistemas de comunicación dirigidos a los programas de atención de esta población bajo preparación académica adecuada en Lengua de Señas Costarricense (LESCO) de las personas funcionarias, por parte del Ministerio de Educación Pública (artículo 4 y 6); accesibilidad de la información mediante un diseño universal de señalización, avisos, información visual y sistemas de alarmas luminosos (artículo 14); servicios de apoyo (intérpretes o mensajes escritos en pantalla mediante sistemas de comunicación efectivos) en programas informativos transmitidos por canales de televisión (artículo 15); adecuación de las bibliotecas mediante servicios de apoyo incluido el acceso, equipo, mobiliario, personal, tecnologías “asistivas y adaptativas” para acceso a las Tecnologías de Información y Comunicación (TIC) (artículo 16); reserva porcentual de las vacantes en las ofertas de empleo público de los Poderes del Estado de conformidad con los perfiles profesionales y atinencias establecidos por el Servicio Civil, bajo la obligación de rendir informes anuales sobre la cantidad de plazas ocupadas por personas con discapacidad, incluidas las plazas vacantes destinadas a dichas personas (artículo 20); eventual participación del Poder Judicial en redes interinstitucionales en asocio con el Patronato Nacional de la Infancia, el Instituto Mixto de Ayuda Social y el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social con el deber de establecer programas de apoyo para la persona curadora o tutora de personas menores de edad con discapacidad (artículo 22); readecuación de las pruebas en ofertas de empleo público de los Poderes del Estado a las personas con discapacidad, según sus necesidades, y la remisión de informes anuales al Consejo Nacional de Personas con Discapacidad (Conapdis) con la información estadística exacta, actualizada y global del acceso e ingreso de personas con discapacidad al empleo público (artículo 27). En sentido similar, en el oficio n.º DJ-3582-19 de la Dirección Jurídica del Poder Judicial -adjunto a los antecedentes de esta solicitud- igualmente se concluye lo siguiente: “Para los efectos de lo establecido en los artículos 167 de la Constitución Política y 59 inciso 1° de la Ley Orgánica del Poder Judicial, debe señalarse que el contenido de este proyecto de ley sí incide en el funcionamiento del Poder Judicial, en virtud de que establece un conjunto de obligaciones para la Administración Pública en general”.


Aunado a lo anteriormente expuesto y, valorando la oportunidad que se le brinda al suscrito para rendir este informe, les hago ver a las señoras diputadas y a los señores diputados que, en aras de garantizar el efectivo cumplimiento de los derechos y garantías de las personas con discapacidad se hace necesario sugerir una reforma a los numerales 445 del Código de Trabajo (Ley 9343) , 19.4 y 43.1 del Código Procesal Civil (Ley 9342). El primero de ellos establece que “Las personas declaradas en estado de interdicción, los incapaces naturales mayores de dieciocho años y los ausentes comparecerán por medio de sus representantes legítimos. Si lo los tuvieran o el que ostentan se encuentra en opuesto interés, se nombrará para que los represente como curador, sin costo alguno, a una persona abogada de asistencia social”. La primera parte de la norma al hacer referencia a las personas en estado de interdicción e “incapaces naturales” y la necesidad de comparecer por representantes legítimos, infringe el nuevo paradigma de discapacidad que establece la Ley de Autonomía Personal de Personas con Discapacidad, Ley 9379 del 30 de junio de 2016, en sus artículos 2 y 5. En cuanto disponen:


Artículo 2:



“Para los efectos y la aplicación de esta ley se entenderá como:



a) Discapacidad: concepto que evoluciona y resulta de la interacción entre las personas con discapacidad y las barreras debidas a la actitud y el entorno que evitan su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás personas.



b) Personas con discapacidad: incluyen a aquellas que tengan deficiencias físicas, mentales, intelectuales o sensoriales a largo plazo que, al interactuar con diversas barreras, puedan impedir su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás. En el caso de las personas menores de edad, en la medida en que esta ley les sea aplicable, se procurará siempre perseguir su interés superior.



c) Paradigma de abordaje de la discapacidad desde los derechos humanos: el nuevo modelo de abordaje de la discapacidad regulado en la Ley N.° 8661, Aprobación de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, de 19 de agosto de 2008, que se centra en la dignidad intrínseca del ser humano, valorando las diferencias. La persona con discapacidad es sujeto de derechos y obligaciones, y no objeto de sobreprotección y/o lástima.



d) Derecho a la autonomía personal: derecho de todas las personas con discapacidad a construir su propio proyecto de vida, de manera independiente, controlando, afrontando, tomando y ejecutando sus propias decisiones en los ámbitos público y privado.



Implica el respeto a los derechos humanos así como los patrimoniales de todas las personas con discapacidad, por lo que se garantiza su derecho a ser propietarios, heredar bienes, controlar sus propios asuntos económicos, tener acceso a préstamos bancarios, hipotecarios y cualquier otra modalidad de crédito financiero, además de la garantía estatal de que no serán privados de sus bienes de manera arbitraria.



Igualmente, la autonomía personal trae consigo el respeto a los derechos sexuales y reproductivos de las personas con discapacidad, como también del ejercicio de los derechos civiles y electorales, entre otros.



El derecho a la autonomía personal involucra el acceso de la figura del garante para la igualdad jurídica de las personas con discapacidad, a la asistencia personal humana y/o a los productos de apoyo que requieran para el ejercicio de este derecho, además del respeto y la promoción a la autodeterminación, autoexpresión, así como de las capacidades y habilidades de todas las personas con discapacidad.



Todo lo anterior, de acuerdo con sus preferencias, intereses y condiciones individuales y particulares…”


Es por esto que sugiero que la norma debe de ser modificada de la siguiente forma:



ARTÍCULO 445. Las personas que tengan limitaciones mentales, intelectuales o sensoriales a largo plazo podrán comparecer al proceso personalmente y actuar en él, o si ellas lo deciden así a través de la persona garante que se les haya nombrado en el respectivo proceso de salvaguardia. En caso de que la persona lo considere así, o bien cuando su garante intervenga en el proceso y lo plantee pero de ser posible, siempre tomando en cuenta la voluntad de la persona con discapacidad, se podrá solicitar el nombramiento de una persona curadora para su representación y asesoría en el proceso. Dicho nombramiento recaerá en una persona abogada de asistencia social, sin costo alguno. 


Con respecto al numeral 19. 4, esa disposición establece: “Cuando se trata de ausentes, personas menores de edad o con capacidades especiales, se llamará a quienes, según la ley, corresponda a ejercer la representación, para que dentro de cinco días manifiesten si están dispuestas a asumirla. Salvo que por las circunstancias sea imposible hacerlo, en la designación de un curador procesales de personas menores de edad y personas con capacidades especiales se tomará en cuenta la opinión del futuro representado…”


Nuevamente vale cita que esta norma infringe las normas supracitadas en torno al nuevo paradigma de la discapacidad establecido en la Ley 9379. Es por esto que se sugiere que la norma parta de la premisa que es la persona con limitaciones mentales, intelectuales o sensoriales a largo plazo debe en principio garantizarle la posibilidad de actuar en el proceso personalmente y, solo en los supuestos en que ya tengo el proceso de salvaguardia planteado y cuenta con el nombramiento de una persona garante, se citará a dicha persona con la finalidad de que coadyuve en las decisiones procesales que la persona con este tipo de discapacidad tenga que tomar. De igual forma y, solamente en los casos en que no se haya formulado el proceso de salvaguardia, corresponderá a la persona el solicitar la designación de un curador para que lo represente procesalmente y le asesore en la toma de decisiones.


Por último, se hace necesaria una modificación al numeral 43.1 del Código Procesal Civil en cuanto regula que una de las condiciones necesarias para ser testigo es que la persona deba tener “capacidad”. Esta estipulación conculca los derechos procesales que regula el numeral 5, inciso a) de la Ley 9379, por lo que esta frase debe ser eliminado de la norma indicada.


Personas con discapacidad: incluyen a aquellas que tengan deficiencias físicas, mentales, intelectuales o sensoriales a largo plazo



Dejo así rendido el informe solicitado.
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Buenas tardes Doña Damaris



 



Para su conocimiento. 



 



saludos



 



De: Secc. Admva. de la Carrera Judicial <carrera-jud@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: lunes, 28 de octubre de 2019 11:21 a.m.
Para: Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Comunicación del Consejo de la Judicatura CJ-39-2019 PJ-DGH-SACJ-2070-2019



 





PJ-DGH-SACJ-2070-2019





25 de octubre de 2019



 



Señora



Wendy Barrantes Jiménez 



Coordinadora a.i. de la Unidad de Acceso a la Justicia 



Presente



 



Estimada señora:



 



Para su conocimiento y fines consiguientes, se le transcribe el acuerdo tomado por el Consejo de la Judicatura en sesión CJ-39-2019, celebrada el 16 de octubre del año en curso, que literalmente indica:



 



 



“ARTÍCULO VIII



 



Documento: 19818-19



 



La señora Wendy Barrantes Jiménez, Coordinadora a.i. de la Unidad de Acceso a la Justicia, comunicó el acuerdo de esa Comisión, que literalmente indica:



 



 



“Por este medio se remite para su estimable conocimiento, el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad celebrada el pasado 10 de septiembre de 2019, en donde se acordó: 



“ARTICULO II:



La Unidad de Acceso a la Justicia remitió el Oficio CACC-279-2019 de 12 de agosto de 2019 a las personas integrantes de la Subcomisión, en el que hizo de conocimiento el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad celebrada el pasado 01 de julio de 2019, Artículo IX, en donde se acordó:



“Informa la señora Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia que en reuniones sostenidas con la Dirección de Gestión Humana, se atendió en diferentes sesiones las propuestas de ésta sobre la atención a la capacitación en LESCO.  



Las recomendaciones son las siguientes: 



 



 



ü  Se considera necesario fortalecer el programa actual de comunicación básica en lengua de señas costarricense; extender la cantidad de módulos de cuatro a seis con 40 horas cada uno, eso resulta un total de 240 horas.  



ü  Para la escogencia de estas personas se debe aplicar el perfil establecido, personas colaboradoras, con vocación de servicio, con gran sensibilidad hacia las necesidades de los demás, habilidad de comunicación verbal y no verbal.   



ü  Ofrecer el programa de comunicación básica en Lesco en cada cabecera de provincia, considerar aumentar la cantidad de cupos en San José (65% de la población). 



 



 



ü  Para las dependencias que se sitúan en circuitos judiciales, especializar al menos a dos personas clave. Asimismo, por medio de procesos formales de escogencia a cargo de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad, gradualmente y de conformidad con la disponibilidad presupuestaria, la institución vaya certificando profesionalmente como intérpretes a estas personas claves. 



ü  Realizar refrescamientos y actualizaciones a las personas que ya han aprobado el programa completo de lengua de señas, con actividades de práctica y sensibilización una o dos veces al año.  



ü  Las capacitaciones formales en Lesco ofrecidas a personal judicial deben contener, adicional al dominio de las señas, la temática de sensibilización, protocolos de servicio para la población sorda y señas en expresiones jurídicas.    



ü  El Subproceso Gestión de la Capacitación está desarrollando dos cursos virtuales denominados “Derechos Humanos de las personas con discapacidad” y “Promoción de la autonomía personal de las personas con discapacidad”, se sugiere establecer estos cursos con carácter obligatorio para la población que se forma en los programas de lengua de señas costarricense. 



 



ü  Que la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad y la Unidad de Acceso a la Justicia. 



-          Asuman el mantenimiento, actualización y divulgación de la lista oficial de personas capacitadas en Lesco. 



-          Que realicen las acciones necesarias para aumentar la cantidad de señalizadores visuales y escritos en los edificios. 



-          Que se validen otros métodos de atención a la población que no maneja Lesco ni sabe escribir. 



 



-          Que valore la implementación de softwares especializados con personas traductoras en línea y/o sistemas informáticos de apoyo.   



-          Que gestionen los recursos económicos que se requieren para fortalecer el servicio. 



-          Que determinen y gestionen los procesos de sensibilización requeridos. 



-          Que la Contraloría de Servicios complemente este diagnóstico con un estudio de identificación de necesidades o deficiencias del servicio judicial prestado. 



-          Que la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad, Unidad de Acceso a la Justicia y la Contraloría de Servicios: 



 



-          Elaboren de manera participativa con la comunidad sorda, un Protocolo de atención a las personas con discapacidad. 



-          Que promuevan acciones periódicas que procuren el mantenimiento y actualización de los conocimientos adquiridos para las personas servidoras judiciales que han sido capacitadas en Lesco. 



-          Que definan la prioridad de cuáles oficinas o personas debe brindárseles la formación en Lesco.” 



 



SE ACUERDA: … 2°. Se trasladan las recomendaciones de la Dirección de Gestión Humana a las y los integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad a efecto de que informen su anuencia o no de asumir los compromisos que se indican en las recomendaciones indicadas de acuerdo a las funciones institucionales asignadas a las Subcomisiones”. 



 



La integrante Maria Felicia Zoch Badilla, en comunicado electrónico del 4 de julio de 2019, señaló: “En atención al acta 05-19, con respecto al artículo IX, en cuanto al mantenimiento, actualización y divulgación de la lista de personas capacitadas en el lenguaje lesco, considero que mediante la página web que está en construcción se puede divulgar la misma. Sin embargo, en cuanto al tema del mantenimiento de dicho listado y su actualización, considero que Gestión Humana podría ayudarnos con dicha función, por el movimiento del personal del Poder Judicial.” 



Por su parte, la integrante Mayela Pérez Delgado, en correo enviado el 13 de agosto de 2019, indicó: “En cuanto al punto, en el que se indica: El Subproceso Gestión de la Capacitación está desarrollando dos cursos virtuales denominados “Derechos Humanos de las personas con discapacidad” y “Promoción de la autonomía personal de las personas con discapacidad”, se sugiere establecer estos cursos con carácter obligatorio para la población que se forma en los programas de lengua de señas costarricense. Considero que es necesario que el curso sea obligatorio para todas las personas funcionarias del Poder Judicial (no solamente para quienes se forman en los programas de lenguaje de señas costarricenses). Es importante para brindar conocimientos y sensibilizar a toda la población judicial.”



Así mismo, señala la señora Pérez que el Consejo Superior en sesión 78-2018, Artículo XXXII, ante una gestión formulada por la Fiscalía Adjunta de Capacitación y Supervisión del Ministerio Público, se dispuso:



“En oficio N°UCS-0240-MP-2018 del 21 de agosto de 2018, dirigida a la licenciada Emilia Navas Aparicio, Fiscala General de la República, la licenciada Mayela Pérez Delgado, Fiscala Adjunta de la Unidad de Capacitación y Supervisión del Ministerio Público, solicitó: 



 



“(…) 



 



Solicito se gestione ante el Consejo Superior la autorización para que las personas funcionarias del Ministerio Público puedan asistir al curso LESCO I y II.  



 



Como es de su conocimiento, el curso es gestionado por el Departamento de Gestión Humana del Poder Judicial, con el objetivo de cumplir con lo ordenado por la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia en la resolución 2017-09630 del 23 de junio de 2017, a través de la cual declaró con lugar el recurso de amparo interpuesto por una persona usuaria externa con una condición de discapacidad auditiva e impuso como obligación al Ministerio Público coordinar "la capacitación del personal necesario con el fin de brindar atención oportuna a las personas con discapacidad auditiva". 



 



La capacitación se llevará a cabo en las instalaciones de la Universidad de Costa Rica, sede Rodrigo Facio, dará inicio en el mes de septiembre y concluirá en el mes de diciembre, ambos del año 2018. Esta acción formativa tendrá una duración de catorce días, asistiendo a lecciones un día a la semana, con un horario de 08:00 horas a 15:00 horas. 



 



 



 



Las fechas de los cursos son las que se indican a continuación: 



 



 



LESCO I



Sesión



Grupo 02



 



 



 



1



07 de setiembre de 2018



2



14 de setiembre de 2018



3



21 de setiembre de 2018



4



28 de setiembre de 2018



5



05 de octubre de 2018



6



12 de octubre de 2018



7



19 de octubre de 2018



 



 



 



 



 



LESCO II



Sesión



Grupo 02



1



26 de octubre de 2018



2



02 de noviembre de 2018



3



09 de noviembre de 2018



4



16 de noviembre de 2018



5



23 de noviembre de 2018



6



30 de noviembre de 2018



7



07 de diciembre de 2018



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Las personas participantes son las siguientes:  



 



 



NOMBRE 



CÉDULA DE 



IDENTIDAD 



OFICINA 



Grupo 



 



Irene Chacón Madrigal  



  106590101 



Área de Valoración Psicosociolaboral Unidad de 



Capacitación y Supervisión 



2 



 



 



 



 



 



José David Solano Méndez 



  304890808 



 



Fiscalía Adjunta de Cartago 



2 



 



Anais Aguilar Alvarez 



 



117030179 



Unidad Administrativa del 



Ministerio Público 



2 



 



Steven Eduardo Hernández Cordero 



  112330687 



Unidad Administrativa del Ministerio Público 



2 



 



Andrea Ulate Porras 



 



205700704 



Oficina de Atención y Protección 



a la Víctima del Delito 



2 



 



 



 



 



 



Se solicita permiso con goce de salario, sin sustitución y viáticos en los casos estrictamente necesarios para las personas participantes. Las personas que se encuentran en la lista, cuentan con el visto bueno de sus respectivas jefaturas. 



 



(…)” 



-0- 



 



Se acordó: Acoger la gestión presentada por la licenciada Mayela Pérez Delgado, Fiscala Adjunta de la Unidad de Capacitación y Supervisión del Ministerio Público, en consecuencia: 1.) Autorizar la participación, sin sustitución y pago de viáticos en los casos estrictamente necesarios, a las personas de la lista trascrita, para que asistan al curso de LESCO I y II, una vez por semana en las instalaciones de la Universidad de Costa Rica, sede Rodrigo Facio, con un horario de las 08:00 horas hasta las 15:00 horas, iniciando en el mes de setiembre y hasta diciembre de 2018. Lo anterior, siempre y cuando se minimice la afectación del servicio público a cargo de las personas a quienes se les autoriza participar, lo cual implica que darán prioridad a la atención de los asuntos urgentes relacionados con sus funciones en el Poder Judicial y que por ningún motivo se podrán suspender audiencias previamente señaladas. 2.) En virtud de la importancia del contenido de la capacitación a recibir, deberá las personas participantes coordinar lo necesario, a fin de transmitir los conocimientos adquiridos al equipo de trabajo del cual forma parte, en lo que les pueda ser de beneficio en el cumplimiento de sus labores, según los requerimientos institucionales. 3.) Indicar a los y las participantes, que la inasistencia a la actividad de referencia, deberá justificarse directamente ante los organizadores y no ante este Consejo. 



 



La Dirección de Gestión Humana y los despachos interesados, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara este acuerdo firme.” 



 



 



Indica doña Mayela que la propuesta de la Dirección de Gestión Humana ya fue puesta en conocimiento del Consejo Superior, el cual la conoció en sesión 58-19 de 27 de junio de 2019, Artículo XLVI, en el que se dispuso:



“La máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina, las licenciadas Waiman Hin Herera, Subdirectora interina y Cheryl Bolaños, Jefe interina de Gestión de la Capacitación, todas de Gestión Humana, en oficio N° 158-CAP-2019 del 17 de junio de 2019, informaron lo siguiente: 



 “Dando seguimiento a una consulta que realizó este Subproceso de Gestión de la Capacitación en diciembre del año 2017, practicada a las 267 personas servidoras judiciales que a esa fecha contaban con la formación básica de 160 horas en lengua de señas costarricense y que habían cursado los cuatro módulos del programa impartido desde el año 2008 hasta el 2015, y con el fin de validar la efectividad de la formación traducida en el servicio que se presta a esta población y proponer mejoras, se realiza el presente diagnóstico. 



 



Asimismo, justifica el presente estudio el voto de la Sala Constitucional número 2017-009630, del 23 de junio del 2017, que establece que por ausencia de personal capacitado en lengua de señas dentro del Ministerio Público y el Organismo de Investigación Judicial, las personas con discapacidad auditiva han encontrado limitaciones en términos de servicio que no les permiten el acceso pleno y efectivo a la justicia.  



Con la finalidad de que sea debidamente aprobado por ese órgano superior, se rinde el informe solicitado. Se adjunta resumen ejecutivo de este diagnóstico en la página N° 4. 



Es importante indicar que la propuesta resultante del presente análisis fue debidamente validada el pasado 26 de marzo del 2019, se expuso el análisis conclusivo de la presente investigación a la señora Damaris Vargas Vásquez de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y de Personas en Situación de Discapacidad, señora Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia; y al señor Erick Alfaro Romero, Contralor de servicios. Asimismo se expuso formalmente ante la Comisión de Acceso a la Justicia en sesión N° 03-2019 del 4 de abril del 2019, artículo II.” 



- 0 - 



Seguidamente se transcribe del citado informe las recomendaciones y la propuesta de capacitación: 



“(…) 



7.   RECOMENDACIONES 



7.1          . Se considera necesario fortalecer el programa actual de comunicación básica en lengua de señas costarricense; por tanto, extender la cantidad de módulos de cuatro a seis con 40 horas cada uno, eso resulta un total de 240 horas.  



Es importante mencionar que las personas formadas en un programa básico de lengua de señas quedan facultadas para comunicarse con un nivel básico de fluidez con la persona usuaria sorda en una recepción o plataforma de atención. La interpretación y traducción a personas participantes en procesos judiciales formales como audiencias, corresponde tramitar el requerimiento por parte de las oficinas y despachos judiciales directamente de peritos oficiales. 



 



Para la escogencia de estas personas se debe aplicar el perfil establecido por parte del Subproceso Gestión de la Capacitación, así, las características que deben poseer las personas aspirantes deben ir orientadas a ser una persona colaboradora, con vocación de servicio, con gran sensibilidad hacia las necesidades de los demás, habilidad de comunicación verbal y no verbal.   



7.2          . Según disponibilidad presupuestaria, ofrecer el programa de comunicación básica en lengua de señas costarricense en cada cabecera de provincia. En virtud de que esta necesidad está en función a la cantidad de personas que laboran en cada provincia, considerar que el 65% de la población se concentra en San José y por tanto, se debe aumentar proporcionalmente la cantidad de cupos para la capital. 



7.3          . Para las dependencias que se sitúan en circuitos judiciales, especializar al menos a dos personas clave para que éstas sean quienes reciban a la persona usuaria con discapacidad auditiva (Administraciones, Contraloría de Servicios, etc.). Estas servidoras o servidores deben estar dispuestos a colaborar con otras oficinas o despachos contiguos, según se le requiera y recibir actualizaciones y perfeccionamientos periódicos. 



Éstas deben contar con la aprobación completa del programa de comunicación básico de Lesco constituido por seis módulos. Asimismo, por medio de procesos formales de escogencia a cargo de la Unidad de Acceso a la Justicia, gradualmente y de conformidad con la disponibilidad presupuestaria, la institución vaya certificando profesionalmente como intérpretes a estas personas claves. 



7.4          . Considerando el 49,46% de personas encuestadas que manifestaron nunca haber recibido en sus oficinas o despachos a una persona con discapacidad auditiva, es importante analizar opciones de tecnología para esas dependencias donde la atención a personas con discapacidad auditiva resulta infrecuente. La institución debe valorar la implementación de softwares especializados con personas traductoras en línea y/o sistemas informáticos de apoyo. 



Respecto del restante 50,54% de oficinas o despachos que en su mayoría atienden mensualmente entre una y cinco personas usuarias sordas, diferencian cuatro dependencias que señalan recibir más de 6 personas mensualmente, a saber: Recepción de Denuncias O.I.J, Contraloría de Servicios de Primer Circuito Judicial de San José, Juzgado de Violencia Doméstica de Turno Extraordinario de San José y Departamento de Medicina Legal. Se sugiere brindar atención especial a estas dependencias en cuanto a la necesidad de capacitar mayor cantidad de personas en lengua de señas



 



7.5          . Realizar refrescamientos y actualizaciones a las personas que ya han aprobado el programa completo de lengua de señas, con actividades de práctica y sensibilización una o dos veces al año.  



7.6          . Las capacitaciones formales en lengua de señas costarricense (Lesco) ofrecidas a personal judicial deben contener, adicional al dominio de las señas, la temática de sensibilización, protocolos de servicio para la población sorda y señas en expresiones jurídicas.    



Igualmente, para la selección de las personas participantes considerar el perfil de entrada y salida que se determinó en el estudio consulta que realizó este Subproceso Gestión de la Capacitación en diciembre del año 2017, practicado a las personas servidoras judiciales que cuentan con la capacitación básica en Lesco, módulos del I al IV. (Ver Anexo 2). 



 



7.7          . En estos momentos el Subproceso Gestión de la Capacitación está desarrollando dos cursos virtuales denominados “Derechos Humanos de las personas con discapacidad” y “Promoción de la autonomía personal de las personas con discapacidad”, recurso de gran valor para capacitar a toda la población judicial. Se recomienda que estos cursos se establezcan con carácter obligatorio para la población que se forma en los programas de lengua de señas costarricense. 



7.8          . Que la Subcomisión de Acceso a la Justicia de personas en situación de discapacidad y la Unidad de Acceso a la Justicia asuman el mantenimiento, actualización y divulgación de la lista oficial de personas capacitadas en lengua de señas costarricense (Lesco), así como el control y seguimiento de las actualizaciones y refrescamientos de quienes ya están capacitados. Esta lista debe aclarar quienes son personas intérpretes y quienes están en condición de brindar un apoyo básico, pero no de interpretación. 



Que se realicen las acciones necesarias para aumentar la cantidad de señalizadores visuales y escritos que existen en los edificios del Poder Judicial, para orientar de mejor manera a la población sorda a dirigirse hacia los despachos de su requerimiento.  



Que se validen otros métodos de atención a la población que no maneja la lengua de señas Lesco ni sabe escribir. Igualmente valorar la implementación de softwares especializados con personas traductoras en línea y/o sistemas informáticos de apoyo. Es importante que la Comisión gestione los recursos económicos que la institución requiere para brindar un servicio público de calidad a las personas con discapacidad, incluido personal capacitado y alternativas accesorias. 



 



Que de acuerdo con las necesidades que presenta la población usuaria con discapacidad, determine y gestione los procesos de sensibilización requeridos que deben obtener las personas servidoras judiciales.   



7.9          . Que la Contraloría de Servicios complemente este diagnóstico de necesidades de capacitación interna, con un estudio de identificación de necesidades o deficiencias del servicio judicial prestado a la persona usuaria con discapacidad auditiva, practicado directamente con esta población; lo anterior con fines de mejoramiento de la calidad de nuestro servicio, desarrollo y reforzamiento de la capacitación institucional. 



7.10       . Que la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, Subcomisión de Acceso a la Justicia de personas en situación de discapacidad, Unidad de Acceso a la Justicia y la Contraloría de Servicios elaboren de manera participativa con la comunidad sorda, un “Protocolo de atención a las personas con discapacidad” que contenga los pasos a seguir para brindar el servicio adecuado a las diferentes poblaciones con discapacidad.  



Que promuevan acciones periódicas que procuren el mantenimiento y actualización de los conocimientos adquiridos para las personas servidoras judiciales que han sido capacitadas en la lengua de señas, de manera que se lleven a cabo en todos los circuitos judiciales actividades o conversatorios que sirvan de práctica para reforzar el conocimiento alcanzado. 



Asimismo, definir la prioridad de cuáles oficinas o personas debe brindárseles la formación en lengua de señas costarricense y otras capacitaciones afines, a partir de las necesidades institucionales. 



8.   PROPUESTA DE CAPACITACIÓN 



Con el fin de desarrollar y potenciar las habilidades de atención en el servidor judicial, facilitar el acceso a la justicia sin actos de discriminación, e identificar la lengua de señas como un derecho que le permite interactuar en sociedad a la persona sorda, se presenta el siguiente cuadro de requerimientos de capacitación. La anterior propuesta constituye una guía para dirigir los planes de capacitación del Subproceso de Gestión de la Capacitación de la Dirección de Gestión Humana. 



Para validar la propuesta resultante, el pasado 26 de marzo del 2019 se expuso este análisis conclusivo ante la señora Damaris Vargas Vásquez de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y de Personas en Situación de Discapacidad, señora Melissa Benavides Víquez, Coordin Deliberando respecto de la presentación de los resultados, se comentan a nivel de sugerencias algunos puntos importantes a saber:  



 



-                 Incluir incentivos adicionales no monetarios a las personas que se capaciten en LESCO, asociado a evaluación del desempeño por la vocación de servicio; e inclusive, en los ascensos. 



-                 Evidenciar en los indicadores de gestión que construya la Dirección de Planificación en los despachos rediseñados el tiempo invertido en el servicio de LESCO a personas usuarias de la oficina donde labora u otra del mismo Circuito. 



-                 Verificar que las oficinas cumplan con el perfil requerido para las personas que sean capacitadas en LESCO para atender a personas usuarias.  



-                 Priorizar la capacitación en personas que estén en propiedad en la Institución y con mayor estabilidad para administrar los riesgos de movilidad de personal; aunada la vocación de servicio. 



-                 Indagar sobre soluciones tecnológicas para el nuevo sistema que desarrolla TI pues los costos de capacitar a las personas servidoras judiciales son muy altos, los reportes de servicio no efectivo son muy altos; y a eso hay que sumar la rotación de personal y la necesidad de mantener la actualización lo cual incrementa los costos. 



-                 Trasladar a Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas en situación de Discapacidad la solicitud que se hace de crear un protocolo de atención a esa población para tener certeza de la forma correcta en que debe atenderse. 



-                 En relación con las recomendaciones del estudio, se sugiere que los procesos formales de escogencia de personas a capacitar no deben estar a cargo de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas en situación de Discapacidad, sino por la Dirección de Gestión Humana en coordinación con dicha Subcomisión e inclusive la Comisión Institucional de Empleabilidad. 



-                 Asociar la propuesta al Programa de Lenguaje Democrático que desarrolla CONAMAJ con ocasión de la implementación de la Política de Justicia Abierta. 



-                 En las recomendaciones que se plantean para la realización de acciones por parte de la Contraloría de Servicios, Comisión de Acceso a la Justicia y Subcomisión, se sugiere que tales funciones se hagan descansar en la Dirección de Gestión Humana, la Unidad de Acceso a la Justicia y la Contraloría de Servicios, en coordinación de ser necesario con la Comisión de Acceso a la Justicia, la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas en Situación de Discapacidad y la Comisión Institucional de Empleabilidad, pues las Comisiones y Subcomisiones no son oficinas permanentes. 



 



 



adora de la Unidad de Acceso a la Justicia; y al señor Erick Alfaro Romero, Contralor de servicios. 



 



-                 Comenta don Erick Alfaro que respecto a la delegación de obligaciones expuestas en las recomendaciones del presente informe, en las Comisiones y Subcomisiones no se pueden operativizar funciones pues éstas carecen de recurso humano disponible para ejecutarlas. Referente, doña Cheryl Bolaños indica que de este estudio resultan funciones importantes que debe definirse claramente a cargo de quién estarán, y quienes deben dar los seguimientos correspondientes. 



-                 Menciona don Erick Alfaro que los resultados del informe reflejan que las jefaturas que participaron en el proceso manifiestan que la actual capacitación no está siendo tan efectiva como se demanda, considera oportuno realizar un análisis de costo-beneficio para determinar si la capacitación en Lesco a personas servidoras judiciales es lo más conveniente, o se requieren otras alternativas de solución como apoyo de softwares u otros. 



-                 Comenta doña Melissa Benavides que, en virtud de tantas acciones que se están derivando del estudio expuesto y de la necesidad de mejorar el servicio público a la persona usuaria con discapacidad, conviene hacer un plan de implementación gradual para ir ejecutando lo correspondiente. 



-                 Informa doña Cheryl Bolaños que este informe finalmente debe presentarse ante el Consejo Superior. Solicita doña Damaris Vargas que previo se expongan estos resultados ante la Comisión de Acceso que se reunirá el próximo jueves 4 de abril. Se acuerda presentar los resultados ante la Comisión de Acceso. 



Según lo acordado, en sesión N° 03-2019 del 4 de abril del 2019, artículo II, el Subproceso Gestión de la Capacitación también expuso los resultados ante la Comisión de Acceso a la Justicia. Literalmente se expone lo derivado de dicha sesión: 



“El estudio se realiza debido a que se detectó que hay personas capacitadas por la institución en LESCO que, por diferentes motivos, no podían atender a las personas usuarias que requieren este apoyo para ser orientadas con respecto a los diferentes servicios que brinda el Poder Judicial. 



Como uno de los puntos analizados, se consideró que la capacitación en LESCO tal vez no es la mejor opción para el Poder Judicial, ya que no se ha estipulado controles para dar seguimiento a las personas capacitadas, en lo referente al lugar donde se ubican (por modificaciones en nombramientos, entre otros) y al estado de los conocimientos adquiridos, ya que no se ha considerado la necesidad de practicarlos. Aunque se aclara que por voto de la Sala Constitucional, el Organismo de Investigación En función de lo anterior, se acordó que se iba a realizar un diagnóstico situacional para conocer el estado de la cuestión. Se identificaron las oficinas donde efectivamente se han atendido a personas sordas y, como hallazgo, hay una gran cantidad de despachos que nunca ha tenido que recibir a una persona en esa condición. 



Nora Lía Mora apunta que el objetivo es brindar esa orientación inicial que es de suma importancia, por lo que se trata de un dato que puede medirse por la calidad y no por la cantidad. 



Allan Pow Hing propone solicitar a la Dirección de Tecnología de la Información (TI) que se incluya en el sistema si el despacho cuenta con persona capacitada en LESCO, principalmente pensando en la sostenibilidad de la medida en el tiempo, porque el mantenimiento manual no es viable. Las Administraciones Regionales tienen el deber de alimentar esa base de datos y actualizarla. Se recomienda que esta medida sea para uso interno y que la Contraloría de Servicios tenga conocimiento de la información. 



Debido a que surgió el tema, Marielos Gamboa aclara que es necesario diferenciar las figuras de intérprete y de personas capacitadas en LESCO, pues los objetivos son distintos. 



 



Se acuerda: 



1.             Se da por recibido el informe por parte de la Sección de Capacitación de la Dirección de Gestión Humana. 



2.             Acoger las propuestas planteadas en su totalidad. 



3.             La Unidad de Acceso a la Justicia se reunirá con TI para efectuar propuestas de mejora al sistema Gio, con el fin de contar con un sistema tecnológico o página web que garantice la sostenibilidad de la herramienta para guardar y procesar la información. 



4.             La Unidad de Acceso a la Justicia efectuará una campaña para divulgar los acuerdos y compromisos referentes a este tema. 



5.             La Dirección de Gestión Humana, en conjunto con Contraloría de Servicios, depurará la lista actual de personas capacitadas en LESCO.” 
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Judicial (OIJ) y el Ministerio Público (MP) deben contar con personas capacitadas en LESCO. 



 



 



PROPUESTA DE CAPACITACIÓN PROGRAMA DE COMUNICACIÓN EN LENGUA DE SEÑAS 



COSTARRICENSE (LESCO) 



 



 



 



# 



 



Función del puesto  



Asociada 



 



 



Competencia asociada 



 



Acciones formativas sugeridas 



 



 



Población 



 



Contenidos Básicos 



1.



Brindar un servicio 



público 



Servicio de calidad 



Curso virtual 



“Derechos 



Humanos de las 



Toda la población 



judicial 



*	Introducción 

*	Accesibilidad 

*	Clasificación de 



2.



Brindar un servicio público ágil, oportuno y de calidad a las y los usuarios internos y externos de           la 



institución. 



 



Servicio de calidad 



Curso virtual “Derechos Promoción de la autonomía personal de las personas con discapacidad 



*curso en proceso de construcción 



Toda la población judicial 



*	Abordaje Histórico 

*	“Normalidad” 

*	Los derechos humanos 

*	Personas 



con discapacidad 



*	Ejemplos 



 



3.



Brindar un servicio público ágil, oportuno y de calidad a las y los usuarios internos y externos de           la 



institución. 



 



Servicio de calidad 



Taller presencial Sensibilización en atención de personas con discapacidad 



Personal que atiende público 



*	Ley N° 7600 y N° 8661 

*	Interacción con personas con discapacidad: visual, auditiva e intelectual 

*	Pautas para la atención de personas con discapacidad 



 



4.



Brindar un servicio público ágil, oportuno y de calidad a las y los usuarios internos y externos de           la 



institución. 



 



Servicio de calidad 



Programa de comunicación básica en lengua de señas costarricense (Lesco), niveles I al IV, módulos de 40 horas cada uno, 240 horas total  



Personal que atiende público 



*	Psicosociología de la población sorda  

*	Protocolo de atención a la persona sorda 

*	Términos judiciales en Lesco 

*	Adquisición de los conocimientos y competencias fundamentales de comunicación 



en Lesco 



5.



Brindar un servicio público ágil, oportuno y de calidad a las y los usuarios internos y externos de           la 



institución. 



 



Servicio de calidad 



Refrescamientos y actualizaciones en lengua de señas costarricense (Lesco) 



Personas que ya han concluido el programa de comunicación básica en Lesco 



*	Psicosociología de la población sorda  

*	Protocolo de atención a la persona sorda 

*	Términos judiciales en Lesco 

*	Actualizaciones 

*	Prácticas presenciales 



6.



Brindar un servicio público ágil, oportuno y de calidad a las y los usuarios internos y 



externos 



Servicio de calidad 



Certificación en interpretación de la lengua de señas costarricense (Lesco) 



Personas que ya han concluido el programa de comunicación básica en Lesco, ubicadas en los circuitos 



judiciales o 



*	Psicosociología de la población sorda  

*	Protocolo de atención a la persona sorda 

*	Términos judiciales en Lesco 



 



 



ANEXO NO. 1



CUESTIONARIO APLICADO 



DIAGNÓSTICO DE NECESIDADES DE CAPACITACIÓN QUE REQUIERE EL PERSONAL JUDICIAL SOBRE EL USO DEL LENGUAJE DE SEÑAS 



COSTARRICENSE (LESCO) 



DIRIGIDO EXCLUSIVAMENTE A JEFATURAS INSTRUCCIONES GENERALES:   



 La institución ha realizado grandes esfuerzos y ha logrado graduar en el programa de formación en la lengua de señas costarricense (Lesco) a 248 personas distribuidas en todos los circuitos judiciales del país. Estas servidoras y servidores han aprobado cuatro módulos de 40 horas cada uno, los cuales les facultan para comunicarse de manera fluida con la persona sorda.  



 



Con este instrumento se pretende recabar información valiosa respecto de las         necesidades de capacitación en Lesco que tienen las y los servidores, lo anterior con intención de fortalecer el servicio que brinda el Poder Judicial a la población sorda y avanzar en el cumplimiento de la Le7600 y la resolución de la Sala Constitucional N° 2017-009630, del 23 de junio del 2017.   



Conteste las preguntas ubicándose en el contexto de la oficina donde labora en este momento. De no haber presenciado personalmente la atención de una persona con discapacidad auditiva, por favor consulte con su equipo de trabajo para completar los diferentes ítems, de manera que en este cuestionario refleje la experiencia del personal de su oficina o despacho, no únicamente sus experiencias. 



Tome en cuenta que el llenado de este formulario no constituye un compromiso de capacitación, pero servirá de base para la toma de decisiones con respecto a la capacitación en el tema. 



En caso de consultas por favor comunicarse con Alexandra Madriz Sequeira, al correo electrónico: amadriz@poder-judicial.go.cr, número telefónico: 2295-4421.    



 



 



 



 



Notificaciones (correo electrónico y número telefónico): 



1.	¿Su oficina o despacho actual, cuenta con alguna persona servidora que ha aprobado el programa de formación en la lengua de señas costarricense (Lesco), es decir los cuatro niveles del programa (Nivel I, II, III y IV)? 



 



( ) SI  completó los cuatroniveles



( ) NO completó ningún nivel 



( ) Completó uno o más niveles ¿Cuántos?                                                                           



 



7600 y la resolución de la Sala Constitucional N° 2017-009630, del 23 de



junio del 2017.   



Conteste las preguntas ubicándose en el contexto de la oficina donde labora en este momento. De no haber presenciado personalmente la atención de una persona con discapacidad auditiva, por favor consulte con su equipo de trabajo para completar los diferentes ítems, de manera que en este cuestionario refleje la experiencia del personal de su oficina o despacho, no únicamente sus experiencias. 



Tome en cuenta que el llenado de este formulario no constituye un compromiso de capacitación, pero servirá de base para la toma de decisiones con respecto a la capacitación en el tema. 



En caso de consultas por favor comunicarse con Alexandra Madriz Sequeira, al correo electrónico: amadriz@poder-judicial.go.cr, número telefónico: 2295-4421.    



Nombre: 



Sexo: 



Puesto:



Oficina: 



Tiempo de servicio en la jefatura actual:



Circuito: 



Provincia: 



Ámbito



 



                   2. De existir, ¿Cuántas personas de su oficina o despacho han completado los cuatro        



niveles del programa de formación en la lengua de señas costarricense (Lesco)? 



( )0, 1, 2, 3, 4 o más 



3. De existir alguna persona en su oficina o despacho capacitada en Lesco, ¿dónde recibió la capacitación?  



( ) Capacitación financiada por el Poder Judicial 



( ) Por cuenta propia en Universidad de Costa Rica 



( ) Por cuenta propia en Universidad Estatal a Distancia 



( ) Por cuenta propia en ASCODI (Asesoría y consultoría en Discapacidad) 



( ) Por cuenta propia en ANASCOR (Asociación Nacional de Sordos)



( ) Otro. Especifique                                                                



( ) No hay personas capacitadas en esta oficina 



4. De existir alguna persona en su oficina o despacho capacitada en Lesco, ¿ésta ha recibido por parte de la institución o por su propio interés algún tipo de refrescamiento o actualización en la lengua? 



                                            



                                         (  )  SI



 



                                          ( ) NO 



( ) No hay personas capacitadas de esta oficina 



5. ¿Cuál es la frecuencia mensual que su oficina o despacho atiende a alguna persona usuaria con discapacidad auditiva? 



( ) Ninguna persona



 



( ) 1 a 5personas



 



( ) 6 a 10 personas



 



( ) 11 a 15 personas



 



( ) 16 o más personas



 



6. ¿En caso de haber atendido usted o algún colaborador o colaboradora de su oficina o despacho a una persona sorda, pudo comunicarse en forma clara para satisfacer su necesidad? 



(  ) SI 



( ) NO. Especifique                                                                 



( ) Nunca han presenciado la atención a una persona sorda 



 



7. Generalmente ¿quién ha brindado la atención a la persona 



 



sorda?



 



 



( ) Personal de la misma oficina 



( ) Personal de la Contraloría de Servicios 



( ) Personal judicial de otro despacho que conoce la lengua Lesco 



( ) Persona intérprete  



( ) Le han dejado de atender por no poder comunicarse 



( ) Su oficina nunca ha atendido a una persona sorda 



 



8. ¿Existen carteles, letreros, flechas o indicaciones visuales adecuadas para orientar a las personas sordas a dirigirse hasta su oficina o despacho para realizar el trámite que ofrece esa dependencia?



 



(  ) Sí



(  ) NO 



                                        



(  ) Insuficientes  



 



7.   De las siguientes alternativas, ¿cuál considera usted que podría facilitar la atención a las personas usuarias con discapacidad auditiva? 



( ) Capacitar a una o más personas de su oficina o despacho en el programa de formación en Lesco (4 niveles de 40 horas cada uno) 



( ) Actualizar por medio de la práctica del lenguaje a quienes ya terminaron los cuatro niveles del programa 



( ) Una persona calificada como intérprete que brinde apoyo por circuito judicial 



( ) Softwares especializados con personas traductoras en línea    



 



( ) Otra alternativa. Detalle                                                                  



10. ¿Considera que nuestra institución realiza los esfuerzos necesarios para brindar un trato inclusivo y de calidad hacia las personas con discapacidad auditiva? 



(  ) SI    



(  ) NO (Justifique)                                                                



11. ¿Conoce que hay una lista de servidores y servidoras judiciales que se han capacitado en Lesco y está disponible por circuito desde la Contraloría de Servicios? 



SI (  ) 



                                          NO (  ) 



 



12. ¿Conforme a la demanda de personas usuarias sordas que se atienden en su oficina o despacho, la ubicación física, cargas de trabajo y demás características de su dependencia, cuenta el personal con disponibilidad para capacitarse en la lengua de señas costarricense, Lesco?  



(  ) SI 



(  ) NO 



13. ¿Usted o alguna persona de su oficina que aprendió Lesco, tiene interés en participar en talleres de refrescamiento o práctica, dirigidos por facilitadores o facilitadoras sordas? 



( ) SI 



( ) NO 



( ) No hay personas capacitadas de esta oficina 



 



14. ¿Con la finalidad de mejorar la atención a las personas sordas, considera adecuada la existencia de un protocolo de atención a la persona sorda? 



 



( ) SI 



( ) NO 



 



15. Tiene alguna sugerencia o comentario adicional que estime relevante para fortalecer la atención a la persona sorda. Detalle aquí. 
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ANEXO N° 2



CONSULTA EFECTIVIDAD DE FORMACIÓN EN LESCO 2017 



 







 



 



(…)” 



Microsoft Word 97 - 2003 Documento
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Se acordó: Tomar nota del informe presentado por la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina, las licenciadas Waiman Hin Herera, Subdirectora interina y Cheryl Bolaños, Jefe interina de Gestión de la Capacitación, todas de Gestión Humana, mediante oficio N° 158-CAP-2019 del 17 de junio de 2019, referente al diagnóstico de necesidades en lengua de señas costarricense (Lesco). Se declara acuerdo firme.” 



 



 



Expone la integrante Pérez su preocupación pues el Ministerio Público tiene una población muy flotante, lo mismo que el OIJ. De igual forma, el perfil de las personas que atiendan esa población es particular y no cualquier persona lo tiene. Agrega, el diagnóstico que presentó GH al Consejo Superior es el de necesidades no el situacional, y agrega, las capacitaciones se han desarrollado del 7 de setiembre de 2018 al 5 de julio de 2019, como consecuencia del voto de la Sala Constitucional. Los cursos se contrataron con la Universidad de Costa Rica con la colaboración de la Dirección de Gestión Humana.



Las integrantes María Felicia y Damaris Vargas indican que mostraron oportunamente su disconformidad con el planteamiento de GH sobre las funciones que se asignaban a la Subcomisión, considerando que no se tiene la capacidad debido a que esta Subcomisión no funciona de manera permanente.



El integrante Wilberth Kidd comparte la posición y solicita se gestione de esa manera considerando su impacto en diferentes ámbitos como evaluación de desempeño. Agrega, algunos edificios si tienen esos señalizadores como Guadalupe, Jicaral, sobre todo los más nuevos.



Damaris Vargas señala que la capacitación debe darse a todas las personas servidoras judiciales; sin embargo, considerando los costos y tiempo de implementación, es necesario indagar sobre opciones virtuales accesibles con la colaboración de TI.



El integrante Otto Lépiz refiere a la situación que se presenta con personas traductoras en lesco quienes no están debidamente capacitados.



 



SE ACUERDA: 1° Se toma nota del acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión 58-19 de 27 de junio de 2019, Artículo XLVI, en el que toma nota del Oficio N° 158-CAP-2019 del 17 de junio de 2019 presentado por la Dirección de Gestión Humana. 2° Solicitar al Consejo Superior se declare obligatoria para toda la población judicial los cursos “Derechos Humanos de las personas con discapacidad” y “Promoción de la autonomía personal de las personas con discapacidad” y que se ejecuten gradualmente. Priorizar a las personas servidoras judiciales quienes atienden público directamente y después a las demás. 2° En relación con la capacitación en lenguaje de señas costarricense, solicitar al Consejo Superior se disponga se priorice la capacitación a las personas quienes laboran en el Ministerio Público y el OIJ en seguimiento de la resolución emitida por la Sala Constitucional en voto 9630-2017 de 23 de junio de 2017, con la colaboración de Gestión Humana, dando continuidad a las actividad de capacitación que ya han ido desarrollando en 2018 y lo que va de 2019; además, se amplíe al resto de personas servidoras judiciales. Sobre esto último, para una mayor efectividad y considerando el costo de oportunidad de ejecutar tal medida, instar al Consejo Superior solicite a la Dirección Tecnología de la Información priorice el desarrollo o adquiera una alternativa de software que haga la traducción del lenguaje de señas según los requerimientos de las personas usuarias internas y externas. 3° Se declara firme este acuerdo por unanimidad para su ejecución. Comuníquese al Consejo Superior, Direcciones de Gestión Humana, Ejecutiva, Planificación, Escuela Judicial, Tecnología de la Información, Organismo de Investigación Judicial, Ministerio Público, Defensa Pública, Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, Consejo de la Judicatura, Consejo de Personal y Unidad de Acceso a la Justicia.-



 



 



Sin otro particular, con estima y consideración,..”



 



 



Resume de hallazgos y recomendaciones capacitación de Lenguaje en señas Costarricense LESCO,2017



En el año 2017 se aplicó un instrumento de consulta con el objetivo de Analizar el proceso de capacitación en el Lenguaje de Señas Costarricense LESCO cursado por 267 personas de los ámbitos Administrativo, Jurisdiccional y Auxiliar de Justicia en el periodo del 2008 al 2015, con el fin de verificar mejoras en el proceso; ya sea con ampliación de los módulos o mediante la actualización y el refrescamiento.



 



Estas personas concluyeron con éxito los niveles I, II, III y IV que fueron los aprobados como los requeridos para un proceso de capacitación adecuado y el cual fue avalado por el Consejo Superior en la sesión N°70-09 del veintiuno de julio del dos mil nueve, en el artículo XXXII.



 



El instrumento aplicado a estas personas buscaba obtener la información necesaria para validar el proceso que se había realizado años atrás en esta formación, pretendía también mejorar la experiencia en el siguiente proceso de contratación.



Del análisis realizado se identificaron algunos hallazgos según lo indicado por 112 personas que completaron el cuestionario. En términos generales se identificó que del total entrevistado un 38% indicó que había utilizado los conocimientos adquiridos en 1 o 3 ocasiones y 34% aseguro haberlo utilizarlo igual o más de seis veces colaborando con en la atención básica logrando el objetivo del proceso de aprendizaje. 



Cuando se les consultó sobre la eficacia de los contenidos estudiados en el curso y si fue ampliamente abarcado los aspectos básicos de Lesco, se pudo observar que, pese a que fue sumamente enriquecedor el proceso y la experiencia, externaron la necesidad de profundizar más y tropicalizarlo a la realidad institucional, con mayor retroalimentación para mejora y actualización de los conocimientos.



 



La gran mayoría de persona participantes también consideró que se desarrollaron dinámicas grupales adecuadas y que se aplicaron técnicas que propiciaron la participación del grupo de trabajo.



Un gran vacío en la capacitación de LESCO realizada fue el seguimiento, ya que más del 98% de personas participantes indican que es necesario para poder implementar lo aprendido, estar en constante reforzamiento, dar continuidad al aprendizaje mediante casos prácticos para realimentar con las demás personas participantes y contar con material didáctico para consulta y repaso. Esto por cuanto la inversión que representa para el Poder Judicial, no sería aprovechado de la mejor forma. 



Se rescató también lo valioso de colaborar con la población al poder brindar un adecuado acceso a la justicia y la satisfacción que esto conlleva para la persona colaboradora.



Mas del 95% consideraba importante retomar el proceso de aprendizaje de LESCO, pero solo el 79.5% indica que puede hacerlo, algunas personas indican que por cargas laborales o permisos de la jefatura se les dificultaba retomarlo.



 



Por lo anteriormente descrito, en el informe realizado se contemplaron algunas recomendaciones para futuras capacitaciones en Lenguaje de señas costarricense, a continuación, se detallan las más importantes:



 



*	En los procesos de formación iniciar por los aspectos básicos de LESCO (cultura de la población, errores a la hora de comunicarse, entre otros) 

*	Como primer aspecto del proceso de formación, considerar la sensibilización al compartir con población sorda.

*	Las personas facilitadoras deben familiarizarse con términos judiciales para que las aborden en las sesiones de trabajo. 

*	Realizar procesos de refrescamiento y actualización a las personas que fueron capacitadas en LESCO.

*	Como mínimo, deben participar dos personas facilitadoras en cada sesión; y una de estas personas debe ser sorda.

*	El material que se facilita a las personas participantes para el estudio debe incluir contenido visual, referencia de videos e información básica que aporte como material de repaso.  Y, además, como material de referencia para alguna situación que se les presente. 

*	Énfasis en la expresión facial como parte de la comunicación.

*	En los grupos de refrescamiento o actualización debe participar solo población del Poder Judicial para el análisis de situaciones que se dan en común. 

*	Se deben buscar medios institucionales para la colaboración a oficinas donde no estén personas formadas en LESCO (video llamada).

*	Posibles limitaciones en la comunicación (que la persona sorda no hable LESCO, no sepa leer o cualquier otra situación que se deba contemplar)

*	Implementar las bases del aprendizaje para adultos en cada proceso formativo. 

*	Capacitar en mínimo VII niveles de LESCO a las personas que inicien el proceso.

*	Trabajar en conjunto con la Contraloría de servicios del Poder Judicial y con la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial para validar las nuevas personas por capacitar y el seguimiento oportuno a esta población. 

*	Debe asignarse una oficina responsable de dar seguimiento a las personas formadas. El seguimiento que ofrece Gestión Humana depende de los Recursos que se asignen.

*	La Subcomisión de Acceso a la Justicia debe girar las directrices necesarias para que la institución se dote de intérpretes en LESCO

*	Aclarar en el certificado que se emite a las personas participantes, que no son intérpretes, que el conocimiento adquirido es para brindar apoyo básico a personas sordas. 

*	Que el curso virtual que está desarrollando Gestión de la Capacitación “Derechos Humanos de las personas con discapacidad”, sea obligatorio para toda la población Judicial.
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Procede tomar nota del acuerdo anterior.



 



SE ACORDÓ:  Tomar nota.



 



 



 



Atentamente,



 



Mba. Lucrecia Chaves Torres



Jefatura



Sección Administrativa de la Carrera Judicial



Dirección de Gestión Humana



 



 



CC.          Diligencias



 



 



HaVA



 



 



Cordialmente



Esteban Arroyo Zamora



Secc. Admin. Carrera Judicial



2295-3781



 



“La agricultura es la profesión propia del sabio, la más apropiada al ignorante y la ocupación más digna para todo hombre libre” Cicerón.
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25 de octubre de 2019





Señora


Wendy Barrantes Jiménez 


Coordinadora a.i. de la Unidad de Acceso a la Justicia 


Presente





Estimada señora:





Para su conocimiento y fines consiguientes, se le transcribe el acuerdo tomado por el Consejo de la Judicatura en sesión CJ-39-2019, celebrada el 16 de octubre del año en curso, que literalmente indica:








“ARTÍCULO VIII





Documento: 19818-19





La señora Wendy Barrantes Jiménez, Coordinadora a.i. de la Unidad de Acceso a la Justicia, comunicó el acuerdo de esa Comisión, que literalmente indica:








“Por este medio se remite para su estimable conocimiento, el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad celebrada el pasado 10 de septiembre de 2019, en donde se acordó: 


“ARTICULO II:


La Unidad de Acceso a la Justicia remitió el Oficio CACC-279-2019 de 12 de agosto de 2019 a las personas integrantes de la Subcomisión, en el que hizo de conocimiento el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad celebrada el pasado 01 de julio de 2019, Artículo IX, en donde se acordó:


“Informa la señora Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia que en reuniones sostenidas con la Dirección de Gestión Humana, se atendió en diferentes sesiones las propuestas de ésta sobre la atención a la capacitación en LESCO.  


Las recomendaciones son las siguientes: 








· Se considera necesario fortalecer el programa actual de comunicación básica en lengua de señas costarricense; extender la cantidad de módulos de cuatro a seis con 40 horas cada uno, eso resulta un total de 240 horas.  


· Para la escogencia de estas personas se debe aplicar el perfil establecido, personas colaboradoras, con vocación de servicio, con gran sensibilidad hacia las necesidades de los demás, habilidad de comunicación verbal y no verbal.   


· Ofrecer el programa de comunicación básica en Lesco en cada cabecera de provincia, considerar aumentar la cantidad de cupos en San José (65% de la población). 








· [bookmark: _Hlk21699662]Para las dependencias que se sitúan en circuitos judiciales, especializar al menos a dos personas clave. Asimismo, por medio de procesos formales de escogencia a cargo de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad, gradualmente y de conformidad con la disponibilidad presupuestaria, la institución vaya certificando profesionalmente como intérpretes a estas personas claves. 


· Realizar refrescamientos y actualizaciones a las personas que ya han aprobado el programa completo de lengua de señas, con actividades de práctica y sensibilización una o dos veces al año.  


· Las capacitaciones formales en Lesco ofrecidas a personal judicial deben contener, adicional al dominio de las señas, la temática de sensibilización, protocolos de servicio para la población sorda y señas en expresiones jurídicas.    


· El Subproceso Gestión de la Capacitación está desarrollando dos cursos virtuales denominados “Derechos Humanos de las personas con discapacidad” y “Promoción de la autonomía personal de las personas con discapacidad”, se sugiere establecer estos cursos con carácter obligatorio para la población que se forma en los programas de lengua de señas costarricense. 


 


· Que la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad y la Unidad de Acceso a la Justicia. 


· Asuman el mantenimiento, actualización y divulgación de la lista oficial de personas capacitadas en Lesco. 


· Que realicen las acciones necesarias para aumentar la cantidad de señalizadores visuales y escritos en los edificios. 


· Que se validen otros métodos de atención a la población que no maneja Lesco ni sabe escribir. 





· Que valore la implementación de softwares especializados con personas traductoras en línea y/o sistemas informáticos de apoyo.   


· Que gestionen los recursos económicos que se requieren para fortalecer el servicio. 


· Que determinen y gestionen los procesos de sensibilización requeridos. 


· Que la Contraloría de Servicios complemente este diagnóstico con un estudio de identificación de necesidades o deficiencias del servicio judicial prestado. 


· Que la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad, Unidad de Acceso a la Justicia y la Contraloría de Servicios: 





· [bookmark: _Hlk21699681]Elaboren de manera participativa con la comunidad sorda, un Protocolo de atención a las personas con discapacidad. 


· Que promuevan acciones periódicas que procuren el mantenimiento y actualización de los conocimientos adquiridos para las personas servidoras judiciales que han sido capacitadas en Lesco. 


· Que definan la prioridad de cuáles oficinas o personas debe brindárseles la formación en Lesco.” 





SE ACUERDA: … 2°. Se trasladan las recomendaciones de la Dirección de Gestión Humana a las y los integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad a efecto de que informen su anuencia o no de asumir los compromisos que se indican en las recomendaciones indicadas de acuerdo a las funciones institucionales asignadas a las Subcomisiones”. 





La integrante Maria Felicia Zoch Badilla, en comunicado electrónico del 4 de julio de 2019, señaló: “En atención al acta 05-19, con respecto al artículo IX, en cuanto al mantenimiento, actualización y divulgación de la lista de personas capacitadas en el lenguaje lesco, considero que mediante la página web que está en construcción se puede divulgar la misma. Sin embargo, en cuanto al tema del mantenimiento de dicho listado y su actualización, considero que Gestión Humana podría ayudarnos con dicha función, por el movimiento del personal del Poder Judicial.” 


Por su parte, la integrante Mayela Pérez Delgado, en correo enviado el 13 de agosto de 2019, indicó: “En cuanto al punto, en el que se indica: El Subproceso Gestión de la Capacitación está desarrollando dos cursos virtuales denominados “Derechos Humanos de las personas con discapacidad” y “Promoción de la autonomía personal de las personas con discapacidad”, se sugiere establecer estos cursos con carácter obligatorio para la población que se forma en los programas de lengua de señas costarricense. Considero que es necesario que el curso sea obligatorio para todas las personas funcionarias del Poder Judicial (no solamente para quienes se forman en los programas de lenguaje de señas costarricenses). Es importante para brindar conocimientos y sensibilizar a toda la población judicial.”


Así mismo, señala la señora Pérez que el Consejo Superior en sesión 78-2018, Artículo XXXII, ante una gestión formulada por la Fiscalía Adjunta de Capacitación y Supervisión del Ministerio Público, se dispuso:


“En oficio N°UCS-0240-MP-2018 del 21 de agosto de 2018, dirigida a la licenciada Emilia Navas Aparicio, Fiscala General de la República, la licenciada Mayela Pérez Delgado, Fiscala Adjunta de la Unidad de Capacitación y Supervisión del Ministerio Público, solicitó: 





 “(…) 


 


Solicito se gestione ante el Consejo Superior la autorización para que las personas funcionarias del Ministerio Público puedan asistir al curso LESCO I y II.  


 


Como es de su conocimiento, el curso es gestionado por el Departamento de Gestión Humana del Poder Judicial, con el objetivo de cumplir con lo ordenado por la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia en la resolución 2017-09630 del 23 de junio de 2017, a través de la cual declaró con lugar el recurso de amparo interpuesto por una persona usuaria externa con una condición de discapacidad auditiva e impuso como obligación al Ministerio Público coordinar "la capacitación del personal necesario con el fin de brindar atención oportuna a las personas con discapacidad auditiva". 


 


La capacitación se llevará a cabo en las instalaciones de la Universidad de Costa Rica, sede Rodrigo Facio, dará inicio en el mes de septiembre y concluirá en el mes de diciembre, ambos del año 2018. Esta acción formativa tendrá una duración de catorce días, asistiendo a lecciones un día a la semana, con un horario de 08:00 horas a 15:00 horas. 


 








Las fechas de los cursos son las que se indican a continuación: 








			LESCO I





			Sesión


			Grupo 02

















			1


			07 de setiembre de 2018





			2


			14 de setiembre de 2018





			3


			21 de setiembre de 2018





			4


			28 de setiembre de 2018





			5


			05 de octubre de 2018





			6


			12 de octubre de 2018





			7


			19 de octubre de 2018























			LESCO II





			Sesión


			Grupo 02





			1


			26 de octubre de 2018





			2


			02 de noviembre de 2018





			3


			09 de noviembre de 2018





			4


			16 de noviembre de 2018





			5


			23 de noviembre de 2018





			6


			30 de noviembre de 2018





			7


			07 de diciembre de 2018












































Las personas participantes son las siguientes:  








			NOMBRE 


			CÉDULA DE 


IDENTIDAD 


			OFICINA 


			Grupo 





			 


Irene Chacón Madrigal  


			  106590101 


			Área de Valoración Psicosociolaboral Unidad de 


Capacitación y Supervisión 


			2 





			


			


			


			





			 


José David Solano Méndez 


			  304890808 


			


Fiscalía Adjunta de Cartago 


			2 





			 


Anais Aguilar Alvarez 


			 


117030179 


			Unidad Administrativa del 


Ministerio Público 


			2 





			 


Steven Eduardo Hernández Cordero 


			  112330687 


			Unidad Administrativa del Ministerio Público 


			2 





			 


Andrea Ulate Porras 


			 


205700704 


			Oficina de Atención y Protección 


a la Víctima del Delito 


			2 








 














Se solicita permiso con goce de salario, sin sustitución y viáticos en los casos estrictamente necesarios para las personas participantes. Las personas que se encuentran en la lista, cuentan con el visto bueno de sus respectivas jefaturas. 


 


(…)” 


-0- 


 


Se acordó: Acoger la gestión presentada por la licenciada Mayela Pérez Delgado, Fiscala Adjunta de la Unidad de Capacitación y Supervisión del Ministerio Público, en consecuencia: 1.) Autorizar la participación, sin sustitución y pago de viáticos en los casos estrictamente necesarios, a las personas de la lista trascrita, para que asistan al curso de LESCO I y II, una vez por semana en las instalaciones de la Universidad de Costa Rica, sede Rodrigo Facio, con un horario de las 08:00 horas hasta las 15:00 horas, iniciando en el mes de setiembre y hasta diciembre de 2018. Lo anterior, siempre y cuando se minimice la afectación del servicio público a cargo de las personas a quienes se les autoriza participar, lo cual implica que darán prioridad a la atención de los asuntos urgentes relacionados con sus funciones en el Poder Judicial y que por ningún motivo se podrán suspender audiencias previamente señaladas. 2.) En virtud de la importancia del contenido de la capacitación a recibir, deberá las personas participantes coordinar lo necesario, a fin de transmitir los conocimientos adquiridos al equipo de trabajo del cual forma parte, en lo que les pueda ser de beneficio en el cumplimiento de sus labores, según los requerimientos institucionales. 3.) Indicar a los y las participantes, que la inasistencia a la actividad de referencia, deberá justificarse directamente ante los organizadores y no ante este Consejo. 





La Dirección de Gestión Humana y los despachos interesados, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara este acuerdo firme.” 








Indica doña Mayela que la propuesta de la Dirección de Gestión Humana ya fue puesta en conocimiento del Consejo Superior, el cual la conoció en sesión 58-19 de 27 de junio de 2019, Artículo XLVI, en el que se dispuso:


“La máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina, las licenciadas Waiman Hin Herera, Subdirectora interina y Cheryl Bolaños, Jefe interina de Gestión de la Capacitación, todas de Gestión Humana, en oficio N° 158-CAP-2019 del 17 de junio de 2019, informaron lo siguiente: 


 “Dando seguimiento a una consulta que realizó este Subproceso de Gestión de la Capacitación en diciembre del año 2017, practicada a las 267 personas servidoras judiciales que a esa fecha contaban con la formación básica de 160 horas en lengua de señas costarricense y que habían cursado los cuatro módulos del programa impartido desde el año 2008 hasta el 2015, y con el fin de validar la efectividad de la formación traducida en el servicio que se presta a esta población y proponer mejoras, se realiza el presente diagnóstico. 





Asimismo, justifica el presente estudio el voto de la Sala Constitucional número 2017-009630, del 23 de junio del 2017, que establece que por ausencia de personal capacitado en lengua de señas dentro del Ministerio Público y el Organismo de Investigación Judicial, las personas con discapacidad auditiva han encontrado limitaciones en términos de servicio que no les permiten el acceso pleno y efectivo a la justicia.  


Con la finalidad de que sea debidamente aprobado por ese órgano superior, se rinde el informe solicitado. Se adjunta resumen ejecutivo de este diagnóstico en la página N° 4. 


Es importante indicar que la propuesta resultante del presente análisis fue debidamente validada el pasado 26 de marzo del 2019, se expuso el análisis conclusivo de la presente investigación a la señora Damaris Vargas Vásquez de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y de Personas en Situación de Discapacidad, señora Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia; y al señor Erick Alfaro Romero, Contralor de servicios. Asimismo se expuso formalmente ante la Comisión de Acceso a la Justicia en sesión N° 03-2019 del 4 de abril del 2019, artículo II.” 
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Seguidamente se transcribe del citado informe las recomendaciones y la propuesta de capacitación: 


“(…) 


7. RECOMENDACIONES 


7.1 . Se considera necesario fortalecer el programa actual de comunicación básica en lengua de señas costarricense; por tanto, extender la cantidad de módulos de cuatro a seis con 40 horas cada uno, eso resulta un total de 240 horas.  


Es importante mencionar que las personas formadas en un programa básico de lengua de señas quedan facultadas para comunicarse con un nivel básico de fluidez con la persona usuaria sorda en una recepción o plataforma de atención. La interpretación y traducción a personas participantes en procesos judiciales formales como audiencias, corresponde tramitar el requerimiento por parte de las oficinas y despachos judiciales directamente de peritos oficiales. 





Para la escogencia de estas personas se debe aplicar el perfil establecido por parte del Subproceso Gestión de la Capacitación, así, las características que deben poseer las personas aspirantes deben ir orientadas a ser una persona colaboradora, con vocación de servicio, con gran sensibilidad hacia las necesidades de los demás, habilidad de comunicación verbal y no verbal.   


7.2 . Según disponibilidad presupuestaria, ofrecer el programa de comunicación básica en lengua de señas costarricense en cada cabecera de provincia. En virtud de que esta necesidad está en función a la cantidad de personas que laboran en cada provincia, considerar que el 65% de la población se concentra en San José y por tanto, se debe aumentar proporcionalmente la cantidad de cupos para la capital. 


7.3 . Para las dependencias que se sitúan en circuitos judiciales, especializar al menos a dos personas clave para que éstas sean quienes reciban a la persona usuaria con discapacidad auditiva (Administraciones, Contraloría de Servicios, etc.). Estas servidoras o servidores deben estar dispuestos a colaborar con otras oficinas o despachos contiguos, según se le requiera y recibir actualizaciones y perfeccionamientos periódicos. 


Éstas deben contar con la aprobación completa del programa de comunicación básico de Lesco constituido por seis módulos. Asimismo, por medio de procesos formales de escogencia a cargo de la Unidad de Acceso a la Justicia, gradualmente y de conformidad con la disponibilidad presupuestaria, la institución vaya certificando profesionalmente como intérpretes a estas personas claves. 


7.4 . Considerando el 49,46% de personas encuestadas que manifestaron nunca haber recibido en sus oficinas o despachos a una persona con discapacidad auditiva, es importante analizar opciones de tecnología para esas dependencias donde la atención a personas con discapacidad auditiva resulta infrecuente. La institución debe valorar la implementación de softwares especializados con personas traductoras en línea y/o sistemas informáticos de apoyo. 


Respecto del restante 50,54% de oficinas o despachos que en su mayoría atienden mensualmente entre una y cinco personas usuarias sordas, diferencian cuatro dependencias que señalan recibir más de 6 personas mensualmente, a saber: Recepción de Denuncias O.I.J, Contraloría de Servicios de Primer Circuito Judicial de San José, Juzgado de Violencia Doméstica de Turno Extraordinario de San José y Departamento de Medicina Legal. Se sugiere brindar atención especial a estas dependencias en cuanto a la necesidad de capacitar mayor cantidad de personas en lengua de señas





7.5 . Realizar refrescamientos y actualizaciones a las personas que ya han aprobado el programa completo de lengua de señas, con actividades de práctica y sensibilización una o dos veces al año.  


7.6 . Las capacitaciones formales en lengua de señas costarricense (Lesco) ofrecidas a personal judicial deben contener, adicional al dominio de las señas, la temática de sensibilización, protocolos de servicio para la población sorda y señas en expresiones jurídicas.    


Igualmente, para la selección de las personas participantes considerar el perfil de entrada y salida que se determinó en el estudio consulta que realizó este Subproceso Gestión de la Capacitación en diciembre del año 2017, practicado a las personas servidoras judiciales que cuentan con la capacitación básica en Lesco, módulos del I al IV. (Ver Anexo 2). 





7.7 . En estos momentos el Subproceso Gestión de la Capacitación está desarrollando dos cursos virtuales denominados “Derechos Humanos de las personas con discapacidad” y “Promoción de la autonomía personal de las personas con discapacidad”, recurso de gran valor para capacitar a toda la población judicial. Se recomienda que estos cursos se establezcan con carácter obligatorio para la población que se forma en los programas de lengua de señas costarricense. 


7.8 . Que la Subcomisión de Acceso a la Justicia de personas en situación de discapacidad y la Unidad de Acceso a la Justicia asuman el mantenimiento, actualización y divulgación de la lista oficial de personas capacitadas en lengua de señas costarricense (Lesco), así como el control y seguimiento de las actualizaciones y refrescamientos de quienes ya están capacitados. Esta lista debe aclarar quienes son personas intérpretes y quienes están en condición de brindar un apoyo básico, pero no de interpretación. 


Que se realicen las acciones necesarias para aumentar la cantidad de señalizadores visuales y escritos que existen en los edificios del Poder Judicial, para orientar de mejor manera a la población sorda a dirigirse hacia los despachos de su requerimiento.  


Que se validen otros métodos de atención a la población que no maneja la lengua de señas Lesco ni sabe escribir. Igualmente valorar la implementación de softwares especializados con personas traductoras en línea y/o sistemas informáticos de apoyo. Es importante que la Comisión gestione los recursos económicos que la institución requiere para brindar un servicio público de calidad a las personas con discapacidad, incluido personal capacitado y alternativas accesorias. 





Que de acuerdo con las necesidades que presenta la población usuaria con discapacidad, determine y gestione los procesos de sensibilización requeridos que deben obtener las personas servidoras judiciales.   


7.9 . Que la Contraloría de Servicios complemente este diagnóstico de necesidades de capacitación interna, con un estudio de identificación de necesidades o deficiencias del servicio judicial prestado a la persona usuaria con discapacidad auditiva, practicado directamente con esta población; lo anterior con fines de mejoramiento de la calidad de nuestro servicio, desarrollo y reforzamiento de la capacitación institucional. 


7.10 . Que la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, Subcomisión de Acceso a la Justicia de personas en situación de discapacidad, Unidad de Acceso a la Justicia y la Contraloría de Servicios elaboren de manera participativa con la comunidad sorda, un “Protocolo de atención a las personas con discapacidad” que contenga los pasos a seguir para brindar el servicio adecuado a las diferentes poblaciones con discapacidad.  


Que promuevan acciones periódicas que procuren el mantenimiento y actualización de los conocimientos adquiridos para las personas servidoras judiciales que han sido capacitadas en la lengua de señas, de manera que se lleven a cabo en todos los circuitos judiciales actividades o conversatorios que sirvan de práctica para reforzar el conocimiento alcanzado. 


Asimismo, definir la prioridad de cuáles oficinas o personas debe brindárseles la formación en lengua de señas costarricense y otras capacitaciones afines, a partir de las necesidades institucionales. 


8. PROPUESTA DE CAPACITACIÓN 


Con el fin de desarrollar y potenciar las habilidades de atención en el servidor judicial, facilitar el acceso a la justicia sin actos de discriminación, e identificar la lengua de señas como un derecho que le permite interactuar en sociedad a la persona sorda, se presenta el siguiente cuadro de requerimientos de capacitación. La anterior propuesta constituye una guía para dirigir los planes de capacitación del Subproceso de Gestión de la Capacitación de la Dirección de Gestión Humana. 


Para validar la propuesta resultante, el pasado 26 de marzo del 2019 se expuso este análisis conclusivo ante la señora Damaris Vargas Vásquez de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y de Personas en Situación de Discapacidad, señora Melissa Benavides Víquez, Coordin Deliberando respecto de la presentación de los resultados, se comentan a nivel de sugerencias algunos puntos importantes a saber:  





· Incluir incentivos adicionales no monetarios a las personas que se capaciten en LESCO, asociado a evaluación del desempeño por la vocación de servicio; e inclusive, en los ascensos. 


· Evidenciar en los indicadores de gestión que construya la Dirección de Planificación en los despachos rediseñados el tiempo invertido en el servicio de LESCO a personas usuarias de la oficina donde labora u otra del mismo Circuito. 


· Verificar que las oficinas cumplan con el perfil requerido para las personas que sean capacitadas en LESCO para atender a personas usuarias.  


· Priorizar la capacitación en personas que estén en propiedad en la Institución y con mayor estabilidad para administrar los riesgos de movilidad de personal; aunada la vocación de servicio. 


· Indagar sobre soluciones tecnológicas para el nuevo sistema que desarrolla TI pues los costos de capacitar a las personas servidoras judiciales son muy altos, los reportes de servicio no efectivo son muy altos; y a eso hay que sumar la rotación de personal y la necesidad de mantener la actualización lo cual incrementa los costos. 


· Trasladar a Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas en situación de Discapacidad la solicitud que se hace de crear un protocolo de atención a esa población para tener certeza de la forma correcta en que debe atenderse. 


· En relación con las recomendaciones del estudio, se sugiere que los procesos formales de escogencia de personas a capacitar no deben estar a cargo de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas en situación de Discapacidad, sino por la Dirección de Gestión Humana en coordinación con dicha Subcomisión e inclusive la Comisión Institucional de Empleabilidad. 


· Asociar la propuesta al Programa de Lenguaje Democrático que desarrolla CONAMAJ con ocasión de la implementación de la Política de Justicia Abierta. 


· En las recomendaciones que se plantean para la realización de acciones por parte de la Contraloría de Servicios, Comisión de Acceso a la Justicia y Subcomisión, se sugiere que tales funciones se hagan descansar en la Dirección de Gestión Humana, la Unidad de Acceso a la Justicia y la Contraloría de Servicios, en coordinación de ser necesario con la Comisión de Acceso a la Justicia, la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas en Situación de Discapacidad y la Comisión Institucional de Empleabilidad, pues las Comisiones y Subcomisiones no son oficinas permanentes. 








adora de la Unidad de Acceso a la Justicia; y al señor Erick Alfaro Romero, Contralor de servicios. 





· Comenta don Erick Alfaro que respecto a la delegación de obligaciones expuestas en las recomendaciones del presente informe, en las Comisiones y Subcomisiones no se pueden operativizar funciones pues éstas carecen de recurso humano disponible para ejecutarlas. Referente, doña Cheryl Bolaños indica que de este estudio resultan funciones importantes que debe definirse claramente a cargo de quién estarán, y quienes deben dar los seguimientos correspondientes. 


· Menciona don Erick Alfaro que los resultados del informe reflejan que las jefaturas que participaron en el proceso manifiestan que la actual capacitación no está siendo tan efectiva como se demanda, considera oportuno realizar un análisis de costo-beneficio para determinar si la capacitación en Lesco a personas servidoras judiciales es lo más conveniente, o se requieren otras alternativas de solución como apoyo de softwares u otros. 


· Comenta doña Melissa Benavides que, en virtud de tantas acciones que se están derivando del estudio expuesto y de la necesidad de mejorar el servicio público a la persona usuaria con discapacidad, conviene hacer un plan de implementación gradual para ir ejecutando lo correspondiente. 


· Informa doña Cheryl Bolaños que este informe finalmente debe presentarse ante el Consejo Superior. Solicita doña Damaris Vargas que previo se expongan estos resultados ante la Comisión de Acceso que se reunirá el próximo jueves 4 de abril. Se acuerda presentar los resultados ante la Comisión de Acceso. 


Según lo acordado, en sesión N° 03-2019 del 4 de abril del 2019, artículo II, el Subproceso Gestión de la Capacitación también expuso los resultados ante la Comisión de Acceso a la Justicia. Literalmente se expone lo derivado de dicha sesión: 


“El estudio se realiza debido a que se detectó que hay personas capacitadas por la institución en LESCO que, por diferentes motivos, no podían atender a las personas usuarias que requieren este apoyo para ser orientadas con respecto a los diferentes servicios que brinda el Poder Judicial. 


Como uno de los puntos analizados, se consideró que la capacitación en LESCO tal vez no es la mejor opción para el Poder Judicial, ya que no se ha estipulado controles para dar seguimiento a las personas capacitadas, en lo referente al lugar donde se ubican (por modificaciones en nombramientos, entre otros) y al estado de los conocimientos adquiridos, ya que no se ha considerado la necesidad de practicarlos. Aunque se aclara que por voto de la Sala Constitucional, el Organismo de Investigación En función de lo anterior, se acordó que se iba a realizar un diagnóstico situacional para conocer el estado de la cuestión. Se identificaron las oficinas donde efectivamente se han atendido a personas sordas y, como hallazgo, hay una gran cantidad de despachos que nunca ha tenido que recibir a una persona en esa condición. 


Nora Lía Mora apunta que el objetivo es brindar esa orientación inicial que es de suma importancia, por lo que se trata de un dato que puede medirse por la calidad y no por la cantidad. 


Allan Pow Hing propone solicitar a la Dirección de Tecnología de la Información (TI) que se incluya en el sistema si el despacho cuenta con persona capacitada en LESCO, principalmente pensando en la sostenibilidad de la medida en el tiempo, porque el mantenimiento manual no es viable. Las Administraciones Regionales tienen el deber de alimentar esa base de datos y actualizarla. Se recomienda que esta medida sea para uso interno y que la Contraloría de Servicios tenga conocimiento de la información. 


Debido a que surgió el tema, Marielos Gamboa aclara que es necesario diferenciar las figuras de intérprete y de personas capacitadas en LESCO, pues los objetivos son distintos. 





Se acuerda: 


1. Se da por recibido el informe por parte de la Sección de Capacitación de la Dirección de Gestión Humana. 


2. Acoger las propuestas planteadas en su totalidad. 


3. La Unidad de Acceso a la Justicia se reunirá con TI para efectuar propuestas de mejora al sistema Gio, con el fin de contar con un sistema tecnológico o página web que garantice la sostenibilidad de la herramienta para guardar y procesar la información. 


4. La Unidad de Acceso a la Justicia efectuará una campaña para divulgar los acuerdos y compromisos referentes a este tema. 


5. La Dirección de Gestión Humana, en conjunto con Contraloría de Servicios, depurará la lista actual de personas capacitadas en LESCO.” 
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Judicial (OIJ) y el Ministerio Público (MP) deben contar con personas capacitadas en LESCO. 








PROPUESTA DE CAPACITACIÓN PROGRAMA DE COMUNICACIÓN EN LENGUA DE SEÑAS 


COSTARRICENSE (LESCO) 











			# 


			


Función del puesto  


Asociada 


			





Competencia asociada 


			


Acciones formativas sugeridas 


			





Población 


			


Contenidos Básicos 





			1.


			Brindar un servicio 


público 


			Servicio de calidad 


			Curso virtual 


“Derechos 


Humanos de las 


			Toda la población 


judicial 


			· Introducción 


· Accesibilidad 


· Clasificación de 





			2.


			Brindar un servicio público ágil, oportuno y de calidad a las y los usuarios internos y externos de	la 


institución. 


 


			Servicio de calidad 


			Curso virtual “Derechos Promoción de la autonomía personal de las personas con discapacidad 


*curso en proceso de construcción 


			Toda la población judicial 


			· Abordaje Histórico 


· “Normalidad” 


· Los derechos humanos 


· Personas 


con discapacidad 


· Ejemplos 











			3.


			Brindar un servicio público ágil, oportuno y de calidad a las y los usuarios internos y externos de	la 


institución. 


 


			Servicio de calidad 


			Taller presencial Sensibilización en atención de personas con discapacidad 


			Personal que atiende público 


			· Ley N° 7600 y N° 8661 


· Interacción con personas con discapacidad: visual, auditiva e intelectual 


· Pautas para la atención de personas con discapacidad 











			4.


			Brindar un servicio público ágil, oportuno y de calidad a las y los usuarios internos y externos de	la 


institución. 


 


			Servicio de calidad 


			Programa de comunicación básica en lengua de señas costarricense (Lesco), niveles I al IV, módulos de 40 horas cada uno, 240 horas total  


			Personal que atiende público 


			· Psicosociología de la población sorda  


· Protocolo de atención a la persona sorda 


· Términos judiciales en Lesco 


· Adquisición de los conocimientos y competencias fundamentales de comunicación 


en Lesco 





			5.


			Brindar un servicio público ágil, oportuno y de calidad a las y los usuarios internos y externos de	la 


institución. 


 


			Servicio de calidad 


			Refrescamientos y actualizaciones en lengua de señas costarricense (Lesco) 


			Personas que ya han concluido el programa de comunicación básica en Lesco 


			· Psicosociología de la población sorda  


· Protocolo de atención a la persona sorda 


· Términos judiciales en Lesco 


· Actualizaciones 


· Prácticas presenciales 





			6.


			Brindar un servicio público ágil, oportuno y de calidad a las y los usuarios internos y 


externos 


			Servicio de calidad 


			Certificación en interpretación de la lengua de señas costarricense (Lesco) 


			Personas que ya han concluido el programa de comunicación básica en Lesco, ubicadas en los circuitos 


judiciales o 


			· Psicosociología de la población sorda  


· Protocolo de atención a la persona sorda 


· Términos judiciales en Lesco 
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ANEXO NO. 1


CUESTIONARIO APLICADO 


DIAGNÓSTICO DE NECESIDADES DE CAPACITACIÓN QUE REQUIERE EL PERSONAL JUDICIAL SOBRE EL USO DEL LENGUAJE DE SEÑAS 


COSTARRICENSE (LESCO) 


DIRIGIDO EXCLUSIVAMENTE A JEFATURAS INSTRUCCIONES GENERALES:   


 La institución ha realizado grandes esfuerzos y ha logrado graduar en el programa de formación en la lengua de señas costarricense (Lesco) a 248 personas distribuidas en todos los circuitos judiciales del país. Estas servidoras y servidores han aprobado cuatro módulos de 40 horas cada uno, los cuales les facultan para comunicarse de manera fluida con la persona sorda.  





Con este instrumento se pretende recabar información valiosa respecto de las         necesidades de capacitación en Lesco que tienen las y los servidores, lo anterior con intención de fortalecer el servicio que brinda el Poder Judicial a la población sorda y avanzar en el cumplimiento de la Le7600 y la resolución de la Sala Constitucional N° 2017-009630, del 23 de junio del 2017.   


Conteste las preguntas ubicándose en el contexto de la oficina donde labora en este momento. De no haber presenciado personalmente la atención de una persona con discapacidad auditiva, por favor consulte con su equipo de trabajo para completar los diferentes ítems, de manera que en este cuestionario refleje la experiencia del personal de su oficina o despacho, no únicamente sus experiencias. 


Tome en cuenta que el llenado de este formulario no constituye un compromiso de capacitación, pero servirá de base para la toma de decisiones con respecto a la capacitación en el tema. 


En caso de consultas por favor comunicarse con Alexandra Madriz Sequeira, al correo electrónico: amadriz@poder-judicial.go.cr, número telefónico: 2295-4421.    


 [image: ]











Notificaciones (correo electrónico y número telefónico): 


1. ¿Su oficina o despacho actual, cuenta con alguna persona servidora que ha aprobado el programa de formación en la lengua de señas costarricense (Lesco), es decir los cuatro niveles del programa (Nivel I, II, III y IV)? 





( ) SI  completó los cuatroniveles


( ) NO completó ningún nivel 


( ) Completó uno o más niveles ¿Cuántos?  	





7600 y la resolución de la Sala Constitucional N° 2017-009630, del 23 de


junio del 2017.   


Conteste las preguntas ubicándose en el contexto de la oficina donde labora en este momento. De no haber presenciado personalmente la atención de una persona con discapacidad auditiva, por favor consulte con su equipo de trabajo para completar los diferentes ítems, de manera que en este cuestionario refleje la experiencia del personal de su oficina o despacho, no únicamente sus experiencias. 


Tome en cuenta que el llenado de este formulario no constituye un compromiso de capacitación, pero servirá de base para la toma de decisiones con respecto a la capacitación en el tema. 


En caso de consultas por favor comunicarse con Alexandra Madriz Sequeira, al correo electrónico: amadriz@poder-judicial.go.cr, número telefónico: 2295-4421.    


Nombre: 


Sexo: 


Puesto:


 Oficina: 


Tiempo de servicio en la jefatura actual:


 Circuito: 


Provincia: 


Ámbito





                   2. De existir, ¿Cuántas personas de su oficina o despacho han completado los cuatro        


niveles del programa de formación en la lengua de señas costarricense (Lesco)? 


( )0, 1, 2, 3, 4 o más 


3. De existir alguna persona en su oficina o despacho capacitada en Lesco, ¿dónde recibió la capacitación?  


( ) Capacitación financiada por el Poder Judicial 


( ) Por cuenta propia en Universidad de Costa Rica 


( ) Por cuenta propia en Universidad Estatal a Distancia 


( ) Por cuenta propia en ASCODI (Asesoría y consultoría en Discapacidad) 


( ) Por cuenta propia en ANASCOR (Asociación Nacional de Sordos)


 ( ) Otro. Especifique  	 


( ) No hay personas capacitadas en esta oficina 


4. De existir alguna persona en su oficina o despacho capacitada en Lesco, ¿ésta ha recibido por parte de la institución o por su propio interés algún tipo de refrescamiento o actualización en la lengua? 


                                            


                                         (  )  SI





                                          ( ) NO 


( ) No hay personas capacitadas de esta oficina 


5. ¿Cuál es la frecuencia mensual que su oficina o despacho atiende a alguna persona usuaria con discapacidad auditiva? 


( ) Ninguna persona





( ) 1 a 5personas





( ) 6 a 10 personas





( ) 11 a 15 personas





( ) 16 o más personas





6. ¿En caso de haber atendido usted o algún colaborador o colaboradora de su oficina o despacho a una persona sorda, pudo comunicarse en forma clara para satisfacer su necesidad? 


(  ) SI 


( ) NO. Especifique  	 


( ) Nunca han presenciado la atención a una persona sorda 





7. Generalmente ¿quién ha brindado la atención a la persona 





sorda?








( ) Personal de la misma oficina 


( ) Personal de la Contraloría de Servicios 


( ) Personal judicial de otro despacho que conoce la lengua Lesco 


( ) Persona intérprete  


( ) Le han dejado de atender por no poder comunicarse 


( ) Su oficina nunca ha atendido a una persona sorda 





8. ¿Existen carteles, letreros, flechas o indicaciones visuales adecuadas para orientar a las personas sordas a dirigirse hasta su oficina o despacho para realizar el trámite que ofrece esa dependencia?





(  ) Sí


(  ) NO 


                                        


(  ) Insuficientes  





7. De las siguientes alternativas, ¿cuál considera usted que podría facilitar la atención a las personas usuarias con discapacidad auditiva? 


( ) Capacitar a una o más personas de su oficina o despacho en el programa de formación en Lesco (4 niveles de 40 horas cada uno) 


( ) Actualizar por medio de la práctica del lenguaje a quienes ya terminaron los cuatro niveles del programa 


( ) Una persona calificada como intérprete que brinde apoyo por circuito judicial 


( ) Softwares especializados con personas traductoras en línea    





( ) Otra alternativa. Detalle  	 


10. ¿Considera que nuestra institución realiza los esfuerzos necesarios para brindar un trato inclusivo y de calidad hacia las personas con discapacidad auditiva? 


(  ) SI    


(  ) NO (Justifique)  	 


11. ¿Conoce que hay una lista de servidores y servidoras judiciales que se han capacitado en Lesco y está disponible por circuito desde la Contraloría de Servicios? 


SI (  ) 


                                          NO (  ) 





12. ¿Conforme a la demanda de personas usuarias sordas que se atienden en su oficina o despacho, la ubicación física, cargas de trabajo y demás características de su dependencia, cuenta el personal con disponibilidad para capacitarse en la lengua de señas costarricense, Lesco?  


(  ) SI 


(  ) NO 


13. ¿Usted o alguna persona de su oficina que aprendió Lesco, tiene interés en participar en talleres de refrescamiento o práctica, dirigidos por facilitadores o facilitadoras sordas? 


( ) SI 


( ) NO 


( ) No hay personas capacitadas de esta oficina 





14. ¿Con la finalidad de mejorar la atención a las personas sordas, considera adecuada la existencia de un protocolo de atención a la persona sorda? 





( ) SI 


( ) NO 





15. Tiene alguna sugerencia o comentario adicional que estime relevante para fortalecer la atención a la persona sorda. Detalle aquí. 
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ANEXO N° 2


CONSULTA EFECTIVIDAD DE FORMACIÓN EN LESCO 2017 
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Se acordó: Tomar nota del informe presentado por la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina, las licenciadas Waiman Hin Herera, Subdirectora interina y Cheryl Bolaños, Jefe interina de Gestión de la Capacitación, todas de Gestión Humana, mediante oficio N° 158-CAP-2019 del 17 de junio de 2019, referente al diagnóstico de necesidades en lengua de señas costarricense (Lesco). Se declara acuerdo firme.” 








Expone la integrante Pérez su preocupación pues el Ministerio Público tiene una población muy flotante, lo mismo que el OIJ. De igual forma, el perfil de las personas que atiendan esa población es particular y no cualquier persona lo tiene. Agrega, el diagnóstico que presentó GH al Consejo Superior es el de necesidades no el situacional, y agrega, las capacitaciones se han desarrollado del 7 de setiembre de 2018 al 5 de julio de 2019, como consecuencia del voto de la Sala Constitucional. Los cursos se contrataron con la Universidad de Costa Rica con la colaboración de la Dirección de Gestión Humana.


Las integrantes María Felicia y Damaris Vargas indican que mostraron oportunamente su disconformidad con el planteamiento de GH sobre las funciones que se asignaban a la Subcomisión, considerando que no se tiene la capacidad debido a que esta Subcomisión no funciona de manera permanente.


El integrante Wilberth Kidd comparte la posición y solicita se gestione de esa manera considerando su impacto en diferentes ámbitos como evaluación de desempeño. Agrega, algunos edificios si tienen esos señalizadores como Guadalupe, Jicaral, sobre todo los más nuevos.


Damaris Vargas señala que la capacitación debe darse a todas las personas servidoras judiciales; sin embargo, considerando los costos y tiempo de implementación, es necesario indagar sobre opciones virtuales accesibles con la colaboración de TI.


El integrante Otto Lépiz refiere a la situación que se presenta con personas traductoras en lesco quienes no están debidamente capacitados.





SE ACUERDA: 1° Se toma nota del acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión 58-19 de 27 de junio de 2019, Artículo XLVI, en el que toma nota del Oficio N° 158-CAP-2019 del 17 de junio de 2019 presentado por la Dirección de Gestión Humana. 2° Solicitar al Consejo Superior se declare obligatoria para toda la población judicial los cursos “Derechos Humanos de las personas con discapacidad” y “Promoción de la autonomía personal de las personas con discapacidad” y que se ejecuten gradualmente. Priorizar a las personas servidoras judiciales quienes atienden público directamente y después a las demás. 2° En relación con la capacitación en lenguaje de señas costarricense, solicitar al Consejo Superior se disponga se priorice la capacitación a las personas quienes laboran en el Ministerio Público y el OIJ en seguimiento de la resolución emitida por la Sala Constitucional en voto 9630-2017 de 23 de junio de 2017, con la colaboración de Gestión Humana, dando continuidad a las actividad de capacitación que ya han ido desarrollando en 2018 y lo que va de 2019; además, se amplíe al resto de personas servidoras judiciales. Sobre esto último, para una mayor efectividad y considerando el costo de oportunidad de ejecutar tal medida, instar al Consejo Superior solicite a la Dirección Tecnología de la Información priorice el desarrollo o adquiera una alternativa de software que haga la traducción del lenguaje de señas según los requerimientos de las personas usuarias internas y externas. 3° Se declara firme este acuerdo por unanimidad para su ejecución. Comuníquese al Consejo Superior, Direcciones de Gestión Humana, Ejecutiva, Planificación, Escuela Judicial, Tecnología de la Información, Organismo de Investigación Judicial, Ministerio Público, Defensa Pública, Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, Consejo de la Judicatura, Consejo de Personal y Unidad de Acceso a la Justicia.-








Sin otro particular, con estima y consideración,..”








Resume de hallazgos y recomendaciones capacitación de Lenguaje en señas Costarricense LESCO,2017


En el año 2017 se aplicó un instrumento de consulta con el objetivo de Analizar el proceso de capacitación en el Lenguaje de Señas Costarricense LESCO cursado por 267 personas de los ámbitos Administrativo, Jurisdiccional y Auxiliar de Justicia en el periodo del 2008 al 2015, con el fin de verificar mejoras en el proceso; ya sea con ampliación de los módulos o mediante la actualización y el refrescamiento.





Estas personas concluyeron con éxito los niveles I, II, III y IV que fueron los aprobados como los requeridos para un proceso de capacitación adecuado y el cual fue avalado por el Consejo Superior en la sesión N°70-09 del veintiuno de julio del dos mil nueve, en el artículo XXXII.





El instrumento aplicado a estas personas buscaba obtener la información necesaria para validar el proceso que se había realizado años atrás en esta formación, pretendía también mejorar la experiencia en el siguiente proceso de contratación.


Del análisis realizado se identificaron algunos hallazgos según lo indicado por 112 personas que completaron el cuestionario. En términos generales se identificó que del total entrevistado un 38% indicó que había utilizado los conocimientos adquiridos en 1 o 3 ocasiones y 34% aseguro haberlo utilizarlo igual o más de seis veces colaborando con en la atención básica logrando el objetivo del proceso de aprendizaje. 


Cuando se les consultó sobre la eficacia de los contenidos estudiados en el curso y si fue ampliamente abarcado los aspectos básicos de Lesco, se pudo observar que, pese a que fue sumamente enriquecedor el proceso y la experiencia, externaron la necesidad de profundizar más y tropicalizarlo a la realidad institucional, con mayor retroalimentación para mejora y actualización de los conocimientos.





La gran mayoría de persona participantes también consideró que se desarrollaron dinámicas grupales adecuadas y que se aplicaron técnicas que propiciaron la participación del grupo de trabajo.


Un gran vacío en la capacitación de LESCO realizada fue el seguimiento, ya que más del 98% de personas participantes indican que es necesario para poder implementar lo aprendido, estar en constante reforzamiento, dar continuidad al aprendizaje mediante casos prácticos para realimentar con las demás personas participantes y contar con material didáctico para consulta y repaso. Esto por cuanto la inversión que representa para el Poder Judicial, no sería aprovechado de la mejor forma. 


Se rescató también lo valioso de colaborar con la población al poder brindar un adecuado acceso a la justicia y la satisfacción que esto conlleva para la persona colaboradora.


Mas del 95% consideraba importante retomar el proceso de aprendizaje de LESCO, pero solo el 79.5% indica que puede hacerlo, algunas personas indican que por cargas laborales o permisos de la jefatura se les dificultaba retomarlo.





Por lo anteriormente descrito, en el informe realizado se contemplaron algunas recomendaciones para futuras capacitaciones en Lenguaje de señas costarricense, a continuación, se detallan las más importantes:





· En los procesos de formación iniciar por los aspectos básicos de LESCO (cultura de la población, errores a la hora de comunicarse, entre otros) 


· Como primer aspecto del proceso de formación, considerar la sensibilización al compartir con población sorda.


· Las personas facilitadoras deben familiarizarse con términos judiciales para que las aborden en las sesiones de trabajo. 


· Realizar procesos de refrescamiento y actualización a las personas que fueron capacitadas en LESCO.


· Como mínimo, deben participar dos personas facilitadoras en cada sesión; y una de estas personas debe ser sorda.


· El material que se facilita a las personas participantes para el estudio debe incluir contenido visual, referencia de videos e información básica que aporte como material de repaso.  Y, además, como material de referencia para alguna situación que se les presente. 


· Énfasis en la expresión facial como parte de la comunicación.


· En los grupos de refrescamiento o actualización debe participar solo población del Poder Judicial para el análisis de situaciones que se dan en común. 


· Se deben buscar medios institucionales para la colaboración a oficinas donde no estén personas formadas en LESCO (video llamada).


· Posibles limitaciones en la comunicación (que la persona sorda no hable LESCO, no sepa leer o cualquier otra situación que se deba contemplar)


· Implementar las bases del aprendizaje para adultos en cada proceso formativo. 


· Capacitar en mínimo VII niveles de LESCO a las personas que inicien el proceso.


· Trabajar en conjunto con la Contraloría de servicios del Poder Judicial y con la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial para validar las nuevas personas por capacitar y el seguimiento oportuno a esta población. 


· Debe asignarse una oficina responsable de dar seguimiento a las personas formadas. El seguimiento que ofrece Gestión Humana depende de los Recursos que se asignen.


· La Subcomisión de Acceso a la Justicia debe girar las directrices necesarias para que la institución se dote de intérpretes en LESCO


· Aclarar en el certificado que se emite a las personas participantes, que no son intérpretes, que el conocimiento adquirido es para brindar apoyo básico a personas sordas. 


· Que el curso virtual que está desarrollando Gestión de la Capacitación “Derechos Humanos de las personas con discapacidad”, sea obligatorio para toda la población Judicial.
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Procede tomar nota del acuerdo anterior.





SE ACORDÓ:  Tomar nota.











Atentamente,





Mba. Lucrecia Chaves Torres


Jefatura


Sección Administrativa de la Carrera Judicial


Dirección de Gestión Humana








CC. 	Diligencias








HaVA


			Dirección de Gestión Humana


San José, Barrio González Lahmann 


Av 6-8, Calles 17-19, Teléfono: 2295-4961/2295-3945


					Sección Administrativa de la Carrera Judicial


carrera-jud@Poder-Judicial.go.cr


Teléfono: 2295-3781 ext. 01-3781
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Documentaci�n remitida por Licenciada Yorleny Ferreto Solano sobre el caso de parqueo de PCD David Vizcayno.msg
Documentación remitida por Licenciada Yorleny Ferreto Solano sobre el caso de parqueo de PCD David Vizcayno

		From

		Melissa Benavides Víquez

		To

		Jorge Olaso Alvarez; Damaris Vargas Vásquez

		Cc

		Yorleny Ferreto Solano

		Recipients

		jolaso@Poder-Judicial.go.cr; dvargas@Poder-Judicial.go.cr; yferreto@Poder-Judicial.go.cr



Buenas tardes Doña Damaris y Don Jorge:



 



Remito este documento que hiciera llegar la Licenciada Yorleny Ferreto sobre lo resuelto por parte del Consejo Superior al señor David Vizcayno,  considero de suma importancia incluirlo en la siguiente sesión de la Subcomisión de Personas con Discapacidad. Hoy conversé con Doña Yorleny quien nos ampliará sobre el caso en la siguiente sesión. 



 



Atentamente, 



 



 







 



 



 



 



De: Yorleny Ferreto Solano <yferreto@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: lunes, 22 de julio de 2019 02:25 p.m.
Para: Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: 7306-19.doc



 



Buenas tardes Estimada, recuerda el caso que le presenté a la Comisión sobre el compañero que no le asignan espacio para persona en condición de discapacidad?,  le remito el último acuerdo del Consejo Superior donde le piden resolver la situación a la Jefatura; no sé cómo se les puede ayudar.



 



 



 







 



De: David Vizcayno <vizcayno@gmail.com> 
Enviado el: lunes, 22 de julio de 2019 02:15 p.m.
Para: Yorleny Ferreto Solano <yferreto@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: 7306-19.doc



 



 






Sent from my iPhone
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RE  solicitud de parqueo.msg
RE: solicitud de parqueo

		From

		Damaris Vargas Vásquez

		To

		David Vizcaíno Castro

		Cc

		Yorleny Ferreto Solano; Acceso a la Justicia

		Recipients

		dvizcaino@Poder-Judicial.go.cr; yferreto@Poder-Judicial.go.cr; accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr



Buenos días don David:



 



Reciba un atento saludo. Comprendo los motivos por los cuales señala, no pudo asistir a la sesión anterior de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad. 



 



Si lo tiene a bien, podríamos atenderle en la sesión del martes 6 de agosto a las 8 am en la oficina 503 del edificio de la Corte Suprema de Justicia, a fin de que exponga su situación. De no poder asistir en esa fecha, estaríamos conociendo en esa sesión lo indicado en el correo adjunto, con el apoyo de doña Yorleny, quien es integrante de la Subcomisión.



 



Cordialmente,



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora 



Subcomisión Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



 



 



De: David Vizcaíno Castro 
Enviado el: jueves, 01 de agosto de 2019 09:40 a.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Yorleny Ferreto Solano <yferreto@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: solicitud de parqueo



 



Estimados Señores y Señoras de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



 



Reciban un atento saludo y a la vez aprovecho para disculparme por no haber asistido a la cita programada para el 8 de julio a las 10 horas, esto debido a que me realizaron una intervención quirúrgica, y además quiero mencionarles de mi caso y tengan una mayor claridad de los hechos suscitados; en donde debido a un accidente de tránsito que se originó el 10 de diciembre del 2014 en las inmediaciones de Moravia; me provocó un serio daño permanente en mis funciones orgánicas, específicamente en el fémur, astrágalo, radio y pulmones; provocando una enfermedad crónica llamada artrosis que me impide el desplazamiento  como una persona normal y una deficiencia pulmonar; que a pesar de las fisioterapias recibidas, que me ayudaron a tener una mayor movilidad, no se llegó a un 100%, y me pone en una desigualdad frente a mis compañeros. Es por ello que enfocado en la necesidad de tener una igualdad de condiciones y con base en la ley de igualdad de oportunidades ( Ley 7600), la convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y la Ley para la promoción de la Autonomía Personal de las Personas con Discapacidad (ley 9379); solicité el día 31 de julio del 2014, a la Comisión de Accesibilidad, propiamente dirigido a la Magistrada Carmen María Soto, un espacio de parqueo, para poder tener una mayor igualdad de condiciones frente a mis compañeros, al no tener una respuesta positiva se remitió al Consejo Superior, la cual ingresó con referencia 11591-14, y se acuerda enviar el oficio a la Dirección Ejecutiva para que realicen un estudio; en dónde se realizaron recordatorios con base en las siguientes referencias 11591-2014, 3828-2015, 4499-2015, 4859-2015, 10210-2015, 12675-2015, 3225-2019, 4401-2019 y el 5708-2019; y no es hasta este año, que mediante el informe 1898-DE-2019 contestan mi solicitud indicando que técnicamente no es viable, por razones de espacio y que valore otras opciones ( como el Teletrabajo), sin embargo a pesar de no estar solicitando teletrabajo, no omito señalar lo indicado en mayo de 2018, por el Licenciado Adolfo M. Valverde Bohórquez, Jefe de Despacho, Dirección General OIJ: 



 



“Por este medio, según gestión trasladada a la Dirección General del OIJ por parte de la Jefatura de la Oficina de Planes y Operaciones de este Organismo, e instruido por el Sr. Director General del OIJ, Walter Espinoza Espinoza, me permito indicar formalmente, que luego de una evaluación interna sobre la posibilidad de iniciar con la aplicación del teletrabajo a lo interno de esta Entidad, se ha decidido por parte del Sr. Director General no ingresar por el momento en esta actividad laboral alternativa”.. 



 



Es por ello que un teletrabajo no es viable y debido a que en el edificio que laboro existen 11 campos de parqueo  de los cuales 1 pertenece a una unidad policial, 1 pertenece a un funcionario judicial de la Dirección de Planificación pero se encuentra en préstamo a una unidad policial y 9 espacios de personas judiciales que no laboran en ese edificio y no existe ni un solo lugar para personas con discapacidad, logrando así generar una imposibilidad para empleados judiciales con discapacidad o las personas usuarias, que son a quienes nos debemos; y el no permitirme a mi o a un usuario con discapacidad estar en igualdad de y con los demás, generando una discriminación en detrimento de Derecho de Autonomía Personal y el irrespeto a las Derechos Humanos Protegidos por los pactos y tratados internacionales , así como los patrimoniales de todas las personas con discapacidad. Ya que todo establecimiento público y privado deberá contar con dos espacios como mínimo o el 5% del total de espacios disponibles según el reglamento a la ley 7600, capítulo IV, artículo 154 y que va en contrariedad a la circular 63-2007 de la Dirección Ejecutiva que indica claramente, cuando algún servidor judicial requiera un parqueo por su condición física, se deberán tomar las previsiones del caso, a efecto de que el requerimiento se atienda conforme corresponda. Es por ello que acudo a su persona con el fin de ver si existe alguna posibilidad de que me ayude con mi solicitud debido al tiempo transcurrido sin respuesta, y a que existe suficiente espacio en el parqueo para crear un espacio especial, como se puede observar en la imagen que adjunto del parqueo. 







Imagen No.1 Espacio Frente al ascensor del parqueo existente



 



 







Imagen No.2 Plano del área de parqueos del edificio



Como se logró ver en las imágenes existe suficiente espacio de parqueo para crear un espacio especial para persona con discapacidad ya sea en los parqueos frente al ascensor o en el área de parqueos.



 



Para ello le remito el dictamen médico legal, el informe realizado por la Dirección Ejecutiva respecto a los espacios de personas con discapacidad y quedo a la espera de lo que corresponda.



 



Cualquier duda o consulta o cualquier otro documento que necesite estoy a su disposición.



 



 







 





smime.p7m

Buenos días don David:



 



Reciba un atento saludo. Comprendo los motivos por los cuales señala, no pudo asistir a la sesión anterior de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad. 



 



Si lo tiene a bien, podríamos atenderle en la sesión del martes 6 de agosto a las 8 am en la oficina 503 del edificio de la Corte Suprema de Justicia, a fin de que exponga su situación. De no poder asistir en esa fecha, estaríamos conociendo en esa sesión lo indicado en el correo adjunto, con el apoyo de doña Yorleny, quien es integrante de la Subcomisión.



 



Cordialmente,



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora 



Subcomisión Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



 




 



De: David Vizcaíno Castro 
Enviado el: jueves, 01 de agosto de 2019 09:40 a.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Yorleny Ferreto Solano <yferreto@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: solicitud de parqueo





 



Estimados Señores y Señoras de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



 



Reciban un atento saludo y a la vez aprovecho para disculparme por no haber asistido a la cita programada para el 8 de julio a las 10 horas, esto debido a que me realizaron una intervención quirúrgica, y además quiero mencionarles de mi caso y tengan una mayor claridad de los hechos suscitados; en donde debido a un accidente de tránsito que se originó el 10 de diciembre del 2014 en las inmediaciones de Moravia; me provocó un serio daño permanente en mis funciones orgánicas, específicamente en el fémur, astrágalo, radio y pulmones; provocando una enfermedad crónica llamada artrosis que me impide el desplazamiento  como una persona normal y una deficiencia pulmonar; que a pesar de las fisioterapias recibidas, que me ayudaron a tener una mayor movilidad, no se llegó a un 100%, y me pone en una desigualdad frente a mis compañeros. Es por ello que enfocado en la necesidad de tener una igualdad de condiciones y con base en la ley de igualdad de oportunidades ( Ley 7600), la convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y la Ley para la promoción de la Autonomía Personal de las Personas con Discapacidad (ley 9379); solicité el día 31 de julio del 2014, a la Comisión de Accesibilidad, propiamente dirigido a la Magistrada Carmen María Soto, un espacio de parqueo, para poder tener una mayor igualdad de condiciones frente a mis compañeros, al no tener una respuesta positiva se remitió al Consejo Superior, la cual ingresó con referencia 11591-14, y se acuerda enviar el oficio a la Dirección Ejecutiva para que realicen un estudio; en dónde se realizaron recordatorios con base en las siguientes referencias 11591-2014, 3828-2015, 4499-2015, 4859-2015, 10210-2015, 12675-2015, 3225-2019, 4401-2019 y el 5708-2019; y no es hasta este año, que mediante el informe 1898-DE-2019 contestan mi solicitud indicando que técnicamente no es viable, por razones de espacio y que valore otras opciones ( como el Teletrabajo), sin embargo a pesar de no estar solicitando teletrabajo, no omito señalar lo indicado en mayo de 2018, por el Licenciado Adolfo M. Valverde Bohórquez, Jefe de Despacho, Dirección General OIJ: 



 



“Por este medio, según gestión trasladada a la Dirección General del OIJ por parte de la Jefatura de la Oficina de Planes y Operaciones de este Organismo, e instruido por el Sr. Director General del OIJ, Walter Espinoza Espinoza, me permito indicar formalmente, que luego de una evaluación interna sobre la posibilidad de iniciar con la aplicación del teletrabajo a lo interno de esta Entidad, se ha decidido por parte del Sr. Director General no ingresar por el momento en esta actividad laboral alternativa”.. 



 



Es por ello que un teletrabajo no es viable y debido a que en el edificio que laboro existen 11 campos de parqueo  de los cuales 1 pertenece a una unidad policial, 1 pertenece a un funcionario judicial de la Dirección de Planificación pero se encuentra en préstamo a una unidad policial y 9 espacios de personas judiciales que no laboran en ese edificio y no existe ni un solo lugar para personas con discapacidad, logrando así generar una imposibilidad para empleados judiciales con discapacidad o las personas usuarias, que son a quienes nos debemos; y el no permitirme a mi o a un usuario con discapacidad estar en igualdad de y con los demás, generando una discriminación en detrimento de Derecho de Autonomía Personal y el irrespeto a las Derechos Humanos Protegidos por los pactos y tratados internacionales , así como los patrimoniales de todas las personas con discapacidad. Ya que todo establecimiento público y privado deberá contar con dos espacios como mínimo o el 5% del total de espacios disponibles según el reglamento a la ley 7600, capítulo IV, artículo 154 y que va en contrariedad a la circular 63-2007 de la Dirección Ejecutiva que indica claramente, cuando algún servidor judicial requiera un parqueo por su condición física, se deberán tomar las previsiones del caso, a efecto de que el requerimiento se atienda conforme corresponda. Es por ello que acudo a su persona con el fin de ver si existe alguna posibilidad de que me ayude con mi solicitud debido al tiempo transcurrido sin respuesta, y a que existe suficiente espacio en el parqueo para crear un espacio especial, como se puede observar en la imagen que adjunto del parqueo. 
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Imagen No.1 Espacio Frente al ascensor del parqueo existente
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Imagen No.2 Plano del área de parqueos del edificio



Como se logró ver en las imágenes existe suficiente espacio de parqueo para crear un espacio especial para persona con discapacidad ya sea en los parqueos frente al ascensor o en el área de parqueos.



 



Para ello le remito el dictamen médico legal, el informe realizado por la Dirección Ejecutiva respecto a los espacios de personas con discapacidad y quedo a la espera de lo que corresponda.



 



Cualquier duda o consulta o cualquier otro documento que necesite estoy a su disposición.
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                    Corte Suprema de Justicia

                           Secretaría General

[bookmark: _GoBack]San José, 21 de octubre de 2019

N° 10909-19

Al contestar refiérase a este # de oficio



Señora

Máster Ana Eugenia Romero Jenkins

Directora Ejecutiva 



Estimada señora:



Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 90-19 celebrada el 17 de octubre del 2019, que literalmente dice:



[bookmark: _Toc21964003]“ARTÍCULO LXXIV 



DOCUMENTO N° 11591-14, 13041-19



La máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, mediante oficio N° CACC-330-2019 del 9 de octubre de 2019, gestionó:



“Por este medio se remite para su estimable conocimiento, el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad celebrada el pasado 06 de agosto de 2019, en donde se acordó: 



“ARTICULO X



Se conoce gestión de parqueo planteada por el señor David Vizcaíno Castro, Investigador Informático de la Sección de Delitos Informáticos del OIJ, en el que señala el motivo por el cual no pudo asistir a la sesión ordinaria anterior de la Subcomisión, y expone:

[bookmark: _Toc21964005][bookmark: _Toc21964005]

De: David Vizcaíno Castro 
Enviado el: jueves, 01 de agosto de 2019 09:40 a.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Yorleny Ferreto Solano <yferreto@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: solicitud de parqueo



Estimados Señores y Señoras de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



Reciban un atento saludo y a la vez aprovecho para disculparme por no haber asistido a la cita programada para el 8 de julio a las 10 horas, esto debido a que me realizaron una intervención quirúrgica, y además quiero mencionarles de mi caso y tengan una mayor claridad de los hechos suscitados; en donde debido a un accidente de tránsito que se originó el 10 de diciembre del 2014 en las inmediaciones de Moravia; me provocó un serio daño permanente en mis funciones orgánicas, específicamente en el fémur, astrágalo, radio y pulmones; provocando una enfermedad crónica llamada artrosis que me impide el desplazamiento  como una persona normal y una deficiencia pulmonar; que a pesar de las fisioterapias recibidas, que me ayudaron a tener una mayor movilidad, no se llegó a un 100%, y me pone en una desigualdad frente a mis compañeros. Es por ello que enfocado en la necesidad de tener una igualdad de condiciones y con base en la ley de igualdad de oportunidades ( Ley 7600), la convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y la Ley para la promoción de la Autonomía Personal de las Personas con Discapacidad (ley 9379); solicité el día 31 de julio del 2014, a la Comisión de Accesibilidad, propiamente dirigido a la Magistrada Carmen María Soto, un espacio de parqueo, para poder tener una mayor igualdad de condiciones frente a mis compañeros, al no tener una respuesta positiva se remitió al Consejo Superior, la cual ingresó con referencia 11591-14, y se acuerda enviar el oficio a la Dirección Ejecutiva para que realicen un estudio; en dónde se realizaron recordatorios con base en las siguientes referencias 11591-2014, 3828-2015, 4499-2015, 4859-2015, 10210-2015, 12675-2015, 3225-2019, 4401-2019 y el 5708-2019; y no es hasta este año, que mediante el informe 1898-DE-2019 contestan mi solicitud indicando que técnicamente no es viable, por razones de espacio y que valore otras opciones ( como el Teletrabajo), sin embargo a pesar de no estar solicitando teletrabajo, no omito señalar lo indicado en mayo de 2018, por el Licenciado Adolfo M. Valverde Bohórquez, Jefe de Despacho, Dirección General OIJ: 



“Por este medio, según gestión trasladada a la Dirección General del OIJ por parte de la Jefatura de la Oficina de Planes y Operaciones de este Organismo, e instruido por el Sr. Director General del OIJ, Walter Espinoza Espinoza, me permito indicar formalmente, que luego de una evaluación interna sobre la posibilidad de iniciar con la aplicación del teletrabajo a lo interno de esta Entidad, se ha decidido por parte del Sr. Director General no ingresar por el momento en esta actividad laboral alternativa”.. 



Es por ello que un teletrabajo no es viable y debido a que en el edificio que laboro existen 11 campos de parqueo  de los cuales 1 pertenece a una unidad policial, 1 pertenece a un funcionario judicial de la Dirección de Planificación pero se encuentra en préstamo a una unidad policial y 9 espacios de personas judiciales que no laboran en ese edificio y no existe ni un solo lugar para personas con discapacidad, logrando así generar una imposibilidad para empleados judiciales con discapacidad o las personas usuarias, que son a quienes nos debemos; y el no permitirme a mi o a un usuario con discapacidad estar en igualdad de y con los demás, generando una discriminación en detrimento de Derecho de Autonomía Personal y el irrespeto a las Derechos Humanos Protegidos por los pactos y tratados internacionales , así como los patrimoniales de todas las personas con discapacidad. Ya que todo establecimiento público y privado deberá contar con dos espacios como mínimo o el 5% del total de espacios disponibles según el reglamento a la ley 7600, capítulo IV, artículo 154 y que va en contrariedad a la circular 63-2007 de la Dirección Ejecutiva que indica claramente, cuando algún servidor judicial requiera un parqueo por su condición física, se deberán tomar las previsiones del caso, a efecto de que el requerimiento se atienda conforme corresponda. Es por ello que acudo a su persona con el fin de ver si existe alguna posibilidad de que me ayude con mi solicitud debido al tiempo transcurrido sin respuesta, y a que existe suficiente espacio en el parqueo para crear un espacio especial, como se puede observar en la imagen que adjunto del parqueo. 
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Imagen No.1 Espacio Frente al ascensor del parqueo existente
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Imagen No.2 Plano del área de parqueos del edificio



Como se logró ver en las imágenes existe suficiente espacio de parqueo para crear un espacio especial para persona con discapacidad ya sea en los parqueos frente al ascensor o en el área de parqueos.



Para ello le remito el dictamen médico legal, el informe realizado por la Dirección Ejecutiva respecto a los espacios de personas con discapacidad y quedo a la espera de lo que corresponda.”





En sus exposición, el señor Vizcaíno indica, para realizar sus funciones no requiera hacer trabajo de campo, serían pocos lugares donde tener que asistir debido a que trabaja mucho por correo electrónico y con el auxilio de la tecnología. Agrega, en su trabajo contacta mucho con personas que están en otros países por medios electrónicos. Refiere a un informe de la Dirección Ejecutiva en el que se señala hay espacios de parqueo en el edificio de Tribunales que no se han asignado a personas con discapacidad porque no han sido solicitados, están siendo ocupados por vehículos del OIJ. Aduce, el espacio de parqueo para las personas con discapacidad tiene requerimientos especiales; sin embargo, se ajustaría a cualquier espacio en tanto pueda tener acceso, preferiblemente al Anexo C, pero igual le quedaría bien con el parqueo del edificio de Tribunales.



Andrea señala que la Administración lo que debe hacer es revisar el espacio y ofrecerles el parqueo conforme a sus condiciones; e inclusive indica, el teletrabajo es voluntaria así que podría tratarse de una discriminación pensar en esa opción a menos que él lo solicite expresamente. De igual forma se estaría violentando su derecho al buscarle solución en un edificio diferente donde él trabaja pues se le estarían manteniendo las barreras. Indica, son diferentes los espacios que deben conforme a la ley reservarse para las personas usuarias con discapacidad que son dos espacios cuando son pocos los parqueos y cuando son varios se trataría del 5%; y los parqueos que la Institución debe facilitar a las personas servidoras con discapacidad.



En sesión 05-19, Artículo IV, se tomó el acuerdo que literalmente indica: “SE ACUERDA: Se toma nota de la gestión. Solicitar a la Dirección Ejecutiva informe acerca de los espacios reservados para las personas con discapacidad en los edificios del Primer Circuito Judicial de San José, su ubicación y a quien están asignados en este momento. Lo anterior, a fin de atender la solicitud del señor David Vizcaíno Castro, quien es una persona con discapacidad, certificado por CONAPDIS. Se declara firme este acuerdo por unanimidad.”



SE ACUERDA: 



3°. Solicitar al Consejo Superior valore emitir una circular en la que se informe sobre el derecho de parqueos que tienen las personas usuarias en situación de discapacidad, así como las personas servidoras judiciales con discapacidad conforme a lo que dispone la Ley 7.600 y demás normativa vinculada, incluyendo las condiciones que deben reunir tales parqueos”.



Propuesta de Circular. 



Circular N° XXX-2019



ASUNTO: Disposiciones normativas de acatamiento obligatorio respecto de asignación de espacios de parqueo accesibles para personas con discapacidad tanto para personas usuarias externas como para personas funcionarias judiciales, en cumplimiento de la Ley 7600 de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad y norma conexa.



A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS



SE LES HACE SABER QUE:



Por acuerdo de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas en Situación de Discapacidad-Comisión de Acceso a la Justicia, se acordó solicitar al Consejo Superior reiterar  a las diferentes Oficinas Judiciales y Unidades Administrativas del país, que tienen bajo su responsabilidad la administración y asignación de los espacios de parqueo en los diferentes circuitos judiciales del país, la necesidad de garantizarles el derecho a las personas usuarias internas y externas en situación de discapacidad acreditada un espacio de parqueo en cumplimiento de las leyes 8661Convención de los Derechos de las Personas con Discapacidad y 7600 de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad y su reglamento bajo la siguiente disposiciones:



“Artículo 43.- Los establecimientos públicos y privados de servicio al público, que cuenten con estacionamiento, deberán ofrecer un cinco por ciento (5%) del total de espacios destinados expresamente a estacionar vehículos conducidos por personas con discapacidad o que las transporten. Pero, en ningún caso, podrán reservarse para ese fin menos de dos espacios. Esos vehículos deberán contar con una identificación y autorización para el transporte y estacionamiento expedida por el Ministerio de Obras Públicas y Transportes. Esos espacios deberán estar ubicados cerca de la entrada principal de los locales de atención al público. Las características de los espacios y servicios expresamente para personas con discapacidad serán definidas en el reglamento de esta ley”. Ley 7600.



Decreto N°40659-MOPT-MP “Reforma reglamentaria para reforzar el uso de los estacionamientos reservados y la accesibilidad al transporte público colectivo” modifica en su artículo 154, del Decreto Ejecutivo Decreto Nº26831, "Reglamento de la Ley de Igualdad de Oportunidades para Personas con Discapacidad", publicado en La Gaceta N° 75 del 20 de abril de 1998.



“Artículo 154.- Estacionamientos reservados. Todo estacionamiento público y privado de atención al público, de acuerdo a lo que disponga de espacios para estacionar vehículos automotores, deberá disponer de espacios destinados a vehículos conducidos por personas con discapacidad o que les transporten. Lo anterior según lo establecido en la siguiente tabla: 



		Cantidad de espacios mínimos de estacionamiento



		Estacionamientos reservados accesibles





		De 1 a 40 espacios

		2





		De 41 a 60 espacios

		3





		De 61 a 80 espacios

		4





		De 81 a 100 espacios

		5





		De 101 a 120 espacios

		6





		De 121 a 140 espacios

		7





		De 141 a 160 espacios

		8





		De 161 a 180 espacios

		9





		De 181 a 200 espacios

		10





		Más de 200 espacios

		Aplicar el 5%









Estos estacionamientos reservados deberán ubicarse en las entradas principales de los locales de atención al público, debidamente identificados con el símbolo internacional de acceso al que se hace referencia en el artículo 105 de este Reglamento.



Para señalización a nivel horizontal (a nivel de piso), se debe colocar en el centro del espacio para el estacionamiento, el símbolo internacional de acceso, con dimensiones de un metro por un metro, respetando la proporción y disposición cromática de fondo azul y figura blanca.



En cuanto a rotulación vertical, cada dos espacios contiguos, se debe disponer de un rótulo colocado a una altura mínima de 2, 20 metros libres, de manera que no obstaculice el tránsito peatonal sobre la acera ni invada el vado o rampa de ingreso. Este tipo de rótulo debe estar compuesto por la letra "E" en mayúscula, inscrita dentro de un círculo con línea roja y centro blanco, debajo de ésta la palabra "RESERVADO" y en la parte inferior, el símbolo internacional de acceso con dimensiones de 20 centímetros por 20 centímetros, tal y como lo establece el artículo 106 de este Reglamento”.



Lo anterior para que se consideren los espacios reglamentarios con sus respectivas características para la atención de usuarios externos con discapacidad., que debe reservar en razón del servicio que brinda el Poder Judicial. 



En lo que respecta al otorgamiento de espacios de parqueo para personas funcionarias judiciales con discapacidad, cada Oficina Judicial y Unidad Administrativa, deberá considerar las disposiciones establecidas en la ley N°8661, Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, , y la Ley 7600 de Igualdad de Oportunidades para personas con discapacidad que en lo sucesivo señalan: 



a. Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, ley N°8661



Artículo 2. Ajustes razonables “(…) modificaciones y adaptaciones necesarias y adecuadas que no impongan una carga desproporcionada o indebida, cuando requieran en un caso particular, para garantizar a las personas con discapacidad, el goce o ejercicio en igualdad de condiciones con las demás, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales”.



Artículo 9. “A fin de que las personas con discapacidad puedan vivir en forma independiente y participar plenamente en todos los aspectos de la vida, los Estados Parte adoptarán medidas pertinentes para asegurar el acceso de las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con las demás, al entorno físico, (…). Estas medidas, incluirán la identificación y eliminación de obstáculos y barreras de acceso, y se aplicarán, entre otras cosas a: 



a) Los edificios, las vías públicas, el transporte y otras instalaciones exteriores e interiores como escuelas, viviendas, instalaciones médicas y lugares de trabajo; (…)”.



Artículo 27 inciso i): “Los Estados Parte reconocen el derecho de las personas con discapacidad a trabajar, en igualdad de condiciones con las demás; […] Los Estados Parte salvaguardarán y promoverán el ejercicio del derecho al trabajo, […], adoptando medidas pertinentes, incluida la promulgación de legislación, entre ellas: “Velar por que se realicen ajustes razonables para las personas con discapacidad en el lugar de trabajo”; 



b. Ley 7600 de Igualdad de Oportunidades para Personas con Discapacidad.



Artículo 23. “Derecho al trabajo. El Estado garantizará a las personas con discapacidad, tanto en zonas rurales como urbanas, el derecho de un empleo adecuado a sus condiciones y necesidades personales.” 



Por todo lo anterior, se deberá proporcionar espacios de parqueo (diferentes a los de atención de público) según las necesidades y características de cada funcionario que lo requiera, (siempre, y cuando no se imponga una carga desproporcionada o indebida a la Administración) para garantizar a las personas funcionarias con discapacidad, el goce o ejercicio en igualdad de condiciones con las demás.”
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[bookmark: _MON_1632134756]En sesión Nº 90-14 celebrada 14 de octubre de 2014, artículo LXXV, de previo a resolver lo que correspondiera se solicitó a la Dirección Ejecutiva que realice el estudio técnico respectivo y rinda a este Consejo el informe correspondiente a la nota del máster David Vizcayno Castro, Profesional en Informática 2 de la Sección de Delitos Informáticos del Organismo de Investigación Judicial.



Luego, en sesión Nº 33-15 celebrada el 14 de abril de 2015, artículo XCII, se tuvieron por hechas las manifestaciones de la señora Directora Ejecutiva. Además, se tomó nota de las manifestaciones realizadas por el máster David Vizcayno Castro, en su citada condición. Y se hizo una instancia a la Dirección Ejecutiva para que rindiera el informe solicitado en sesión Nº 90-14 celebrada 14 de octubre de 2014, artículo LXXV, con el fin de contar con una pronta respuesta a la gestión planteada.



Seguidamente, en sesión N° 78-15 del 1 de setiembre del 2015, artículo XXVIII, se concedió una prórroga de un mes contado a partir de la comunicación del acuerdo a la Dirección Ejecutiva para que remitiera el informe relacionado con el tema de la gestión del señor Vizcaíno Castro. 



Además, en sesión N° 45-19 celebrada el 17 de mayo del 2019, artículo XXI, previamente a resolver, se dispuso devolver a la Dirección Ejecutiva el informe para que remita una propuesta tomando en consideración las manifestaciones de los integrantes, referente a realizar un control y lineamientos a seguir para la designación de espacios de parqueos al personal judicial, en aquellos casos de servidores y servidoras con discapacidad de movilidad, ubicando así el espacio a las personas servidoras judiciales que presenten este tipo de discapacidad en el edificio donde laboran, ya que lo que se pretende atender es un problema de accesibilidad y no el económico. 



Se solicito a la citada Dirección, que analizara las observaciones del servidor David Vizcaíno Castro, Profesional en Informática 2 de la Sección de Delitos Informáticos del Organismo de Investigación Judicial.



Posteriormente, en sesión N° 59-19 celebrada el 3 de julio del 2019, artículo X, se acogió el informe rendido por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante oficio N° 2697-DE-2019 del 21 de junio de 2019, en el que se detalló que en el edificio Anexo C, conocido como edificio Alpino, el diseño estructural no permite que se pueda adaptar a las características técnicas de accesibilidad de los estacionamientos reservados, conforme lo establece el Reglamento de la Ley 7600, en su artículo 155, por lo que debería la jefatura inmediata del servidor David Vizcaíno Castro, Investigador Informático de la Sección de Delitos Informáticos del Organismo de Investigación Judicial, valorar otras opciones para el adecuado desempeño de sus funciones, tomando en cuenta la naturaleza de la labor que desempeña el servidor. 



También, se aprobaron los criterios de asignación de espacios que se indicaron, los cuales comunicaría la Secretaría de la Corte a las personas servidoras mediante circular. 



Mediante circular N° 134-19, del 26 de agosto de 2019, se hizo de conocimiento de las personas servidoras judiciales del país, que el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 59-19 celebrada el 3 de julio de 2019, artículo X, dispuso: Aprobar los siguientes criterios de asignación de espacios de parqueo para el personal judicial que presentan algún tipo de discapacidad, los cuales obedecen al orden jerárquico y en igualdad de este al factor antigüedad. Siendo estos los criterios prioritarios, las condiciones.



Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Trasladar el presente acuerdo a la Dirección Ejecutiva para estudio e informe a este Consejo lo correspondiente. Se declara acuerdo firme.”



Atentamente, 







Lic. Ricardo Calderón Fernández 

Prosecretario General interino

Secretaría General de la Corte



c:	Máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia

Diligencias / Refs: (11591-14, 13041-19)

Pt

Claudio

Teléfonos: 2295-3707 al 2295-3711	     Correo: secrecorte@poder-judicial.go.cr    Fax: (506) 2295-3706          Apdo: 1-1003 San José
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		Recipients

		ksalazard@Poder-Judicial.go.cr; 'asanchez@conapdis.go.cr'; 'cescotofer@gmail.com'; centroinformacion@Poder-Judicial.go.cr; dvargas@Poder-Judicial.go.cr; echavarria@Poder-Judicial.go.cr; EMadrigal@Poder-Judicial.go.cr; fazofeifa@conapdis.go.cr; fvegaz@Poder-Judicial.go.cr; jolaso@Poder-Judicial.go.cr; mhidalgof@Poder-Judicial.go.cr; mperezd@Poder-Judicial.go.cr; mzoch@Poder-Judicial.go.cr; nbjimenez@Poder-Judicial.go.cr; ocastrillo@Poder-Judicial.go.cr; oguerrero@Poder-Judicial.go.cr; rarrieta@Poder-Judicial.go.cr; whin@Poder-Judicial.go.cr; wkidd@Poder-Judicial.go.cr; yferreto@Poder-Judicial.go.cr



Buenos días Doña Damaris y miembros de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad: Adjunto el documento "Formulario de Protección de Datos Sensibles Para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad", con comentarios al margen que considero importante que sean considerados. 



De:        Katherine Salazar Duarte <ksalazard@Poder-Judicial.go.cr> 
Para:        Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>, Maria Felicia Zoch Badilla <mzoch@Poder-Judicial.go.cr>, Wilbert Kidd Alvarado <wkidd@Poder-Judicial.go.cr>, "'cescotofer@gmail.com'" <'cescotofer@gmail.com'>, Manuel Hidalgo Flores <mhidalgof@Poder-Judicial.go.cr>, Nelda Beatriz Jimenez Rojas <nbjimenez@Poder-Judicial.go.cr>, "Roxana Arrieta Meléndez" <rarrieta@Poder-Judicial.go.cr>, Olga Guerrero Cordoba <oguerrero@Poder-Judicial.go.cr>, Waiman Hin Herrera <whin@Poder-Judicial.go.cr>, "fazofeifa@conapdis.go.cr" <fazofeifa@conapdis.go.cr>, "'asanchez@conapdis.go.cr'" <'asanchez@conapdis.go.cr'>, "olepiz@dhr.go.cr" <olepiz@dhr.go.cr>, "Mayela Pérez Delgado" <mperezd@Poder-Judicial.go.cr>, "Evelyn Chavarría Brenes" <echavarria@Poder-Judicial.go.cr>, Orlando Castrillo Vargas <ocastrillo@Poder-Judicial.go.cr>, "Franz Vega Zúñiga" <fvegaz@Poder-Judicial.go.cr>, Edgar Madrigal Ramirez <EMadrigal@Poder-Judicial.go.cr>, Yorleny Ferreto Solano <yferreto@Poder-Judicial.go.cr> 
cc:        "Centro de Informacion Jurisprudencial (Cuenta Oficial Autorizada)" <centroinformacion@Poder-Judicial.go.cr>, "Damaris Vargas Vásquez" <dvargas@Poder-Judicial.go.cr> 
Fecha:        28/10/2019 04:09 p. m. 
Asunto:        RE: Formulario de Protección de Datos Sensibles para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad 


  _____  






Señoras y señores 
Integrantes 
Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas en Situación de Discapacidad 
Poder Judicial 
S.D. 
  
Estimadas Personas Integrantes: 
  
Reciban un atento saludo. Por este medio se les realiza atento recordatorio de la remisión del Formulario de Protección de Datos Sensibles para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad “, por se les solicita de la manera más respetuosa remitir la información solicitada por el Consejo Superior a más tardar el día de mañana en la I audiencia. 
  
Muchas gracias por su atención, 
  
  
De: Katherine Salazar Duarte 
Enviado el: martes, 22 de octubre de 2019 03:33 p.m.
Para: Jorge Olaso Alvarez; Maria Felicia Zoch Badilla; Wilbert Kidd Alvarado; 'cescotofer@gmail.com'; Manuel Hidalgo Flores; Nelda Beatriz Jimenez Rojas; Roxana Arrieta Meléndez; Olga Guerrero Cordoba; Waiman Hin Herrera; 'fazofeifa@conapdis.go.cr'; 'asanchez@conapdis.go.cr'; 'olepiz@dhr.go.cr'; Mayela Pérez Delgado; Evelyn Chavarría Brenes; Orlando Castrillo Vargas; Franz Vega Zúñiga; Edgar Madrigal Ramirez; Yorleny Ferreto Solano
CC: Centro de Informacion Jurisprudencial (Cuenta Oficial Autorizada); Damaris Vargas Vásquez; Melissa Benavides Víquez
Asunto: Formulario de Protección de Datos Sensibles para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad 
Importancia: Alta 
  

Señoras y señores 
Integrantes 
Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas en Situación de Discapacidad 
Poder Judicial 
S.D. 
  
Estimadas Personas Integrantes: 
  
Reciban un atento saludo. Siguiendo instrucciones superiores, se remite el “Formulario de Protección de Datos Sensibles para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad “en razón del acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión No. 89-19, Artículo XCIX.Con la finalidad de obtener insumos para la elaboración de parámetros que permitan definir criterios base para la despersonalización. 
  
Asimismo se les solicita de la manera más respetuosa remitir sus aportes a más tardar el próximo martes 29 de octubre. 
  
Muchas gracias por su atención, 
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Katherine Salazar Duarte
Unidad de Acceso a la Justicia
Poder Judicial de Costa Rica
Tel: (506) 2295 3874
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CRITERIOS PARA DESPERSONALIZAR INFORMACIÓN JUDICIAL DE ACCESO A TERCEROS





[bookmark: _Hlk21576872]Conforme lo establece la Ley de Protección de las Personas frente a tratamiento de sus datos personales, Ley No. 8968 (en adelante Ley de Protección de Datos), así como el Reglamento de actuación de la Ley de Protección de las Personas frente a tratamiento de sus datos personales en el Poder Judicial (en adelante Reglamento Institucional) y la circular del Consejo Superior No. 148-19, toda aquella información que se genere en el Poder Judicial, que sea de acceso público, ya sea por Internet o por solicitud de un tercero a través de otros medios,  previo a ser entregada o divulgada, debe someterse a un proceso de análisis para identificar si ésta contiene datos sensibles  y en caso positivo debe realizarse un proceso de despersonalización con el fin de desvincular aquellos datos que hacen identificable a la persona objeto de protección.


De acuerdo con el Reglamento Institucional en su artículo 6 y la circular del Consejo Superior, la persona designada en cada despacho u oficina judicial, responsable de remitir la información a los encargados de la protección de datos, debe generar una alerta a través de los procedimientos establecidos.


Es por lo anterior que con el fin de establecer aquellos criterios base que guíen a la identificación de un dato sensible, se hace necesario recopilar  información  a través de este instrumento, que permita generar un insumo necesario para la toma de decisiones en relación con esta temática.


Para los efectos la información debe contestarse conforme a su experiencia en cuanto a la información producida en su oficina o despacho judicial, siendo que para el ámbito jurisdiccional debe realizarse un instrumento por materia.   En algunos de los ítems se ejemplifica para dar mayor claridad, no obstante, esa información es meramente informativa.  Ahora bien, si uno de los criterios no aplica en su oficina indíquelo como tal.


1. Datos Generales





[bookmark: Texto1]Despacho u oficina Judicial:         





[bookmark: Texto2]Materia a la que corresponde la información de este instrumento:       





[bookmark: Texto3]Nombre de contacto para ampliar información:            





[bookmark: Texto4]Extensión:        





[bookmark: Texto5]Correo electrónico        








2. Tipo de información





Marque el tipo de información que se produce en su oficina que sea de acceso público (puede elegir diversas opciones)


[bookmark: Marcar1]|_| Resoluciones Judiciales


[bookmark: Marcar7]|_|  Resoluciones inspección judicial


[bookmark: Marcar2]|_| Actas de Corte Plena o Consejo Superior


[bookmark: Marcar3]|_| Circulares 


[bookmark: Marcar4]|_|Oficios


[bookmark: Marcar5]|_|Dictámenes


[bookmark: Marcar6]|_|Otros.   Especifique: Haga clic o pulse aquí para escribir texto.














3. Criterios de despersonalización





3.1. Criterios de despersonalización obligatoria 


De acuerdo con la Ley de Protección de Datos, en su artículo 9 y el Reglamento Institucional, artículo 12, los siguientes son los datos que deben ser protegidos de manera obligatoria:


· Personas menores de edad


· Personas mentalmente incapaces	Comment by Windows User: Creo que se debiera cambiar este término por el de discapacidad psicosocial, puesto que a partir de la promulgación de la Ley de Autonomía Personal ya no se declara incapaz a una persona.


· Víctimas de acoso


· Víctimas de delitos sexuales


· Víctimas de violencia doméstica


· Dirección de la residencia de cualquier persona


· Fotografía  de cualquier persona


· Número de teléfonos privados de cualquier persona


· Citaciones Judiciales o notificaciones


· Operaciones bancarias o financieras


· Otros de igual naturaleza cuyo tratamiento pueda afectar los derechos y los intereses de la persona titular	Comment by Windows User: El artículo 22 de la Convención Sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad establece que los estados signatarios deben guardar en privacidad la información personal relativa a  la salud y rehabilitación de las personas con discapacidad  





En relación con los siguientes ítems, ejemplifique como interpreta usted qué tipo de información debe ser objeto de protección vinculados a cada uno de ellos:


· Citaciones Judiciales o notificaciones


Haga clic o pulse aquí para escribir texto.





· Operaciones bancarias o financieras


Haga clic o pulse aquí para escribir texto.


· Otros de igual naturaleza cuyo tratamiento pueda afectar los derechos y los intereses de la persona titular


Haga clic o pulse aquí para escribir texto.





3.2. Criterios de despersonalización por persona interviniente





En el siguiente cuadro se presentan los diferentes tipos de partes que intervienen en un proceso, marque el tipo de parte que aplica para su materia  y en la columna respectiva indique los criterios utilizados para despersonalizarlos.   





			Tipo de parte


			Se despersonaliza cuando:





			☐Actor 


☐Víctima


☐Recurrente


☐Ofendido


☐Denunciante


☐ Otro.  Especifique Haga clic o pulse aquí para escribir texto.





			





			☐Demandado


☐Imputado


☐Recurrido


☐Investigado


☐ Otro.  Especifique: Haga clic o pulse aquí para escribir texto.





			








			


Testigos


			





			


Peritos


			





			


Investigadores, policías


			





			


Otro tipo de intervención.  Especifique Haga clic o pulse aquí para escribir texto.





			
































3.3. Criterios de despersonalización por tipo de proceso o delito


Indique si existe algún criterio donde conforme al tipo de proceso o delito es obligatoria la despersonalización de la información. 


[bookmark: Texto6]     





3.4. Criterios de despersonalización por cuantía o monto de pago de daños 


Se ha mencionado que si el monto pagado en daños morales es alto, al publicarse dicha información se estaría poniendo en riesgo a la persona por lo que debe despersonalizarse la resolución.  ¿Eso es considerado un dato sensible? 


Indique si existe algún criterio relacionado con la despersonalización de la información relacionada con el monto de la cuantía o el pago de daños y perjuicios.


[bookmark: Texto7]     


3.5. Criterios de despersonalización en relación con lugares


En relación con los lugares de trabajo o donde se dieron los hechos, se ha indicado que si es una empresa pequeña ésta debe despersonalizarse cuando a partir de la información que contiene el documento se podría identificar a la parte vulnerable, diferente es cuando el lugar de trabajo tiene mucho personal por ejemplo el MEP, esta Institución no se despersonalizaría no así el nombre de la Escuela.   


Indique si existe criterio en relación con el ocultamiento de la información relativa con el lugar de trabajo, o el lugar donde se llevaron a cabo los hechos. 


[bookmark: Texto8]     


3.6. Criterios de despersonalización por persona considerada figura pública


Se han presentado casos donde se están juzgando personas consideradas figuras públicas, cuyos delitos son del ámbito privado, sin embargo, existen criterios encontrados respecto que por transparencia no debe despersonalizarse la información.


Indique si existe criterio en relación con el ocultamiento de la información relativa con las personas consideradas figuras públicas. 


[bookmark: Texto9]     


3.7. Criterios de despersonalización en relación con las poblaciones vulnerables





Indique los criterios utilizados para la información relativa con las poblaciones vulnerables.  De ser posible trate de realizarlo una a una.


[bookmark: Texto10]     








3.8. Criterios de despersonalización en relación con problemas de adicción a las drogas, alcoholismo, callejización y problemas de salud.


Indique si existe criterio en relación con el ocultamiento de la información señalada. 


[bookmark: Texto11]     





3.9. Criterios de despersonalización en relación con la identificación de números de: cuentas bancarias, inscripciones de bienes muebles o inmuebles, sociedades, cédulas jurídicas, protocolos, etc.


Uno de los temas en discusión es que si la protección de datos debe cobijar aspectos como los datos de inscripción de los protocolos por cuanto a través de éstos se podría identificar a las personas, sin embargo, existe otra corriente que manifiesta que eso es “hilar muy delgado”.


Indique los criterios utilizados para este tipo de información, puede indicarlo uno a uno si fuera necesario.  De ser posible trate de realizarlo una a una.


[bookmark: Texto12]     





3.10. Criterios de despersonalización en relación con los representantes, apoderados de las partes e instituciones  y representante sindicales. 


Indique si existe criterio en relación con el ocultamiento de la información señalada. 


[bookmark: Texto13]     





3.11. Criterios de despersonalización en relación con las personas funcionarias públicas en el ejercicio de sus funciones y en el ámbito privado





Indique si existe criterio en relación con el ocultamiento de la información respecto a las personas funcionarias públicas


[bookmark: Texto14]     





3.12. Criterios de despersonalización en relación con casos mediáticos


Indique si existe criterio en relación con el ocultamiento de la información señalada. 


[bookmark: Texto15]     





3.13. Criterios de NO despersonalización 


Mencione en qué casos se ha definido cuando la información no debe ser despersonalizada. 


[bookmark: Texto16]     








3.14. Criterios sobre el Derecho al Olvido 


Indique cuáles criterios se aplican en su materia respecto al derecho al olvido


[bookmark: Texto17]     


3.15. Otros criterios


En caso de haberse omitido algún otro criterio favor incluirlo a continuación:


[bookmark: Texto18]     
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Señoras y Señores



 



Remito para su conocimiento el Boletín Dis-Capacidad en Acción facilitado muy gentilmente por don Otto Lépiz de la Defensoría de los Habitantes de la República.



 



Aprovecho para agradecer a don Otto sus siempre valiosos aportes a la Subcomisión.



 



Cordialmente,



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora Subcomisión Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



Poder Judicial



Teléfonos (506) 22953081 y (506) 88118561



 



 



De: Otto Eduardo Lepiz <olepiz@dhr.go.cr> 
Enviado el: martes, 29 de octubre de 2019 08:30 a.m.
Para: marcomorav@hotmail.com; Maritza Parini <maritzaparini@conapdis.go.cr>; Inclucivapz@gmail.com; Federico Montero <fammontero@gmail.com>; Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>; francisco villalta <villaltamontes2@mivah.go.cr>; Centro Morpho Costa Rica <centromorpho@gmail.com>; GRETTEL OSES GUTIERREZ <lepiz@dhr.go.cr>; Jose Araya <cn7600@gmail.com>
Asunto: Boletín Dis-Capacidad en Acción



 



Buenos días amigas y amigos: Les remito la edición N° 9 del Boletín Dis-Capacidad en Acción correspondiente al mes de octubre 





DISCAPACIDAD EN ACCION. OCTUBRE 2019.pdf




Dis-Capacidad en Acción
Boletín informativo mensual especializado en el abordaje de la discapacidad 
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OCTUBRE 2019



La Defensoría de los Habitantes organizó un conversatorio interno con el fin de reflexionar sobre
los temas de la Nueva Agenda Urbana y el Principio de Accesibilidad. 
 
Como marco para la discusión en el Conversatorio, se presentaron dos exposiciones. La
primera, a cargo de Patricia Villalobos, funcionaria de la Dirección de Control de Gestión
Administrativa de la Defensoría, denominada: “La Nueva Agenda Urbana, Derecho a la
Movilidad y Accesibilidad Física”. Aquí se abordó la Nueva Agenda Urbana (NAU), que tiene su
fundamento en los Objetivos de Desarrollo Sostenibles (ODS), específicamente en el 11, que
plantea que las ciudades y los asentamientos deben ser sostenibles, seguras, resilientes,
prósperas, inclusivas, erradicar la pobreza, accesibles y asequibles y en el derecho a la ciudad.  
 
Se agrega en dicha exposición que implementar la 
NAU como instrumento clave para ayudar a los  
gobiernos nacionales, subnacionales y locales y a  
todos los interesados pertinentes a alcanzar el  
desarrollo urbano sostenible mediante una serie  
de compromisos de transformación, un cambio de  
paradigma urbano basado en las dimensiones  
integradas e indivisibles del desarrollo sostenible,  
a saber, las dimensiones social, económica y 
ambiental.  
 
Lo anterior porque los desafíos a los que se  
enfrentan las ciudades y asentamientos son  
muchos como las pautas insostenibles de consumo 
 y producción, el cambio climático, la reducción de  
la biodiversidad, las tendencias demográficas, el  
surgimiento de nuevas demandas sociales, entre  
otros. 
 
Además, Doña Patricia manifestó que las  
Instituciones Nacionales de Derechos Humanos  
están llamadas a jugar un papel muy importante en 
la implementación de la NAU, mediante su divulgación, seguimiento y evaluación.  
 
Otto Lépiz, coordinador del Mecanismo Nacional de Supervisión de la Convención Sobre los
Derechos de las Personas con Discapacidad, tuvo la responsabilidad de la segunda exposición,
que se tituló: “El Principio de Accesibilidad en la Convención Sobre los Derechos de las
Personas con Discapacidad”. En la misma se señaló que la accesibilidad es uno de los principios
sobre los cuales se asienta el mencionado Tratado Internacional. Se añade en esta exposición
que muchos artículos de la citada Convención se refieren al principio de accesibilidad; sin
embargo, el artículo 9 es el que se refiere principalmente sobre este tema indicando que sus
fines son asegurar la vida Independiente y la Plena Participación. 



CIUDADES ACCESIBLES Y SEGURAS
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Se indicó también que el Comité de los Derechos de las Personas con Discapacidad, órgano 
creado por la propia Convención Sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad para 
dar seguimiento al cumplimiento a sus disposiciones, en la Observación General N° 2 afirmó 
que la accesibilidad “es una condición previa para que las personas con discapacidad puedan 
ejercer los derechos”. 
 
Dicho Comité complementa sosteniendo que “la negación del acceso al entorno físico, la 
información y comunicación es discriminatorio”. Además, el Comité de los Derechos de las 
Personas con Discapacidad considera que “en la medida en que los bienes, productos y 
servicios están abiertos al público o son de uso público, aunque sean privados, deben ser 
accesibles a todas las personas con discapacidad. 
 
Dentro de las inquietudes que generaron las exposiciones descritas y que fueron insumos para 
la discusión en el conversatorio, se encuentra la dificultad de erradicar la pobreza porque en 
ocasiones los organismos internacionales ponen metas muy elevadas, los programas de 
viviendas, la labor de las municipalidades en la consecución de la accesibilidad y la posibilidad 
de que el Mecanismo Nacional de Supervisión de la Convención Sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad, se integre a los trabajos de la Comisión Institucional que da 
seguimiento a los ODS, dado que los temas de accesibilidad y discapacidad  están presentes 
en varios de sus objetivos y que las recomendaciones de la Defensoría de los Habitantes deben 
estar impregnadas del principios de accesibilidad. 
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Las personas con discapacidad psicosocial son uno de los segmentos de la población que 
más sufren de discriminación. La discapacidad psicosocial es la relación entre las personas 
que presentan deficiencias en las funciones mentales, que conducen a alteraciones 
significativas en las conductas para interrelacionarse con otras personas y las barreras 
producidas por las actitudes impuestas por la sociedad que dificultan o impiden, la 
participación en la vida de sus comunidades y el ejercicio de sus derechos. 
 
Las actitudes que tradicionalmente se asumen ante las personas con discapacidad psicosocial 
son el miedo, el aislamiento, la restricción, la burla, entre otras. A su vez, estas actitudes son 
el resultado de los prejuicios y estereotipos que giran alrededor de estas personas como que 
son violentas, necesitan que otras personas tomen decisiones por ellas, son asexuadas o 
hiperasexuadas. La mayor expresión de discriminación que enfrentan las personas con 
discapacidad psicosocial es el internamiento prolongado en instituciones que les brindan 
servicios de salud. El programa “Podemos Volar”, que se trasmite en la emisora Radio U 
desde las instalaciones del Hospital Nacional Psiquiátrico, conjuntamente con la Escuela de 
Psicología de la Universidad de Costa Rica organizaron la Mesa Redonda: “30 años de la 
Declaración de Caracas: Esos Lugares Llamados Hospitales Psiquiátricos”.  



MESA REDONDA SOBRE SALUD MENTAL
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Participaron como panelista en esa mesa redonda Soledad Herrera, Locutora del Programa 
Podemos Volar, Catalina Montero, Diputada de la Asamblea Legislativa, Cristian Elizondo, 
Subdirector del Hospital Nacional Psiquiátrico y Otto Lépiz, Coordinador del Mecanismo 
Nacional de Supervisión de la Convención Sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad de la Defensoría de los Habitantes. 
 
En esa oportunidad se mencionó que el 14 de noviembre de 1990, la Conferencia sobre la 
Reestructuración de la Atención Psiquiátrica en América Latina dentro de los Sistemas 
Locales de Salud (SILOS), adoptó la Declaración de Caracas que plantea “la reestructuración 
de la atención psiquiátrica ligada a la Atención Primaria de Salud y en los Marcos de los 
Sistemas Locales de Salud” y que esto implica la revisión crítica del papel hegemónico y 
centralizador del hospital psiquiátrico. 
 
Se añadió que el fundamento teórico de dicha Declaración son las críticas que se han 
formulado desde diferentes perspectivas, al modelo tradicional del Hospital psiquiátrico o 
modelo manicomial. Desde la perspectiva ético-jurídica el modelo manicomial se ha criticado 
por cuanto ha sido causa de violaciones sistemática de los derechos de las y los pacientes 
por los tratamientos invasivos y muchas veces, forzosos. Desde la óptica clínica se cuestiona 
sus efectos terapéuticos y su carácter cronificante y desde la perspectiva institucional, porque 
las relaciones de poder que se establecen en todos los hospitales entre pacientes y las y los 
funcionarios, se exacerban en las instituciones psiquiátricas en virtud a que se duda de las 
manifestaciones de las y los pacientes. 
 
Es por ello que dicha Declaración dispone que los recursos, cuidados y tratamientos provistos 
para la atención de la salud mental deben “salvaguardar, invariablemente, la dignidad 
personal y los derechos humanos y civiles. De igual manera, deben “estar basado en criterios 
racionales y técnicamente adecuados” y “propender a la permanencia del enfermo en su 
medio comunitario”. Cabe indicar que Costa Rica aprobó para el periodo 2012-2021, la 
Política Nacional de Salud Mental, que se encuentra en armonía con la Declaración de 
Caracas. 
 
No obstante, aún falta mucho para alcanzar una aplicación aceptable de la Política Nacional 
de Salud mental y de la Declaración de Caracas. ¿Cuáles han sido sus causas? En primer 
lugar, se requiere de una sostenibilidad de la decisión política de reestructuración del servicio 
de salud mental, lo que significa que se debe superar el periodo de 4 años de cada 
administración para que se convierta realmente en política de estado. Por otra parte, Costa 
Rica en el año 2018, dio un paso muy importante para la implementación tanto de la 
Declaración de Caracas como de la Política Nacional de Salud Mental, cuando se abrió las 
puertas de los pabellones de larga estancia del Hospital Nacional Psiquiátrico para que 
pacientes que tenían muchos años de permanecer internados en el mismo, pudieran 
egresarse. Sin embargo, tal medida es buena, pero insuficiente, porque es necesario también 
el traspaso de los recursos que hoy se concentran en el Hospital Nacional Psiquiátrico a la 
atención dentro de las comunidades.  
 
Finalmente, es indispensable el cambio sobre la percepción de la sociedad vinculada a cómo 
debe ser abordado el tema de las personas con discapacidad psicosocial, desde de una 
óptica represiva en la cual priva el control social para evitar que no provoquen daños, a uno 
en el que se respete sus Derechos Humanos, incluyendo el suministro de servicios de salud 
mental acorde con la dignidad humana. 
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De acuerdo con los resultados arrojados por la Encuesta Nacional de Discapacidad (ENADIS 
2018), el 35.1% de las personas ubicadas en el rango de edad de 65 o más años, es decir, 
adultas mayores, presentan discapacidad. Esto es un poco menos del doble del promedio de la 
población general que presenta discapacidad, que equivale al 18.2%, según esa misma fuente 
de información.  De igual manera, dicha Encuesta señala que, de ese porcentaje de personas 
adultas mayores, el 40.1% presenta discapacidad severa. 
 
Ello nos debe llevar a una profunda reflexión en cuanto a cómo son distribuidos los recursos 
para atender a ese sector de la población. Las necesidades de ese grupo etario son múltiples 
destacándose la accesibilidad, los servicios de salud y asistencia personal. Cada vez es más 
evidente la necesidad del diseño accesible para nuestro entorno físico puesto que, por el 
proceso de envejecimiento de nuestra población, un mayor número de personas requerirá de 
ambientes que no presenten barreras para su participación. Se debe ir más allá de la 
accesibilidad para arribar al diseño universal, entendiendo por tal, “el diseño de productos, 
entornos, programas y servicios que puedan utilizar todas las personas, en la mayor medida 
posible, sin necesidad de adaptación ni diseño especializado” (ver artículo 2 de la Convención 
Sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad). El concebir desde su diseño original un 
entorno adecuado para todas las personas resulta mucho más económico que el tener que 
realizar cambios en infraestructuras que al cabo de varias décadas no vamos a poder usar por 
los cambios demográficos que experimentamos y, por tanto, se deba invertir recursos para su 
transformación. 
 
El diseño para todas y todos proporciona cohesión social al poder participar en los mismos 
espacios, personas de diferentes generaciones, condiciones físicas, procedencias, género entre 
otras, no basada en la uniformidad, sino en el respeto a la diversidad. Esto es un plus que 
debemos resaltar. ¿Cómo se va a solicitar respeto intergeneracional si no hay espacios de 
convivencia conjunta?. Por otra parte, los servicios de salud deben de redefinirse en función a 
las nuevas demandas sociales y que un porcentaje cada vez mayor requerirá de servicios como 
el de rehabilitación y que éste, a su vez, debe tener base comunitaria.  



PERSONAS ADULTAS MAYORES Y DISCAPACIDAD
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Ya no es válido ni moral ni económicamente grandes instituciones que aíslen a sus usuarias y 
usuarios, del entorno en el cual, tradicionalmente, han vivido. Los servicios también deben 
abarcar productos de apoyo para aumentar la funcionalidad que las personas adultas mayores, 
eventualmente se pierda. 
 
Otro tema que es preciso repensar a la luz de la estadística citada es la dependencia y la 
necesidad de asistencia. Todas las personas en algún momento de nuestras vidas vamos a 
experimentar periodos de dependencia. Cuando nacemos necesitamos de los estrictos cuidados 
de nuestros padres y madres o encargados. Conforme crecemos vamos adquiriendo mayor 
autonomía; sin embargo, en palabras de la filósofa estadunidense, Martha Nausbam, quien ha 
reflexionado sobre estos temas, “a medida que aumenta la expectativa de vida la relativa 
independencia que disfrutan muchas personas parece cada vez más una situación temporal, una 
fase de la vida en la entramos lentamente y en la que muy pronto empezamos a salir” (Naubam, 
Martha, Las Fronteras de la Justicia, Consideraciones Sobre la Exclusión, Editorial Paidós, 2007 
p. 113)  Desde esta perspectiva la dependencia no se debe percibir como una característica de un 
grupo particular de la población, sino como una condición consustancial de todo ser humano. 
 
Incluso, hay personas que requerirán de apoyos generalizados y permanentes durante todas sus 
vidas, para hacer frente a su grado de dependencia, por ejemplo, personas con secuelas de 
parálisis cerebral severas o con paraplejia. Generalizados significa apoyos para la realización de 
actividades de la vida diaria que son aquellas acciones básicas para la subsistencia y 
permanentes, por un tiempo indefinidos. 
 
Así, la asistencia personal surge de forma espontánea como un derecho humano que toda 
persona ejercerá en algún momento de su vida. Por ello, los estados deben dar respuesta a una 
necesidad que siempre ha estado presente; pero aún más en nuestros días, no sólo por factores 
demográficos, sino también por el avance de la ciencia que ha permitido sobrevivir a personas 
que enfrentaron enfermedades o accidentes que en el pasado morían y que, en la actualidad, 
sobreviven con secuelas discapacitantes. 
 
Tanto la Convención Sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad como la Convención 
Interamericana Sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores, ambas 
ratificadas por Costa Rica, reconocen que los estados suscriptores deben ofrecer a sus 
poblaciones metas una variedad de servicios para alcanzar la independencia y la autonomía, 
entre los que se encuentra la asistencia personal y que en ésta deben participar las usuarias y 
usuarios en forma activa en su diseño e implementación. 
 
En este mes de octubre que ha sido designado como un espacio de reflexión sobre las 
condiciones de vida de las personas adultas mayores, es importante establecer la conexión entre 
éstas y las personas con discapacidad ya que hay coincidencia en cuanto reivindicaciones que 
ambos grupos ha demandado, como se ha expuesto. Encontrar puntos de concurrencia en las 
agendas políticas puede coadyuvar en acelerar los procesos de ejercicio activo de la ciudadanía 
en aras del reconocimiento pleno de sus derechos.                                   
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Defensoría capacita a personas 
con discapacidad en Puntarenas



 
El 2 de octubre, el Mecanismo Nacional de Supervisión de la Convención Sobre los Derechos de 
las Personas con Discapacidad y la Dirección de Oficinas Regionales de la Defensoría de los 
Habitantes, organizaron una capacitación dirigida a personas con discapacidad del Cantón 
Central de la Provincia de Puntarenas en torno a la Convención Sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad. 
 
Se contó con la cooperación de la Asociación Vida Independiente del Pacífico y de la sede 
Regional Pacífico Central del Consejo Nacional de Personas con Discapacidad. 25 personas con 
discapacidad  de ese cantón se hicieron presente en la actividad. 
 
La capacitación fue concebida de forma tal que se incentivó la participación activa de las 
personas que acudieron a ésta, mediante preguntas y dinámicas que guiaran el conocimiento 
acerca del mencionado Instrumento Jurídico Internacional.Se abordó en esta capacitación temas 
como la definición de discapacidad de la Convención Sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad, su propósito, principios, las obligaciones de los estados, los derechos que 
reconoce a las personas con discapacidad, el mecanismo de supervisión, entre otros. 
 
Este tipo de actividades se encuentran contempladas en el Plan Anual Operativo del Mecanismo 
Nacional de Supervisión de la Convención Sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad. En próximas semanas se espera organizar actividades similares en otras regiones 
del país con el fin de continuar divulgando esta Convención a más personas con discapacidad.  



Diseño: Oficina de Prensa Defensoría de los Habitantes 



Producción: Mecanismo Nacional de Supervisión de la 
Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad
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Buenos días.



Remito para su conocimiento a fin de que sea parte de la agenda de la siguiente sesión de la Subcomisión y podamos ir planificando su implementación efectiva.



Cordialmente,



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora Subcomisión Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad
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LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA



DECRETA:



ADICIÓN DEL CAPÍTULO VIII, ACCESO A LA JUSTICIA, AL TÍTULO 11



DE LA LEY N.º 7600; IGUALDAD DE OPORTUNIDADES PARA LAS



PERSONAS CON DISCAPACIDAD, DE 2 DE MAYO DE 1996



ARTICULO ÚNICO- Se adiciona al título 11 de la Ley N.º 7600, Igualdad de



Oportunidades para las Personas con Discapacidad, de 2 de mayo de 1996, un



nuevo capítulo VIII denominado "Acceso a la Justicia", el cual integra los nuevos



artículos 56 al 68, y se corre la numeración subsiguiente. Los textos son los



siguientes:



Artículo 56- Acceso



CAPÍTULO VIII



ACCESO A LA JUSTICIA



Para garantizar el derecho a la igualdad de acceso a la justicia, las personas



responsables de su aplicación deben ofrecer los ajustes razonables y adecuaciones



procedimentales que faciliten la autonomía y el ejercicio del derecho de acceso a la



justicia a las personas con discapacidad como participantes directas e indirectas en



todas las etapas del proceso, así como en las diligencias preliminares.



El Poder Judicial, en coordinación con el Consejo Nacional de la Persona con



Discapacidad (Conapdis), promoverán que las instancias de administración de



justicia cuenten con la disponibilidad de los recursos para la comunicación, ayudas



técnicas y humanas necesarias para la atención de las personas con discapacidad



en las respectivas jurisdicciones.



Artículo 57- Responsables de la aplicación



Deben garantizar el derecho al acceso a la justicia todas aquellas personas



funcionarias del sistema de administración de justicia y quienes intervienen en su



funcionamiento, a saber:



a) Las personas responsables del diseño, la implementación y evaluación de



políticas públicas dentro del sistema judicial.



b) Quienes ostentan funciones de personas juzgadoras, fiscalas y defensoras



públicas y, en general, las que laboran en el sistema de administración de justicia y



en las unidades de resolución alternativa de conflictos.
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c) Personas profesionales en distintas disciplinas y funcionarias del Colegio de



Abogadas y Abogados.



d) Garantes para la igualdad jurídica de las personas con discapacidad, según



la Ley N.º 9379, Ley para la Promoción de la Autonomía Personal de las Personas



con Discapacidad, de 18 de agosto de 2016.



e) Todas aquellas personas que desempeñan funciones en lo referente a la



defensa y protección de derechos humanos de las personas con discapacidad en la



Defensoría de los Habitantes, el Consejo Nacional de Personas con Discapacidad



(Conapdis), el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, el Instituto Nacional de las



Mujeres (lnamu), el Ministerio de Justicia y Paz, incluyendo al personal a cargo del



Sistema Penitenciario Nacional, el Ministerio de Seguridad Pública, el Patronato



Nacional de la Infancia (PANI), los consultorios jurídicos de universidades y las



contralorías de servicio.



f) Todas las personas del sector público que intervienen en el derecho de



acceso a la justicia.



Artículo 58- Deberes generales



Con el fin de garantizar el acceso a la justicia de las personas con discapacidad, se



deberán llevar a cabo las siguientes acciones:



a) Los responsables de la aplicación de esta ley promoverán campañas



destinadas a proporcionar información sobre los derechos de las personas con



discapacidad para su acceso efectivo a la justicia. La comunicación de la



información incluirá los lenguajes, la visualización de textos, el braile, el lesco, la



comunicación táctil, los microtipos, los macrotipos, los dispositivos multimedia de



fácil acceso, el lenguaje escrito, los sistemas auditivos, los medios de voz



digitalizados y otros modos, los medios y formatos aumentativos o alternativos de



comunicación que las nuevas tecnologías permitan ir incorporando, tomando en



cuenta, además, variables de diversidad social, económica, cultural y geográfica.



b) Todas las oficinas de atención al público que operan en el sistema judicial y



las que intervienen de una u otra forma en su funcionamiento deberán establecer



actuaciones, procedimientos y requisitos simplificados y con los ajustes razonables



que sean necesarios para garantizar un efectivo acceso a la justicia de las personas



con discapacidad, considerando todas las dimensiones de la accesibilidad.



c) Todas las oficinas que desempeñan funciones en lo referente a la defensa y



protección de derechos humanos de las personas con discapacidad en la



Defensoría de los Habitantes, el Consejo Nacional de Personas con Discapacidad



(Conapdis), el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, el Instituto Nacional de las



Mujeres (lnamu), el Ministerio de Justicia y Paz, el Ministerio de Seguridad Pública,



los consultorios jurídicos de universidades y las contralorías de servicio de todas las



instituciones deberán establecer actuaciones, procedimientos y requisitos
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simplificados y con los ajustes razonables que sean necesarios para garantizar un



efectivo acceso a la justicia de esta población.



d) En los servicios y procedimientos se garantizará la participación efectiva y



accesible de las personas con discapacidad, para lo cual se permitirá el uso de los



apoyos, productos y servicios requeridos, promoviendo y asegurando el ejercicio



pleno y en igualdad de condiciones del derecho a su autonomía personal.



Artículo 59- Protección



Se deberá brindar protección particular a aquellas personas con discapacidad



indiciadas, imputadas, víctimas y quienes van a prestar testimonio o declaración



durante el proceso judicial. También, a las personas con discapacidad en situación



de violencia intrafamiliar, violencia a un menor de edad con discapacidad,



hostigamiento sexual y acoso laboral, así como en los momentos en que sea puesta



en libertad la persona a la que se le atribuye la comisión del delito, o bien, al



momento en que se admita una medida cautelar. Para brindar la protección



particular el juzgado o la oficina judicial correspondiente debe tomar nota de que la



víctima, indiciado, imputado o testigo es una persona con discapacidad y aplicar las



medidas de acceso a la justicia correspondientes.



Artículo 60- Asesoramiento



El Poder Judicial, sus dependencias y el Ministerio de Justicia y Paz deberán



coordinar con la Defensoría de los Habitantes, el Consejo Nacional de Personas



con Discapacidad (Conapdis), el Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica,



así como con las universidades que cuentan con consultorios jurídicos para brindar



asesoramiento y orientación a las personas con discapacidad usuarias de sus



servicios.



Artículo 61- Comunicación



Las personas con discapacidad auditiva tendrán derecho a contar con una persona



intérprete de lengua de señas (lesco), o bien, con mecanismos alternativos de



comunicación en cualquier etapa del proceso.



Igualmente, las personas con discapacidad que tengan una lengua materna



diferente del español deben contar con intérpretes, en caso de que no se puedan



comunicar en español.



Las personas con discapacidad cognitiva o visual tienen derecho a recibir cualquier



comunicación en formato accesible.



Artículo 62- Ajustes razonables



Las personas responsables de su aplicación adoptarán las medidas necesarias en



la tramitación de causas, resoluciones y ejecuciones, cuando por su condición, las
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personas con discapacidad lo requieran para el ejercicio del derecho de acceso a la



justicia en igualdad de condiciones con las demás personas.



En tal sentido, cuando una persona con discapacidad se encuentre en un proceso



judicial, el Poder Judicial deberá procurar las medidas y acciones necesarias para



aplicar los ajustes razonables que sean necesarios e informarle sobre el sistema de



apoyos que brinde el sistema jurídico.



Artículo 63- Capacitación



El Poder Judicial y sus dependencias, así como las oficinas que desempeñan



funciones en lo referente a la defensa y protección de derechos humanos de las



personas con discapacidad, tomarán las medidas necesarias para que los



profesionales, operadores y servidores del sistema judicial cuenten con



capacitación para la adecuada atención de personas con discapacidad, de manera



tal que se garantice una asistencia técnico-jurídica de calidad y especializada. Se



desarrollarán actividades que promuevan una cultura organizacional orientada a la



adecuada atención de las personas con discapacidad, tomando en cuenta lo que



establece la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con



Discapacidad y la Convención lnteramericana para la Eliminación de Todas las



Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad y demás



normativa vinculante.



Artículo 64- Solución alternativa de conflictos



Se promoverá la adopción de medidas específicas de un ambiente seguro,



accesible y adecuado a los requerimientos de las personas que participen, pudiendo



contar con una persona intérprete de ser necesario, que permitan la participación



de las personas con discapacidad, familiar o encargado en el mecanismo elegido



de resolución alternativa de conflictos, cuando corresponda.



Artículo 65- Información procesal o jurisdiccional



Las personas con discapacidad serán informadas, directa y personalmente por



quien corresponda, sobre los aspectos relevantes de su intervención en el proceso



judicial, en particular sobre la naturaleza del proceso. Esta información deberá



otorgarse en la forma que mejor se adapte a sus requerimientos, tomando en



consideración el uso de apoyos, productos y servicios, incluyendo las nuevas



tecnologías.· Los procesos de capacitación que brinden los responsables de la



aplicación de esta ley, a las personas con discapacidad que laboren en la institución,



deberán adecuarse a tales requerimientos.



Artículo 66- Comprensión de las actuaciones judiciales



Las actuaciones judiciales deberán realizarse en formas y formatos accesibles,



aumentativos y alternativos que faciliten la comprensión del acto judicial en el que



participe una persona con discapacidad, garantizando que esta pueda comprender
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su alcance y significado. Previo a toda actuación judicial, personal debidamente



capacitado atenderá las dudas, necesidades, significados, alcances, efectos, así



como posibilitará el conocimiento de opciones, si las hubiera, que pueda presentar



la persona con discapacidad, a fin de asegurar su_ participación efectiva e informada



en los actos que así se requiera.



Artículo 67- Condiciones de accesibilidad



El Poder Judicial, así como las oficinas que desempeñan funciones en lo referente



a la defensa y protección de derechos humanos de las personas con discapacidad,



deberán garantizar la accesibilidad en sus recintos judiciales y demás espacios



físicos relevantes; además, deberá ser un espacio seguro y tranquilo. Se deberá



velar por que las diligencias judiciales, las audiencias y los juicios se celebren sin



dilaciones, de manera tal que la persona con discapacidad deba esperar el menor



tiempo posible. El lenguaje utilizado en estas deberá adaptarse a las condiciones



de la persona con discapacidad, así como a su edad, grado de madurez, nivel



educativo y su facilidad para la comprensión; además, deberán considerarse las



condiciones socioculturales.



Artículo 68- Seguimiento



Para dar seguimiento del derecho al acceso a la justicia de las personas con



discapacidad, las comisiones institucionales de accesibilidad y discapacidad, la



Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial y el Consejo Nacional de



Personas con Discapacidad (Conapdis) constituirán un equipo que brinde



asesoramiento y seguimiento en relación con la aplicación y el cumplimiento de lo



dispuesto en este capítulo. Cada doce meses se deberá rendir un informe detallado



de la aplicación de la presente ley, a la Comisión de Asuntos de Discapacidad y de



Adulto Mayor de la Asamblea Legislativa.



Rige a partir de su publicación.
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ASAMBLEA LEGISLATIVA- Aprobado a los dieciocho días del mes de julio del año



dos mil diecinueve.



,..,...,..... uido Pérez



Primera secretaria



COMUNÍCASE AL PODER EJECUTIVO



Carlos Ricardo Benavid s Jiménez



Presidente



Carl s Luis Avendaño Calvo



Segundo secretario



-07- LEY N.º 9714



Dado en la Presidencia de la República, San José, al primer día del mes de



agosto del año dos mil diecinueve.



Ejecútese y publíquese.



u



VÍCTOR MORALES MORA



Ministro de la Presidencia



1 vez.—( L9714 - IN2019386553 ).
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PODER EJECUTIVO


DECRETOS


No.41959-J   Reglamento a la Ley para el Fortalecimiento de la Seguridad Registral Inmobiliaria.





REGLAMENTOS


AMBIENTE Y ENERGÍA


Reglamento de uso de certificados, firma digital y documentos electrónicos del Programa Integral de Mercadeo Agropecuario.








MUNICIPALIDADES


MUNICIPALIDAD DE NICOYA


REGLAMENTO INTERNO DE ORDEN, DIRECCIÓN Y DEBATES DEL CONCEJO MUNICIPAL DEL CANTÓN NICOYA.








FE DE ERRATAS


AVISOS


COLEGIO DE MÉDICOS Y CIRUJANOS DE COSTA RICA


1 º -. Corregir mediante la publicación de una "Fe de Erratas, en el Diario Oficial La Gaceta" la modificación a la comunicación en cuanto a la inclusión de la Especialidad de Genética Clínica en la lista de Especialidades  Reconocidas por el Colegio de Médicos y Cirujanos, realizada en el Diario Oficial La Gaceta Nº151 del 05 de agosto de 2015, en la página 36.





2 °-. Corregir mediante la publicación de una "Fe de Erratas, en el Diario Oficial La Gaceta" la modificación a la comunicación en cuanto a la inclusión de la Subespecialidad en Medicina Paliativa Pediátrica en la lista de Subespecialidades reconocidas por el Colegio de Médicos y Cirujanos, realizada en el Diario Oficial La Gaceta Nº 216 del 06 de noviembre de 2015, en la página 60.





3º -. Corregir mediante la publicación de una "Fe de Erratas, en el Diario Oficial La Gaceta" la modificación a la comunicación en cuanto a la inclusión de la Subespecialidad en Dermatología Pediátrica en la lista de Subespecialidades reconocidas por el Colegio de Médicos y Cirujanos, realizada en el Diario Oficial La Gaceta Nº 82 del 30 de abril del 2013, en la página 42.





4º -. Corregir mediante la publicación de una "Fe de Erratas, en el Diario Oficial La Gaceta" la modificación a la comunicación en cuanto a la inclusión de la Subespecialidad en Hematopatología y la Subespecialidad en Glaucoma en la lista de Subespecialidades reconocidas por el Colegio de Médicos y Cirujanos, realizada en el Diario Oficial La Gaceta N º245 del 19 de diciembre del 2013, en la página 144.





5º -. Reformar el artículo 11 y 65, del Decreto Ejecutivo Nº 37562-S- del e de enero de 2013, publicado en La Gaceta Nº 54 al Alcance Digital Nº 51 del 18 de marzo de 2013, "Reglamento de Especialidades y Subespecialidades Médicas".





 


Cuidemos el Medio Ambiente, por favor, no imprima este correo electrónico si no es necesario.  
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LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA
DECRETA: 




DECLARATORIA DEL TOPE DE TOROS DE LIBERIA COMO 




PATRIMONIO CULTURAL INMATERIAL DE COSTA RICA 




ARTÍCULO 1- Se declara el tope de toros de Liberia como manifestación del
Patrimonio Cultural Inmaterial de Costa Rica. 




ARTÍCULO 2- En razón de lo dispuesto en el artículo anterior, se declara de
interés público la celebración del tope de toros que se realiza cada año en la ciudad
de Liberia y se autoriza a las instituciones públicas para que contribuyan con su
realización. 




ARTÍCULO 3- El Ministerio de Cultura y Juventud, y el Instituto Costarricense
de Turismo (ICT) colaborarán con la Municipalidad de Liberia en la divulgación y
promoción de esta tradición.




Asimismo, el Ministerio de Obras Públicas y Transportes (MOPT), el Ministerio de
Salud, el Ministerio de Seguridad Pública, la Policía de Tránsito y las demás
instituciones que integran la Administración centralizada colaborarán en la
realización de esta actividad. 




Rige a partir de su publicación.




COMISIÓN LEGISLATIVA PLENA PRIMERA­
del mes de julio del año dos mil diecinueve. 




�·-�L� 
Nielsen Pé�érez




Presidenta 




Ap obado a los diecisiete días




t,J 1 131 
ert� Jiménez Zúñiga
ecretario 
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ASAMBLEA LEGISLATIVA­
mil diecinueve. 




A los dieciocho días del mes de julio del año dos 




COMUNICASE AL PODER EJECUTIVO 




Carlos Ricardo Benavides Jiménez 
Presidente 




==�� 
Otto Roberto Vargas Víquez 




Segundo prosecretario 















-3- Ley Nº 9709 




Dado en la Presidencia de la República, San José a los veinte días del mes de agosto 
del año dos mil diecinueve. 




Ejecútese y publíquese. 




SALVATIERRA 




ltura y Juventud 




Ministro de Seguridad Pública 




MARIA AMALIA REVELO RA VENTOS 
l\.'linistra de Turismo 




1 vez.—O.C. N° 3400040717.—Solicitud N° 003-2019.—( L9709 - IN2019386482 ).
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LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA 
DECRETA: 




ADICIÓN DEL CAPÍTULO VIII, ACCESO A LA JUSTICIA, AL TÍTULO 11 
DE LA LEY N.º 7600; IGUALDAD DE OPORTUNIDADES PARA LAS 




PERSONAS CON DISCAPACIDAD, DE 2 DE MAYO DE 1996 




ARTICULO ÚNICO- Se adiciona al título 11 de la Ley N.º 7600, Igualdad de 
Oportunidades para las Personas con Discapacidad, de 2 de mayo de 1996, un 
nuevo capítulo VIII denominado "Acceso a la Justicia", el cual integra los nuevos 
artículos 56 al 68, y se corre la numeración subsiguiente. Los textos son los 
siguientes: 




Artículo 56- Acceso 




CAPÍTULO VIII 
ACCESO A LA JUSTICIA 




Para garantizar el derecho a la igualdad de acceso a la justicia, las personas 
responsables de su aplicación deben ofrecer los ajustes razonables y adecuaciones 
procedimentales que faciliten la autonomía y el ejercicio del derecho de acceso a la 
justicia a las personas con discapacidad como participantes directas e indirectas en 
todas las etapas del proceso, así como en las diligencias preliminares. 




El Poder Judicial, en coordinación con el Consejo Nacional de la Persona con 
Discapacidad (Conapdis), promoverán que las instancias de administración de 
justicia cuenten con la disponibilidad de los recursos para la comunicación, ayudas 
técnicas y humanas necesarias para la atención de las personas con discapacidad 
en las respectivas jurisdicciones. 




Artículo 57- Responsables de la aplicación 




Deben garantizar el derecho al acceso a la justicia todas aquellas personas 
funcionarias del sistema de administración de justicia y quienes intervienen en su 
funcionamiento, a saber: 




a) Las personas responsables del diseño, la implementación y evaluación de
políticas públicas dentro del sistema judicial.




b) Quienes ostentan funciones de personas juzgadoras, fiscalas y defensoras
públicas y, en general, las que laboran en el sistema de administración de justicia y
en las unidades de resolución alternativa de conflictos.
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c) Personas profesionales en distintas disciplinas y funcionarias del Colegio de
Abogadas y Abogados.




d) Garantes para la igualdad jurídica de las personas con discapacidad, según
la Ley N.º 9379, Ley para la Promoción de la Autonomía Personal de las Personas
con Discapacidad, de 18 de agosto de 2016.




e) Todas aquellas personas que desempeñan funciones en lo referente a la
defensa y protección de derechos humanos de las personas con discapacidad en la
Defensoría de los Habitantes, el Consejo Nacional de Personas con Discapacidad
(Conapdis), el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, el Instituto Nacional de las
Mujeres (lnamu), el Ministerio de Justicia y Paz, incluyendo al personal a cargo del
Sistema Penitenciario Nacional, el Ministerio de Seguridad Pública, el Patronato
Nacional de la Infancia (PANI), los consultorios jurídicos de universidades y las
contralorías de servicio.




f) Todas las personas del sector público que intervienen en el derecho de
acceso a la justicia.




Artículo 58- Deberes generales 




Con el fin de garantizar el acceso a la justicia de las personas con discapacidad, se 
deberán llevar a cabo las siguientes acciones: 




a) Los responsables de la aplicación de esta ley promoverán campañas
destinadas a proporcionar información sobre los derechos de las personas con
discapacidad para su acceso efectivo a la justicia. La comunicación de la
información incluirá los lenguajes, la visualización de textos, el braile, el lesco, la
comunicación táctil, los microtipos, los macrotipos, los dispositivos multimedia de
fácil acceso, el lenguaje escrito, los sistemas auditivos, los medios de voz
digitalizados y otros modos, los medios y formatos aumentativos o alternativos de
comunicación que las nuevas tecnologías permitan ir incorporando, tomando en
cuenta, además, variables de diversidad social, económica, cultural y geográfica.




b) Todas las oficinas de atención al público que operan en el sistema judicial y
las que intervienen de una u otra forma en su funcionamiento deberán establecer
actuaciones, procedimientos y requisitos simplificados y con los ajustes razonables
que sean necesarios para garantizar un efectivo acceso a la justicia de las personas
con discapacidad, considerando todas las dimensiones de la accesibilidad.




c) Todas las oficinas que desempeñan funciones en lo referente a la defensa y
protección de derechos humanos de las personas con discapacidad en la
Defensoría de los Habitantes, el Consejo Nacional de Personas con Discapacidad
(Conapdis), el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, el Instituto Nacional de las
Mujeres (lnamu), el Ministerio de Justicia y Paz, el Ministerio de Seguridad Pública,
los consultorios jurídicos de universidades y las contralorías de servicio de todas las
instituciones deberán establecer actuaciones, procedimientos y requisitos
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simplificados y con los ajustes razonables que sean necesarios para garantizar un 
efectivo acceso a la justicia de esta población. 




d) En los servicios y procedimientos se garantizará la participación efectiva y
accesible de las personas con discapacidad, para lo cual se permitirá el uso de los
apoyos, productos y servicios requeridos, promoviendo y asegurando el ejercicio
pleno y en igualdad de condiciones del derecho a su autonomía personal.




Artículo 59- Protección 




Se deberá brindar protección particular a aquellas personas con discapacidad 
indiciadas, imputadas, víctimas y quienes van a prestar testimonio o declaración 
durante el proceso judicial. También, a las personas con discapacidad en situación 
de violencia intrafamiliar, violencia a un menor de edad con discapacidad, 
hostigamiento sexual y acoso laboral, así como en los momentos en que sea puesta 
en libertad la persona a la que se le atribuye la comisión del delito, o bien, al 
momento en que se admita una medida cautelar. Para brindar la protección 
particular el juzgado o la oficina judicial correspondiente debe tomar nota de que la 
víctima, indiciado, imputado o testigo es una persona con discapacidad y aplicar las 
medidas de acceso a la justicia correspondientes. 




Artículo 60- Asesoramiento 




El Poder Judicial, sus dependencias y el Ministerio de Justicia y Paz deberán 
coordinar con la Defensoría de los Habitantes, el Consejo Nacional de Personas 
con Discapacidad (Conapdis), el Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, 
así como con las universidades que cuentan con consultorios jurídicos para brindar 
asesoramiento y orientación a las personas con discapacidad usuarias de sus 
servicios. 




Artículo 61- Comunicación 




Las personas con discapacidad auditiva tendrán derecho a contar con una persona 
intérprete de lengua de señas (lesco), o bien, con mecanismos alternativos de 
comunicación en cualquier etapa del proceso. 




Igualmente, las personas con discapacidad que tengan una lengua materna 
diferente del español deben contar con intérpretes, en caso de que no se puedan 
comunicar en español. 




Las personas con discapacidad cognitiva o visual tienen derecho a recibir cualquier 
comunicación en formato accesible. 




Artículo 62- Ajustes razonables 




Las personas responsables de su aplicación adoptarán las medidas necesarias en 
la tramitación de causas, resoluciones y ejecuciones, cuando por su condición, las 
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personas con discapacidad lo requieran para el ejercicio del derecho de acceso a la 
justicia en igualdad de condiciones con las demás personas. 




En tal sentido, cuando una persona con discapacidad se encuentre en un proceso 
judicial, el Poder Judicial deberá procurar las medidas y acciones necesarias para 
aplicar los ajustes razonables que sean necesarios e informarle sobre el sistema de 
apoyos que brinde el sistema jurídico. 




Artículo 63- Capacitación 




El Poder Judicial y sus dependencias, así como las oficinas que desempeñan 
funciones en lo referente a la defensa y protección de derechos humanos de las 
personas con discapacidad, tomarán las medidas necesarias para que los 
profesionales, operadores y servidores del sistema judicial cuenten con 
capacitación para la adecuada atención de personas con discapacidad, de manera 
tal que se garantice una asistencia técnico-jurídica de calidad y especializada. Se 
desarrollarán actividades que promuevan una cultura organizacional orientada a la 
adecuada atención de las personas con discapacidad, tomando en cuenta lo que 
establece la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad y la Convención lnteramericana para la Eliminación de Todas las 
Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad y demás 
normativa vinculante. 




Artículo 64- Solución alternativa de conflictos 




Se promoverá la adopción de medidas específicas de un ambiente seguro, 
accesible y adecuado a los requerimientos de las personas que participen, pudiendo 
contar con una persona intérprete de ser necesario, que permitan la participación 
de las personas con discapacidad, familiar o encargado en el mecanismo elegido 
de resolución alternativa de conflictos, cuando corresponda. 




Artículo 65- Información procesal o jurisdiccional 




Las personas con discapacidad serán informadas, directa y personalmente por 
quien corresponda, sobre los aspectos relevantes de su intervención en el proceso 
judicial, en particular sobre la naturaleza del proceso. Esta información deberá 
otorgarse en la forma que mejor se adapte a sus requerimientos, tomando en 
consideración el uso de apoyos, productos y servicios, incluyendo las nuevas 
tecnologías.· Los procesos de capacitación que brinden los responsables de la 
aplicación de esta ley, a las personas con discapacidad que laboren en la institución, 
deberán adecuarse a tales requerimientos. 




Artículo 66- Comprensión de las actuaciones judiciales 




Las actuaciones judiciales deberán realizarse en formas y formatos accesibles, 
aumentativos y alternativos que faciliten la comprensión del acto judicial en el que 
participe una persona con discapacidad, garantizando que esta pueda comprender 
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su alcance y significado. Previo a toda actuación judicial, personal debidamente 
capacitado atenderá las dudas, necesidades, significados, alcances, efectos, así 
como posibilitará el conocimiento de opciones, si las hubiera, que pueda presentar 
la persona con discapacidad, a fin de asegurar su_ participación efectiva e informada 
en los actos que así se requiera. 




Artículo 67- Condiciones de accesibilidad 




El Poder Judicial, así como las oficinas que desempeñan funciones en lo referente 
a la defensa y protección de derechos humanos de las personas con discapacidad, 
deberán garantizar la accesibilidad en sus recintos judiciales y demás espacios 
físicos relevantes; además, deberá ser un espacio seguro y tranquilo. Se deberá 
velar por que las diligencias judiciales, las audiencias y los juicios se celebren sin 
dilaciones, de manera tal que la persona con discapacidad deba esperar el menor 
tiempo posible. El lenguaje utilizado en estas deberá adaptarse a las condiciones 
de la persona con discapacidad, así como a su edad, grado de madurez, nivel 
educativo y su facilidad para la comprensión; además, deberán considerarse las 
condiciones socioculturales. 




Artículo 68- Seguimiento 




Para dar seguimiento del derecho al acceso a la justicia de las personas con 
discapacidad, las comisiones institucionales de accesibilidad y discapacidad, la 
Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial y el Consejo Nacional de 
Personas con Discapacidad (Conapdis) constituirán un equipo que brinde 
asesoramiento y seguimiento en relación con la aplicación y el cumplimiento de lo 
dispuesto en este capítulo. Cada doce meses se deberá rendir un informe detallado 
de la aplicación de la presente ley, a la Comisión de Asuntos de Discapacidad y de 
Adulto Mayor de la Asamblea Legislativa. 




Rige a partir de su publicación. 
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ASAMBLEA LEGISLATIVA- Aprobado a los dieciocho días del mes de julio del año 
dos mil diecinueve. 




,..,...,._.... uido Pérez 
Primera secretaria 




COMUNÍCASE AL PODER EJECUTIVO 




Carlos Ricardo Benavid s Jiménez 
Presidente 




Carl s Luis Avendaño Calvo 
Segundo secretario 
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Dado en la Presidencia de la República, San José, al primer día del mes de 
agosto del año dos mil diecinueve. 




Ejecútese y publíquese. 




u 




VÍCTOR MORALES MORA 
Ministro de la Presidencia 




1 vez.—( L9714 - IN2019386553 ).















ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA 




PLENARIO 




LEY PARA REGULAR EL TELETRABAJO 




DECRETO LEGISLATIVO N.º 9738 




EXPEDIENTE N.0 21.141 




SAN JOSÉ- COSTA RICA 















9738 




LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA 
DECRETA: 




LEY PARA REGULAR EL TELETRABAJO 




ARTÍCULO 1- Objeto 




La presente ley tiene como objeto promover, regular e implementar el teletrabajo 
como un instrumento para la generación de empleo y modernización de las 
organizaciones públicas y privadas, a través de la utilización de tecnologías de la 
información y comunicación. 




ARTICULO 2- Ámbito de aplicación y acceso voluntario 




Queda sometido al ámbito de aplicación de la presente ley, tanto el sector privado 
como toda la Administración Pública, tanto centralizada como descentralizada, 
incluyendo aquellos entes pertenecientes al régimen municipal, así como las 
instituciones autónomas y semiautónomas, las empresas públicas y cualquier otro 
ente perteneciente al sector público. 




El teletrabajo es voluntario tanto para la persona teletrabajadora como para la 
persona empleadora y se regirá en sus detalles por el acuerdo entre las partes, 
observando plenamente las disposiciones de la Ley N.º 2, Código de Trabajo, de 27 
de agosto de 1943, los instrumentos jurídicos de protección a los derechos humanos 
y los instrumentos jurídicos internacionales de protección de los derechos laborales 
y demás legislación laboral. Puede ser acordado desde el principio de la relación 
laboral o posteriormente. Únicamente quien lo acuerde posteriormente puede 
solicitar la revocatoria sin que ello implique perjuicio o ruptura de la relación laboral 
bajo las condiciones que se establecen en esta ley, dicha solicitud deberá 
plantearse con al menos diez días naturales de anticipación, siempre y cuando sea 
justificado y siga un procedimiento elaborado al efecto por cada centro de trabajo. 




ARTÍCULO 3- Definiciones 




a) Teletrabajo: modalidad de trabajo que se realiza fuera de las instalaciones
de la persona empleadora, utilizando las tecnologías de la información y
comunicación sin afectar el normal desempeño de otros puestos, de los procesos y
de los servicios que se brindan. Esta modalidad de trabajo está sujeta a los
principios de oportunidad y conveniencia, donde la persona empleadora y la
persona teletrabajadora definen sus objetivos y la forma en cómo se evalúan los
resultados del trabajo.
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b) Persona teletrabajadora: persona protegida por esta regulación, que
teletrabaja en relación de dependencia o subordinación.




c) Telecentro: espacio físico acondicionado con las tecnologías digitales e
infraestructura, que le permite a los teletrabajadores realizar sus actividades y
facilita el desarrollo de ambientes colaborativos que promueven el conocimiento
para innovar esquemas laborales de alto desempeño.




d) Teletrabajo domiciliario: se da cuando las personas trabajadoras ejecutan
sus actividades laborales desde su domicilio.




e) Teletrabajo móvil: se da cuando las personas trabajadoras realizan sus
funciones de manera itinerante, ya sea en el campo o con traslados constantes, con
ayuda del uso de equipos móviles que sean fácilmente utilizables y transportables.




ARTÍCULO 4- Fomento del teletrabajo 




Para el cumplimiento de lo establecido en esta ley, el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, en coordinación intersectorial con las diferentes instituciones del 
Gobierno que tengan relación directa o indirecta con el tema, formulará y le dará 
seguimiento a la política pública para el fomento del teletrabajo, en todos los 
campos, definiendo como prioridad los siguientes objetivos: 




a) Promover desarrollo social en los territorios, por medio de la práctica del
teletrabajo.




b) Desarrollar acciones formativas para el fomento del teletrabajo.




c) Incentivar, a través del diálogo tripartito, la creación de alianzas entre el
sector público, el sector sindical y el sector empresarial, nacionales e
internacionales, para el fomento del teletrabajo.




d) Impulsar el teletrabajo en los grupos socioeconómicamente vulnerables y en
las personas con responsabilidades de cuido.




e) Proveer las condiciones necesarias para que las diferentes regiones del país
puedan ser atractivas e idóneas para la implementación del teletrabajo.




ARTÍCULO 5-
teletrabajo 




Reconocimientos gubernamentales para el fomento del 




El Gobierno de la República, por medio del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 
otorgará un reconocimiento para aquellas empresas o instituciones que 
implementen exitosamente la modalidad del teletrabajo como mecanismo para 
mejorar la movilidad urbana, aportar a la modernización de nuestras ciudades y 
promover el desarrollo sostenible de nuestro país. La forma de otorgar dicho 
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reconocimiento y las reglas para acceder a él serán establecidas en el reglamento 
de la presente ley, tomando en cuenta que no podrán ser de carácter económico. 




ARTÍCULO 6- Reglas generales 




El teletrabajo modificará única y exclusivamente la organización y la forma en que 
se efectúa el trabajo, sin afectar las condiciones de la relación laboral de la persona 
teletrabajadora, quien mantiene los mismos beneficios y obligaciones de aquellos 
que desarrollen funciones equiparables con las de la persona teletrabajadora en las 
instalaciones físicas de la persona empleadora, de conformidad con la normativa 
aplicable a cada relación establecida entre ellos, la cual, para efectos de la presente 
ley, se ajustará a las siguientes reglas generales: 




a) Cuando el teletrabajo no forma parte de la descripción inicial de las funciones
del puesto, la persona empleadora y la persona teletrabajadora deberán suscribir
conjuntamente un acuerdo voluntario, en el que se establecerá la información con
las condiciones necesarias para la realización de sus funciones bajo esta modalidad
de trabajo.




b) Ningún acuerdo suscrito para teletrabajo podrá contravenir lo estipulado en
la Ley N.º 2, Código de Trabajo, de 27 de agosto de 1943, en lo que respecta a la
jornada laboral.




c) El horario de la persona teletrabajadora podrá ser flexible dentro de los límites
establecidos en el inciso b), siempre y cuando sea previamente acordado con su
jefatura y no afecte el normal desarrollo de las actividades y los procesos de trabajo.




d) Los criterios de medición, evaluación y control de la persona teletrabajadora
serán previamente determinados en el acuerdo o adenda a suscribir, y deberán ser
proporcionales a los aplicados en su centro de trabajo.




e) La incorporación a la modalidad del teletrabajo es voluntaria tanto para la
persona trabajadora como para la persona empleadora. La persona empleadora
tiene la potestad de otorgar y revocar la modalidad de teletrabajo, cuando así lo
considere conveniente, con fundamento en las políticas y los lineamientos emitidos
al efecto; dicha revocatoria deberá plantearse con al menos diez días naturales de
anticipación y aplica únicamente cuando la modalidad de teletrabajo haya sido
acordada con posterioridad al inicio de la relación laboral.




f) No podrá utilizarse el teletrabajo como medio para propiciar tratos
discriminatorios en perjuicio de las personas trabajadoras. Las personas
teletrabajadoras tienen el mismo acceso a la formación y a las oportunidades de
desarrollo de la carrera administrativa y profesional que sus homólogos que laboran
en las instalaciones físicas de la persona empleadora.




g) En los casos en que la modalidad de teletrabajo sea una condición acordada
desde el inicio de la relación laboral, la persona teletrabajadora no podrá exigir
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posteriormente realizar su trabajo en las instalaciones físicas de la persona 
empleadora, a no ser que las partes de común acuerdo modifiquen lo inicialmente 
pactado. 




ARTÍCULO 7- Contrato o adenda de teletrabajo 




Para establecer una relación de teletrabajo regida por lo dispuesto en la presente 
ley, la persona empleadora y la persona teletrabajadora deberán suscribir un 
contrato de teletrabajo, el cual se sujete a esta ley y a las demás disposiciones que 
norman el empleo en Costa Rica. En este deberán especificarse, de forma clara, 
las condiciones en que se ejecutarán las labores, las obligaciones, los derechos y 
las responsabilidades que deben asumir las partes. En caso de que exista una 
relación laboral regulada por un contrato previamente suscrito, lo que procede es 
realizar una adenda a este con las condiciones previstas en la presente ley. 




ARTÍCULO 8- Obligaciones de las personas empleadoras 




Sin perjuicio de las demás obligaciones que acuerden las partes en el contrato o 
adenda de teletrabajo, serán obligaciones para las personas empleadoras las 
siguientes: 




a) Proveer y garantizar el mantenimiento de los equipos, los programas, el valor
de la energía determinado según la forma de mediación posible y acordada entre
las partes y los viáticos, en caso de que las labores asignadas lo ameriten. La
disposición anterior podrá ser variada en aquellos casos en que el empleado, por
voluntad propia, solicite la posibilidad de realizar teletrabajo con su equipo personal
y la persona empleadora acepte, lo cual debe quedar claro en el contrato o adenda
y exime de responsabilidad a la persona empleadora sobre el uso del equipo
propiedad de la persona teletrabajadora. En estos casos, dado que el equipo
informático es propiedad de la persona teletrabajadora, esta deberá permitir a la
persona empleadora el libre acceso a la información propiedad del patrono, ya sea
durante el desarrollo de la relación laboral, o bien, al momento de finalizar el vínculo
contractual. Dicho acceso a la información debe darse en todo momento, en
presencia de la persona teletrabajadora, respetando sus derechos de intimidad y
dignidad.




Con independencia de la propiedad de la herramienta informática, la persona 
teletrabajadora deberá guardar confidencialidad respecto a la información 
propiedad de la persona empleadora, o bien, a los datos que tenga acceso como 
consecuencia de la relación laboral. 




b) Capacitar para el adecuado manejo y uso de los equipos y programas
necesarios para desarrollar sus funciones.




c) Informar sobre el cumplimiento de las normas y directrices relacionadas con
la salud ocupacional y prevención de los riesgos de trabajo, según lo establecido en
el ordenamiento jurídico vigente para esta materia.
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d) Coordinar la forma de restablecer las funciones de la persona
teletrabajadora, ante situaciones en las que no pueda realizar sus labores o estas
se vean interrumpidas.




e) Reconocer el salario al empleado por no poder teletrabajar en aquellos casos
donde:




1- La persona teletrabajadora no reciba las herramientas o los programas
necesarios para realizar las labores o no se le delegue trabajo o insumos.




2- El equipo se dañe y la persona teletrabajadora lo haya reportado en un plazo
no mayor a veinticuatro horas.




3- Los sistemas operativos o las tecnologías de la empresa no le permitan a la
persona teletrabajadora realizar sus funciones y esta situación sea debidamente
reportada en un plazo no mayor a veinticuatro horas.




Lo estipulado en este artículo podrá ser variado en el contrato o adenda de 
teletrabajo por un mutuo acuerdo entre las partes, siempre y cuando los cambios no 
sean en perjuicio de las personas trabajadoras, respecto a los derechos y las 
garantías mínimas reconocidas en este artículo, ni contravengan los derechos 
contenidos en la Ley N.º 2, Código de Trabajo, de 27 de agosto de 1943, y demás 
legislación laboral, ni varíen lo relacionado con derechos irrenunciables. 




ARTÍCULO 9- Obligaciones de las personas teletrabajadoras 




Sin perjuicio de las demás obligaciones que acuerden las partes en el contrato o 
adenda de teletrabajo, serán obligaciones para las personas teletrabajadoras las 
siguientes: 




a) Cumplir con los criterios de medición, evaluación y control determinados en
el contrato o adenda, así como sujetarse a las políticas y los códigos de la empresa,
respecto a temas de relaciones laborales, comportamiento, confidencialidad,
manejo de la información y demás disposiciones aplicables.




b) Informar en un plazo no mayor a veinticuatro horas su situación y coordinar
con la persona empleadora la forma como se reestablecerán sus funciones, cuando
se presente cualquier situación donde la persona teletrabajadora no pueda realizar
sus labores o estas se vean interrumpidas.




c) Informar en un plazo no mayor a veinticuatro horas a la persona empleadora,
la situación acontecida y coordinar las acciones a seguir para garantizar la
continuidad de sus labores, cuando las herramientas, los materiales y demás
implementos afines, que la persona empleadora haya entregado a la persona
teletrabajadora para la realización de sus labores, sufran algún daño, extravío, robo,
destrucción o cualquier otro imprevisto que impida su utilización. La persona
teletrabajadora no será responsable por los imprevistos que ocurran en el ejercicio
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de sus funciones, salvo que se determine, por medio de un procedimiento elaborado 
al efecto por cada centro de trabajo, que estos hayan acaecido de forma intencional, 
por alguna negligencia, descuido o impericia de su parte debidamente demostrada. 
Cuando las fallas en el equipo y/o herramientas impidan el normal desarrollo de las 
funciones de la persona teletrabajadora y se afecte el adecuado cumplimiento de 
sus labores, se podrá suspender temporalmente el teletrabajo. En situaciones 
excepcionales y por requerimiento expreso de la persona empleadora, la persona 
teletrabajadora podrá acudir al centro de trabajo a continuar con sus labores. 




d) La persona teletrabajadora debe cumplir con el horario establecido, su
jornada laboral y estar disponible para la persona empleadora durante dicho horario
y jornada. El incumplimiento de la jornada u horario de trabajo, o bien, el no estar
disponible para la persona empleadora durante dicho horario y jornada serán
considerados como abandono de trabajo, conforme al inciso a) del artículo 72 de la
Ley N.º 2, Código de Trabajo, de 27 de agosto de 1943.




ARTÍCULO 10- Riesgos de trabajo 




En lo que respecta a los riesgos del trabajo, para el teletrabajo se aplicaran las 
pólizas previstas para el trabajo presencial y se regirá por lo dispuesto en la Ley 
N. º 2, Código de Trabajo, de 27 de agosto de 1943. 




Se consideran riesgos de trabajo, en la modalidad de teletrabajo, los accidentes y 
las enfermedades que ocurran a los teletrabajadores con ocasión o a consecuencia 
del teletrabajo que desempeñen en forma subordinada y remunerada, así como la 
agravación o reagravación que resulte como consecuencia directa, inmediata e 
indudable de esos accidentes y enfermedades. 




Se excluyen como riesgos del trabajo, en teletrabajo, los siniestros ocurridos en los 
términos del artículo 199 del Código de Trabajo y aquellos riesgos que no ocurran 
a las personas teletrabajadoras con ocasión o a consecuencia del trabajo que 
desempeñan. 




DISPOSICIONES TRANSITORIAS 




TRANSITORIO ÚNICO- El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley en un plazo 
de tres meses, contado a partir de su publicación en La Gaceta. 
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ASAMBLEA LEGISLATIVA­
de dos mil diecinueve. 




Aprobado a los veintisiete días del mes de agosto 




COMUNÍCASE AL PODER EJECUTIVO 




Carlos Ricardo Benavid s Jiménez 
Presidente 




vendaño Calvo 
Segundo secretario 




., 















-09- Ley Nº 9738 




Dado en la Presidencia de la República, San José a los dieciocho días del mes de 
setiembre del año dos mil diecinueve. 




Ejecútese y publíquese. 




rabajo y Seguridad Social 




1 vez.—O.C. N° 4600026556.—Solicitud N° 025-2019-DM.——( L9738 - IN2019387255 ).















EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, 




Y LA MIN.ISTRA DE JUSTICIA Y PAZ 




Con fundamento en los incisos 3) y 18) del artículo 140 y el artículo 146 de la 




Constitución Política de Costa Rica, en los artículos 21 inciso 1 ), 25 inciso 1 ), 28 




inciso 2) acápite b) y 271 de la Ley �eneral de la Administración Pública .Ley Nº 




6227 de 02 de mayo de 1978, en la Ley Nº 5695, Ley de Creación del Registro 




Nacional de 28 de mayo de 1975 y sus reformas;. y en los artículos 5 y 




concordantes de la Ley de Fortalecimiento de la Seguridad Registra! Inmobiliaria, 




Ley Nº 9602 del 13 de agosto de 2018. 




Considerando: 




1°-Que la Ley Nº 9602 del 13 de agosto de 2018, publicada en el Diario Oficial La 




Gaceta número 194 del 22 de octubre de 2018, pretende el fortalecimiento de la 




respuesta administrativa que el Registro Inmobiliario ofrece frente al flagelo del 




fraude en las transacciones con bienes inmuebles. 




2°- Que la seguridad registra! se ve amenazada principalmente por conductas 




que están fuera propiamente de la calificación registra! de los documentos, y que 




tienen que ver con el hecho delictivo de alterar o falsear documentos que gozan de 




fe pública, que atentan contra la propiedad y la seguridad pública registra!. 




N° 41959-J




PODER EJECUTIVO
DECRETOS















3° . - Que el principal objetivo de la Ley para el Fortalecimiento de la Seguridad 




Registra! Inmobiliaria es delimitar las funciones y competencias del Registro 




Inmobiliario en materia de cancelación de asientos provisionales o definitivos, sin 




detrimento de la tutela jurisdiccional de los mismos. 




4° . - Que, al inmovilizar los bienes objeto de este tipo de delito, se interrumpe el 




flujo de terceros de buena fe al mismo tiempo que se da publicidad sobre el 




inmueble, sin tener que ser gestionado ante el juez penal de etapa preparatoria. 




Esto influye de forma indirecta en términos positivos en los tiempos de tramitación 




de los expedientes penales y por lo tanto constituye una herramienta eficiente que 




permite "desarmar" el plan delictivo a costa de supuestos terceros de buena fe. 




5°. - Que la nota de bloqueo registra! constituye una medida cautelar 




administrativa cuya fortaleza radica en la publicidad efecto (inmovilización) que se 




le atribuye y conforma una respuesta efectiva cuando existen terceros afectados, 




superando el alcance de mera publicidad noticia de la nota de prevención, 




regulado en el artículo 2 inciso n) del Reglamento de Organización del Registro 




Inmobiliario, Decreto Ejecutivo N º 35509-J de 30 de setiembre de 2009. 




6° . - Que la competencia atribuida a la Dirección y la Subdirección Registra! del 




Registro Inmobiliario para gestionar, verificar y ordenar la cancelación de asientos 




irregulares producto de documentación no asentada en la escritura matriz o que 




adolezca de inconsistencias de fondo con ésta, contribuye con la actividad 




ordinaria del registrador y garantiza la seguridad jurídica a las transacciones. 




7
° 




-Que para enfrentar este tipo de hechos delictivos relacionados con las 




inexactitudes de origen extraregistral, es necesaria la participación de los 




diferentes referentes que integran el Sistema de Seguridad Jurídica Preventiva, 















tanto en el ámbito registra!, notarial y jurisdiccional, para que todos éstos actúen 




de manera conjunta, coordinada y articulada. 




8. - Que los mecanismos de seguridad establecidos por el Registro Nacional son




de carácter oficial conforme al artículo 29 de la Ley 3883 del 30 de mayo de 1967, 




y tienen la finalidad de garantizar la autenticidad de los documentos emitidos y 




presentados al Registro Nacional. 




9°. -Que el artículo 5, párrafo primero de la Ley Nº 9602, de 13 de agosto de 




2018, establece que el Poder Ejecutivo deberá reglamentar los casos, 




procedimientos y requisitos para la cancelación de asientos provisionales o 




definitivos en los casos previstos dentro del Registro Inmobiliario, por tanto, 




Decretan: 




Reglamento a la Ley para el Fortalecimiento de la Seguridad Registra! 




Inmobiliaria 




TÍTULO ÚNICO: 




Competencia del Registro Inmobiliario en materia de cancelación de asientos 




provisionales o definitivos 




CAPÍTULO 1: 




Disposiciones Generales 




Artículo 1 °- Objeto: El presente Reglamento tiene por objeto: 















a) Determinar los casos dentro de los cuales será aplicable la cancelación de




asientos irregulares en el Registro Inmobiliario, sean estos provisionales o




definitivos, que devienen de situaciones extrarregistrales irregulares.




b) Establecer el procedimiento que será aplicado en cumplimiento de las




reglas del debido proceso.




c) Delimitar los requisitos formales y materiales para el acceso a tal




procedimiento.




Artículo 2°- Definiciones. Para los fines del presente Reglamento, se entenderá 




por: 




a) Asiento irregular: Un asiento se considerará irregular si para su anotación




provisional, constitución, cancelación o modificación tuvo como medio de




rogación un testimonio notarial que no esté asentado en el correspondiente




documento matriz; o que tal testimonio contenga diferencias sustanciales,




en relación con los efectos materiales o de fondo con la escritura matriz.




b) Escritura matriz: Para los efectos de la aplicación de los alcances de la




Ley Nº 9602 y del presente Reglamento, se entenderá por escritura matriz




el documento protocolar extendido ante un fedatario público, de




conformidad con lo dispuesto por los artículos 81, siguientes y




concordantes del Código Notarial, Ley N
º 




7764 del 17 de abril de 1998.




c) Inexactitud de fondo: es aquella que altera la voluntad de las partes y




modifica en su esencia el acto o contrato.




Artículo 3°- Competencia para la cancelación de asientos irregulares. Es una 




función exclusiva de la Dirección o la Subdirección Registra! del Registro 




Inmobiliario, por lo que queda excluida del marco de calificación dentro del cual 




deben seguir delimitándose para su función calificadora los registradores; para que 















con base en la prueba objetiva que sea presentada, y por los medios y 




procedimientos que se establecerán, se declare: 




a) La matricidad inexistente de un testimonio.




b) Las diferencias de fondo entre un testimonio presentado al Registro




respecto de su escritura matriz.




c) La verificación de la existencia del tercero registra! protegido en un asiento




irregular.




d) La orden de cancelación de un asiento con fundamento en el inciso a)




anterior, o cuando hay diferencias de fondo del inciso b) anterior.




e) La orden de consignación de nota de bloqueo registra! con fundamento en




el inciso c) anterior




f) La orden de consignación de nota de prevención para efecto de publicidad




noticia mientras se realiza el procedimiento de solicitud de cancelación.




Tales gestiones podrán iniciarse de oficio o a solicitud de parte interesada. 




Artículo 4. - Asientos objeto de cancelación. Serán objeto de cancelación, de 




oficio o a petición de parte, los siguientes asientos irregulares: 




a) El asiento registra!· que se constituye, modifica o cancela por medio de la




rogación de un testimonio notarial que contiene un acto inexistente dado que




no consta en una escritura matriz (matricidad inexistente)




b) El asiento registra! que se constituye, modifica o cancela, por medio de la




rogación de un testimonio notarial que contiene una inexactitud de fondo




entre éste y su escritura matriz.




c) El asiento registra! que se constituye, modifica o cancela por medio de la




rogación de un testimonio notarial basado en un poder especial que no




consta en una escritura matriz.















CAPÍTULO 11: 




Del procedimiento y requisitos para la cancelación de asientos irregulares 




Artículo 5. - Cancelación de asientos de presentación o de inscripción 




definitiva de origen fraudulento. De oficio o a solicitud de los afectados de una 




inscripción fraudulenta, serán cancelados, sin perjuicio de la tutela jurisdiccional de 




los asientos, las inscripciones o las anotaciones provisionales inmobiliarias 




generadas a partir de documentación fraudulenta, por contener un acto inexistente 




dado que no consta en escritura matriz; por la inexactitud de fondo entre ésta y el 




documento presentado a la corriente registra!; o por contener una rogación basada 




en un poder especial que no consta en una escritura matriz. 




Artículo 6. - Legitimación. La solicitud de cancelación de asientos, podrán 




realizarla los afectados de la inscripción o anotación provisional fraudulenta, 




siempre que cumpla con los requisitos establecidos al efecto. 




Artículo 7. - Requisitos de la solicitud de cancelación de asientos de 




presentación o de inscripción definitiva de origen fraudulento. La solicitud de 




cancelación de asientos de presentación provisional o de inscripción definitiva de 




origen fraudulento, deberá ser presentada en la Dirección del Registro Inmobiliario 




del Registro Nacional, con los siguientes requisitos: 




a) Solicitud por escrito de la cancelación de un asiento de presentación




provisional o de inscripción definitiva de origen irregular, debidamente




autenticada por notario público.




b) Indicación de medio para recibir notificaciones, ya sea electrónico o cualquier




otro medio que permita la ley de Notificaciones Judiciales.















c) En la solicitud se deben indicar las citas de inscripción de los poderes




inscribibles de que se trate; y /o aportar la documentación que acredite la




validez de los poderes no inscribibles con que se actúe; lo anterior, en los




casos de representación de los legítimos interesados o afectados del asiento




irregular.




d) Comprobante de cancelación de los derechos de Registro respectivos,




conforme a la Ley de Aranceles del Registro Nacional, Nº 4564 de 29 de abril




de 1970 y sus reformas.




e) Certificación del Archivo Notarial o de la Dirección Nacional de Notariado de la




escritura matriz de que se trate, que acredite los supuestos relacionados en el




artículo 4 anterior.




Artículo 8. - De la presentación de la solicitud de cancelación de asiento. El 




escrito inicial de la solicitud de cancelación se presentará ante la Dirección del 




Registro Inmobiliario. Si faltare algún requisito en el escrito, de los relacionados en 




el artículo 7 de este reglamento, se le prevendrá al gestionante para que lo 




subsane en un plazo no mayor de 15 días hábiles. De no cumplirse con lo exigido 




se rechazará la solicitud y se archivará el expediente. 




Si existiendo un asiento registra! irregular, surge la inactividad procesal del 




gestionante, la Dirección o la Subdirección Registra!, deberá seguir con el 




conocimiento de la solicitud de cancelación de forma oficiosa. 




Artículo 9. - De la notificación a los interesados. A todos los interesados o 




afectados se les notificará la solicitud de cancelación, para que se manifiesten 




según corresponda a sus intereses, por un plazo que no exceda de 8 días hábiles, 




contado a partir del día hábil siguiente a la not,ificación hecha al último de ellos; o 




en su defecto, a partir del día hábil siguiente luego de la publicación del edicto que 




se dirá. 















Se les notificará en el domicilio más reciente y completo que conste de la 




publicidad registra!, por medio de correo certificado mediante el sistema de acuse 




de recibo, el cual se incorpora al expediente respectivo. 




En caso de que la notificación no pueda ser llevada a cabo conforme el sistema de 




acuses de recibo, se publicará, por una sola vez un edicto en el Diario Oficial La 




Gaceta. 




La notificación al gestionante, se realizará en el lugar o por los medios señalados, 




de acuerdo al inciso b) del artículo 7 de este Reglamento. 




El plazo concedido corre a partir del día hábil siguiente de la notificación del último 




interesado o afectado, o de la publicación del referido edicto. 




Artículo 1 O. - De la medida cautelar provisional. Durante el desarrollo de la 




investigación, la Dirección o la Subdirección Registra! podrán ordenar cuando así 




lo consideren, que se consigne -en aplicación supletoria- una nota de prevención 




con base en el artículo 32 del Reglamento de Organización del Registro 




Inmobiliario en la inscripción respectiva, para efectos de publicidad noticia, sin que 




impida la inscripción de documentos posteriores. La consignación de esta medida 




cautelar, también podrá ser ejecutada por el asesor jurídico que autoricen al efecto 




en la correspondiente resolución. 




Verificado el estudio sin que se haya demostrado objetivamente la anotación o 




inscripción de un documento fraudulento o irregular, en la resolución que rechace 




la solicitud de cancelación, se ordenará la inmediata cancelación de la nota de 




prevención. 




La notificación al gestionante se realizará en el lugar o por los medios señalados, 




de acuerdo al inciso b) del artículo 7 de este Reglamento. 















Artículo 11. - Resolución de cancelación del asiento o consignación del 




bloqueo registra!. Una vez vencidas las audiencias conferidas, la Dirección o la 




Subdirección Registra! resolverá conforme a la prueba objetiva aportada y dentro 




del mes siguiente, lo que corresponda acorde con la competencia delimitada en el 




artículo 3 de este reglamento. 




Esta resolución se notificará al gestionante, así como a los demás interesados que 




se hubieren apersonado. Para los demás interesados que no se hayan 




apersonado al proceso, se tendrá por firme 24 horas después de dictada la misma. 




Artículo 12. - Nota de Bloqueo Registra!. Cuando la cancelación cause algún 




perjuicio a un tercero registra! protegido, de conformidad con la definición dada por 




la Ley N º 9602 en su artículo 2 inciso o), la Dirección o la Subdirección mediante 




resolución debidamente motivada, ordenará la consignación en el asiento registra!, 




de una nota de bloqueo registra!, la cual tendrá como efecto la inmovilización del 




inmueble al que se le imponga; hasta tanto no se aclare el asunto en vía judicial, o 




se dé el saneamiento de la publicidad registra! alterada en razón de los efectos del 




asiento irregular. 




Tal medida cautelar será ejecutada por el asesor jurídico registra! que se autorice 




al efecto. 




Artículo 13. - Levantamiento de la medida. El levantamiento de la nota de 




bloqueo registra!, y en su caso, la nota de prevención, corresponderá a la 




autoridad judicial que conozca de la validez de los asientos registrales, salvo que 




de la publicidad registra! se determine el saneamiento de la situación que dio 




origen a la medida cautelar correspondiente. 















Artículo 14. - Inscripción de la cancelación de asientos. 




La resolución que ordena la cancelación de un asiento irregular, será presentada 




al Diario Único del Registro Nacional para su debida inscripción y consiguiente 




mantenimiento del tracto sucesivo histórico. 




Para la ejecución de la cancelación, el registrador asignado al efecto restituirá la 




información inmobiliaria a su estado anterior, lo cual implica retrotraer la 




información registra! al momento histórico previo a la inscripción del documento 




irregular que motiva la cancelación. 




No podrán alegarse derechos derivados directamente de un asiento registra! 




originado en documentación fraudulenta e inexistente, salvo los del tercero 




registra! protegido por el principio de fe pública registra!. 




Artículo 15. - Recurso de Apelación. La resolución final que ordene la 




cancelación de un asiento -provisional o definitivo-, o la consignación de una nota 




de bloqueo registra!, tendrá recurso de apelación ante el Tribunal Registra! 




Administrativo, el cual deberá interponerse ante la Dirección del Registro 




Inmobiliario dentro de los 5 días hábiles posteriores a la notificación de dicha 




resolución, todo de conformidad con lo que se establece en los artículos 25 y 26 




de la Ley Nº 8039, Ley de Procedimientos de Observancia de los Derechos de 




Propiedad Intelectual de 12 de octubre de 2000. 




Presentada en tiempo y forma la apelación, la Dirección o la Subdirección admitirá 




la apelación y remitirá sin más trámite el expediente al Tribunal Registra! 




Administrativo, para que resuelva conforme a derecho, dentro del plazo que al 




respecto dispone el artículo 28 del Reglamento Operativo de Tribunal Registra! 




Administrativo (Decreto Ejecutivo Nº 35456-J del 30 de marzo de 2009). 















Artículo 16. - Resolución final por parte del Tribunal Registra! 




Administrativo. Una vez resuelto lo correspondiente por el Tribunal Registra! 




Administrativo y devuelto el expediente, la Dirección, la Subdirección o el asesor 




en quien éstas hayan autorizado, ejecutará lo dispuesto en dicha resolución final 




firme. 




Capítulo 111 




Aspectos derivados de la cancelación de asientos irregulares 




Artículo 17. - Coordinación interinstitucional. Las medidas adoptadas por la 




Dirección o Subdirección Registra! en materia de cancelación de asientos, de 




consignación de notas preventivas o de bloqueo registra!, serán puestas en 




conocimiento por oficio que suscribirán las autoridades indicadas, a la Dirección 




Nacional de Notariado para que, bajo su competencia, fiscalice y determine las 




consecuencias disciplinarias de la actuación notarial y gestione las consecuencias 




instrumentales de los documentos notariales cuestionados. 




Asimismo, cuando actúe de oficio, la Dirección o la Subdirección Inmobiliaria 




denunciarán los hechos al Ministerio Público y al Juzgado Notarial para lo que 




corresponda. 




Artículo 18. - De los mecanismos de seguridad aplicados a la cancelación de 




documentos notariales. 




Al detectarse el uso de la boleta de seguridad en un documento irregular, se 




ordenará la cancelación de todas las boletas que pertenezcan a ese talonario. 















CAPÍTULO IV: 




Disposiciones Transitorias, Modificatorias, 




Supletorias y Derogatorias 




Artículo 19. - Modificaciones al reglamento de Organización del Registro 




Inmobiliario. Agréguese un inciso k) al artículo 8 y un sub inciso 9) al inciso a) del 




artículo 9 y modifíquese el artículo 17 del Decreto Ejecutivo Nº 35509-J 




Reglamento de Organización del Registro Inmobiliario, los cuales se leerán de la 




siguiente manera: 




"Artículo 8º- De la Dirección. Además de los deberes y atribuciones que este 




Reglamento y otras leyes le asignen, corresponde al Director del Registro 




Inmobiliario: 




( ... ) 




k) Conocer de la cancelación de asientos y demás procedimientos establecidos en




la Ley N º 9602, Ley de Fortalecimiento de la Seguridad Registra! Inmobiliaria 




"Artículo 9º- De las Subdirecciónes. 




Además de las atribuciones que este Reglamento y otras leyes le asignen, 




corresponde a cada Subdirector: 




a) La Subdirección Registra!:




( ... )




9. Conocer de la cancelación de asientos y demás procedimientos establecidos en




la Ley Nº 9602, Ley de Fortalecimiento de la Seguridad Registra! Inmobiliaria.




"Artículo 17. -Tutela jurisdiccional de la publicidad registra!. En virtud de lo 




que dispone el artículo 456 del Código Civil, y siendo que la inscripción no 















convalida los actos nulos o anulables, dejando a salvo los intereses de quien 




adquiere de buena fe basado en la publicidad de los asientos registrales, debe ser 




conocido y declarado en sede judicial, conforme a los artículos 472, 473 y 474 del 




Código Civil: 




a) La invalidez de una inscripción;




b) La cancelación de un asiento provisional o definitivo que esté vigente; y




c) La declaratoria de un mejor derecho de propiedad, respecto del titular registra!




inscrito.




Los terceros tendrán conocimiento de cualquiera de estas pretensiones sobre los 




derechos inscritos, por medio de las anotaciones preventivas que ordenen y 




consignen las autoridades jurisdiccionales conforme a la Ley. 




En razón de. lo anterior, el conocimiento de las pretensiones indicadas en los tres 




incisos mencionados, es improcedente en sede administrativa registra!, salvo la 




competencia para cancelación de asientos irregulares en sede registra! 




establecida en la Ley para el Fortalecimiento de la Seguridad Registra! Inmobiliaria 




No. 9602 y su Reglamento." 




Artículo 20. - Disposiciones Supletorias. En lo no previsto en este reglamento 




se aplicará en lo que fuere compatible, el Reglamento de Organización del 




Registro Inmobiliario, Decreto Nº 35509-J de 30 de setiembre de 2009. 




Artículo 21. - Disposiciones derogatorias. Para los efectos del presente 




Reglamento deróguese el inciso a) del artículo 32 del Reglamento de Organización 




del Registro Inmobiliario, Decreto Nº 35509-J de 30 de setiembre de 2009. 




Artículo 22. - Rige. Rige a partir de su publicación en el Diario Oficial La Gaceta. 















Transitorio Único. Los procedimientos de nota de prevención iniciados previo a la 




entrada en vigencia del presente Reglamento que implique matriz inexistente, 




serán tramitados bajo las disposiciones de este reglamento. 




Dado en la Presidencia de la República. -San José, a los 16 días del mes de julio 




del dos mil diecinueve. 




_\,:;\.�.:·: - :�. { 
,, . '· 




Ministra de J 




1 vez.—O.C. N° 19-0349.—Solicitud N° JA-2019-0051.—( D41959 - IN2019386962 ).















PROGRAMA INTEGRAL DE MERCADEO AGROPECUARIO
CONSEJO DIRECTIVO




Reglamenta  




Reglamento de uso de certificados, firma digital y documentos electrónicos del Programa 




Integral de Mercadeo Agropecuario 




Considerando: 




Primero: Con fundamento en las facultades que le otorgan la Ley N. 6142 del 25 de 




noviembre de 1977 en relación con el Decreto Ejecutivo N. 39785-MAG y 40513-MAG; 




así mismo concordado con las facultades conferidas por el artículo 59 de la Ley General de 




la Administración Pública. 




Segundo: En la actualidad, el desarrollo de nuevas tecnologías de información y 




comunicación exigen paralelamente el establecimiento de niveles de seguridad adecuados 




para las gestiones institucionales y transacciones sociales, económicas y jurídicas de la 




Institución, y esto a su vez, ha requerido que deba ajustarse el actuar de los 




colaboradores en la adopción de la firma digital, a efectos de lograr el mejor desempeño de 




las funciones, tareas y actividades, sean estas ordinarias o extraordinarias, en beneficio 




de los intereses Institucionales y el fin público imperante. 




Tercero: Actualmente algunos colaboradores del PIMA poseen la asignación de 




firma digital y el dispositivo de lectura para el desempeño de sus funciones, sin que 




exista normativa específica de orden interno que regule su adecuado uso, custodia, 




conservación y control; por lo que resulta necesario establecer normas claras y 




precisas que regulen sus deberes, responsabilidades y prohibiciones 




Cuarto: El siguiente reglamento también se fundamenta en la Ley N° 8454 de Certificados, 




Firmas Digitales y Documentos Electrónicos, así como en el Decreto N°33018 reglamento 




a dicha ley, Decreto 067-MICIT-H-MEIC (03/04/2014), Modificación de la 




implementación y el uso de Firma Digital en el sector público costarricense, 




Políticas(MICIT 20/05/2013), formatos oficiales de los Documentos Electrónicos Firmados 




Digitalmente versión 1.0, Certificados para la Jerarquía nacional de Certificaciones 




Registrados Versión 1.1. Siendo que la Firma Digital es un asunto netamente personal, se 




acepta como certificador registrado al ente que cada colaborador designe de acuerdo con su 




criterio y conveniencia. Y en amplio apego al cumplimiento de lo establecido en la Ley N° 




8454 de Certificados, Firma Digital y Documentos Electrónicos. 




Este Consejo Directivo emite el siguiente reglamento: 




REGLAMENTOS




AMBIENTE Y ENERGÍA















REGLAMENTO DE USO DE CERTIFICADOS, FIRMA DIGITAL Y 




DOCUMENTOS ELECTRÓNICOS DEL PROGRAMA INTEGRAL DE 




MERCADEO AGROPECUARIO 




CAPÍTULO I 




Disposiciones Generales 




Artículo 1: Objeto: Este Reglamento tiene por objeto regular el uso de la firma digital 




certificada debidamente emitida por un certificador registrado y los documentos 




electrónicos que serán confeccionados y utilizados por los colaboradores del Programa 




Integral de Mercadeo Agropecuario. 




Artículo 2: Ámbito de aplicación: Este Reglamento se aplicará a toda clase de 




transacciones, actos jurídicos, públicos o privados relacionados con los trámites 




internos y externos del Programa Integral de Mercadeo Agropecuario, gestionados ante 




y por cualquier colaborador del PIMA debidamente autorizado. 




Artículo 3: Definición de Abreviaturas y Términos: 




1. Abreviaturas




AI: Archivo Institucional 




PIMA: Programa Integral de Mercadeo Agropecuario. 




TI: Tecnología de Información. 




2. Términos




Autenticidad: Se refiera a que el origen de los datos es el correcto, quién los envió 




y cuándo fueron enviados y recibidos también sean correctos 




Certificados Digitales: Mecanismo electrónico o digital mediante el cual se 




garantiza, confirma o valida técnicamente conforme lo establece el artículo 11 de 




la Ley 8454. 




Colaborador: Toda persona física que, en virtud de un acto administrativo de 




nombramiento válido y eficaz, presta sus servicios mediante el régimen de empleo 




público, a nombre y por cuenta de la Administración a cambio de una remuneración 




por la actividad que ejerce. También las personas integrantes del Consejo Directivo, 




así como aquellas personas trabajadoras que en razón de convenios entre el PIMA y 




otra(s) Institución(es) del Estado, brindan sus servicios al PIMA. 















Documento Electrónico Firmado Digitalmente: Aquel documento electrónico, 




cualesquiera que sean su contenido, contexto y estructura, cuya estructura lógica 




tiene asociada una firma digital. En otras palabras, es un objeto conceptual que 




contiene tanto el documento electrónico como una firma digital, sin importar que 




estos dos elementos puedan encontrarse representados por conjuntos de datos 




diferentes (Conforme con la Política de Formatos Oficiales de los Documentos 




Electrónicos Firmados Digitalmente) 




Documentos electrónicos: Cualquier manifestación con carácter representativo 




o declarativo, expresada o transmitida por un medio electrónico o informático.




Firma Digital Certificada: Firma digital emitida al amparo de un certificado 




digital, válido y vigente, expedido por la Autoridad Certificadora. 




Integridad: Exactitud de la totalidad de la información. 




Ley: Entiéndase en el presente Reglamento la número 8454 “Ley de Certificados, 




Firmas Digitales y Documentos Electrónicos”. 




Repositorio Digital: Es un medio para gestionar, almacenar, preservar, difundir y 




facilitar el acceso a los objetos digitales que alberga. 




CAPÍTULO II 




De la Organización y Distribución de Competencias 




Artículo 4: De la Unidad de Tecnología de la Información: Corresponderá a la Unidad 




de  Tecnologías de la Información: 




a) Ejecutar acciones y medidas como unidad rectora, fiscalizadora y evaluadora del




tema. 




b) Diseñar y ejecutar los lineamientos técnicos de administración de la




infraestructura y servicios para la Firma Digital Certificada de los documentos 




transmitidos y almacenados electrónicamente de las personas usuarias del PIMA. 




c) Proveer la infraestructura tecnológica requerida y dar soporte, para la operación




eficiente y segura del servicio de firmas digitales y documentos electrónicos. 















d) Emitir los lineamientos técnicos y procedimientos internos sobre seguridad lógica




y física de documentos electrónicos, respaldo de información, estándares de la 




infraestructura tecnológica de Certificados Digitales y aquellos propios de su 




competencia. 




e) Establecer y mantener la comunicación y la coordinación necesarias con todas las




demás dependencias del PIMA involucradas en el proceso y con las personas 




usuarias internos adscritos al servicio de Certificados de Firma Digital. 




f) Procurar, a través del monitoreo de la operación de los equipos donde reside la




información relativa a las Firmas Digitales, el mantenimiento y evaluación de la 




confiabilidad y calidad de los procedimientos utilizados, la integridad, 




confidencialidad, seguridad y disponibilidad de los datos. 




g) Efectuar los trámites administrativos de instalación de los dispositivos necesarios




para el uso de la firma digital y documentos electrónicos, en los equipos asignados a 




los colaboradores autorizados. 




h) Coordinar con el Proceso de Archivo Institucional, los mecanismos de




almacenamiento y respaldo que deben aplicarse para la adecuada conservación de 




los documentos electrónicos y firma digital que se emitan por parte de los 




colaboradores del PIMA, en el ejercicio de su gestión. 




i) Confeccionar informes de Control Interno de anomalías detectadas, así como las




acciones tomadas o por tomar para corregirlas o reducir su daño. 




j) Proponer la regulación y  lineamientos internos respecto de la Firma Digital,




Certificados y Documentos Electrónicos ante la Gerencia General o el Consejo 




Directivo del PIMA. 




Artículo 5: Del Proceso de Recursos Humanos: Le corresponde llevar el control de 




Registro de Colaboradores con Firma Digital, validar e informar a TI sobre la 




incorporación y salida de los colaboradores al registro oficial de usuarios. Cada 




colaborador es responsable por los certificados y documentos electrónicos que firme 




digitalmente. 















Artículo 6: Del Archivo Institucional: Le corresponde brindar los lineamientos,  




mecanismos y procedimientos para generar, organizar, preservar y conservar los 




documentos electrónicos generados en el PIMA, de tal manera que asegure la 




autenticidad, integridad, inalterabilidad y disponibilidad de los documentos electrónicos 




de archivo en el largo plazo y demás funciones aquí establecidas. 




Artículo 7: Obligatoriedad: Es de acatamiento obligatorio la suscripción de la Firma 




Digital ante un certificador registrado para los colaboradores que lo requieran para el 




cumplimiento de sus funciones. El costo de suscripción y los costos relacionados al uso 




de la Firma Digital lo asume cada colaborador. 




Artículo 8: Validez y Eficacia de la Firma Digital: La Firma Digital Certificada 




garantiza la integridad y autenticidad de los documentos y comunicaciones digitales y 




tendrá la misma validez y eficacia jurídica de la firma manuscrita en cualquier 




documento, comunicación interna y externa. 




Artículo 9: Presunción de autoría y responsabilidad: Para efectos legales y 




administrativos, todos los documentos electrónicos a nombre del PIMA, asociados a una 




Firma Digital Certificada son al momento de su emisión: vigentes, íntegros, auténticos, 




de autoría y responsabilidad del colaborador que lo emite; siempre y cuando el 




colaborador esté debidamente acreditado. 




Artículo 10: Derechos de los colaboradores: Los colaboradores del PIMA, sometidos al 




proceso de certificado digital, tendrán los siguientes derechos: 




a) La inviolabilidad e integridad de los documentos firmados digitalmente.




b) Todo colaborador tendrá el derecho que se le instale el software para la




validación legal del certificado digital, en la computadora que el PIMA le haya 




asignado. 




c) Obtener soporte tecnológico por parte de TI, en caso que sea necesario para el




uso de la firma digital y documentos electrónicos, siempre y cuando se utilicen 




activos institucionales. 




Artículo 11: Obligaciones de los colaboradores: Los colaboradores del PIMA que 




cuentan con un certificado digital, tendrán las siguientes obligaciones: 




a) Poseer un certificado digital válido.















b) Cumplir con todas las obligaciones y recomendaciones emitidas por el certificador




registrado en el uso de la Firma Digital. 




c) Custodiar el certificado digital garantizando su confidencialidad.




d) Utilizar el certificado digital única y exclusivamente en forma personal, no podrá ser




transferido, ni puesto a disposición de un tercero. 




e) Utilizar la Firma Digital certificada conforme a lo establecido en el presente




Reglamento. 




f) Cada colaborador que solicite al Proceso de Recursos Humanos ser incorporado en el




Registro de Colaboradores con Firma Digital, deberá cancelar el monto de suscripción, 




de manera independiente, al certificador oficial, de acuerdo con las tarifas establecidas, 




estén obligados o no al uso de la misma. 




g) El uso de contraseñas relacionadas con Firmas Digitales otorgadas por un




certificador registrado no deben ser divulgadas, ni utilizadas como claves de acceso a 




los sistemas institucionales por los colaboradores. 




CAPÍTULO III 




Disposiciones Finales 




Artículo 12: Archivo electrónico: El PIMA contará con una alternativa digital para la 




gestión de documentos y expedientes electrónicos, con el fin de asegurar la 




preservación digital de la información que se produzca, reciba o gestione dentro de 




dicho sistema y su repositorio. 




Las dependencias institucionales deberán tomar las medidas administrativas de 




organización y uso, necesarias para la adecuada gestión y conservación de los 




documentos electrónicos. 




Para estos efectos, la preservación de los documentos electrónicos se regirá por las 




disposiciones vigentes en materia de gestión documental y de valoración de 




documentos, así como las facultades y competencias del Archivo Institucional, que se 




establecen en la legislación nacional, respecto de la materia de documentos 




electrónicos, con el fin de asegurar la autenticidad, integridad, inalterabilidad y 




disponibilidad de los documentos electrónicos de archivo a largo plazo. 




Artículo 13: Régimen disciplinario: Para la imposición de sanciones se aplicará el 




régimen establecido por el PIMA, Ley General de la Administración Pública, Ley de la 















Administración Financiera, Ley de Certificados, Firmas Digitales y Documentos 




Electrónicos y Código de Trabajo, según corresponda. 




Artículo 14: Se deroga de manera expresa cualquier normativa, disposición  




o lineamiento que contradiga lo establecido en este Reglamento.




Artículo 15. Rige a partir de su publicación en el Diario Oficial La Gaceta. 




CAPÍTULO IV 




Transitorio Único: Tecnologías de la Información y Archivo Institucional tienen un 




plazo perentorio de un año a partir de la aprobación de este reglamento, para contar con 




los lineamientos, mecanismos y procedimientos para generar, organizar, preservar y 




conservar los documentos electrónicos con firma digital certificada, generados en el 




PIMA. 




Lic. José Pablo Rodríguez Rojas, Director Jurídico.—1 vez.—( IN2019387161 ).















REGLAMENTO INTERNO 




DE ORDEN, DIRECCIÓN Y DEBATES 




DEL CONCEJO MUNICIPAL DEL 




CANTÓN NICOYA 




El Concejo Municipal del Cantón de Nicoya, en uso de las atribuciones establecidas 




en los artículos 169 y 170 de la Constitución Política, en relación con los numerales 4, 




inciso a), 12, 13, incisos c) y d), 43 y 50 del Código Municipal, mediante acuerdo 




número 026-0119-2018 , celebrada en la sesión ordinaria número 0119 del lunes 13 de 




agosto del 2018,  aprueba el  Reglamento Interior de Orden, Dirección y Debates del 




Concejo Municipal del Cantón Central de San José, para regular el funcionamiento de 




este órgano, el cual se regirá por las siguientes disposiciones: 




CAPITULO I 




DEL GOBIERNO MUNICIPAL DEL CANTÓN NICOYA 




ARTÍCULO 1. COMPOSICIÓN 




El Gobierno Municipal del Cantón de Nicoya, está compuesto, por un cuerpo 




deliberativo denominado Concejo, e integrado por los regidores que determine la ley, 




además por un el Alcalde con el respectivo suplente, todos de elección popular. 




(Artículo 12 del CM.) 




CAPITULO II 




DE LA INTEGRACION DEL CONCEJO MUNICIPAL 




ARTÍCULO 2. INTEGRACIÓN 




El Concejo Municipal del Cantón Central de Nicoya, está compuesto, conforme lo 




establece la Constitución Política y las leyes de la República, por un cuerpo 




deliberativo, integrado por los regidores. 




CAPITULO III 




DE LA INSTALACION DEL CONCEJO MUNICIPAL 




ARTÍCULO 3. INSTALACIÓN DEL DIRECTORIO PROVISIONAL 




Los regidores tomarán posesión de sus cargos, el primer día del tercer mes posterior a 




la elección correspondiente, (artículo 29 CM) a las doce horas en el recinto de sesiones 




de la Municipalidad, previa juramentación que se realizará ante el Directorio 




Provisional, una vez que este se haya juramentado ante el Concejo. Este Directorio 




estará integrado por los regidores presentes de mayor edad (entre los propietarios o 




suplentes en funciones de propietarios) que hayan resultado electos, en ese orden, y 




según comunicado oficial del Tribunal Supremo de Elecciones. (C-213-2012 de 17 de 




setiembre 2012 de la Procuraduría General de la República). 




CAPITULO IV 




DEL DIRECTORIO DEL CONCEJO 




ARTÍCULO 4. ELECCIÓN PRESIDENCIA Y VICEPRESIDENCIA 




El Directorio Municipal será integrado con un Presidente y un Vicepresidente, electos 




por el Concejo Municipal, en votación secreta. 




El Vicepresidente reemplazará al Presidente en sus ausencias temporales. En caso de 




que al mismo tiempo faltaren temporalmente el Presidente y el Vicepresidente, ambos 




MUNICIPALIDADES




MUNICIPALIDAD DE NICOYA




CONCEJO MUNICIPAL















Serán reemplazados por los regidores de mayor edad, correspondiendo la Presidencia 




al mayor y la Vicepresidencia al que le sigue. 




En caso de falta definitiva o renuncia del Presidente o del Vicepresidente, el Concejo 




procederá a su reposición, mediante elección secreta que se realizará en la sesión 




siguiente a aquella en que se conozca de la ausencia definitiva, si ya para ese 




momento se encontrare ausente definitivamente. En la ausencia definitiva del 




Presidente, o Vicepresidente, deberá realizarse una nueva elección de entre el resto 




de Regidores propietarios. 




ARTÍCULO 5. PROCEDIMIENTO ELECCIÓN PRESIDENTE Y VICEPRESIDENTE 




Los Regidores, Síndicos y el Alcalde, tomarán posesión de sus cargos el primer día del 




tercer mes posterior a la elección correspondiente. Sin que se requiera previa 




convocatoria, a las doce horas deberán concurrir al recinto de sesiones de la 




Municipalidad para celebrar la primera sesión de ese período, la que se realizará con 




el siguiente procedimiento: 




a-) En la sesión del primer y tercer año se hará el nombramiento del Directorio 




definitivo, que dirigirá el Concejo, durante el período establecido en el Código 




Municipal. 




Para tal efecto, el Directorio provisional, que se integrará con los regidores de mayor 




edad, solo el primer año, luego de ser juramentado comprobará el quórum. Luego la 




Presidencia abrirá la sesión, y solicitará se cante el Himno Nacional, el de Guanacaste 




y el de la Anexión de Partido de Nicoya. 




De seguido el Presidente solicitará a los integrantes del Concejo, que propongan 




candidaturas para el cargo de Presidente. Cada proponente tendrá hasta cinco 




minutos para hacer su presentación, o en su lugar lo puede hacer el candidato 




propuesto. Terminado el período de uso de la palabra, se procederá a la elección, de 




forma o manera secreta conforme está establecido en la Ley. Una vez anunciado el 




resultado de esta elección, se efectuará bajo el mismo mecanismo, la del 




Vicepresidente. Después de electos, los integrantes del Directorio, se juramentarán 




ante el Directorio Provisional y entrarán de inmediato en posesión de sus cargos. 




b-) Inmediatamente asume sus funciones el Directorio definitivo, el Presidente (a) 




declarará inaugurado el período de sesiones ordinarias y extraordinarias y luego dará 




por concluida la Sesión. 




ARTÍCULO 6. PLANTEAMIENTO PROYECTO POLÍTICO. SESIONES DEL PRIMERO DE MAYO. 




a) En la sesión ordinaria siguiente del nombramiento del Directorio, cada partido




político representado en el Concejo Municipal conforme la elección municipal,




planteará su proyecto político. Para estos efectos cada partido designará un único




orador, quien podrá hacer uso de la palabra hasta por un máximo de diez minutos.




Inmediatamente la Presidencia ofrecerá la palabra por un período de hasta diez




minutos a un representante de cada partido político y el Alcalde para referirse única y




exclusivamente a los mensajes de los otros partidos. Una vez concluido este período se




concederá en el mismo orden, un lapso final de cinco minutos como contrarréplica de




los mensajes anteriores. Terminado este período se dará por concluido el




procedimiento de réplica.




b-) En las sesiones del primero de Mayo del segundo y cuarto año se escucharán los 




mensajes de los representantes de cada partido político representado en el Concejo 




Municipal conforme a la elección municipal, quien podrá hacer uso de la palabra 















hasta por un máximo de diez minutos. En la sesión ordinaria siguiente la Presidencia 




ofrecerá la palabra por un período de hasta diez minutos a un representante de cada 




partido político y el Alcalde para referirse única y exclusivamente a los mensajes de los 




otros partidos. Una vez concluido este período se concederá en el mismo orden, un 




lapso final de cinco minutos como contrarréplica de los mensajes anteriores. 




Terminado este período se dará por concluido el procedimiento de réplica. En el caso 




de renuncia o por cualquier otra causa de remoción del cargo de alguno de los 




miembros del Directorio, se seguirá el procedimiento indicado en el artículo 5.  
(Adicionado por el Concejo Municipal mediante Acuerdo 2, Artículo único de la Sesión 




Extraordinaria 148 del 07 de marzo de 2016.) 




 




c) Todas las sesiones del Primero de Mayo se realizarán a las doce medio día, salvo 




que por acuerdo adoptado por mayoría calificada, se decida modificar el horario de 




su realización, excepto la sesión correspondiente a la toma de posesión. 
 




 




ARTÍCULO 7. PLAZO DIRECTORIO DEFINITIVO.  
Los miembros del Directorio, ejercerán sus cargos por un período de dos años y podrán 




ser reelectos. (Artículo 33 Código Municipal) 
 




ARTÍCULO 8. REMISIÓN CÓDIGO MUNICIPAL.  
En lo que no esté previsto en este capítulo, se procederá de conformidad con lo 




establecido en el artículo veintinueve del Código Municipal. 
 




 




CAPITULO V 




DE LAS SESIONES DEL CONCEJO MUNICIPAL 




 




ARTÍCULO 9. SESIONES. CELEBRACIÓN. CONVOCATORIA  
Las sesiones del Concejo Municipal se celebrarán en el Salón de Sesiones de Concejo 




Municipal de Nicoya, ubicado en el Cabildo Municipal. 




 




El Concejo Municipal podrá acordar la celebración de sesiones ordinarias o 




extraordinarias, en lugares diferentes a la Sala citada, pero dentro de la jurisdicción del 




Cantón de Nicoya, con el fin único de tratar asuntos relativos a los intereses de los 




vecinos del distrito donde se realice la sesión, excepto que por unanimidad de votos el 




Concejo acuerde conocer otro asunto.  
Las sesiones convocadas por el Alcalde Municipal deberán realizarse en el recinto de 




sesiones de la Municipalidad, salvo que el Concejo Municipal mediante acuerdo, 




disponga un lugar distinto. (C-201-2009 de la Proco. Gral. de la Rep.) 




 




ARTÍCULO 10. SESIONES. CANTIDAD. HORA DE INICIO Y FINALIZACIÓN.  
El Concejo Municipal celebrará como mínimo (artículo 35 del Código Municipal), una 




sesión ordinaria remunerada por semana y hasta dos sesiones extraordinarias 




remuneradas cada mes (las dos primeras). El Concejo Municipal, podrá celebrar varias 




sesiones ordinarias remuneradas en una misma semana, siempre y cuando las mismas 




correspondan al traslado de sesiones de otras semanas, sin superar las previstas por ley. 




Podrán entonces trasladarse las sesiones ordinarias de la tercera, cuarta y quinta 




semana del mes de diciembre, correspondientes a una sesión por semana (artículo 30 




Código Municipal), a la primera y segunda semana de dicho mes, y la sesión Ordinaria 




de Semana Santa, a las semanas anteriores o siguientes a esas fechas dentro del 




mismo mes calendario, habiéndose publicado de previo en el Diario Oficial La Gaceta 




dicho traslado. A contrario, no serán remunerables las sesiones ordinarias que, a partir 




de la segunda en una misma semana, no correspondan a otras semanas dentro del 




mismo mes calendario. (Concordancia entre artículos 30 y 35 CM, en conexidad con 




los artículos 7 y 52 de la Ley General de la Administración Pública).  
 
 
 




 















Las sesiones del Concejo se iniciarán a las diecisiete horas y concluirán, como 




máximo, a las veintiuna horas, salvo que, mediante acuerdo, que requerirá votación 




calificada, se decida seguir sesionando después de esa hora. 




 




ARTÍCULO 11. SESIONES. ORDINARIAS.  
Las sesiones ordinarias se celebrarán los días y a la hora que fije, mediante acuerdo, el 




Concejo Municipal, contando éste con la potestad de cambiar la fecha y la hora de 




realización de las sesiones ordinarias en cualquier momento y cuantas veces lo desee, 




previa publicación, en La Gaceta, y según lo dispuesto por el artículo anterior. No será 




necesaria dicha publicación todos los meses si no existen cambios dispuestos. 




 




ARTÍCULO 12. SESIONES. HORA OFICIAL PARA INICIO. AUSENCIAS. IMPOSIBILIDAD DE 




ABSTENERSE DE VOTAR.  
De conformidad con el artículo treinta y ocho del Código Municipal, las sesiones del 




Concejo deben iniciarse dentro de los quince minutos siguientes a la hora fijada para 




su inicio. Durante este período la sesión podrá dar inicio en cualquier momento. Si 




concluido ese lapso sin que se haya iniciado, entonces la sesión ya no podrá 




efectuarse. 




 




El reloj de la sala de sesiones será el que marque la hora oficial o en su defecto el reloj 




marcador de la Secretaria municipal colocado en la mesa principal. La regla es 




aplicable tanto a sesiones ordinarias como a extraordinarias. 




 




Cuando el regidor propietario tuviere que ausentarse en forma temporal por más de 




quince minutos en el transcurso de la sesión, debe acudirse al regidor suplente, de 




igual forma que cuando el primero deba excusarse o haya sido recusado de conocer 




algún asunto. Cabrá la sustitución para este último caso (excusa o recusación), si y 




solo si en dicho asunto se le considerare interesado directo, su cónyuge o algún 




pariente hasta el tercer grado de consanguinidad o afinidad, o según las causales 




dispuestas por la Ley Orgánica del Poder Judicial (art. 8 inc. 3 y 31), y 53 del Código 




Procesal Civil, las cuales deberá fundamentar en forma expresa ante la Presidencia 




del Concejo, a quien corresponderá la decisión sobre la procedencia de las mismas y 




siendo así realizará su debida sustitución. El voto debe ser siempre afirmativo o 




negativo, por lo que está imposibilitado para abstenerse o excusarse de votar por otras 




razones distintas a las que disponga la normativa vigente. Si lo que ocurre es un retiro 




definitivo del regidor propietario, éste perderá la dieta correspondiente. (Artículos 26 




inciso b), 28, 30 y 31 CM) 




 




ARTÍCULO 13. SESIONES. QUÓRUM DE LEY. CONTROL DE ASISTENCIA. SUSTITUCIONES.  
El Concejo Municipal para iniciar sus sesiones debe contar con el quórum de ley, que 




significa que se cuenta con la mayoría absoluta, sea, la mitad más uno de los 




regidores que conforman el Concejo Municipal. 




 




Si al momento en que el Presidente disponga iniciar la sesión, no se cuenta con 




quórum, entonces procederá a sustituir a los ausentes, con el procedimiento que la ley 




ordena. En caso de que aun así no se lograra conformar el quórum, entonces el 




Presidente, una vez transcurridos los quince minutos de gracia, ordenará cerrar las 




puertas de la sala de sesiones e instruirá a la Secretaria Municipal para que levante 




una nómina de los presentes, para acreditar el pago de dietas. 




 




Los regidores propietarios y suplentes y los síndicos propietarios y suplentes, que no se 




encuentren dentro del salón de sesiones una vez concluido el minuto quince después 




de iniciada la sesión, se tendrán como ausentes para efectos del pago de dieta. El  
 
 
 




 















Presidente municipal realizará un control de asistencia al minuto quince, indicando 




para la grabación respectiva, quiénes se encuentran ausentes. 




 




La falta de quórum durante la realización de la sesión, faculta a Presidente a 




completarlo, mediante las correspondientes sustituciones las veces que sea necesario. 




 




El regidor suplente, que sustituya a un propietario, tendrá derecho a permanecer 




como miembro del Concejo toda la sesión, si la sustitución hubiera comenzado 




después de los quince minutos a que se refiere el párrafo segundo anterior, o si, 




aunque hubiere comenzado con anterioridad, el propietario no se hubiera presentado 




dentro de ese lapso. En este caso devengará la dieta como regidor propietario. 




 




ARTÍCULO 14. SESIONES. REGIDORES DEBEN ESTAR EN SUS CURULES PARA EMITIR VOTO. 




Los regidores deben encontrarse ocupando sus respectivas curules, para que dé inicio 




la sesión y para que se les reciba el voto, cuando se someta a votación cualquier 




asunto. De no encontrarse en su sitio, el señor Presidente deberá llamar al orden y 




hacer pasar a su curul a los ausentes. 




 




ARTÍCULO 15. SESIONES. FRASE PARA INICIAR Y CONCLUIR  
El Presidente Municipal iniciará cada sesión del Concejo, con la siguiente frase: 




“Siendo las (...) horas se inicia la sesión (ordinaria o extraordinaria) número (...), del 




Honorable Concejo Municipal de Nicoya”. De la misma forma, para dar por concluida 




cada sesión, el Presidente pronunciará la siguiente frase: Siendo las (...) horas, se 




levanta la sesión (ordinaria o extraordinaria) número (...)”. 




 




ARTÍCULO 16. SESIONES. ORDEN DEL DÍA  
Las sesiones ordinarias del Concejo se desarrollarán conforme al siguiente orden del 




día:  




a.) Artículo I. Lectura y aprobación del orden del día. 
b.) Artículo II. Lectura y aprobación del acta anterior.  




c.) Artículo III. Audiencias. 




d.) Artículo IV. Lectura de correspondencia. 




e.) Artículo V. Asuntos de trámite urgente.  




f.) Artículo VI. Informe de   Comisión. 




g.) Artículo VII. Mociones de los Señores Regidores. 




h.) Artículo VII. Informe de la Alcaldía. 




 




ARTÍCULO 17. SESIONES. DOCUMENTOS QUE PODRÁN SER CONOCIDOS  
a-) La correspondencia que deba conocer el Concejo, se recibirá en la Sección de 




Archivo y Recepción de Documentos de la Secretaría Municipal, a más  tardar  a la 




1:00 pm del día de la  Sesión , con la excepción de asuntos que el Presidente considere 




que deberán conocerse para iniciar su trámite respectivo, los cuales serán recibidos en 




forma directa por la Presidencia Municipal. b-) Los asuntos de trámite urgente son 




aquellos que sean así calificados por la Presidencia del Concejo.  
c-) Las mociones de los regidores, se presentarán en forma digital o por escrito, con 




letra clara y sin tachaduras o borrones. Cualquier modificación que se haga a una 




moción, debe escribirse mediante nota al pie, que debe ser firmada por el proponente 




de la moción.  
 
 
 
 
 
 















Para que una iniciativa de un regidor o del Alcalde, sea conocida en una 




determinada sesión debe ser presentada en la Secretaría Municipal, por el o los 




proponentes, a más tardar tres horas antes del inicio de la sesión. En el Archivo de la 




Secretaría se recibirá la propuesta y de inmediato se marcará en el reloj que al efecto 




se mantendrá en esa dependencia y se le pondrá una numeración consecutiva, que 




indique el lugar que le corresponde a esa moción en el orden en que el Concejo 




Municipal conozca todas las presentadas. Las mociones que registren una hora de 




recibo posterior a la indicada, se reservarán, sin excepción, para ser conocidas en el 




capítulo correspondiente en la sesión inmediata posterior. 




 




A fin de garantizar ese orden la Secretaría Municipal, pondrá en la curul de los 




regidores propietarios, en cada sesión, una lista de las mociones que han ingresado 




formalmente. 




 




Una vez que las iniciativas han ingresado a la Secretaría, estas no pueden salir de la 




custodia de ésta, salvo si son retiradas por el (la) proponente (s), con la debida firma 




de comprobación. La Secretaría custodiará las mociones retiradas y de quien las retiró. 




  
 




ARTÍCULO 18. SESIONES. ALTERACIÓN DEL ORDEN DEL DÍA  
Mediante una moción de alteración del orden se podrá aprobar que un artículo del 




Orden del día se anteponga al resto de las presentadas, o que una moción o 




documento que no fue presentado dentro del plazo fijado en el artículo anterior se 




pueda conocer en la sesión respectiva. Este tipo de moción, para ser aprobada 




requiere del voto calificado del total de Regidores que conforman el Concejo 




Municipal, no de los miembros presentes. Con su aprobación se ejecuta de inmediato. 




 




ARTÍCULO 19. SESIONES. EXTRAORDINARIAS  
Las sesiones extraordinarias, se celebrarán, previo acuerdo y convocatoria del 




Concejo Municipal, según las formalidades establecidas en el artículo treinta y seis del 




Código Municipal. El acuerdo requiere el voto de mayoría absoluta (simple). La sesión 




extraordinaria se realizará a la hora, el día, la fecha y con el orden del día que indique 




el acuerdo. En las mismas solo podrán conocerse los asuntos incluidos en la 




convocatoria, o además en alteración de lo que, por unanimidad, acuerden conocer 




los miembros del Concejo.  
Al menos en una sesión Extraordinaria al mes se incluirá en la convocatoria dentro del 




Orden del día, un Capítulo de Control político. 




 




ARTÍCULO 20. SESIONES. AUDIENCIAS  
Las sesiones del Concejo Municipal son públicas. Los particulares podrán observar su 




desarrollo desde la barra habilitada para esos efectos.  




 




También podrán los particulares intervenir oralmente en las sesiones, previa solicitud 




escrita de audiencia dirigida a la Secretaría del Concejo cumpliendo con los requisitos 




establecidos para tales efectos en el formulario correspondiente, quien la concederá, 




según su criterio y en coordinación con la Presidencia del Concejo Municipal, para la 




sesión que considere oportuna. La audiencia también podrá ser otorgada mediante la 




aprobación de una moción de alteración del orden del día en el transcurso de una 




sesión, por excepción y por asuntos de extrema urgencia, si es en una Sesión Ordinaria, 




por mayoría simple. Si es en una Sesión Extraordinaria, aprobada por mayoría 




calificada del Concejo.  
 
 
 
 




 















En cada audiencia se otorgará el uso de la palabra, por un máximo de quince 




minutos, a la persona u organización a la que se haya acordado recibir. Luego el 




Presidente ofrecerá el uso de la palabra, hasta por dos minutos, a los miembros del 




Concejo, Alcalde y síndicos que lo soliciten, con el fin de que formulen preguntas o 




pidan aclaraciones al invitado. Terminado este período, el visitante podrá responder 




las preguntas o hacer las aclaraciones durante un lapso de cinco minutos, pasado el 




cual se dará por concluida la audiencia. 




 




La Presidencia Municipal comunicará al solicitante que le ha sido concedida la 




audiencia, indicándole el procedimiento anterior. 




 




Durante el desarrollo de una audiencia, se podrán conocer mociones de orden previa 




aprobación por votación afirmativa de mayoría calificada de los Regidores presentes. 




 




ARTÍCULO 21. SESIONES. CONVOCATORIA FUNCIONARIOS MUNICIPALES 
 




Los funcionarios municipales podrán ser convocados para que asistan a sesiones 




ordinarias o extraordinarias del Concejo, cuando este, mediante acuerdo, así lo 




disponga, con el fin de que informen sobre asuntos propios de su cargo. Estos 




funcionarios harán ingreso al salón sin necesidad de que los regidores se pongan de 




pie. 
 




ARTÍCULO 22. SESIONES. CALIFICACIÓN COMO SOLEMNE. REGLAMENTO DE ÓRDENES.  
El Concejo Municipal podrá acordar que una sesión ordinaria ó extraordinaria sea 




calificada como Sesión Solemne, con el fin exclusivo de recibir u homenajear a un 




ciudadano costarricense o extranjero, celebrar un acontecimiento o fecha 




importante, o dedicarla a cualquier otro asunto que considere que lo amerita. 




 




En las sesiones solemnes se atenderá estrictamente el orden protocolario y en razón de 




esa calificación sólo podrán hacer uso de la palabra, el Alcalde Municipal, el 




Presidente del Concejo o bien alguna otra persona que el Concejo Municipal designe 




hasta por un término de tres minutos. También podrá hacer uso de la palabra la 




persona invitada u homenajeada. 




 




 




 




CAPITULO VI  
DE LOS ACUERDOS Y VOTACIONES 




 




ARTÍCULO 23. ACUERDOS. FORMALIDAD. DISPENSA DE TRÁMITES DE COMISIÓN.  
Los acuerdos del Concejo que se refieran a iniciativas del Alcalde o los regidores, 




deberán tomarse previa moción o proyecto escrito y firmado por el o los proponentes. 




Los acuerdos se tomarán previo dictamen de una comisión o deliberación 




subsiguiente; solo el trámite de dictamen podrá dispensarse por medio de una 




votación calificada de los presentes, que en ningún caso podrá darse por la vía de 




votación nominal. 
 




 




ARTÍCULO 24. ACUERDOS. MOCIONES  
Toda moción de un regidor o del alcalde, debe ser presentada a la Secretaría 




Municipal, con todos los requisitos fijados por este Reglamento, con una antelación de 




tres horas a la hora fijada para el inicio de la sesión respectiva. Las mociones 




presentadas a la Secretaría luego de esta hora, no se introducirán en la agenda de la 




sesión de ese día, sino que se reservarán para ser incluidas en el capítulo respectivo de 




la sesión siguiente.  
 
 
 




 




 















Si un proponente considera que, por motivos de urgencia, su moción debe ser 




conocida en la sesión del mismo día en que fue presentada a la Secretaría o 




planteada directamente en esa sesión, lo puede hacer mediante una moción de 




alteración del orden del día, la cual requerirá de votación calificada, para ser 




aprobada. 
 




 




ARTÍCULO 25. ACUERDOS. MAYORÍA ABSOLUTA Y MAYORÍA CALIFICADA.  
Los acuerdos del Concejo se tomarán por mayoría absoluta de los miembros 




presentes, conforme lo ordena el artículo cuarenta y dos del Código Municipal, salvo 




en los siguientes casos, en que se requerirá de mayoría calificada:  
a) La declaratoria de un acuerdo como definitivamente aprobado. 




b) El trámite de dispensa de moción o proyecto escrito del Alcalde o los regidores. 




c) La designación de una votación como secreta.  
d) La alteración del orden del día (Salvo la unanimidad dispuesta en el artículo 36 




CM)  
e) La autorización de un préstamo.  
f) La modificación del presupuesto vigente. (De un programa a otro, según el 




artículo 100 CM).  
g) La convocatoria a plebiscito para destituir al Alcalde o los Alcaldes suplentes.  
h) El nombramiento, la suspensión o destitución del Auditor y Contador 




Municipales.  
i) El nombramiento, la suspensión o la destitución del Secretario Municipal. 




 




ARTÍCULO 26. ACUERDOS. DECLARATORIA DE APROBACIÓN DEFINITIVA.  
Los acuerdos del Concejo, por excepción, pueden ser declarados definitivamente 




aprobados inmediatamente después de su aprobación por el Concejo, por una nueva 




votación calificada de la totalidad de miembros de dicho Concejo, no de los 




presentes. 




 




Los acuerdos que así sean declarados adquieren plena validez jurídica a partir de ese 




acto, y no cabrá para los mismos, Recurso de Revisión el cual es facultado para los 




concejales antes de su firmeza. 




 




En cualquier momento de la votación de un asunto, y hasta que no inicie la discusión 




del siguiente, podrá una moción o un dictamen ser retirado (a) por su proponente o 




por el Presidente de la comisión respectiva, a fin de ser devuelto para nuevo estudio o 




archivado, según se requiera. 




 




ARTÍCULO 27. ACUERDOS. EMPATE  
Cuando en una votación se produzca un empate, está se hará de nuevo 




inmediatamente o en la sesión ordinaria siguiente. En caso de que se produzca de 




nuevo el empate el asunto se tendrá por desechado. No existe voto de calidad. 




 




ARTÍCULO 28. ACUERDOS. FORMALIDAD APROBACIÓN REGLAMENTOS  
Toda iniciativa tendiente a adoptar, reformar, suspender o derogar disposiciones 




reglamentarias, deberá ser presentada o acogida para su trámite por alguno de los 




regidores y/o por el Alcalde. 




 




El Concejo mandará a publicar el proyecto de los Reglamentos externos en La 




Gaceta y lo someterá a consulta pública, no vinculante, por un plazo mínimo de diez 




días hábiles, luego del cual se pronunciará sobre el fondo del asunto. En el caso de 




Reglamentos internos, bastará su publicación en La Gaceta. 




 




Toda disposición reglamentaria deberá ser publicada en La Gaceta y regirá a partir 




de su publicación o de la fecha posterior indicada en el Reglamento. La 




Administración  
 
 
 




 















Deberá proceder a la publicación respectiva en un plazo máximo de 10 (diez) días 




hábiles. 
 




 




ARTÍCULO 29. ACUERDOS. CALIFICACIÓN DE MOCIONES DE ORDEN.  
Son mociones de orden y por lo tanto requieren de mayoría absoluta, (mitad más uno 




de los regidores, sea mayoría simple) las proposiciones que presenten los regidores, 




con el objeto de: 




 




a) Regular el debate de algún punto en discusión. 




b) Prorrogar el uso de la palabra a un regidor. 
 
 
 




 




ARTÍCULO 30. ACUERDOS. TRAMITACIÓN MOCIONES DE ORDEN  
Las mociones de orden sobre un asunto en discusión se podrán presentar y poner a 




debate tan pronto termine su exposición el miembro del Concejo que esté haciendo 




uso de la palabra. 




 




Las mociones de orden se conocerán en estricto orden de presentación, una vez que 




el orador de turno haya concluido su intervención. 




 




Se concederá la palabra al proponente y a un regidor o síndico por cada una de las 




fracciones políticas representadas en el Concejo, por un periodo máximo de cinco 




minutos cada uno, luego de lo cual se pondrá a votación. 
 




Si la moción es aprobada, de inmediato se ejecutará lo propuesto en ella. 




 




Luego se pondrá a discusión la moción siguiente, siempre que no sea excluyente con 




relación a la anteriormente aprobada, en cuyo caso se tendrá por automáticamente 




desechada. 
 




Sobre una moción de orden no cabe otra que pretenda posponerla. 




 




Las mociones de orden se tendrán por dispensadas del trámite de análisis y dictamen 




de comisión. 




 




ARTÍCULO 31. ACUERDOS. VOTACIÓN PARA ALTERACIÓN ORDEN DEL DÍA  
La posposición o adelanto de un asunto incluido en el orden del día, se debe aprobar 




mediante una moción de alteración de ese orden. De presentarse en una sesión 




ordinaria, podrá alterarse por mayoría absoluta (simple). En sesión extraordinaria, por 




mayoría calificada. 




 




ARTÍCULO 32. ACUERDOS. VOTACIÓN PARA DISPENSA DE TRÁMITE DE COMISIÓN 




Cuando se presente una moción con dispensa de trámite de comisión, sólo podrá 




hacer uso de la palabra para argumentar sobre la solicitud de dispensa de dicho 




trámite, el regidor proponente, durante un período máximo de cinco minutos. Acto 




seguido, la Presidencia someterá a votación dicha dispensa, la que requerirá para su 




aprobación de mayoría calificada. Si no se aprueba la Dispensa, el Presidente remitirá 




la moción a la comisión de trabajo correspondiente. 




 




Aprobada la dispensa de trámite, el Presidente pondrá a discusión el asunto, por el 




fondo, pudiendo hacer uso de la palabra para referirse al asunto todos los miembros 




del Concejo, los síndicos y el Alcalde. 
 




ARTÍCULO 33. ACUERDOS. USO DE LA PALABRA  
 
 




 















Salvo en los casos en que este Reglamento determine un lapso diferente, los miembros 




del Concejo y el Alcalde, podrán hacer uso de la palabra para referirse al asunto en 




discusión, previa autorización del Presidente, con un máximo de tres intervenciones, 




por un lapso de hasta cinco minutos cada una. Las intervenciones no pueden hacerse 




en forma consecutiva, ni cederse a otro orador. 




 




La Presidencia podrá solicitarle a quien se encuentre haciendo uso de la palabra, que 




se concrete al asunto en debate. En caso de renuencia podrá retirarle el uso de la 




palabra. (Según lo dispuesto en el artículo 26 inciso g) y 34 inciso d) del CM). 




 




Si no hay ningún asunto en discusión, la Presidencia no concederá el uso de la 




palabra. 




 




El control de las solicitudes para hacer uso de la palabra y el control de los períodos de 




tiempo correspondiente, se efectuarán por parte de la Presidencia municipal. 
 




ARTÍCULO 34. ACUERDOS. RECESOS  
El Presidente (a), el Vicepresidente (a), y las fracciones políticas, a través de sus Jefes, 




podrán solicitar a la Presidencia, durante las sesiones del Concejo que se les concedan 




recesos, los cuales podrán ser autorizados hasta por un máximo de treinta minutos en 




total, por cada sesión. 




 




Vencido el plazo del receso la Presidencia reiniciará la sesión, para lo cual, si fuere 




necesario, hará las sustituciones correspondientes para completar el quórum. 




 




ARTÍCULO 35. ACUERDOS. ASUNTOS EN DEBATE  
Cuando el Presidente, estando en debate un asunto, levante la sesión, este deberá ser 




incluido en el primer lugar del capítulo correspondiente de la siguiente sesión. El 




Presidente al iniciar de nuevo la discusión del asunto pospuesto, concederá el uso de 




la palabra según el orden que había quedado al momento en que se suspendió la 




discusión. En el caso de estarse llevando a cabo una votación nominal si ya ha dado 




inicio la misma, con la votación efectiva del primer Regidor ubicado a la derecha de 




la Mesa principal, deberá terminarse dicha votación antes de disponer el 




levantamiento. 




 




ARTÍCULO 36. ACUERDOS. TIPOS DE VOTACIÓN.  
Para resolver los asuntos en discusión en el Concejo Municipal, se tendrán tres clases 




de votaciones: 




 




a) VOTACIÓN ORDINARIA : Los regidores, una vez que se haya agotado la lista de 




oradores, expresarán levantando su mano, o mediante un medio electrónico 




adaptado, su voto afirmativo o negativo, no pudiendo en ningún caso y bajo 




ninguna circunstancia, abstenerse de emitirlo, salvo las excusas o recusaciones 




dispuestas por ley, dado que lo contrario configuraría un incumplimiento de 




deberes.  
b) VOTACION NOMINAL: Los regidores, una vez agotada la lista de oradores, que 




se cerrará en el momento en que un regidor solicite la votación nominal, 




expresarán su voluntad en forma verbal, votando positivo o negativo, no 




pudiendo abstenerse en ningún caso. Esta votación se iniciará por el Regidor 




situado a la derecha de la posición ocupada por la Presidencia, y avanzará 




hacia su izquierda, concluyendo con el voto del Presidente. 




 




El proponente de la iniciativa o moción, tendrá un lapso de cinco minutos para 




explicar la misma. En caso de un Dictamen, la Presidencia del Concejo podrá 




requerir del criterio técnico que corresponda, para todas las aclaraciones del 




tema.  
 
 
 




 















Luego se iniciará la votación, durante la cual, cada regidor podrá razonar su voto 




verbalmente hasta por un plazo de cinco minutos, los cuales no podrán prorrogarse, ni 




cederse. La votación nominal es continua, por lo cual no podrán concederse recesos 




o interrupciones, ni hacerse aclaraciones de ningún tipo, así como tampoco tocarse 




un tema distinto al que se encuentra en votación ni siquiera para solo anunciarlo o 




hacer referencia, dado que ello se tendrá como interrupción de la misma. El llamado 




de atención por parte de la Presidencia a fin de que sean acatadas las disposiciones 




precedentes, será válido y obligatorio, y no será considerado interrupción. (Art. 34 




inciso d) CM). En caso de no acatarse la disposición, el Regidor será considerado en 




desacato por incumplimiento de sus deberes fundamentales. 




 




Si al iniciarse una votación nominal, no se encontrare en forma temporal en la Sala de 




Sesiones algún regidor, será llamado por la Presidencia para que emita su voto. Si este 




hiciere ingreso antes de concluida la votación, pero pasado el momento que le 




correspondía votar, según la ubicación de su curul en la Sala, se le recibirá el voto 




inmediatamente después de que termine de votar el regidor que esté haciéndolo. No 




podrá solicitarse votación nominal para las siguientes actuaciones:  
1- Aprobación del Acta  
2- Alteración al orden del día 




3- Dispensa de trámites de comisión 




4- Declaración de firmeza de acuerdos  
Lo anterior, por tratarse de actos de trámite expedito, además de:  




5- La votación del Presupuesto Ordinario, por la necesidad de su análisis y 




discusión detallada.  
En caso de solicitarse Votación nominal y estuviera por terminar la sesión 




correspondiente, la misma deberá continuarse hasta terminar con la votación y 




declaración de votos por parte de la Presidencia, siempre y cuando la votación 




efectiva (momento en el cual se da la palabra al primer Regidor (a) para la 




justificación de su voto), hubiera iniciado antes de la hora de cierre. 




 




c-) VOTACION SECRETA: Los regidores, una vez que se haya agotado la lista de 




oradores, emitirán su voto mediante papeletas entregadas por la Secretaria Municipal 




con su sello y firma. Esta votación se llevará a cabo en el recinto que se dispondrá 




para asegurar el secreto del voto. Los votos se depositarán en una urna especial, 




dispuesta al efecto. Todos los regidores, sin excepción, deben hacer ingreso al recinto, 




aún cuando alguno o algunos deseen votar en blanco, con el objeto de salvaguardar 




el secreto del sufragio. 




 




El orden de la votación será el mismo establecido en el inciso anterior. También se 




aplicará lo allí dispuesto en caso de un regidor que estuviese fuera de la Sala al inicio 




de la votación. La Secretaria del Concejo hará el escrutinio. En caso necesario podrán 




participar fiscales de las fracciones políticas. El resultado lo comunicará la Presidencia, 




quien lo anunciará al Concejo Municipal. 




 




ARTÍCULO 37. ACUERDOS. ASUNTOS MEDIANTE VOTACIÓN SECRETA 




Necesariamente serán secretas las siguientes votaciones: 




 




a) La elección de Presidente y Vice-Presidente del Concejo Municipal. 




b) La concesión de honores.  
c) La elección de los miembros representantes del Concejo Municipal ante el Comité 




Cantonal de Deportes y Recreación (según el Reglamento de dicho Comité).  
c) Cualquier otra que por mayoría calificada de votos acuerde el Concejo. 




 




ARTÍCULO 38. ACUERDOS. CONSTANCIA DE LAS INTERVENCIONES  
El total de votos emitidos, el número de positivos y el número de negativos, así como 




las intervenciones solicitadas por los regidores, se consignarán, junto al acuerdo  
 
 
 




 




 















tomado, en el acta respectiva, salvo para el caso de nombramiento o elecciones en 




que solo se hará constar el acuerdo tomado. 




 




ARTÍCULO 39. ACUERDOS. PERMANENCIA DE PERSONAS AJENAS AL CONCEJO DURANTE 




LAS SESIONES.  
Durante el transcurso de las sesiones del Concejo, solo podrán permanecer en el 




Salón, los regidores, síndicos, el Alcalde, sus suplentes el Secretario Municipal, el Auditor 




Municipal y los asesores del Concejo, salvo lo que disponga en contrario la Presidencia 




de éste por excepción. 
 




CAPITULO VII  
DE LA PRESIDENCIA MUNICIPAL 




 




ARTÍCULO 40. PRESIDENCIA. ATRIBUCIONES  
Corresponde a la Presidencia Municipal, junto a las otras atribuciones conferidas, en el 




Código Municipal y en este Reglamento: (Artículo 34 del Código municipal) 




 




a-) Presidir las sesiones, abrirlas, suspenderlas y cerrarlas. (Una vez que el Presidente del 




Concejo ha levantado la sesión, no es posible jurídicamente reabrirla por ningún 




motivo. Esta decisión es inapelable. (C-201-2009 de la Procuraduría Gral. de la Rep.).  
b-) Preparar el orden del día.  
c-) Recibir las votaciones y anunciar la aprobación o rechazo de un asunto. 




d-) Conceder la palabra y retirársela a quien haga uso de ella sin permiso, o se 




exceda en sus expresiones.  
e-) Vigilar el orden en las sesiones, y hacer retirar de ellas a quienes presencien el 




acto y se comporten indebidamente. 




f-) Firmar, junto con el Secretario, las actas de las sesiones. 




g-) Nombrar a los miembros de las comisiones ordinarias y especiales, procurando  
que participen en ellas las fracciones políticas representados en la corporación y 




señalarles el plazo para rendir sus dictámenes.  
h-) Guardar la debida compostura y decoro en el uso de sus facultades y atribuciones 




y desempeñar el cargo dentro de las disposiciones del Código Municipal y de este 




Reglamento.  
i-) Convocar, al menos dos veces al mes a reunión de Jefes de Fracción, para conocer 




asuntos de interés para la buena marcha del Concejo. A estas reuniones el Presidente 




puede convocar al Alcalde Municipal, a los asesores del Concejo y a los funcionarios 




municipales que considere conveniente.  
j-) Declarar cerrado el período de sesiones ordinarias en su última sesión.  
k-) Conceder audiencias de acuerdo con lo dispuesto en el artículo diecinueve de 




este Reglamento. 




l-) Seleccionar aquellos asuntos que, de acuerdo con su criterio, deben ser de  
trámite urgente. 




m-) Conceder permiso a los miembros del Concejo, a los síndicos, al Alcalde, al  
auditor y a los asesores, para salir temporalmente de una sesión, durante un lapso no 




mayor de quince minutos. Pasado este período el regidor ó síndico que no se reintegre 




a la sesión perderá la dieta correspondiente.  
n-) Autorizar la entrada y permanencia de la prensa en la sala de sesiones.  
ñ-) Autorizar la permanencia de visitantes convocados al Concejo, en las salas  
anexas al mismo que son destinadas al uso de los integrantes del Gobierno Municipal, 




el Auditor, los asesores y los funcionarios municipales.  
o-) Autorizar la permanencia de personal administrativo por excepción en el recinto, 




durante la realización de las sesiones. 




p) Someter a votación los informes de Auditoría en el plazo dispuesto.  
q) Disponer la convocatoria a sesiones extraordinarias, cuando así sea requerido, 




mediante moción y posterior Acuerdo municipal, incluyendo en la misma los asuntos 




concretos que en forma específica deban ser conocidos, siendo que solo podrán 




conocerse los ahí dispuestos, salvo que otros sean incluidos en la sesión extraordinaria,  
 
 




 















por unanimidad de los miembros. (Art. 36 Código Municipal) Debe convocarse con al 




menos veinticuatro horas de anticipación, (C-442-2007 de la Procuraduría Gral. de la 




Rep.), a todos sus miembros (Alcalde y Regidores suplentes).- 




 




ARTÍCULO 41. PRESIDENCIA. DEBER DE EXCUSARSE. SUSTITUCIÓN  
Cuando la Presidencia tuviese que involucrarse en la defensa de algún asunto en 




discusión en el plenario municipal, en el cual tuviera interés directo o incurriera en 




alguno de los motivos de recusación estipulados en el artículo 31 inciso a) del Código 




Municipal, 53 del Código Procesal Civil, y artículo 230 ss y concordantes de la Ley 




General de la Administración Pública, dejará su cargo temporalmente al 




Vicepresidente. 




 




Si el que ejerce La Presidencia durante la sesión es el Vicepresidente, y éste incurriera 




en las causales de excusa o recusación respectivas, el Regidor de mayor de edad será 




el llamado a sustituirlo. 
 




 




ARTÍCULO 42. PRESIDENCIA. ADMINISTRACIÓN EDIFICIO MUNICIPAL.  
La Presidencia Municipal podrá conceder permiso a personas u organizaciones 




privadas o públicas, nacionales o extranjeras, para que realicen actividades, en 




cumplimiento de sus objetivos, en las instalaciones del Edificio Municipal. 
 
 




 




CAPITULO VII 




DE LOS REGIDORES 




 




ARTÍCULO 43. REGIDORES. DEBERES  
Además de los deberes señalados en el artículo veintiséis del Código Municipal, los 




regidores están obligados a: 




 




a-) Estar sentados en sus curules al momento del inicio de la sesión. 




b-) Estar sentados en sus curules al momento en que Presidente someta a votación  
el asunto que esté en conocimiento del Concejo. De no encontrarse en su curul, ni 




haber solicitado permiso a la Presidencia para su abandono, el voto no será recibido 




por la Presidencia, y en consecuencia, se computará como si el regidor estuviese 




ausente del salón de sesiones.  
c-) Guardar durante el desarrollo de las sesiones la debida presentación adecuada y 




comportamiento personal que enaltezca al Honorable Concejo Municipal de Nicoya.  
d-) Pedir permiso a la Presidencia para hacer abandono, en forma temporal y no 




mayor a quince minutos, de la Sala de Sesiones o de aquella donde se desarrolle la 




sesión. Si pasados los quince minutos el regidor no hubiese reingresado a la misma, el 




Presidente procederá a su sustitución, perdiendo su derecho al pago de la dieta 




correspondiente. Si un regidor propietario, es sustituido por un suplente, el primero 




debe hacer abandono de la sala de sesiones y no puede participar de la sesión.  
e-) Guardar silencio en respeto a los oradores, y en caso de contar con la venia de la 




Presidencia para intervenir, concretarse en el uso de la palabra al tema objeto de 




discusión, y guardar el debido respeto a los integrantes del Concejo, a los miembros 




de la administración municipal, a la ciudadanía en general. Como parte de dicho 




respeto se tiene la prohibición de ingerir comidas o bebidas dentro del recinto de 




sesiones, o de utilizar el teléfono celular con volumen, computadora para fines ajenos 




a los que se discuten, radio o similares, la portación de armas, o presentarse en estado 




de pre ebriedad o ebriedad, así como deberá estar sentado en su curul, durante el 




transcurso de las votaciones.  
 
 
 




 















f-) Participar en todas las sesiones ordinarias y extraordinarias del Concejo, y en las 




comisiones ordinarias o especiales que integre.  
g-) Justificar las solicitudes de licencia sin goce de dietas, (art. 26 inciso f) CM,) si se 




incurre en los motivos que estipula el artículo 32 del Código Municipal. 




 




ARTÍCULO 44. REGIDORES. DERECHOS  
Además de los derechos y facultades que establece el artículo veintisiete del Código 




Municipal, los regidores, tienen derecho a: 




 




a-) Pedirle al Presidente municipal la palabra para emitir el criterio sobre los asuntos 




en discusión, según los lineamientos establecidos en este Reglamento.  
b-) Solicitar que sus palabras, o las de cualquiera otro miembro del Concejo, el  
Alcalde, los asesores, o cualquier otra persona que haya intervenido en una sesión, 




consten en el acta. Esta solicitud debe ser acatada, sin necesidad de acuerdo 




específico, con la salvedad expresa contenida en el artículo 47 del Código Municipal 




en cuanto a nombramientos o elecciones, cuyas deliberaciones, por imperativo legal, 




no podrán ser incluidas en el Acta, más que en cuanto al Acuerdo tomado.  
c-) Asistir libremente a cualquier sesión de las comisiones ordinarias o especiales, de las 




que no sea integrante, lo que hará con derecho a voz, pero sin derecho a voto. 




 




El Alcalde Municipal y los síndicos, en lo conducente, tienen los mismos derechos y 




facultades expresados en los incisos a-), b-) y c-) anteriores. 
 




 




ARTÍCULO 45. REGIDORES. DERECHO AL USO DE LA PALABRA  
Los regidores suplentes, los síndicos y el Alcalde, tienen derecho de hacer uso de la 




palabra para referirse a cualquier asunto en discusión en el Concejo Municipal, con los 




mismos derechos y facultades conferidas a los regidores propietarios. Los regidores 




suplentes solo tendrán derecho a votar cuando estén supliendo a un regidor 




propietario. 
 




 




CAPITULO IX 




DEL ALCALDE MUNICIPAL 




 




ARTÍCULO 46. ALCALDE. DEBERES  
Además de las atribuciones y obligaciones que consigna el artículo diecisiete del 




Código Municipal, el Alcalde Municipal tendrá, en relación con el Concejo Municipal, 




los siguientes deberes: 




 




a-) Asistir, con voz, pero sin voto, a todas las sesiones del Concejo Municipal, salvo que 




deba atender otras obligaciones municipales, señaladas para la misma hora de la 




sesión, lo que en cada caso justificará por escrito ante la Presidencia municipal. En su 




ausencia, el Alcalde se hará representar ante el Concejo, por uno de los Vicealcaldes. 




El Alcalde atenderá en relación con el Concejo Municipal, lo dispuesto en los incisos 




c), d) e) f), g), i), j), m), n), del artículo 17 del Código Municipal. 




 




ARTÍCULO 47. ALCALDE. INTERPOSICIÓN VETO  
La interposición del veto por parte del Alcalde Municipal, tendrá prioridad en el orden 




del día del Concejo Municipal de la sesión inmediata siguiente a su presentación y el 




Presidente Municipal no podrá negarse a dar trámite a ese veto, ni posponer su 




conocimiento en el Concejo. 




 




La interposición del veto suspende la ejecución del acuerdo recurrido. Si el mismo es 




Rechazado, se elevará en alzada ante el Tribunal Contencioso Administrativo, para 




que resuelva conforme a derecho.  
 
 
 




 















ARTÍCULO 48. ALCALDE. PRESENTACIÓN PROGRAMA DE GOBIERNO  
Para dar cumplimiento al inciso e-), del artículo diecisiete del Código Municipal, el 




Alcalde debe realizar la presentación ante el Concejo Municipal entrante, de su 




programa de gobierno y coordinar su difusión pública a las diferentes organizaciones y 




a las personas vecinas del Cantón. 




 




ARTÍCULO 49. ALCALDE. CONVOCATORIA SESIONES EXTRAORDINARIAS  
En cumplimiento del inciso m-), del artículo diecisiete del Código Municipal, el Alcalde 




debe hacer la convocatoria a sesiones extraordinarias por escrito, cuando así se lo 




soliciten por lo menos la tercera parte de los regidores propietarios y con veinticuatro 




horas de anticipación. Constituye prueba de que están convocados, la firma de 




recibido en la hoja de convocatoria. 




 




ARTÍCULO 50. ALCALDE. SUSTITUCIÓN TEMPORAL Y DEFINITIVA.  
En caso de renuncia, ausencias temporales o definitivas del Alcalde, éste será 




sustituido mediante el procedimiento establecido en el artículo catorce del Código 




Municipal. Mediante el procedimiento señalado en el artículo diecinueve del mismo 




Código, se tramitará su destitución. 




 




CAPITULO X 




DE LA SECRETARIA DEL CONCEJO MUNICIPAL 




 




ARTÍCULO 51. SECRETARIA. DEBERES  
Además de los deberes señalados en el artículo cincuenta y tres, del Código 




Municipal, la Secretaria Municipal, está obligado a cumplir los otros deberes y 




facultades que este Reglamento le fija. 
 




ARTÍCULO 52. SECRETARIA. NOMBRAMIENTO  
El nombramiento del titular de la Secretaría Municipal lo realizará el Concejo, en el 




artículo de asuntos de trámite urgente, previo proceso administrativo interno de 




nombramiento o en caso de inopia, por concurso externo. Los requisitos profesionales, 




académicos y personales, que debe cumplir un postulante al cargo, serán fijados por 




el Concejo Municipal, previo análisis y dictamen de una comisión especial nombrada 




al efecto, la que se hará asesorar por la Dirección de Recursos Humanos de la 




Municipalidad. 




 




ARTÍCULO 53. SECRETARIA. DEBIDO PROCESO EN SANCIONES  
El Secretario(a) Municipal, de acuerdo con el artículo cincuenta y tres del Código 




Municipal, sólo podrá ser suspendido ó destituido de su cargo si existiera justa causa, la 




cual debe ser demostrada mediante la interposición de un procedimiento 




administrativo que garantice el derecho de defensa. Para los efectos del debido 




proceso, deberán atenderse los Reglamentos Internos de la Municipalidad y la 




Convención Colectiva de Trabajadores 




 




ARTÍCULO 54. SECRETARIA. SECRETARIAS DE COMISIONES  
La Secretaria de cada comisión, debe abrir un expediente a cada asunto puesto en 




conocimiento de ésta, el cual será debidamente numerado, y que llevará 




debidamente foliado desde el mismo inicio del proceso. Las secretarias (os) de 




comisiones, llevarán una agenda y minuta de las sesiones y los asuntos que deban ser 




conocido por éstas, en perfecto orden, y mediante las formalidades que estipula el 




artículo 61 de este Reglamento, y coadyuvarán en la redacción de los dictámenes 




finales, poniendo a despacho los mismos vía electrónica luego de haber sido firmados 




por sus miembros, a las diferentes Fracciones políticas, entregándolos en forma física 




ante la Jefatura del Departamento, para su trámite ante el Concejo. 




 




ARTÍCULO 55. SECRETARIA. SECCIÓN ACTAS Y ACUERDOS  
 
 
 




 















La Sección de Actas y Acuerdos del Departamento de Secretaría del Concejo deberá 




velar porque sean debidamente Notificados a quien corresponda, los acuerdos 




municipales, devolviendo luego de ello los expedientes respectivos a la Sección de 




Archivo del Departamento, añadiendo el respectivo acuerdo y su constancia de 




Notificación. 




 




ARTÍCULO 56. SECRETARÍA. RESPONSABILIDAD EN TRANSCRIPCIÓN ACTAS  
El titular de la Secretaría del Concejo será el funcionario (a) responsable de la 




transcripción de las actas del Concejo, en las que se harán constar los acuerdos 




tomados y en forma sucinta las deliberaciones habidas, salvo cuando se trate de 




nombramientos o elecciones, en dónde solamente se hará constar el acuerdo 




tomado. 




 




Las Actas serán entregadas a los Regidores propietarios y suplentes, y a los Asesores del 




Concejo por medios electrónicos: por dispositivo extraíble, u otro sistema análogo, o 




enviadas mediante correo electrónico. La información sobre dichas Actas deberá 




enviarse, al menos dos horas antes del inicio de la sesión ordinaria siguiente. (art. 53 inc 




a) CM) 




 




Las actas deben ser puestas a disposición del Concejo, para ser aprobadas en la sesión 




ordinaria inmediata posterior, salvo que razones de fuerza mayor lo impidan. La Secretaria 




(o) municipal debe justificar, por escrito, ante el Presidente Municipal, las razones que 




impidan la presentación del Acta, con anterioridad al inicio de la respectiva sesión, en 




cuyo caso esa Acta deberá ser aprobada en la sesión siguiente. Las Actas no se votan, 




solo se someten a aprobación mediante un acuerdo de mero trámite que, por demás, 




carece de recursos, (sin perjuicio de los Recursos que quepan en contra de los Acuerdos 




que en ella se contengan), y por lo cual no requiere de los votos de la mayoría de 




miembros del Concejo ni de una votación especial para su firmeza. Por esa razón no podrá 




para su aprobación recurrirse a votación nominal o secreta. Los regidores que se 




encontraban ausentes en la sesión correspondiente al Acta que se aprueba, deben 




abstenerse de participar en la votación respectiva, dado que no podrían estar enterados 




de lo consignado respecto a las incidencias de dicha sesión. (Procuraduría General de la 




República, Dictamen C-053-2000 de 16/03/2000). 




 




ARTÍCULO 57. SECRETARÍA. RESPONSABILIDAD ESPACIO FISICO SALA DE SESIONES DEL 




CONCEJO MUNICIPAL. 




Sera responsabilidad de la Secretaria del Concejo Municipal, la cual coordinara el uso de 




la misma con la debida antelación.  
 




CAPITULO XI 




DE LAS COMISIONES DE TRABAJO 
 




ARTÍCULO 58. COMISIONES. INDICACIÓN COMISIONES PERMANENTES  
Las Comisiones de Trabajo del Concejo Municipal se clasifican en permanentes y 




especiales. 




Las permanentes son las siguientes (art. 49 CM): 




 




1. 
2. 
3. 
4. 
5. 
6. 
7. 
8. 
9. 




 




HACIENDA Y PRESUPUESTO  
OBRAS PÚBLICAS 




 
ASUNTOS SOCIALES  




GOBIERNO Y ADMINISTRACIÓN  
ASUNTOS JURÍDICOS 




 
ASUNTOS AMBIENTALES  
ASUNTOS CULTURALES 




 
CONDICION DE LA MUJER 




 
COMISIÓN DE ACCESIBILIDAD (COMAD) 




10. COMISIÓN DE PROTOCOLO 




11. COMITÉ CANTONAL DE LA PERSONA JOVEN (ART, 49 ÚLTIMO PÁRRAFO C.M.) 
 















Serán comisiones especiales aquellas cuya constitución acuerde el Concejo e integre 




su Presidente, con el fin de que se encarguen de estudiar un asunto específico y 




elaborar un dictamen. 




 




Las comisiones permanentes, sin perjuicio de que el Concejo Municipal decida 




constituir otras, se integrarán con un mínimo de cinco y un máximo de siete miembros, 




de entre los regidores propietarios, a discreción de la Presidencia del Concejo, salvo la 




de Hacienda y Presupuesto, que se integrará con nueve miembros. 




Las comisiones especiales se integrarán con un mínimo de tres miembros, de los cuales 




dos deben ser regidores propietarios y/o suplentes. El otro puede ser síndico propietario 




o suplente. La vigencia de estas comisiones no superará el cambio de Directorio del 




Concejo Municipal. 




El Concejo Municipal al constituir una Comisión Especial, le fijará el plazo en el que 




debe analizar y dictaminar el asunto asignado para su estudio, plazo que podrá serle 




prorrogado por el Concejo por una única vez. 




El Presidente Municipal, al integrar las comisiones permanentes y especiales procurará 




la participación de las diferentes fracciones políticas (artículo 49) representadas en el 




Concejo Municipal. 




La Presidencia municipal tendrá la potestad de sustituir a los integrantes de una 




comisión Permanente u Ordinaria especial, cuando de manera injustificada el Regidor 




o Síndico se ausente a 3 (tres) sesiones consecutivas o 6 (seis) sesiones alternas. 




ARTÍCULO 59. COMISIONES. ASUNTOS QUE DEBEN TRATAR  
Las comisiones permanentes analizarán, dictaminarán y recomendarán, sobre los 




siguientes asuntos: 




 




1. COMISION DE HACIENDA Y PRESUPUESTO 




 




1.1. La formulación, el análisis, la planificación, la evaluación y 




seguimiento del presupuesto ordinario, los extraordinarios y las 




modificaciones presupuestarias y en general lo relacionado con la 




Hacienda Municipal,  
1.2. Los relacionados con la Contraloría General de la República, en 




tanto sean materia presupuestaria, hacendaria o financiera,  
1.1. Las donaciones que provengan de instituciones públicas o privadas 




o que la Municipalidad haga a instituciones públicas o privadas,  
1.2. Las solicitudes de exoneración de impuestos o tasas municipales, 




1.3. Las compras,  
1.4. Los otros asuntos relacionados o afines o que le asigne el Concejo 




para su conocimiento 
 




2. COMISION DE OBRAS PÚBLICAS 




 




2.1. Las obras públicas que se construyan en la jurisdicción del Cantón 




Central de Nicoya,  
2.2. El ordenamiento urbano y el Plan Director Urbano, 




2.3. La conservación de los edificios declarados patrimonio histórico,  
2.4. La planificación, diseño y construcción de obras públicas por parte de 




la Municipalidad de Nicoya u otras entidades del Estado, 




2.5. Otras obras afines a las obras públicas, construcciones,  
 
 




 















Edificaciones, etc.  
2.6 La apelación en denegatoria de Usos de suelo (Art. 8 del PDU) 




2.7 Los permisos para uso de espacio público (Art. 7 Reg. PDU)  
2.8. Los otros relacionados o afines o que le asigne el Concejo para su 




conocimiento, 




 




3. COMISION DE ASUNTOS SOCIALES 




 




3.1. La educación, 




3.2. Los programas de vivienda, 




3.3. Los programas de becas de estudio, para habitantes del cantón, 




3.4. El desarrollo armónico de la infancia y la juventud, 




3.5. Los relacionados con el bienestar de los adultos mayores,  
3.6. La problemática de la prostitución, la drogadicción y otros 




fenómenos sociales similares,  
3.7. La asistencia y la ayuda social en casos de calamidad, infortunio, 




fuerza mayor y daños ocasionados por desastres naturales,  
3.8. Los programas de empleo y 




autogestionarias de empleo, 




 
la promoción de formas 




 
3.9. Los sistemas de seguridad y protección social, 




3.10. La salud pública,  
3.11. Las materias afines al desarrollo social y humano o los que le 




asigne el Concejo para su conocimiento, 
 




4. COMISION DE GOBIERNO Y ADMINISTRACION 




 




4.1. Los relacionados con las instalaciones, edificios, vehículos, 




maquinaria y afines de la Corporación Municipal,  
4.2. Los recursos humanos y materiales de la Municipalidad, a efecto de 




vigilar su sana y eficiente administración, en tanto no contravengan 




las potestades del Alcalde en estas materias,  
4.3. Los relacionados con la cooperación interinstitucional y las 




relaciones entre la Municipalidad y entes estatales y privados,  
4.4. Los convenios, acuerdos y contratos de cooperación entre la 




Municipalidad y entidades públicas y privadas, nacionales, 




extranjeras o internacionales,  
4.5. Los asuntos relacionados con los mercados municipales, 




4.6. Los relacionados con los cementerios municipales,  
4.7. Los asuntos relacionados con nombramientos. Las solicitudes una 




vez leídas en el capítulo de correspondencia se trasladarán a 




conocimiento de esta comisión para su dictamen.  
4.8. Los otros asuntos afines relacionados con el gobierno y la 




administración municipal o los que le asigne el Concejo para su 




conocimiento 




 




5. COMISION DE ASUNTOS JURÍDICOS 




 




5.1. Los relacionados con el derecho y justicia,  
5.2. Los proyectos de ley y proyectos de reglamentos,  
5.3. Los asuntos relacionados con la Contraloría General de la 




República, en tanto sean en materia legal,  
5.4. Las apelaciones por permisos no concedidos por la Administración 




Municipal, para la realización de espectáculos públicos, ferias, turnos 




y festejos populares.  
 
 
 




 















5.5. Los recursos de revocatoria y de revisión interpuestos por 




administrados contra acuerdos de distinto tipo emanados del 




Concejo Municipal, y los relacionados contra actos de la 




administración referidos a la valoración y avalúo sobre bienes 




inmuebles, contrataciones administrativas, que según la normativa 




legal debe conocer y resolver el Concejo Municipal,  
5.6. Permisos temporales de patentes de licores,  
5.7. Conocerá en primera instancia, sobre las Recusaciones o denuncias 




presentadas en contra del Alcalde, recomendando y 




fundamentando ante el Concejo en pleno, el procedimiento a 




seguir. 
 




6. COMISION DE ASUNTOS AMBIENTALES 




 




6.1. Los asuntos relacionados con la conservación y preservación 




del medio ambiente, la conservación y rescate de las cuencas 




hidrográficas, y la conservación y mantenimiento de los recursos 




naturales en general,  
6.2. El tratamiento de los desechos sólidos,  
6.3. La prevención de desastres naturales y los sistemas preventivos 




de ayuda y mitigación en el caso de la ocurrencia de estos,  
6.4. Los estudios de impacto ambiental, en que tenga interés la 




Municipalidad o la comunidad de Nicoya,  
6.5. Los asuntos relacionados con la Comisión Nacional de 




Emergencia, 
 




6.6. Lo concerniente al ambiente, en relación con el Plan Director 




Urbano,  
6.7. Los otros relacionados o afines, o que le asigne el Concejo para 




su conocimiento, 




 




7. COMISION DE ASUNTOS CULTURALES 
 




7.1 La promoción y desarrollo de las bellas artes,  
7.2 La promoción y desarrollo de los deportes, 




7.3 La promoción y desarrollo de la recreación, 




7.4 Los relacionados con el Comité Cantonal de Deportes,  
7.5 El desarrollo y promoción del arte popular costarricense, 




7.6 La promoción y desarrollo de la actividad turística,  
7.7 Los otros asuntos afines o que le asigne el Concejo para su 




conocimiento, 
 




8. COMISION DE LA CONDICION DE LA MUJER: 




 




8.1. La  promoción  y  desarrollo  de  la Mujer, en el  entorno  social, 
económico, laboral, político, etc.,    




8.2. El desarrollo armónico de la familia nicoyana,   




8.3. Los  otros  asuntos  afines,  o  que  le asigne el Concejo  para  su 




conocimiento, 




 




9. COMISION DE PROTOCOLO  
 
 
 
 




 















9.1. La cooperación internacional, la aprobación de becas o 




invitaciones para miembros del Concejo o la administración 




municipal para actos internacionales, a realizarse en el país o en el 




extranjero, 
 




9.2. Los relacionados con organismos internacionales acreditados en el 




país  
9.3 Los relacionados con los convenios de hermanamiento de Nicoya, 




con otras ciudades del mundo,  
9.4 Las relaciones internacionales del municipio con otros países, 




ciudades u organismos internacionales, públicos o privados,  
9.5 Los actos protocolarios propios del Concejo Municipal,  
9.6 Los otros asuntos afines, o que le asigne el Concejo para su 




conocimiento, 




 




ARTÍCULO 60. COMISIONES. DICTAMEN CUYA RECOMENDACIÓN NO FUE ACOGIDA  
La Presidencia del Concejo podrá pasar a conocimiento de una comisión 




permanente, un dictamen, que pese a haber sido conocido y dictaminado por otra, y 




devuelto previamente dos veces, no fue aprobado por el Concejo igual número de 




veces. 
 




ARTÍCULO 61. COMISIONES. IMPOSIBILIDAD DE TRASLADAR COMPETENCIAS  
Un asunto que es competencia de una comisión permanente, no puede ser 




trasladado para ser conocido por una comisión especial. 




ARTÍCULO 62. COMISIONES. ASISTENTES A REUNIONES  
Los funcionarios municipales administrativos, el Alcalde, los asesores del Concejo y los 




vecinos del cantón, podrán participar, si así lo dispone el Presidente (a) de la comisión 




respectiva, en calidad de asistentes, sin derecho a voto, en las comisiones 




permanentes o especiales. La comisión según sus necesidades, podrá hacerse 




asesorar por peritos o expertos en la materia, en calidad de ad honorem. 




 




ARTICULO 63. COMISIONES. FUNCIONARIOS QUE LAS ATIENDEN  
La Secretaria Municipal y el Presidente del Concejo designarán en cada comisión, un 




funcionario que realizará labores de secretario de actas, correspondencia y afines. 




Estos funcionarios serán escogidos de entre el personal que preste servicios efectivos y 




subordinados jerárquicamente a la Secretaría, de cualquiera de las Secciones o Áreas 




propias de la misma. 




La Presidencia Municipal de pedirlo así cada Comisión, procederá a solicitarle al 




Alcalde Municipal la designación de funcionarios administrativos, para que funjan 




como asesores de las comisiones. 




El secretario de comisión levantará un acta detallada de todas las sesiones de 




comisión, conteniendo las formalidades establecidas en la Ley de Administración 




Pública, debidamente foliado y con la respectiva razón de apertura y cierre, la cual 




deberá ser firmada una vez aprobada por la comisión, por el Presidente de la misma y 




él mismo. En el acta respectiva deben consignarse los votos positivos y negativos. 




 




ARTÍCULO 64. COMISIONES. INTEGRACIÓN  
En fecha posterior e inmediata después de la sesión en que el Presidente comunicó al 




Concejo la integración de las Comisiones, se hará la instalación de estas. En esta 




misma oportunidad cada comisión nombrará en su seno un Presidente y un 




Vicepresidente, los cuales cumplirán con las facultades que se les asignen, estipuladas 




específicamente en el artículo 82 de este Reglamento. No se conocerán en ninguna 




comisión, documentos que no hayan sido registrados bajo el procedimiento que 




dispone este mismo Reglamento para la recepción de asuntos, según los artículos 16, 




82 y 83 de este Reglamento. Ni los Síndicos, ni los Regidores Suplentes pueden  
 
 




 















participar en las comisiones permanentes del Concejo, pero sí en las especiales ((art. 




28 CM) y Dictamen C- 259 del 14/09/2009 de la Procuraduría General de la 




República).- 




ARTÍCULO 65. COMISIONES. CANTIDAD EN LAS QUE SE PUEDE PARTICIPAR  
Un mismo regidor no podrá formar parte de más de cinco comisiones permanentes, ni 




ser Presidente, ni Vicepresidente, en más de dos a la vez. Pueden ser reelectos en esos 




cargos. 




ARTÍCULO 66. COMISIONES. QUÓRUM  
Una comisión requiere para sesionar de un quórum de la mitad más uno de sus 




miembros. Para esos efectos no se tomará en cuenta, la inasistencia de aquellos 




integrantes que se encuentren ausentes del Concejo con permiso. 




ARTÍCULO 67. COMISIONES. RESPONSABILIDAD DE CUSTODIA DE LOS DOCUMENTOS  
El secretario de cada comisión elaborará el orden del día, según las instrucciones que 




le gire el Presidente, el cual deberá ajustarse al orden en que los asuntos fueron 




recibidos en la comisión. El secretario será responsable del traslado y custodia de los 




expedientes, cuyos originales se conservarán en su poder, hasta tanto mediante nota 




sean trasladados para conocimiento o para trámite, a algún interesado o instancia, en 




ambos casos previa autorización del Presidente de la comisión o de ésta en pleno. En 




caso de que sean solicitadas fotocopias, la respectiva secretaria acompañará al 




solicitante en resguardo del expediente respectivo, por supuesto, también previa 




autorización del Presidente de la comisión correspondiente. 




 




ARTÍCULO 68. COMISIONES. TRÁMITE DE DICTÁMENES LUEGO DE SU APROBACIÓN  
Los informes o dictámenes de Comisión, serán entregados, a la Jefatura del 




Departamento una vez que hayan sido suscritos por los miembros presentes en la 




reunión respectiva, y luego de ser puestos en conocimiento de las fracciones por parte 




de las secretarias de las comisiones, vía electrónica por lo menos veinticuatro horas 




antes del inicio de la sesión del Concejo Municipal en que se analizarán. 




ARTÍCULO 69. COMISIONES. REUNIONES  
Las Comisiones no podrán celebrar sus reuniones, en el mismo horario de las sesiones 




del Concejo Municipal. Si por razones de extrema necesidad deben hacerlo, requieren 




contar con la autorización del Presidente Municipal. 




 




ARTÍCULO 71. COMISIONES. CONVOCATORIA  
El Presidente de una comisión o en su ausencia el Vicepresidente, podrán convocar a 




reuniones. 




ARTÍCULO 72. COMISIONES. AUDIENCIAS  
Las sesiones de las comisiones son privadas. No obstante, el Presidente de cada una 




de ellas, por razones de oportunidad y conveniencia, podrá declarar, en memorial 




razonado, una sesión pública, así mismo contará con la facultad de conceder 




audiencias en las mismas. 




ARTÍCULO 73. COMISIONES. EXCUSA Y RECUSACIONES  
Un miembro de una comisión podrá excusarse, ante el Presidente de la comisión y por 




causa justa, de participar en la discusión y votación de un determinado asunto. La 




decisión de aceptar o no las razones la adoptará el Presidente en el mismo acto, 




resolución que se hará constar en el acta respectiva. 




 




Los motivos para excusarse del conocimiento de un asunto serán los que establece el 




Código Municipal, la Ley de la Contratación Administrativa, el Reglamento de la 




Contratación Administrativa, Ley Orgánica del Poder Judicial, el Código Procesal Civil, 




y cualquier otra disposición legal que así lo ordene















 




 




 




En el caso de que quien se excuse de conocer o dictaminar un asunto sea el 




Presidente, quien resolverá la excusa será el Vicepresidente. 




 




Cualquier integrante de una comisión podrá ser recusado, por cualquier persona, para 




que no conozca o dictamine sobre un asunto, por causa justa. Esa recusación la 




presentará por escrito ante el Presidente de la comisión, quien de inmediato pondrá la 




solicitud en conocimiento del recusado para su defensa o aceptación. El Presidente 




resolverá el asunto de inmediato y hará constar lo dicho por las partes en el acta 




respectiva. 




 




ARTÍCULO 74. COMISIONES. PLAZO PARA RESOLVER  
Las comisiones permanentes deben resolver todo asunto que sea puesto en su 




conocimiento. Tratándose de reclamos administrativos y trámites que deban concluir 




con un acto final de decisión, sea, solicitudes de permisos, licencias y autorizaciones o 




aprobaciones dentro de un plazo máximo de veintidós días naturales contados a partir 




del día siguiente de su recibo en la Secretaría municipal, a fin de que el Concejo 




Municipal pueda cumplir con el plazo previsto de un mes natural para la resolución 




final. (Reglamento a la “Ley de Protección al ciudadano del exceso de Requisitos y 




trámites administrativos”, artículo 40 inciso b)). En la carátula del expediente se hará 




constar la fecha de recibo y la fecha en que debe estar resuelto. Cuando la solicitud 




del administrado sea pura y simple y consista en un mero derecho a ser informado, se 




cuenta con un plazo de diez días hábiles para responder. (Según lo dispone el 




Reglamento a la “Ley de Protección al ciudadano del exceso de Requisitos y trámites 




administrativos”, artículo 40 inciso a), y el artículo 32 de la Ley de Jurisdicción 




constitucional, luego del cual, operará el silencio positivo de acuerdo al artículo 7 de 




la Ley 8220 “Ley de Protección al ciudadano del exceso de Requisitos y trámites 




administrativos” y 42 de su Reglamento, dándose por aprobada la petición, 




autorización o permiso). 




 




Las Comisiones Especiales resolverán los asuntos puestos en su conocimiento en el 




término de tiempo fijado, en el momento de su nombramiento y podrá solicitar 




prórroga al Concejo Municipal por una sola vez. 




 




Las comisiones incorporarán en sus dictámenes los criterios técnicos y legales del 




profesional asesor de la comisión que amparan su recomendación, lo que deberán 




hacer constar por escrito y con la firma del mismo. En caso de que una comisión 




dictamine un asunto con criterio diferente al criterio técnico o jurídico de la 




administración, debe razonar los motivos por los cuales se separa y el amparo legal o 




técnico en que se sostiene el criterio, salvo en casos de apelaciones en alzada, donde 




privará el criterio del asesor designado para resolver. (RESOLUCIÓN 591-2015 DEL 




TRIBUNAL CONTENCIOSO) 




ARTÍCULO 75. COMISIONES. CORRECCIÓN DE ERRORES  
Si en la discusión de un dictamen en el Concejo Municipal se detectaren errores 




materiales, cuya corrección no afecte el fondo del dictamen, estos podrán corregirse 




si el Presidente de la comisión estuviese de acuerdo. La corrección se consignará al 




pie del documento y debe ser firmada por el Presidente o Vicepresidente de la misma. 




 




Si en la discusión de un dictamen en el Concejo Municipal, se detectaren errores de 




fondo, estos podrán corregirse, cuando los integrantes de la comisión estuviesen de 




acuerdo. El que no estuviese de acuerdo podrá retirar su firma del Dictamen.  
En caso de no encontrarse acuerdo para hacer la corrección, el Presidente de la 




Comisión podrá retirarlo del conocimiento del Concejo para someterlo a nuevo análisis 




en el seno de ésta. El regreso del asunto a comisión, es por un plazo máximo de ocho 




días hábiles.  
 
 
 
 















 




ARTÍCULO 76. COMISIONES. DICTÁMENES DE MAYORÍA Y MINORÍA  
Cuando al final de la discusión de un asunto, en la comisión, persistieran divergencias 




de criterio, entonces se podrán redactar dos o más dictámenes, según sea el número 




de opiniones, criterios existentes. Se considerará dictamen de mayoría el suscrito por el 




mayor número de miembros de la comisión y de minoría los que tengan menor 




número, ordenándose según el número de firmas que cada dictamen tenga. 




En el momento en que el Concejo Municipal conozca de un asunto proveniente de 




una comisión con más de un dictamen, se pondrá a discusión aquel que sea de 




mayoría. Si este es aprobado, los demás se archivarán, sin ser discutidos. Si el de 




mayoría es rechazado por el Concejo, entonces se entrará a conocer el dictamen 




que tenga el siguiente mayor número de firmas. Si este también es rechazado se 




seguirá con el siguiente, el mismo procedimiento y así sucesivamente. 




 




Si hay dos o más dictámenes con el mismo número de firmas, el Presidente del 




Concejo ordenará, mediante un sorteo, la ubicación de cada dictamen para su 




discusión, lo cual se consignará en el acta de la sesión.  
En la redacción de todos los dictámenes, colaborará la secretaría de actas de 




comisión, siguiendo las instrucciones de los asesores correspondientes y de los 




miembros de comisión, que suscribirán cada uno de ellos. 




ARTÍCULO 77. COMISIONES. DICTÁMENES QUE PUEDEN SER CONOCIDOS POR EL 




PLENARIO  
Para que un dictamen de comisión sea conocido por el Concejo Municipal, debe 




haber sido presentado a la Secretaría Municipal, con una anticipación de por lo 




menos veinticuatro horas antes de la próxima sesión del Concejo. Debe haber sido 




enviada de previo, al menos un día antes, vía electrónica el dictamen a cada regidor 




propietario y una a cada fracción. De no haberse efectuado esta distribución con la 




anticipación indicada, el asunto no podrá ser conocido por el Concejo, salvo que 




mediante una moción de alteración del orden y por votación calificada, se acuerde 




conocer el asunto. De ser aprobada la moción, el asunto se conocerá de inmediato. 




 




Los dictámenes de comisión, una vez que han sido presentados a la Secretaría 




Municipal, serán ordenados, estrictamente, por su orden de ingreso y en ese mismo 




orden se pondrán a disposición de la Presidencia del Concejo. 
 




ARTÍCULO 78. COMISIONES. PLAZO DEL NOMBRAMIENTO  
Los miembros de las comisiones permanentes durarán en sus cargos dos años, no 




obstante, el Presidente del Concejo, podrá ejercer las atribuciones establecidas en el 




artículo cuarenta y nueve del Código Municipal, siendo que su conformación podrá 




variarse anualmente. 




Los miembros de las comisiones permanentes podrán renunciar a pertenecer a ellas, 




pero conservándose la obligación de trabajar en otras. 




ARTÍCULO 79. COMISIONES. SUBCOMISIONES  
Los Presidentes de comisión podrán nombrar subcomisiones de trabajo, para el estudio 




de determinados proyectos o asuntos. Estas se integrarán con tres miembros. Por 




mayoría simple, la comisión podrá disponer que no es necesaria la conformación de la 




subcomisión. 




Los informes que presenten estas subcomisiones, deberán ser analizados y 




eventualmente podrán ser modificados. Luego se elaborarán el o los dictámenes. 




ARTÍCULO 80. COMISIONES. REGISTRO DE DOCUMENTOS  
 
 
 




 















Recibido un expediente por la secretaría de una comisión, esta lo anotará en libro de 




registro de entrada y trámite de expedientes de comisión, que debe ser foliado y 




previamente autorizado por la Secretaría del Concejo Municipal. En este libro se 




asignará a cada expediente un número, con el fin de que se respete estrictamente el 




orden en que serán conocidos y resueltos por la comisión. Solo por votación 




calificada, la comisión podrá alterar ese orden de presentación y conocer otro asunto, 




lo que se hará constar en el acta. 




ARTÍCULO 81. COMISIONES. REGULARIDAD DE SUS REUNIONES.  
Las comisiones deberán sesionar en forma ordinaria dos veces por mes y 




extraordinariamente cuando sea necesario. Se procurará que las sesiones de una no 




coincidan con las de otras en las que también participen algunos de sus integrantes. 




Las sesiones se realizarán en el Edificio del Concejo Municipal de Nicoya. 




ARTÍCULO 82. COMISIONES. FUNCIONES Y DEBERES DE PRESIDENTES DE COMISIÓN 




Los Presidentes de comisión tendrán entre otras las siguientes funciones y deberes: 
 




a) Convocar, presidir, abrir, suspender y cerrar las sesiones y dirigir los debates.  
b) Preparar el orden del día velando porque los documentos que se van a 




conocer y discutir hayan sido presentados de acuerdo al procedimiento 




estipulado para la recepción formal de los mismos, según el artículo 16 de 




este Reglamento.  
c) Realizar el nombramiento de los peritos o expertos ad-honorem que señala el 




artículo 61 de este Reglamento,  
d) Conceder la palabra, en el orden en que la soliciten, a los miembros de la 




comisión, a los asesores y a los regidores y síndicos que, sin ser miembros de 




la comisión, asistan a la misma, así como mantener el orden, recibir las 




votaciones y anunciar la aprobación o rechazo de un asunto.  
e) Firmar con el secretario, las actas y demás documentos aprobados por la 




comisión.  
f) Conceder permiso a los miembros de la comisión para retirarse de las sesiones.  
g) Someter a conocimiento de la comisión las excusas y recusaciones que se 




presenten.  
h) Las demás que señale este reglamento. 




 




ARTÍCULO 83. COMISIONES. OBLIGACIONES PERSONAL DE APOYO 




Los secretarios de comisión tendrán, las siguientes obligaciones: 




 




a) Poner a disposición de los integrantes de la comisión, el acta de la sesión 




anterior, por lo menos una hora antes de iniciar la sesión en que deba ser 




aprobada.  
b) Entregar al Presidente, debidamente ordenados, de previo al inicio de cada 




sesión, los expedientes y documentos que serán conocidos.  
c) Confeccionar el orden del día, según las instrucciones de Presidente, con 




veinticuatro horas de anticipación, al inicio de la respectiva sesión.  
d) Llevar el control de asistencia de los miembros de la comisión, de lo que 




informará, a la Presidencia del Concejo y a las jefaturas de fracción, mediante 




un reporte estadístico trimestral. 




e) Convocar a sesiones de comisión en los días y horas fijados por la Comisión.  
f) Cuentan con la prohibición de recibir documentos para trámite en las distintas 




comisiones, que no hayan sido dispuestos bajo los procedimientos que señalan 




los artículos 16, ratificados en los artículos 63 y 82 de este mismo Reglamento.  
g) Las demás que le señale este Reglamento. 




 




ARTÍCULO 84. COMISIONES. JUSTIFICACIÓN PARA DECLINAR COMPETENCIA  
Cuando un dictamen fuera devuelto a comisión, esta, por acuerdo de mayoría simple, 




podrá excusarse de conocerlo de nuevo, por causa justa. Las razones las comunicará  
 
 




 















por escrito a la Presidencia Municipal, la que determinará, una vez valorado el asunto, 




si se justifica o no la excusa y en su caso la remitirá a otra comisión para su dictamen. 




Cuando la Comisión reciba un asunto para que sea analizado por segunda vez y se 




mantiene el primer criterio, el Presidente del Concejo, debe ponerlo a discusión y no 




podrá mandarlo a una segunda comisión. 




 




ARTÍCULO 85. COMISIONES. REMISIÓN A NORMATIVA 




En todo lo no previsto en este Reglamento, se aplicarán las leyes y normativa vigentes. 




 




CAPITULO XII 




DEL PRESUPUESTO MUNICIPAL 




 




ARTÍCULO 86. PRESUPUESTO MUNICIPAL. DISCUSIÓN  
En adición a lo dispuesto en los artículos noventa y uno, siguientes y concordantes del 




Código Municipal, para la discusión del presupuesto municipal, se observarán las 




siguientes reglas: 




 




a-) La Comisión de Hacienda y Presupuesto, una vez que ha recibido de la Alcaldía 




Municipal a más tardar el 30 de Agosto de cada año, el anteproyecto de presupuesto 




ordinario para el período comprendido entre el primero de enero y el treinta y uno de 




diciembre del año siguiente, desglosado por dependencia, de inmediato iniciará su 




análisis, el cual debe encontrarse concluido con dictamen final, antes de su 




conocimiento por el Concejo Municipal. 




 




b-) El Concejo Municipal, conocerá el proyecto de presupuesto, en dos sesiones 




extraordinarias y públicas, dedicadas exclusivamente a este fin, que se realizarán los 




días miércoles y jueves de la segunda semana de setiembre de cada año.  
c-) En las sesiones en que se discuta el presupuesto se podrá dar trámite a  
mociones o iniciativas de los regidores o el Alcalde Municipal, que tiendan a aumentar 




o disminuir una partida, mediante el traslado de fondos o bien crear otras nuevas, con 




las partidas que rebaje o suprima, para cubrir gastos no comprendidos en el proyecto 




de presupuesto. 
 




ARTÍCULO 87. PRESUPUESTO MUNICIPAL. APROBACIÓN  
Para la aprobación del Presupuesto se requerirá únicamente votación absoluta 




(mayoría simple). Su acuerdo formal, no podrá adoptarse por la vía de Votación 




Nominal, dada la importancia de su análisis y discusión, y la eventual intervención de 




criterios técnicos y jurídicos.  
En el mismo acuerdo en que se apruebe el presupuesto, se ordenará su remisión a la 




Contraloría General de la República, para su trámite, a más tardar el treinta de 




setiembre, junto con el Acta de la Sesión en que fue aprobado, la cual debe ser 




firmada por el Presidente Municipal, el Secretario Municipal y el Alcalde. A esa 




documentación se agregará el Plan Operativo Anual, el Plan de Desarrollo Municipal, 




una certificación del Tesorero Municipal en que se hará constar el respaldo 




presupuestario al plan aprobado, y las certificaciones del bloque de Legalidad 




correspondientes (Secretaria Municipal y Área Financiera). 




ARTÍCULO 88. PRESUPUESTO. DISCUSIÓN PREVIA  
Durante los días de la semana en que se discuta el presupuesto ordinario en el 




Concejo Municipal, no se realizarán sesiones de comisiones del Concejo, con el fin de 




que los concejales puedan estudiar y analizar el proyecto de presupuesto con 




detenimiento. 




ARTÍCULO 89. PRESUPUESTO. FALTA DE PRESENTACIÓN O APROBACIÓN.  
RESPONSABILIDADES.  
Si el presupuesto Ordinario no fuere aprobado, o presentado oportunamente a la 




Contraloría General de la República, regirá el presupuesto del año anterior, excepto  
 
 




 




 















los egresos que, por su carácter, solo tengan eficacia en el año referido. Deberán 




determinarse las responsabilidades administrativas, civiles y penales que puedan 




resultar de tal omisión, según las competencias del Concejo y de la Alcaldía. Si no se 




llegara a aprobar por razones imputables al Alcalde, o a funcionarios administrativos 




en el tiempo establecido por el Código Municipal, el Concejo Municipal tendrá un 




plazo improrrogable de diez días naturales a fin de definir el procedimiento para 




establecer las responsabilidades administrativas, civiles y penales que puedan resultar 




de tal omisión, A fin de solventar esta situación, el Concejo deberá conocer y aprobar 




los presupuestos extraordinarios procedentes. (Art. 98 CM) 




De las acciones iniciadas, en ejecución de lo indicado en el párrafo anterior, deberá 




enviarse copia de inmediato a la Auditoría Municipal, a la Contraloría General de la 




República y a la Junta de Relaciones Laborales. 




En estos casos la Municipalidad se estará a lo dispuesto en el artículo noventa y ocho 




del Código Municipal. 




ARTÍCULO 90. PRESUPUESTO. CUSTODIA Y ARCHIVO  
Una vez que haya sido aprobado por la Contraloría General de la República, el 




presupuesto quedará en custodia de la Secretaría del Concejo Municipal, a fin de que 




pueda ser consultado en la Sección de Archivo y Recepción de documentos. 




 




ARTÍCULO 91. PRESUPUESTO. MODIFICACIONES Y PRESUPUESTO EXTRAORDINARIO. 




REMISIÓN.  
Los proyectos de presupuesto extraordinario y los de modificaciones, deberán ser 




presentados al Archivo del Departamento de Secretaría Municipal, y la misma 




Administración deberá haber enviado copia para cada fracción por medios 




electrónicos, cuando menos con tres días de antelación, a aquel en que se conocerá 




en el Concejo Municipal. (Artículo 95 CM). Se requerirá de votación calificada para 




aprobar la modificación de un programa a otro. (Art. 100 CM). 




 




Los presupuestos extraordinarios y las modificaciones, podrán ser conocidos por el 




Concejo en sesiones ordinarias o extraordinarias. 




 




Una vez aprobado un presupuesto extraordinario o una modificación, el Alcalde 




Municipal deberá remitirlo a la Contraloría General de la República, dentro de los 




quince días naturales siguientes a su aprobación. (Artículo 97 CM). 




 




ARTÍCULO 92. PRESUPUESTO. INFORME EJECUCIÓN. LIQUIDACIÓN PRESUPUESTARIA  
Junto con el informe de ejecución del presupuesto ordinario y de los extraordinarios, al 




31 de diciembre del año anterior, el Alcalde Municipal presentará al Concejo 




Municipal, la liquidación presupuestaria y luego de aprobada, antes del quince de 




febrero, lo elevará a la Contraloría General de la República, para su aprobación. 




 




ARTÍCULO 93. PRESUPUESTO. SUPERÁVIT  
En cuanto al superávit, el Concejo Municipal procederá en la forma indicada en el 




artículo ciento seis del Código Municipal. 




 




CAPITULO XIII 




DE LOS RECURSOS Y OTROS PROCEDIMIENTOS LEGALES 




 




ARTÍCULO 94. RECURSOS. GENERALIDADES  
Este capítulo regula las impugnaciones que pueden interponerse contra los acuerdos 




del Concejo Municipal, dentro de las que se incluyen las que puede plantear el 




Alcalde Municipal, los miembros del Concejo Municipal y cualquier interesado.  
 
 
 
 




 















ARTÍCULO 95. RECURSOS. INTERPOSICIÓN DE LOS ORDINARIOS POR PARTE DE 




INTERESADOS  
Con las salvedades establecidas en el artículo ciento cincuenta y cuatro del Código 




Municipal, los acuerdos del Concejo Municipal, pueden ser objetados por cualquier 




interesado mediante el recurso de revocatoria o el de apelación, y el extraordinario 




de Revisión (artículos 156 y 157 del CM, en memorial razonado dentro del quinto día 




contando a partir de su Notificación, por motivos de inoportunidad (la Revocatoria), 




ilegalidad, (la apelación), y Nulidad (Extraordinario de Revisión), del acto. El Concejo 




deberá conocer la Revocatoria en la sesión ordinaria siguiente a la presentación, a 




partir de lo cual contará con ocho días naturales para resolver en definitiva. La 




apelación será conocida por el Tribunal Superior Contencioso-Administrativo, cuyo 




emplazamiento también deberá ser conocido por el Concejo en la sesión ordinaria 




siguiente. El interesado podrá optar por presentar solamente uno de los recursos. 




ARTÍCULO 96. RECURSOS. INTERPOSICIÓN DEL EXTRAORDINARIO DE REVISIÓN POR PARTE 




DE INTERESADOS  
De todo acuerdo municipal contra el que hubiere procedido apelación y ésta no fue 




interpuesta en tiempo y siempre que no hubiere transcurrido diez años de tomado el 




acuerdo y que el acto no hubiere agotado todos sus efectos, los interesados podrán 




presentar, ante el Concejo, recurso extraordinario de revisión a fin de que el acto no 




surta ni siga surtiendo efectos. Este Recurso solo podrá estar fundado en motivos que 




originen la nulidad absoluta del acto. Contra el rechazo de este Recurso, cabrá 




Recurso de apelación para ante el Tribunal Contencioso-Administrativo dentro del 




quinto día hábil. (Artículo 157 del Código Municipal).- 




ARTÍCULO 97. RECURSOS. INTERPOSICIÓN DE VETO  
Con las salvedades establecidas en el artículo ciento sesenta del Código Municipal, 




los acuerdos del Concejo Municipal, pueden ser objetados por el Alcalde, mediante el 




recurso de veto razonado (artículo 158 del CM, dentro del quinto día después de 




aprobado definitivamente el acuerdo (no de su notificación pues al Alcalde le 




corresponde estar presente en las sesiones municipales -C-264-2009 Procuraduría Gral. 




de la Rep.-) por motivos de legalidad u oportunidad, y su interposición suspenderá la 




ejecución del mismo. En la sesión inmediata posterior a la presentación, el Concejo 




deberá rechazarlo o acogerlo. Si es rechazado, se elevará en alzada ante el Tribunal 




Contencioso-Administrativo para que resuelva conforme a derecho. 




ARTÍCULO 98. RECURSOS. EMPLAZAMIENTO A DIFERENTES INSTANCIAS JUDICIALES  
Si el Concejo no reforma o revoca un acuerdo que ha sido recurrido mediante 




apelación o veto razonado, emplazará a las partes y el expediente respectivo. Salvo 




los acuerdos que por su naturaleza deba conocer otra jurisdicción, pasará al Tribunal 




Superior Contencioso Administrativo, el cual, de conformidad con la ley, resolverá en 




definitiva:  
-Para el caso de la valoración y avalúos de Bienes Inmuebles, se emplazará ante el 




Tribunal Fiscal Administrativo, de acuerdo al artículo 19 de la Ley de Bienes Inmuebles. -




En cuanto a Usos de suelo (artículo 8 del Plan Director Urbano), Permisos temporales y 




Revocables (artículo 7 del Reglamento del Plan Director Urbano), y  
-En el caso de contrataciones administrativas, le corresponderá a la Contraloría 




General de la República agotar la vía administrativa, en aquellos supuestos en que 




deba conocer y resolver los Recursos de objeción al Cartel y la apelación (o 




Revocatoria según corresponda) del acto de adjudicación y la declaratoria de 




infructuoso o desierto del concurso, en los términos de los artículos 53 párrafo 3, 81 y 84 




de la Ley de Contratación Administrativa, 164 y siguientes de su Reglamento, o la 




Rescisión del Contrato según el artículo 208 del Reglamento a la Ley de Contratación 




Administrativa; (Art. 155 CM). Se exceptúan de esta cadena Recursiva, los reclamos 




por ajustes de precios. (Res. 96-2013 del Tribunal Contencioso Administrativo de las 




15.30 del 08 de marzo de 2013).  
 
 




 




 















ARTÍCULO 99. RECURSOS. INTERPOSICIÓN DE REVISIÓN POR PARTE DE LOS REGIDORES  
El recurso de revisión es un derecho de los regidores (artículo 27 inciso c), 48 párrafo 




segundo, y artículo 153 CM) y como tal debe ser invocado ante el Concejo Municipal, 




inmediatamente antes de la aprobación del acta en que se conozca el acuerdo que 




se desea revisar. No se admitirá este recurso contra acuerdos que hayan sido 




aprobados definitivamente. 




 




Si se encuentra presentado un recurso de revisión, el Presidente, antes de la 




aprobación del Acta, le dará trámite, ordenará que se le de lectura y le ofrecerá el 




uso de la palabra al recurrente, para que argumente sobre el mismo. Luego, podrán 




hacer uso de la palabra los regidores y síndicos que lo soliciten por un plazo de Cuatro 




minutos cada uno. Al agotarse la lista de oradores, el recurrente tendrá la opción de 




dirigirse al Concejo, por un plazo de cinco minutos, al final de los cuales se procederá 




a la votación. Para aprobar la revisión se requiere, como mínimo, la misma mayoría 




requerida para aprobar el acuerdo recurrido, sea, Mayoría simple o Mayoría 




calificada.  
Dicho recurso, deberá disponer en forma expresa la modificación o revocatoria del 




acuerdo. Si es rechazado, se continuará la sesión normalmente y se someterá el acta 




a votación. 




 




ARTÍCULO 100. RECURSOS. INTERPOSICIÓN DE APELACIÓN ANTE DECISIONES DE LA 




PRESIDENCIA  
El recurso de apelación ante las decisiones de la Presidencia municipal, es un derecho 




de los regidores (artículo 27 inciso d) del Código Municipal) y como tal debe ser 




invocado ante el Concejo Municipal, inmediatamente después de que se produzca 




una decisión del Presidente (a), que un regidor considere que viola sus derechos o que 




viola los procedimientos que este Reglamento dispone. 




 




En caso de que el Presidente rectifique su decisión, el trámite concluye. Si el Presidente 




no rectifica se dará trámite a la apelación, ofreciendo la palabra al apelante y a un 




representante de cada partido representado en el Concejo, por un período de dos 




minutos a cada uno. El Presidente podrá defender su decisión por un período igual. 




Luego, se procederá a votar si lleva o no razón la posición del recurrente, sometiendo 




a votación primero si se mantiene la decisión de la Presidencia. Si la votación favorece 




la posición del recurrente, entonces el Presidente deberá modificar su decisión. Para 




ambas decisiones se requiere solamente el voto de mayoría simple. 




 




ARTÍCULO 101. RECURSOS. PROCESO DE LESIVIDAD Y OTROS EN CUANTO A LA 




INDEROGABILIDAD DE LOS ACTOS PROPIOS. PROCEDIMIENTO PREVIO  
Cuando la Administración autora de algún acto firme y declarativo de derechos 




pretenda demandar su anulación ante la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, el 




Concejo Municipal deberá declararlo lesivo a los intereses públicos, económicos o de 




cualquier otra naturaleza. El plazo será de un año contado a partir del día siguiente a 




aquel en que haya sido dictado, salvo si el acto contiene vicios de nulidad absoluta,  
 
 
 




 















en cuyo caso, dicha declaratoria podrá hacerse mientras perduren sus efectos (el 




plazo de un año en este caso correrá a partir del cese de sus efectos). 




 




Tratándose de la tutela de bienes de dominio público, (demaniales), o su ocupación 




en precario, no estará sujeta a plazo. 




 




Siempre y en todos los casos, cuando se presente una Nulidad relativa del acto que se 




pretende anular, deberá acudirse a la Declaratoria y posterior trámite del Contencioso 




de Lesividad. En casos de Nulidad absoluta evidente y manifiesta (cuando falten 




totalmente uno o varios de sus elementos constitutivos) podrá acudirse al mismo 




Proceso señalado, o disponer las actuaciones mediante la opción que contempla el 




artículo 173 de la Ley General de la Administración Pública. 




 




Siempre y para todos los casos, deberá, mediante Acuerdo municipal, ordenarse la 




realización de un procedimiento administrativo previo, que consistirá en una fase de 




investigación preliminar mediante la cual se pretende la recopilación de hechos que 




puedan constituir infracciones o faltas y la identificación de posibles responsables. 




Constituirá una base del procedimiento ordinario, a fin de determinar si existe mérito o 




no para iniciar un proceso que tienda a averiguar la verdad real de los hechos objeto 




de la investigación. Podrá el mismo ser asignado a la Secretaria Municipal o a otro 




funcionario o comisión que fuera dispuesta por el Concejo Municipal. En caso de que 




sea nombrada la Secretaria Municipal para dicho proceso, y luego de lo cual 




mediante el mismo se determinara la necesidad, si se encuentra mérito para ello, de 




continuar con las formalidades del procedimiento administrativo que provee el artículo 




173 de la Ley General de la Administración Pública, ésta se encontrará inhibida de 




participar como Órgano Director, según lo dispuesto por el artículo 230 ss y 




concordantes de la Ley General de la Administración Pública, artículo 8 inciso 3) y 31 




de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 53 inciso 10) y 54 del Código Procesal Civil. 




 




Todo lo anterior en resguardo de los procedimientos estipulados por los Artículos: 10 




párrafo 5; 34 inciso 1, ss y concordantes del Código Procesal Contencioso 




Administrativo, 166, 173 y 183 ss y concordantes de la Ley General de la Administración 




Pública, artículo 6 de la Ley de Control Interno y artículo 8 de la Ley contra la 




Corrupción y el enriquecimiento ilícito en la función pública. 




 




ARTÍCULO 102. RECURSOS. RECUSACIÓN PRESENTADA CONTRA ALCALDE  
Cuando sea presentada alguna Recusación en contra del Alcalde, la cual podría 




disponerse aún en procedimientos administrativos de su propia competencia y en los 




cuales agote la vía administrativa, -y por supuesto en la eventualidad de que éste no 




se abstenga de previo al trasladársele por parte del Órgano director administrativo 




encargado del procedimiento, la solicitud para que se separe del proceso (art. 236.3 




LGAP)  
- , el Concejo Municipal en calidad de Órgano superior supremo de la Municipalidad, 




y en ningún caso como superior jerárquico del recusado, deberá tramitar la misma 




según lo que preceptúan en forma supletoria los artículos 230 siguientes y 




concordantes de la Ley General de la Administración Pública. Dicha solicitud de 




recusación será enviada a la Comisión de Asuntos Jurídicos para que, según lo 




dispone el artículo 236.4 de la Ley indicada, sean recabados por su parte los informes y 




sean ordenadas las pruebas que considere oportunas dentro del plazo improrrogable 




de 5 (cinco) días naturales, dictaminando su recomendación sobre el particular al 




Concejo Municipal, el cual resolverá en la forma y términos señalados.  
En el supuesto de que el Alcalde sea efectivamente recusado, y según lo dispuesto en 




el artículo 14 del Código Municipal, el Vicealcalde primero deberá suplirlo, siendo la 




competencia de éste último circunscrita única y exclusivamente a la función 




específica de conocer y resolver el procedimiento de cuyo conocimiento haya sido 




apartado el Alcalde titular.  
 
 
 




 




 















Las resoluciones que se dicten con motivo de una recusación, tendrán los recursos 




administrativos ordinarios. (Res. C-196-2014 de 19 de junio 2014 de la Procuraduría. Gral. 




de la Rep.) 




 




ARTÍCULO 103. RECURSOS. DENUNCIAS CONTRA ALCALDE  
Cuando sean presentadas denuncias en contra del Alcalde relacionadas con el deber 




de probidad, artículos 3 y 4, y otras infracciones a la Ley contra la Corrupción y el 




Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, (art. 38), para resultar sancionables 




comportan indudablemente un examen puntual de tipicidad de su conducta, a 




efecto de establecer si ésta es de tal gravedad que haga incurrir al servidor en algún 




tipo de responsabilidad administrativa, en tanto el artículo 39 de dicha Ley, regula ante 




su infracción una gradación de sanciones que serían aplicables, las cuales van desde 




la amonestación escrita y suspensión sin goce de salario, hasta la separación del 




cargo público.  
Debe existir entonces una fase previa de investigación de los hechos que puede ser 




instruida por cualquier funcionario Asesor o comisión, según la materia de su 




competencia, o por la Secretaria (o) municipal, según lo estipulado para la fase de 




investigación preliminar en el artículo 97 de este mismo Reglamento. 




 




Si mediante la fase anterior se dispone la existencia de mérito para el desarrollo de un 




procedimiento administrativo disciplinario en el que deben observarse las garantías del 




debido proceso, tal y como se regula en el artículo 40, párrafo tercero la misma Ley 




señalada, deberá seguirse el procedimiento estipulado por la Ley General de la 




Administración Pública, con el propósito de establecer si la conducta denunciada 




debe determinar una sanción administrativa de menor grado como la amonestación 




escrita o la suspensión, en cuyo caso corresponderá imponerla al Concejo Municipal. 




En caso de que sea de tal magnitud que amerite la pérdida de credencial, 




corresponderá al Tribunal Supremo de Elecciones cancelarla, en los términos del 




artículo 25 del Código Municipal. Para estos casos, el Concejo Municipal debe limitarse 




a recomendarlo así al Tribunal Supremo de Elecciones en resolución fundada, y 




trasladar el expediente a su conocimiento. (Resolución 1114-M-2009 de las 11 horas 50 




minutos del 05 de marzo de 2009 del Tribunal Supremo de Elecciones). 




 




CAPÍTULO XIV  
DE LA AUDITORÍA INTERNA 




 




ARTÍCULO 103. AUDITORÍA. NOMBRAMIENTO Y REMOCIÓN  
El Concejo Municipal, por votación de mayoría simple, designará un Auditor Interno, 




por tiempo indefinido. Este podrá ser suspendido o destituido de su cargo por causa 




justa, siguiendo las normas y principios del debido proceso, mediante acuerdo 




adoptado por una votación de dos tercios del total de los miembros del Concejo. 




 




ARTÍCULO 104. AUDITORÍA. OBLIGACIONES.  
En cumplimiento de lo preceptuado en el inciso d-) del artículo sesenta y tres, de la Ley 




Orgánica de la Contraloría General de la República y en el artículo cincuenta y dos, 




del Código Municipal, 22, 30, 32, 36 y 37 de la Ley de Control Interno, las Normas para 




el Ejercicio de la Auditoría Interna y las Normas Generales de Auditoría para el Sector 




Público, el Auditor Interno deberá: 




 




a) Laborar a tiempo completo, y asesorar al Concejo en sus sesiones ordinarias y 




extraordinarias, en cuanto a la materia de su competencia, con el propósito 




de asegurar que sus acuerdos no se aparten de las disposiciones jurídicas 




aplicables en materia de la hacienda pública, normativas de fiscalización y 




control interno, o de las disposiciones de la Contraloría General de la 




República, debiendo advertir acerca de las consecuencias de sus actuaciones 




y decisiones.  
 
 
 




 















b) Presentar ante el Concejo, un informe trimestral relacionado con sus




potestades, el cual deberá contener, entre otras informaciones, las siguientes:




b.1) Grado de cumplimiento de sus planes de trabajo, b.2) Niveles de




eficiencia y eficacia integral de la administración, operación y servicios




municipales, conforme a los fines, Plan Estratégico, Plan Operativo Anual y Plan




de Desarrollo Municipal, desde la perspectiva de la Hacienda Pública, lo




anterior con el propósito de determinar la razonabilidad del costo o margen de




intermediación operativo de la gestión municipal, que le permita al Concejo




tomar decisiones oportunas y efectivas, que procuren el mejor




aprovechamiento de los recursos y elevación de la calidad de los servicios que




se brindan y las obras que se desarrollan, b.3) Grado de cumplimiento de los




acuerdos municipales, b.4) Reiteración o corrección efectiva de las anomalías




efectuadas en informes anteriores, con una determinación expresa de los




posibles responsables.




c) Elevar al Concejo, a través de la Sección de Archivo y Recepción de




documentos de la Secretaría, todos sus informes en forma física, diferenciando




entre aquellos que deben ser conocidos y aprobados por el Concejo, y




aquellos que son de mero conocimiento. Todos los informes se remitirán por




medios electrónicos para todos los Regidores, Oficina de Síndicos, Asesores




Legales del Concejo y al Departamento de Secretaría, al correo institucional




oficialmente registrado.




En todo caso, la Dirección de Informática de la Municipalidad estará en la obligación 




de crear un correo electrónico para cada integrante (regidor y funcionario) del 




Concejo Municipal, con el fin de que se utilice dicho medio electrónico en el envío de 




informes y comunicados. 




Queda terminantemente prohibida la reproducción de copias de informes en las 




fotocopiadoras del Concejo y/o de la Secretaría, con cargo al presupuesto municipal. 




ARTÍCULO 105. AUDITORÍA. INFORMES COMPETENCIA SEGUIMIENTO 




RECOMENDACIONES. INFORMES DE MERO CONOCIMIENTO 




Cuando el informe esté dirigido al Concejo Municipal en calidad de Jerarca, éste 




deberá ordenar al titular subordinado que corresponda, en un plazo improrrogable de 




treinta días naturales contados a partir de la fecha de recibido el informe, la 




implantación de las recomendaciones. Si discrepa de éstas, dentro del plazo indicado 




deberá ordenar las soluciones alternas que motivadamente disponga, todo ello 




deberá comunicarlo a la Auditoría Interna y al titular subordinado correspondiente. 




(Art. 37 Ley Control Interno). El plazo indicado empieza a correr a partir de su 




conocimiento por parte del Concejo Municipal en la sesión respectiva y no del 




recibido del Archivo del Departamento de Secretaría (Dictamen 386-2008 de 27 de 




Octubre de 2008 y OJ-219-2003 de 04 de Noviembre de 2003 de la Procuraduría 




General de la República). 




La Presidencia someterá a conocimiento y aprobación en un plazo de quince días 




hábiles, aquellos, que según la Auditoría tengan que cumplir ese proceso. Serán 




puestos a discusión mediante moción, según el Artículo 44 del Código Municipal, 




pudiendo solicitarse las variaciones o modificaciones mediante otras mociones que se 




presenten. En caso de no aceptarse la Dispensa de trámites para votarla en el mismo 




momento, será enviada a estudio de la Comisión que según la materia corresponda, 




la cual deberá dictaminar en el plazo de ocho días naturales. 




Los que son de mero conocimiento, o sea, que no contengan recomendaciones que 




deban ser ordenadas o ejecutadas, sin requerirse acuerdo previo, La Presidencia los 




enviará al Archivo de Secretaría a fin de que sean consultados por quien lo requiera. 




CAPITULO XIV 















DISPOSICIONES GENERALES 




ARTÍCULO 106. ELECCIÓN DE JEFATURAS EN EL SENO DE LAS FRACCIONES 




Para la elección de las jefaturas de las Fracciones políticas representadas en el 




Concejo, figura a la que hace alusión este Reglamento en varios acápites, y con el 




objeto de que sea aceptada su representación por éste, deberán acatarse los 




siguientes lineamientos: 




-Los Regidores/as Propietarios o Suplentes deberán haber sido electos por




representación popular, como miembro del partido político a quien se pretende




representar; elección que deberá haber sido así confirmada mediante resolución del




Tribunal Supremo de elecciones.




-Quienes contaran con el derecho a elegir a su jefe de fracción o vocero y




representante ante el Concejo Municipal, deberán ser única y exclusivamente los




miembros de su misma fracción política, electos mediante voto popular, como




representantes del partido para el cual eligen la jefatura de fracción; y nunca bajo




ninguna circunstancia, disidentes de otras fracciones políticas, representadas o no en




el seno del Concejo Municipal.-




ARTÍCULO 107. CEREMONIAL PARA DISTINTOS ACTOS 




Los Regidores y Síndicos, y todo funcionario autorizado que se encuentre en la sala de 




sesiones, usarán el ceremonial de ponerse de pie sólo en los siguientes casos: 




a) Cuando se introduzca el Pabellón Nacional al Plenario Municipal.




b) Cuando se juramente el directorio del Concejo.




c) Cuando se reciban miembros de los Supremos Poderes.




d) En  caso  de  guardar  silencio,  por  el  tiempo  que   establezca  La  Presidencia




Municipal, con motivo del fallecimiento de algún ciudadano funcionario 




Administrativo o miembro del Concejo. 




e) Al hacer ingreso al plenario municipal cualquier persona, ajena a la Institución con




motivo de una audiencia.




f) Cuando se juramenten los Concejos de Distrito, Juntas, Comités y cualquiera otro




organismo nombrado por el Concejo.




ARTÍCULO 108. 




Cuando en el intervalo de clausura y apertura de sesiones ordinarias, quedasen 




asuntos pendientes de un período a otro, deberán conocerse en el siguiente período, 




en el mismo orden que traían. 




ARTÍCULO 109. 




La Comisión de Festejos Cívicos será integrada por el Concejo Municipal en la primera 




sesión del mes de febrero de cada año, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 




treinta y uno inciso d), del Código Municipal, y la Ley No. cuatro mil doscientos 




ochenta y seis, de las Comisiones de Festejos Populares. 















ARTÍCULO 110. 




Quedan derogadas las disposiciones relacionadas con la regulación de la Sesiones del 




Concejo Municipal y/o acuerdos anteriores del Concejo Municipal, en el tanto se le 




opongan. 




ARTÍCULO 111. 




En lo no contemplado por este Reglamento, el Concejo se regirá por las disposiciones 




del Código Municipal, Ley de Administración Financiera, Código Procesal Contencioso 




Administrativo, Ley de Control Interno y demás normativa conexa. 




ARTÍCULO 112. 




Este Reglamento entra a regir a partir del día de su publicación en el Diario La Gaceta, 




según lo dispuesto en el artículo 43 del CM.  




ACUERDO DEFINITIVAMENTE APROBADO 




Geidy Isabel Mena Sánchez Secretaria a.í.—1 vez.—( IN2019385985 ).















La Junta de Gobierno del Colegio de Médicos y Cirujanos de Costa Rica comunica que: En sesión 
ordinaria de Junta de Gobierno del Colegio de Médicos acta Nº 2019-09-11, celebrada el 11 de 
setiembre del 2019, se acordó: 




1 º-. Corregir mediante la publicación de una "Fe de Erratas, en el Diario Oficial La Gaceta" la 
modificación a la comunicación en cuanto a la inclusión de la Especialidad de Genética 
Clínica en la lista de Especialidades reconocidas por el Colegio de Médicos y Cirujanos, 
realizada en el Diario Oficial La Gaceta Nº151 del 05 de agosto de 2015, en la página 36, 
para que se lea de la siguiente manera: 




La Junta de Gobierno del Colegio de Médicos y Cirujanos de Costa Rica, en la sesión 
2015-06-17, del 17 oe junio del 2015 acordó lo siguiente: 




1. Acoger la recomendación de la Dirección Académica del Colegio de Médicos y
Cirujanos de Costa Rica, en la que envía su criterio técnico, informando a esta
Junta que es procedente el reconocimiento de la Genética Clínica como una
especialidad médica, ya que la mayoría de los referentes internacionales
consultados, entre ellos American Board of Medica! Specialties a través del
American Board of Medica! Genetics and Genomics, Accreditation Council far
Gradúate Medica! Education, Australian Medica! Council, Royal College of
Physicians and Surgeons of Canadá, Medical Board of Australia, European Union
of Medica! Specialties, General Medical Council, Chile mediante Decreto No. 57
del 2007, Conselho Federal de Medicina (Consejo Federal de Medicina) de Brasil,
División de Estudios de Posgrado de la Facultad de Medicina de la Universidad
Autónoma de México y en Argentina, Resolución 908/2012 , la reconocen como
tal.




2. Conforme a lo establecido en el artículo �º del Decreto Ejecutivo Nº 37562-S.
"Reglamento de Especialidades y Subespecialidades Médicas", publicado en La
Gaceta Alcance Digital Nº 51 del 18 de marzo Qe 2013, se acuerda incluir la
Especialidad de Genética Clínica en la lista oficial de Especialidades Médicas
reconocida por el ColegiQ de Médicos y Cirujanos.




3. Establecer los siguientes requisitos específicos para la inscripción en la
Especialidad en Genética Clínica.




Artículo.158- Genética Clínica. Requisitos específicos: 




a. Se reconocen como sinónimos de esta Especialidad, el siguiente término:
Genética Médica.




b. Aprobación de dos (2) años en un programa de estudios de posgrado (residencia
médica) en la Especialidad de Pediatría, Ginecología y Obstetricia o Medicina
Interna y la aprobación y acreditación de mínimo dos (2) años en un programa de
estudios de posgrado (residencia médica) en la Especialidad de Genética Clínica,
en un Hospital de Tercer Nivel o Centro Especializado, perteneciente o adscrito a
Lma Universidad.




COLEGIO DE MÉDICOS Y CIRUJANOS DE COSTA RICA
AVISOS




FE DE ERRATAS















Podrán también solicitar la inscripción en esta especialidad, aquellos Médicos y 
Cirujanos que cumplan con la aprobación de mínimo tres (3) años en un programa 
de estudios de posgrado (residencia médica) en la Especialidad de Genética Clínica, 
en un Hospital de Tercer Nivel o Centro Especializado, perteneciente o adscrito a 
una Universidad. 




Este programa de estudios debe contemplar y garantizar como mínimo, aspectos 
teóricos y prácticos en: 




i. Citogenética.
ii. Genética Molecular,
iii. Genética Bioquímica,
iv. Genética Médica.




c. Establecer de carácter obligatorio para los médicos que soliciten la inscripción en
la Especialidad de Genética Clínica, el cl,.lmplimiento de todos los requisitos
establecidos en el Reglamento de Especialidades y Subespecialidades Médicas y
demás legislación relacionada vigente.




2
º




-. Corregir mediante la publicación de una "Fe de Erratas, en el Diario Oficial La Gaceta" la 
modificación a la comunicación en cuanto a la inclusión de la Subespecialidad en Medicina 
Paliativa Pediátrica en la lista de Subespecialidades reconocidas por el Colegio de Médicos y 
Cirujanos, realizada en el Diario Oficial La Gaceta Nº216 del 06 de noviembre de 2015, en la 
página 60, para que se lea de la siguiente manera: 




Artículo 163 - Medicina Paliativa Pediátrica. Requisitos específicos: 




a) Estar debidamente inscrito como Especialista en Pediatría, en el Colegio de
Médicos y Cirujanos.




b) Aprobación de dos (2) años en un programa oe estudios de posgrado (residencia
médica) Subespecialidad en Medicina Paliativa Pediátrica, en un Hospital de
Tercer Nivel o Centro Especializado, perteneciente o adscrito a una Universidad
de reconocido prestigio.




3) Establecer de carácter obligatorio para los médicos que soliciten la inscripción en
la Subespecialidad en Medicina Paliativa Pediátrica, el cumplimiento de todos los
requisitos establecidos en el Reglamento de Especialidades y Subespecialidades
Médicas y legislación relacionada vigente.




3
º




-. Corregir mediante la publicación de una "Fe de Erratas, en el Diario Oficial La Gaceta" la 
modificación a la comunicación en cuanto a la inclusión de la Subespecialidad en Dermatología 
Pediátrica en la lista de Subespecialidades reconocidas por el Colegio de Médicos y Cirujanos, 
realizada en el Diario Oficial La Gaceta Nº 82 del 30 de abril del 2013, en la página 42, para 
que se lea de la siguiente manera: 















La Junta de Gobierno en su sesión ordinaria 2013-02-13 celebrada el 13 de febrero del 
año dos mil trece, con base en el acuerdo 11-1-2013-01-16 de la asamblea general 
extraordinaria 2013-01-16, tomó el acuerdo número ll-24-2013-02-13, que dice: 




1. Incluir a la Subespecialidad de Dermatología Pediátrica en la lista oficial
reconocida por el Colegio de Médicos y Cirujanos; una vez que el Reglamento de
Especialidades y Subespecialidades Médicas, cuente con el aval del Ministerio de
Salud y del Poder Ejecutivo de la República.




2. Establecer de carácter obligatorio para los médicos que soliciten la inscripción en
la Subespecialidad de Dermatología Pediátrica, el cumplimiento de todos los
requisitos establecidos en el Reglamento de Especialidades y Subespecialidades
Médicas y demás legislación relacionada vigente.




3. Establecer los siguientes reql,.lisitos específicos para la inscripción en la
Subespecialidad en Dermatología Pediátrica.




Artículo 161. Dermatología Pediátrica: Requisitos específicos: 




a. Estar debidamente inscrito y acreditado como Especialista en Dermatología o
Pediatría General, ante el Colegio de Médicos y Cirujanos de Costa Rica.




b. Aprobación y acreditación de dos (2) años en un programa de estudios de posgrado
(residencia médica) en la Subespecialidad de Dermatología Pediátrica, en un
Hospital de Tercer Nivel o Centro Especializado, perteneciente o adscrito a una 
Universidad de reconocido prestigio. 




4º-. Corregir mediante la publicación de una "Fe de Erratas, en el Diario Oficial La Gaceta" la 
modificación a la comunicación en cuanto a la inclusión de la Subespecialidad en 
Hematopatología y la Subespecialidad en Glaucoma en la lista de Subespecialidades 
reconocidas por el Colegio de Médicos y Cirujanos, realizada en el Diario Oficial La Gaceta N




º 




245 del 19 de diciembre del 2013, en la página 144, para que se lea de la siguiente manera: 




La Junta de Gobierno en la sesión ordinaria Nº 2013-10-23 celebrada el 23 de octubre 
del 2013, tomó el acuerdo N




º 11-29-2013- 10-23 que dice: 




1. Incluir la Subespecialidad de Hematopatología en la lista oficial reconocida por el
Colegio de Médicos y Cirujanos.




2. Establecer los siguientes requisitos específicos para la inscripción en la
Subespecialidad en Hematopatología. Se reconoce como Subespecialidad de la
Anatomía Patológica.




Artículo.159-Hematopatología. Requisitos específicos: 




a. Estar debidamente inscrito y acreditado como Especialista en Anatomía Patológica,
ante el Colegio de Médicos y Cirujanos de Costa Rica.















b. Establecer de carácter obligatorio para los médicos que soliciten la inscripción en
la Subespecialidad de Hematopatología, el cumplimiento de todos los requisitos
establecidos en el Reglamento de Especialidades y Subespecialidades Médicas y
demás legislación relacionada vigente.




c. Aprobación y acreditación de mínimo un (1) año en un programa de estudios de
posgrado (residencia médica) en la Subespecialidad de Hematopatología, en un
Hospital de Tercer Nivel o Centro Especializado, perteneciente o adscrito a una
Universidad de reconocido prestigio.




La Junta de Gobierno en la sesión ordinaria Nº 2013-11-27 celebrada el 27 de 
noviembre del 2013, tomó el acuerdo Nº l l-35-2013-11-27, que dice: 




Incluir la Subespecialidad en Glaucoma en la lista oficial reconocida por el Colegio de 
Médicos y Cirujanos de Costa Rica, estableciéndose los siguientes requisitos 
específicos: 




Se reconoce como Subespecialidad de la Oftalmología. 




Artículo.162-Glaucoma. Requisitos específicos: 




a. Estar debidamente inscrito y acreditado como Especialista en Oftalmología, ante
el Colegio de Médicos y Cirujanos de Costa Rica.




b. Establecer de carácter obligatorio para los médicos que soliciten la inscripción en
la Subespecialidad en Glaucoma, el cumplimiento de todos los requisitos
establecidos en el Reglamento de Especialidades y Subespecialidades Médicas y
demás legislación relacionada vigente.




c. Aprobación y acreditación de un (1) año en un programa de estudios de posgrado
(residencia médica) en la Subespecialidad en Glaucoma en un Hospital de Tercer
Nivel o Centro Especializado, perteneciente o adscrito a una Universidad de 
reconocido prestigio. 




5º-. Reformar el artículo 11 y 65, del Decreto Ejecutivo Nº 37562-S- del e de enero de 2013, 
publicado en La Gaceta Nº 54 al Alcance Digital Nº 51 del 18 de marzo de 2013, "Reglamento 
de Especialidades y Subespecialidades Médicas" para que en lo sucesivo se lean de la 
siguiente manera: 




Artículo 11º .- El Colegio de Médicos y Cirujanos de Costa Rica, reconoce las 
siguientes Especialidades Médicas: 




ESPECIALIDAD MÉDICA 




Acupuntura. 




Administración de Servicios de Salud 




REQUISITOS 
ESPECÍFICOS PARA 




LA INSCRIPCIÓN 




Artículo No.12 




Artículo Nº 160 















Alergología Clínica. 




Anatomía Patológica. 




Anestesiología y Recuperación. 




Cardiología. 




Cirugía Craneomaxilofacial. 




Cirugía de Tórax y Cardiovascular. 




Cirugía General. 




Cirugía Pediátrica. 




Cirugía Plástica, Reconstructiva y 
Estética. 




Cirugía Torácica General. 




Dermatología. 




Endocrinología. 




Epidemiología de Campo 




Foniatría-Audiología. 




Gastroenterología. 




Genética Clínica 




Genética Humana. 




Geriatría y Gerontología 




Ginecología y Obstetricia. 




Hematología. 




Homeopatía. 




lnfectología. 




Informática Médica. 




Inmunología Clínica. 




Medicina Aeroespacial 




Medicina Crítica y Terapia Intensiva. 




Medicina de Emergencias. 




Medicina del Deporte. 




Medicina del Trabajo. 




Medicina Extracorpórea. 




Medicina Familiar y Comunitaria. 




Medicina Física y Rehabilitación. 




Medicina Hiperbárica. 




Medicina Interna. 




Medicina Legal. 




Medicina Nuclear. 




Medicina Paliativa en Adultos. 




Medicina Preventiva y Salud Pública 




Medicina Tropical. 




Nefrología. 




Neumología. 




Neurocirugía. 




Neurología. 




Nutriología Clínica 




Artículo No.13 




Artículo No.14 




Artículo No. 15 




Artículo No. 16 




Artículo No. 17 




Artículo No. 18 




Artículo No. 19 




Artículo No. 20 




Artículo No. 21 




Artículo No. 22 




Artículo No. 23 




Artículo No. 24 




Artículo Nº 146 




Artículo No. 25 




Artículo No. 26 




Artículo Nº 158 




Artículo No. 27 




Artículo No. 28 




Artículo No. 29 




Artículo No. 30 




Artículo No. 31 




Artículo No. 32 




Artículo No. 33 




Artículo No. 34 




Artículo Nº 148 




Artículo No. 35 




Artículo No. 36 




Artículo No. 37 




Artículo No. 38 




Artículo No. 39 




Artículo No. 40 




Artículo No. 41 




Artículo No. 42 




Artículo No. 43 




Artículo No. 44 




Artículo No. 45 




Artículo No. 46 




Artículo Nº 150 




Artículo No. 47 




Artículo No. 48 




Artículo No. 49 




Artículo No. 50 




Artículo No. 51 




Artículo No. 142 















Oftalmología. 




Oncología Médica. 




Oncología Quirúrgica. 




Ortopedia y Traumatología. 




Otorrinolaringología. 




Patología Forense. 




Pediatría. 




Psiquiatría General. 




Radiología e Imágenes Médicas. 




Radioterapia. 




Reumatología. 




Urología. 




Vascular Periférico. 




Artículo No. 52 




Artículo No. 53 




Artículo No. 54 




Artículo No. 55 




Artículo No. 56 




Artículo No. 57 




Artículo No. 58 




Artículo No. 59 




Artículo No. 60 




Artículo No. 61 




Artículo No. 62 




Artículo No. 63 




Artículo No. 64 




Artículo 65º .- El Colegio de Médicos y Cirujanos de Costa Rica, reconoce las 
siguientes Subespecialidades Médicas. 




SUBESPECIALIDAD 




Subespecialidades de la Anatomía 
Patológica 
Citopatología. 




Patología Pediátrica. 




Hematopatología 




Dermatopatología 




Subespecialidades de la Anestesiología 
Anestesiología Cardiovascular y Torácica. 




Anestesiología Pediátrica. 




Clínica y Terapia del Dolor. 




Anestesia regional basada en la Anatomía 




Subespecialidades de la Cardiología 
Cardiología Intervencionista y Hemodinamia. 




Cardiología Pediátrica. 




Electrofisiología Cardiaca. 




Subespecialidad de la Dermatología 
Dermatología Pediátrica 




Dermatopatología. 




Cirugía Dermatológica. 




Subespecialidades de la Cirugía General 
Cirugía Gastroenterológica. 




REQUISITOS 
ESPECÍFICOS PARA LA 




INSCRIPCIÓN 




Artículo No. 66 




Artículo No. 68 




Artículo No. 69 




Artículo No.159 




Artículo No. 67 




Artículo No. 70 




Artículo No. 71 




Artículo No. 72 




Artículo No. 73 




Artículo Nº 152 




Artículo No. 73 




Artículo No. 74 




Artículo No. 104 




Artículo No. 76 




Artículo No. 67 




Artículo No. 161 




Artículo No. 67 




Artículo No. 141 




Artículo No. 78 




Artículo No. 79 















Coloproctología. 
Cirugía de Trauma 




Subespecialidad de la Cirugía Pediátrica 




Oncología Quirúrgica Pediátrica. 
Cirugía de Trauma 




Subespecialidades de Gastroenterología 




Hepatología 




Subespecialidades de la Ginecología y 
Obstetricia 




Ginecología Endocrinológica. 
Ginecología Oncológica. 
Medicina Materno Fetal. 
Medicina Reproductiva. 
Ginecología Urológica 




Subespecialidad de la Medicina de 
Emergencias 




Medicina de Emergencias Pediátricas. 




Subespecialidades de la Neurocirugía 




Neurocirugía Pediátrica 
Neuro-Oncología. 
Cirugia de Columna Vertebral 




Subespecialidades de la Oftalmología 




Cirugía Oculoplástica, Vía Lagrimal y Órbita. 
Oftalmología Pediátrica. 
Retina y Vítreo. 
Uveítis. 
Glaucoma 




Subespecialidad de la Otorrinolaringología 




Otorrinolaringología Pediátrica 




Subespecialidad de la Ortopedia y 
Traumatología 




Ortopedia y Traumatología Infantil 
Cirugía de Columna Vertebral 
Medicina Deportiva Ortopédica 
Ortopedia Oncológica 
Cirugía de cadera y pelvis 




Artículo No. 80 
Artículo No. 147 




Artículo No. 81 
Artículo No. 82 




Artículo No. 147 




Artículo No. 154 




Artículo No. 83 
Artículo No. 84 
Artículo No. 85 
Artículo No. 86 
Artículo No. 87 




Artículo No. 137 




Artículo No. 88 
Artículo No. 89 




Artículo No. 90 
Artículo No.91 
Artículo No. 92 
Artículo No.149 




Artículo No. 93 
Artículo No. 94 
Artículo No. 95 
Artículo No.96 
Artículo No. 97 
Artículo No. 162 




Artículo No. 98 
Artículo No. 99 




Artículo No. 100 
Artículo No. 101 
Artículo No. 149 
Artículo No. 143 
Artículo No. 153 
Artículo No. 155 















Subespecialidades de la Pediatría 




Adolescencia y Medicina del Desarrollo. 




Cardiología Pediátrica. 




Endocrinología Pediátrica. 




Gastroenterología Pediátrica. 




Genética Infantil 




Hematología Pediátrica. 




lnfectología Pediátrica. 




Medicina Crítica Pediátrica. 




Medicina de Emergencias Pediátricas. 




Nefrología Pediátrica. 




Neonatología. 




Neumología Pediátrica. 




Neurología Pediátrica. 




Oncología Médica Pediátrica. 




Pediatría del Desarrollo. 




Radioterapia Pediátrica. 




Medicina del Adolescente 




Medicina Paliativa Pediátrica 




Subespecialidades de la Psiquiatría. 




Psiquiatría Comunitaria y Rehabilitación. 




Psiquiatría de Adicciones. 




Psiquiatría de lnterconsultas y Enlace. 




Psiquiatría de Niños y Adolescentes. 




Psiquiatría Folklórica. 




Psiquiatría Forense. 




Psiquiatría Geriátrica. 




Neuropsiquiatría 




Subespecialidades de la Radiología e 
Imágenes Médicas. 




Imágenes de Mamas. 




Neuroradiología. 




Oncoradiología. 




Osteomuscular. 




Radiología Intervencionista. 




Radiología Pediátrica. 




Radiología Torácica. 




Subespecialidad de la Radioterapia. 




Radioterapia Pediátrica. 




Subespecialidades de la Urología. 




Urología Pediátrica 




Artículo No. 102 




Artículo No. 103 




Artículo No. 104 




Artículo No. 105 




Artículo No. 106 




Artículo No. 107 




Artículo No. 108 




Artículo No. 109 




Artículo No. 11 O 




Artículo No. 111 




Artículo No. 112 




Artículo No. 113 




Artículo No. 114 




Artículo No. 115 




Artículo No. 116 




Artículo No. 117 




Artículo No. 118 




Artículo No. 145 




Artículo No. 163 




Artículo No 119 




Artículo No 120 




Artículo No 121 




Artículo No 122 




Artículo No 123 




Artículo No 124 




Artículo No 125 




Artículo No 126 




Artículo No 11 � 




Artículo No. 127 




Artículo No. 128 




Artículo No. 129 




Artículo No. 130 




Artículo No. 131 




Artículo No. 132 




Artículo No. 133 




Artículo No. 134 




Artículo No. 135 




Artículo No. 136 




Artículo No. 137 




Artículo No. 138 















Ginecología Urológica 




Urología Oncológica 




Subespecialidad de la 
Neurología y Radiología 
Médicas. 




Neurocirugía, 
e Imágenes 




Neuroradiología Quirúrgica Endovascular 




Subespecialidad en Medicina Familiar 




Medicina Adolescente 




Artículo No. 137 




Artículo No. 156 




Artículo No. 138 




Artículo No. 138 




Artículo No. 144 




Artículo No. 145 




Dr. Carlos Escalante Ugalde, Vicepresidente.—1 vez.—( IN2019385808 ).
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RV: Solicitud de información - Informe en cumplimiento de la Convención sobre los Derechos del Niño

		From

		Damaris Vargas Vásquez

		To

		Jorge Olaso Alvarez; Melissa Benavides Víquez; asanchez@conapdis.go.cr; Francisco Azofeifa Murillo; ericka.alvarez@mtss.go.cr; Gabriela Abarca Morán; Manuel Hidalgo Flores; Sandra Pizarro Gutiérrez; Roxana Gómez Barquero; Maria Felicia Zoch Badilla; Nelda Beatriz Jimenez Rojas; Waiman Hin Herrera; Olga Guerrero Cordoba; Orlando Castrillo Vargas; Yorleny Ferreto Solano; Franz Vega Zúñiga; Wilbert Kidd Alvarado; Flor Gamboa Ulate; Alba Gutiérrez Villalobos; Vanessa Villalobos Montero; Daisy Quesada Guerrero; Walter Alvarado Arias

		Cc

		Yasmin Marchena Espinoza; Roxana Gómez Barquero; Acceso a la Justicia

		Recipients

		jolaso@Poder-Judicial.go.cr; mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr; asanchez@conapdis.go.cr; fazofeifa@conapdis.go.cr; ericka.alvarez@mtss.go.cr; fabarcam@Poder-Judicial.go.cr; mhidalgof@Poder-Judicial.go.cr; spizarro@Poder-Judicial.go.cr; rgomezb@Poder-Judicial.go.cr; mzoch@Poder-Judicial.go.cr; nbjimenez@Poder-Judicial.go.cr; whin@Poder-Judicial.go.cr; oguerrero@Poder-Judicial.go.cr; ocastrillo@Poder-Judicial.go.cr; yferreto@Poder-Judicial.go.cr; fvegaz@Poder-Judicial.go.cr; wkidd@Poder-Judicial.go.cr; fgamboa@conapdis.go.cr; agutierrezv@poder-judicial.go.cr; vvillalobos@Poder-Judicial.go.cr; dquesadag@Poder-Judicial.go.cr; walvarado@Poder-Judicial.go.cr; ymarchena@Poder-Judicial.go.cr; rgomezb@Poder-Judicial.go.cr; accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr



Buenos días.



Traslado para su conocimiento y remisión de aportes a más tardar el próximo jueves 7 de noviembre.



 



Damaris Vargas Vásquez



 



De: Katherine Salazar Duarte <ksalazard@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: lunes, 04 de noviembre de 2019 04:14 p.m.
Para: Ariana Céspedes López <acespedesl@Poder-Judicial.go.cr>; ali.garcia@ucr.ac.cr; Alba Gutiérrez Villalobos <agutierrezv@poder-judicial.go.cr>; Carlos Romero Rivera <cromero@poder-judicial.go.cr>; Ericka Chavarría Astorga <echavarriaa@Poder-Judicial.go.cr>; Erick Alfaro Romero <ealfaror@Poder-Judicial.go.cr>; geyner.blanco@presidencia.go.cr; vvaras@inamu.go.cr; Jean Carlo Monge Madrigal <jmongema@Poder-Judicial.go.cr>; Ligia Jeannette Jiménez Zamora <ljimenezz@Poder-Judicial.go.cr>; marcos.guevara@ucr.ac.cr; mherrera@dhr.go.cr; Sandra Pizarro Gutiérrez <spizarro@Poder-Judicial.go.cr>; Vanessa Villalobos Montero <vvillalobos@Poder-Judicial.go.cr>; Yorleny Ferreto Solano <yferreto@Poder-Judicial.go.cr>; CONAMAJ - Participación Ciudadana <conamaj-pciudadana@Poder-Judicial.go.cr>; Katherine Salazar Duarte <ksalazard@Poder-Judicial.go.cr>; Marlen Vargas Benavides <mvargasb@Poder-Judicial.go.cr>; Deykell Graham Gordon <dgraham@Poder-Judicial.go.cr>; Aida Cristina Sinclair Myers <asinclair@Poder-Judicial.go.cr>; Joselyn Bright Campos <jbrightc@Poder-Judicial.go.cr>; Jazmín Orozco Arias <jorozco@Poder-Judicial.go.cr>; Hulda Chinchilla Rizo <hchinchilla@Poder-Judicial.go.cr>; Mayela Pérez Delgado <mperezd@Poder-Judicial.go.cr>; diana.s.a@gmail.com; Amelia Robinson Molina <arobimoli@Poder-Judicial.go.cr>; Alejandra García Sánchez <agarcias@Poder-Judicial.go.cr>; samotec.arthur@gmail.com; Songhay White Curling <swhite@Poder-Judicial.go.cr>; Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Maria Felicia Zoch Badilla <mzoch@Poder-Judicial.go.cr>; Wilbert Kidd Alvarado <wkidd@Poder-Judicial.go.cr>; 'cescotofer@gmail.com'; Manuel Hidalgo Flores <mhidalgof@Poder-Judicial.go.cr>; Nelda Beatriz Jimenez Rojas <nbjimenez@Poder-Judicial.go.cr>; Roxana Arrieta Meléndez <rarrieta@Poder-Judicial.go.cr>; Olga Guerrero Cordoba <oguerrero@Poder-Judicial.go.cr>; Waiman Hin Herrera <whin@Poder-Judicial.go.cr>; fazofeifa@conapdis.go.cr; 'asanchez@conapdis.go.cr'; olepiz@dhr.go.cr; Mayela Pérez Delgado <mperezd@Poder-Judicial.go.cr>; Evelyn Chavarría Brenes <echavarria@Poder-Judicial.go.cr>; Orlando Castrillo Vargas <ocastrillo@Poder-Judicial.go.cr>; Franz Vega Zúñiga <fvegaz@Poder-Judicial.go.cr>; Edgar Madrigal Ramirez <EMadrigal@Poder-Judicial.go.cr>; Yorleny Ferreto Solano <yferreto@Poder-Judicial.go.cr>; asolera@dhr.go.cr; enlacevital@gmail.com; lsanchez@hivos.org; Laura Marcela Arias Guillen <lariasgu@Poder-Judicial.go.cr>; Maricel María Gomez Murillo <mgomezmu@Poder-Judicial.go.cr>; Javier Sandoval Leal <jsandoval@Poder-Judicial.go.cr>; William Aragón Garita <waragon@Poder-Judicial.go.cr>; Miguel Arroyave Vélez <marroyave@Poder-Judicial.go.cr>; Yorleny Ferreto Solano <yferreto@Poder-Judicial.go.cr>; Cindy Campos Coto <ccampos@Poder-Judicial.go.cr>; lhernang@ccss.sa.cr; flor.murillo@misalud.go.cr; lchavesc57@gmail.com; Malberth Chaves Sanabria <mchavess@Poder-Judicial.go.cr>; moraryo@gmail.com; Ericka Chavarría Astorga <echavarriaa@Poder-Judicial.go.cr>; Mayela Pérez Delgado <mperezd@Poder-Judicial.go.cr>; Gabriel Quirós Calderón <gquirosc@Poder-Judicial.go.cr>; Karla Vanessa Sancho Vargas <ksancho@Poder-Judicial.go.cr>; Rebeca Ferrero Villa <rferrero@Poder-Judicial.go.cr>; Jorge Alejandro Araya Aguilar <jarayaag@Poder-Judicial.go.cr>; Rodolfo Brenes Blanco <rbrenesb@Poder-Judicial.go.cr>; Ruth Bermúdez Molina <rbermudez@Poder-Judicial.go.cr>; Ericka Chavarría Astorga <echavarriaa@Poder-Judicial.go.cr>; Diana Montero Montero <dmonterom@Poder-Judicial.go.cr>; Omar Jiménez Madrigal <ojimenez@Poder-Judicial.go.cr>; Yerma Campos Calvo <ycampos@Poder-Judicial.go.cr>; Sandra Pizarro Gutiérrez <spizarro@Poder-Judicial.go.cr>; Alba Gutiérrez Villalobos <agutierrezv@poder-judicial.go.cr>; Marcela Allon Zuñiga <mallon@Poder-Judicial.go.cr>; gsilesky@gmail.com; Ingrid Bermudez Vindas <ibermudez@Poder-Judicial.go.cr>; Rafael Segura Bonilla <rsegurab@Poder-Judicial.go.cr>; Marianela Corrales Pampillo <mcorrales@Poder-Judicial.go.cr>; Orlando Vargas Chacón <ovargasc@Poder-Judicial.go.cr>; Patricia Solano Castro <psolano@Poder-Judicial.go.cr>; Laura Marcela Arias Guillen <lariasgu@Poder-Judicial.go.cr>; Lucia Rebeca Sanchez Mora <lsanchezmo@poder-judicial.go.cr>; Sergio Munera Chavarria <smunera@Poder-Judicial.go.cr>; Minor Rojas Morales <mirojas@Poder-Judicial.go.cr>; Xinia Fernández Vargas <xfernandezv@Poder-Judicial.go.cr>; Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Solicitud de información - Informe en cumplimiento de la Convención sobre los Derechos del Niño
Importancia: Alta



 



Personas Integrantes 



Subcomisiones de Acceso a la Justicia de Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad 



 



Estimadas Personas Integrantes: 



 



Reciban un respetuoso saludo. Por medio de la presente, se les informa para su estimable conocimiento el correo remitido el día de hoy por la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales y su documentación adjunta. Asimismo se les solicita de la manera más respetuosa, remitir sus aportes a más tardar el próximo jueves 7 de noviembre por este medio.



 



 







 



República de Costa Rica



Poder Judicial



Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales



4 de noviembre de 2019



Señor 



Jorge Olaso Álvarez 



Coordinador  



Comisión de Acceso a la Justicia 



Presente 



 



Estimado señor:



 



Reciba un cordial saludo.  Con instrucciones de la señora Karen Leiva Chavarría, Jefa de esta oficina, me es grato dirigirme a usted muy respetuosamente, en ocasión de hacer de su estimable conocimiento del Patronato Nacional de la Infancia, para dar respuesta a la “Lista de cuestiones relativa a los informes periódicos quinto y sexto combinados de Costa Rica”.



 



Lo anterior, en el marco del cumplimiento de la Convención sobre los Derechos del Niño, ratificada por el país en 1990 y como parte del proceso de presentación del Informe por parte del Estado,  correspondiente a los periódicos V y VI combinados de Costa Rica ante el Comité de los Derechos del Niño, que fue elaborado durante el año 2016 (Se adjunta y sus anexos).



 



Para este fin, se confeccionó un formulario en Excel denominado “Formulario Estadísticas CD!’!”, el cual indica los datos estadísticos que se requiere sean brindados por la institución que usted representa y contiene las instrucciones para su llenado.



 



Por ello. solicitamos muy respetuosamente remitir el “Formulario Estadísticas CDN’~ así como los documentos, bases de datos o archivos adjuntos que aporten los datos estadísticos solicitados, a más tardar el día viernes 8 de noviembre, a los correos electrónicos: amorac@poder-juidicial.go.cr , con copia al correo ocri@poder-judicial.go.cr 



 



Agradecemos de antemano la valiosa atención que pueda brindar a la presente comunicación y quedamos a total disposición ante cualquier consulta.



 



Con las muestras de mi más alta consideración y estima,



 







 



Muchas gracias por su atención,







 



 



 



 





smime.p7m

Buenos días.



Traslado para su conocimiento y remisión de aportes a más tardar el próximo jueves 7 de noviembre.



 



Damaris Vargas Vásquez



 



De: Katherine Salazar Duarte <ksalazard@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: lunes, 04 de noviembre de 2019 04:14 p.m.
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Asunto: Solicitud de información - Informe en cumplimiento de la Convención sobre los Derechos del Niño
Importancia: Alta





 



Personas Integrantes 



Subcomisiones de Acceso a la Justicia de Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad 



 



Estimadas Personas Integrantes: 



 



Reciban un respetuoso saludo. Por medio de la presente, se les informa para su estimable conocimiento el correo remitido el día de hoy por la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales y su documentación adjunta. Asimismo se les solicita de la manera más respetuosa, remitir sus aportes a más tardar el próximo jueves 7 de noviembre por este medio.
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República de Costa Rica



Poder Judicial



Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales



4 de noviembre de 2019



Señor 



Jorge Olaso Álvarez 



Coordinador  



Comisión de Acceso a la Justicia 



Presente 



 



Estimado señor:



 



Reciba un cordial saludo.  Con instrucciones de la señora Karen Leiva Chavarría, Jefa de esta oficina, me es grato dirigirme a usted muy respetuosamente, en ocasión de hacer de su estimable conocimiento del Patronato Nacional de la Infancia, para dar respuesta a la “Lista de cuestiones relativa a los informes periódicos quinto y sexto combinados de Costa Rica”.



 



Lo anterior, en el marco del cumplimiento de la Convención sobre los Derechos del Niño, ratificada por el país en 1990 y como parte del proceso de presentación del Informe por parte del Estado,  correspondiente a los periódicos V y VI combinados de Costa Rica ante el Comité de los Derechos del Niño, que fue elaborado durante el año 2016 (Se adjunta y sus anexos).



 



Para este fin, se confeccionó un formulario en Excel denominado “Formulario Estadísticas CD!’!”, el cual indica los datos estadísticos que se requiere sean brindados por la institución que usted representa y contiene las instrucciones para su llenado.



 



Por ello. solicitamos muy respetuosamente remitir el “Formulario Estadísticas CDN’~ así como los documentos, bases de datos o archivos adjuntos que aporten los datos estadísticos solicitados, a más tardar el día viernes 8 de noviembre, a los correos electrónicos: amorac@poder-juidicial.go.cr , con copia al correo ocri@poder-judicial.go.cr 



 



Agradecemos de antemano la valiosa atención que pueda brindar a la presente comunicación y quedamos a total disposición ante cualquier consulta.



 



Con las muestras de mi más alta consideración y estima,
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Muchas gracias por su atención,



[image: cid:bfee55f9-73ed-488b-994e-bb8de3b43082]



 



 



 



 










Katherine Salazar Duarte
Unidad de Acceso a la Justicia
Poder Judicial de Costa Rica
Tel: (506) 2295 3874






















W0,  Lic. cAleis Hlfora Cambrencro
o iy
koo Conporacny Peoonesblmacrais

'%f; Py
ol oo TS

e

















Instrucciones







												INSTRUCCIONES



												Con el fin de cumplir con las obligaciones internacionales adquiridas por el país con la ratificación de la Convención sobre los Derechos del Niño en 1990 y como parte del proceso de presentación del Informe País correspondiente a los informes periódicos V y VI combinados de Costa Rica ante el Comité de los Derechos del Niño, que fue elaborado durante el año 2016, se le solicita brindar la información requerida para la preparación del documento de respuesta a la “Lista de cuestiones relativa a los informes periódicos quinto y sexto combinados de Costa Rica".



												INSTRUCCIONES GENERALES 



												1. Completar la Hoja 2 "Formulario Estadísticas CDN" sin dejar espacios en blanco. 
2. En caso que el Departamento/Unidad/Oficina/Gerencia considere que lo consultado no es de su competencia, indicar "No aplica" y justificar el motivo. 
3. El Departamento/Unidad/Oficina/Gerencia deberá completar y enviar un único archivo Excel que deberá contener la información solicitada en la Hoja 2 "Formulario Estadísticas CDN".
4. Remitir el archivo en Excel "Formulario Estadísticas CDN" con la información solicitada al correo karolinardz@gmail.com a más tardar el lunes 11 de noviembre de 2019.
5. En caso de alguna duda o consulta puede contactar a Karolina Rodríguez al teléfono 8341-3948 o al correo karolinardz@gmail.com								.



												INSTRUCCIONES ESPECÍFICAS PARA EL LLENADO FORMULARIO INFORME ESTADÍSTICAS CDN (HOJA 2)



												
1. El  "Formulario Estadísticas CDN" se ubica en la segunda hoja del Excel e indica la información estadística que se requiere sea brindada por el Departamento/Unidad/Oficina/Gerencia.
2. Adjuntar los documentos, bases de datos o archivos que aporten los datos estadísticos solicitados. Estos se enviarán como archivos adjuntos al "Formulario Estadísticas CDN". 
3. Completar en el "Formulario Estadísticas CDN" la información de las columnas G y H, en referencia al dato estadístico solicitado en la columna E.
4. En la columna F, como apoyo para la búsqueda de los datos estadísticos, se cita la referencia (capítulo N°, página N°, párrafo N°) al "V y VI Informes periódicos de Costa Rica" y sus anexos, como alusión a lo informado por el país en el año 2016 sobre el dato en concreto.




												A continuación se describe los solicitado en cada columna del "Formulario Estadísticas CDN":



												COLUMNA				DESCRIPCIÓN



												Nombre del archivo adjunto que contiene las estadísticas				Indicar el nombre del archivo que contiene los datos sobre el indicador o la estadística solicitada. El archivo  debe enviarse como adjunto al "Formulario Estadísticas CDN" completo. 



												Observaciones				Este espacio se encuentra disponible para que pueda precisar comentarios o especificaciones adicionales sobre el dato estadístico solicitado. Estos comentarios pueden relacionarse con la ubicación específica del dato en el archivo adjunto, su medición, o cualquier otro detalle adicional que la institución considere relevante aclarar. 



































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































Formulario Estadísticas CDN







				Con el fin de cumplir con las obligaciones internacionales adquiridas por el país con la ratificación de la Convención sobre los Derechos del Niño en 1990 y como parte del proceso de presentación del Informe País correspondiente a los informes periódicos V y VI combinados de Costa Rica ante el Comité de los Derechos del Niño, que fue elaborado durante el año 2016, se le solicita brindar la información requerida para la preparación del documento de respuesta a la “Lista de cuestiones relativa a los informes periódicos quinto y sexto combinados de Costa Rica".																								Lista de cuestiones relativa a los informes periódicos quinto y sexto combinados de Costa Rica
Comité de los Derechos del Niño (CRC)
Organización de las Naciones Unidas (ONU)



				#				Institución				Cod.Preg				Cod.Dato				Indicador o estadística solicitada				Alusión al tema en "V y VI Informes periódicos de Costa Rica"				Nombre del archivo adjunto que contiene las estadísticas				Observaciones



				1				PJ				23				112				Total de capacitaciones en materia de explotación sexual comercial, dirigida a sus funcionarios (policías, OIJ y fiscales), entre los años 2005-2018. 				(Anexo 9. 40. y 41.5)



				2				PJ				4.2.				-				Total de capacitaciones dirigidas a funcionarios judiciales sobre la Ley 9406 de 2017 que protege a las niñas y adolescentes en relaciones abusivas, entre los años 2016 -2018.
				Cap. 2, p. 13, párr. 1
Anexo 2.22) 1)




















































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































Oculto1



								Mapeo de instituciones



								CCSS



								CONAPDIS



								DGME



								FONABE



								IAFA



								IFAM



								IMAS



								INA



								INEC



								MCJ



								MEP



								MIDEPLAN



								MJP



								MP



								MS



								MSP



								MTSS



								PJ



								REGISTRO CIVIL











								MIDEPLAN







								MJP



								MP



								MRREE







								MSP







								PANI



								PJ







								MINAE





















 




 
Convención sobre los Derechos del Niño 




V y VI Informes Periódicos 




Costa Rica 




 




1 
 




ÍNDICE 
 




Descripción Página 




Acrónimos 2 




Presentación  2 




Aclaración  3 




CAPITULO 1:  MEDIDAS GENERALES DE APLICACIÓN 3 




Apartado 1.18. 3 




Apartado 1.19. a) - i). 3 




Apartados 1. 20) y 21).  11 




CAPITULO 2: DEFINICIÓN DE NIÑO 12 




Apartado 2. 22 12 




CAPITULO 3: PRINCIPIOS GENERALES 13 




Apartados 23. y 24. No discriminación 13 




Apartados 23. y 25) Interés Superior del Niño.  17 




Apartado 23) y 26) Derecho a la vida, a la supervivencia y al desarrollo. 18 




Apartados 23) y 27) Respeto por la opinión del niño. 20 




CAPITULO 4: DERECHOS Y LIBERTADES CIVILES 22 




Apartados 28) y 29).  22 




CAPITULO 5: VIOLENCIA CONTRA EL NIÑO 25 




Apartado 30. a)- f) y 31.  25 




CAPITULO 6: ENTORNO FAMILIAR Y MODALIDADES ALTERNATIVAS DE CUIDADO 28 




Apartados 6. 32. a) – j) y 33. 28 




CAPITULO 7: DISCAPACIDAD, SALUD BÁSICA Y BIENESTAR 31 




Apartado 7. 34.  31 




Apartados 7. 35. 36. y 37. 33 




CAPITULO 8: EDUCACIÓN, ESPARCIMIENTO Y ACTIVIDADES CULTURALES 36 




Apartado 8. 38. y 39.  36 




CAPITULO 9: MEDIDAS ESPECIALES DE PROTECCIÓN 39 




Apartados 9. 40. y 41. 39 




CAPITULO 10: SEGUIMIENTO DEL PROTOCOLO FACULTATIVO DE LA CONVENCIÓN 
SOBRE LOS DERECHOS DEL NIÑO RELATIVO A LA VENTA DE NIÑOS, LA 
PROSTITUCIÓN INFANTIL Y LA UTILIZACIÓN DE LOS NIÑOS EN LA PORNOGRAFÍA 




42 




Apartado 10. 42.  42 




CAPITULO 11: SEGUIMIENTO DEL PROTOCOLO FACULTATIVO DE LA CONVENCIÓN 
SOBRE LOS DERECHOS DEL NIÑO RELATIVO A LA PARTICIPACIÓN DE LOS NIÑOS 
EN CONFLICTOS ARMADOS 




43 




Apartado 11. 43.  43 




 
 
 
 















 




 
Convención sobre los Derechos del Niño 




V y VI Informes Periódicos 




Costa Rica 




 




2 
 




ACRÓNIMOS 
(Ver Anexo 1.) 
 




PRESENTACIÓN 
 
Después de muchos meses de un arduo trabajo, primero de localización y luego de sistematización de la 
información procedente de un importante número de instituciones, nos permitimos presentar el V y VI 
Informe de País ante el Comité de los Derechos del Niño. 
Este Informe contiene  en forma muy resumida,   por las limitaciones impuestas por la guía establecida para 
su elaboración, los avances que las instituciones públicas han logrado en materia de cumplimiento de los 
derechos de las personas menores de edad,  particularmente los  señalados en el documento de 
Recomendaciones al País,  resultado de informes anteriores presentados por Costa Rica. 
El Estado costarricense y en especial,   las dos últimas administraciones, sobre cuyo trabajo se reporta en 
este informe,    han venido realizando importantes esfuerzos, no solamente en el marco normativo y 
legislativo, sino también en la implementación de iniciativas y programas dirigidos a atender a las 
poblaciones más vulnerables, tal y como se describe en las páginas siguientes.    
Algunos de los desafíos continúan ameritando particular atención,  dadas las condiciones específicas del 
Estado costarricense,  por su topografía,  que por ejemplo dificulta el acceso de algunos grupos 
poblacionales a los servicios,  como también otros aspectos sociales y culturales,  como la migración,  que 
introducen nuevos retos para el país.   A pesar de estos factores intervinientes,   se estima que en los 
últimos años, Costa Rica ha logrado mantener un ritmo de avance constante, que está marcado en una ruta 
clara a la que todas las instituciones se han adherido, ésta es la Agenda Nacional de Niñez y Adolescencia 
2015-2020, que con sus más de 180 metas en todas las áreas, representa la brújula que todos debemos 
seguir. 
Por otra parte,  trabajamos arduamente, con el apoyo de UNICEF,  en la reconfiguración del Sistema 
Nacional de Protección Integral,  sobre el cual ya se han realizado múltiples propuestas,  para las cuales se 
gestionan actualmente recursos frescos;  particularmente en lo que se refiere al nivel local,  donde los 
esfuerzos y los desafíos deben abordarse en forma integral e inter-sectorial.    
Además, el gobierno ha impulsado nuevos programas como Puente al Desarrollo, ha fortalecido otros como 
la Red de Cuido, todos ellos con el seguimiento y la participación activa del Consejo Presidencial Social y 
del Consejo de la Niñez y la Adolescencia.  El Patronato Nacional de la Infancia, por su parte y  como ente 
líder en la temática,   se orienta hacia el respeto del paradigma de la protección integral,  centrando su 
accionar en la promoción,  educación y la prevención, para evitar las vulneraciones de derechos que tanto 
afectan a las personas menores de edad y a sus familias. 
Cómo lo señaló la Sra. Eleanor Roosevelt hace muchas décadas, “los derechos de los niños y las niñas, 
empiezan en los lugares pequeños, cerca de casa, tan cerca y tan pequeños que no pueden verse en los 
mapas del mundo… A menos que esos derechos signifiquen algo ahí, tendrán poco significado en ningún 
otro sitio”. 




 
 




Ana Teresa León Sáenz 
Presidenta Ejecutiva 




Patronato Nacional de la Infancia 















 




 
Convención sobre los Derechos del Niño 




V y VI Informes Periódicos 




Costa Rica 




 




3 
 




ACLARACIÓN: 
 
Este es un informe descriptivo que detalla las acciones que los distintos poderes e instituciones de la 
República, consideran han ejecutado y están desarrollando, para dar cumplimiento a las observaciones y 
recomendaciones efectuadas por el Comité de los Derechos del Niño a los Informes periódicos sobre el 
cumplimiento de la Convención y sus Protocolos Facultativos elaborados por Costa Rica.  El informe se 
elaboró durante el año 2016, por tanto, contiene información correspondiente al período 2011 – 2015.   
 




CAPITULO 1: 
MEDIDAS GENERALES DE APLICACIÓN 




 
Apartado 1.18.   
 
No existen reservas, ni declaraciones específicas realizadas por el Estado Costarricense.  Costa Rica abolió 
el ejército el 1 de diciembre de 1948, por tanto, no existen fuerzas armadas, ni reclutamiento de ningún tipo 
en el país (Ver Anexo 1.18. 1). 
 
   
Apartado 1.19. a) - i). 
Observaciones y recomendaciones 7-8-9-10-11-12-13-14-17-18-19-20-21-87-88.  
 
Costa Rica ha generado una enorme gama de normativa que responde a los preceptos regulados en la 
Convención, así como a otros instrumentos internacionales de Derechos Humanos de los Niños y las Niñas 
(Ver Anexo 1. 19. 1).  El marco normativo actual ha sido creado para generar las herramientas legales, 
jurídicas, financieras y organizacionales básicas, que permitan garantizar la aplicación efectiva de los 
preceptos convencionales en el país.  Consecuentemente, los esfuerzos de país en la materia se están 
encausando, no solo para  generar la normativa ausente, sino para resolver las debilidades en la 
sensibilización de la ciudadanía sobre la normativa vigente y las dificultades para su aplicación operativa 
real, eficiente y efectiva.  




El organismo gubernamental responsable de coordinar la aplicación de la Convención y sus Protocolos 
facultativos en Costa Rica, es el Consejo Nacional de la Niñez y la Adolescencia (CNNA), órgano 
coordinador y articulador interinstitucional e intersectorial en materia de Política Nacional de Niñez y 
Adolescencia (PNNA), en el marco del Sistema Nacional de Protección Integral (SNPI). El Patronato 
Nacional de la Infancia (PANI), por su parte, es el órgano rector técnico en materia de derechos de los 
niños, las niñas y los adolescentes.  Dicho Consejo tiene facultades al más alto nivel, pues su 
representación gubernamental está conformada por jerarcas institucionales, en tanto el PANI, tiene 
facultades muy amplias, administrativas y de acción a nivel judicial, para garantizar el cumplimiento de los 
derechos de las PME en los ámbitos familiar, social e institucional. Un acierto relevante en la estrategia de 
coordinación y articulación nacional en la materia, es la representación permanente del Poder Judicial de la 
República ante el CNNA. 




Sobre la estrategia seguida para la aplicación de la Convención y sus Protocolos Facultativos, podemos 
indicar lo siguiente:  
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En sesión ordinaria CNNA 07-11 del 18/08/2011, el CNNA recibió a la relatora del Comité de los Derechos 
del Niño Marta Mauras.  En dicha sesión se discutió la importancia de considerar las observaciones del 
Comité, como una verdadera responsabilidad interinstitucional e intersectorial y no como una mera 
obligación de cumplimiento formal de una recomendación.  Se consideró que la puesta en práctica de estas 
recomendaciones debía ser una tarea del Comité Técnico Asesor del CNNA.  Hacía poco menos de dos 
años que se había aprobado la PNNA (2009 -2021) y se estaba trabajando en el Plan de Acción 
correspondiente, por lo cual, la coyuntura resultaba idónea para asegurar la incorporación de los principales 
requerimientos del Comité en dicho Plan, en busca de que las instituciones se vieran en la obligación de 
incluir en sus Planes Operativos Institucionales (POIs) las recomendaciones propias de sus competencias.    




En relación con este tema, los integrantes del CNNA tomaron en los últimos años los siguientes acuerdos 
relevantes: 




“ACUERDO 02-08-11: Los(as) integrantes del Consejo Nacional de la Niñez y la Adolescencia acuerdan 
que el Comité Técnico Asesor del Consejo Nacional de la Niñez y la Adolescencia, liderado por la Secretaría 
Técnica del Consejo, trabaje en la incorporación de las recomendaciones del Comité de los Derechos del 
Niño en el Plan de Acción de la Política Nacional de la Niñez y la Adolescencia”. 




“ACUERDO 03-07-12: Los integrantes del Consejo acuerdan asumir la responsabilidad como país en el 
denominado Informe Ginebra y que cuando deba presentarse este Informe se cuente con la participación de 
las instituciones que conforman el CNNA”. 




En cuanto al proceso de difusión del informe de “Recomendaciones del Comité de los Derechos del Niño” al 
cuarto Informe periódico presentado por Costa Rica, UNICEF y la Defensoría de los Habitantes de la 
República (DHR) publicaron dichas recomendaciones y realizaron actividades de difusión en las distintas 
instituciones del Estado.  Asimismo, los enlaces para acceder a la información se encuentran disponibles en 
la página del Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto.  




La Universidad Nacional de Costa Rica (INEINA) realizó un levantamiento de las recomendaciones hechas 
por el Comité al país en los cuatro informes presentados y en los informes de los Protocolos Facultativos, 
haciendo énfasis en aquellas recomendaciones que se han repetido a través del tiempo, sin que haya dado 
cuenta del trabajo realizado para su cumplimiento, a efecto de que se tomaran las acciones pertinentes. Al 
respecto, el CNNA mediante acuerdo 02-01-13 le encargó al Comité Técnico Asesor realizar un 
levantamiento de los temas prioritarios a atender.   




En el año 2014, la ONG Defensa de los Niños Internacional (DNI), UNICEF, la DHR y el PANI, unieron 
esfuerzos para dar a conocer, mediante talleres participativos, a los funcionarios de las distintas 
instituciones, lo referente a las Observaciones generales del Comité referenciando las recomendaciones 
pendientes del IV informe.  




En un trabajo conjunto de UNICEF, COSECODENI, la representante especial de la Secretaría General 
sobre la violencia en contra de los niños y niñas de las Naciones Unidas Marta Santos País y el CNNA, se 
logró la aprobación y ratificación por parte de la Asamblea Legislativa del tercer Protocolo Facultativo sobre 
Comunicación.  




En cuanto a la generación y ejecución de Planes de Acción que permitan la implementación de la PNNA y 
de otras políticas focalizadas como la recientemente elaborada Política de Primera Infancia (Ver Anexo 1. 
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19. 2), se puede indicar que, en la sesión Ordinaria CNNA 09-13 del 17/10/2013, se tomó el acuerdo 06-09-
13 mediante el cual se aprobó el Plan de Acción de la PNNA.  Sin embargo, mediante acuerdo del CNNA 
número 04-07-14 del 22/10/2014, se acordó trabajar un nuevo documento, denominado “Agenda Nacional 
de la Niñez y la Adolescencia” (ANNA), que ajustaría el Plan de Acción de la PNNA, a los nuevos 
requerimientos del país y a las recomendaciones del Comité (Ver Anexo 1. 19. 3).   




La denominada ANNA 2015-2021, fue aprobada oficialmente en fecha 09 de setiembre 2015.  El documento 
conlleva la obligación de incluir su cumplimiento como meta del Plan Nacional de Desarrollo, y de que sus 
aspiraciones sean incorporadas como metas en los POIs de las instituciones competentes y responsables.  
Lo anterior, con el seguimiento del Consejo Presidencial Social, del CNNA y del Observatorio del PANI.  
Estas obligaciones fueron ratificadas por el CNNA mediante acuerdo 08-17-15 del 23/09/2015. 




Del año 2011 a la fecha, el CNNA ha realizado esfuerzos importantes por orientar la coordinación y 
articulación interinstitucional e intersectorial en materia de niñez y adolescencia en los tres niveles, nacional, 
regional y local; al efecto, ha tomado los acuerdos pertinentes para instruir a las instituciones sobre la 
necesidad de vincular las metas de sus POIs al direccionamiento de gobierno, definido de forma 
participativa en la ANNA. 




En cuanto a la operacionalización en los distintos niveles de los lineamientos del Consejo, a finales del año 
2014, mediante acuerdo del CNNA 02-05-14, se consideró necesario analizar el funcionamiento del SNPI.  
Para ello, conformó una comisión de trabajo con representación de diversas instancias, tanto 
gubernamentales como no gubernamentales. 




En diciembre del 2014, el CNNA tomó el acuerdo 05-08-14 acogiendo la propuesta de Plan de Trabajo de la 
Comisión. Para la sesión Ordinaria del CNNA 30-16 efectuada el 24 de octubre 2016, se presentó ante la 
última propuesta de implementación del SNPI y se tomó el acuerdo CNNA 07-30-16, en el cual los 
integrantes de este Órgano Colegiado avalaron la denominada “Propuesta de Fortalecimiento del SNPI 
2016-2017”.   




En cuanto al seguimiento y evaluación de la PNNA y la ANNA en el ámbito local,  es importante acotar que, 
a partir del año 2012 el PANI tomó la decisión de redireccionar las Juntas de Protección a la Niñez y 
Adolescencia (JPNA), buscando transformar su rol, de simples ejecutoras de proyectos específicos a 
verdaderas gestoras, promotoras y elemento fundamental estratégico a nivel cantonal dentro de los SLP, 
reconociendo y fortaleciendo las funciones y atribuciones que les confieren  el Código de la  Niñez de la  
Adolescencia (CNA) y la Ley Orgánica del PANI (LOP).  El PANI, ha venido promoviendo la creación de las 
JPNA, con el compromiso de contar para el año 2018 con una Junta por cada cantón del país.  En la 
actualidad, se encuentran activas 68 JPNA.  Así, del 2012 a la fecha, las JPNA han venido asumiendo 
procesos de articulación con las diferentes instituciones, los gobiernos locales, organizaciones de la 
sociedad civil y los Consejos Participativos de los NNA (CPNNA), en la construcción participativa de 
diagnósticos cantonales de niñez y adolescencia, en el mapeo de recursos cantonales y la elaboración de 
planes de acción cantonales y proyectos puntuales.  




Para coadyuvar con el proceso de las JPNA, el PANI elaboró una propuesta de modificación del CNA y de la 
LOP, para fortalecer el rol de estas organizaciones dentro del SNPI. Dicha propuesta se encuentra en 
proceso de validación. Por otra parte, la Comisión de Modificación del Reglamento del Fondo de la Niñez y 
la Adolescencia y Funcionamiento de Juntas de Protección, elaboró un primer borrador del documento 
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denominado “Manual de procedimientos de presentación, aprobación, ejecución y evaluación de proyectos 
con financiamiento del Fondo de la Niñez y Adolescencia en el marco de los Subsistemas Locales de 
Protección”, que tiene como objetivo simplificar los trámites para el acceso a dicho Fondo.  




En cuanto a la participación de las PME en estos procesos, además del rol que juegan en las JPNA, la Red 
Nacional de Adolescentes y en los Comités Tutelares, desde el año 2012 el PANI desarrolló una iniciativa 
denominada “Comités Participativos de los Niños, Niñas y Adolescentes” (CPNNA), que ha buscado la 
organización de las PME en una estructura comunal, que permita darles un rol de inclusión en procesos de 
opinión y toma de decisiones a nivel de su localidad y nacional.      




En cuanto a esfuerzos destinados al desarrollo y fortalecimiento de este nivel regional y local, se puede 
(Ver Anexo 1. 19. 4).  




En un trabajo conjunto desarrollado por el Instituto Costarricense de Desarrollo y Asesoría Municipal 
(IFAM), UNICEF y el PANI, con el apoyo de los SLP, el país incursionó en el programa “Cantones Amigos 
de la Infancia”, siendo que, entre 2013 y 2015, 32 Gobiernos Locales lograron obtener el primer 
Reconocimiento-CAI (Ver Anexo 1. 19. 5).  Mediante esta plataforma se desarrollaron 32 Planes 
Cantonales de Niñez y Adolescencia y se elaboraron 32 propuestas de Políticas Cantonales de Niñez y 
Adolescencia vinculadas a la PNNA, de las cuales 15 ya fueron aprobadas a nivel local.  




Durante el año 2015 se enfatizó en la divulgación, conocimiento y análisis de la ANNA por parte de las 
JPNA, los CPNNA y los SLP. Este proceso se dio a través de encuentros nacionales y locales, en busca de 
que las metas de la ANNA fueran debidamente incorporadas en los Planes Cantonales de Niñez y 
Adolescencia.  Para el año 2016, se está construyendo un sistema de indicadores de evaluación y 
seguimiento de los SLP donde se está incorporando, el cumplimiento de la ANNA 2015- 2021. 




Los recursos para el cumplimiento de la PNNA en lo que a los SLP compete, se asignan prioritariamente a 
través del Fondo Nacional de la Niñez y Adolescencia, por un monto que en el año 2015 rondó los ₡ 
510.000.000,00 –(alrededor de $ 892.997, 85)-, además, de los recursos propios que cada institución 
destina al efecto.  




Los SLP son la plataforma local cantonal de articulación para el cumplimiento de la ANNA, son el espacio en 
el que confluye la participación de diferentes sectores locales (comunidad, instituciones, municipalidades, 
PME) en procesos diagnósticos, de elaboración de planes, de ejecución de proyectos y rendición de 
cuentas. 




La inclusión de las metas establecidas en la ANNA, en los POIs y en los Planes Anuales Operativos (PAOs) 
de cada institución de acuerdo con sus competencias, implica dotarlas del contenido presupuestario 
necesario para su cumplimiento, así como de la correspondiente evaluación de su ejecución.  No obstante lo 
anterior, uno de los desafíos pendientes es el de crear los mecanismos y capacidades para poder 
determinar cuánto de los recursos que se invierten en servicios básicos tales como salud, se destinan 
particularmente a las PME.  Adicionalmente, las instituciones que tienen obligaciones y competencias en el 
cumplimiento de metas de la ANNA, deben contar con los presupuestos necesarios para asumir y cumplir 
sus compromisos. La incorporación de estas metas en los planes institucionales tiene la finalidad de permitir 
realizar, en cuanto a la ANNA, un seguimiento inversión versus resultados, así como la posibilidad de tomar 
decisiones futuras con base en tales resultados. 
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El Estado costarricense ha mantenido la firme determinación de proteger los recursos destinados a niñez y 
adolescencia de cualquier riesgo externo o necesidad económica macro, de hecho, como podrá verse en los 
detalles de inversión puntuales de algunas instituciones y programas, los recursos destinados e invertidos 
en niñez y adolescencia se han venido incrementado, pese a que el país atraviesa una situación fiscal difícil.   




Un ejemplo de lo señalado, es el aumento sostenido en el presupuesto del PANI, en aras de fortalecer a la 
institución llamada a liderar los procesos relacionados con los ejes estratégicos definidos en materia de 
derechos de las PME (Ver Anexo 1. 19. 6).     
 
El compromiso económico y la voluntad política mostrada por el gobierno costarricense en los últimos años 
para trabajar los temas de niñez y adolescencia han permitido que, pese a la situación fiscal señalada, el 
PANI cuente con un presupuesto un poco más acorde a sus necesidades, dispuesto por ejes estratégicos y 
que haya podido aumentar en los últimos dos años en un 20% su recurso humano, lo que le ha permitido 
transformar su estrategia de acción, apostando a la duplicación de esfuerzos en planes, programas y 
proyectos de promoción, educación y prevención, que buscan ser un coadyuvante importante en una 
transformación social, que impacte a los costarricenses en sus capacidades y conocimientos en torno a la 
garantía de los derechos y el desarrollo integral de las PME, así como un cambio de la imagen de la 
institución en el imaginario social, más acorde con la realidad y las acciones que desarrolla.   
 
El PANI ha creado un “Observatorio de Niñez y Adolescencia”, que busca ejecutar las acciones necesarias 
para la identificación, recolección, sistematización y análisis de la información y datos relevantes, generados 
por las diferentes fuentes existentes a nivel nacional, concernientes al estado de situación de la niñez y la 
adolescencia, a efecto de generar conocimiento, para la toma de decisiones relacionadas con la creación de 
políticas, planes, programas y proyectos orientados a contribuir con el desarrollo integral y el ejercicio 
efectivo de los derechos de todos los NNA.   
 




El PANI no solo ha podido fortalecer sus procesos locales, sino que, además, ha destinado recursos a la 
apertura de nuevas Oficinas Locales en las comunidades de mayor incidencia en situaciones violatorias de 
derechos de los NNA.  




En el giro estratégico, que busca reforzar los ejes de promoción, educación y prevención en materia de 
derechos humanos de las PME, el PANI ha generado programas nuevos, tales como las “Unidades Móviles” 
que realizan procesos de sensibilización, educación y capacitación sobre derechos de los NNA, dirigidos a 
potenciar actitudes positivas en los padres y madres de familia y factores protectores en zonas para cuya 
población es difícil el acceso a las Oficinas Locales.  También destacan los “Centros de Intervención 
Temprana”, destinados a trabajar en la misma línea, pero con población escolar de zonas de alta 
vulnerabilidad, de forma sistemática y continua (Ver Anexo 1.19.7).  Se desarrollan además, talleres socio 
formativos dirigidos a adolescentes madres, promoviendo su derecho a mantenerse estudiando como una 
herramienta fundamental para su proyecto de vida. 




Para el Plan Operativo Institucional (POI) del 2015, el presupuesto del PANI se desglosó por programas 
atinentes a los ejes estratégicos de la institución, lo que ha permitido una distribución de recursos más 
equitativa y que se cuente con un control de la inversión y gasto por eje estratégico (Ver Anexo 1.19. 8).  
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Por primera vez en 20 años de vigencia de la LOP, un gobierno definió presupuestar al PANI recursos 
bastante cercanos a los que por Ley le corresponden. En el “Proyecto de Ley de Presupuesto de la 
República 2017”, el gobierno actual, le asignó a la institución tales recursos, apostando de lleno a 
modernizar la institución y a darle las herramientas para hacer su trabajo de manera más eficiente y eficaz, 
lo que ha sido una deuda desde la entrada en vigencia de la norma señalada.  Al respecto, ya en el año 
2013, mediante voto número 2013-003691 de las 11:30 horas del 15/03/2013, la Sala Constitucional de la 
Corte Suprema de Justicia, consideró que el incumplimiento reiterado de la norma que asigna presupuesto a 
la institución – (7% de lo recaudado en el año fiscal anterior por concepto del impuesto sobre la renta)- es 
violatorio de los derechos fundamentales de los NNA.  




El  “Proyecto de Ley de Presupuesto 2017”, fue de conocimiento de la Comisión de Asuntos Hacendarios de 
la Asamblea Legislativa, encargada de dictaminalo. En este sentido, emitió un dictamen de mayoría que 
recortó los recursos nuevos que se estaban presupuestando a favor del PANI, alrededor de ¢ 
48.000.000.000,0 (alrededor de $84.063.047,28),  para orientarlos a fortalecer aspectos de seguridad, de 
investigación policial y carcelarios.  La decisión  mencionada afecta la implementación de un plan integral 
elaborado el PANI, que busca continuar con la implementación de los proyectos nuevos y cumplir con 
deudas en sus servicios que se remontan a la emisión de la LOP (Ver Anexo 1.19. 9).  Lo señalado implica 
un obstáculo para que el PANI pueda cumplir con la totalidad de los objetivos trazados para el año 2017 en 
función de esos recursos.  




 




Respecto al señalamiento del Comité sobre la necesidad de contar con una institución independiente, 
especializada en la promoción y protección de los derechos del niño, a la que el Estado le proporcione los 
recursos humanos, técnicos y financieros necesarios para cumplir con dicha labor conforme lo establecido 
en la Observación General número 2, debe señalarse que Costa Rica tiene algunas particularidades en este 
tema.  Así, la Defensoría de los Habitantes de la República, cuenta con una Dirección de Niñez y 
Adolescencia, especializada en la materia y encargada de investigar las violaciones a los derechos de las 
PME originadas de las actuaciones u omisiones del sector público.  Esta Dirección, cuenta con personal 
especializado en la perspectiva metodológica, teórica y práctica de la protección de la niñez y la 
adolescencia.  Debe resaltarse que existe en la corriente legislativa, un proyecto de ley que busca dar a la 
Dirección de Niñez y Adolescencia referida el rango de Defensoría Adjunta (expediente 20.006).  




Por otra parte, el PANI es un ente especializado en la promoción, educación, prevención, atención, 
protección, defensa y garantía de los derechos de las PME.  El PANI no es parte del gobierno central, es 
una institución descentralizada con autonomía técnica definida “Constitucionalmente”.  La razón de ser 
del PANI no es la de atender la demanda política de gobierno, existe y tiene facultades y atribuciones para 
atender la demanda de los NNA frente a su familia, a la sociedad, a las instituciones educativas y a las 
instituciones de gobierno en general.  El PANI tiene autonomía técnica y atribuciones que le permiten abrir 
procesos especiales de protección y realizar auditorajes sociales de derechos contra las propias 
instituciones del Estado, pudiendo dictar recomendaciones técnicas, medidas de protección administrativas 
e iniciar procesos judiciales en todos los ámbitos. Si bien el PANI responde a un direccionamiento político, 
este surge de la coordinación interinstitucional en el marco del SNPI y, si bien tiene dependencia económica 
del Estado, legalmente tiene presupuesto propio para la ejecución de sus fines.  Adicionalmente, a nivel 
constitucional, en cualquier acción de gobierno relacionada con el PANI, debe prevalecer su autonomía 
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técnica, establecida en el artículo 55 de la constitución política, sobre cualquier otro interés.  Sobre este 
tema, existe en la corriente legislativa el proyecto de ley número 17.772, denominado “Reformas a Varias 
Leyes para Eliminar las Trabas Legales que Impiden al Patronato Nacional de la Infancia Invertir la Totalidad 
de sus Recursos en la Protección de la Niñez Costarricense”,  que hace un esfuerzo, aún mejorable, para 
que esta institución, que goza de la autonomía señalada, no se vea sometida a trabas y controles de índole 
administrativo y financiero que no responden a sus fines constitucionales, legales y técnicos (Anexo 1. 19. 
10). 
Otro aspecto importante es el rol de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, que permite a 
cualquier ciudadano y organización interponer, de forma directa, recursos de amparo cuando se considere 
que se están violentado derechos fundamentales, así como acciones de inconstitucionalidad contra normas 
violatorias de estos derechos que afecten intereses difusos.  En razón de lo anterior, hay opciones de 
control en la materia por parte de todas las ONGs de defensa de derechos que funcionan en el país, así 
como de la ciudadanía en general.  Como ejemplo de ello se tiene que, entre los años 2015 y 2016 en 
contra del PANI se interpusieron 110 recursos de amparo de los cuales el 82% fueron declarados sin lugar y 
el 18% con lugar o parcialmente con lugar. 




En cuanto a las estrategias generadas en el país para la difusión de la Convención y sus protocolos 
facultativos, el PANI ha hecho esfuerzos importantes por difundir y sensibilizar a las PME sobre sus 
derechos y sus deberes.  Como estrategia exitosa, se ha recurrido, a los medios tecnológicos como puerta 
de acceso directo a esta población.  El PANI cuenta con una dependencia denominada Centro de 
Orientación e Información (COI) que, ha buscado concentrar la salida y acceso de consulta a la institución a 
través de las principales herramientas tecnológicas a la mano.   Cuenta con la denominada línea 1147, que 
es una línea telefónica gratuita abierta exclusivamente a NNA, cuyo fin es, sensibilizar, informar y formar a 
esta población en cuanto a sus derechos y deberes, además, permite orientar y dar contención y apoyo 
profesional a quienes lo requieren e, incluso, articular la atención de denuncias que pudieran surgir de la 
atención señalada.  En esta línea los NNA tienen una escucha y una atención profesional a su servicio. El 
COI también se encarga de atender de forma profesional los casos del servicio 9-1-1 vinculados con PME.   




Esta dependencia atiende la página de Facebook de NNA, creada por PANI y orientada a promocionar los 
derechos de las PME, y a formar y educar a esta población en lo referente al ejercicio de sus derechos y 
deberes, en el marco de la metodología de “memes”, en el lenguaje de los NNA, a través de mensajes, 
foros, banner, encuestas y videos.  La estrategia ha evidenciado el cambio en la forma como el PANI 
interactúa con los adolescentes, y la página ha alcanzado el primer lugar en el ranking de instituciones 
estatales en Facebook (Ver anexo 1. 19. 11). 
 
El COI también cuenta con una línea destinada a la atención, orientación e información de adolescentes 
madres y embarazadas.  Esta línea, presta servicios en el marco del programa de “Adolescente Madre” del 
PANI, que busca mantener a esta población en el sistema educativo, para ello, se ha implementado con 
éxito un sistema de becas y un plan de talleres socioformativos.  El COI atiende también por vía telefónica 
de 8 dígitos y por página web consultas sobre materia de derechos de las PME, de la población en general, 
así como de otras instituciones, ONGs y empresas privadas.  




Entre 2011 y 2016 el PANI ha hecho una inversión sostenida de recursos para la realización de campañas 
educativas-formativas con el objetivo de incidir en la construcción de una cultura respetuosa de los derechos 
de la niñez y la adolescencia (Ver anexo 1. 19. 12). 
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En lo que se refiere a poblaciones vulnerables y minorías, en lo local, el PANI ha venido desarrollando 
procesos de sensibilización y educación en materia de derechos humanos de las PME en el marco de la 
cosmovisión indígena, ver (Anexo 1. 19. 13). 




En materia de capacitación y sensibilización en derechos de las PME, durante los últimos seis años, tanto el 
Poder Ejecutivo como el Poder Judicial han venido haciendo esfuerzos importantes para instruir a su 
personal sobre la incidencia y aplicación de los derechos de los NNA en relación con su quehacer 
profesional y técnico, y a sensibilizar y formar sobre las consideraciones correspondientes a acciones 
afirmativas, discriminación positiva y cosmovisión particular en el caso de las minorías (Ver anexo 1. 19. 
14).  




En materia de recolección, análisis y evaluación de datos para la toma de decisiones de país en materia de 
niñez y adolescencia, el Instituto Nacional de Estadística y Censo (INEC) ha hecho esfuerzos importantes 
por generar datos que permitan un adecuado análisis de la situación del estado de la niñez y la 
adolescencia en el país. Desde hace muchos años, a través de los censos, encuestas y registros vitales, es 
posible contar en el país con dato de la población menor de edad por grupos etarios de menos de 5 años, 
de 6 a 9 años, de 10 a 14 años y de 15 a 17 años.  Con respecto a estos grupos, es posible conocer su 
distribución por ubicación geográfica por provincia, cantón y distrito, y en cada zona geográfica es posible 
saber, sobre su condición étnico-racial, su alfabetización, población con alguna discapacidad, población que 
labora activa e inactiva, los nacidos en otro país, los que viven en viviendas con agua de acueducto y en 
viviendas con alcantarillado sanitario, y los que viven en hogares bajo la línea de pobreza (Ver anexo 1.19. 
15).  Es importante destacar es que en los últimos años el INEC ha fortalecido los mecanismos de 
participación de los grupos de interés, en la definición de las variables a incluir en los instrumentos citados.       




El país ha generado otros esfuerzos en materia de recolección de datos.  En el año 2014 el Poder Judicial 
construyó el “compendio de indicadores judiciales en materia penal juvenil”, en el cual se contemplan las 
variables sociodemográficas de la población penal juvenil (Ver anexo 1. 19. 16).   Se realizó además una 
ampliación al informe 43-OPO/UAOIP-2015, generando información sobre agrupaciones delictivas en Costa 
Rica desde la perspectiva sociológica en materia penal juvenil.  Además, en el año 2012, con la cooperación 
de UNICEF, se realizó un diagnóstico del Sistema Penal Juvenil en Costa Rica, a efecto de tener 
identificadas las poblaciones y necesidades en esta material, todos los anteriores instrumentos han sido 
tomados en cuenta en la elaboración de la Política Pública de Justicia Juvenil Restaurativa.   




En diciembre del 2015 se estableció el “Sistema Costarricense de Información sobre Discapacidad” (SICID), 
plataforma oficial para facilitar la gestión y distribución del conocimiento de la información nacional sobre los 
derechos de las personas con discapacidad.  En 2014 el CONAPDIS, con el apoyo de UNICEF generó el 
informe: “Una aproximación a la situación de la niñez y la adolescencia con Discapacidad en Costa Rica”, 
que evidencia las condiciones de vida de las PME con discapacidad en el país y es línea de base para el 
desarrollo de políticas, acciones, planes y proyectos en su beneficio (Ver anexo 1. 19. 17). 




Por su parte, el PANI ha venido haciendo esfuerzos por mejorar su sistema de información INFOPANI, 
trabajando para que la herramienta abarque la totalidad sus servicios.   




Desde el año 2011, el Poder Ejecutivo ha hecho esfuerzos importantes por generar políticas, planes, 
programas, protocolos y directrices que ayuden al cumplimiento eficiente y efectivo de la normativa, y a que 
la gestión del Estado responda a los preceptos establecidos en la Convención.  Como se explicó, hay un 
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marco estratégico, la PNNA, las Políticas Nacionales focalizadas y las Políticas Cantonales, un marco de 
gestión, el Plan Nacional de Desarrollo, la ANNA, los planes de acción de las políticas focalizadas, planes 
nacionales específicos y los planes de acción de las Políticas Cantonales, y un marco operativo, los POIs, 
PAOs, planes específicos, programas y proyectos de las instituciones.  Algunos ejemplos relevantes de esta 
articulación funcional pueden verse en el (Anexo 1.19. 18).  




En la tarea de armonizar la gestión con los preceptos de la Convención, el Registro Civil y el Tribunal 
Supremo de Elecciones (TSE), han reconocido la nacionalidad costarricense a aquellas PME extranjeras, 
declaradas en estado de abandono con fines adoptivos en Costa Rica mediante sentencia firme de un 
Tribunal nacional (Ver Anexo 1.19. 19).  




 
 
Apartados 1. 20) y 21).  
En relación con observaciones y recomendaciones 22), 23), 24), 25).   
 




Costa Rica es un Estado Social de Derecho, donde la conservación del ambiente, la protección de la salud y 
el desarrollo integral de sus ciudadanos son una prioridad.  Por ello, se cuenta con vasta normativa y con 
estructuras funcionales dedicadas a la protección y sostenibilidad del ambiente y al resguardo de la salud de 
sus habitantes en el marco de actividades extractivas, industriales, agroindustriales, empresariales y 
farmacéuticas que se desarrollan u ofrecen productos en el país. Hay normativa especializada e 
instituciones del Estado competentes dedicadas al control, registro, vigilancia y sanción de este tipo de 
actividades.  El PJ, cuenta con Juzgados, Tribunales y Salas especializadas destinadas al cumplimiento de 
la normativa vigente y de los derechos fundamentales de los ciudadanos, especialmente, las PME.    




El Ministerio de Ambiente y Energía (MINAE), debe velar por la plena armonía entre las actividades 
productivas de desarrollo y el respeto por la naturaleza y la consolidación jurídica de los derechos 
ciudadanos. El MINAE ejerce la rectoría, en materia de ambiente y energía, coordina la participación de las 
demás entidades públicas y privadas en la generación e implementación de políticas, estrategias y acciones 
orientadas al cumplimiento de los objetivos nacionales e internacionales, y propicia la participación de los 
diferentes sectores de la sociedad civil.  El país tiene como meta contar con un Sistema de Gestión 
Ambiental operando, que le permita posicionarse positivamente en materia de competitividad internacional 
(política, ambiental y comercial), y que a la vez responda a los requerimientos del manejo, conservación y 
uso sostenible de los recursos ambientales y naturales(Ver anexo 1. 20) y 21) 1). 




La Ley Orgánica del Ambiente Nº 7554, creó la Secretaría Técnica Nacional Ambiental (SETENA), cuyo 
propósito fundamental es armonizar el impacto ambiental con los procesos productivos.  SETENA es la 
responsable de realizar la administración del proceso de evaluación de impacto ambiental de los distintos 
desarrollos de inversión, garantizando que no dañen el medio y que aseguren la salud de los costarricenses 
(Ver anexo 1. 20) y 21) 2). 




Existe en la materia el Tribunal Ambiental Administrativo, creado por la Ley Orgánica del Ambiente, el cual 
tiene competencia exclusiva e independencia funcional y sus resoluciones son de acatamiento estricto, 
obligatorio y sus fallos agotan la vía administrativa (Anexo 1.20) y 21) 3). 
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El Ministerio de Agricultura y Ganadería es el encargado de velar porque los sistemas productivos 
agropecuarios, garanticen la competitividad, equidad y sostenibilidad social, económica y ambiental.  




El Ministerio de Economía, Industria y Comercio es el que tiene el rol de máxima autoridad en la formulación 
y supervisión de la ejecución de las políticas empresariales del Estado.   




El ente encargado de la protección de la población, de efectos indeseados en la salud, ocasionados por 
actividades extractivas, farmacéuticas, agroindustriales y empresariales es el Ministerio de Salud (MS).  
Para ello cuenta con respaldo legal para el registro, control y vigilancia de los alimentos, de equipo y 
material biomédico, de productos higiénicos, químicos y plaguicidas, cosméticos, productos naturales, 
medicamentos y radiofármacos (Ver anexo 1. 20) y 21) 4). 




En cuanto al rol de las instituciones nacionales independientes, según se ha expuesto, es importante 
recordar que el PANI tiene facultades administrativas para garantizar el cumplimiento de los derechos de las 
PME ante cualquier afectación generada por el sector empresarial, y que las dependencias jurisdiccionales 
cuentan con las instancias pertinentes para conocer, investigar y resolver estas situaciones. Hay también un 
rol de fiscalización de la actividad de los ministerios señalados por parte de la Defensoría de los Habitantes 
y un rol de control por parte de la sociedad civil a través de las ONGs de defensa de derechos.  




Las JPNA y los Comités Tutelares también se constituyen en organizaciones independientes, con 
participación y apoyo estatal, con roles de control e injerencia activa en la política y los planes de acción 
cantonales (Anexo 1. 20) y 21) 5).  




En taller realizado con la Red Nacional de Adolescentes, hubo coincidencia de la totalidad de los 
participantes, sobre la importancia de los procesos de promoción de los derechos de los niños y las niñas 
en la comunidad menor de edad.  En consulta realizada a 670 adolescentes de todo el país, el 55% 
coincidió en que la mejor opción para resolver sus problemas es a través de la comunicación y el apoyo de 
los padres de familia y los profesores.  




 




 
CAPITULO 2: 




DEFINICIÓN DE NIÑO 
 
Apartado 2. 22.    
Observaciones y recomendaciones 26-27. 
 
El CNA en su artículo 2 define niño, niña y adolescente, en concordancia con el artículo 2 de la Ley General 
de la Persona Joven y el artículo 27 del Código Civil. 
 




“Artículo 2°- Definición.  Para los efectos de este Código, se considerará niño o niña a toda persona 
desde su concepción hasta los doce años de edad cumplidos, y adolescente a toda persona mayor de doce 
años y menor de dieciocho. Ante la duda, prevalecerá la condición de adolescente frente a la de adulto y la 
de niño frente a la de adolescente”. 




 







file:///D:/AppData/Local/Microsoft/AppData/Local/Microsoft/Windows/INetCache/AppData/Jurbina/Documents/PANI%202016/complementos/c-2-a%20definición%20niño.doc
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Sobre el tema de la edad para el consentimiento sexual, surgió en la corriente legislativa el proyecto de ley 
número 19.337, hoy ley de la república número 9406, que si bien mantiene la edad mínima de dicho 
consentimiento en 13 años, ahora lo restringe expresamente, de manera que existe en las relaciones no 
abusivas entre pares, pero es penalmente sancionado cuando la relación es abusiva o cuando uno de los 
agentes sea cinco o más años mayor que el otro.  Se restringe también el consentimiento sexual a los 
mayores de 15 años y menores de 18 años, en función de las relaciones impropias, cuando uno de los 
agentes sea mayor 7 años o más que el otro.  Esta nueva normativa regula la edad mínima para contraer 
matrimonio en 18 años (Ver anexo 2. 22) 1).      




 
Un tema vinculado con las relaciones abusivas, la edad de consentimiento sexual y la educación en 
sexualidad es el del embarazo adolescente.  Al respecto, el Consejo interinstitucional de Atención a la 
Madre Adolescente (CIAMA) adscrito al MS y el Proyecto Salud Mesoamérica 2015, se encuentran 
desarrollando un modelo intersectorial de prevención del embarazo adolescente y atención a la adolescente 
madre, el cual pretende mejorar su acceso a los servicios locales en dos regiones de salud del país (anexo 
2. 22) 2).   




En el anexo 2. 22) 3) pueden observarse logros alcanzados por la Dirección Nacional de Centros de 
Educación y Nutrición y de Centros Infantiles de Atención Integral (CEN CINAI) en relación con la 
sensibilización, capacitación y atención de adolescentes embarazadas y madres. En el Anexo 2. 22) 4) se 
presentan datos sobre nacimientos de madres menores de 20 años de edad en los últimos años.   




 




En consulta a 670 adolescentes de todo el país, tomando en cuenta el marco normativo, el derecho a la 
sexualidad y la realidad actual, atendiendo además al principio de autonomía progresiva, un muy alto 
porcentaje, consideró que, antes de la mayoría de edad, no se encuentran listos, ni suficientemente 
informados, como para tener relaciones sexuales plenas y responsables. 




 




 
CAPITULO 3: 




PRINCIPIOS GENERALES 
 




Apartados 23. y 24. No discriminación. 
Observaciones y recomendaciones 28-29-30.  




En cuanto a la “Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de todos los Trabajadores 
Migratorios y de sus Familias”, el Estado costarricense considera que ésta, pese a ser un esfuerzo 
importante, refleja exclusivamente el interés de países que dan origen a flujos migratorios considerables, y 
adolece de lo relativo a los países como Costa Rica, que, principalmente, son receptores y por ende, deben 
hacer frente a las necesidades de estas personas.  Es menester señalar que Costa Rica cuenta con 
legislación y jurisprudencia que consagra principios idénticos a los de la Convención, garantizando plenos 
derechos a los trabajadores migratorios y a los miembros de sus familias. 
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El país creó una Comisión Interinstitucional para la implementación y el seguimiento de las obligaciones en 
materia de Derechos Humanos.  En el marco de esa comisión se elaboró la Política Nacional para una 
Sociedad Libre de Racismo, Discriminación Racial y Xenofobia 2014-2025 (PNSLRDRX), así como su Plan 
de Acción, todo ello producto del compromiso de Costa Rica en la Conferencia Mundial de Durban, del año 
2001 y las reiteradas recomendaciones de los órganos de tratados. 
 
El objetivo general de la PNSLRDRX es el de adoptar medidas eficaces que propicien la generación de 
prácticas sociales, intergeneracionales, inclusivas y respetuosas de la diversidad. Lo anterior, con el fin de 
garantizar el ejercicio pleno y efectivo de los derechos humanos de los pueblos indígenas y 
afrodescendientes, migrantes y refugiados y erradicar las formas de discriminación, racismo y xenofobia 
(Ver anexo 3. 23) y 24) 1). 
 
La DHR presentó una propuesta que pretende conciliar los expedientes legislativos 19.062, 18.740 y 19.288, 
que proponen la tipificación de la discriminación racial y su sanción.  Ésta está siendo revisada por los 
diputados miembros de la Comisión de Derechos Humanos.  




Efecto de la PNSLRDRX, de su Plan de Acción y de la legislación existente relacionada con grupos 
minoritarios y vulnerables, el país ha venido realizando cambios importantes en temas de discriminación, 
racismo y xenofobia, así como de discapacidad, género y diversidad: 




 Reformó el artículo 1° de la Constitución Política, en agosto del 2015, que establece el carácter 
multiétnico y pluricultural del Estado costarricense.  




“Artículo 1: Costa Rica es una República democrática, libre, independiente, multiétnica y 
pluricultural”.  




 Se creó un Foro Nacional de Mujeres Afrodescendientes y un Foro Nacional de Mujeres indígenas, 
espacios autónomos de organización e incidencia política.  




 Se hacen esfuerzos por suplir los servicios básicos a las poblaciones indígenas más remotas (Ver 
anexo 3. 23) y 24) 2).  




 Se continúa con la cobertura de la enseñanza de idioma y cultura indígena dentro y fuera de los 
territorios, garantizándose en un 95% a los estudiantes indígenas.  




 Se brinda asesoramiento sobre derechos humanos y lingüísticos al personal docente que trabaja en 
las zonas indígenas.  




 El MEP trabajó en una reforma a la educación indígena, que culminó con la publicación de un 
decreto en el año 2013, que reconoce como lenguas maternas de los pueblos indígenas de Costa 
Rica la Cabécar, Bribri, Ngöbe Buglé, Maleku, Teribe y Boruca. 




 Se elaboró el Plan Nacional para Afrodescendientes 2015-2018 (Ver anexo 3. 23) y 24) 3). 




 El MEP adoptó un Plan de Trabajo que incluye la elaboración de un Decreto para Escuelas Libres 
de Discriminación Étnica y Racial y se ejecutó la actividad: “Escuelas Libres de Discriminación, 
Construyendo Paz Social”. 
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 La Ley N° 9343, Reforma Procesal Laboral del 2015, contiene una serie de artículos que prohíben 
expresamente la discriminación. El artículo 404 estipula que es prohibida toda discriminación en el 
trabajo por razones de edad, etnia, sexo, religión, raza, orientación sexual, estado civil, opinión 
política, ascendencia nacional, origen social, filiación, discapacidad, afiliación sindical, situación 
económica. 




 El MS trabaja en los planes nacionales y lineamientos regionales para abordar cualquier disparidad 
en la mortalidad infantil (Ver anexo 3. 23) y 24) 4).  




 El MS coordina la formulación del Plan Nacional de Salud de Pueblos Indígenas y del Plan Nacional 
de Salud para Población Afro descendiente.   




 La Presidencia de la República emitió la Directriz N° 057, “Sobre la atención de las personas en 
tránsito y en condición irregular, personas objeto del tráfico ilícito de migrantes y víctimas de trata de 
personas, pertenecientes a los flujos migratorios mixtos que se encuentran en el territorio nacional” 
(Ver anexo 3. 23) y 24) 5). 




 La población del país, sin distinción alguna, es atendida en los servicios de la CCSS, que cuenta 
con regulaciones de protección especial para mujeres embarazadas y PME. El costo de esta 
atención está a cargo del Estado.  Recientemente, el país se sumó a la “Declaración de Nueva York 
para los Refugiados y Migrantes”, que incluye una declaración política como respuesta en salud a 
los grandes desplazamientos de dichas poblaciones (Ver anexo 3. 23) y 24) 6).  




 
 El MEP ejecuta programas en los centros educativos para promover la cultura indígena de nuestro 




país. Cuenta con un departamento encargado de la coordinación interinstitucional con las 
organizaciones y asociaciones de desarrollo y comités locales de educación indígena. 




 
 El MEP, en su afán por asegurar una educación inclusiva y libre de discriminación, genera 




capacitación, asesoría, criterios técnicos, congresos, paneles, foros dentro del enfoque de derechos 
humanos y el modelo social de la discapacidad a sus funcionarios  (Ver anexo 3. 23) y 24) 7). 




 
 El MEP fomenta sus programas desde una educación inclusiva sin discriminación, que incluye 




estrategias en la mediación pedagógica, como el Diseño Universal de Aprendizaje, como respuesta 
a la diversidad que se tiene en las aulas. 




 
 El MEP asegura el acceso a la educación sin distinción y de manera gratuita a población migrante y 




refugiada.  
 




 En los centros educativos es prohibido, por norma legal, sancionar el embarazo, se respeta el 
período de lactancia con espacios físicos adecuados al efecto y se orienta a la población a través de 
las guías de afectividad y sexualidad. 




 
 El MEP cuenta con un Programa de Diversidad Sexual y elaboró una guía para la aceptación y no 




discriminación de estudiantes con diversas preferencias sexuales y transgénero.   
 















 




 
Convención sobre los Derechos del Niño 




V y VI Informes Periódicos 




Costa Rica 




 




16 
 




 El MEP fomenta la construcción de planes de vida con la población indígena con la participación 
activa de los docentes, líderes indígenas, mayores sabios, generándose propuestas educativas para 
el fortalecimiento del currículo nacional básico en los aspectos políticos, culturales, espirituales, 
económicos de las poblaciones indígenas (Ver anexo 3. 23) y 24) 8). 




 
 Se ejecutó el Proyecto Estrategia de Coordinación entre los Gobiernos de Nicaragua y Costa Rica 




para la certificación de conclusión de estudios de PME migrantes. 
 




 En 2015 el Ministerio de Cultura y Juventud (MCJ) actualizó su Reglamento Autónomo de Servicio, 
transversando el enfoque de no discriminación hacia la población sexualmente diversa.  




 La REDCUDI aplicó la Ficha de Información Social (FIS) sin importar la situación migratoria de la 
familia, de modo que la PME es atendida en los servicios de cuido y desarrollo infantil, siempre y 
cuando los resultados de la ficha le ubiquen en los parámetros de pobreza establecidos por el IMAS 
(Ver Anexo 3. 23) y 24) 9). 




 El Plan Estratégico Institucional de la DGME 2015-2019, cuenta con acciones tendientes a la 
regularización de la población extranjera migrante en vulnerabilidad. La Comisión Tripartita 
conformada por DGME-PANI-MRREE elaboró protocolos de actuación, para atender integralmente 
las diferentes situaciones que se presentan con los NNA migrantes. 




 
 La DGME, dispuso en el Reglamento de Extranjería, un título sobre la regularización de la población 




indígena, que definió un tratamiento especial en cuanto a requisitos y costos del trámite. 
 
 Existe un Programa Binacional con la República de Panamá, para mejorar la seguridad humana de 




los migrantes temporales indígenas de la etnia Ngöbe Bugle.  El programa implica la articulación 
interinstitucional y el establecimiento de lo que se ha llamado “Casas de la Alegría”, equivalente a 
centros de cuido para PME, para asegurar su protección mientras sus padres realizan las faenas 
laborales (Ver Anexo 3. 23) y 24) 10).  




 
 El Consejo Presidencial Social coordinó un plan de seguridad alimentaria para dar atención a una 




de las poblaciones indígenas más lejanas, la de Alto Telire.  Este plan incluye un diagnóstico de 
necesidades de los NNA y un proceso de sensibilización sobre los derechos de las PME en el 
marco de la costumbre indígena. 




 El PJ emitió la “Política de Acceso a la Justicia Penal Juvenil”, que contiene acciones encaminadas 
a facilitar el acceso a la Justicia de poblaciones indígenas, afrodescendientes, personas con 
discapacidad, y personas migrantes. En el marco de la política, se creó una Subcomisión de 
Pueblos Indígenas (Ver Anexo 3. 23) y 24) 11).  




 El PJ cuenta con un Protocolo de atención para el efectivo acceso a la justicia de las personas con 
discapacidad psicosocial (Ver Anexo 3. 23) y 24) 12).   




 La Ley 9063 de setiembre de 2012, denominada “Atención psicológica a personas agresoras 
insertas en procesos de todo tipo de violencia”, prevé como uno de sus objetivos, “[…] ofrecer una 
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atención psicoterapéutica a las personas agresoras que se vean inmersas en procesos de 
situaciones de violencia y promover así una atención psicológica especializada, para que éstas 
logren aprender a identificar, controlar y evitar las formas de violencia física, emocional, sexual y 
patrimonial, causadas intencionalmente o por negligencia.”  




 El PJ cuenta con una Subcomisión para el acceso a la justicia de personas afrodescendientes, que 
con el apoyo de la UNESCO, elaboró la “Política Institucional para el Acceso a la Justicia de 
Personas Afrodescendientes” y su “Plan de Acción” (Ver Anexo 3. 23) y 24) 13).   




 El PJ elaboró el “Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en 
condiciones de vulnerabilidad”, aprobado en junio de 2013 (Ver Anexo 3. 23) y 24) 14).   




 El Ministerio de Obras Públicas y Transportes (MOPT),  ha seguido cumpliendo con lo establecido 
en la Ley No. 7600, según dicha ley, debía garantizar que el transporte público sea totalmente 
accesible y adecuado a las necesidades de todas las personas (Ver Anexo 3. 23) y 24) 15).  




 En el año 2014, se firma el “Protocolo de Coordinación entre el MTSS, el MEP y el INA para Atender 
las Necesidades de Formación Básica e Inserción Laboral de las personas con Discapacidad”, entre 
ellas, las PME. 




 
Apartados 23. y 25. Interés Superior del Niño.  
Observación y recomendación 31).   




 
EL PANI, ha generado procesos de capacitación en materia de derechos de las PME y la aplicación del 
principio de interés superior (Ver Anexo 3. 23) y 25) 1).  Ha habido una preocupación importante de esta 
institución porque su gestión, sus procesos y sus resoluciones respondan al principio del interés superior de 
las PME.  Igualmente, ha habido esfuerzos en la institucionalidad en general, por promover el conocimiento 
de este principio y por capacitar en su aplicación. La generalidad de los operadores de la justicia 
administrativa conoce este principio orientador y de la obligatoriedad de su aplicación en las resoluciones 
concernientes a las PME.  No obstante lo anterior, se deben redoblar esfuerzos en la capacitación relativa al 
análisis, aplicación y alcances del mismo.   




Un desafío importante radica en brindar apoyo experto a los legisladores y a las unidades de servicios 
técnico jurídicos del Poder Legislativo en materia de Derechos Humanos de los NNA y sus principios 
orientadores, particularmente, en materia de análisis y aplicación del principio del interés superior de los 
NNA.   




La Escuela Judicial del PJ, brinda formación a su personal, sobre el abordaje de la Justicia Restaurativa 
respondiendo al principio del interés superior de la PME.  Se cuenta además con una Sala de Casación 
especializada en el abordaje de esta población, con jurisprudencia actualizada en la que priva la aplicación 
del principio en cuestión.  Además, por acuerdo de Corte Plena, se crearon siete juzgados especializados 
adicionales y se cuenta con un tesauro de Jurisprudencia Especializada en materia penal juvenil (Ver 
Anexo 3. 23) y 25) 2). 
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Apartado 23. y 26. Derecho a la vida, a la supervivencia y al desarrollo. 
 
En Costa Rica el respeto al derecho a la vida es primordial, no existe la pena capital para ningún delito, ni 
para ninguna población. Nuestra Constitución Política en su artículo 21 establece el principio de que "... La 
vida humana es inviolable". Como se indicó en informes anteriores, desde 1882, se eliminó cualquier 
posibilidad de aplicación de pena de muerte, situación vigente en la Constitución Política actual de 1949. Tal 
principio está integrado a la idiosincrasia y la cultura del costarricense. 
 
El CNA, establece en su artículo 12 que: “La persona menor de edad tiene el derecho a la vida desde el 
momento mismo de la concepción. El Estado deberá garantizarle y protegerle este derecho, con políticas 
económicas y sociales que aseguren condiciones dignas para la gestación, el nacimiento y el desarrollo 
integral”. La institucionalidad pública tiene un amplio respeto por el derecho a la vida, lo que se refleja 
también, en el Decreto Nº 39009-S de marzo del 2015, "Reglamento sobre el Sistema Nacional de 
Evaluación y Análisis de la Mortalidad Materna, Perinatal e Infantil", que garantiza el derecho a la atención 
de la embarazada y al niño/a (Ver Anexo 3. 23) y 26) 1). 
 
En igual sentido, los artículos 42 y 50 del CNA, establecen el derecho a la seguridad social e incluyen la 
atención preferente para PME embarazadas, contemplando la recolección de información materno-infantil, el 
control médico durante el embarazo para la madre y el nasciturus, la atención médica del parto y, en caso 
de que sea necesario, los alimentos para completar dieta de la adolescente y la del niño(a) durante el 
período de lactancia, todo ello sin distinción de ninguna índole. 
 
El Estado costarricense, reconoce su obligación de garantizar la supervivencia digna y el desarrollo integral 
de sus ciudadanos.  El país ha reconocido la necesidad de trabajar en lo educativo preventivo, a efecto de 
generar las condiciones de protección integral necesarias para garantizar el cumplimiento de los derechos 
señalados. Esto ha implicado el trabajo con familia, y ha conllevado la apertura de todo tipo de proyectos 
preventivos ya señalados relacionados con los derechos de las PME.  
 
Al no existir la pena capital, no son permitidas y serían penalmente sancionadas cualquier tipo de ejecución 
extrajudicial, sumaria o arbitraria, en razón de ello, no aplica para este país el contar con un registro de 
defunciones y ejecuciones extrajudiciales de PME.  El MS lleva un Registro de mortalidad violenta, pero la 
misma contempla causas violentas de muertes tales como accidentes de tránsito, homicidios y suicidios 
(Ver Anexo 3. 23) y 26) 2). 
 
Es importante mencionar que el suicidio se ha considerado un problema de salud pública. Desde el año 
2005, se ubica como la tercera causa de muerte en adolescentes (ver anexo 3. 23) y 26) 3.).  Por lo 
anterior, en resguardo del derecho a la vida, mediante Ley 9213 (Ver anexo 3. 23) y 26) 4.), se creó la 
Secretaría Técnica de Salud Mental, adscrita al MS, cuyo objetivo es el abordaje integral del tema de la 
Salud Mental, además, se creó el Consejo Nacional de Salud Mental y una Comisión Interinstitucional de 
Salud Mental. Se cuenta además, con una Política Nacional en Salud Mental y un Plan Nacional 2012 – 
2021 (Ver anexo 3. 23) y 26) 5).  
 
En el año 2015, se elaboró un Modelo de Atención Biopsicosocial, con enfoque comunal, que se está 
implementando la CCSS, esta iniciativa conlleva equipos interdisciplinarios de salud mental -ESAM-, que 
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funcionan localmente y atienden a PME con trastornos mentales, víctimas de violencia intrafamiliar y 
consumo de sustancias psicoactivas.  Hay grandes expectativas en esta iniciativa, pero está iniciando su 
implementación y actualmente su capacidad de atención es limitada.  
 




Se creó un “Observatorio de Suicidios” y Costa Rica es hoy un país con datos actualizados sobre este tema, 
entre otros, con estadísticas sobre intentos de suicidio desde edades tempranas. 




Existe ya en el país una Estrategia del Sistema Nacional de Salud, para el abordaje integral intersectorial del 
comportamiento suicida 2016 -2021, próxima a oficializarse.  Se cuenta también con una Estrategia 
Nacional para el Abordaje y Reducción del Consumo de Sustancias Psicoactivas con Enfoque de Salud 
Pública 2017-2021, con acciones priorizadas para PME, y para el año 2017, se contará con un Observatorio 
de Violencia Social, que recogerá datos de Violencia Intrafamiliar, Adicciones y Consumo de Sustancias 
Psicoactivas y de Trastornos mentales en la población. 
 
Pese a que la red de servicios en salud consta de un primer, segundo y tercer nivel de atención, lo cierto es 
que, son los hospitales de tercer nivel, con especialidades en psiquiatría y psicología, los que atienden las 
situaciones más delicadas en salud mental. Es un reto contar con servicios que en salud mental, brinden 
una atención integral a toda la población y estén su alcance. Actualmente, la atención de PME por 
enfermedad mental o emocional o consumo de sustancias psicoactivas, se da dentro del sistema de salud 
en la atención del padecimiento agudo. Una vez que la PME supera la crisis, el seguimiento que se brinda 
es espaciado.  Uno de los desafíos es que se cuente con mayor control y continuidad en el seguimiento de 
los tratamientos y las condiciones de salud de éstas PME. En PME sin red de apoyo familiar, las 
posibilidades de éxito de estos procesos se reducen sensiblemente y, aún con estas redes, el seguimiento y 
control del padecimiento crónico sigue siendo un desafío.  En el caso de PME sin apoyo familiar, las 
instituciones del Estado enfrentan el reto de generar atenciones integrales, donde cada una asuma sus 
competencias con el seguimiento, acompañamiento, apoyo y control necesarios.   




Es urgente que el país continúe la reflexión acerca de la creación de alternativas de protección, en 
modalidades garantistas de los derechos de las PME, con intervención directa obligatoria de cada una de 
las instituciones involucradas en la atención integral de los casos específicos – (problemas mentales, 
emocionales, adictivos, en conflicto con la ley penal juvenil)-, aportando cada una lo propio de sus 
competencias y experticia.  




El MS cuenta con un Sistema de Análisis de Muertes Infantiles y Maternas (SINAMMI), encargado de 
analizar las condiciones que intervienen en el proceso salud-enfermedad de las personas menores de un 
año y mujeres que fallecen en el proceso de la maternidad.  A este sistema le corresponde brindar 
información, para la formulación de políticas dirigidas a mejorar la salud materna e infantil, reducir la 
morbilidad, mejorar la calidad de la atención durante el embarazo, garantizar la accesibilidad de la 
embarazada a los servicios, así como contribuir a la reducción de las muertes infantiles y maternas.  
 
La tasa de mortalidad infantil para el 2015 es de 7,74 por cada mil nacimientos.  Se disminuyó en 4,5% con 
respecto al año anterior que presentó un tasa de 8,11 por mil.  La tasa de mortalidad infantil corresponde al 
total de defunciones de niños y niñas menores de un año entre el total de nacimientos ocurridos en un año 
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calendario, por lo que, en este caso, este indicador se interpreta: En Costa Rica, durante el 2015 ocurrieron 
aproximadamente 8 muertes de niños y niñas menores de un año por cada mil nacimientos.  
 




El MS se ha preocupado en los últimos años por divulgar campañas relacionadas con el derecho a la salud 
en busca de preservar la vida (Ver Anexo 3. 23) y 26) 6).   




En cuanto a la medicación de psicofármacos, ésta se brinda por el sistema universal de la CCSS, es de 
acceso a la población que por recomendación médica la requiere, con regulaciones a través de recetas 
especiales y en su asignación media un consentimiento debidamente informado. 




Sobre datos de trastornos o enfermedades mentales, el ente rector en la materia de salud es el MS, que 
recoge la información pertinente a PME, mediante la notificación obligatoria que realizan los centros de 
salud, en un registro único.  




En el (Anexo 3. 23) y 26) 7) se incluyen acciones efectuadas por el MS en coordinación con otra 
instituciones destinadas a la prevención y atención de las temáticas de salud mental y adicciones.   




En cuanto al tema de desarrollo humano, debe señalarse que el país está desarrollando una estrategia 
gubernamental denominada “Puente al Desarrollo”, que pretende atender la pobreza de las familias desde 
un enfoque multisectorial e interinstitucional, garantizando el acceso al sistema de protección social, al 
desarrollo de capacidades, al vínculo con el empleo y la empresariedad, a las ventajas de la tecnología, a la 
vivienda digna y al desarrollo territorial, mitigando desigualdades y respetando los enfoques estratégicos, en 
aras del desarrollo humano y la inclusión social (Ver Anexo 3. 23) y 26) 8).   
 
La Encuesta Nacional de Hogares (ENAHO) 2016 reveló que el porcentaje de hogares en condición de 
pobreza experimentó una disminución significativa pasando de 21,7% en 2015 a 20,5% en 2016, siendo la 
pobreza extrema la que mayor disminución experimentó pasando de 7,2% a 6,3%, mientras que la pobreza 
no extrema pasó de 14,6% a 14,2%. Este hecho coincide con la incorporación de la estrategia “Puente al 
Desarrollo”. Es relevante también el índice de pobreza multidimensional, cuyo indicador pasó de 21,8% de 
hogares pobres multidimensionales en 2015 a 20,5% en 2016. 
 
 
Apartados 23. y 27. Respeto por la opinión del niño. 
Observaciones y recomendaciones 32-33 
 
Nuestro CNA regula este tema en sus artículos 105, 107, 111 y 114 (Ver anexo 3. 23) y 27) 1). 




Este marco normativo rige para todo proceso administrativo y judicial en el que se discutan intereses de 
PME y es de aplicación obligatoria.  Obliga a garantizar los derechos de las PME a ser escuchados, a que 
su opinión sea tomada en cuenta en el análisis de fondo y considerada en el marco del principio de 
autonomía progresiva, a ser informados de los procesos y sus consecuencias, a contar con el apoyo y la 
asesoría técnica y jurídica pertinente y el apoyo de un traductor o interprete si lo requiere.  Además, 
establece la participación del PANI, en condición de representante de la PME, cuando hay conflicto de 
intereses con sus progenitores, o de coadyuvante cuando no lo hay.  Busca que, en los procesos donde 
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están en discusión intereses de PME, siempre haya presencia de la institución rectora en la materia, como 
encargada de velar por el cumplimiento de las garantías procesales de los NNA.   




Lamentablemente, esta es una función que, desde lo operativo, el PANI no tiene la capacidad de cumplir 
enteramente. No es posible la presencia de la institución en todos los procesos judiciales y administrativos 
donde hay intereses que involucran a PME.  Por ello, se ha priorizado su presencia en aquellos en los que 
hay intereses contrapuestos con los padres y ha procurado velar porque los procesos, en general, se 
ajusten a la normativa señalada (Ver anexo 3. 23) y 27) 2).  En este contexto, el PJ ha tomado las medidas 
pertinentes para asegurar el cumplimiento de las garantías dispuestas en todos sus procesos, incluyendo el 
derecho de las PME a ser escuchadas y a expresarse libremente y a que su opinión sea considerada en las 
decisiones de fondo.  El Juez es el garante esencial de tales medidas, tarea que también le es 
encomendada por el CNA y la Política de Acceso a la Justicia (Ver anexo 3. 23) y 27) 3).   
 
El “Programa de Justicia Juvenil Restaurativa” aprobado en el 2012, tiene como objetivo brindar un abordaje 
integral a la solución del conflicto mediante una sesión en que las PME pueden expresar sus opiniones, sus 
sentimientos y emociones, a fin de resolver el asunto y llegar a acuerdos sobre la reparación del daño.  
 
En el año 2015 el PJ implementó los buzones para recibir quejas de las PME en conflicto con la Ley de 
Justicia Penal Juvenil. 
  
Las PME tienen derecho a conciliar, bajo ciertas circunstancias, en materia penal juvenil si ambos, víctima y 
victimario son PME, protegiéndose y resguardándose el principio de equilibrio de poder entre ambos (Ver 
Anexo (3. 23) y 27) 4).  
 
Para garantizar este principio y evitar una posible revictimización, el PJ ha acudido a la utilización de 
cámaras de Gesell (Ver anexo 3. 23) y 27) 5).  
 




El Sistema penitenciario cuenta con un Protocolo de Ingreso de las Personas Visitantes Menores de Edad a 
los Centros del Programa Institucional y de Atención Inmediata en Situaciones de Riesgo y, con una 
Directriz general sobre el procedimiento para la valoración de ingreso de PME a estos Centros, que 
consideran la opinión y expresión de la PME. 




Desde un enfoque de participación ciudadana efectiva y libre, el PANI ha promovido una movilización 
juvenil, fortaleciendo la participación de los jóvenes en el nivel regional y local.  Es así como se elaboró una 
guía metodológica para la constitución de “Consejos Participativos Cantonales”, en procura de que las 
opiniones de las PME sean debidamente informadas y que tengan impacto en la realidad nacional.   




Para 2016 se han creado 63 “Consejos Participativos”,  dando un paso firme  entre lo que había sido una 
participación simbólica, manipulada desde lo adulto céntrico y lo que hoy es un ejercicio de liderazgo juvenil 
efectivo, que se ha ganado un espacio por su propio mérito (Ver anexo 3. 23) y 27) 6).    




El PANI, además, ha consolidado la “Red Nacional de Adolescentes”, con representación de los 
adolescentes de las JPNA, cuyo propósito es crear espacios de participación en la esfera institucional del 
Estado costarricense. Además, mediante ley N° 9001 del 31/10/2011, se reformó el artículo 172 del CNA, 
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incluyéndose en el CNNA un adolescente representante de la Asamblea Nacional de la Red Nacional 
Consultiva de Personas Jóvenes.  




 
El MEP, cuenta con una Contraloría de Derechos Estudiantiles como la instancia encargada para escuchar 
las denuncias de los estudiantes en relación a las posibles violaciones de sus derechos. Además, promueve 
la participación libre y efectiva de los estudiantes, en programas tales como el de Gobiernos Estudiantiles. 
 




En consulta realizada a 531 niños y niñas escolarizados de todo el país, el 43% coincidió en que el 
principal problema que tienen las personas menores de 12 años en Costa Rica, es el “bullying escolar”, 
seguido por un 34% que piensa que son los conflictos familiares. 
  




 
 




CAPITULO 4: 
DERECHOS Y LIBERTADES CIVILES 




 
 




Apartados 28. y 29.  
Observaciones y recomendaciones 15-16-34-35-36-37-38-39-40-41.  
 
La inscripción de las PME en el Registro Civil, garantiza el derecho a la identidad (Ver anexo 4. 28) y 29) 1).     
  
La Ley de Paternidad Responsable, pretende garantizar que todos los niños y niñas nacidos en el país fuera 
del matrimonio, puedan conocer la identidad de su padre (Ver anexo 4. 28) y 29) 2).     
 
A los adolescentes mayores de 12 años, se les expide una Tarjeta de Identidad de Menores (TIM). 
 




Respecto a los procesos de registro e inscripción de la población migrante, el Registro Civil, atiende a los 
extranjeros que deseen optar por la nacionalidad costarricense, sin ningún costo (Ver anexo 4. 28) y 29) 3).   




La DGME cuenta con el programa de Migra Móvil, que brinda asesoría personalizada a la población 
migrante más vulnerable que vive en zonas de difícil acceso. 




Para la inscripción de PME indígenas, el Registro Civil realiza giras a las reservas indígenas en todo el país 
y cuenta con oficinas regionales en zonas indígenas estratégicas en todo el territorio nacional (Ver anexo 4. 
28) y 29) 4).    




Para la atención de necesidades del grupo indígena Ngöbe Buglé se suscribió un convenio entre los 
Registros Civiles de Costa Rica y Panamá. 




 
Entre las acciones afirmativas destinadas a garantizar el registro e inscripción de población indígena y 
migrante, se cuenta los protocolos de actuación conjunta DGME-INA-PANI-MRREE, ya referidos, y el 















 




 
Convención sobre los Derechos del Niño 




V y VI Informes Periódicos 




Costa Rica 




 




23 
 




convenio ACNUR, ACAI y la DGME mediante el cual las PME refugiadas, apátridas y solicitantes refugio, 
reciben atención diferenciada. 




La DGME está trabajando un protocolo, cuya finalidad es la regularización migratoria de todos los NNA 
migrantes, incluyendo las personas indígenas, inscritas como estudiantes en el MEP. 




El PANI, brinda servicios y asesoría legal gratuita, para garantizar el derecho que tienen las PME a conocer 
su identidad, a su padre y madre, apoyando, cuando es necesario los procesos judiciales correspondientes.  




Es importante destacar que como respuesta inmediata para la preservación de la identidad de las PME en 
caso de desapariciones, se aprobó la Ley 9307, que busca brindar una respuesta ágil a estas situaciones. La 
ley, creó una Comisión denominada CONASA, cuyo objetivo es coordinar e impulsar acciones dirigidas a la 
prevención de la sustracción y desaparición de las PME. Se creó al efecto, el Protocolo Nacional del Sistema 
de Alerta y Procedimiento para la Coordinación y Reacción Inmediata entre las Instituciones Públicas y 
Privadas ante la Desaparición o Sustracción de PME (Ver Anexo 4. 28) y 29) 5). 
 
En cuanto a lo regulado en el artículo 13 de la Convención, entre el 2011 y el 2016, el PANI ha hecho una 
inversión sostenida en campañas educativas-formativas en medios de comunicación sobre la que ya se 
detalló.  Desde el 2012 se crearon dos páginas de Facebook para la comunicación directa en redes sociales 
con las personas adolescentes, padres, madres y responsables de la crianza de PME. En este momento, el 
FB panicr tiene 139.566 seguidores y el FB patronatonacionaldelainfancia tiene 169.993 seguidores.  




Este medio es una fuente alternativa de información que promueve el desarrollo, el bienestar físico, 
psicológico y moral, además de promocionar los derechos de las PME, todo en el marco de la metodología 
de “memes” y en el lenguaje de los NNA, impactando positivamente un alto porcentaje de la población meta. 
Sobre este y otros esfuerzos realizados, a través de la plataforma COI del PANI, para difundir información y 
sensibilizar a las PME sobre sus derechos y deberes ver (anexo 4. 28) y 29) 6). 




Sobre el derecho de acceso a la información, el PJ, en alianza con UNICEF, implementó en 2015, la 
aplicación denominada: “Empodérate”, destinada, a la difusión y sensibilización de los derechos de la niñez 
y la adolescencia (Ver Anexo 4. 28) y 29) 7).  El Ministerio de Ciencia Tecnología y Telecomunicaciones 
(MICITT), en el marco de las tecnologías, ha invertido, en proyectos que fomentan el desarrollo de las 
capacidades científicas de las PME y que permiten orientarlos en su formación en estos temas (Ver Anexo 
4. 28) y 29) 8).  A través del Consejo Nacional para Investigaciones Científicas y Tecnológicas (CONICIT) y 
con la colaboración de la Fundación PANIAMOR se ha trabajado el tema de la ciudadanía digital en los 
niños y las niñas (Ver anexo 4. 28) y 29) 9). 




Costa Rica cuenta con un Sistema de Bibliotecas Públicas, a las que tienen acceso libre y gratuito las PME, 
son 56 bibliotecas públicas y un Bibliobús (Ver Anexo 4. 28) y 29) 10). 




Por otro lado, mediante la aplicación de la Ley General de Espectáculos Públicos Materiales Audiovisuales e 
Impresos, la Comisión de Control y Calificación de Espectáculos Públicos del MJ,  cumple con la obligación 
de proteger a las PME en cuanto al acceso a contenidos de violencia presentes en los espectáculos 
públicos, en materiales audiovisuales e impresos de carácter pornográfico. 
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Respecto a la libertad de pensamiento, conciencia y religión, si bien la Constitución Política consagra que la 
religión oficial del país es la católica, se garantiza la libertad de culto. Desde 1940, la educación religiosa es 
asignatura obligatoria en el Sistema Educativo; sin embargo, al tenor del artículo 14 y 30 de la Convención, 
tal obligatoriedad es condicionada, ya que los padres, pueden solicitar que sus hijos sean eximidos de 
recibir esta asignatura. En todo caso, se potencia la dimensión espiritual, desde la particularidad de la propia 
fe, evitando proselitismos y discriminaciones, atendiendo a la diversidad y fortaleciendo la fe desde la propia 
inclinación religiosa. 
 
Toda PME es constitucionalmente libre de expresar sus ideas y manifestarse sobre cualquier tema de su 
interés, mientras no infrinja la ley.  
 
La PNNA, tiene como aspiración alcanzar el pleno ejercicio de todos los derechos de los NNA; lo cual 
incluye la plena garantía del derecho a la libertad de asociación.  Para ello, el país ha generado espacios 
mediante los cuales las PME pueden participar en organizaciones representativas, en los cuales su voz 
tiene una incidencia cada vez mayor (Ver Anexo 4. 28) y 29) 11).   
 
El Comité ha llamado la atención sobre el artículo 18 del CNA, en cuanto considera que limita la libre 
asociación con fines políticos de las PME.  No obstante, debe analizarse el espíritu de la norma e 
interpretarse de manera integral.  A nivel constitucional y de normativa internacional, el país ha reconocido 
la libre asociación como un derecho humano fundamental.  Cualquier norma legal que pretenda limitarlo 
debe de ser interpretada de forma restrictiva. Si analizamos las razones que pudo tener el legislador al 
redactar la norma referida, encontramos dos, el tema de la capacidad jurídica legal frente a la posibilidad de 
asociarse con fines político electorales, y, en el marco del principio de autonomía progresiva, el riesgo de 
adoctrinamientos que puedan restringir otros derechos y libertades de las PME.  En este contexto jurídico, 
solo podríamos entender que el espíritu de la norma es protector y que sus alcances no podrían ir más allá 
de lo expuesto.  De hecho, en la cotidianeidad del país, las PME tienen participación política, no solo en sus 
organizaciones de pares, sino también en las elecciones nacionales y de gobiernos locales, en las que 
toman parte como cualquier otro ciudadano, demostrando una afinidad ideológica y participando 
activamente en los procesos electorales y políticos, bajo la supervisión de sus progenitores, como parte de 
su proceso de formación cívica y de autodeterminación.  




En atención al derecho a la vida privada y a la imagen, se han realizado actividades de sensibilización a los 
medios de comunicación, sobre el rol educativo y formativo que tienen, en el marco de la protección integral 
de las PME y su obligación de protegerlos de toda información y material perjudicial, así como el derecho a 
la privacidad e imagen (Ver Anexo 4. 28) y 29) 12).   




 
El MICITT busca promover el uso seguro y productivo de las tecnologías de la información, procurando 
concientizar a la población sobre sus riesgos y cómo minimizarlos. En el año 2010, se creó la Comisión 
Nacional de Seguridad en Línea (CNSL), con el objetivo principal de diseñar las políticas necesarias sobre el 
buen uso de Internet y las Tecnologías Digitales (Ver Anexo 4. 28) y 29) 13).    




A efecto de garantizar que los medios de comunicación respeten los derechos de los NNA según lo 
establecido en la Convención, los artículos 21 y 22 del CNA establecen sus deberes y los artículos 137 al 
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143 establecen los procedimientos para obligarlos al cumplimiento de dichas regulaciones (Ver Anexo 4. 
28) y 29) 14).  




Pese a los esfuerzos, el rol de la prensa en la protección integral de las PME sigue siendo complicado.  Es 
deseable que los medios informativos generen y circulen información objetiva, con equilibrio y de carácter 
formativo, con base en un acuerdo de ética periodística en el manejo de los asuntos que interesan a las 
PME, de modo que su abordaje se realice objetivamente con fines formativo educativos que tenga 
concordancia con la protección y garantía de los derechos de las PME en todo lo que publican y transmiten.   




Finalmente, la “Política de Acceso a la Justicia Penal Juvenil”, resalta la privacidad de las actuaciones en 
materia penal juvenil (Ver Anexo 4. 28) y 29) 15).  




 




CAPITULO 5: 




VIOLENCIA CONTRA EL NIÑO 
 




 
Apartado 30. a)- f) y 31.  
Observaciones y recomendaciones 42-43-44-52-53-74-75-84.  




En cuanto al matrimonio de PME ya se hizo referencia a la reforma legal que realizada por el país.   




Costa Rica ha normado y prohibido cualquier forma de violencia, práctica nociva o degradante hacia las 
PME. Sigue pendiente el análisis de si el castigo físico y algunas formas de violencia doméstica que no 
constituyen delito, deben implicar sanciones de tipo penal o de cualquier otra índole. A pesar de que este 
tema está en discusión, aún no hay proyectos de ley que hayan pasado el análisis de Comisión respectivo. 




Tanto el PJ como el PE, han dedicado recursos a la capacitación de su personal en el manejo y atención de 
situaciones de violencia en contra de las PME (Ver anexo 5. 30) y 31) 1).  




Costa Rica ha entendido la importancia de trabajar especialmente la promoción, educación y prevención en 
materia de Derechos de las PME, como la mejor forma de enfrentar el tema de la violencia en contra los 
NNA.  Por lo anterior, desde el año 2014, el PANI ha venido generando lo que ha llamado la “onda 
expansiva” en promoción, educación y prevención en derechos de las PME (Ver anexo 5. 30) y 31) 2). 




El PE, en estrecha cooperación con las ONGs, ha desarrollado programas y proyectos destinados a la 
promoción, a la prevención y a la educación en el cumplimiento efectivo de los derechos de las PME, 
particularmente con poblaciones vulnerables.  Esta tarea ha implicado el trabajo con padres de familia, con 
las familias y con PME, y ha conllevado la apertura de todo tipo de medios de información, orientación, 
educación, atención y apoyo, así como de recepción de denuncias en estos temas (Anexo 5. 30) y 31) 3).  




El PANI también le ha venido prestando atención al tema de la "desparentalización" de las PME en el marco 
de situaciones de violencia y conflictos familiares, al respecto, se ha sensibilizado y capacitado a los 
funcionarios de la institución y se ha incluido la problemática en el protocolo atencional.  Se busca garantizar 
el derecho de los NNA a disfrutar de ambos progenitores en un ambiente sano, aún en situaciones de hostil 
separación. 
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Entre los años 2011 y 2015, el MEP ha realizado esfuerzos por formar y capacitar a su personal sobre 
formas de ejecutar su rol educador en un ámbito de respeto y democracia.   La portación y el uso de armas 
en los centros educativos, el tráfico y consumo de drogas, la violencia física, psicológica y sexual entre 
estudiantes y entre docentes y estudiantes, el matonismo, el bullying y el cyberbullying, han sido temas de 
trabajo constante en programas, capacitaciones, protocolos e instancias específicas para prevenir, atender y 
resolver las situaciones que puedan presentarse.  Los principales procesos de sensibilización y 
capacitación, así como los protocolos y procedimientos definidos para la atención de estas problemáticas 
pueden verse en el (Anexo 5. 30) y 31) 4).  




Pese a los múltiples esfuerzos realizados y las medidas tomadas para generar una cultura de paz, 
respetuosa de los derechos de las PME, aún no se ha evidenciado una disminución en la cantidad de 
situaciones de violencia intrafamiliar hacia las PME en el país (Ver Anexo 5. 30) y 31) 5).  Al respecto, se 
debe a analizar si ello obedece a que se ha generado una cultura de denuncia que está evidenciando una 
realidad que no conocíamos en los alcances del flagelo, o si es que aún estos procesos no están teniendo el 
impacto deseado.  Es claro que se trata de transformaciones culturales, que requieren de una gestión 
sistemática, integral y continua a largo plazo, pero el país debe mejorar sus capacidades de evaluación.  Se 
espera que el Observatorio de la Niñez y la Adolescencia del PANI sea un aporte importante en esta 
materia.   




La DHR, convocó en febrero del 2016, a una Comisión de Alto Nivel para trabajar específicamente el tema 
de la violencia contra los NNA, con el objetivo de que cada institución ejecutara, dentro de sus 
competencias, acciones urgentes, prioritarias y oportunas para mejorar la situación del país en relación con 
este tema.  El PANI asumió la coordinación de la Comisión y se definió la creación de una Unidad contra la 
Violencia que formuló el “Plan de Acción Nacional para el desarrollo de estrategias de prevención y 
erradicación de la violencia contra niños, niñas y adolescentes”.  




Sobre las recomendaciones del “Estudio de las Naciones Unidas sobre la Violencia contra los Niños 
(A/61/299)”, a continuación se hace un recuento de acciones implementadas para su cumplimiento.   




El MJ ha elaborado el “Plan Nacional de Prevención de la Violencia y Promoción de la Paz Social 2015-
2018: Articulando el diálogo de la Costa Rica Bicentenaria”. El plan incluye la incorporación del Sistema 
Nacional de Promoción de La Paz y la Convivencia Ciudadana y el Observatorio de la Violencia.  Sobre este 
plan (Ver anexo 5. 30) y 31) 6). 




El país se ha preocupado por fortalecer sus compromisos internacionales autorizando los principales 
convenios, convenciones, estatutos e instrumentos internacionales, atinentes a la defensa y garantía de los 
derechos humanos (Ver anexo 5. 30) y 31) 7).  




Como parte del sistema nacional de reunión, análisis y difusión de datos e investigación sobre la violencia 
contra los niños; el país mantiene los “Comités de Estudio y Atención Integral del Niño, Niña y Adolescente 
Agredido”, cuyo fin es la prevención, detección, atención y seguimiento de la agresión y abuso, en todas sus 
formas, en perjuicio de las PME. Estos comités están constituidos en cada centro público o privado donde 
se brinden servicios de salud a las PME. El Ministerio de Salud por su parte, se encuentra trabajando en la 
“Norma Nacional para la Atención de las Situaciones de Violencia en los Servicios de Salud”, que busca 
regular, las acciones de prevención y atención en los servicios de salud.  
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En materia de justicia penal juvenil, el país se ha inclinado por la justicia restaurativa y tiene como línea la 
excepcionalidad de la privación de libertad en PME. Además, ha desarrollado protocolos de actuación para 
la denuncia y atención de situaciones de violencia contra las PME en Centros Institucionales de detención.  




Respecto a la protección contra el trabajo infantil, se construyó el Plan Estratégico Nacional denominado: 
“Hoja de Ruta para Hacer de Costa Rica un País libre de Trabajo Infantil y sus Peores Formas 2010-2020”, 
cuya meta es eliminar el  trabajo infantil y sus peores formas (Ver anexo 5. 30. y 31. 8).  




El sistema de justicia penal juvenil, ha abordado el tema de los delitos cometidos por PME que vulneran el 
desarrollo psicosexual de otras PME, así como la autodeterminación sexual de victimas adultas, desde dos 
aristas, la de la víctima y la del victimario.  En cuanto a las víctimas, hay dos programas de atención, el 
Abordaje desde el Departamento de Trabajo Social y Psicología del PJ y el programa de la Oficina de 
Atención a Víctimas del Delito del MP.  En cuanto al ofensor, se da una respuesta a través del Programa 
“Abordaje a Jóvenes con Comportamiento Sexual Abusivo” (Ver anexo 5. 30. y 31. 9).  Es de destacar que 
un porcentaje mínimo de las causas acusadas por estos delitos en que el ofensor es una PME, llega a la 
etapa de juicio, siendo que, un porcentaje muy alto se resuelven con sanciones alternativas socio formativo 
terapéuticas (Ver Anexo 5. 30. y 31. 10). 




Adjunta al CNNA, existe la Comisión Nacional Contra la Explotación Sexual Comercial (CONACOES), 
constituida por las instituciones que conforman el SNPI.  CONACOES y el CNNA se constituyen en el marco 
de coordinación y articulación interinstitucional e intersectorial para el trabajo preventivo y atencional en 
materia de explotación sexual comercial.   




CONACOES generó un protocolo de intervención en redes bajo el enfoque sistémico y, actualmente. Entre 
otros, trabaja focalizadamente en una de las regiones con mayor incidencia del país, Parrita, Garabito y 
Aguirre. Además, está desarrollando un nuevo Plan Nacional contra la Explotación Sexual Comercial, que 
determinará metas específicas y actualizará los procedimientos establecidos para la atención integral, 
coordinada, articulada y sistémica en la casuística. 




Este tema, también cuenta con acciones en la “Hoja de Ruta”, por lo que en su atención también se utiliza el 
“Manual para la Atención Interinstitucional de PME en explotación sexual, trata, trabajo infantil y trabajo 
adolescente peligroso" (Ver Anexo 5. 30. y 31. 11). 




Desde 1996 y especialmente a partir del 2005, con la aprobación de la Ley de Ejecución de las Sanciones 
Penales Juveniles, la Fiscalía Adjunta Penal Juvenil, realiza visitas carcelarias a los distintos centros de 
población juvenil (Ver Anexo 5. 30. y 31. 12). Éstas han permitido el control de casos que atentan contra la 
integridad física y los derechos de los jóvenes privados de libertad.  En relación con recientes denuncias 
hechas por la Fiscalía ante la Defensoría de los Habitantes, el “Mecanismo Nacional de Prevención contra la 
Tortura”, creado por ley 9204 de febrero del 2014, estableció que no se estaba en presencia de tortura, 
tratos o penas crueles, inhumanas o degradantes, como violencia estructural e institucional, sino más bien 
ante violencia intracarcelaria. Estas visitas y el Mecanismo referido han servido para regular distintas 
situaciones vinculadas a deficiencias en el ejercicio de algunos derechos, problemas de infraestructura, 
hacinamiento, todo en pro de exigir el cumplimiento de derechos humanos.   
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Si bien entre 2011-2015 el MSP ha abierto 90 procesos administrativos a funcionarios policiales por 
supuestos malos tratos contra PME; la cantidad de policías acusados por estas conductas ha venido 
disminuyendo (Ver Anexo 5. 30. y 31. 13). En estos años se han realizado múltiples acciones para 
sensibilizar al personal policial en derechos de las PME (Ver Anexo 5. 30. y 31. 14). 




Sobre servicios de asistencia telefónica a PME, en el (Anexo 4. 28) y 29) 15) pueden estadísticas de los 
programas ya referidos que ejecuta el COI del PANI.  
 




 




En consulta realizada a 531 niños y niñas escolares de todo el país, el 42% reportó ser disciplinados a 
través del castigo físico: “nos pegan y halan el pelo”. 
 




 




 
CAPITULO 6: 




ENTORNO FAMILIAR Y MODALIDADES ALTERNATIVAS DE CUIDADO 




 
 




Apartados 6. 32. a) – j) y 33.  
Observaciones y recomendaciones 44-45-46-47-49-50-51. 




 
El Estado, ha procurado apoyar a los progenitores y a la familia en la crianza y educación de sus hijos. En 
razón de ello, se han gestado programas como las Academias de Crianza del PANI, que procura dotar de 
herramientas a los progenitores para el desarrollo integral de sus hijos, sin recurrir al castigo físico en tal 
tarea (Ver Anexo 6. 32. y 33. 1). A lo anterior, se suman los ya comentados programas del COI, los Centros 
de Intervención Temprana, las Unidades móviles,  los proyectos  de las JPNA, de los SLP, los que se 
ejecutan en cooperación con ONGs y las campañas en medios sobre una cultura de paz, de derechos y 
educación con amor.  




Otros programas de esta naturaleza son la Red Nacional de Cuido y Desarrollo Infantil (Redcudi), los 
Hogares Comunitarios, los Centros de Cuido Diurno y Atención Integral y los CENCINAI, para un total de 
1055 alternativas de cuido, cuyos servicios alcanzaron en el 2015 una cobertura de atención de 45.384 
niños y niñas (Ver Anexo 6. 32. y 33. 2). La estrategia de “Puente al Desarrollo”, viene a incidir también 
positivamente en el entorno familiar, reforzando las capacidades de los padres para asumir su rol.  




Respecto a poblaciones en riesgo y mayor vulnerabilidad, el PANI viene haciendo esfuerzos, porque sus 
intervenciones atencionales se ejecuten en el marco del consenso familiar, en vez de procedimientos 
legales impositivos.  También existe direccionamiento institucional en cuanto a que la institucionalización 
debe ser utilizada como última opción, por plazos cortos y debe ser evitada al máximo en el caso de 
niños(as) pequeños y lactantes.  Además, cuenta con protocolos de intervención y modelos de atención y 
protección, que garantizan técnica y científicamente sus intervenciones en el marco de los derechos de las 
PME.  Toda PME separada de su familia para su protección, debe ser debidamente escuchada, informada 
de sus derechos y del procedimiento que se está siguiendo. 
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El PANI ha girado directrices para regular el monitoreo y seguimiento de los tiempos de permanencia de las 
PME en las distintas alternativas de protección (Ver anexo 6. 32. y 33. 3). El PANI, ha continuado con el 
desarrollo de su sistema de información INFOPANI, que permite controlar el estado de situación de los 
distintos procesos atencionales que maneja.  Estas acciones han generado una disminución en el promedio 
de la población reportada en albergues institucionales. 
 
Desde 2008 el PANI cuenta con un Programa de Hogares Solidarios, que regula los lineamientos para la 
conformación de programas de hogares dispuestos a asumir el cuido provisional de PME en familia, con una 
motivación solidaria, altruista y temporal, figura ideal requerida en tanto se trabaja con la familia nuclear y 
extensa (Ver anexo 6. 32. y 33. 4).  
 
El país es respetuoso del derecho fundamental de las PME a desarrollarse con su familia biológica y 
afectiva y de los derechos de autoridad parental, la intervención directa del Estado en las relaciones 
familiares procede, únicamente, ante situaciones de omisión, negligencia o abuso en el ejercicio de la 
autoridad parental y deben ir orientadas al trabajo con la familia, en busca de revertir las situaciones de 
riesgo y propiciar condiciones protectoras para las PME. 
 
Para pensar que una PME deba ser sujeto de protección, a través de una ubicación con fines adoptivos, se 
requiere que, luego del proceso especial de protección, el PANI, haga una valoración psicosociolegal, que 
determine la pertinencia de extinguir permanentemente los derechos de autoridad parental y de que, para 
garantizarle al niño(a) su derecho a un desarrollo integral, resulta conveniente a su interés superior, recurrir 
a la figura subsidiaria de la adopción –(incluye adoptabilidad psicológica y la opinión de la PME)-.  De 
considerarlo así, debe declarar la adoptabilidad administrativa e iniciar, en vía judicial, el correspondiente 
proceso de “declaratoria Judicial de Abandono con fines adoptivos”, en el que el juez está facultado para 
autorizar, cautelarmente, la ubicación en riesgo de la PME en una familia potencialmente adoptiva, 
debidamente valorada al efecto, en tanto se resuelve el proceso de declaratoria. 
 
 
El PANI tiene una estructura centralizada normada (Ver anexo 6. 32. y 33. 5), encargada de valorar 
psicosociolegalmente, en todo el país, con estándares internacionales, a las familias interesadas en la 
ubicación de PME con fines adoptivos.  En este modelo, los Hogares Solidarios no tienen fines adoptivos, su 
motivación es altruista y solidaria de cuido provisional, ejecutan acciones de protección en un momento de 
la intervención Estatal en que los niños(as) no son, ni técnica, ni jurídicamente, sujetos de una vinculación 
con fines adoptivos.  Parte del trabajo de estas familias es coadyuvar en la preparación de las PME para su 
siguiente estadio, sea el regreso con su familia biológica o su ubicación con una familia con fines adoptivos, 
debidamente valorada, preparada y seleccionada conforme a los requerimientos y necesidades particulares 
y al interés superior de las personas menores de edad.   
 
Desde 2011, la jurisprudencia del Tribunal de Familia de San José en materia de “Adopción Directa 
Internacional”, fue declarada inconstitucional por la Sala Constitucional mediante voto número 2011-005269, 
tras determinar que, el Tribunal, había venido obviando salvaguardas de derechos fundamentales de las PME, 
establecidas en el “Convenio de la Haya Relativo a la Protección del Niño y a la Cooperación en Materia de 
Adopción Internacional”, particularmente, la aplicación del “Principio de Subsidiariedad”. 
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En concordancia con este fallo, mediante ley 9064 del 2012, se reformaron algunos artículos del Código de 
Familia, y se definió que, en materia de adopción internacional, tanto las autoridades judiciales como 
administrativas, se regirían por procedimientos previamente establecidos en convenios internacionales suscritos 
por el país, determinándose definitivamente la ilegalidad de la adopción directa internacional (Ver anexo 6. 
32. y 33. 6).  
 
Por otra parte, si bien la adopción directa nacional sigue siendo legal, desde la citada reforma del 2012, en 
estos procesos, los Jueces están obligados a solicitar la intervención del PANI, a efecto de valorar la 
motivación de la entrega y la adoptabilidad de la PME (Ver anexo 6. 32. y 33. 7).   
 
Referente a la reunificación familiar internacional, el PANI maneja las situaciones en coordinación con las 
instituciones homólogas y las autoridades consulares de los países involucrados y organizaciones 
internacionales.  En materia de traslados y retención ilícitos de NNA, el PANI sigue actuando como 
autoridad central, en aplicación del Convenio de la Haya sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción 
Internacional de Menores, siendo que su gestión en esta materia es caracterizada por la gratuidad en todo 
el apoyo técnico jurídico.  
 
En lo referente al tema de pensiones alimentarias, el Estado cuenta con la normativa requerida para hacer 
cumplir estas obligaciones.  En el caso de los NNA bajo la protección especial del Estado, el PANI gestiona 
los procesos alimentarios correspondientes.  Respecto de la observación 47 del Comité, es importante 
señalar que el Convenio de 1996, se encuentra en la corriente legislativa.  
 
Finalmente, en atención a las medidas adoptadas para garantizar la protección de las PME con padres 
encarcelados y los que acompañan a su madre en prisión, el Sistema Penitenciario Nacional ha generado 
los instrumentos de regulación pertinentes (Ver anexo 6. 32. y 33. 8).   
 
 




 




En consulta realizada a 531 niños y niñas escolares de todo el país, ante el cuestionamiento de ¿cuál 
consideraban es el derecho más importante de todo niño y niña?  El 48 % respondió que el “derecho a 
tener una familia”.   




 
 
 
 
 
 




CAPITULO 7: 
DISCAPACIDAD, SALUD BÁSICA Y BIENESTAR 




 
 




Apartado 7. 34.  
Observaciones y recomendaciones 54-55. 















 




 
Convención sobre los Derechos del Niño 




V y VI Informes Periódicos 




Costa Rica 




 




31 
 




El Consejo Nacional de Personas con Discapacidad (CONAPDIS), presentó la Política Nacional en 
Discapacidad (PONADIS) 2011-2021, que fue publicada en junio del 2011. La PONADIS crea una instancia 
a nivel técnico con representantes de instituciones y sectores relacionados, bajo la coordinación del CNREE, 
que tendrá la función de apoyar el seguimiento y la coordinación del Plan de Acción de la PONADIS (Ver 
Anexo 7. 34. 1).  




Los objetivos de la Ley 7600 de “Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad” siguen 
vigentes al día de hoy (Ver Anexo 7. 34. 2) 




Conocedores de las brechas que implica la condición de discapacidad (Ver Anexo 7. 34. 3) y de que los 
“costos adicionales”  son indispensables para lograr un nivel de vida digno, y que muchas veces responden 
a atención médica, ayudas técnicas y asistencia personal entre otros, algunos programas han empezado a 
tomar en cuenta estos recursos adicionales incorporándolos en las variables de medición de la pobreza y en 
los programas selectivos para enfrentarla.  




La respuesta institucional a la situación de pobreza de muchas PME con discapacidad y a las brechas 
existentes, se traduce en algunos programas selectivos, orientados a grupos de menores recursos, 
vulnerables o que están en situaciones de exclusión o discriminación (Ver Anexo 7. 34. 4). En el caso de las 
PME con discapacidad y sus familias, no existe un estudio de impacto de estos programas, sin embargo, de 
acuerdo con CONAPDIS, se podría decir que, con excepción de los que implican atención integral directa, la 
mayoría no han logrado salir del modelo asistencialista.  




La Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) es la institución encargada de los servicios de salud 
públicos. Su misión es “Proporcionar los servicios de salud en forma integral al individuo, la familia y la 
comunidad, y otorgar la protección económica, social y de pensiones, a la población costarricense, conforme 
la legislación vigente”. Ver en (Anexo 7. 34. 5) las funciones encargadas a la CCSS en materia de 
discapacidad por la Ley 7.600.    




La CCSS está organizada en tres niveles de atención (Ver Anexo 7. 34. 6); no obstante, los servicios de 
rehabilitación se ofrecen únicamente en los niveles segundo y tercero.  En el tercer nivel se encuentra el 
Centro Nacional de Rehabilitación (CENARE) que es un hospital altamente especializado en rehabilitación 
(Ver Anexo 7. 34. 7).  




El otro hospital especializado es el Hospital Nacional de Niños (HNN), que se dedica al “manejo y atención 
de población pediátrica que requiere los servicios médicos y de salud de alta complejidad”, atiende a niños y 
niñas (no así a personas adolescentes). En la Unidad de Quemados se ha creado una clínica de 
rehabilitación, que actualmente cuenta con un equipo interdisciplinario que nació para dar respuesta a los 
niños(as) con lesiones producidas por quemaduras, pero posteriormente amplió su ámbito de acción para 
atender otros tipos de condiciones.   




Según CONAPDIS el HNN carece de una unidad pediátrica de rehabilitación y el CENARE, a pesar de 
atender PME y ser altamente especializado, no ofrece un servicio pediátrico integral. De acuerdo con 
CONAPDIS, actualmente hay una gran saturación de estos hospitales nacionales, ubicados ambos en San 
José, lo que en su criterio hace necesario el fortalecimiento de los niveles segundo y primero de atención. 
En ese sentido, se han ampliado algunos servicios de rehabilitación que actualmente son ofrecidos por 
algunos hospitales nacionales generales, regionales, algunos periféricos y algunas áreas de salud; sin 
embargo, si se trata de niños y niñas, es usual que sean referidos al HNN para su atención especializada. 















 




 
Convención sobre los Derechos del Niño 




V y VI Informes Periódicos 




Costa Rica 




 




32 
 




Es necesario reconocer que las estrategias para fortalecer el primer nivel de atención no han sido 
suficientes, las iniciativas de proyectos de Rehabilitación de Base Comunitaria (RBC) han sido dispersas, 
por lo que es un tema a analizar (Ver anexo 7. 34. 8). 




De acuerdo con CONAPDIS existen vacíos en los servicios de rehabilitación para personas con deficiencias 
sensoriales, psicosociales y psiquiátricas. Algunos servicios los ofrece el MEP, sin embargo, es necesario 
un enfoque interdisciplinario e interinstitucional que no solo tome en cuenta la parte educativa o pedagógica, 
sino también la funcional. 




Recientemente, se promulgó la Ley de Tamizaje Auditivo Neonatal (No. 9142 11/6/2013) cuyo objetivo es 
garantizar que todo niño recién nacido tenga derecho a que se valore su capacidad auditiva, y que, se le 
brinde el tratamiento integral oportuno. Esta ley obliga a los centros de salud públicos y privados a realizar el 
tamizaje auditivo y a la CCSS a otorgar la ayuda económica para la adquisición de audífonos, implantes 
cocleares y otras ayudas técnicas. 




De acuerdo con CONAPDIS aunque se reconocen las inversiones que el sistema de salud ha realizado en 
materia de rehabilitación, siguen siendo comunes las listas de espera para obtener una ayuda técnica vital. 
Al respecto, la Sala Constitucional, ha señalado la impertinencia de aducir razones de carácter financiero, 
político o administrativo para justificar el incumplimiento de las obligaciones impuestas por la legislación en 
esta materia (Sala Constitucional No. 2012-011668 24/08/2012). 




La CCSS ha reconocido que se debe prestar especial atención al tema de la rehabilitación, al efecto, ha 
creado una Comisión de Discapacidad y Rehabilitación que elaboró un proyecto de plan de reformas 
sustanciales de la institución.  La institución ha venido haciendo esfuerzos por definir la oferta de servicios 
por nivel de atención, pero señala que, en el caso de poblaciones especialmente alejadas, de difícil acceso, 
la ubicación permanente de servicios está supeditada a un asunto de acceso geográfico.   




El MS, ha venido coordinando con CONAPDIS la implementación de la PONADIS.  Se busca que la Política 
Nacional de Salud defina estrategias inclusivas, específicamente en lo relativo a la producción social de la 
salud y sus determinantes, relacionadas con las personas con discapacidad. Los lineamientos del Eje Salud 
son: Promoción de la salud integral, acceso a la salud y a la seguridad social, educación para la salud y 
salud sexual y reproductiva. 




Es importante mencionar que, en todos los extremos, incluido lo correspondiente a medicación de toda 
índole, la CCSS aplica lo requerido en la “Ley de Derechos y Deberes de Usuarios de Servicios Salud 
Públicos y Privados” (Ley 8239) que, implementa el consentimiento informado, siendo además la primera 
institución a nivel nacional que creó las Contralorías de Servicios en cada uno de sus establecimientos de 
atención. 




En materia de discapacidad, el MEP ha considerado que todos los servicios de educación especial deben 
incorporar el trabajo con las familias y la comunidad, además, se ha preocupado porque el transporte, la 
alimentación y los productos de apoyo se brinden en coordinación con el CENAREC para la emisión de 
criterios técnicos para la compra de éstos. 




Existe una comisión interinstitucional MEP-CCSS que funciona a nivel regional y nacional que realiza 
referencias sobre población que presenta riesgo en el desarrollo o discapacidad.  Además, se han creado 
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servicios educativos para atender población desde el nacimiento a los seis años en las regiones educativas 
donde no existen centros de educación especial. 




El MEP ve al estudiante como sujeto de derechos y partícipe en la toma de decisiones para su proceso 
educativo. Existen apoyos educativos (personales, materiales y tecnológicos, organizativos y curriculares) 
que favorecen el proceso educativo y participativo del estudiantado.  
 
Además, el país le está dando prioridad al tema de primera infancia, desde la Política focalizada que ha 
trabajado el PANI, hasta los esfuerzos del MEP por generar un aumento sostenido en la inversión en sus 
planes de preescolar (Ver anexo 7. 34. 9).   
 




En el 2014, como instrumento para facilitar la articulación interinstitucional, se firmó el Protocolo de 
Coordinación entre el MTSS, MEP e INA, para atender las necesidades de formación básica e inserción 
laboral de las personas con discapacidad, incluyendo a las PME. 




 
Apartados 7. 35. 36. y 37. 
Observaciones y recomendaciones 6-57-58-59-60-61-64-65. 
 




Los temas requeridos en los apartados 35, 36 punto a) y 37), ya fueron tratados en el capítulo 3, al respecto, 
se harán señalamientos específicos que complementan lo ya expuesto. 




En Costa Rica, los NNA y las mujeres embarazadas se encuentran cubiertas por la seguridad social. El 
Decreto Nº 39009-S garantiza el derecho a la atención integral en salud de la embarazada y del niño(a) (Ver 
anexo 7.35), 36) y 37) 1).   




La Dirección Nacional de CEN CINAI atiende a la población materno infantil en condición de vulnerabilidad 
por pobreza o riesgo social, a través de servicios cotidianos intramuros de Atención y Protección Infantil 
(API) y de servicios extramuros que son brindados a la misma población pero que, por la lejanía de su hogar 
o por aspectos de inseguridad, no pueden acceder diariamente a los establecimientos CEN-CINAI (Ver 
anexo 7.35), 36) y 37) 2).   




De las estrategias desarrolladas por CEN CINAI, es importante resaltar la actividad de acompañamiento que 
se brinda a los padres en la tarea de guarda y crianza de sus hijos (Ver anexo 7. 35), 36) y 37) 3). 




Ante consulta del Comité es importante aclarar que la tasa de mortalidad infantil en Costa Rica se calcula de 
la siguiente manera: Tasa de mortalidad infantil (TMI) = relación entre las defunciones de menores de un 
año ocurridas durante un año calendario y los nacimientos ocurridos en el mismo período, por cada mil 
nacimientos (Ver anexo 7.35), 36) Y 37) 4).   
 




El país cuenta con una Comisión de Lactancia Materna del MS con amplias funciones en el tema (Ver 
anexo 7.35), 36) Y 37) 5). Existen 12 hospitales acreditados como hospitales amigos.  La posición de la 
Comisión Nacional de Lactancia Materna, es que la lactancia debe ser exclusiva hasta los seis meses y a 
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partir de ahí se establece la alimentación complementaria; el periodo de lactancia se debe dar hasta los dos 
años y más (Ver anexo 7.35), 36) y 37) 6). 
 




El MS ha coordinado con varias instituciones para el cumplimiento de un objetivo común en materia de 
atención a adolescentes, de tal coordinación se logró el establecimiento, vía decreto, de la Norma Nacional 
para la Prevención y Atención Integral de la Salud de las Personas Adolescentes en el componente de salud 
sexual y salud reproductiva (Ver anexo 7.35), 36) y 37) 7). Este decreto regula además el acceso a 
métodos anticonceptivos modernos para las y los adolescentes (Ver anexo 7.35), 36) y 37) 8). 




El PANI mantiene su Programa Adolescente Madre, cuyo objetivo es promover el fortalecimiento personal y 
social de las adolescentes madres con la intención de procurar su reinserción o permanencia en el sistema 
educativo, empoderándolas, a efecto de que puedan interiorizar sus capacidades y reconocer su posibilidad 
de estudiar; de igual forma se busca incidir en la reducción de embarazos subsecuentes en esta población 
meta.  Al 2016, este programa beca a 1.800 adolescentes madres (Ver anexo 7.35), 36) y 37) 9). 




En el marco de este proyecto también se elaboró y publicó la Normativa Interinstitucional e Intersectorial 
para la Prevención y Atención del Embarazo en la Adolescencia (MEP-CEN-CINAI-PANI), agosto 2015. 




El número de casos de muerte materna en adolescentes en los últimos años es el siguiente: 




Costa Rica: defunciones maternas de personas menores 
de edad, según año de ocurrencia, 2010-2015 




        




Año  Total Menores de 15 De 15 a 17  




2010 1 1 0 




2011 1 - 1 




2012 2 - 2 




2013 - - - 




2014 - - - 




2015 1 1 - 




Fuente: INEC, Unidad de Estadísticas Demográficas, 
Estadísticas Vitales 2010-2015. 
 




El país cuenta con un proyecto en revisión de la "Norma para la implementación del artículo 121 del Código 
Penal", relacionada con la regulación del aborto en los servicios de salud públicos y privados. Además, la 
CCSS y el PJ cuentan con un protocolo denominado  " Protocolo interinstitucional de Atención Integral a 
víctimas de violación sexual en las primeras 72 horas de ocurrido el evento".   




La prevención y control de las enfermedades inmunoprevenibles es prioridad de la salud pública en Costa 
Rica.  En el año 2013 se dictó la “Norma Nacional de Vacunación” (Ver anexo 7. 35), 36) y 37) 10). 
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El MEP creó el Departamento de Salud y Ambiente con el objetivo de facilitar la atención a los estudiantes 
en materia de salud y sexualidad. En este departamento se han elaborado programas relativos a la salud y 
los derechos sexuales y reproductivos dirigidos a los adolescentes (Ver anexo 7. 35), 36) y 37) 11).   




El Programa de Atención Integral de la Adolescencia (PAIA) de la CCSS, vela por la salud integral de las 
personas durante la etapa de la adolescencia. Su objetivo es atender desde lo clínico-asistencial y desde lo 
preventivo la promoción del desarrollo humano y la salud.  




El Plan Nacional de Desarrollo 2015-2018, establece como objetivo: “Fortalecer la detección, atención, 
seguimiento de las personas con trastornos mentales, del comportamiento y consumidora de sustancias 
psicoactivas”.  




Este objetivo se integra con el Plan Nacional de Drogas 2013-2017; en el eje estratégico de Prevención del 
Consumo y Tratamiento, que establece como política, el fortalecimiento del sistema nacional de tratamiento 
mediante intervenciones terapéuticas de calidad, integrales, que consideren el género, la edad, la 
vulnerabilidad y el contexto cultural de las distintas poblaciones.  




La Encuesta Nacional de Consumo de Drogas en la Población de Educación Secundaria, al comparar los 
años 2009-2012, evidencia un retraso en el inicio del consumo, principalmente del alcohol. Señal de que las 
estrategias implementadas están impactando a la población.  




Respecto al consumo del tabaco, la implementación de la Ley 9028 a partir del 2012, parece haber 
influenciado la postergación del consumo, tanto por la regulación como por el aumento en el costo 
económico.  




De acuerdo con datos del Instituto sobre Alcoholismo y Farmacodependencia (IAFA), para el periodo 2011 
al 2015, la institución presenta un aumento sostenido en recursos asignados a la atención de las PME (Ver 
anexo 7. 35), 36) y 37) 12), (ver capítulo 3 apartados 23. c) y 27).     




En cuanto a los temas de protección y nivel de vida de las PME, como ya se explicó, el país ha venido 
apostando a la protección integral, fortaleciendo los ejes de promoción, educación y prevención en la 
garantía del cumplimiento de sus derechos.  En esta línea de acción la Política de Primera Infancia y los 
programas del PANI, ya señalados, resultan relevantes, así como la REDCUDI y las demás prestaciones 
sociales referidas (Ver anexo 7. 35. 36. y 37. 13).  .  




Reiterar que se está ejecutando una nueva estrategia gubernamental para atacar la pobreza, la pobreza 
extrema y la vulnerabilidad, que incorpora un mejoramiento en la coordinación operativa a nivel de las 
instituciones con la sociedad civil organizada e implica el seguimiento inmediato y directo de acciones 
desarrolladas con las familias en busca del mejoramiento de las condiciones de vida, esta es la denominada 
“Estrategia Puente al Desarrollo” (Ver anexo 7. 35. 36. y 37. 14). 




Mediante Ley 9137 se creó el SINIRUBE, cuyo fin es mantener una base de datos única y de cobertura 
nacional con la información de todas las familias y personas que reciban servicios, asistencias y subsidios 
económicos del Estado (Ver anexo 7. 35. 36. y 37. 15). 




La Fiscalía General de la República, estableció el “Procedimiento para valoración jurídica de partes o 
informes policiales y destrucción de drogas de uso no autorizado decomisado sin vinculación alguna a 
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actividad delictiva”.  Este procedimiento despenaliza a las PME detectadas consumiendo drogas, obligando 
a generar abordajes terapéuticos y socioformativos integrales (Ver anexo 7. 35. 36. y 37. 16). 




 




En consulta realizada a 670 adolescentes de todo el país, el 42% consideró que uno de los principales 
problemas de los adolescentes en Costa Rica es el consumo de drogas y alcohol. 
 




 
 




CAPITULO 8: 
EDUCACIÓN, ESPARCIMIENTO Y ACTIVIDADES CULTURALES 




 
 




Apartado 8. 38. y 39.  
Observaciones y recomendaciones 66-67-68-69-70-71. 




Al MEP le corresponde ejecutar el desarrollo y consolidación de un sistema educativo de excelencia que 
permita el acceso de toda la población a una educación de calidad, centrada en el desarrollo integral de las 
personas y en la promoción de una sociedad costarricense integrada por las oportunidades y la equidad 
social (Ver anexo 8. 38. y 39. 1).  




 
En mayo del 2011, se aprobó una reforma a la Constitución Política, que obliga al Estado a invertir como 
mínimo un 8% del Producto Interno Bruto (PIB) en educación. Se trata de un cambio en el artículo 
constitucional 78, con lo que la inversión en educación, pasó de un piso del 6% a uno del 8% (Ver anexo 8. 
38. y 39. 2). 




EL MEP, en el año 2015, creó el Consejo Nacional de Evaluación de la Calidad de la Educación, con el 
objetivo de promover centros educativos más eficaces y con un nivel de calidad superior dentro del marco 
de una nueva ciudadanía (Ver anexo 8. 38. y 39. 3). 




En la búsqueda de alcanzar la calidad deseada de la educación, con enfoque de derechos humanos de las 
PME, el MEP ha generado una serie de dependencias funcionales y programas (Ver anexo 8. 38. y 39. 4): 




 
La Dirección de Vida Estudiantil: programas en contra de la discriminación y formas de convivencia en el 
marco de la aceptación a la diversidad.  
 
Planes:  




 Con Vos 




 Convivir 




 Festival Estudiantil de las Artes (FEA) 




 Ponele a la Vida: Proyecto interinstitucional  




 Érase una vez… 




 Salud y Ambiente 




 Programas deportivos 
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 Proyecto de iniciación deportiva 




 Servicio Comunal Estudiantil 




 Orientación 




 Plan de Formación Docente (Actualizándonos)  
 Convivencia Armónica  
 Cultura de Paz 




 Programa de los Gobiernos Estudiantiles.   




 Programa Ética, estética y ciudadanía.  
 
La Contraloría de Derechos Estudiantiles protege los derechos estudiantiles y promueve la no 
discriminación, así como la defensa y denuncia de las violaciones de derechos humanos.  
 
La Contraloría de Derechos Humanos: capacita docentes en el área de derechos estudiantiles y debido 
proceso.  
 
La Comisión Afrodescendiente: Promueve centros educativos libres de discriminación, el enfoque de 
interculturaildad dentro del personal docente y administrativo. 
 
La Dirección de Desarrollo Curricular: Implementa nuevos Programas de Estudio de I y II Ciclos. 
 
Departamento de Asuntos Disciplinarios: Realiza investigaciones sobre denuncias de los supuestos 
abusos de autoridad, y actos de violencia hacia los estudiantes por parte de los funcionarios MEP. 
 
Participación de padres y madres de familia: Orientación a padres, madres y encargados de la población 
estudiantil.  
 
Departamento de Educación Especial: Promueve la atención de las PME con condición de discapacidad y 
de poblaciones diversas. Busca el cambio hacia la educación inclusiva.  Implementa la Ley 8283 “Ley para 
el financiamiento y desarrollo de equipos de apoyo para la formación de estudiantes con discapacidad, 
matriculados en III ciclo y Educación Diversificada”.   




La Educación Especial en el MEP cuenta con servicios de apoyo para el estudiantado con discapacidad que 
asiste a la educación regular, estos pueden ser fijos o itinerantes en las siguientes especialidades: 




 Retraso mental (discapacidad intelectual) 




 Problemas de aprendizaje 




 Trastornos emocionales y de la conducta 




 Discapacidad visual 




 Discapacidad Múltiple 




 Audición y Lenguaje. 
La capacitación de los docentes en el tema de discapacidad se coordina con el Instituto de Desarrollo 
Profesional desde el Centro Nacional de Recursos para la Educación Inclusiva (CENAREC).  
 
Departamento de Salud y Ambiente: Elabora y desarrolla programas relativos a la salud y a los derechos 
sexuales y reproductivos dirigidos a los adolescentes dentro y fuera del sistema educativo, tomando en 
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cuenta los derechos sexuales y reproductivos, la sexualidad sana, la prevención de los embarazos no 
deseados, las enfermedades de transmisión sexual, el VIH/SIDA y la accesibilidad y el uso del preservativo 
y otros medios anticonceptivos. 
 
El Departamento de Educación Intercultural: realiza programas y actividades en los centros educativos 
con el fin de promover y mantener la cultura indígena de nuestro país y protege los derechos de niños y 
niñas indígenas.  
 
Módulo de Migraciones, Convivencia y Educación Intercultural: En el caso de la población migrante y 
refugiada se les asegura el acceso a la educación sin distinción y de manera gratuita.   
 
En materia de Maternidad y Paternidad adolescentes los centros educativos manejan las Guías de 
afectividad y sexualidad del MEP.   
 
En el tema de diversidad sexual, el MEP cuenta con un programa sobre diversidad (guía para la aceptación 
y no discriminación de estudiantes con diversas preferencias sexuales, transgénero) y ha generado 
pronunciamientos y directrices institucionales a favor del respeto a la diversidad sexual y la no 
discriminación. 
 
En cuanto al tema religioso, a pesar de que la asignatura de religión corresponde a la religión Católica, los 
nuevos programas de estudio, establecen el respeto por la libertad de credo y definen una visión más 
ecuménica, en la que se promueve más una educación en valores y espiritual que de normas religiosas 
específicas. 
 
En el tema de masculinidades, el MEP incluyó el proyecto “Masculinidades Género Sensible” en el Sistema 
Educativo Costarricense.   
 
En el tema de género se cuenta con las denominadas “Escuelas para el Cambio”:   sus acciones dan 
respuesta a la Política Nacional de Igualdad y Equidad de Género (PIEG) y se insertan directamente en el 
Eje 3: “Educación con enfoque de Género” de la Política de Género del MEP. Se constituye en una acción 
coordinada a través del convenio INAMU- MEP, de mayo del 2015. 
 
En el año 2011, se suscribió un Convenio Marco de Cooperación INA – MEP, que crea una oportunidad 
para la conclusión de estudios de la enseñanza básica y bachillerato a estudiantes que cursan capacitación 
técnica en el INA.  




Es importante señalar que ha aumentado el porcentaje de promoción en las Pruebas de Bachillerato en 
Liceos Rurales en Territorio Indígena; en el 2013 el porcentaje se tenía en un 31%, aumentando en un 13% 
para el 2014, logrando así un 44% de aprobación. 




Se aumentó también a 64% el porcentaje de cobertura de servicios itinerantes de Lengua Indígena (Ver 
anexo 8. 38. y 39. 5).   
 
El MEP elaboró materiales bilingües con el objetivo de atender las particularidades de los estudiantes 
indígenas de la primera infancia, primaria y secundaria (Ver anexo 8. 38. y 39. 6). 
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En consulta realizada a 670 adolescentes de todo el país, al consultarles sobre los que consideran los 
derechos más importantes para su población, el 42% consideró que el “derecho a un hogar”, el 29% 
consideró que el “derecho al estudio”, el 21% que el “derecho a la libre expresión” y el 8% que el “derecho 
a la recreación”. 




 
 




 
CAPITULO 9: 




MEDIDAS ESPECIALES DE PROTECCIÓN 
  
 




Apartados 9. 40. y 41. 
Observaciones y recomendaciones 72-73-76-77-78-79-80-81-82-83.  




 
Respecto a las medidas tomadas para brindar protección a las PME que traten de obtener la protección 
como refugiados y los niños no acompañados solicitantes de asilo, la Política Migratoria Integral para Costa 
Rica 2013-2023, es un instrumento protector, que aspira a generar el reconocimiento de estas condiciones 
en el menor tiempo posible. En el año 2011, entró en vigencia el Reglamento de Personas Refugiadas, que 
desarrolla el procedimiento para la determinación de la condición de persona refugiada en Costa Rica.  Con 
éste, se han disminuido los tiempos de respuesta en el proceso de determinación de la condición de 
refugiado, incluso se regula que, en el caso de que la Administración no resuelva en el tiempo establecido, 
mediante el Subproceso de Refugio de la DGME, se le otorga al solicitante de refugio un permiso de trabajo.  
 
En atención a la recomendación 81 del Comité, se aclara que el artículo 106 de la Ley General de Migración 
y Extranjería, establece el género como uno de los motivos por los cuales se debe de otorgar la condición 
de refugiado. En igual sentido, el artículo 11 del Reglamento de Personas Refugiadas, introduce el enfoque 
de género en materia de refugio. 
 
En el caso de los niños(as) migrantes en diferentes condiciones detectados en el país, ya se ha reiterado 
que, la Comisión Tripartita, elaboró cinco Protocolos para la detección, atención y protección integral de 
estas PME.  
 
El convenio ACNUR, ACAI, DGME y PANI permite que las PME refugiadas, apátridas y solicitantes de 
refugio, reciban atención diferenciada (Ver anexo 9. 40. 41.1).  La Comisión de Visas Restringidas y Refugio 
y la Unidad de Refugio, reciben constante capacitación por parte del ACNUR, para el debido cumplimiento 
de la Convención de 1951 y su Protocolo de 1967 y de las directrices utilizadas por el ACNUR, para la 
determinación de la condición de refugiado. 
 




En lo referente a los costos de los documentos, el artículo 62 del Reglamento de Personas Refugiadas, 
establece la posibilidad a la DGME, de exonerar de estos derechos cuando medien solicitudes de PME, 
adultos mayores o personas con discapacidad.   
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Se ha hecho en el informe una amplia alusión al tema indígena, desde medidas tomadas por el Registro 
Civil y la DGME para facilitar su registro y documentación migratoria, hasta las acciones ejecutadas para 
garantizar su Salud, el acceso a la justicia, la no discriminación y el dictado de normas específicas para este 
grupo minoritario. 
 
Respecto a las PME que se encuentran en procesos de callejización, el PANI les brinda la correspondiente 
atención integral dentro de sus procesos técnico jurídico especializados, para lo cual se cuenta con el 
“Protocolo para la Atención de Callejización en Personas Menores de Edad” (Ver anexo 9. 40. 41.2).   
 
En atención a las medidas especiales de protección relacionadas con PME en explotación económica o 
trabajo infantil, pueden verse los apartados 30 y 31 de este informe.  
 
De acuerdo al módulo de Trabajo infantil del 2011, de la Encuesta Nacional de Hogares, en Costa Rica en 
dicho año trabajaban aproximadamente, 42.571 NNA entre los 5 y los 17 años, lo que equivale a una tasa 
del 4,3.  El 67,4% eran hombres y el 32,6% mujeres.  De ellos, 14.196 NNA tenían prohibición para laborar 
al no contar con la edad mínima para el empleo y trabajaban 28.375 adolescentes con edad permitida para 
laborar de acuerdo a la legislación especial. Además, el 50,58% habitaban en zona urbana y el 49,42% en 
zona rural. De ellos, solo el 55,1% asistía a la educación regular y el 44,9% no lo hacía.  La Encuesta 
Nacional de Hogares del 2016, muestra un cambio significativo en las estadísticas relativas a este tema en 
todos sus índices de medición, lo que evidencia un impacto de las políticas y planes nacionales, como 
ejemplo, el número de NNA trabajadores entre las edades señaladas descendió a 30.369.  Sobre estos 
cambios ver (Ver anexo 9. 40. 41.3). 




Ya se habló también en este informe sobre la CONACOES, el tema de explotación sexual, su incidencia y 
abordaje, así como sobre el tema de trata de PME, la normativa que lo regula y la estructura y estrategias 
creadas para su atención, entre ellas, la Ley 9307 "Creación del Sistema de Alerta y el Procedimiento para 
la Coordinación y Reacción Inmediata entre las Instituciones Públicas y Privadas ante la Desaparición o 
Sustracción de PME” (Ver anexo 9. 40. 41.4).   Sobre estos temas se ha capacitado a los diferentes 
cuerpos policiales (Ver anexo 9. 40. 41.5). 
 




El MJP cuenta con dos proyectos regionales en estos temas que hay que resaltar:  




1.- Prevención de la violencia contra las mujeres, trata de mujeres y femicidio/ feminicidio en Centroamérica, 
financiado por el Reino de los Países Bajos y Finlandia, enmarcado en la Estrategia de Seguridad de 
Centroamérica (ESCA) del Sistema de Integración Centroamericana (SICA),  




2.- Programa Regional Mesoamérica “Fortaleciendo las capacidades de Protección y Asistencia a Migrantes 
en Situación de Vulnerabilidad, financiado por la Oficina de Población, Refugiados y Migración (PRM) del 
Departamento de Estado de EEUU. 




 




Respecto a la recomendación 79 en cuanto a que se contemple la posesión de material pornográfico infantil 
como un delito, la Ley de la República número 8590 "Fortalecimiento de la Lucha contra la Explotación 
Sexual de las PME” ya había incorporado una reforma en dicho sentido, regulada en el artículo 173 bis del 
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Código Penal.  Recientemente se han incorporado y replanteado tipos referentes a la pornografía infantil 
mediante las leyes 9095 del 2012 y 9177 del 2013 (Ver anexo 9. 40. 41.6).    En cuanto a la observación 78 
y la recomendación 79, en las que se insta a la aprobación del proyecto de ley 14204, este se archivó. Sin 
embargo, por la Ley 9095 del 2012, se adicionó al Código Penal el artículo 162 Bis que tipifica el turismo 
sexual.  Por otro lado, también se adicionó al Código Penal el artículo 189 bis referente de la explotación 
laboral (Ver anexo 9. 40. y 41. 7).    




Sobre justicia penal restaurativa y el tema de PME en conflicto con la Ley Penal Juvenil puede verse lo 
expuesto en el apartado 5. 30. y 31. 




En el marco de la Política de Justicia Juvenil Restaurativa, el país debe reforzar los programas de medidas 
alternativas, de manera que sean efectivamente sistemáticos, con los componentes formativos, educativos y 
terapéuticos pertinentes.  Este es tema de reflexión, en cuanto a la importancia de generar procesos 
integrales, donde cada institución competente asuma el rol que le corresponde, especialmente en el caso de 
personas menores de edad que no cuentan con redes de apoyo familiar.    El Ministerio de Seguridad 
Pública señala que ha hecho todos los esfuerzos, porque personas menores de 18 años detenidas, no 
permanezcan en sus centros de detención, sino que sean puestos de forma inmediata a la orden de la 
autoridad judicial competente.   




En Costa Rica no existe la pena capital, ni la prisión perpetua.   
 
 




 




En consulta a 531 niños y niñas escolares de todo el país, ante la pregunta de ¿en qué podría ayudarlos el 
PANI? El 45% respondió que "hablándole a los papás sobre cómo cuidarnos, de las cosas que nos gustan 
y que no nos peguen”.  




 




 
 
 
 




CAPITULO 10: 
SEGUIMIENTO DEL PROTOCOLO FACULTATIVO DE LA CONVENCIÓN SOBRE 




LOS DERECHOS DEL NIÑO RELATIVO A LA VENTA DE NIÑOS, LA 
PROSTITUCIÓN INFANTIL Y LA UTILIZACIÓN DE LOS NIÑOS EN LA 




PORNOGRAFÍA 




Apartado 10. 42.  
 




Muchas de las acciones ejecutadas para dar cumplimiento a este Protocolo Facultativo y a las 
recomendaciones realizadas ya han sido desarrolladas en este informe. 
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El país ha venido generando la normativa y creando las estructuras y las estrategias operativas para 
responder a los requerimientos del protocolo.  




En el año 2009 se aprobó Ley de Protección a Víctimas, Testigos y demás Intervinientes en el Proceso 
Penal, N° 8720 (Ver Anexo 10. 42. 1). 




El 8 de febrero del 2013 entró en vigencia la Ley contra la Trata de Personas y Creación de la Coalición 
Nacional contra el Tráfico Ilícito de Migrantes y la Trata de Personas (CONATT), N° 9095 (Ver Anexo 10. 
42. 2).  




Esta norma crea la Coalición Nacional contra el Tráfico Ilícito de Migrantes y la Trata de Personas 
(CONATT), como la responsable de promover la formulación, la ejecución, el seguimiento y la evaluación de 
políticas públicas nacionales, regionales y locales, para la prevención del tráfico ilícito y la trata de personas, 
la atención y protección de las víctimas, y la persecución y sanción de los responsables, lo que incluye la 
revisión de la normativa nacional y su adecuación a los compromisos internacionales contraídos por el 
Estado costarricense, y la capacitación y especialización del recurso humano institucional. Asimismo, le 
compete la valoración de los proyectos que serán sujetos de recibir presupuesto del Fondo Nacional contra 
la Trata de Personas y el Tráfico Ilícito de Migrantes (Fonatt), creado por dicha ley (Ver Anexo 10. 42. 3). 




La norma también creó un equipo de respuesta inmediata (ERI) como cuerpo especializado interinstitucional 
para la activación de medidas de atención primaria de las personas víctimas de la trata y sus dependientes. 




El país ha respondido y ha creado un marco normativo y estratégico operativo acorde con los 
requerimientos del Protocolo Facultativo en cuestión (Ver Anexo 10. 42. 4). 




 




 




En consulta realizada a 670 adolescentes de todo el país, al preguntarles sobre los principales problemas 
que aquejan a esta población en Costa Rica, un 8% se refirieron al embarazo adolescente y un 4% a la 
explotación sexual comercial. 




 
 
 




CAPITULO 11: 
SEGUIMIENTO DEL PROTOCOLO FACULTATIVO DE LA CONVENCIÓN SOBRE 
LOS DERECHOS DEL NIÑO RELATIVO A LA PARTICIPACIÓN DE LOS NIÑOS 




EN CONFLICTOS ARMADOS 
 




Apartado 11. 43.  
 
El país no cuenta con fuerzas militares, el ejército fue proscrito y el país no tiene conflictos armados internos 
o externos (Ver Anexo 11. 43. 1).    
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El 17 de noviembre de 1983, el Gobierno de Costa Rica declaró al mundo que “Costa Rica tiene una 
neutralidad activa, perpetua y no armada". Y se promueve a lo interno de la nación una cultura de paz, no 
violencia y respetuosa de los derechos humanos y la naturaleza.   
 
Se cuenta con una fuerza policial preventiva (Policía Administrativa) y otra represiva (Policía Judicial) y 
según la Ley General de Policía, en su artículo 59, la edad mínima para el ingreso a laborar en cualquiera 
de los “cuerpos” de policía (de carácter eminentemente civil) es de 18 años.   
 
Al no contar con este tipo de fuerzas y ante la estabilidad actual de la región, el país no requiere de 
programas permanentes de asistencia y socorro humanitario dirigidos a NNA víctimas de guerra. 
 
 




En consulta a 531 niños y niñas escolares de todo el país, ante la pregunta lo requerido por ellos para ser 
felices, el 49% respondió: "que nos abracen y den besos, que nos quieran y nos cuiden". 
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Anexos 
Anexo 1) 
 




ANNA:  Agenda Nacional de la Niñez y la Adolescencia  




ATAPS:  Asistentes Técnicos de Atención Primaria. 




CAI:  Programa Cantones Amigos de la Infancia. 




CCCI:  Consejos de Coordinación Cantonal Interinstitucional  




CCSS:  Caja Costarricense de Seguro Social. 




CCPJ:   Comités Cantonales de la Persona Joven. 




CDN:   Convención sobre los Derechos del Niño. 




CENARE: Centro Nacional de Rehabilitación  




CENAREC: Centro Nacional de Recursos para la Educación Inclusiva  




CENCE:  Centro de Educación y Nutrición con Comedor Escolar. 




CEN-CINAI:  Dirección Nacional de Centros de Educación y Nutrición y Centros Infantiles de 




Atención Integral. 




CIAMA:  Consejo Interinstitucional de la Madre Adolescente. 




CICPC:  Centro de Investigación y Conservación del Patrimonio Cultural. 




CNA:   Código de Niñez y Adolescencia. 




CNNA:   Consejo Nacional de la Niñez y la Adolescencia. 




CNREE: Consejo Nacional de Rehabilitación. 




CNSL:  Comisión Nacional de Seguridad en Línea  




COI:  Centro de Orientación e Información  
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CONARE:  Consejo Nacional de Rectores. 




CONAPDIS: Consejo Nacional de Personas con Discapacidad  




COSECODENI: Coordinadora Costarricense de Organización Sociales para la Promoción y Defensa 




de los Derechos de la Niñez y la Adolescencia. 




CPJ:   Consejo de la Persona Joven. 




CPNNA: Consejos Participativos de los Niños, Niñas y Adolescentes  




CTDNA:  Comités Tutelares de los Derechos de la Niñez y la Adolescencia. 




DESC:   Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (ONU). 




DGME:  Dirección General de Migración y Extranjería. 




DHR:   Defensoría de los Habitantes de la República. 




DNI:   Defensa de Niñas y Niños Internacional. 




EDNA:   Estado de los Derechos de la Niñez y Adolescencia. 




ENJ:   Segunda Encuesta Nacional de Juventudes. 




FAO:   Organización para la Administración de Comida (siglas en inglés). 




FIA:   Festival Internacional de las Artes. 




FLACSO:  Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales. 




FODESAF:  Fondo de Desarrollo Social y Asignaciones Familiares. 




FONABE:  Fondo Nacional de Becas. 




GAM:   Gran Área Metropolitana. 




HNN:   Hospital Nacional de Niños. 




IAFA:   Instituto sobre Alcoholismo y Farmacodependencia. 




IBINA:   Índice de Bienestar de la Niñez y la Adolescencia. 




ICAP:   Instituto Centroamericano de Administración Pública. 
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ICD:   Instituto Costarricense sobre Drogas. 




ICT:  Instituto Costarricense de Turismo. 




IDESPO:  Instituto de Estudios Sociales en Población. 




IDH:   Índice de Desarrollo Humano. 




IDHC:   Índice de Desarrollo Humano Cantonal. 




IFAM:   Instituto de Fomento y Asesoría Municipal. 




IMAS:   Instituto Mixto de Ayuda Social. 




INA:   Instituto Nacional de Aprendizaje. 




INAMU:  Instituto Nacional de las Mujeres. 




INEC:   Instituto Nacional de Estadística y Censos. 




INEINA:  Instituto de Estudios Interdisciplinarios de la Niñez y la Adolescencia 




JPNA:   Juntas de Protección de la Niñez y la Adolescencia. 




LOP:  Ley Orgánica del PANI 




MADC:   Museo de Arte y Diseño Contemporáneo. 




MCJ:   Ministerio de Cultura y Juventud. 




MCJD:   Ministerio de Cultura, Juventud y Deporte. 




MEP:   Ministerio de Educación Pública. 




MICS:   Encuesta de Indicadores Múltiples por Conglomerados (siglas en inglés). 




MIDEPLAN:  Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica. 




MINAE:  Ministerio de Ambiente y Energía  




MJ:  Ministerio de Justicia. 




MNJ:     Movimiento Nacional de Juventudes. 




MOPT:  Ministerio de Obras Públicas y Transportes. 
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MRREE: Ministerio de Relaciones Exteriores  




MS:   Ministerio de Salud. 




MSP:   Ministerio de Seguridad Pública. 




MTSS:  Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 




NNA:   Niños, Niñas y Adolescentes. 




ODM:   Objetivos de Desarrollo del Milenio. 




OIT:   Organización Internacional del Trabajo. 




ONGs:  Organizaciones no Gubernamentales.  




PAI:   Programa Ampliado de Inmunizaciones. 




PAIA:   Programa de Atención Integral a la Adolescencia. 




PANEA:  Programa de Alimentación y Nutrición del Escolar y Adolescente. 




PANI:   Patronato Nacional de la Infancia. 




PE:  Poder Ejecutivo. 




PEN:   Programa Estado de la Nación. 




PJ:  Poder Judicial. 




PME:  Persona Menor de Edad 




PLN:   Partido Liberación Nacional. 




PND:   Plan Nacional de Desarrollo. 




PNDC:   Política Nacional de Derechos Culturales. 




PNNA:   Política Nacional para la Niñez y la Adolescencia. 




PNUD:   Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo. 




PONADIS: Política Nacional en Discapacidad 2011- 2021 
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PRIDENA:  Programa Interdisciplinario de Estudios y Acción Social de los Derechos de la Niñez 




y la Adolescencia de la Universidad de Costa Rica. 




PROARTES:  Programa Nacional para el Desarrollo de las Artes Escénicas. 




PNSLRDRX: Política Nacional para una sociedad libre de racismo, discriminación racial y 




xenofobia 2014-2025  




REDCUDI: Red Nacional de Cuido y Desarrollo Infantil 




SIEDNA:  Sistema de Información Estadístico de la Niñez y la Adolescencia. 




SINABI:  Sistema Nacional de Bibliotecas. 




SINEM:  Sistema Nacional de Educación Musical. 




SLP:  Subsistema Locales de Protección  




SNPI:   Sistema Nacional de Protección Integral. 




STCNNA: Secretaría Técnica del Consejo Nacional de la Niñez y la Adolescencia 




TIM:  Tarjeta de Identidad de Menores  




TSE:  Tribunal Superior de Elecciones  




UCR:   Universidad de Costa Rica. 




UNA:   Universidad Nacional. 




UNED:   Universidad Estatal a Distancia. 




UNESCO:  Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura. 




UNFPA:  Fondo de las Naciones Unidas para la Población (siglas en inglés). 




UNICEF:  Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (siglas en inglés). 
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Anexo 1.18.1) 




 




Constitución Política 
Ente emisor: Asamblea Nacional Constituyente 




 




Fecha de vigencia desde: 17 de 17  del 24/08/2015 
 




Colección de leyes y 
decretos: 




Año: 1949   Semestre: 2   Tomo: 2   Página: 724 
 




 




“ARTÍCULO 12.- Se proscribe el Ejército como institución permanente.  Para la vigilancia y 
conservación del orden público, habrá las fuerzas de policía necesarias.  Sólo por convenio 
continental o para la defensa nacional podrán organizarse fuerzas militares; unas y otras estarán 
siempre subordinadas al poder civil: no podrán deliberar, ni hacer manifestaciones o declaraciones 
en forma individual o colectiva”. 




 
Anexo 1.19. 1) 




 
LEYES RELEVANTES 




 




Número de la 
norma 




Nombre de la norma Detalles 




Ley No.7538 Reforma al Código de Familia. 




Se generaron reformas importantes al Código de 
Familia, particularmente en materia de declaratoria de 
abandono de personas menores de edad en riesgo y 
vulnerabilidad y de adopción.  Genera un cambio 
sustancial de la doctrina de la situación irregular hacia la 
doctrina de la protección integral. 




Ley No. 7648 
Ley Orgánica del Patronato 
Nacional de la Infancia 




Partiendo de lo ya establecido en el artículo 55 de la 
Constitución Política de la República, define el ente 
rector en materia de derechos de las personas menores 
de edad, regulando su conformación, fines y 
atribuciones. Al Patronato Nacional de la Infancia le 
corresponde la tarea garantizar el cumplimiento y 















 
 
 




Convención sobre los Derechos del Niño 




V y VI Informes Periódicos 




Costa Rica 




__________________________________________________________________________ 




 




Número de la 
norma 




Nombre de la norma Detalles 




ejercicio efectivo de los derechos de las personas 
menores de edad y procurar el desarrollo integral de 
dicha población, en el marco de la protección integral y 
especial.  Sin embargo, su labor es de liderazgo pues 
todas las instituciones del Estado y la sociedad civil 
tiene su cuota de responsabilidad en esta terea.  Para el 
cumplimiento de esta labor, el PANI ha definido cuatro 
grandes ejes estratégicos de acción, éstos son 
“Promoción y Educación”, como un solo gran eje que 
busca promocionar estos derechos y educar a la 
población en cuanto su ejercicio y cumplimiento; 
“Prevención”, en procura de prevenir el incumplimiento 
y la violación de tales derechos en poblaciones 
vulnerables y riesgosas; y los ejes de “Atención” y 
“Protección”, independientes pero estrechamente 
vinculados, en busca de dar respuesta a aquellas 
situaciones donde los derechos se han visto vulnerados 
o violentados y se requiere restituir su ejercicio y 
cumplimiento, todo, en procura de asegurar el sano 
desarrollo integral de nuestros niños, niñas y 
adolescentes.  Queda plenamente establecido que en 
esta tarea, dicha institución cuenta con el   




Ley No. 7739 
Código de la Niñez y la 
Adolescencia. 




Es, por excelencia, el instrumento legal de 
implementación de la Convención.  Estableció 
claramente  los principios aplicables en esta materia, los 
derechos y obligaciones de las personas menores de 
edad, las competencias de las distintas instituciones y 
de la sociedad civil en el efectivo cumplimiento de los 
derechos de las personas menores de edad, todo ello en 
el marco de un Sistema Nacional de protección, dejando 
regulados además, los procedimientos administrativos y 
judiciales mediante los cuales se controla y se compele 
al cumplimiento efectivo de los derechos señalados.  




Ley No. 8017 
Consejo de Atención Integral 
de la Niñez 




Establece los procedimientos y condiciones para 
habilitar Centros de Atención Integral a la Niñez. 




Ley  No. 8143  
Adición de un párrafo segundo 
al artículo 174 del Código Penal  
 




Penaliza la difusión por cualquier medio de material 
pornográfico o erótico en el que aparezcan menores de 
edad o su imagen.   




Ley No. 8172 




Protocolo Facultativo relativo a 
la venta de niños, la 
prostitución infantil y la 
utilización de niños en la 
pornografía, de la Convención 
sobre los Derechos del Niño 




Ratificado por el Poder ejecutivo conforme Decreto 
Ejecutivo  No. 30180 de 12 de febrero de 2002 
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Número de la 
norma 




Nombre de la norma Detalles 




Ley No. 8178 




Autorización a la Caja 
Costarricense de Seguro Social 
para que Done Placas 
Radiográficas Expuestas, 
Líquidos Fijadores y Residuos 
Sólidos a la Asociación para el 
Desarrollo Social y Humano y a 
Otras Organizaciones No 
Gubernamentales 




Autoriza a la CCSS para que done las placas 
fotográficas expuestas, líquidos fijadores y residuos 
sólidos a la Asociación para el Desarrollo Social y 
Humano y otras Organizaciones no Gubernamentales 
para el financiamiento de programas de cuidado 
residencia y el tratamiento terapéutico para niñas y 
niños víctimas del abuso sexual. Esta ley rige desde el 
año 2002.  
 




Ley No. 8183 
Reforma del Artículo 5 de la 
Ley No. 7633 de 1996 




Reforma del Artículo 5 de la Ley No. 7633 de 1996, 
mediante la cual se establecen sanciones por vender 
bebidas alcohólicas a personas menores de 18 años. 
Entró en vigencia en el año 2002. 
 




Ley No.8184 




Adición de un Nuevo Artículo 9 
a la Ley de Atención a las 
Mujeres en Condiciones de 
Pobreza, Nº 7769 




Creación de un Fideicomiso para mujeres en situaciones 
de pobreza. Ley que entró en vigencia en el año 2002. 
 




Ley No. 8195 




Incorporación al Calendario 
Escolar de la Celebración del 
Día Internacional de la 
Tolerancia 




Incorporación al calendario escolar de la celebración del 
Día Internacional de la Tolerancia 




Ley No. 8200 




Modificación a la Ley No. 7425: 
Registro, Secuestro y Examen 
de Documentos Privados e 
Intervenciones de las 
Comunicaciones 




Permite la intervención de las comunicaciones en las 
investigaciones relacionadas con delitos que tengan que 
ver con explotación sexual comercial de menores. Rige 
a partir desde enero del 2002. 




Ley No. 8201 
 




Modificación de los artículos 
1,3,67,68,72,93, y 94 de la Ley 
de Armas y explosivos No. 
7530, y sus reformas, y adición 
de un transitorio IV 




Se prohíbe la venta o suministros de pólvora y artículos, 
bienes y sustancias reguladas en la Ley a personas 
menores de edad. 15-01-02. 




Ley No. 8204 
 




Reforma Integral a la Ley sobre 
estupefacientes, sustancias 
psicotrópicas, drogas de uso no 
autorizado, legitimación de 
capitales y actividades conexas  
 




Se introduce reforma a la Ley de estupefacientes,  el 
Estado debe prevenir el uso indebido de 
estupefacientes, sustancias psicotrópicas y cualquier 
otro producto capaz de producir dependencia física o 
psíquica; asimismo, asegurar la identificación pronta, el 
tratamiento, la educación, el pos tratamiento, la 
rehabilitación y la readaptación social de las personas 
afectadas, y procurar los recursos económicos 
necesarios para recuperar a las personas 
farmacodependientes y a las afectadas, directa o 
indirectamente, por el consumo de drogas, a fin de 
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Número de la 
norma 




Nombre de la norma Detalles 




educarlas, brindarles tratamiento de rehabilitación física 
y mental y readaptarlas a la sociedad. 11-01-2002. 




Ley No. 8207 
 




Declaración de utilidad pública 
del programa de informática 
educativa 




Fortalecimiento al programa de informática educativa, 
exoneración de tributos y timbres a la Fundación Omar 
Dengo.15-01-02. 




Ley No. 8220 
 




Protección al ciudadano del 
exceso de requisitos y trámites 
administrativos 




Para cualquier trámite en el sector público, incluidos los 
relacionados con personas menores de edad, se busca 
la reducción en el exceso de trámites y requisitos, 
procura la eficiencia administrativa, la coordinación inter-
institucional y la actuación responsable y diligente de la 
administración y del funcionario. 




Ley No. 8237 
 




Reforma del Artículo 17 del 
Código de la Niñez y la 
Adolescencia, Ley N° 7739 




Hace explícito el derecho al resguardo del interés propio 
de las personas menores de edad extranjeras. 
Establece flexibilidad de la normativa migratoria cuando 
se trata de valorar la entrada y permanencia en el 
territorio nacional de personas menores de edad.  Estas 
valoraciones deben atender al interés propio de las 
personas menores de edad, la reforma se vincula 
también con la normativa vigente en materia de 
Explotación Sexual Comercial. La misma entró en 
vigencia en el mes de abril de 2002. 
 




Ley No. 8238 
 




Reforma de la Ley de registro, 
secuestro y examen de 
documentos privados e 
intervención de las 
comunicaciones No. 7425, de 9 
de agosto de 1994, y sus 
reformas 




Autorización para intervención de comunicaciones 
orales, escritas o de otro tipo para casos como el 
proxenetismo agravado, fabricación o producción de 
pornografía, tráfico de personas y otros. 18-04-02. 




Ley 8239 
 




Derechos y deberes de las 
personas usuarias de los 
servicios de salud públicos y 
privados 




Derechos de todas las personas usuarias de los 
servicios de salud, incluyendo las personas menores de 
edad, a información, trato digno, atención médica 
eficiente y diligente, acceso al expediente, y otros. 19-
04-02. 




Ley No. 8242 
 




Creación de la procuraduría de 
la ética pública 




A la Procuraduría General de la República se le asignan 
funciones para prevenir, detectar y erradicar la 
corrupción e incrementar la ética en la función pública. 
02-05-02. 




Ley No. 8247 
 




Protocolo Facultativo  relativo a 
la participación en conflictos 
armados, de la Convención 
sobre los Derechos del Niño 




Ratificado por el Poder Ejecutivo según Decreto 
Ejecutivo  No. 30657 del 10 de junio de 2002 
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Ley No. 8250 
 




Modificación del Código Penal 
Ley No. 4573, y sus reformas 




Se modifican integralmente las Contravenciones, incluye 
actos contra la integridad corporal, Protección a 
personas menores de edad, entre otros. 




Ley 8253 
 




Aprobación de la adhesión a la 
Convención Internacional 
contra la toma de rehenes 




Protección a la vida, la libertad y seguridad incluyendo a 
las personas menores de edad. 22-10-02. 




Ley No. 8254 
15-11-02 




Aprobación del acuerdo básico 
de cooperación entre el 
gobierno de la República de 
Costa Rica y el Fondo de las 
Naciones Unidas para la 
Infancia 




Marco general de cooperación con dicho organismo del 
sistema de Naciones Unidas.15-11-02. 




Ley No. 8261 
 




Ley de la Persona Joven 




Tiene entre sus objetivos proteger los derechos y 
garantías de las personas jóvenes. Se incluye en esta 
ley a personas con edades desde los 12 hasta los 35 
años. Entró en vigencia en mayo del 2002. 
 




Ley No. 8272 
Reforma el Artículo 7 del 
Código Penal 




Tiene como objetivo castigar los crímenes de guerra y 
en general contra la humanidad. Entró en vigencia en 
mayo del 2002. 
 




Ley No. 8283 
 




Ley para el Financiamiento y 
Desarrollo de equipos de 
Apoyo para la Formación de 
Estudiantes con  Discapacidad 
Matriculados en III y IV Ciclos 
de la Educación Regular y de 
los Servicios de III y IV Ciclos 
de Educación Especial 




Esta ley se promulgó con el fin de establecer un 
Financiamiento y Desarrollo de Equipos para la 
Formación de Estudiantes con Discapacidad 
Matriculados en III y IV Ciclos de Educación Regular y 
de los Servicios de III y IV Ciclo de Educación Especial. 
Entró en vigencia en agosto del 2002. 
 




Ley No. 8289 
 




Reforma de la Ley Orgánica del 
Ministerio de Salud, No 5412, 
para el otorgamiento de 
personalidad jurídica 
instrumental al instituto sobre 
alcoholismo y 
farmacodependencia 




El IAFA es la institución responsable de la dirección 
técnica, para la prevención, tratamiento y rehabilitación 
de la adicción al alcohol, el tabaco y las drogas, se le 
otorga personería jurídica para que pueda tener mayor 
amplitud en sus actuaciones y negocios jurídicos. 




Ley No. 8297 
 




Reforma de los artículos 109, 
inciso c), 112 y 113 y adición 
de los artículos 109 Bis y 109 
Ter a la Ley N° 5476, Código 
de Familia de Costa Rica 




Mediante esta reforma, el estado costarricense tomó la 
decisión de que, en materia de adopción internacional, 
tanto las autoridades judiciales como administrativas se 
regirían por procedimientos previamente establecidos en 
convenios internacionales suscritos y ratificados por el 
país. A partir de la reforma y en el entendido de que no 
existe otro convenio bilateral o multilateral al efecto 
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suscrito por el país, hoy por hoy, el Estado 
Costarricense no podría reconocer ninguna adopción 
internacional que no se realice en el marco del 
“Convenio de la Haya relativo a la Protección del niño y 
a la Cooperación en Materia de Adopción Internacional”.  
Quedó así plenamente reconocido el principio de 
“subsidiaridad” de la adopción internacional.  Esta 
reforma también regularizó la “Declaratoria de 
Adoptabilidad Administrativa” y sus efectos en el 
derecho costarricense.   
Es importante resaltar que, previo a esta reforma, ante 
recurso de inconstitucionalidad incoado por el Patronato 
Nacional de la Infancia y por la Defensoría de los 
Habitantes de la República, ya mediante voto número 
2011-005269 de las quince horas catorce minutos del 
veintisiete de abril del dos mil once, nuestra Sala 
Constitucional de la Corte Suprema de Justicia 
reconoció la inconstitucionalidad de la jurisprudencia de 
nuestro Tribunal de Familia de San Jose en materia de 
Adopción internacional directa, pues dicho órgano 
jurisdiccional no reconocía la aplicación del Convenio de 
la Haya en este tipo de adopciones y consecuentemente 
no aplicaba a las misma el principio de subsidiaridad.  
En esta acción de inconstitucionalidad se aportó un 
como elemento probario un criterio emitido por la 
Conferencia de la Haya ante consulta hecha por nuestra 
institución.  Concescuencia de ello, se generó la reforma 
indicada del Código de Familia en el año 2012. 




Ley No. 8302 
 




Aprobación de la convención 
de las Naciones Unidad contra 
la delincuencia organizada 
transnacional 




Cooperación para prevenir y combatir la delincuencia 
organizada transnacional. Incluye temas relacionados 
con materia de trata y tráfico de personas menores de 
edad. 27-06-03. 




Ley  No. 8306 
 




Ley para asegurar, en los 
espectáculos públicos, 
espacios exclusivos para 
personas con discapacidad 




Accesibilidad de espacios para personas con 
discapacidad incluye personas menores de edad. 26-09-
02. 




Ley No. 8312 
 




Modificación de los artículos 
1º,4º,5º y 12º de la Ley General 
de Protección a la Madre 
Adolescente No. 7735 y 
derogación del inciso C) de su 




Redefine el concepto de madre adolescente, la 
ampliación y modificación de los fines e integración del 
Consejo Interinstitucional de Atención a la Madre 
Adolescente, así como del ámbito de cooperación 
interinstitucional. 21-10-02. 
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artículo 8º 




Ley No. 8314 
 




Aprobación del protocolo contra 
el tráfico ilícito de migrantes por 
tierra, mar y aire, que 
complementa la convención de 
las naciones unidas contra la 
delincuencia organizada 
transnacional. 




Prevenir y combatir el tráfico ilícito de migrantes por 
tierra, mar y aire. 15-11-02. 




Ley No.  8315 
 




Protocolo para prevenir, 
reprimir y sancionar la trata de 
personas, especialmente 
mujeres y niños; que 
complementa la Convención de 
las Naciones Unidas contra la 
delincuencia organizada 
transnacional.  




Se aprobó el 26 de setiembre de 2002, este Protocolo 
define la trata de una persona menor de edad como la 
captación, el transporte, el traslado, la acogida o la 
recepción de un niño, niña o adolescente con fines de 
explotación, entre los cuales se mencionan los trabajos 
forzados, la esclavitud, la explotación sexual y otros. 04-
11-02. 




Ley No. 8387 
 




Reforma del Código Penal  
Agrava las penas por sustracción y homicidio de niños, 
niñas, adolescentes y personas con discapacidad. 13-
10-03. 




Ley 8389 
 




Adición de un nuevo artículo 
215 bis al Código Penal para 
crear el delito de secuestro 
contra menores de edad y 
discapacitados. 




Se adiciona un artículo 215 bis al Código Penal 
agravando las penas al secuestro de persona menor de 
doce años o persona con discapacidad o en estado de 
indefensión. 11-08-04. 




Ley 8409 
 




Modificación de los artículos 
143 y 144 del Código de 
Familia 




Se autoriza la intervención médica de personas menores 
de edad para resguardar su salud o su vida. 11-05-04. 




Ley 8411 
 




Creación del Juzgado de 
Familia, Niñez y Adolescencia 
de San José 




Se crea por Ley el primer Juzgado Especializado en 
Niñez y Adolescencia. 11-05-04. 




Ley Nº 8435 
 




Ley de Creación de la Comisión 
Nacional para la Seguridad 
Escolar 




Aborda el problema de la inseguridad desde un enfoque 
más integral porque incluye la prevención de accidentes 
en las escuelas. 07-03-05 




Ley 8446 
 




Convención interamericana 
contra el terrorismo 




Prevenir, combatir, sancionar y eliminar el terrorismo. 
21-06-05. 
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Ley No. 8449 
 




Creación de la Policía Escolar y 
de la Niñez 




Su finalidad es la creación de un “cuerpo especializado 
en la vigilancia y resguardo de las personas menores de 
edad que asisten a los centros educativos” de primaria y 
secundaria, dependiente del Ministerio Seguridad 
Pública. 27-07-05. 




Ley No.  8459  
 




Protocolo facultativo de la 
Convención contra la tortura y 
otros tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes 




Establece un mecanismo de visitas preventivas, fue 
ratificado mediante Decreto No. 33.134 del 25 de 
noviembre de 2005. 25-11-05. 




Ley 8460 
 




Ley Ejecución de las sanciones 
penales juveniles 




Regula la ejecución y el cumplimiento de las sanciones 
previstas en la Ley de Justicia Penal Juvenil. No. 7576. 
28-11-05. 




Ley No. 8764 
 




Ley de Migración y Extranjería   




Aborda varios problemas relacionados con el “coyotaje” 
o tráfico ilegal de personas entre fronteras. 
Regularización de los ingresos, egresos, 
documentación, derechos y deberes de los migrantes, 
así como sanciones y procedimientos relacionados. 19-
08-2009. 




Ley 8556 
 




Adición del artículo 46 bis y el 
transitorio VIII, a la Ley 7600 
igualdad de oportunidades para 
las personas con discapacidad 




Accesibilidad en autobuses para personas con 
discapacidad. 27-11-06. 




Ley 8563 
06-02-07 




Fortalecimiento financiero del 
Instituto Mixto de Ayuda Social 




Exoneración de pagos de impuestos al IMAS, del Fondo 
de Desarrollo Social y Asignaciones Familiares se 
destinara recursos para programas y servicios del 
Estado incluye PANI. 




Ley No. 8571 
 




Reforma a los artículos 14 y 15 
del Código de Familia No. 
5476, artículo 38 del Código 
Civil, 176, 177, 181 del Código 
Penal, Ley No. 4573 y 
derogatoria de los artículos 19 
del Código de Familia, 92 y 384 
del Código Penal sobre el 
matrimonio de personas 
menores de 15 años.  




Sanciona el matrimonio con personas menores de 15 
años, estableciendo su nulidad de oficio, y la 
imposibilidad de inscribir el matrimonio en el Registro 
Civil. 01-03-07. 




Ley 8584 
 




Ayuda al Centro Nacional de 
Control del dolor y cuidados 
paliativos 




Superávit de la CCSS para la construcción del edificio 
para el Centro Nacional del Control del Dolor y Cuidados 
Paliativos. 17-04-07. 




Ley No. 8590 
 




Fortalecimiento de la Lucha 
Contra la Explotación Sexual 




Se incrementó la edad de protección de las personas 
menores de edad de 12 a 13 años en violación (156), se 
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de las Personas Menores De 
Edad Mediante La Reforma y 
Adición de Varios Artículos Al 
Código Penal, Ley No. 4573 
Del 4 De Mayo De 1970 Y La 
Reforma De Varios Artículos 
Del Código Procesal Penal, Ley 
Nº 7594 Del 10 De Abril De 
1996 




regularon con un enfoque de niñez y adolescencia y se 
agravaron las penas en los delitos de relaciones 
sexuales con personas menores de edad (159), abusos 
sexuales (161), corrupción (168), rufianería (171). 
Se penaliza la fabricación, producción o reproducción de 
material pornográfico (173) 
Se penaliza la tenencia de material pornográfico en el 
que aparezcan personas menores de edad (173 bis). 
La prescripción corre a partir de que la víctima cumpla la 
mayoría de edad. 
Se delimitan con mayor claridad líneas de parentescos 
para la calificación de los delitos, y el de las relaciones 
de poder o confianza (157,159, 161, 162, 168, 170, 
171). 30-08-07. 




Ley No. 8654 
Derechos de los Niños, Niñas y 
Adolescentes a la disciplina sin 
castigo físico ni trato humillante 




Se adiciona al Código de Niñez y Adolescencia un 
artículo 24 bis en donde se desautoriza a los padres, 
madres, responsables, encargado y personal de centros 
educativos, de salud, de cuido, penales juveniles o de 
cualquier índole el uso del castigo corporal y trato 
humillante.  Además el Sistema Nacional de Protección 
Integral coordinará la promoción y ejecución de políticas 
públicas que incluyan programas y proyectos formativos 
para el ejercicio de la Autoridad Parental respetuosa de 
la integridad física y la dignidad de las personas 
menores de edad, asimismo fomentará en los niños, 
niñas y adolescentes, el respeto a sus padres, madres y 
personas encargadas. 
Se reforma el artículo 143 del Código de Familia en 
donde se indica expresamente la no autorización del uso 
del castigo corporal ni ninguna otra forma de trato 
humillante en la crianza y educación de las personas 
menores de edad. 




Ley No. 8801 




Se aprueba la Ley General de 
Transferencia de Competencias 
del Poder Ejecutivo a las 
Municipalidades. 




Busca descentralizar labores de gobierno a través de la 
transferencia de competencias y recursos del nivel 
central a los gobiernos locales.  Se crean los “Consejos 
Cantonales de Coordinación Interinstitucional (CCCI) 
como órganos de coordinación y articulación cantonal, 
los que resultan ser una herramienta de gran utilidad 
para la implementación de la estrategia de Subsistemas 
Locales de Protección, componente local del Sistema 
Nacional de Protección.  04-05-2010. 




Ley No. 8934 
Se dicta la Ley de protección a 
la niñez y a la adolescencia 
frente al contenido nocivo de 




La norma busca regular el funcionamiento pertinente en 
términos de protección, a los locales con acceso al 
público, destinados al uso público de computadoras 
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internet y otros medios 
electrónicos 




conectadas a Internet u otras formas de comunicación 
en red, sea por medio de computadoras y de cualquier 
otro medio electrónico, que sean utilizados por personas 
menores de edad. 08-09-2011. 




Ley No. 8922 




Se establece prohibición del 
trabajo peligroso e insalubre 
para personas adolescentes 
trabajadoras 




Establece la lista de las actividades, ocupaciones o 
tareas prohibidas para las personas adolescentes 
trabajadora.  Busca garantizar los derechos laborales de 
Adolescentes mayores de 15 años y menores de 18 
años en un marco protector. Está íntimamente vinculada 
con el Código de la Niñez y la Adolescencia, con el 
Código de Trabajo y la Aprobación del Convenio 
internacional número 182 sobre la prohibición de las 
peores formas de trabajo infantil.  25-03-2011. 




Ley No. 9051 
Ley de Creación de las casas 
cantonales de la juventud 




Mediante esta Ley se adiciona el capítulo V denominado 
Casas Cantonales de la Juventud, al título II de la Ley 
Nº 8261, Ley General de la Persona Joven, de 2 de 
mayo de 2002; con el fin de crear las casas cantonales 
de la juventud, las cuales estarán adscritas a los 
comités cantonales de la persona joven.  
Estos recintos tendrán la función de fomentar el 
encuentro, la comunicación, la información y la 
promoción cultural y deportiva que favorezcan la 
formación y el desarrollo integral de los jóvenes, 
promoviendo de esta forma una participación sana y 
productiva de la juventud en beneficio de las 
comunidades. 20-06-2012. 




Ley No. 9057 




Ley de Reforma de varias leyes 
sobre la prescripción de daños 
causados a personas menores 
de edad. 




Regula un manejo oportuno de la prescripción penal, 
civil y administrativa para las personas menores de 
edad.  20-06- 2012.  
  
 




Ley No. 9063 




Ley de Atención psicológica a 
las personas agresoras insertas 
en procesos de todo tipo de 
violencia.  
 




Esta Ley propone ofrecer atención psicoterapéutica a 
las personas agresoras que se vean inmersas en 
procesos de situaciones de violencia y promover así su 
atención psicológica especializada, para que estas 
logren aprender a identificar, controlar y evitar las 
formas de violencia física, emocional, sexual y 
patrimonial, causadas intencionalmente o por 
negligencia.  
La Ley se aplica cuando una Autoridad Judicial 
identifique a personas ofensoras de conductas 
tipificadas como violencia, en cualquiera de sus 
manifestaciones. Esta Autoridad, de forma inmediata, 
deberá emitir una medida cautelar y notificarla de 
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manera prioritaria y expedita, por los medios a su 
alcance, a la sede de área de salud respectiva de la 
Caja Costarricense de Seguro Social, para que dicha 
instancia asuma lo de su encargo. Se aprobó el 27 de 
junio de 2012.    




Ley No. 9064 




Ley de Reforma de los artículos 
109, inciso c), 112 y 113 y 
adición de los artículos 109 bis 
y 109 ter a la Ley N. º 5476, 
Código de Familia de Costa 
Rica.  
 




Mediante estas modificaciones, se pretende resguardar 
el concepto de la familia, pero particularmente y 
especialmente, el derechos de los niños, niñas y 
adolescentes a crecer y desarrollarse en el seno de su 
familia biológica, nuclear o extensa, o incluso afectiva. 
Queda ratificada la adopción como una figura de 
protección subsidiaria. Es solo agotada la posibilidad de 
ubicación con su familia nuclear y extensa, que cabe la 
posibilidad de utilizar la adopción, como una figura 
subsidiaria, que permita restituirle a las personas 
menores de edad el ejercicio de su derecho a crecer y 
desarrollarse en una familia propia, atendiendo a su 
interés superior. 
Para que una persona menor de edad sea sujeto de una 
ubicación con fines adoptivos y de un proceso de 
adopción, se requiere que, luego del proceso especial 
de protección respectivo, el Estado, a través del 
Patronato Nacional de la Infancia, haya hecho una 
valoración  piscosociolegal con pronóstico técnico 
profesional, que le permita determinar si el caso amerita 
la extinción total y permanente de los derechos de 
autoridad parental o patria potestad y si, para 
garantizarle al niño o niña su derecho a un desarrollo 
integral, resulta pertinente y conveniente a su interés 
superior, recurrir a la figura subsidiaria de la adopción. 
De considerarlo así, se debe declarar la adoptabilidad 
administrativa del niño, niña o adolescente e iniciar, en 
la vía judicial, el correspondiente proceso de 
“declaratoria Judicial de Abandono con fines adoptivos”, 
mediante el cual, un juez competente determinará, por 
sentencia, si procede la ruptura de vínculo parental y 
filial y la terminación de los derechos de autoridad 
parental o patria potestad. 
Dentro de este proceso, según lo regulado en el artículo 
113 del Código de Familia, el juez competente, a 
solicitud del PANI, podría autorizar la ubicación en 
riesgo, con carácter cautelar, de una persona menor de 
edad con fines adoptivos.  Además, sería hasta que ese 
juez emita, en sentencia, la declaratoria judicial de 
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abandono con fines adoptivos y ésta quede en firme, 
que se puede iniciar un proceso judicial de adopción de 
la persona menor de edad.  
Cuando se trate de adopciones internacionales, el 
órgano competente del Patronato Nacional de la 
Infancia, para dictar el acto administrativo que declara la 
adoptabilidad internacional, será el Consejo Nacional de 
Adopciones. Este tipo de adopción solo procederá 
cuando dicho Consejo haya determinado que no existen 
posibilidades de ubicar a la persona menor de edad en 
una familia adoptiva con residencia habitual en Costa 
Rica. Aplicación del principio de subsidiaridad de la 
adopción internacional.  Se tomó la determinación de 
que, en materia de adopción internacional, tanto las 
autoridades judiciales como administrativas se regirían 
por procedimientos previamente establecidos en 
convenios internacionales suscritos y ratificados por el 
país, siendo que, hoy por hoy, el Estado Costarricense 
no podría reconocer ninguna adopción internacional que 
no se realice en el marco del convenio de la Haya 
relativo a la protección del niño y la cooperación en 
materia de adopción internacional. 
Patronato Nacional de la Infancia deberá velar por que 
se cumpla un período de seguimiento pos adoptivo 
hasta de tres años, en caso de adopción internacional y, 
hasta de dos años, en caso de la adopción nacional, en 
el cual se verifiquen las condiciones físicas, 
psicosociales, educacionales, emocionales y de salud 
para el adecuado desarrollo de la persona menor de 
edad.  
Adicionalmente, se regula lo relacionado a los 
adoptantes extranjeros y los requisitos que requieren 
para poder ser elegibles para una ubicación adoptiva. 
04-06-2012. 




Ley No. 9090 
Ley para el establecimiento del 
Día Nacional del Estudiante.  
 




La Ley declara el tercer viernes de junio de cada año 
como el Día Nacional del Estudiante, con el fin de 
fortalecer el civismo, la paz, la democracia y la 
educación en general, e integrar a los estudiantes en la 
vida institucional del país y de cada localidad.  
El Ministerio de Educación Pública podrá incluir, dentro 
de su cronograma de actividades oficiales, los eventos 
necesarios para la celebración de esta fecha. 03-10-
2012. 
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Ley No. 9095 




Ley contra la trata de personas 
y creación de la Coalición 
nacional contra el tráfico ilícito 
de migrantes y la trata de 
personas (Conatt). 




Esta ley busca el combate integral de todas las formas 
de trata de personas y actividades conexas, sea 
nacional o transnacional y el tráfico ilícito de migrantes, 
esté o no relacionada con el crimen organizado, y al 
abordaje integral de las personas víctimas de estos 
delitos. 08-10-2012. 




Ley No. 9100 




Ley de Reforma del inciso c) del 
artículo 3 de la Ley Nº 5662, 
Ley de desarrollo social y 
asignaciones familiares, para 
fortalecer la gestión del 
Patronato Nacional de la 
Infancia de Costa Rica.  
 




La reforma del inciso c) del artículo 3 de la Ley N. º 
5662, Ley de Desarrollo Social y Asignaciones 
Familiares de 23 de diciembre de 1974, tiene como 
objetivo exceptuar al PANI de la obligación de reintegrar 
los superávits que puedan generarse, según lo indicado 
en el artículo 27 de esta ley, en tanto se encuentren ya 
comprometidos para la operatividad de los programas y 
así sea puesto en conocimiento de la Dirección General 
de Desarrollo Social y Asignaciones Familiares. 
Además, permite a dicha institución la utilización de los 
recursos del fondo en gasto operativo. La Auditoría 
Interna del PANI velará por que se cumpla lo dispuesto 
en esta norma. 17-10-2012. 




Ley No. 9135 




Ley de Reforma de los artículos 
196, 196 bis, 230, 293 y 295, y 
adición del artículo 167 bis al 
Código Penal.  
 




Con la reforma al Código Penal se pretende sancionar 
con altas penas privativas de libertad, una serie de 
situaciones que se consideran ejercicio ilegítimo del 
derecho a la libertad de expresión, especialmente lo 
relacionado con el acceso y la difusión de hechos de 
interés público.  
Los artículos reformados son los concernientes a 
violación de correspondencia o comunicaciones, de 
datos personales, suplantación de identidad, revelación 
de secretos de Estado y espionaje.  
Además, se adiciona el artículo 167 bis, denominado 
“Seducción o encuentros con menores por medios 
electrónicos”. En este caso se establece una pena de 
uno a tres años de prisión a quien, por cualquier medio, 
establezca comunicaciones de contenido sexual o 
erótico, ya sea que incluyan o no imágenes, videos, 
textos o audios, con una persona menor de quince años 
o incapaz. 22-04-2013. 




Ley No. 9137 




Ley de Creación del Sistema 
Nacional de Información y 
Registro Único de Beneficiarios 
del Estado  
 




Se crea el Sistema Nacional de Información y Registro 
Único de Beneficiarios del Estado como un órgano de 
desconcentración máxima, adscrito al Instituto Mixto de 
Ayuda Social (IMAS), el cual contará con personalidad 
jurídica instrumental para el logro de sus objetivos.  
Los fines del Sistema Nacional de Información y 
Registro Único de Beneficiarios del Estado serán:  
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a) Mantener una base de datos actualizada y de 
cobertura nacional con la información de todas las 
personas que requieran servicios, asistencias, subsidios 
o auxilios económicos, por encontrarse en situaciones 
de pobreza o necesidad.  
b) Eliminar la duplicidad de las acciones 
interinstitucionales que otorgan beneficios asistenciales 
y de protección social a las familias en estado de 
pobreza.  
c) Proponer a las instituciones públicas y a los 
gobiernos locales, que dedican recursos para combatir 
la pobreza, una metodología única para determinar los 
niveles de pobreza.  
d) Simplificar y reducir el exceso de trámites y requisitos 
que se les solicita a los potenciales beneficiarios de los 
programas sociales.  
e) Conformar una base de datos que permita establecer 
un control sobre los programas de ayudas sociales de 
las diferentes instituciones públicas, con el fin de que la 
información se fundamente en criterios homogéneos.  
f) Disponer de datos oportunos, veraces y precisos, con 
el fin de destinar de forma eficaz y eficiente los fondos 
públicos dedicados a los programas sociales. 18-04-
2013. 




Ley No. 9142 
Ley de Tamizaje Auditivo 
Neonatal 




Esta Ley tiene la finalidad de tutelar el derecho del 
recién nacido a que se estudie su capacidad auditiva, 
para lo cual se establece que los estudios deben 
realizarse a todo recién nacido antes del primer mes de 
vida y de preferencia antes de que el recién nacido 
egrese del centro médico.  
Esta normativa obliga a los centros de salud públicos y 
privados a realizar el tamizaje auditivo. Las pruebas solo 
podrán ser realizadas por profesionales en Enfermería, 
Medicina y Audiología que estén debidamente 
capacitados  
En el caso de niños con alguna deficiencia, se indica 
que la Caja Costarricense de Seguro Social otorgará a 
la población asegurada la ayuda económica conforme a 
su reglamentación, para la adquisición de audífonos, 
implantes cocleares y otras ayudas técnicas.  
La Ley dispone de un transitorio único en el cual se 
indica que los centros públicos y privados sujetos a 
estas disposiciones tendrán el plazo de un año, a partir 
de la entrada en vigencia de esta ley, para iniciar la 
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prestación de los servicios mencionados. 22-05-2013. 




Ley No. 9155 




Ley  de Reforma de la Ley 
General de la Persona Joven, 
No. 8261 de 2 de mayo de 
2002, y sus reformas, y del 
Código Municipal ley No. 7794 
de 30 de abril de 1998, y sus 
reformas  
 




Esta Ley viene a actualizar la ley Nº. 8261 del 2 de 
mayo de 2002, al incluirle al texto un lenguaje inclusivo. 
Adicionalmente, la ley dispone:  
• Clarifica los deberemos del Estado hacia las personas 
jóvenes en materia de salud y de trabajo, con lo cual se 
espera mayor apoyo de las entidades gubernamentales 
en promover una nutrición adecuada, la salud física, 
mental, sexual y reproductiva, así como consejería para 
evitar la farmacodependencia y la drogadicción, así 
como la creación de campañas que favorezcan su 
inclusión al mercado laboral e impulsar políticas 
crediticias que permitan su inclusión en el desarrollo 
productivo del país.  
 
• Se indica que el Consejo de la Persona Joven deberá 
desarrollar programas de capacitación y recreación para 
personas jóvenes con discapacidad.  
 
• Amplía las atribuciones de la Junta Directiva del 
Consejo de la Persona Joven.  
 
• Se reforma la integración de la Junta Directiva del 
Consejo, indicando que la Viceministra de Juventud 
será quien la presida y se integra como miembro a la 
Ministra de la Mujer o su equivalente en la Presidencia 
Ejecutiva del INAMU.  
 
• Finalmente, se amplían los sectores que conforman la 
Asamblea General de la persona joven.  
01-07-2013. 




Ley No. 9170 




Ley de Aprobación del 
Protocolo Facultativo de la 
Convención sobre los Derechos 
del Niño relativo a un 
Procedimiento de 
Comunicaciones.  
 




La ley aprueba, en cada una de sus partes, el Protocolo 
Facultativo de la Convención sobre los Derechos del 
Niño Relativo a un Procedimiento de Comunicaciones, 
firmado por la República de Costa Rica el 28 de febrero 
de 2012. Este convenio tiene la finalidad de reforzar y 
complementar los mecanismos nacionales y regionales 
al permitir a los niños denunciar la violación de sus 
derechos. 17-10-2013. 




Ley No. 9177 




Ley de reforma de los artículos 
173, 173 bis y 174 y adición de 
un artículo 174 bis al código 
penal, ley nº. 4573, y reforma 




Esta Ley agrava las penas de delitos vinculados con el 
uso, tenencia, comercialización, entre otras, de material 
pornográfico de personas menores de edad. 23-10-
2013. 















 
 
 




Convención sobre los Derechos del Niño 




V y VI Informes Periódicos 




Costa Rica 




__________________________________________________________________________ 




 




Número de la 
norma 




Nombre de la norma Detalles 




del inciso 3) y del párrafo final 
del artículo 61 de la ley nº. 
8764, ley general de migración 
y extranjería  
 




Ley No. 9204 




Ley de creación del mecanismo 
nacional de prevención contra 
la tortura, y otros tratos o penas 
crueles, inhumanos o 
degradantes.  
 




La Ley crea el Mecanismo Nacional de Prevención 
contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanos y Degradantes, según lo establece el 
Protocolo Facultativo de la Convención contra la 
Tortura, con la finalidad de proteger los derechos 
fundamentales y humanos de las personas que se 
encuentren sometidas a cualquier forma de privación de 
libertad y prevenir cualquier acto de tortura y otros tratos 
o penas crueles, inhumanos y degradantes, mediante la 
ejecución de inspecciones regulares a los centros de 
aprehensión, detención y privación de libertad. 12-12-
2013. 




Ley No. 9207 




Ley de Reformas de la ley No. 
7600, de igualdad de 
oportunidades para las 
personas con discapacidad del 
2 de mayo de 1996, y sus 
reformas  
 




Esta Ley reforma la definición de discapacidad 
contenida en el artículo 2 y los artículos 62 y 67 de la 
Ley N.º 7600, Ley de Igualdad de Oportunidades para 
las Personas con Discapacidad del 2 de mayo de 1996 
y sus reformas.   
La normativa, además del concepto de discapacidad, 
establece sanciones para quien limite los derechos de 
esta población. La multa equivale a un a un salario base 
establecido en la Ley N. º 7337, de 5 de mayo de 1993 o 
podrán ser obligados, a solicitud del perjudicado, a 
realizar a costa de los dueños las obras para garantizar 
ese derecho. 05-02-2014. 




Ley No. 9220 
Ley de la Red Nacional de 
Cuido y Desarrollo Infantil.  
 




La Ley crea la Red Nacional de Cuido y Desarrollo 
Infantil (Redcudi), con la finalidad de establecer un 
sistema de cuido y desarrollo infantil de acceso público, 
universal y de financiamiento solidario que articule las 
diferentes modalidades de prestación pública y privada 
de servicios en materia de cuido y desarrollo infantil, 
para fortalecer y ampliar las alternativas de atención 
integral infantil.  
Los servicios de la Red Nacional de Cuido y Desarrollo 
Infantil deberán entenderse como complementarios y no 
sustitutos de los servicios de educación preescolar 
prestados directamente por el Ministerio de Educación 
Pública.  
La población objetivo la constituyen, prioritariamente, 
todos los niños y las niñas menores de seis años de 
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edad; no obstante, de acuerdo con las necesidades 
específicas de las comunidades y familias atendidas, y 
la disponibilidad presupuestaria, se podrán incluir niños 
y niñas hasta de doce años de edad.  
Los objetivos de la Red Nacional de Cuido y Desarrollo 
Infantil son los siguientes:  
a) Garantizar el derecho de todos los niños y las niñas, 
prioritariamente los de cero a seis años, a participar en 
programas de cuido, en procura de su desarrollo 
integral, según las distintas necesidades y de 
conformidad con las diferentes modalidades de atención 
que requieran.  
b) Promover la corresponsabilidad social en el cuido 
mediante la participación de los diversos sectores 
sociales.  
c) Articular los diferentes actores, alternativas y 
servicios de cuido y desarrollo infantil.  
d) Procurar que los servicios de cuido y desarrollo 
infantil permitan la inserción laboral y educativa de los 
padres y las madres. 04-03-2014. 
 




Ley No. 8954 




Ley de Reforma del artículo 78 
de la Constitución Política para 
el fortalecimiento del derecho a 
la educación. 




La normativa aprobada establece un incremento en la 
inversión Estatal, incluida la superior, la cual no será 
inferior al ocho por ciento (8%) anual del producto 
interno bruto. Esta disposición entró a regir a partir del 
2014.  
La Ley contempla que el gasto de cada año no podrá 
ser inferior al anterior, por lo que se espera un aumento 
gradual. 31-05-2011. 




Ley No. 9001 




Ley de Reforma de los artículos 
172, 173, 177, 181 Y 182, y 
adición del artículo 187 Bis a la 
Ley N°. 7739, Código de la 
Niñez y la Adolescencia, de 6 
de enero de 1998, y sus 
reformas.  
 




Esta Ley reforma al Código de la Niñez y la 
Adolescencia en aspectos relativos al Consejo Nacional 
de la Niñez y la Adolescencia y los comités tutelares de 
menores. 28-09-2011. 




Ley No. 9021 




Ley de Reformas de la Ley N. º 
7594, Código Procesal Penal, 
de la Ley N. º 7576, Ley de 
justicia penal juvenil, de la Ley 
N. º 8460, Ley de ejecución de 
sentencias penales juveniles, 
de la Ley N. º 7333, Ley 




Su objetivo fundamental es modificar el Código Procesal 
Penal, la Ley de Justicia Penal Juvenil y la Ley de 
Ejecución de Sentencias Penales Juveniles, con el fin 
de precisar su articulado conforme a los objetivos 
pretendidos con la reforma introducida por la Ley N.° 
8837, Ley de Creación del Recurso de Apelación de la 
Sentencia, Otras Reformas al Régimen de Impugnación 
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orgánica del Poder Judicial y 
adición al Código Procesal 
Penal.  
 




e Implementación de Nuevas Reglas de Oralidad en el 
Proceso Penal. El objetivo es garantizar la coherencia, 
alcances y efectividad del nuevo régimen de 
impugnación de la sentencia penal. 08-12-2011. 
 




Ley No. 9026 
Ley declarando la Semana 
nacional de la familia.  
 




La Ley declara la segunda semana de mayo de cada 
año como la Semana Nacional de la Familia. Para ello 
autoriza a la Administración Pública para que celebre 
actos conmemorativos relacionados el tema, 
promocionando y resaltando de manera especial los 
valores y aportes que esta institución realiza a nuestra 
sociedad. 17-01-2012. 




Ley No. 9044 




Ley de Aprobación del 
Convenio entre el Gobierno de 
Costa Rica y el Gobierno de los 
Estados Unidos de América 
para la ejecución de 
obligaciones alimentarias.  
 




 
La Ley aprueba en cada una de sus partes, el Convenio 
entre el Gobierno de Costa Rica y el Gobierno de los 
Estados Unidos de América para la Ejecución de 
Obligaciones Alimentarias, suscrito en San José, el 16 
de febrero de 2005.  
Con este Convenio, las Partes crean un mecanismo 
administrativo para facilitar la tramitación del 
reconocimiento y ejecución de las resoluciones 
judiciales que han impuesto obligaciones alimentarias a 
un residente de una de las Partes, a favor de una 
persona domiciliada en el territorio de la otra Parte. 30-
04-2011. 
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Decreto Ejecutivo 
No. 7739 




Creación de la Oficina de los 
Derecho de las Niñas, los 
niños, los y las adolescentes 
del Ministerio de Educación 




Su objetivo es contar con un mecanismo formal y de 
rápida respuesta para el trámite de las denuncias que 
surgen dentro del Ministerio de Educación, pero debe 
estar enfocada a la gestión preventiva y de promoción 
de los derechos de las personas menores de edad. 




Decreto Ejecutivo 
No. 29.964-G y 
29.967-G 




 Reforma al reglamento de la 
Ley General de Migración 




Facultan a la Dirección General de Migración y 
Extranjería a impedir el ingreso de personas extranjeras 
con historial de delitos sexuales en contra de personas 
menores de edad y la cancelación del permiso de 
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residencia o estadía de aquellas personas que ya se 
encuentren en el país, basados en los mismos motivos. 




Decreto Ejecutivo 
No. 31.369 




Creación del frente 
gubernamental contra la 
pedofilia 




Aborda la prevención y denuncia de actos que tiendan al 
abuso sexual de personas menores de edad y su 
participación en pornografía infantil. 




Decreto Ejecutivo 
No. 31.461 




Modificación al decreto que 
crea el “Comité Directivo 
Nacional para la Prevención y 
Erradicación del Trabajo Infantil 
y la Protección de la Persona 
Adolescente Trabajadora en 
Costa Rica” 




Emitido en noviembre de 2003, e incluye una secretaría 
técnica conformada por un representante técnico de 
cada uno de los sectores e instancias que conforman 
dicho Comité.   Su objetivo principal es impulsar el 
desarrollo de políticas y programas dirigidos a la 
prevención y eliminación del trabajo infantil, así como, a 
la protección de la persona adolescente trabajadora.  




Decreto Ejecutivo 
No. 
31.663 
24-02-04 




Reglamento de Matrícula y 
traslado de Estudiantes 




El Reglamento tiene como fin regular los procesos de 
matrícula y de traslados de los estudiantes en las 
instituciones educativas públicas de los diversos ciclos, 
niveles y modalidades: Educación Preescolar, 
Educación General Básica, Educación Diversificada 
tanto académica como técnica, diurna o nocturna, 
Educación de Adultos y Educación Especial. 




Decreto Ejecutivo 
No. 
31934 
09-08-04 




Modificación al Reglamento de 
Matrícula y traslado de 
Estudiantes 




Modifica requisitos para ingresar a la Educación 
Preescolar y al primer año del Primer Ciclo de la 
Educación General Básica y al Programa Nuevas 
Oportunidades Educativas para Jóvenes (PNOEJ). 




Decreto Ejecutivo 
No. 
32679 
09-08-05 
 




Modificación al Reglamento de 
Matrícula y traslado de 
Estudiantes 




Se modifica las edades mínimas para ingresar a la 
Educación Preescolar y al primer año del Primer Ciclo 
de la Educación General Básica y al Programa de 
Nuevas Oportunidades Educativas para Jóvenes 
(PNOEJ). 




Decreto Ejecutivo 
No. 31.763 




Reglamento de control y 
regulación de locales que 
ofrecen servicio público de 
Internet 




Su objetivo es prevenir el acceso a pornografía y 
material no conveniente para personas menores de 18 
años, en Cibercafés, Cafés Internet o similares. En el 
marco de este reglamento se prevé distinguir mediante 
signos externos a los locales que toman las medidas 
necesarias y ofrecen un servicio libre del acceso a 
pornografía. 




Decreto No. 31.764 




Reglamento de funcionamiento 
de las salas de videojuegos y 
Juegos Cibernéticos y la 
clasificación de los juegos 
según el nivel de violencia 




Establece la obligatoriedad de distribuidores y puntos de 
venta de aplicar las clasificaciones  de la Ley General de 
Espectáculos Públicos para el acceso de los mismos a 
personas menores de edad.  




Decreto Ejecutivo 
No. 32.175 MEIC-S 




Reforma Integral de la Norma 
Oficial para la Leche Cruda y la 
Leche Higienizada 




Publicado en el diario oficial La Gaceta Nº 7 del 11 de 
enero de 2005 
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Decreto Ejecutivo 
No. 32.722- S 




Reglamento a Ley Nacional de 
Vacunación 




Regula a personas físicas y jurídicas que intervienen en 
el servicio de salud público y privado en la prevención, 
vigilancia y control de enfermedades inmunoprevenibles 




Decreto Ejecutivo 
No. 36779 




Se crea el Programa Nacional 
de Convivencia en los Centros 
Educativos (PROGRAMA 
CONVIVIR)  




El Programa promueve el desarrollo de actividades 
participativas en los centros educativos de forma 
permanente. Sus objetivos se dirigen a fortalecer las 
relaciones de convivencia en la comunidad educativa, 
así como a propiciar relaciones basadas en el respeto, 
el disfrute de la diversidad, la participación y el sentido 
de pertenencia e identidad. 30-09-2011 




Decreto Ejecutivo 
No. 36640 




Se dicta Reglamento a la Ley 
sobre prohibición del trabajo 
peligroso e insalubre para 
personas adolescentes 
trabajadoras  




Establece las regulaciones y las medidas administrativas 
requeridas para cumplir con la Ley 8922 referente a la 
prohibición del trabajo peligroso e insalubre para las 
personas adolescentes trabajadoras.   01-07-2011 




Decreto Ejecutivo 
No. 36524 




Se establece la política 
nacional en discapacidad 2011-
2021 (PONADIS)  




La Política Nacional en Discapacidad (PONADIS) 
constituye el marco político de largo plazo de las 
instituciones públicas para promover, respetar y 
garantizar los derechos de las personas con 
discapacidad. Parte de cuatro enfoques fundamentales: 
Derechos Humanos, Desarrollo Inclusivo, Equidad de 
Género y Gerencia Social por Resultados. La política se 
desarrolla según los 5 ejes siguientes: institucionalidad 
democrática, salud, educación, trabajo y empleo, 
personas, instituciones, organizaciones y entorno 
inclusivo.  10-06-2011. 




Decreto Ejecutivo 
No. 36020 




Se declara de interés público la 
conformación y desarrollo de la 
Red Nacional de Cuido y 
Desarrollo Infantil.  




Se declara de interés público la conformación y 
desarrollo de la "Red Nacional de Cuido y Desarrollo 
Infantil". 
Se establece que esta RED, además de los centros de 
atención integral para niños y niñas, estará conformada 
por los diferentes actores sociales, públicos y privados, 
que tienen un mandato legal o un interés legítimo en 
materia de atención integral, protección y desarrollo 
infantil. Se definen responsables de las acciones 
tendientes a la realización de estudios, diseño, 
reglamentación, constitución y formulación de los planes 
de desarrollo de la "Red Nacional de Cuido y Desarrollo 
Infantil".  Se ordena la colaboración de la 
interinstitucionalidad del Estado en las actividades 
conducentes a la conformación y desarrollo de la "Red 
Nacional de Cuido y Desarrollo Infantil". 11-05-2010. 




Decreto Ejecutivo Se dicta el Reglamento Técnico Tiene como objetivo establecer los requisitos de 
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No. 36047 RTCR 426:2009 Preparados 
para lactantes.  




composición, calidad e inocuidad relativos a los 
preparados para lactantes. Se aplica a los preparados 
para lactantes en forma líquida o en polvo destinados a 
emplearse, cuando sea necesario, como sucedáneo de 
la leche materna para satisfacer las necesidades 
nutricionales normales de los lactantes.  Establece la 
imposibilidad de comercializar preparados de este tipo 
que no cumplan con las disposiciones de este 
reglamento. 13-07-2010 




Decreto Ejecutivo 
No. 35876 




Se emite lineamiento para el 
sector social y lucha contra la 
pobreza, implementación de los 
subsistemas locales de 
protección a la niñez y la 
adolescencia en las once 
comunidades prioritarias.  




Es un decreto importante pues representa el primer 
esfuerzo formal, regulatorio de gobierno, por 
implementar la estrategia de coordinación y articulación 
del Sistema Nacional de Protección en el ámbito 
regional y local.  Mediante este decreto se ordena a 
todas las instituciones que conforman el Sector acoger 
la propuesta aprobada en el seno del Consejo Nacional 
de la Niñez y la Adolescencia denominada "Subsistemas 
locales de protección a la niñez y la adolescencia".  
Se establece la obligación de las instituciones del sector 
a direccionar y orientar sus planes operativos 
institucionales, programas, proyectos, presupuestos, 
actuaciones, objetivos, metas y lineamientos 
estratégicos de acción, en función del Subsistema local 
de protección y el Sistema Nacional de Protección 
Integral considerando a las personas menores de edad 
sujetos plenos de derechos. Se insta a las instituciones 
a asegurar la efectiva ejecución de la estrategia, 
considerando indispensable la participación ciudadana.  
Se ordena que, en la implementación de esta estrategia  
se deben tomar en cuenta: la estructura del Sistema 
Nacional de Protección Integral regulado en el Código 
de la Niñez y la Adolescencia, la Política Nacional para 
la Niñez y la Adolescencia emitida por el Poder 
Ejecutivo, los Planes Nacionales de Desarrollo, los 
Planes específicos, los programas y proyectos 
existentes, debiendo destinarse el máximo de los 
recursos económicos necesarios a la especialización, 
capacitación y formación de los funcionarios y 
ciudadanos, al desarrollo de sistemas de información y 
análisis de los mismos y a la participación y cooperación 
de la sociedad civil y la cooperación internacional. 
Se ordena a todas las instituciones, según sus 
competencias, a participar activamente en la 
elaboración, articulación, ejecución y evaluación de un 















 
 
 




Convención sobre los Derechos del Niño 




V y VI Informes Periódicos 




Costa Rica 




__________________________________________________________________________ 




 




Número de la 
norma 




Nombre de la norma Detalles 




plan de acción a nivel local que deberá diseñarse a 
partir de diagnósticos de la situación de cumplimiento de 
derechos de las personas menores de edad en el ámbito 
territorial de su competencia, debiendo otorgándole de 
dichos planes un  nivel de prioridad con la asignación 
del máximo de los recursos necesarios para garantizar 
su puesta en marcha y el alcance de los resultados 
previstos. 
Se ratifica el rol del Consejo Nacional de la Niñez y la 
Adolescencia como coordinador y articulador de la 
acción interinstitucional e intersectorial en la 
implementación del modelo aprobado, incluyendo 
obligaciones de seguimiento y monitoreo de los avances 
en el cumplimiento, mediante indicadores de proceso e 
impacto. 12-04-2010. 
 




Decreto Ejecutivo 
No. 35703 




Se emite declaratoria de 
vacunación obligatoria contra el 
Virus de la Influenza Humana 
A-H1N1.  




Se declara obligatoria la vacunación contra el virus de la 
Influenza Humana A-H1N1 y se establecen las  
prioridades de vacunación, entre ellas, Mujeres 
embarazadas en el último trimestre del mismo y niños y 
niñas mayores de 6 meses, adolescentes y adultos, que 
cuenten todos con condiciones de riesgo como asma, 
enfermedad pulmonar obstructiva crónica, oxigeno 
dependientes, diabéticos, hipertensos, cardiópatas con 
cardiopatías congénitas o adquiridas, inmunosuprimidos 
a quienes su médico tratante recomiende la vacuna, en 
apego a los lineamientos específicos emitidos por el 
Ministerio de Salud. 
 




Decreto Ejecutivo 
No. 35494 




Se dicta el Reglamento de las 
Juntas de Protección a la Niñez 
y la Adolescencia.  




Este reglamento regula la conformación y 
funcionamiento de las Juntas de Protección a la Niñez y 
la Adolescencia a nivel nacional. Es importante dado 
que estas Juntas son, organizaciones importantes en la 
conformación y funcionamiento de los Subsistemas 
Locales de Protección y por ende del Sistema Nacional 
de Protección en el plano local.  
Se le otorgan a estas Juntas fines estratégicos en la 
dinámica local:  
a) Fomentar el trabajo comunal articulado entre 
los representantes de las instituciones públicas y los 
representantes comunales en la aplicación y ejecución 
de las políticas públicas en niñez y adolescencia. 
b) Promover los recursos, las actitudes y las 
capacidades de sus comunidades para la defensa y 
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garantía de los derechos de los niños, niñas y 
adolescentes. 
c) Fomentar la protección integral de los niños, 
niñas y adolescentes a nivel local. 
d) Contribuir al mejoramiento de la calidad de vida 
de los niños, niñas y adolescentes y de sus familias. 
Para ello tienen funciones y atribuciones relevantes, 
entre ellas:  
Promover y liderar la articulación y funcionamiento del 
sistema local de protección a la niñez y la adolescencia, 
coordinando, integrando y desarrollando acciones con 
las diferentes instituciones representadas localmente, 
así como con organizaciones no gubernamentales y 
Comités Tutelares de los Derechos de la Niñez y la 
Adolescencia. 
 28-10-2009 




Decreto Ejecutivo 
No. 37205 




Reglamento del Consejo 
Nacional de la Niñez y la 
Adolescencia 




Es otra reglamentación importante, pues regula el 
funcionamiento del Consejo Nacional de la Niñez y la 
Adolescencia y de sus dependencias asesoras y 
comisiones.  El Consejo es el órgano colegiado 
encargado de la coordinación y articulación del Sistema 
Nacional de Protección.   09-01-2012 




Decreto Ejecutivo 
No. 37563 




Reglamento de funcionamiento 
interno de la Comisión Nacional 
contra la Explotación Sexual 
Comercial de Niños, Niñas y 
Adolescentes (CONACOES) 




 La Comisión Nacional contra la Explotación Sexual 
Comercial de Niños, Niñas y Adolescentes, es una 
COMISIÓN TÉCNICA ARTICULADORA Y 
COORDINADORA, adscrita de forma permanente al 
Consejo Nacional de la Niñez y la Adolescencia.  31-01-
2013 




Decreto Municipal 
No. 351 - A 




Política y Reglamento de niñez 
y adolescencia de la 
Municipalidad de Paraíso 




 El Concejo Municipal, en la sesión ordinaria N° 303 del 
25 de marzo del 2014 en el artículo 07, aprueba el 
Reglamento para Regular el Funcionamiento y 
Operación del Centro de Cuido y Desarrollo Infantil- 
CECUDI del cantón de Paraíso.   04-11-2014. 




Decreto Ejecutivo 
No. 4312 




Reglamento del Certamen para 
optar por el reconocimiento del 
programa cantones amigos de 
la infancia 




Se trata de un programa de reconocimiento a las 
municipalidades que cumplen con una serie de acciones 
tendientes a la planificación, coordinación y articulación 
interinstitucional en el plano local en el marco de la 
estrategia de subsistemas locales de protección.  05-05-
2014. 




Decreto Ejecutivo 
No. 37683 




Declara de interés público y 
nacional el Proyecto respuesta 
pediátrica para desastre 




Declara de interés público y nacional un proyecto que 
busca materializar la adquisición, para el Hospital 
Nacional de Niños, de un hospital de campaña que 
permita brindar atención itinerante a la población infantil 
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Número de la 
norma 




Nombre de la norma Detalles 




del país en caso de desastres, sin descartar la 
prestación eventual de cuidados médicos para el resto 
de la población, en caso de ser necesaria.  17-04-2013. 




 
 
 




POLÍTICAS Y PLANES RELEVANTES 
 




Nombre de la Política o Plan Período de vigencia Detalles 




Política Nacional para la Niñez 
y la Adolescencia. 




2009 - 2021 




Marco político de largo Plazo que establece la dirección 
estratégica del Estado costarricense en la efectiva 
promoción, respeto y garantía de los derechos humanos 
de todos los niños, niñas y adolescentes.  
La PNNA cuenta con la aspiración general de que al  
2021, Costa Rica haya alcanzado el nivel de una nación 
capaz de garantizar el pleno ejercicio de todos los 
derechos de la niñez y la adolescencia, y haya hecho  
de todo su  territorio un ambiente y entorno de 
protección integral, participación y desarrollo efectivo de 
los niños, niñas y adolescentes que lo habitan. 
Para el logro de este objetivo, la PNNA se propone 
alcanzar su aspiración en un marco de convivencia 
democrática, mediante la creación de condiciones, 
mecanismos y oportunidades para que se respeten y 
cumplan los derechos de las personas menores de 
edad, tomando en cuenta el interés superior, la 
autonomía progresiva y la participación en las diferentes 
etapas de desarrollo, todo ello en los entornos familiar, 
escolar, comunitario y social.  Los ejes de la política se 
orientan hacia el fortalecimiento de los espacios para el 
ejercicio de los derechos y la protección de las personas 
menores de edad, de la institucionalidad, la familia y la 
comunidad; e incluye el abordaje desde políticas básicas 
universales: educación, salud y cultura, juego y 
recreación; y una sección de protección especial. A la 
aspiración general enunciada, le siguen seis 
aspiraciones específicas cuya consecución determina 
los seis ejes estratégicos de la PNNA: Institucionalidad 
democrática, persona, familia y comunidad; salud 
integral; educación; cultura, juego y recreación y 
protección especial. El contenido de la PNNA se 
desagrega en 6 ejes, los ejes en lineamientos y los 
lineamientos en enunciados explicativos. 
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Nombre de la Política o Plan Período de vigencia Detalles 




Plan Nacional de Desarrollo 2014 - 2018 




Responde al plan de gobierno de la administración 
actual, en él se incluyen una serie de compromisos de 
las instituciones que conforman el sector desarrollo 
humano e inclusión social tendientes a dar servicios de 
toda índole a la problemática que vive la niñez y la 
adolescencia.  




Agenda Nacional de Niñez y 
Adolescencia  




2015 - 2021 




Es el Plan de acción de la Política Nacional de Niñez y 
Adolescencia.  La Agenda Nacional de Niñez y 
Adolescencia, hace énfasis en acciones en materia de 
Educación, Familia, Salud, Juego y Recreación y 
Protección Especial,  principales  ejes  temáticos de la 
Política Nacional de Niñez y Adolescencia. 




La Agenda Nacional de Niñez y Adolescencia 2015-
2021, conlleva la obligación de incluir su cumplimiento 
como meta del Plan Nacional de Desarrollo y de que sus 
aspiraciones sean debidamente incorporadas como 
metas en los Planes Anuales Operativos de las 
instituciones competentes y responsables.  Lo anterior 
con el seguimiento del Consejo Presidencial Social, del 
Consejo Nacional de la Niñez y la Adolescencia y del 
Observatorio del Patronato Nacional de la Infancia. 




La Agenda Nacional define sus metas por grupo etario, 
a saber, el niño y la niña intrauterino y del nacimiento 
hasta los 6 años, el niño y la niña de 7 a 12 años y los y 
las adolescentes de 13 a 17 años.  Además, la 
herramienta incorpora las diferentes etnias y grupos 
minoritarios de manera inclusiva, generando acciones 
que propician la igualdad y la no discriminación.   




 




Pla Operativo Institucional 
(PANI) 




2015 




En él se establecen una serie de compromisos 
institucionales que evidencian las diferentes acciones 
que lleva a cabo esta institución rectora, a efecto de 
garantizar los derechos de los niños, niñas y 
adolescentes. 




Hoja de Ruta para hacer de 
Costa Rica un país libre de 
trabajo infantil y sus peores 
formas. Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social  




2015 




Ante un mandato internacional promovido por la OIT, 
algunas instituciones del país asumen compromisos a 
efectos crear estrategias para la erradicación del trabajo 
infantil en sus peores formas, además el plan incluye los 
compromisos asumidos en materia de trata y tráfico de 
personas menores de edad y de explotación sexual 
comercial.  




Plan Nacional para la Atención 
y la Prevención de la Violencia 




2015  
A través de dicho plan se pretende concertar respuestas 
simultáneas, coherentes y articuladas,  a nivel 
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Nombre de la Política o Plan Período de vigencia Detalles 




Intrafamiliar (PLANOVI). 
Instituto Nacional de las 
Mujeres.  




interinstitucional e intersectorial, sustentadas en los 
Enfoques de Género y de Derechos Humanos, que 
permitan: La atención oportuna, integral y de calidad a 
las mujeres en situaciones de violencia en relaciones 
familiares y de pareja, así como en casos de 
hostigamiento sexual y violación. Busca el desarrollo de 
acciones sustantivas y sostenidas en materia de 
promoción de derechos humanos y de la equidad de 
género, al igual que la prevención de violencia contra las 
mujeres. 




Plan Estratégico Institucional 
Indígena (PEII) 




2015  
Pretende llevar a cabo una serie de acciones 
estratégicas que permitan un abordaje desde la 
perspectiva de la doctrina integral a  estas poblaciones. 




Plan de Inserción Laboral para 
Población con Discapacidad. 
Organización Internacional del 
Trabajo. (OIT) 




2012-2015 
En este marco referencial participan diversas 
instituciones públicas aportando recursos y estrategias 
en pro de la atención de esta problemática. 
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CONSEJO NACIONAL DE LA NIÑEZ Y LA ADOLESCENCIA 




REUNION Nº 24-16 




27 de abril 2016 




ACTA 




Casa Presidencial 




Acuerdo 04-24-16 Los y las integrantes del CNNA acuerdan en forma unánime, que luego de realizar 




las incorporaciones de las observaciones dadas por INAMU y CONAPDIS, se da por aprobado el 




documento de la Política de Primera Infancia, el Plan de Acción y el Subsistema; se señala que para 




la próxima Sesión se presentara una propuesta de fecha de lanzamiento. 




http://www.pani.go.cr/publicaciones/noticias/1632-presentan-politica-para-la-primera-infancia-







http://www.pani.go.cr/publicaciones/noticias/1632-presentan-politica-para-la-primera-infancia-costa-rica-2015-2021
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costa-rica-2015-2021 




http://www.pani.go.cr/publicaciones/documentos/politicas/833-politica-para-la-primera-




infancia-2015-2020-1/file 
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La ANNA, hace énfasis en acciones en materia de Educación, Familia, Salud, Juego y Recreación y 
Protección Especial,  principales  ejes  temáticos de la PNNA, y define sus metas por grupo etario, a 
saber, el niño y la niña intrauterino y del nacimiento hasta los 6 años, el niño y la niña de 7 a 12 años 
y los y las adolescentes de 13 a 17 años.  Además, incorpora las diferentes etnias y grupos 
minoritarios de manera inclusiva, generando acciones que propician la igualdad y la no 
discriminación.   




 




http://www.pani.go.cr/images/stories/documentos/Agenda-Nacional-de-la-Ninhez-y-la-




Adolescencia.pdf 
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Esfuerzos destinados al desarrollo y fortalecimiento de los niveles regional y local: 




 Capacitaciones regionales  en temas como PNNA, ANNA, CNA y demás leyes conexas, 
todo ello con el fin de que tanto los participantes de los SLP, las JPNA y los CPNNA 
conocieran las leyes vigentes y las incorporaran en los siguientes procesos: 




o Elaboración de diagnósticos participativos del estado de situación de la niñez y 
la adolescencia y mapeo de recursos cantonales que podrían vincularse a 
planes, programas y proyectos locales destinados al cumplimiento de la 
normativa vigente en esta materia. 




o Elaboración  participativa de planes de acción cantonales en niñez y 
adolescencia, a partir  de lo encontrado en los  diagnósticos  situacionales. 




o Encuentros Nacionales de formación y mejores prácticas de proyectos 
vinculados a los planes cantonales. 




o Informes de seguimiento anual de cumplimiento. 







http://www.pani.go.cr/publicaciones/noticias/1632-presentan-politica-para-la-primera-infancia-costa-rica-2015-2021



http://www.pani.go.cr/publicaciones/documentos/politicas/833-politica-para-la-primera-infancia-2015-2020-1/file



http://www.pani.go.cr/publicaciones/documentos/politicas/833-politica-para-la-primera-infancia-2015-2020-1/file



http://www.pani.go.cr/images/stories/documentos/Agenda-Nacional-de-la-Ninhez-y-la-Adolescencia.pdf



http://www.pani.go.cr/images/stories/documentos/Agenda-Nacional-de-la-Ninhez-y-la-Adolescencia.pdf
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o Encuentros entre instituciones y CPNA en el marco de los  SLP. 
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PROVINCIA 




  




CANTIDAD 




  




CANTONES QUE ALCANZARON 




 R-CAI 2013-2015 




  




San José 




  




8 




Alajuelita - Desamparados - Moravia - Goicoechea - Pérez 




Zeledón - Aserrí - Escazú Santa Ana 




Heredia 1 Belén 




  




Alajuela 




  




6 




Alajuela - Atenas - Naranjo -  Palmares –Poás - Upala 




Cartago 4 Cartago - El Guarco – Jiménez - Paraíso 




Guanacaste 5 Bagaces – Hojancha - La Cruz –- Santa Cruz -Nandayure 




Puntarenas 5 Aguirre - Buenos Aires - Coto Brus – Esparza – Parrita 




Limón 3 Pococí – Siquirres -Talamanca 
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En aras de fortalecer a la institución llamada a liderar los procesos relacionados con los ejes 




estratégicos definidos en materia de  derechos de las PME, el presupuesto del PANI, ha aumentado 




sostenidamente en los últimos años.   Para el año 2010 el presupuesto total asignado al PANI fue de 




¢ 23.975,25 millones de colones, para el período 2011 aumentó a ¢ 29.107,26 millones de colones, 




para 2012 fue de ¢ 32.826,92 millones de colones, en 2013 de ¢ 37.805,65 millones de colones, en 




el 2014 de ¢ 44.582,02 millones de colones y en el año 2015 la disposición presupuestaria fue de ¢ 




54.456.18 millones de colones.   
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CENTROS DE INTERVENCIÓN TEMPRANA  




  




Centros abiertos: 




 
1. CIT Guararí. 
2. CIT La Uruca. 
3. CIT Torremolinos. 
4. CIT Barranca. 
5. CIT Golfito. 
6. CIT Limón-Moín. 
7. CIT Los Cuadros. 
8. CIT Pococí. 
9. CIT Parque La Libertad. 
10. CIT Santa Cruz. 




 




La población a atender es de 240 pme que cursan de tercero a sexto grado provenientes de 
escuelas 




el MEP más cercanas al CIT.  Se seleccionan mediante la aplicación del Instrumento de Valoración 
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de  riesgo que arroja un puntaje de riesgo detectado: alto, medio y bajo.  Se seleccionan las pme  
que 




puntúan riesgo alto y medio. 
 




 




UNIDADES MÓVILES 




 




UNIDAD 




MOVIL 




DIRECCION 




REGIONAL  




CANTONES Y DISTRITOS QUE SE  ATIENDEN 




Pacífico Norte Chorotega 1.Liberia: Liberia. La Cruz: La Cruz, Santa Cecilia, La Garita 




2.Nicoya: Nicoya, Mansión, Quebrada Honda, San Antonio 




3.Santa Cruz: Santa Cruz, Tempate, Cartagena. Carrillo: 




Sardinal, Palmira, Filadelfia y Belén 




4.Bagaces: Bagaces. Cañas: Cañas  




 




Frontera 




Norte 




Huetar Norte 1.Upala: Upala, San José (Pizote), Delicias  




2.Los Chiles: Los Chiles. 




3. y 4. San Carlos: Ciudad Quesada, Aguas Zarcas, Pital, 




Cutris, Pocosol.  




Costa 




Atlántica 




Huetar Caribe 1.Limón: Limón, Valle la Estrella, Río Blanco   




2.Siquirres: Siquirres, Pacuarito  




3.Matina: Matina, Bataán, Carrandi. 




4.Talamanca: Sixaola, Bratsi, Cahuita y Telire 




Frontera Sur Brunca 1.Golfito: Golfito, Guaycará, Pavón, Laurel.   




2.Corredores: Corredor, Laurel. 




3.Coto Brus: San Vito, Sabalito, Limoncito, Aguabuena. 




4. Osa: Piedras Blancas, Sierpe, Palmar  
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UNIDAD MOVIL DIRECCION REGIONAL  CANTONES Y DISTRITOS A ATENDER 




 




Pacífico 




Central 




Pacífico Central 1.Puntarenas: Chomes, Manzanillo, 




Chacarita, El Roble, Barranca 




2.Garabito: Jacó y Tárcoles  




3.Parrita: Parrita  




4. Quepos: Quepos, Savegre, Naranjito  




Los Santos Cartago 1.Dota: Santa María, Jardín y Copey. 




2.Desamparados: San Cristóbal (San 




Cristóbal Norte y Sur, El Empalme, La Lucha). 




3.Tarrazú: San Marcos, San Lorenzo y San 




Carlos.  




4.León Cortés: San Pablo, San Andrés, Llano 




Bonito, San Isidro, Santa Cruz, San Antonio. 




Sarapiquí Heredia 1.y 2. Sarapiquí: Puerto Viejo, La Virgen, 




Horquetas, Llanuras del Gaspar, Cureña 




3. Grecia: Rio Cuarto 




4. Alajuela: Sarapiquí (San Miguel) 




Región Brunca Brunca 1.y 2. Pérez Zeledón: San Isidro del General, 




Daniel Flores, San Pedro, Pejibaye, Cajón 




3. Buenos Aires: Buenos Aires, Volcán, 




Potrero Grande, Pilas, Biolley, Brunka 




4. Osa: Bahía Ballena 
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En el caso puntual del PANI podemos observar que el presupuesto ejecutado por programa entre los 




años 2010 y 2015 en millones de colones tiene un incremento sostenido:  




Programa Presupuesto  
Ejecutado 




2010 




Presupuesto 
Ejecutado 




2011 




O1 Actividades Centrales 4.228,56 4.792.83 




02 Derechos de los 
Niños, niñas y 
Adolescentes 




18.033,95 19,004.45 




Total Presupuesto 2.262.51 23.797.28 




Programa Presupuesto 
Ejecutado 




2012 




Presupuesto 
Ejecutado 




2013 




O1 Actividades 
Centrales 




5.751.20 5.625,46 




02 Derechos de los 
Niños, niñas y 
Adolescentes 




20.729.12 23.437,41 




Total presupuesto 26.480.32 29,062,87 




Programa Presupuesto 
Ejecutado 




2014 




Presupuesto 
Ejecutado 




2015 




O1 Actividades Centrales 6.431,56 6.247,24 




02 Derechos de los Niños, 
niñas y Adolescentes 




28,038,46   




Total Presupuesto 34.470,02   




03 Protección N.A.  17.409,78 




04 Atención N.A. 13.267.20 




05 Promoción, Prevención, 
Educación 




N.A. 3.081,87 
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Total presupuesto N.A. 40.006,09 
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Artículo 55 de la Constitución Política: 




“ARTÍCULO 55.- La protección especial de la madre y del menor estará a cargo de una institución 




autónoma denominada Patronato Nacional de la Infancia, con la colaboración de las otras 




instituciones del Estado”. 




Del artículo 4 de la Convención sobre los derechos del Niño:  




“ARTICULO 4  Los Estados Partes adoptarán todas las medidas administrativas, legislativas y de 




otra índole para dar efectividad a los derechos reconocidos en la presente Convención. En lo que 




respecta a los derechos económicos, sociales y culturales, los Estados Partes adoptarán esas 




medidas hasta el máximo de los recursos de que dispongan y, cuando sea necesario, dentro del 




marco de la cooperación internacional”. 




 




Y del artículo 4 del Código de la Niñez y la Adolescencia: 




“ARTÍCULO 4.- Políticas estatales.  Será obligación general del Estado adoptar las medidas 




administrativas, legislativas, presupuestarias y de cualquier índole, para garantizar la plena 




efectividad de los derechos fundamentales de las personas menores de edad. 




En la formulación y ejecución de políticas, el acceso a los servicios públicos y su prestación se 




mantendrá siempre presente el interés superior de estas personas. Toda acción u omisión contraria 




a este principio constituye un acto discriminatorio que viola los derechos fundamentales de esta 




población. 




De conformidad con el régimen de protección especial que la Constitución Política, la Convención 




sobre los Derechos del Niño, este Código y leyes conexas garantizan a las personas menores de 




edad, el Estado no podrá alegar limitaciones presupuestarias para desatender las obligaciones aquí 




establecidas”. 
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La página de Facebook de NNA, creada por PANI, es una fuente alternativa de información que 
promueve el desarrollo de las PME, a través de seis publicaciones diarias sobre temas de interés 
(60% entretenimiento y 40% contenido de interés institucional), de atención de mensajería privada 
de consultas y denuncias. El PANI además, compra pauta digital para campañas de educación y 
formación y adquiere producción de videos virales en este trabajo. Importante mencionar que en la 
iniciativa “Para el amor sí hay edad” (viral sobre las relaciones impropias) se alcanzaron las 284.599 
reproducciones.  
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Entre 2011 y 2016 el PANI ha hecho una inversión sostenida de recursos para la realización de 




campañas educativas-formativas con el objetivo de incidir en la construcción de una cultura 




respetuosa de los derechos de la niñez y la adolescencia.  Se ha trabajado sobre los derechos, el 




desarrollo integral, el acompañamiento a padres y madres en la crianza respetuosa de sus hijos e 




hijas y la promoción de servicios especializados para la niñez y la adolescencia. En el 2015 se 




alcanzó una inversión cercana a los mil millones de colones en estas acciones.  Algunas de las 




campañas masivas realizadas en el periodo son:   




 Promoción de la Línea 1147 para NNA. 




 Derecho a la Educación de la Adolescente Madre. 




 Consejos para una crianza positiva (Academia de Crianza). 




 Fortalecimiento del vínculo en los primeros años de vida (La Fuerza del Amor o Nuevas 




historias). 




 Contra el castigo  físico y trato humillante (Educar con Amor). 




 Prevención de conductas de riesgo en adolescentes (Adolescencias Positivas). 




 Prevención de accidentes de tránsito. 




 Contra la explotación sexual comercial de NNA (Rompa la cadena). 




 Prevención de violencia en Navidad (Navidad en familia….Navidad en paz). 




 Disciplina positiva. 




 Alcances de la patria potestad y guarda crianza. 
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 Es verano. Gracias por cuidarme (consejos para la protección de NNA). 
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Proyecto de Capacitación y Sensibilización en la cosmovisión indígena del tema de niñez y 




adolescencia, dirigido a dicha población: 




 Proyectos con población indígena OL Pavas, promoción de derechos humanos de las PME 




miskitos. 




 OL de Coto Brus proyecto de interculturalidad y casas de la alegría.  




 OL de Turrialba, desarrollo inclusivo con base comunitaria, encuentro intercultural indígena, 




habilidades para la vida, prevención en el embarazo adolescente. 




 OL de Corredores, Festival Intercultural.  




 OL de Buenos Aires, promoción de derechos con enfoque de interculturalidad.  




 OL de Osa, Derechos de las PME.  




 Dirección Regional Huetar Norte, Germinando semillitas de paz, proyecto es de prevención 




de la violencia en la primera infancia, festival cultural Maleku.  




 OL de Puriscal, proceso socioeducativo y participativo. 




 




(Anexo 1. 19. 14). 




 




Recuento de las instituciones que reportaron haber ejecutado capacitaciones de forma sistemática, 




durante el período en examen, en el tema de derechos humanos de los NNA en general, para 




instruir a su personal sobre la incidencia y aplicación de tales derechos en relación con su quehacer 




profesional y técnico, y sensibilizar y formar sobre las consideraciones correspondientes a acciones 




afirmativas, discriminación positiva y cosmovisión particular en el caso de las minorías 




 PANI 




 MSP 
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 MS 




 MJ 




 IMAS 




 DGME 




 MTSS 




 ICT 




 MEP 




 REDCUDI 




 MICITT 




 Poder Judicial 




 




El PANI ha generado un Proyecto de Capacitación y Sensibilización en la cosmovisión indígena del 




tema de niñez y adolescencia, dirigido a funcionarios y funcionarias de las 15 oficinas locales que 




atienden a población indígena. 




El Instituto Costarricense de Turismo – ICT, en la implementación del Código de Conducta 




empresarial cuenta con formación para todos los niveles del capital humano de las empresas 




turísticas, para su concientización, guía y acciones en la prevención y el combate de la Explotación 




Sexual Comercial NNA, conocimientos que constituyen una vía para la difusión de los derechos de 




las personas menores de edad. 




La Red de Cuido y Desarrollo Infantil (Redcudi), ha realizado entre 2013 y 2014 catorce “Ferias de 




Desarrollo Infantil”, en las que se ejecutan actividades de capacitación y sensibilización, donde se 




trabaja con grupos organizados y familias, a fin de informales y sensibilizarles para que asuman con 




entusiasmo la responsabilidad que les corresponde en el cuido y desarrollo de la población infantil, 




con acompañamiento de los diferentes actores sociales que pueden brindar colaboración en esta 




tarea.  Es este proceso ha continuado durante el año 2015.  Durante el año 2015 y de ahí a la fecha, 




implementado y ejecutado una vasta capacitación a diverso personal y personas que tiene relación 




indirecta y directa con personas menores de edad en la ejecución de sus funciones. 
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Nombre de la capacitación /taller/congreso Fecha 




  




Taller: "Apropiándonos de nuestros derechos humanos" 




(INAMU con participación de la Secretaria Técnica de Red 




de Cuido) 




05 de mayo, 2015 




Taller: "Apropiándonos de nuestros derechos humanos" 




(INAMU con participación de la Secretaria Técnica de Red 




de Cuido) 




07 de mayo 2015 




Taller: "Apropiándonos de nuestros derechos humanos" 




(INAMU con participación de la Secretaria Técnica de Red 




de Cuido) 




11 de mayo, 2015 




Taller de calidad y corresponsabilidad en el Cuido 27 de mayo, 2015 




Taller de calidad y corresponsabilidad en el Cuido 03 de junio, 2015 




Taller de calidad y corresponsabilidad en el Cuido 25 de junio, 2015 




Taller de calidad y corresponsabilidad en el Cuido 08 de julio, 2015 




Taller de calidad y corresponsabilidad en el Cuido 22 de julio 2015 




Taller de calidad y corresponsabilidad en el Cuido 05 de agosto, 2015 




Taller de calidad y corresponsabilidad en el Cuido 19 de agosto, 2015 




Taller de calidad y corresponsabilidad en el Cuido 02 de setiembre, 2015 




Salud Oral y Alimentación complementaria 17 de setiembre, 2015 




Salud Oral y Alimentación complementaria 18 de setiembre, 2015 




Taller de calidad y corresponsabilidad en el Cuido 02 de octubre, 2015 




Taller de calidad y corresponsabilidad en el Cuido 14 de octubre, 2015 




Taller de calidad y corresponsabilidad en el Cuido 28 de octubre, 2015 




Taller de calidad y corresponsabilidad en el Cuido 19 de noviembre, 2015 















 
 
 




Convención sobre los Derechos del Niño 




V y VI Informes Periódicos 




Costa Rica 




__________________________________________________________________________ 




 




Fuente. Informe anual Desarrollo Infantil, STRC 2015 




  




Nombre de la capacitación /taller/congreso Fecha 




Proceso de Sensibilización en la Atención a la Primera 




Infancia 




Febrero, 2016 




  




Fuente. Desarrollo Infantil, STRC 2016 




 




La Escuela Nacional de Policía contempla en el curso básico policial, en la materia de Derechos 




Humanos, el análisis de la Convención de los Derechos del Niño. En los niveles superiores de 




formación policial el “Curso de Oficiales Ejecutivos y Oficiales Superiores” incluye los cursos de 




Realidad Nacional y Formas de Criminalidad, en los que se analiza el manejo de casos de trata de 




personas y explotación sexual comercial.  




En materia de salud el decreto de la República Nº 39009-S garantiza el derecho a la atención en 




salud de la embarazada y de los niños y niñas independientemente de su condición de 




aseguramiento. En el marco de esta normativa, el Ministerio de Salud, de forma permanente, aborda 




el tema de los derechos humanos de los niños y las niñas en todos los espacios de capacitación y 




reflexión a los funcionarios(as) de los servicios de salud públicos y privados que atienden población 




materno-infantil.  Dichas capacitaciones se realizan según niveles de gestión, nivel central, regional y 




local, en el marco de la rectoría en salud. 




Desde el Ministerio de Justicia y Paz se ha fortalecido la capacitación específica sobre los derechos 




del niño y la niña que ingresa en calidad de visitante a los centros penales, partiendo de la 




divulgación de los derechos particulares que les asisten, desde las exigencias de  la normativa 




internacional, nacional e institucional. Concretamente la Jefatura de Trabajo Social, en calidad de 




miembro del Instituto Nacional de Criminología y en coordinación con la Escuela de Capacitación 




Penitenciaria, ha desarrollado enlaces con el Patronato Nacional de la Infancia en la ejecución de 




acciones direccionadas a procesos de sensibilización, que incidan en los procesos de trabajo 




vinculados con la valoración de riesgo de personas menores de edad en calidad de visitantes en los 




Centros Penales, donde deben prevalecer valorativos sustentados en el  mayor bienestar  de la 




persona menor de edad.  




Los procesos de valoración social para el ingreso de personas menores de edad, bajo la 




responsabilidad de trabajadores sociales, se sustentan fundamentalmente en la Convención de los 




Derechos del Niño; Convención Americana de Derechos Humanos; Código de la Niñez y 




Adolescencia; Código de Familia. Así también se incorporan pronunciamientos de la Sala IV y otras 
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instancias que velan por los derechos de las personas menores de edad, como el voto N° 2001–




01465. 




Por otra parte, en el currículo permanente del Curso Básico Policial penitenciario, se encuentra 




contemplada una charla de 4 horas sobre la atención de las personas menores de edad y jóvenes en 




Conflicto con la Ley y se imparte un Taller de Derechos Humanos (duración 16 horas).  Durante el 




presente año, se  han impartido los siguientes cursos, para un total de 80 horas y 128 participantes. 




 




BÁSICO POLICIAL PENITENCIARIO Del 01 de febrero al 01 de abril  36 




Del 04 de abril al 10 de agosto  40 




Del 06 de junio al 12 de octubre 26 




Del 08 de agosto al 27 enero de 2017 26 




 




Además de lo anterior la Unidad de Capacitación al Personal Técnico, Profesional y de Dirección, 




tiene este año el Curso “La Especialización en la Fase de Ejecución Penal Juvenil” (No. 2), el cual se 




está ejecutando, el mismo tiene la modalidad de aprovechamiento, con una  duración de 64 horas y 




una participación actual de 41 funcionarios. 




En cuanto a capacitación interna a sus funcionarios en temas actuales vinculados con los derechos 




humanos de las personas menores de edad, el PANI planifica y ejecuta ciclos anuales de 




capacitación continua a través de una Comisión de Capacitación institucional y gestiona lo 




correspondiente en una  alianza entre el Departamento de Recursos Humanos y el Centro de 




Cultura de Derechos de la Niñez y la Adolescencia. 




En este marco, en el año 2011 el PANI llegó a 377 funcionarios (as) con sus cursos de capacitación 




continua, en 2012 a 225, en 2013 a 766, en 2014 a 422 y en el 2015 a 415. 




El PANI coadyuva en la capacitación de funcionarios de otras Instituciones con el préstamo de sus 




instalaciones y equipo, facilitando capacitadores y expositores PANI y apoyando con material 




impreso. Estos procesos se ejecutan en el Centro de Cultura de Derechos de la Niñez y la 




Adolescencia y del año 2011 al 2015 se reporta la siguiente información:  




2011   :   26 procesos. 95 funcionarios de otras Instituciones. 




2012   :   63 procesos.  2520 funcionarios de otras Instituciones. 




2013   :   84 procesos.   3360 funcionarios de otras Instituciones. 




2014   : 95 procesos.  2373 funcionarios de otras Instituciones. 
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2015   :   28 procesos. 2169 funcionarios de otras Instituciones. 




  




En el caso del Ministerio de Educación la capacitación de los docentes en el tema de discapacidad 




se coordina con el Instituto de Desarrollo Profesional desde el Centro Nacional de Recursos para la 




Educación Inclusiva (CENAREC) Se adjunta tabla de capacitaciones 2015-2016  




 




 Capacitaciones 2015 - 2016 
 




  CENAREC   




      




      




  




  




AÑOS TEMÁTICAS DE CAPACITACIÓN 
Número  




 capacitados 




      




2015 Abaco: suma y multiplicación 15 




  Braille I 156 




  Ciencias para todos  53 




  
Educación basada en competencias para personas 




jóvenes y adultas con discapacidad visual y 




sordoceguera. 




12 




  Enseñanza de la fonética del español como segunda 




lengua para estudiantes sordos. 
26 




  Enseñanza de la técnica del bastón largo, 




modificaciones y adaptaciones. Nivel Intermedio. 
41 




  Enseñanza del desarrollo de la visión y movilidad. 32 




  Estrategias para avanzar hacia la educación inclusiva 




de las personas con discapacidad. 
27 




  Estrategias de apoyo para la comunicación alternativa 
para personas con discapacidad I. 




193 
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Estrategias de atención en servicios educativos de 




apoyo fijo a estudiantes con problemas emocionales y 
de conducta. 




182 




  Estrategias para avanzar hacia la educación inclusiva 
de las personas con discapacidad. 




64 




  
Estrategias para la adquisición de habilidades y 




destrezas motrices que favorezcan la movilidad y 
orientación en el espacio en estudiantes con 




diversidad funcional visual. 




6 




  Estrategias para la atención de estudiantes en 
situaciones de crisis conductuales. 




354 




  Estrategias para la atención de estudiantes en 
situaciones de crisis. 




35 




  Estudios Sociales y Educación Cívica para todos 25 




  Evaluación y programación individual de la conducta 
adaptativa. 




156 




  Hacia la educación inclusiva de las personas con 
discapacidad. 




344 




  Introducción al implante coclear 50 




  La discapacidad desde el modelo social. 117 




  La sociolingüistica y la aplicación al estudio de la 




adquisición de segundas lenguas. 
16 




  Lengua de Señas Costarricense Nivel I 289 




  Lengua de Señas Costarricense Nivel II 153 




  Lengua de Señas Costarricense Nivel III 24 




  Manejo de límites en el aula 97 




  Matemática para todos 107 




  Metodología de la enseñanza del Braille 65 




  Métodos para la enseñanza del español como 




segunda lengua para personas sordas II. 
9 




  Métodos para la enseñanza el español como segunda 
lengua para personas sordas. 




10 




  Síndrome de autismo: estrategias de atención 




educativa en el aula. 
321 




  Técnicas de orientación y movilidad. 25 
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  Terapia auditivo verbal I 49 




  
Trabajo colaborativo en el marco de la educación 




inclusiva para Asesoras Regionales de Educación 
Especial 




28 




  Trabajo colaborativo en el marco de la educación 




inclusiva 
90 




      




  Total 3143 




      




2016 TEMÁTICAS DE CAPACITACIÓN 
Número  




 capacitados 




  Braille I. 16 




  Ciencias para todos. 12 




  Empleabilidad de las personas con discapacidad en el 
modelo social. 




34 




  Estrategias de apoyo para la comunicación alternativa 
y aumentativa para personas con discapacidad I. 




46 




  
Estrategias de atención en servicios educativos de 




apoyo fijo a estudiantes con problemas emocionales y 
de conducta. 




33 




  Estrategias para avanzar hacia la educación inclusiva 
de las personas con discapacidad.  




22 




  Estrategias para la atención de estudiantes en 




situaciones de crisis conductuales. 
113 




  Evaluación y programación individual de la conducta 




adaptativa. 
19 




  Hacia la educación inclusiva de las personas con 




discapacidad. 
80 




  Introducción al implante coclear. 28 




  La discapacidad desde el modelo social. 48 




  Lengua de Señas Costarricense Nivel I. 59 




  Lengua de Señas Costarricense Nivel II. 24 




  Manejo de límites en el aula. 19 
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  Matemáticas para todos. 16 




  Síndrome de autismo: estrategias de atención 




educativa en el aula. 
44 




  Terapia auditivo verbal I. 24 




  Total 637 




      




 




Existen alianzas estratégicas con universidades públicas y organismos internacionales para la 




capacitación de docentes y de familias en temas de discapacidad e inclusión. 




Además, el Instituto Profesional Uladislao Gámez en conjunto con Vida Estudiantil dentro del Plan de 




Formación Docente “Actualizándonos” se encuentra capacitando a los docentes en materia de 




derechos humanos, específicamente derechos estudiantiles y normas de convivencia saludable 




dentro de los centros educativos.  También la Contraloría de Derechos Estudiantiles capacitó a 546 




docentes en el área de derechos estudiantiles y debido proceso. 




Por su parte, la Escuela Judicial del Poder Judicial, desde el año 2011, inició a impartir el Programa 




de Especialización en Derecho de Familia, donde equipos interdisciplinarios capacitan a las 




personas operadoras del Derecho en diversos temas de interés, tales como la participación de la 




persona menor de edad en los procesos, su interés superior en la toma de decisiones, entre otros.  




También, en el año 2014 el Poder Judicial construyó y empezó a impartir el Programa de 




especialización en materia penal juvenil para personas operadoras de justicia y se incluyó a los 




equipos completos de profesionales de  trabajo social y psicología, de la policía judicial, jueces, 




defensores públicos  y del Ministerio Público.   




En el año 2015, el Programa de Justicia Restaurativa del Poder Judicial, realizó cinco capacitaciones 




en el abordaje de Justicia Juvenil Restaurativa para la solución del conflicto jurídico penal donde 




existen personas menores de edad en conflicto con la Ley de Justicia Penal Juvenil, para personal 




judicial del Ministerio Público, Defensa Pública, Judicatura, Departamento de Trabajo Social y 




Psicología, Policía Judicial y la Escuela Judicial.  También se realizó una capacitación en este 




mismo abordaje, para la comunidad, donde participaron  diferentes instituciones del Ministerio de 




Educación, Dirección Nacional de Resolución Alterna de Conflicto del Viceministerio de Paz y el 




Ministerio de Justicia. 




Igualmente, la Escuela Judicial ha realizado un esfuerzo para atender las poblaciones vulnerables, y 




en los cursos del Programa de Nivelación para Jueces y Juezas de la República, en los cursos de 




Manejo de Audiencias Orales, Valoración Probatoria y Resolución Alterna de Conflictos, se 
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consideran las características propias de cada una de éstas poblaciones vulnerables, considerando 




a los niños, niñas y adolescentes, así como las poblaciones indígenas y afrodescendientes. 




Se realizan, por otra parte, capacitaciones para personas operadoras del derecho, en temas de 




Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, peritajes culturales y Acceso a la Justicia de las 




poblaciones afrodescendientes, en un esfuerzo con entidades académicas que colaboran como 




especialistas en la materia.  También ha sido un tema de interés en los últimos años, la capacitación 




de las personas juzgadoras en materia de Justicia Restaurativa. 




Desde el funcionamiento del Programa de Justicia Restaurativa en materia penal juvenil, se ha 




trabajado en la articulación de la comunidad para contribuir en la reintegración de las personas 




menores de edad en la sociedad, motivo por el cual año tras año, se llevan a cabo talleres en 




diferentes Circuitos Judiciales del país en la jurisdicción penal juvenil, con el fin de intercambiar 




experiencias entre el programa de justicia restaurativa y la comunidad, generando formación en los 




principios rectores de la material y sensibilizando a la población en general sobren las 




particularidades es esta población menor de edad.  




En el año 2015, en el proceso de construcción de la Política Pública de Justicia Juvenil Restaurativa, 




se realizaron tres talleres, con representación de diferentes instituciones con competencia en Niñez 




y Adolescencia sobre el abordaje de Justicia Restaurativa en materia penal juvenil. Así mismo, se 




presentó en el Consejo Social Presidencial en seguimiento de la Política y Construcción de los 




Protocolos de Articulación para atención de las personas menores de edad.  




Desde el año 1996 se estableció dentro de los Planes Operativos de la Fiscalía Adjunta Penal 




Juvenil la meta de desarrollar habilidades de las personas menores de edad en escuelas, colegios y 




comunidades, que les permita comprender su condición de personas, con derechos y obligaciones. 




Ese programa se extendió y ha contado con la colaboración financiera de UNICEF, de la Fiscalía de 




Asuntos Indígenas, de la Sub-Comisión de Asuntos Indígenas, de la Oficina de Atención a la 




Víctima, de la Defensa Pública de Limón, de la Fiscalía de Bribri, y de la representante de la Sub-




comisión penal juvenil. Como parte de este plan en Mayo del 2012 se trabajó un taller en Suretka 




Talamanca con personas Jóvenes indígenas. El Taller se desarrolló con la metodología de círculos 




de paz. Los jóvenes respondieron a preguntas esenciales, y sus respuestas fueron plasmadas en 




bellos dibujos y acompañadas de explicaciones sencillas pero muy profundas vinculadas con su 




visión de los temas que atañen a la justicia penal juvenil y los derechos de los niños, niñas y 




adolescentes dentro de los procesos judiciales atinentes a esta materia. Los jóvenes desarrollaron 




un taller lleno de juegos, alegría y diversión, pero por encima de todo respeto y disciplina. El 




producto final de dicha actividad, se publicó en una primera edición en octubre de 2012. 




Como parte de la política institucional del Poder Judicial, en los últimos años se ha procurado crear 
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las condiciones idóneas para que las personas menores de edad accedan a los servicios de la 




administración de justicia evitando al máximo su revictimización.  En razón de ello, se ha procurado 




que los diferentes circuitos judiciales cuenten con los espacios adecuados para la atención de esta 




población, siendo que a la fecha ya se cuenta con Cámaras de Gesell en los siguientes lugares: 




Primer Circuito Judicial de San José, Segundo Circuito Judicial Goicoechea, Pavas en la Plataforma 




Integrada de Atención a Víctimas (PISAV), San Ramón, San Carlos, Heredia San Joaquín, Guápiles, 




Limón, Alajuela, Golfito, Corredores, Pérez Zeledón, Grecia, Puntarenas, Liberia, San Cruz y 




Cartago, además se ha procurado capacitar a los funcionarios judiciales en el uso de este tipo de 




herramientas y la importancia técnica y legal de su empleo adecuado.  Sobre este tema se ha 




diseñado un curso de “Entrevista Forense y Uso de Cámaras de Gesell” y se ha Capacitado a 




fiscales de todo el país desde el año 2011 en adelante. 




En los últimos 5 años la Oficina de Atención y Protección a la Víctima del Delito del Poder Judicial se 




ha abocado a recibir y brindar capacitación en temas tales como  trata de personas, violencia 




intrafamiliar y bullying.  Además, se ha preocupado por la capacitación continua de su personal y la 




divulgación a toda la población del país en relación con los servicios que ofrece.  




 




 




Oficina de Atención y Protección a la Víctima del Delito del Poder Judicial 




Procesos de capacitación interna y externa: 




-2010: Técnicas de Investigación y Persecución de trata efectuado los días 19, 22 y 29 de octubre 




(participaron dos profesionales en derecho del área de protección).  




 -2011: Durante las fechas  5, 6, 12 y  13 de mayo de 2011  los profesionales de las distintas áreas 




asistieron a la capacitación que impartió la OIM acerca del tema de trata de personas dicha 




capacitación permitió sensibilizar y enriquecer el conocimiento de los funcionarios. 




-2012: Curso de un mes para el nuevo personal de la OAPVD, inducción para la atención y 




protección de víctimas, lo cual incluye estos servicios para personas menores de edad dentro de los 




diversos temas que deben conocer los profesionales de esta oficina.  




-2013 Guatemala: Curso brindado sobre "Buenas  prácticas para atención para víctimas de  violencia 




intrafamiliar”. Curso de actualización de una semana  para el nuevo personal, inducción para la 




atención y protección de víctimas, lo cual incluye estos servicios para personas menores de edad 




dentro de los diversos temas que deben conocer los profesionales de esta oficina. Durante los años 




2014 y 2015 se impartieron charlas de bullying en dos escuelas del país.  
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-2014,Entre las principales actividades de capacitación que impartió el equipo de trabajo de la 




OAPVD, se destacan las siguientes: Alcances de la Ley 8720. “Generalidades de las OAPVD 




Programa de Atención y Protección” Visitas a fiscalías, departamentos del OIJ, albergue Santa Clara 




de Pavas, Participación en feria de la Municipalidad de San José, Charlas a la OFIM de la 




Municipalidad de San José, participación en feria de la red de la No Violencia de Pavas. 




Sensibilización en el trato a las personas usuarias. Primeros Auxilios Psicológicos (20 personas). 




bullying. (dirigido a 120 personas) Violencia Intrafamiliar y Doméstica. Dirigido a 20 funcionarias del 




PANI El impacto de la violencia social en Costa Rica. Taller para enfrentar el duelo (6 personas 




incluyendo menores de edad). 




-2015: Divulgación de los servicios con los que cuenta la OAPVD. Sistema de Emergencias 911 




Feria de la Paz y Seguridad organizada por la Municipalidad de San José. I Encuentro Nacional de 




Facilitadoras y Facilitadores  Judiciales por el acceso a la Justicia Subsistema Local de Protección a 




la Niñez y Adolescencia del Cantón de Corredores Actividad organizada por Inamu en Santa 




Cruz.Guanacaste. Red Institucional de Violencia Contra la Mujer. Pérez Zeledón. Colegio 




Universitario de Cartago. Directores del Ministerio de Educación. Santa Bárbara de Heredia. Festival 




Indígena Abrojo- Montezuma. Programa de Radio Los Fiscales y Usted. Programa de Radio 




Horizontes. Red de Violencia de Heredia. Hospital Nacional Psiquiátrico. Escuela Ezequiel Morales 




Salazar Santa Ana. Hospital de Niños.  




- 2016 se tiene programado brindar nuevamente la charla sobre Bullying y además otra charla sobre 




derechos de los niños y otra sobre prevención del embarazo, a cargo de los profesionales de esta 




oficina. 




Es importante mencionar también que desde el 2011 hasta la fecha la Unidad de Capacitación y 




Supervisión del Ministerio Público del Poder Judicial, ha impartido capacitaciones a fiscales, tanto en 




cursos de inducción para fiscales de primer ingreso, como para el fortalecimiento de capacidades de 




fiscales ya nombrados, en materias como penal juvenil, violencia doméstica, cámaras de gesell y 




entrevista a personas menores de edad, entre otros.   Además, en el 2013 se impartió un taller 




dirigido a fiscales propietarios, sobre el abordaje de los delitos sexuales en tema de indígenas y en 




2014 se impartió un taller nacional con fiscales sobre pericias en delitos sexuales y violencia 




doméstica.  




Igualmente, el Ministerio Público en relación con materia Penal Juvenil ha recibido he impartido 




capacitaciones y ha generado publicaciones, protocolos y procedimientos que responden al 




cumplimiento de la Convención y a las recomendaciones del Comité en cuestiones relacionadas con 




delitos sexuales y trata y tráfico de personas.  Resulta particularmente importante mencionar la 




denominada “Guía práctica para atención de delitos sexuales en materia penal juvenil a la luz de la 
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jurisprudencia nacional”.  




El Ministerio Público ha generado directrices, circulares, protocolos y guías para la atención de 




delitos sexuales, situaciones de trata y tráfico de personas y, en general, los procedimientos 




atinentes a la justicia penal juvenil.  Vale mencionar los siguientes: 




I. Protocolo de Atención Legal a Víctimas de Delitos Sexuales y Violencia Domestica 




cometidos por personas menores de edad. Poder Judicial, Departamento de Artes Gráficas, 




San José, Costa Rica 2008. 




II. Manual de Procedimientos de Actuación Interinstitucional de Equipos  de Respuesta Rápida 




para la Atención Integral de Víctimas de Violación Sexual en las primeras 72 horas de 




ocurrido el delito (documento adjunto). Poder Judicial- Caja Costarricense del Seguro Social, 




30 setiembre, 2014. 




III. Compendios de Jurisprudencia Penal Juvenil 1996-2014. En los cuales se resaltan las 




principales resoluciones de la Sala Tercera de Casación Penal, Sala Constitucional, Tribunal 




de Apelación de Sentencia Penal Juvenil, referentes a la aplicación práctica de los derechos 




de las personas menores de edad víctima o victimario, conforme a la normativa internacional 




y nacional 




IV. Circular  11-Adm-2010 reiteración y adición a la Circular 07-2004 de la Fiscalía General de la 




República, sobre procesos y políticas de Persecución Penal en Materia Penal Juvenil. 




V. Circular 05-Adm-2012 Pautas y Lineamientos de Atención al Usuario del Servicio que de 
brinda en el Ministerio Público. 




VI. Desde el 2007 a la fecha, se han impartido capacitaciones por o en coordinación con la 




Unidad de Capacitación del Ministerio Público que contabilizan 13 relacionadas con trata y 




tráfico de personas, 43 vinculadas con la materia penal juvenil y 39 relacionadas con delitos 




sexuales Protocolo de Atención Inmediata a personas menores de edad, víctimas y testigos 




en sede penal. Circular 192-2015, Consejo Superior, 02 de noviembre de 2015. 




VII. Proceso Penal Juvenil a la luz de la Jurisprudencia: Guía para el promotor de la acción 




penal. Año 2014. 




VIII. Quince Años De Justicia Penal Juvenil En Costa Rica. Experiencias y Retos Actuales. Poder 




Judicial. Año 2011. 




IX. Manual de Procedimiento Policial Penal Juvenil. 




X. Manual Básico  en Materia De Ejecución De Las Sanciones Penales Juveniles.  















 
 
 




Convención sobre los Derechos del Niño 




V y VI Informes Periódicos 




Costa Rica 




__________________________________________________________________________ 




 




XI. Año 2013.Protocolo de atención a víctimas de  mayores y menores de edad de delitos 




sexuales y de explotación sexual comercial cometidos por personas mayores de edad. Ver 




anexo 2 Política Institucional. 




XII. Protocolo de atención a víctimas de  mayores y menores de edad de delitos derivados de 




violencia doméstica cometidos por personas mayores de edad. Ver Anexo 2 Política 




Institucional. 




Además, el Ministerio Público, a través de la Fiscalía Adjunta Penal Juvenil, atendiendo a las 




distintas recomendaciones de abordaje de poblaciones vulnerables, tales como personas menores 




de edad  indígenas, ha emitido distintos documentos de interés, que se utilizan como base en las 




distintas capacitaciones de especialización,  tales como: 




I. Guía para Comprender La Ley de Justicia Penal Juvenil. Publicación  desarrollada en 




conjunto  con personas menores de edad indígenas Costarricenses.  Año 2012. 




II. Guía práctica para la atención de delitos sexuales cuando la víctima es una persona 




indígena”. Fondo de Población de Naciones Unidas, 2013. 




III. Circular 10-09, Consejo Superior en sesión 77-08, celebrada el 14 de octubre de 2008, 




artículo XLI: “Reglas Prácticas para  facilitar el acceso a la justicia de las  Poblaciones  




Indígenas”. 




El Poder Judicial mediante acuerdo tomado en Sesión de Corte Plena n° 34-10, articulo XVII, del 29 




de noviembre de 2010 aprobó la política para el acceso a la justicia de niños, niñas y adolescentes la 




cual en el apartado VII relativo a la implementación de dicha política establece como punto a), la 




capacitación y sensibilización a funcionarios y funcionarias judiciales http://www.poder-




judicial.go.cr/ninnos/images/docs/politicas_ninnos.pdf. 




Asimismo, el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional en coordinación con la 




Subcomisión de Acceso a la Justicia de Niñas, Niños y Adolescentes y la Unidad de Acceso a la 




Justicia, han realizado la difusión de capsulas informativas acerca de esta política, y los deberes y 




obligaciones derivados de la misma para conocimiento de todas y todos los funcionarios judiciales  




http://www.poder-judicial.go.cr/ninnos/index.php/noticias/32-politica-judicial-dirigida-al-mejoramiento-del-acceso-a-la-




justicia-de-las-ninas-ninos-y-adolescentes-en-costa-rica-capsula-n-1. 




 




 




 







http://www.poder-judicial.go.cr/ninnos/images/docs/politicas_ninnos.pdf



http://www.poder-judicial.go.cr/ninnos/images/docs/politicas_ninnos.pdf
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http://www.poder-judicial.go.cr/ninnos/index.php/noticias/32-politica-judicial-dirigida-al-mejoramiento-del-acceso-a-la-justicia-de-las-ninas-ninos-y-adolescentes-en-costa-rica-capsula-n-1
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(Anexo 1.19. 15) 




http://www.inec.go.cr/ 




 




Información del CONAPDIS sobre el tema de discapacidad según el X Censo Nacional de 




Población y de Vivienda 2011 




En Costa Rica la conducción de los censos poblacionales está a cargo del Instituto Nacional de 




Estadística y Censos (INEC), que es la institución pública técnica rectora sobre estadística. Este 




ente adopta recomendaciones emanadas de dicho Grupo sobre el uso de la Clasificación 




Internacional del Funcionamiento, de la Discapacidad y de la Salud (CIF), de la Organización 




Mundial de la Salud, y estructura una pregunta sobre discapacidad en la boleta censal del X Censo 




Nacional de Población y VI de Vivienda, realizado en el año 2011. 




Para el proceso de estructuración de dicha pregunta, el INEC contó con el apoyo del Consejo 




Nacional de Personas con Discapacidad (CONAPDIS), que es el ente rector en discapacidad, y 




encargado de planificar, coordinar, asesorar y fiscalizar las actuaciones de todos los actores sociales 




involucrados en el desarrollo inclusivo de las personas con discapacidad. 




La definición  de discapacidad utilizada en el X Censo Nacional de Población y VI de Vivienda fue la 




siguiente, de acuerdo con INEC (2011): Se considera como discapacidad toda aquella condición que 




limita de forma permanente a la persona en su vida cotidiana a nivel visual, auditivo, del habla, 




movilidad, intelectual o mental. Una persona puede presentar una o más limitaciones permanentes. 




(p.132) 




El método utilizado para determinar la discapacidad fue estableciendo criterios para la especificación 




de las limitaciones que se le presentan a aquellas personas con una o más de una deficiencia, ya 




sea de índole física, mental, intelectual o sensorial y que además fuera de carácter permanente. 




Básicamente se incorpora en el Bloque IV: Características  Socioeconómicas, de la Boleta Censal la 




pregunta 12, que indaga si alguna de las personas residentes habituales presenta una limitación 




permanente para: ver aún con los anteojos o lentes puestos,  oír,  hablar,  caminar o subir gradas, 




utilizar brazos o manos,  intelectual, mental o ninguna de las anteriores. 




De los resultados de dichos censo hoy tenemos datos sobre las características generales de la 




población, aspectos de educación, población indígena, migración, condición laboral, tecnologías de 




la información y comunicaciones (TIC´s), vivienda, entre otras. 




 Bajo este marco, el disponer de información nacional sobre discapacidad que sea confiable y 




susceptible de ser comparada en el ámbito internacional representa un logro para el país. Asimismo 




aporta datos de gran valía para la investigación, la toma de decisiones de política pública y la 







http://www.inec.go.cr/
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planificación en sus distintos niveles, la acción colectiva de la población con discapacidad y de sus 




organizaciones, así como para el sector privado como partícipes en el logro del desarrollo inclusivo 




de las personas con discapacidad. 




 




(ANEXO 1.19. 16) 




http://www.imprentanacional.go.cr/pub-boletin/2014/01/bol_13_01_2014.pdf 




 




(ANEXO 1.19. 17) 




Informe “Una aproximación a la situación de la niñez y la adolescencia con Discapacidad en 
Costa Rica. “ Segunda Vicepresidencia, CONAPDIS, UNICEF, San Jose 2014. 




RESUMEN EJECUTIVO 




Este estudio tiene como objetivo general conocer las condiciones de vida de la población menor de 
edad con discapacidad en Costa Rica, con el propósito de tener una línea de base para el desarrollo 
de políticas, acciones, planes y proyectos en beneficio de las personas con discapacidad. Se 
desarrolló entre los meses de septiembre y diciembre del 2013. La metodología se basó en la 
revisión documental, la realización de entrevistas a actores clave y la consulta a madres y padres de 
niños y niñas con discapacidad, mediante grupos focales, así como la realización de diversos 
talleres con niños, niñas y adolescentes con discapacidad que fueron localizados, principalmente, en 
diversos centros educativos del país. Los resultados preliminares fueron consultados y revisados en 
dos talleres, realizados en febrero y abril del 2014, con la participación de representantes 
institucionales y de organizaciones de y para personas con discapacidad 




Características generales. Es difícil saber, con algún grado de exactitud, cuántos niños, niñas y 
adolescentes con discapacidad hay en Costa Rica y cuáles son sus condiciones de vida. Las 
diversas conceptualizaciones de la discapacidad, las metodologías que se utilizan para recopilar 
estadísticas y la dificultad de llegar a esas personas tradicionalmente invisibilizadas, induce a pensar 
que existen subregistros importantes. 




Únicamente el Censo Nacional de Población y Vivienda 2011, ofrece un panorama general, que 
permite dibujar, con trazos gruesos, las características generales de la población menor de edad con 
discapacidad. Según esos datos, la población total en Costa Rica es de 4,301.712 habitantes. Las 
personas menores de 18 años ascienden a 1,310.983, representando el 30.4% de la población total, 
habiendo casi el mismo número de hombres (664.057, 50.6%) y de mujeres (646.926, 49.3%). De la 
población total, el 10,5% (452.859) presenta alguna discapacidad, siendo el 52% mujeres y el 48% 
hombres. De este subgrupo 47.358 son niños, niñas y adolescentes, que representan alrededor del 







http://www.imprentanacional.go.cr/pub-boletin/2014/01/bol_13_01_2014.pdf











 
 
 




Convención sobre los Derechos del Niño 




V y VI Informes Periódicos 




Costa Rica 




__________________________________________________________________________ 




 




10.4% de la población total con discapacidad y el 3.6% del total de niños, niñas y adolescentes en 
Costa Rica. De ellas, un 45.42% son hombres y un 54.58% mujeres. La mayoría son niños y niñas 
entre los 6 a 12 años (46.34%), en segundo lugar personas adolescentes de 13 a 17 años (39.71%) 
y en tercer lugar infantes de 0 a 5 años (13.95%). La mayor causa de discapacidad para las 
personas menores de edad es la de dificultad para “ver aún con los anteojos puestos” que 
representa un 35,05% y la segunda causa es de tipo “intelectual” que incluye a 21,36% de las 
personas menores de edad. 




De acuerdo con los datos del Censo, la mayoría de niños, niñas y adolescentes con discapacidad 
provienen de hogares nucleares conyugales con hijos (53,66%), seguido por hogares nucleares 
monoparental (16.93%) y en tercer lugar por hogares extensos conyugales con hijos y otros 
familiares (13.39%). Esto podría tener variaciones en cuanto a región urbana o rural, pues de los 
grupos focales realizados en el marco de esta investigación, la gran mayoría de hogares de niños, 
niñas y adolescentes con discapacidad en la zona rural provienen de hogares monoparentales, 
donde la única persona que brinda sustento y cuidado es la madre. 




Pobreza y discapacidad. Según el indicador de Necesidades Básicas Insatisfechas (NBI), el 43% de 
los niños, niñas y adolescentes con discapacidad tienen necesidades básicas insatisfechas, lo cual 
representa alrededor ocho puntos porcentuales más que las personas menores de edad sin 
discapacidad. Lo cual confirma la relación entre discapacidad y pobreza, las cuales se refuerzan y 
refuerzan y retroalimentan mutuamente. Sin embargo, en el país hay pocas políticas y medidas 
específicamente destinadas a apoyar a las familias pobres en condición de discapacidad. Las que 
existen actualmente son de corte asistencial y no logran romper el círculo de pobreza, marginación y 
exclusión de la niñez y adolescencia con discapacidad en situación de pobreza. 




Marco normativo y de políticas públicas. En cuanto al marco normativo, Costa Rica ha ratificado la 
Convención sobre los Derechos del Niño (mediante Ley N° 7184 de 18 de julio de 1990) y la 
Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (mediante Ley N° 8661 de 19 de 
agosto de 2008). En el ámbito nacional, destaca la Ley de igualdad de oportunidades para las 
personas con discapacidad (Ley N° 7600 del 2 de mayo de 1996), que ha representado un hito 
significativo para la conceptualización de la discapacidad desde un enfoque de derechos y de 
equiparación de oportunidades. Por otro lado está el Código de la Niñez y la Adolescencia (Ley N° 
7739 del 6 de enero de 1998), con el cual se ha introducido la doctrina de la protección integral de 
los derechos de las personas menores de edad. No obstante, a pesar de la importancia de estos 
instrumentos, se observa una falta de cumplimiento de ambos, y la persistencia de las visiones 
correspondientes al modelo médico/rehabilitador (en el caso de la discapacidad) y de la doctrina de 
la situación irregular (en el caso de la niñez y adolescencia). En el tema específico de la niñez y 
adolescencia con discapacidad, existen vacíos en la legislación, pues la Ley 7600 no se refiere a 
este segmento de la población y tanto esta ley como el Código de la Niñez y Adolescencia no 
contemplan la perspectiva del modelo social de la discapacidad. 




De manera similar al marco normativo, desde la perspectiva de las políticas públicas, destacan dos 
políticas generales: la Política Nacional en Discapacidad (2011-2021) y la Política Nacional para la 
Niñez y Adolescencia (2009-2021). Las dos son de relevancia para la niñez y adolescencia con 
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discapacidad, sin embargo no están contempladas acciones concretas para estos grupos. 




La legislación establece que es deber del Estado garantizar a las personas el acceso oportuno a la 
educación, independientemente de la discapacidad, desde la estimulación temprana hasta la 
educación superior. Para ello, los centros educativos efectuarán las adaptaciones necesarias y 
proporcionarán los servicios de apoyo requeridos para que el derecho de las personas a la 
educación sea efectivo (art. 17 Ley 7600), garantizando el acceso a los programas de las diferentes 
asignaturas que conforman el currículo nacional que requieran en los diferentes ciclos o niveles, 
incluida la educación diversificada (III y IV ciclos) (arts. 35 y 36 Reglamento Ley 7600). A la vez, se 
establece que la educación se debe dar en el sistema educativo regular, evitando la segregación, 
aunque se contempla la posibilidad de que aquellas personas que lo requieran puedan contar con 
los servicios apropiados para garantizar su desarrollo y bienestar (art. 18 Ley 7600). La educación 
de las personas con discapacidad deberá ser de igual calidad, impartirse durante los mismos 
horarios, preferentemente en el centro educativo más cercano al lugar de residencia y basarse en 
las normas y aspiraciones que orientan los niveles del sistema educativo (art. 18 Ley 7600). 




El derecho a la educación. La Ley 7600, mediante reforma a la Ley Fundamental de Educación, 
reconceptualizó la educación especial, la cual continúa siendo un derecho para las personas que lo 
requieran, sin embargo, se concibe como “el conjunto de apoyos y servicios a disposición de los 
alumnos con necesidades educativas especiales, ya sea que los requieran temporal o 
permanentemente” (art. 27 Ley Fundamental de educación). Actualmente, con el impulso de la 
Agenda de la Educación para Todos y de la Convención sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad, se promueve la “educación inclusiva”, que se sustenta en el respeto a la diversidad y 
en proveer los apoyos técnicos y metodológicos adecuados para eliminar las barreras al aprendizaje 
que limitan a los y las estudiantes con discapacidad. 




Para llevar a la práctica estas disposiciones, el Ministerio de Educación ha desarrollado diferentes 
normativas y toda una estructura institucional dirigida a brindar los apoyos correspondientes, de 
preferencia en el sistema educativo regular. Sin embargo, el país está lejos de alcanzar la educación 
inclusiva. Persisten déficits en la calidad de la educación y en los ambientes de aprendizaje, además 
de una gestión centralizada poco eficiente y transparente. Las políticas y planes del MEP aún no han 
logrado incorporar plenamente la discapacidad desde un enfoque inclusivo, se mantienen una serie 
de barreras y resistencias que se traducen en mala calidad de educación, deficiencias en la 
aplicación de las adecuaciones curriculares, barreras culturales y actitudinales, en particular, de los y 
las docentes que no reciben una formación profesional enfocada en la educación inclusiva. 




El derecho a la salud. La Ley 7600 establece que los servicios de salud deberán ofrecerse, en 
igualdad de condiciones, a toda persona que los requiera. Serán considerados como actos 
discriminatorios, en razón de la discapacidad, el negarse a prestarlos, proporcionarlos de inferior 
calidad o no prestarlos en el centro de salud que le corresponda (art. 31 Ley 7600). La Caja 
Costarricense de Seguro Social (CCSS) es el ente responsable de brindar servicios especializados 
de rehabilitación en todas las regiones del país, los cuales deben ser de igual calidad, con recursos 
humanos y técnicos idóneos y servicios de apoyo necesarios para garantizar la atención óptima. 
Esto servicios deben estar dirigidos a las personas con discapacidad física, mental y sensorial de 
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todas las regiones del país, con un modelo de atención que tenga como principios y objetivos la 
igualdad de oportunidades, la accesibilidad y la disponibilidad. 




No obstante, en el país hasta la fecha no existe una unidad pediátrica que brinde servicios de 
rehabilitación. Los servicios actualmente existentes se encuentran dispersos, principalmente, entre 
dos centros médicos ubicados en la capital del país, dejando muchas zonas rurales sin servicio 
alguno de rehabilitación u obligando a las poblaciones a recorrer grandes distancias para acceder al 
servicio más cercano. En muchos casos, las instituciones de salud privilegian su organización 
interna y administrativa sobre las necesidades de las personas usuarias, violentando con ello el 
derecho a la salud de las personas con discapacidad. Por otro lado, no existen servicios de 
específicos de rehabilitación dirigidos a las personas con discapacidades sensoriales desde el 
sistema de salud, por lo cual la escasa atención es prestada únicamente por el Ministerio de 
Educación. 




Existen diferentes políticas en el ámbito de la salud (por ejemplo, Plan Nacional de Salud 2010-2021, 
Plan Nacional de Salud Mental 2012-2021, Política Nacional de Sexualidad, Plan Estratégico 
Nacional de Salud de las Personas Adolescentes 2010-2018) que, a pesar de ser de aplicación 
universal y de que parten de principios de equidad e igualdad, no contemplan las necesidades 
específicas de la niñez y adolescencia con discapacidad ni establecen acciones concretas dirigidas a 
éstas. 




Protección de derechos. Cuando los derechos de la personas menores de edad son amenazados o 
violados, ya sea por acción u omisión de la sociedad o el Estado; por falta, omisión o abuso de 
padres, tutores, encargados o responsables; o, por acciones u omisiones contra sí mismos (art. 130 
CNA), le corresponde al Patronato Nacional de la Infancia (PANI), órgano rector en materia de niñez 
y adolescencia, dictar medidas de protección, siguiendo un procedimiento definido por el Código de 
la Niñez y Adolescencia. Por otro lado, existe un Sistema Nacional de Protección Integral (SNPI) que 
junto al PANI, debe velar por el establecimiento de políticas y acciones dirigidas a garantizar los 
derechos de la niñez y adolescencia. 




En esta investigación se encontró que el PANI no ha incluido el tema de discapacidad en sus 
políticas y acciones estratégicas y que persiste la doctrina de la situación irregular en sus 
procedimientos, estructuras y cultura organizacional. Aunque esta institución posee algunos 
programas de apoyo y capacitación a familias, ninguno de ellos se ha dirigido a las familias con 
niños, niñas y adolescentes con discapacidad. Las acciones relacionadas dirigidas a personas con 
discapacidad se han limitado a la protección especial que brinda el PANI a niñez y adolescencia en 
situación de abandono y ha habido una tendencia a concentrar a esta población en un solo albergue 
infantil, con lo cual se dificulta la inclusión de esta población. 




Hacia una agenda para la acción. En vista de este estado de situación, en consulta con 
representantes institucionales y de organizaciones de y para personas con discapacidad, se 
diseñaron elementos de una agenda para la acción cuyo propósito es la garantía de derechos de 
niños, niñas y adolescentes con discapacidad, que cuenta con cuatro ejes principales: 




● Eje 1: Romper el círculo discapacidad-pobreza, que afecta de manera particular a 
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niños, niñas y adolescentes con discapacidad. 




● Eje 2: Educación inclusiva de calidad para todas las personas menores de edad con 
discapacidad. 




● Eje 3: Acceso universal de las personas menores de edad con discapacidad a los 
servicios de salud, en particular a los servicios de rehabilitación y habilitación. 




● Eje 4: Promover el desarrollo integral de niños, niñas y adolescentes, garantizando 
la protección de sus derechos, en particular de quienes se encuentran en situación de mayor 
vulnerabilidad. 




Para cada eje se establecieron las principales áreas de intervención, señalando los “cuellos de 
botella”, algunas soluciones y las principales instituciones responsables. 




 
 
Anexo 1.19. 18) 
 
Ejemplos relevantes de articulación estratégica y funcional del Estado costarricense en materia de 
Niñez y Adolescencia: 




 Entrada en vigor de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y 
su Protocolo Facultativo. 




 Política Nacional en Discapacidad 2011- 2021 (PONADIS). 




 Política Pública de Justicia Juvenil Restaurativa, aprobada por el Consejo Social 
Presidencial en sesión extraordinaria N°14-15 del 19 agosto de 2015 y por Corte Plena en 
sesión N° 35-15 del 21 setiembre del 2015. Esta política contempla dos áreas estratégicas 
para implementar la justicia restaurativa en la fase de ejecución de la pena, la primera, en la 
ejecución de las sanciones alternativas y, la segunda, en la privación de libertad y la 
reinserción social. 




 Ley de reconocimiento del lenguaje de señas costarricense (LESCO) como lengua materna”.   




 Ley de Creación de la Red Nacional de Cuido y Desarrollo Infantil. 




 Reforma del Reglamento de Operación del Programa Avancemos.   




 Propuesta decreto que ordene la articulación de las diferentes acciones que se están 
desarrollando, dirigidas a mejorar las condiciones de salud y nutricionales del grupo escolar, 
incluida la población migrante. El Ministerio de Salud (MS), el Ministerio de Educación 
Pública (MEP) y la Caja Costarricense del Seguro Social (CCSS), han venido desarrollando 
un esfuerzo de articulación en el marco del trabajo escolar, a partir de la experiencia de la 
Red Integrada de Servicios de Atención (SAID- RISA), en la que también participan otras 
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instituciones, con el fin de formular un decreto que ordene la articulación de las diferentes 
acciones que se están desarrollando, dirigidas a mejorar las condiciones de salud y 
nutricionales del grupo escolar, incluida la población migrante. 




 La Comisión Tripartita PANI, DGME y el Ministerio de Relaciones Exteriores (MRREE), cuyo 
fin es desarrollar y coordinar un plan de trabajo conjunto que permita, atender y proteger de 
forma oportuna y eficiente a las PME extranjeras que se encuentran en el país en cualquier 
tipo de situación migratoria especiales, ha generado 5 Protocolos de coordinación 
interinstitucional, estos son:    




 El protocolo para la atención y protección de las PME extranjeras no acompañadas o 
separadas de su familia. 




 El protocolo de regularización de la permanencia de las PME extranjeras bajo la 
protección del PANI.  




 El protocolo para la atención de las PME extranjeras, cuyos padres se encuentran 
sometidos a un proceso de deportación.  




 El protocolo para la detección, atención y protección integral de las PME que requieren 
protección internacional, sean solicitantes de la condición de refugiado, refugiadas o 
apátridas. 




 Protocolo de actuación de los y las funcionarias de la DGME-INA-PANI, para atender a 
las P.M.E estudiantes extranjeros que requieren regularizar su situación migratoria. 




 




En relación con la situación de las PME con discapacidad, el país ha hecho esfuerzos importantes 
en el marco normativo y político.  Mediante Ley 8661 del 3 de mayo de 2008, entró en vigor en 
nuestro país la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y su Protocolo 
Facultativo.  La Convención garantiza la obligación del Estado costarricense, de tomar todas las 
medidas necesarias para asegurar que los NNA con discapacidad gocen plenamente de todos los 
derechos humanos y libertades en igualdad de condiciones que el resto de la población. 




La Ley 7600: de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad, la Ley 7948: 
Convención sobre todas las Formas de Discriminación en contra las Personas con Discapacidad y la 
Ley 8661: La Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, imponen al Estado 
el deber de realizar las modificaciones necesarias para lograr armonizar el marco legal y 
reglamentario del país con el enfoque de derechos humanos de las personas con discapacidad:  




Ley :  7600    del  02/05/1996  
  




Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad  




Datos generales:  
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Ente emisor:  Asamblea Legislativa  




Fecha de vigencia desde:  29/05/1996  




Versión de la norma:  6 de 6  del 26/05/2015  




Datos de la Publicación:  




Nº Gaceta:  102    del: 29/05/1996    




 




http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.aspx?param1=NRTC




&nValor1=1&nValor2=23261&nValor3=100849&strTipM=TC 




En este nuevo marco normativo, se construyó la Política Nacional en Discapacidad 2011- 
2021(PONADIS). Esta Política fue oficializada mediante el decreto ejecutivo Nº 36524 – MP-MBSF-
PLAN –S-MTSS-MEP y establece el marco político de largo plazo, para lograr la efectiva promoción, 
respeto y garantía de los derechos de las personas con discapacidad que han de ser desarrolladas 
por la institucionalidad pública.  




Política Nacional en Discapacidad 2011-2021 (PONADIS) 




Nº 36524-MP-MBSF-PLAN-S-MTSS-MEP 




LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, 




EL MINISTRO DE LA PRESIDENCIA, 




EL MINISTRO DE BIENESTAR SOCIAL Y FAMILIA, 




LAS MINISTRAS DE PLANIFICACIÓN NACIONAL 




Y POLÍTICA ECONÓMICA, DE SALUD, DE TRABAJO 




Y SEGURIDAD SOCIAL Y EL MINISTRO 




DE EDUCACION PÚBLICA 




En ejercicio de las facultades que les confieren los artículos 33, 51, 140 incisos 3) y 
18) y 146 de la Constitución Política; 25.1 y 27.1 de la Ley General de la Administración 
Pública (N° 6227 de 2 de mayo de 1978); 24 de la Convención Americana sobre los Derechos 
Humanos (aprobada por Ley Nº 4534 de 23 de febrero de 1970); la Convención 
Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra las 
Personas con Discapacidad (aprobada por Ley Nº 7948 de 22 de noviembre de 1999); la 
Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y su Protocolo Facultativo 







http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.aspx?param1=NRTC&nValor1=1&nValor2=23261&nValor3=100849&strTipM=TC



http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.aspx?param1=NRTC&nValor1=1&nValor2=23261&nValor3=100849&strTipM=TC
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(aprobada por Ley Nº 8661 de 19 de agosto de 2008); artículos 1 y 2 inciso b) de la Ley de 
Creación del Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial (Nº 5347 de 3 de 
setiembre de 1973); 1 y 4 de la Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con 
Discapacidad (Nº 7600 de 2 de mayo de 1996) y su Reglamento (Decreto Ejecutivo Nº 26831 
de 23 de marzo de 1998). 




 




Considerando: 




I.-En el mundo existen más de seiscientos cincuenta millones de personas con 
discapacidad. Si a esta cifra se agregan los familiares cercanos que conviven con ellos, la 
cantidad se eleva a más de dos mil millones de habitantes que de una u otra forma, se 
relacionan viven a diario con la discapacidad. En todas las regiones del mundo, las personas 
con discapacidad viven con frecuencia en condiciones de exclusión y discriminación, 
privándoseles de esta forma de experiencias de participación social, política y cultural, 
fundamentales en la vida. 




La población con discapacidad constituye la minoría más numerosa y desfavorecida 
del mundo, y sin el soporte de un Estado y una sociedad que le brinde la accesibilidad y los 
apoyos requeridos para que dicho colectivo alcance una igualdad real, en ámbitos tan 
variados como la salud, el empleo, la educación, el transporte y otros, el panorama para este 
grupo no se presenta favorable. En Costa Rica el 5,3% de la población (203.731) tiene algún 
tipo de discapacidad, de acuerdo a la información del Censo de Población del año 2000, a 
cargo del Instituto de Estadística y Censos. 




II.-El artículo 33 de la Constitución Política de Costa Rica y el artículo 24 de la 
"Convención Americana sobre Derechos Humanos" consagran el principio de igualdad de las 
personas y la prohibición de hacer distinciones contrarias a su dignidad. De igual forma, el 
artículo 51 de la Constitución Política procura una tutela especial hacia las personas con 
discapacidad, a fin de lograr la igualdad real de este colectivo, ancestralmente sometido a 
odiosas formas de discriminación y exclusión. 




III.-Particularmente, los derechos de las personas con discapacidad están 
reconocidos en  instrumentos internacionales como la "Convención Interamericana para la 
Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad", la 
cual reafirma que las personas con discapacidad tienen los mismos derechos humanos y 
libertades fundamentales que las otras personas y que estos derechos, incluido el de no verse 
sometidos a discriminación fundamentada en la discapacidad, dimanan de la dignidad y la 
igualdad que son inherentes a todo ser humano. A su vez, la "Convención sobre los Derechos 
de las Personas con Discapacidad y su Protocolo Facultativo", en su artículo 1º declara que el 
propósito de este instrumento internacional es: "promover, proteger y asegurar el goce pleno y 
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en condiciones de igualdad de todos los derechos humanos y libertades fundamentales por 
todas las personas con discapacidad, y promover el respeto de su dignidad inherente".  




La citada Convención establece que para proteger los derechos humanos de las 
personas con discapacidad en la vida económica, social, política, jurídica y cultural, los 
Estados Parte deben adoptar las medidas legislativas, administrativas y de otra índole que 
resulten necesarias y pertinentes. 




IV.-La Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad en su 
artículo 1, declara de interés público el desarrollo integral de la población con discapacidad, 
en iguales condiciones de calidad, oportunidad, derechos y deberes que el resto de los 
habitantes, y en su artículo 4 establece que es obligación del Estado Costarricense, incluir en 
planes, políticas, programas y servicios de sus instituciones, los principios de igualdad de 
oportunidades y accesibilidad a los servicios que presten; así como desarrollar proyectos y 
acciones diferenciados que tomen en consideración el menor desarrollo relativo de las 
regiones y comunidades del país. 




V.-Las políticas públicas son la expresión de una respuesta a una demanda social 
identificada y sirven para orientar a los actores sociales involucrados, en la ejecución de 
planes, programas, proyectos y acciones dirigidos a revertir la problemática social que les da 
origen por medio de directrices y lineamientos. De ahí que la Política Nacional en 
Discapacidad, es el marco político de largo plazo que establece la dirección estratégica del 
Estado Costarricense, para lograr la efectiva promoción, respeto y garantía de los derechos 
de las personas con discapacidad, es decir, el mandato para la ejecución de lineamientos y 
estrategias que han de ser desarrollados por la institucionalidad pública en un período 
determinado, para lograr el cierre de brechas de inequidad que inciden en el desarrollo 
inclusivo de la población con discapacidad. 




VI.-De conformidad con disposiciones de la Ley de Creación del Consejo Nacional de 
Rehabilitación y Educación Especial, la Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas 
con Discapacidad y su Reglamento, así como reiterados pronunciamientos de la Procuraduría 
General de la República, el Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial 
(CNREE) es el Ente Rector en Discapacidad en Costa Rica y en el marco de su rectoría, se le 
ha atribuido la potestad de fiscalizar a las entidades públicas y privadas que desarrollen 
políticas, planes, programas, actividades o acciones dirigidas a ese sector o que prestan 
servicios a la población con discapacidad, así como elaborar el plan de acción para 
implementar la presente política pública en discapacidad.   




VII.-El Estado Costarricense debe garantizar el pleno ejercicio de todos los derechos 
humanos y libertades fundamentales de la población con discapacidad, mediante la adopción 
de las medidas que procuren este cumplimiento. Por tanto: 
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DECRETAN: 




POLÍTICA NACIONAL EN DISCAPACIDAD 2011-2021 




(PONADIS) 




Artículo 1º-Se establece la Política Nacional en Discapacidad 2011-2021 (PONADIS), 
como el marco político de largo plazo que establece el Estado Costarricense, para lograr la 
efectiva promoción, respeto y garantía de los derechos de las personas con discapacidad, que 
han de ser desarrollados por la institucionalidad pública en el período 2011-2021. 




 




Artículo 2º-La PONADIS parte de cuatro enfoques fundamentales: Derechos 
Humanos, Desarrollo Inclusivo con Base Comunitaria, Equidad de Género y Gerencia Social 
por Resultados y responde a la necesidad de lograr una sociedad inclusiva y respetuosa de 
los derechos para toda la población, en la cual las personas con discapacidad no encuentren 
barreras para su desarrollo en la sociedad. Es así como la PONADIS se caracteriza por ser: 
Universal, Inclusiva, Articuladora, Participativa, Estratégica, Integradora, Ajustable 




Artículo 3º-Todas las dependencias del Sector Público serán responsables por la 
implementación de la PONADIS dentro de su ámbito legal respectivo. 




Artículo 4º-Para la implementación de la PONADIS, las dependencias del Sector 
Público podrán hacer los  ajustes razonables (modificaciones y adaptaciones necesarias) que 
se requieran en cada caso particular para garantizar el ejercicio de los derechos a las 
personas con discapacidad. De la misma forma podrán aplicar los principios y fundamentos 
del desarrollo inclusivo con base comunitaria. 




Artículo 5º-La PONADIS se ejecutará mediante la implementación del Plan de Acción 
elaborado según los siguientes ejes y lineamientos: 




a) Eje Institucionalidad Democrática: Reconocimiento de las personas con 
discapacidad como sujetos activos de derecho, para el ejercicio de la ciudadanía en el marco 
de la convivencia democrática sustentada por una institucionalidad garante de Derechos 
Humanos. 




Los lineamientos del Eje Institucionalidad Democrática son: 




Diseño y ejecución de políticas públicas inclusivas transversadas por el acceso 
universal, y el desarrollo inclusivo. 
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Promoción y garantía de la participación de las personas con discapacidad en la vida 
pública y política. 




Incremento de la inversión social. 




Armonización del ordenamiento jurídico sobre discapacidad. 




Fiscalización del cumplimiento del ordenamiento jurídico en discapacidad por parte de 
la institucionalidad y las organizaciones de la sociedad civil. 




Compromiso garantista al tomar decisiones judiciales y administrativas.  




Fortalecimiento de la institucionalidad involucrada con el proceso de producción social 
del desarrollo inclusivo. 




b) Eje Salud: Reforzamiento de la Política Nacional de Salud  y sus estrategias 
para que sean inclusivas, específicamente en lo relativo a la producción social de la salud y 
sus determinantes, relacionadas con las personas con discapacidad y las particularidades que 
esta condición implica. 




Los lineamientos del Eje Salud son: 




1. Promoción de la salud integral. 
2. Acceso a la salud y a la seguridad social. 
3. Educación para la salud.  
4. Salud sexual y reproductiva. 




c) Eje Educación: La PONADIS aborda el derecho a la educación de las 
personas con discapacidad a partir del acceso universal y la equidad.  Se considera la 
educación el medio por el cual la población con discapacidad puede desarrollar y ampliar sus 
habilidades y destrezas,  acceder a su desarrollo inclusivo y exigir el cumplimiento de sus 
derechos. 




Los lineamientos del Eje Educación son: 




a) Educación en derechos humanos. 
b) Educación universal, accesible y de calidad. 
c) Educación contextualizada. 
d) Educación para la sexualidad humana. 
e) Provisión de servicios de apoyo y ayudas técnicas para estudiantes con necesidades 




educativas especiales, asociadas a discapacidad. 
f) Fortalecimiento de la educación inclusiva. 
g) Formación permanente del personal docente. 
h) Promoción de la participación de padres, madres y personas encargadas de las niñas, 




niños y adolescentes, así como actores de la comunidad en el sistema educativo. 
i) Seguridad en los centros educativos 
j) Infraestructura y equipamiento adecuado y accesible en los centros educativos. 




d) Eje Trabajo y Empleo: El derecho al trabajo y a un empleo digno como 
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medio para poder optar por estilos de vida independientes, son factores vitales para el 
desarrollo en igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad. Así como a las 
pocas oportunidades de inserción en el mercado laboral y sus bajos niveles de empleabilidad. 
Por ello el Estado se compromete al mejoramiento de las estrategias de política y los 
mecanismos de garantía para el acceso efectivo el derecho a la educación y formación 
profesional inclusiva, universal y equitativa, para que la población con discapacidad pueda 
desarrollar y ampliar sus habilidades y destrezas, y así acceder a su desarrollo inclusivo y 
exigir el cumplimiento de sus derechos, como un factor fundamental para disminuir la relación 
discapacidad y pobreza. 




Los lineamientos del Eje Trabajo y Empleo son: 




a) Establecimiento de una política nacional de empleo inclusiva. 
b) Establecimiento y desarrollo de estrategias de inserción laboral inclusivas. 
c) Incentivos a la creación, adaptación y oferta de puestos de trabajo para personas con 




discapacidad. 
d) Fortalecimiento y extensión de los mecanismos de intermediación laboral. 
e) Fortalecimiento de las acciones de formación para el trabajo. 
f) Empleo público para las personas con discapacidad. 




e) Eje Personas, Instituciones, Organizaciones y Entorno Inclusivo: 
Establece las condiciones para el logro del entorno inclusivo para todas las personas, 
contenida la población con discapacidad. Se requiere para ello el desarrollo de acciones 
enfocadas al ejercicio pleno de la ciudadanía y la participación activa en la vida política y 
pública, la organización de las personas con discapacidad y sus familias, como actores 
protagónicos de su propio desarrollo, como lo indica la Convención sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad. 




Estas acciones están dirigidas a fomentar el estilo de vida independiente y su derecho 
a la participación en todos los órdenes sociales, de manera que impulsen el cambio necesario 
por parte de los demás actores sociales. Por ello el Estado se compromete a dirigir e impulsar 
la construcción del entorno nacional inclusivo en todos los órdenes y en todas sus 
expresiones; mediante el involucramiento de todos los participantes, públicos y privados en el 
proceso de producción social del desarrollo inclusivo. 




Los lineamientos Eje Personas, Organizaciones y Entorno Inclusivo son: 




1. Reconocimiento de la diversidad de las personas con discapacidad. 
2. Fortalecimiento de la organización de y para personas con discapacidad y sus 




familias. 
3. Apoyo, protección y cuido: 
4. Construcción del entorno nacional inclusivo. 




Artículo 6º-Corresponde al Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial 
(CNREE) en su condición de Ente Rector en Discapacidad en Costa Rica, coordinar la 
PONADIS, que incluye el seguimiento y monitoreo de los avances en el cumplimiento de sus 
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objetivos y lineamientos; así como la elaboración del Plan de Acción para su implementación, 
y la coordinación de las entidades responsables de su aplicación. 




Artículo 7º-Se crea una instancia a nivel técnico con representantes de instituciones y 
sectores relacionados con la ejecución de la política nacional en discapacidad bajo la 
coordinación del CNREE, la cual tendrá la función de formular, apoyar el seguimiento y la 
coordinación que demanda su ejecución por medio del Plan de Acción de PONADIS, como 
enlace técnico entre las instituciones y el CNREE. 




Artículo 8º- Rige a partir de su publicación. 




Dado en la Presidencia de la República.-San José, a los siete días del mes de abril de 
dos mil once. 




 




Esta política se sustenta en cuatro enfoques: desarrollo inclusivo,  derechos humanos, equidad de 
género y gerencia social por resultados.  Sus características son: universal, inclusiva (desarrollo 
económico y humano), articuladora, participativa, integradora y ajustable.  Está compuesta por 5 
ejes, Institucionalidad Democrática, Salud, Educación, Trabajo y Empleo y Personas, 
Organizaciones y Entorno Inclusivo. 




Dentro de sus aspiraciones se establece que para el año 2021, Costa Rica sea reconocida, como un 
país: 




1. Líder en la promoción, respeto y garantía de los derechos humanos de las personas con 
discapacidad. 




2.  Que ha propiciado la construcción de una sociedad con altos índices de desarrollo inclusivo. 




3. Que ha  permitido la accesibilidad, la participación efectiva y beligerante de las personas con 
discapacidad, en todos los ámbitos de la sociedad. 




4.  Que ha actuado en un marco de respeto a los principios de igualdad de oportunidades, no 
discriminación, autonomía y vida independiente. 




Actualmente, se está en el proceso de negociación con los Ministros rectores del país, para que las 
instituciones asuman las responsabilidades asignadas, tanto en la PONADIS como en el plan de 
acción de la política, según sus respectivas atribuciones y competencias.  El país considera 
fundamental promover que cada institución elabore planes de acción, con sus respectivos 
cronogramas y asignaciones presupuestarias, con el fin de dar cumplimiento dentro de sus 
competencias a las responsabilidades derivadas de la política.  Se considera preciso enlazar la 
PONADIS y la Política Nacional de la Niñez y la Adolescencia (PNNA), buscando sinergias y 
promoviendo coordinaciones interinstitucionales. 




Pese a estos grandes avances en esta materia, debe admitirse que en la sociedad, en las 
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instituciones públicas y en el imaginario colectivo, aún se encuentran vigentes los modelos de la 
prescindencia y médico/rehabilitador.  El modelo social de la discapacidad aún no ha sido 
incorporado plenamente en las instituciones, ni en la visión de discapacidad, ni en la normativa 
general existente sobre el tema  




 




ASPECTOS GENERALES SOBRE LA PONADIS 




 




Principales desafíos:  




En la sociedad, en las instituciones públicas y en el imaginario colectivo aún se encuentran vigentes 




los modelos de la prescindencia y médico/rehabilitador. El modelo social de la discapacidad aún no 




ha sido incorporado en las instituciones ni en la visión de discapacidad. Es necesario, por un lado, 




armonizar la legislación nacional con la Convención sobre los Derechos de las Personas con 




Discapacidad, y por otro, generar mayor conocimiento sobre el modelo social de la discapacidad, 




construyendo instrumentos y herramientas para operativizar su aplicación. 




Se requiere contar con una conceptualización unívoca de la discapacidad entre diferentes 




programas. 




La información estadística con respecto a las características y condiciones de vida de la población 




menor de edad con discapacidad, es escasa y contradictoria. Al tratarse de una población excluida 




e invisibilizada, los instrumentos estadísticos tradicionales no logran captarla con algún grado de 




exactitud. Por ello es necesario contar con mayor información estadística y sus correspondientes 




análisis, para poder diseñar y ejecutar políticas públicas. 




Pese a que existen sinergias entre el modelo social de la discapacidad y la doctrina de la protección 




integral. En la Convención de Derechos del Niño, se refiere a la situación específica de niños y 




niñas con discapacidades, desde el modelo rehabilitador imperante en la época de redacción de 




esta Convención (la década de los ochenta): parte de la perspectiva de que la discapacidad es un 




problema individual, que requiere de servicios especiales, como se deduce del artículo 32 de la 




CDN que, además, utiliza un lenguaje que, desde la perspectiva de derecho se pretende superar.  




Los servicios y programas dirigidos a niños, niñas y adolescentes con discapacidad están siempre 




orientados a salud, educación, protección social, cuidado institucional de niños, niñas y 




adolescentes con discapacidad, pero rara vez, sobre otros derechos como: a la vida, al desarrollo 




integral, a ser escuchado, a la protección contra la violencia, al acceso a la justicia, o a las 




oportunidades del juego y la recreación.  
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Es necesario revisar los programas selectivos contra la pobreza (financiados por FODESAF) y 




evaluar sus impactos en la erradicación de la pobreza de la niñez y adolescencia con discapacidad. 




Algunos de estos programas reproducen esquemas asistencialistas y no rompen el círculo de la 




pobreza. 




Escaza participación y consulta de los niños, niñas y adolescentes. Con respecto a la participación 




plena de las personas con discapacidad en todos los ámbitos, en particular en los que les afectan 




(siguiendo el lema del movimiento de personas con discapacidad “Nada sobre nosotros sin 




nosotros”), en relación con la niñez y adolescencia debe considerar la edad y madurez, en vez de la 




discapacidad, a la hora de ser tenidas en cuenta sus opiniones; pero, además, el derecho a contar 




con la asistencia apropiada para ejercer ese derecho a la participación. 




 




El país aprobó  la “Ley de reconocimiento del lenguaje de señas costarricense (LESCO) como 
lengua materna”, Ley n° 9049.  Este resulta ser un esfuerzo importante de país para reducir la 
brecha existente entre las PME con discapacidad y la población que no presenta una 
condición de discapacidad. Desde lo jurídico formal, resulta un esfuerzo relevante para atacar 
situaciones tales como, el hecho de que el nivel de analfabetismo en la comunidad sorda 
ronda alrededor de un sesenta por ciento (60%), todo a raíz de que no había existido una 
forma de comunicación oficial, como puede ser la lengua de señas costarricense. 




 
N° 9049 




 
LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA 




DECRETA: 
 




LEY DE RECONOCIMIENTO DEL LENGUAJE DE SEÑAS COSTARRICENSE (LESCO) 
COMO LENGUA MATERNA 




 
 
 




ARTÍCULO 1.- 
Se reconoce el lenguaje de señas costarricense (lesco) como lengua materna de la 




comunidad sorda. 
El Estado, de conformidad con el artículo 78 de la Constitución Política, deberá 




garantizar a esta comunidad la prestación del servicio de educación obligatoria en su lengua 
materna. 




 
ARTÍCULO 2.- 
El Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial, en su condición de 




rector en discapacidad, velará por que las entidades públicas y privadas de servicio garanticen 
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el derecho de las personas sordas y con sordoceguera a hacer uso del lenguaje de señas 
costarricense, con el fin de hacer efectivo el ejercicio de sus derechos y libertades 
constitucionales. 
 




ARTÍCULO 3.- 
Corresponderá al Ministerio de Educación Pública incorporar, en sus programas 




educativos, los planes y las acciones para apoyar el estudio, la investigación y la divulgación 
del lenguaje de señas costarricense. 
 
Rige a partir de su publicación. 
Dado en la Presidencia de la República, San José, a los veinticinco días del mes de junio del 
año dos mil doce. 
 




 




El Estado costarricense declaró de interés público la conformación y desarrollo de la “Red Nacional 
de Cuido y Desarrollo Infantil” (REDCUDI).  Dicha red actualmente se regula mediante una ley de la 
República.  La REDCUDI, además de los centros de atención integral para niños y niñas, está 
conformada por los diferentes actores sociales, públicos y privados, que tienen un mandato legal y 
un interés legítimo en materia de atención integral, protección y desarrollo infantil, incluidos los 
propios niños y niñas; las organizaciones de padres y madres o encargados; el personal, los 
directores y supervisores de los servicios de cuido; grupos profesionales de diferentes disciplinas; 
entidades gubernamentales y no gubernamentales.  La finalidad de esta red es establecer un 
sistema de cuido y desarrollo infantil de acceso público, universal y de financiamiento solidario, que 
articule las diferentes modalidades de prestación pública y privada de servicios en materia de cuido y 
desarrollo infantil, para fortalecer y ampliar las alternativas de atención infantil integral.  Se trata de 
servicios de cuido y desarrollo infantil complementarios de los servicios de educación preescolar. 




 




Crea la Red Nacional de Cuido y Desarrollo Infantil 




N° 9220 




LA ASAMBLEA LEGISLATIVA 




DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA 




DECRETA: 




RED NACIONAL DE CUIDO Y DESARROLLO INFANTIL 




 




CAPÍTULO I 




ASPECTOS GENERALES 




ARTÍCULO 1.- Creación y finalidad  
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Se crea la Red Nacional de Cuido y Desarrollo Infantil (Redcudi), con la finalidad de 




establecer un sistema de cuido y desarrollo infantil de acceso público, universal y de 




financiamiento solidario que articule las diferentes modalidades de prestación pública y 




privada de servicios en materia de cuido y desarrollo infantil, para fortalecer y ampliar las 




alternativas de atención infantil integral.  




Los servicios de la Red Nacional de Cuido y Desarrollo Infantil deberán entenderse como 




complementarios y no sustitutos de los servicios de educación preescolar prestados 




directamente por el Ministerio de Educación Pública.  




 




ARTÍCULO 2.- Objetivos  




Los objetivos de la Red Nacional de Cuido y Desarrollo Infantil son los siguientes:  




a) Garantizar el derecho de todos los niños y las niñas, prioritariamente los de cero a 




seis años, a participar en programas de cuido, en procura de su desarrollo integral, 




según las distintas necesidades y de conformidad con las diferentes modalidades de 




atención que requieran.  




b) Promover la corresponsabilidad social en el cuido mediante la participación de los 




diversos sectores sociales.  




c) Articular los diferentes actores, alternativas y servicios de cuido y desarrollo 




infantil.  




d) Procurar que los servicios de cuido y desarrollo infantil permitan la inserción laboral 




y educativa de los padres y las madres.  




 




ARTÍCULO 3.- Población objetivo  




La población objetivo la constituyen, prioritariamente, todos los niños y las niñas 




menores de siete años de edad; no obstante, de acuerdo con las necesidades específicas de 




las comunidades y familias atendidas, y la disponibilidad presupuestaria, se podrán incluir 




niños y niñas hasta de doce años de edad.  




CAPÍTULO II 




ORGANIZACIÓN 
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ARTÍCULO 4.- Conformación  




La Redcudi está conformada por los diferentes actores sociales, sean públicos, mixtos 




o privados, que por mandato legal ostenten competencia, o por iniciativa privada desarrollen 




actividades en material de atención integral, protección y desarrollo infantil.  




Los servicios de cuido y desarrollo infantil que forman parte de la Redcudi serán 




aquellos prestados directamente por instituciones públicas: los centros de educación y 




nutrición y los centros infantiles de atención integral, de la Dirección Nacional de CEN-Cinai 




del Ministerio de Salud, y los centros de cuido y desarrollo infantil gestionados por las 




municipalidades.  




Igualmente, formarán parte de la Redcudi los servicios ofrecidos por medio de los 




subsidios de entidades públicas, como el Instituto Mixto de Ayuda Social y el Patronato 




Nacional de la Infancia.  




Entre las modalidades que combinan lo público y lo privado se encuentran los hogares 




comunitarios y los centros de cuido y desarrollo infantil administrados por organizaciones de 




bienestar social (OBS), asociaciones de desarrollo, asociaciones solidaristas, cooperativas o 




empresas privadas.  




 




ARTÍCULO 5.- Sector público  




En lo que respecta al sector público, formarán parte de la red los siguientes entes, 




órganos e instituciones:  




a) El Ministerio de Educación Pública.  




b) El Patronato Nacional de la Infancia.  




c) El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social.  




d) El Instituto Mixto de Ayuda Social.  




e) El Ministerio de Salud.  




f) El Instituto Nacional de las Mujeres.  




g) La Caja Costarricense de Seguro Social.  
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h) El Instituto Nacional de Aprendizaje.  




i) La Dirección Nacional de CEN-Cinai.  




j) La Dirección Nacional de Desarrollo de la Comunidad.  




k) Las municipalidades.  




l) Otras que se incorporen vía decreto ejecutivo.  




ARTÍCULO 6.- Participación privada  




Forman parte de la Redcudi tanto las personas físicas y jurídicas que prestan 




directamente los servicios de cuido y desarrollo infantil, como las que participan en actividades 




relacionadas con estos, entre ellas el financiamiento y el apoyo técnico y administrativo a los 




establecimientos de cuido, la capacitación de personal, la investigación científica y la 




evaluación especializada.  




ARTÍCULO 7.- Coordinación superior  




El ministerio que ejerza la rectoría del sector social o, en ausencia de este, el Instituto 




Mixto de Ayuda Social, será el que coordine y presida la Comisión Consultiva de la Redcudi, la 




cual estará integrada por:  




a) La persona titular de la cartera ministerial o viceministerial del Ministerio de Trabajo 




y Seguridad Social.  




b) La persona titular de la cartera ministerial o viceministerial del Ministerio de Salud.  




c) La persona titular de la cartera ministerial o viceministerial del Ministerio de 




Educación Pública.  




d) La persona titular del Patronato Nacional de la Infancia.  




e) La persona titular del Instituto Mixto de Ayuda Social.  




f) La persona titular del Instituto Nacional de las Mujeres.  




g) La persona titular de la Caja Costarricense de Seguro Social.  
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h) La persona que ocupe la dirección ejecutiva de la Secretaría Técnica de la 




Redcudi.  




i) Otras personas titulares de órganos o entes que se incorporen por invitación de la 




Comisión Consultiva, quienes tendrán voz pero no voto en la toma de decisiones.  




ARTÍCULO 8.- Políticas  




La Comisión Consultiva se encargará de recomendar las políticas generales y los 




lineamientos estratégicos del sistema de cuido y desarrollo infantil, de la coordinación 




competencial interinstitucional y las relativas a las diversas modalidades de prestación de 




servicios de la red de cuido, que no incluyen la educación preescolar brindada por el Ministerio 




de Educación Pública y que forma parte del sistema educativo nacional.  




Sesionará ordinariamente una vez cada tres meses y, extraordinariamente, cuando se le 




convoque por su presidente; las decisiones se tomarán por mayoría simple de los presentes.  




Esta Comisión se regirá por las normas de organización establecidas por la Ley Nº 6227, 




Ley General de la Administración Pública para órganos colegiados y sus integrantes fungirán 




en forma ad honórem.  




ARTÍCULO 9.- Secretaría Técnica  




Se crea la Secretaría Técnica de la Redcudi como instancia técnica responsable de 




promover la articulación entre los diferentes actores públicos y privados, las diferentes 




actividades que desarrollan en el país en materia de cuido y desarrollo infantil, así como de 




expandir la cobertura de los servicios.  




La Secretaría Técnica se constituirá en ejecutora de las actividades que le sean 




encomendadas por la Comisión Consultiva, será un órgano de máxima desconcentración, 




técnica y funcionalmente especializado, con independencia de criterio, y personalidad jurídica 




instrumental y presupuestaria. La Secretaría estará adscrita al ministerio que ejerza la rectoría 




del sector social o, en ausencia de este, al Instituto Mixto de Ayuda Social, el cual incluirá en 




su presupuesto la partida correspondiente para atender los gastos operativos, administrativos 




y de personal que requiera este órgano para su funcionamiento.  




 




ARTÍCULO 10.- Funciones de la Secretaría Técnica  
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Además de las señaladas en el artículo anterior, serán funciones de la Secretaría 




Técnica de la Redcudi las siguientes:  




a) Proponer y coordinar el desarrollo de nuevas alternativas para la prestación de 




servicios de cuido y desarrollo infantil, que sean complementarias y no sustitutas de 




los servicios de educación preescolar prestados directamente por el Ministerio de 




Educación Pública.  




b) Sugerir, a las autoridades públicas, centralizadas y descentralizadas, las políticas 




para favorecer el logro de los objetivos de la Redcudi, involucrando a los diferentes 




participantes que conforman la red.  




c) Participar, dentro del ámbito de su competencia, en los procesos de capacitación 




de personal y de acreditación y habilitación de establecimientos y personal de cuido y 




desarrollo infantil, directa o indirectamente.  




d) Llevar un registro georreferenciado de establecimientos públicos y privados que 




prestan servicios de cuido y desarrollo infantil, incluyendo la población por ellos 




atendida, y realizar estudios que contrasten la oferta con la demanda potencial de 




servicios, para identificar áreas prioritarias de atención.  




e) Consolidar un sistema de información sobre las características de la población 




beneficiaria de servicios de cuido y desarrollo infantil prestados directamente por el 




Estado o con financiamiento estatal.  




f) Realizar recomendaciones en materia de infraestructura, aspectos pedagógicos y 




otros que mejoren la calidad de los servicios de cuido y desarrollo infantil.  




g) Propiciar estudios de costos de prestación de los servicios de cuido y desarrollo 




infantil en las diferentes modalidades, y realizar recomendaciones para la 




actualización del monto de los subsidios a las entidades responsables.  




h) Impulsar la investigación en las áreas relacionadas con el desarrollo infantil.  




i) Participar, dentro del ámbito de su competencia, en la gestión de los recursos 




provenientes de fuentes nacionales e internacionales (fideicomisos y cooperación 




técnica, entre otros), para la consolidación y expansión de la Redcudi y, de ser 
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necesario, actuar como unidad ejecutora de tales recursos.  




j) Otras que le asigne el ministerio que ejerza la rectoría del sector social o, en 




ausencia de este, el Instituto Mixto de Ayuda Social.  




k) Coordinar y articular con los gobiernos locales del país.  




ARTÍCULO 11.- Estructura de la Secretaría  




La Secretaría Técnica de la Redcudi contará con una estructura organizacional y 




recurso humano que garantice el desarrollo efectivo de sus funciones. En la parte técnica, la 




persona titular del ministerio que ejerza la rectoría del sector social o, en su ausencia, el 




Instituto Mixto de Ayuda Social, nombrará al titular de la dirección ejecutiva de la Secretaría.  




Para ejercer el cargo de la dirección ejecutiva se requerirá poseer, como mínimo, el 




grado académico universitario de licenciatura o su equivalente, amplia experiencia en el sector 




social y los demás requisitos que se estipulen en el reglamento de esta ley.  




 




ARTÍCULO 12.- Comisión Técnica Interinstitucional  




Se crea la Comisión Técnica Interinstitucional para el fortalecimiento de la Red 




Nacional de Cuido y Desarrollo Infantil, como un órgano de coordinación de las acciones 




gubernamentales para la articulación, el fortalecimiento y la expansión de la Redcudi.  




La Comisión Técnica Interinstitucional sesionará ordinariamente una vez cada dos 




meses y, extraordinariamente, cuando se le convoque por su presidente; las decisiones se 




tomarán por mayoría simple de los presentes y sus integrantes fungirán en forma ad 




honórem.  




La Comisión estará integrada por:  




a) La persona titular de la dirección ejecutiva de la Secretaría Técnica de la Redcudi, 




quien la presidirá.  




b) La persona titular de la Dirección Nacional de Nutrición y Desarrollo Infantil.  




c) La persona titular de la jefatura de área de educación preescolar del Ministerio de 




Educación Pública.  
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d) Una persona representante de la presidencia ejecutiva del Patronato Nacional de la 




Infancia.  




e) Una persona representante de la presidencia ejecutiva del Instituto Mixto de Ayuda 




Social, relacionada con el Programa de hogares comunitarios o alternativas de cuido y 




desarrollo infantil.  




f) Una persona representante de la persona que ejerza la Dirección Nacional de 




Desarrollo de la Comunidad.  




g) Una persona representante de la presidencia ejecutiva del Instituto Nacional de 




Aprendizaje. 




h) Una persona representante de la presidencia ejecutiva del Instituto Nacional de las 




Mujeres.  




i) Una persona representante de la presidencia ejecutiva de la Caja Costarricense de 




Seguro Social.  




j) Otras personas que se incorporen por invitación de la Comisión Técnica, quienes 




tendrán voz pero no voto en la toma de decisiones.  




ARTÍCULO 13.- Funciones  




La Comisión Técnica Interinstitucional tendrá las siguientes funciones:  




a) Coordinar las acciones técnicas y operativas interinstitucionales relacionadas con la 




Redcudi.  




b) Proponer políticas, programas y acciones pertinentes para el adecuado 




funcionamiento y desarrollo de la Redcudi.  




c) Participar en la elaboración de los planes de acción interinstitucionales de la 




Redcudi.  




d) Dar seguimiento a las acciones institucionales e interinstitucionales relacionadas 




con la Redcudi.  
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e) Conocer y pronunciarse sobre las evaluaciones y los informes de seguimiento que 




se realicen sobre la Redcudi.  




f) Otras que le asigne la Comisión Consultiva de la Redcudi.  




 




ARTÍCULO 14.- Organización  




La Comisión Técnica Interinstitucional se regirá por las reglas de organización de la Ley 




N.º 6227, Ley General de la Administración Pública, para órganos colegiados.  




CAPÍTULO III 




FINANCIAMIENTO Y RECURSOS 




 




ARTÍCULO 15.- Financiamiento  




Además de los recursos con que cuentan las entidades y los órganos integrantes, se 




dota a la Redcudi con recursos provenientes de las siguientes fuentes:  




a) Al menos un cuatro por ciento (4%) de todos los ingresos anuales, ordinarios y 




extraordinarios del Fondo de Desarrollo Social y Asignaciones Familiares (Fodesaf), 




los cuales se destinarán a la operación, construcción, ampliación y mejora de 




infraestructura de los centros de cuido y desarrollo infantil; recursos que serán girados 




directamente del Fondo de Desarrollo Social y Asignaciones Familiares (Fodesaf) a 




las siguientes unidades ejecutoras de la Redcudi: Instituto Mixto de Ayuda Social 




(IMAS), Patronato Nacional de la Infancia (PANI) y las municipalidades, según lo 




dispuesto por la Secretaría Técnica de la Redcudi en esta ley o su reglamento. Estos 




recursos se ejecutarán según lo establecido en la Ley N.º 5662, Ley de Desarrollo 




Social y Asignaciones Familiares, de 23 de diciembre de 1974, y sus reformas.  




b) Recursos provenientes de fuentes nacionales e internacionales que se le asignen a 




los entes, los órganos y las instituciones que formen parte de la Redcudi, mediante 




convenio, directriz presidencial, decreto o ley de la República.  




Los servicios de la Redcudi no son sustitutos sino complementarios de los servicios de 
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educación estatal definidos en el artículo 78 de la Constitución. Por tanto, su financiamiento no 




podrá considerarse dentro del ocho por ciento (8%) del PIB que dicho artículo constitucional 




establece como el financiamiento mínimo de la educación estatal.  




ARTÍCULO 16.- Asignación de recursos  




Los recursos que se destinen a las municipalidades serán determinados según la 




priorización que realice la Secretaría Técnica de la Redcudi, lo cual comunicará 




oportunamente a la Dirección de Desarrollo Social y Asignaciones Familiares y esta, a su vez, 




a los gobiernos locales, para que cada corporación local pueda incluirlos en los respectivos 




presupuestos ordinarios o extraordinarios. Estos recursos, para los efectos de 




presupuestación y fiscalización de la Hacienda Pública, se considerarán ingresos propios de 




cada gobierno local.  




ARTÍCULO 17.- Donaciones  




Se autoriza al Estado, las instituciones públicas, las empresas públicas constituidas 




como sociedades anónimas y a las personas públicas no estatales para que donen, a favor de 




la Redcudi o de los entes y órganos públicos integrantes, toda clase de servicios, recursos y 




bienes, sean estos muebles o inmuebles, así como en general para colaborar y coadyuvar 




mediante el ejercicio de sus competencias específicas en el cumplimiento de los objetivos de 




la Redcudi.  




ARTÍCULO 18.- Autorización  




El Instituto Mixto de Ayuda Social y el Patronato Nacional de la Infancia estarán 




autorizados para destinar recursos a construcción, remodelación, ampliación, compra de 




edificaciones y terrenos, alquiler, equipamiento, apertura y operación de centros de cuido y 




desarrollo infantil.  




Asimismo, el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA) financiará y ejecutará la 




capacitación técnico-laboral, elaborada en coordinación con la Secretaría Técnica de la 




Redcudi, dirigida a las personas que se desempeñen como cuidadoras y promotoras de cuido 




y desarrollo infantil.  




ARTÍCULO 19.- Fideicomiso  




La Secretaría podrá celebrar todos los contratos y realizar todos los actos 
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administrativos, civiles, industriales o comerciales que sean convenientes o necesarios para el 




mejor cumplimiento de sus fines, incluyendo la constitución de fideicomisos, cuya 




administración financiera y contable podrá ser contratada con las entidades financieras 




supervisadas por la Superintendencia General de Entidades Financieras (Sugef), sin perjuicio 




del control que le corresponda ejercer a la Contraloría General de la República.  




ARTÍCULO 20.- Acciones operativas  




La principal institución responsable de las acciones operativas de la Secretaría 




Técnica de la Redcudi será el ministerio que ejerza la rectoría del sector social o, en ausencia 




de este, el Instituto Mixto de Ayuda Social, el cual le brindará el contenido presupuestario, el 




espacio físico, el apoyo logístico, el equipo, los materiales y el personal necesarios para su 




adecuado funcionamiento.  




El Ministerio de Educación Pública podrá apoyar la operación de la red con acceso a 




infraestructura educativa, en horarios distintos de los utilizados para la prestación de los 




servicios propiamente educativos.  




Igualmente, se autoriza a las demás instituciones del Estado para que, dentro de su 




ámbito de competencia y de acuerdo con sus posibilidades, colaboren activamente y aporten 




recursos humanos, físicos y económicos a la Secretaría Técnica de la Redcudi.  




ARTÍCULO 21.- Declaratoria de interés público  




Se declara de interés público la Red Nacional de Cuido y Desarrollo Infantil (Redcudi), 




como una actividad de bienestar social que articula las competencias públicas y el esfuerzo 




privado en procura de la atención, la educación y el cuido de la población objetivo, así como la 




inserción y la estabilidad en el mercado laboral de las madres y los padres beneficiados.  




CAPÍTULO IV 




REFORMA LEGAL 




ARTÍCULO 22.- Se adiciona un inciso ñ) al artículo 3 de la Ley N.º 5662, Ley de 




Desarrollo Social y Asignaciones Familiares, de 23 de diciembre de 1974. El texto del inciso 




adicionado será el siguiente:  




 "Artículo 3.- Con recursos del Fodesaf se pagarán, de la siguiente manera, programas 




y servicios a las instituciones del Estado y a otras expresamente autorizadas en esta ley, que 




tienen a su cargo aportes complementarios al ingreso de las familias y la ejecución de 
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programas de desarrollo social.  




[.]   




ñ) Se destinará a la Red de Cuido y Desarrollo Infantil (Redcudi) al menos un cuatro 




por ciento (4%) de todos los ingresos anuales, ordinarios y extraordinarios, del Fondo 




de Desarrollo Social y Asignaciones Familiares (Fodesaf)."  




 




ARTÍCULO 23.- Reformas legales  




Se reforman los artículos 7, 8 y 15 de Ley N.º 8017, Ley General de Centros de Atención 




Integral, de 29 de agosto de 2000, para que en adelante se lean de la siguiente forma:  




 "Artículo 7.- Funciones. El Consejo tendrá las siguientes funciones:  




a) Proponer las normas técnicas para el otorgamiento de los permisos de 




funcionamiento de los centros de atención integral de las personas menores hasta de 




doce años de edad.  




 




b) Asesorar a las instituciones interesadas sobre el proceso de solicitud del permiso 




de funcionamiento de los centros de atención integral.  




c) Revisar periódicamente el cumplimiento de los requisitos establecidos para el 




funcionamiento de las modalidades referidas en el artículo 4 de esta ley.  




d) Realizar y analizar, por medio de la Secretaría Ejecutiva, investigaciones sobre 




denuncias o irregularidades en los centros de atención integral y aplicar las medidas 




pertinentes según el caso.  




e) Conocer los informes emanados de las instituciones representadas en este 




Consejo y emitir las recomendaciones pertinentes.  




f) Elaborar recomendaciones dirigidas a lograr la atención integral adecuada de las 




personas menores de edad.  




g) Aprobar el proyecto de los centros de atención integral que se pretende abrir, 
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mencionado en el artículo 16 de la presente ley.  




h) Proponer el reglamento que regulará esta ley.  




Artículo 8.- Integración. El Consejo estará integrado de la siguiente forma:  




a) Un representante del Ministerio de Salud, uno del Ministerio de Educación Pública y 




otro del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social.  




b) Un representante de cada una de las siguientes instituciones autónomas: el 




Patronato Nacional de la Infancia, el Instituto Mixto de Ayuda Social y la Caja 




Costarricense de Seguro Social. 




c) Un representante de la Secretaría Técnica de la Redcudi.  




d) Un representante del sector formado por las asociaciones u organizaciones no 




gubernamentales, dedicadas a administrar y atender los centros de atención integral.  




e) Un representante del Colegio de Trabajadores Sociales."  




 "Artículo 15.- Solicitud  




Quienes soliciten establecer cualquiera de las modalidades de atención integral 




deberán presentar el proyecto de atención integral ante la Secretaría Ejecutiva del Consejo y 




la solicitud de habilitación ante el Área Rectora de Salud del Ministerio de Salud, y cumplir los 




requisitos mínimos que para tal efecto se ordenan en la presente ley y sus reglamentos, así 




como en la Ley N.º 7600, Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad, de 




2 de mayo de 1996."  




Rige a partir de su publicación.  




Dado en la Presidencia de la República.-San José, a los veinticuatro días del mes de 




marzo del año dos mil catorce. 




 




 El Instituto Mixto de Ayuda Social (IMAS), como parte de sus acciones en materia de fortalecimiento 
de la normativa dirigida a la protección de los derechos de las PME, generó los decretos pertinentes 
para orientar el Programa Avancemos, que subsidia familias, a efecto de que las PME se mantengan 
en el sistema educativo:  




 
Reforma Reglamento de Operación del Programa Avancemos 
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Nº 37765-MP-MEP-MBSF 
 




LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, 
 




EL MINISTRO DE LA PRESIDENCIA, 
 




EL MINISTRO DE EDUCACIÓN PÚBLICA 
 




Y EL MINISTRO DE BIENESTAR SOCIAL Y FAMILIA 
 




En ejercicio de las facultades y atribuciones que les confieren los artículos 140, incisos 3), 
8) 18) 20); 72 y 146 de la Constitución Política; los numerales 25 inciso 1), 27 inciso 1), 28 inciso 2), 
acápite b), de la Ley Nº 6227 del 2 de mayo de 1978, Ley General de la Administración Pública; los 
artículos 2, 3, 4 y 6 de la Ley Nº 4760 del 4 de mayo de 1971, Ley de Creación del Instituto Mixto de 
Ayuda Social; y el Decreto Ejecutivo Nº 34582-MP-PLAN de 4 de junio de 2008, Reglamento 
Orgánico del Poder Ejecutivo y sus reformas. 
 




Considerando: 




1º-Que el Decreto Ejecutivo Nº 33154-MP-MIDEPLAN-MEP-MTSS-MIVAH establece la 
creación del Programa de Transferencia Monetaria Condicionada, denominado "Avancemos", con el 
objetivo de promover el mantenimiento en el sistema educativo formal de adolescentes y jóvenes 
pertenecientes a familias en condición de pobreza; y que este Programa se incluye en el Plan 
Nacional de Desarrollo 2011-2014. 




2º-Que el Decreto Ejecutivo Nº 34786-MP-S-MEP, define que le corresponde al Instituto 
Mixto de Ayuda Social (IMAS), ser el único responsable de la administración de los recursos de las 
Transferencias Monetarias Condicionadas que forman parte del Programa Avancemos. 




3º-Que existe la necesidad de mantener dicho programa, como medio para revertir los 
procesos de abandono, rezago y fracaso escolar, entre los sectores sociales en condición de 
pobreza, vulnerabilidad, riesgo y exclusión social. Asimismo, para reducir la pobreza, favorecer la 
universalización de la secundaria, contribuir a enfrentar y prevenir el trabajo infantil, y proteger a las 
personas adolescentes trabajadoras por medio de la reinserción o permanencia en el sistema 
educativo. 




4º-Que es necesario actualizar, ajustar y precisar los lineamientos de operación, los montos 
del beneficio económico y las condicionalidades del Programa Avancemos, para mejorar su gestión 
y optimizar el uso de los recursos públicos. 




5º-Que los objetivos del Programa Avancemos son atinentes a los fines y competencias del 
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IMAS, y las demás instituciones participantes, según lo establece el artículo 5º del Decreto Nº 
33154-MP-MIDEPLAN-MEP-MTSS-MIVAH. 




6º-Que el IMAS incorporó en sus respectivo Plan Operativo Institucional del 2013, la meta y 
presupuesto del Programa Avancemos.  




7º-Que mediante Acuerdo Nº 6 del 8 de mayo de 2010, se otorgó al Presidente Ejecutivo del 
Instituto Mixto de Ayuda Social, el rango de Ministro de Bienestar Social y Familia, el cual según 
 Decreto Ejecutivo Nº 36646-MP-PLAN, del 14 de junio de 2011, Reforma al Reglamento Orgánico 
del Poder Ejecutivo, ocupa la rectoría del Sector Social y Familia. Por tanto, 
 
decretan: 
 




Reforma al Decreto Ejecutivo Nº 34210-MP-MEP-MIVAH, Reglamento de Operación del Programa 
Avancemos para el año 2008 
 




Artículo 1.-Refórmese el título del Decreto Ejecutivo Nº 34210-MP-MEP-MIVAH, 
denominado "Reglamento de Operación del Programa Avancemos para el año 2008", para que se 
lea así: "Reglamento General del Programa Avancemos". 




 
Artículo 2.-Se reforman los artículos 5, 6, 8 y 12, del Decreto Ejecutivo N° 34210-MP-MEP-




MIVAH, del 18 de diciembre del 2007, para que se lean así: 




Artículo 5º-Lineamientos generales del Programa para las entidades ejecutoras. 




1. La población beneficiaria deberá estar calificada en condición de pobreza, 
vulnerabilidad, riesgo o exclusión social, de conformidad con los criterios e 
instrumentos de selección del IMAS. 




2. La incorporación de los/as beneficiarios al Programa exige la matrícula en el 
sistema educativo formal en secundaria, en cualquiera de sus modalidades. Para 
estimular el rendimiento educativo de las y los estudiantes incorporados al 
Programa Avancemos, estos sólo podrán repetir, por dos veces consecutivas, un 
mismo nivel educativo; salvo casos debidamente justificados por la dirección del 
centro educativo o el profesional ejecutor del IMAS, en los cuales el estudiante 
podrá repetir un mayor número de veces el mismo nivel.  




3. Los casos de adolescentes y jóvenes mayores de 11 años que no han concluido 
la educación primaria podrán ser incluidos en el Programa Avancemos como un 
proyecto específico, aprobado por el Consejo Directivo del IMAS, previa valoración 
técnica. 
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4. Las familias, en tanto corresponsables del programa, deberán suscribir un 
documento mediante el cual adquieren como mínimo los siguientes compromisos, 
como requisito para tener acceso a los beneficios del programa: 




a) Apoyar y asegurar la asistencia puntual y permanente de quienes estudian en 
el centro educativo. 




b) Apoyar a quienes estudian para que aprueben el curso lectivo. 




c) Garantizar que el estudiante o la estudiante no reciban otra transferencia, 
subsidio o beca, para el mismo fin. 




d) Velar porque el estudiante o la estudiante reciba los cuidados de salud, 
cuando así lo requiera. 




5. Las familias no podrán recibir transferencias o becas destinadas a un mismo fin, 
para un estudiante incorporado al Programa Avancemos, por parte del IMAS y 
FONABE; para lo cual se establecerán adecuados mecanismos de coordinación 
para evitar esta duplicación. 




Artículo 6º-Características del beneficio. El programa está orientado a incorporar, mantener o 
reincorporar a las y los estudiantes en la educación formal secundaria, en sus diversas 
modalidades, por medio de una transferencia económica que complemente el ingreso familiar. Se 
establece una transferencia escalonada que aumenta de conformidad con el año cursado, de 
modo tal que se convierte en un incentivo del éxito o aprovechamiento educativo. La escala 
básica que regirá a partir del año 2013, según nivel educativo, será la siguiente:  




Nivel 
 




Monto Mensual 
 




Monto Anual 
 




Mínimo 
 




Monto Anual Máximo 
 




7º 
 




¢15.000ºº 
 




¢180.000ºº 
 




¢239.000ºº 
 




8º 
 




¢20.000ºº 
 




¢240.000ºº 
 




¢299.000ºº 
 




9º 
 




¢25.000ºº 
 




¢300.000ºº 
 




¢419.000ºº 
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El IMAS estará obligado a girar el monto mínimo, siempre y cuando exista la disponibilidad de los 
recursos presupuestarios. El monto máximo solo aplicará para casos especiales autorizados por 
la Gerencia General de esta institución, previo criterio técnico de la Subgerencia de Desarrollo 
Social. También cuando, por no contar con la información actualizada del nivel educativo u otras 
causas, en las que no medie el dolo, a una familia se le asigne un monto superior al mínimo 
establecido. 




 




Estos montos podrán ser ajustados, de acuerdo con la disponibilidad de recursos, por el 
Consejo Directivo del IMAS, sin necesidad de reformar el presente reglamento. Igualmente, 
cuando una familia beneficiaria reciba, por causas ajenas a su voluntad, un monto mayor al 
estipulado en la escala anterior o al fijado por el Consejo Directivo del IMAS, no estará obligada a 
devolver la suma de más recibida, siempre que no supere el monto máximo anual establecido. 
Sin embargo, en el transcurso del año lectivo correspondiente, el IMAS podrá realizar, de oficio, 




10º 
 




¢35.000ºº 
 




¢420.000ºº 
 




¢539.000ºº 
 




11º 
 




¢45.000ºº 
 




¢540.000ºº 
 




¢599.000ºº 
 




    




12º 
 




¢50.000ºº 
 




¢600.000ºº 
 




¢719.000ºº 
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los ajustes necesarios para recuperar, total o parcialmente, las sumas giradas de más, cuando 
queden por depositar sumas pendientes del Programa Avancemos, a favor de la familia. 




Artículo 8º-De las condicionalidades para recibir el beneficio. En el marco de la ejecución del 
Programa Avancemos se establecen dos condicionalidades que las familias y los estudiantes 
beneficiarios deben cumplir:  




a) Obligatoria: Condicionalidad educativa, que consiste en la asistencia y permanencia del 
estudiante en el sistema educativo nacional en el nivel de secundaria, durante el curso 
lectivo. 




 




b) Opcional: participar en actividades de voluntariado en el campo ambiental o social, 
organizadas por el centro educativo, instituciones públicas y entidades privadas que 
suscriban convenios con el IMAS. Esta condición, siempre y cuando el número de horas 
dedicadas al proyecto, no afecte el rendimiento escolar. El control o seguimiento de esta 
condición será de exclusiva responsabilidad del centro educativo o de la entidad 
organizadora.  




Artículo 12.-Del uso de los recursos. El IMAS podrá proceder al cobro de los recursos 
girados, aplicando el procedimiento del artículo 308 de la Ley General de la Administración 
Pública, en el caso de aquellas familias que hayan recibido el beneficio en el primer semestre del 
año, pero que no realizaron la matrícula de los beneficiarios en el sistema educativo; siempre y 
cuando exista evidencia de que los beneficiarios no emplearon los recursos para la atención de 
las necesidades básicas. 




Artículo 3°-De las derogatorias: Se derogan las disposiciones de igual o inferior rango que 
se opongan a lo dispuesto en el presente decreto. 




Artículo 4°-Rige a partir de su publicación en el Diario Oficial La Gaceta.  




Dado en la Presidencia de la República, en San José, a los treinta días del mes de abril del 
dos mil trece. 
 




El protocolo para la atención y protección de las PME extranjeras no 
acompañadas o separadas de su familia. 




Su objetivo principal es establecer el procedimiento a seguir por parte de la DGME y el PANI para 




regular la situación de las personas menores de edad extranjeras no acompañadas o separadas de 




su familia, a fin de identificar y procurar una solución duradera que resuelva sus necesidades de 




atención y protección integral por medio de la intervención interinstitucional, que considere sus 




opiniones y conduzca a resolver su situación. 
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 Protocolo de Regularización de la permanencia de las PME que están bajo la protección del 




PANI: 




Su objetivo es asegurar el cumplimiento del derecho a la identidad de las PME que están bajo 




protección del PANI, a través del otorgamiento de una categoría migratoria que le facilite su 




integración en el país. A tal efecto se puede otorgar una categoría migratoria especial. 




 Protocolo para la atención de las personas menores de edad extranjeras, cuyos padres, 




madres, familiares o personas responsables se encuentran sometidos a un proceso de 




deportación. 




El objetivo de este protocolo es garantizar la protección integral de las PME cuyo padre, madre, 




familiares o personas responsables se ven sometidos a procesos de deportación. Se establece una 




valoración para verificar la situación de las personas menores de edad conforme a sus 




circunstancias particulares y sobre la existencia o no de condiciones de riesgo o vulnerabilidad 




conforme al interés superior, a efecto de definir la conveniencia de que la pme retorne o no a su país 




de origen, se traslade a un tercer país o permanezca en Costa Rica.  




 Protocolo para la detección, atención y protección integral de las personas menores de edad 




que requieren protección internacional, sean solicitantes de la condición de refugiado, 




refugiadas o apátridas.  




Este protocolo pretende orientar el trabajo conjunto de las instituciones del Estado, las ONG y 




organismos internacionales para brindar protección integral a las personas menores de edad que 




requieren de la protección internacional en calidad de solicitantes de la condición de refugiado, 




refugiados o apátridas. 




 




 Protocolo de Actuación de los y las Funcionarios(as) de la DGME-INA-PANI para atender a 




las PME estudiantes extranjeros, que requieren regularizar su situación migratoria. 




En el año 2014,  en el marco de una relación de cooperación, hoy vigente, entre la Comisión 
Tripartita y el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), se elaboró este protocolo, concebido con el 
objetivo de crear mecanismos que, en el marco de un plan de trabajo conjunto, permitan atender y 
proteger de una forma eficiente y eficaz a las PME que estudian en el INA y requieren regularizar su 
situación migratoria, analizando los casos que pueden presentarse desde el principio orientador del 
Interés Superior del Niño y la normativa vigente. 
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Es importante mencionar, que el país integra la Red de Funcionarios de Enlace en Materia de 




Protección a Niñas, Niños y Adolescentes Migrantes de la Conferencia Regional sobre Migración.  




En esta Red participan los siguientes países: Canadá, Costa Rica, El Salvador, Estados Unidos, 




Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, Panamá y República Dominicana. 




La Red tiene como objetivo consensuar un conjunto de acciones que permitan garantizar la 




protección de los derechos humanos, en particular de niñas, niños y adolescentes migrantes, en los 




países de origen, tránsito, destino y retorno mediante la identificación y el desarrollo de medidas 




concretas en el marco de un plan de trabajo; así  como el garantizar la protección consular 




impulsando acciones para la protección de niños, niñas y adolescentes migrantes. En la primera 




reunión, celebrada en marzo del 2017, se elaboró un  plan de trabajo a un periodo de 5 años. 




 




(Anexo 1. 19. 19) 




 




Nº 546- INS - 2015.- REGISTRO CIVIL, DEPARTAMENTO CIVIL, SECCIÓN INSCRIPCIONES.- San 




José, a las diez  horas con veinticuatro  minutos  del veinte de julio de dos mil quince.- 




DILIGENCIAS DE INSCRIPCIÓN DE NACIMIENTO PAMELA CHARLOTTE 




GUTIERREZ GATICA.- 




RESULTANDO 




1.- Que mediante certificado de declaración número 1545081, se solicitó a este Registro se inscribiera el 




nacimiento de PAMELA CHARLOTTE GUTIERREZ GATICA, por parte del Licenciado Jorge Urbina Soto, 




Apoderado General Judicial del Patronato Nacional de la Infancia.- 




2.- Que en los procedimientos, se han observado las prescripciones de ley y no se notan defectos u 




omisiones que deban corregirse o causen nulidad.- 




CONSIDERANDO 




I.- HECHOS PROBADOS: De importancia para la resolución del presente caso, se tienen los siguientes: 




a) Que PAMELA CHARLOTTE GUTIERREZ GATICA, mujer, nació en Nicaragua, en fecha dieciocho de 




marzo de dos mil cuatro (ver folios 8). b) Que mediante sentencia número 279-2013 de las quince horas 




cincuenta y seis minutos del diez de mayo del dos mil trece, del Juzgado Penal Juvenil y de Familia del 




Segundo Circuito Judicial de Alajuela se declara en Estado de Abandono con fines de adopción a la 
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persona menor de edad PAMELA CHARLOTTE.- 




II.- SOBRE EL FONDO: OBLIGACION JURIDICA DEL ESTADO COSTARRICENSE.   La Sala 




Constitucional en resolución  de las nueve horas cinco minutos del veintisiete de abril de dos mil doce en 




cuanto a la Obligación Jurídica del Estado Costarricense ante casos como el que nos ocupa señala: 




 




“... Cuando la amparada era una niña y fue hallada en territorio costarricense en estado de 




abandono, de padres desconocidos; al hacerse cargo de su tutela o guarda, el Estado tenía 




la obligación de regularizar su situación jurídica. Lo anterior no solo por seguridad jurídica, 




sino porque como ya se vio en el precedente antes citado, toda persona tiene derecho a una 




nacionalidad, y además, porque de acuerdo con el Derecho de la Constitución y sus 




compromisos internacionales, la menor de edad que encontró en su territorio, de padres 




ignorados, que también es de una etnia autóctona que tiene asentamientos en la frontera de 




Costa Rica y Panamá, debía recibir esa protección en forma inmediata:   




ARTICULO 7 




1. El niño será registrado inmediatamente después de su nacimiento y tendrá derecho desde 




éste a un nombre, a adquirir una nacionalidad y, en la medida de lo posible, a conocer a sus 




padres y a ser cuidado por ellos. 




2. Los Estados Partes velarán por la aplicación de estos derechos de conformidad con su 




legislación nacional y las obligaciones que hayan contraído en virtud de los instrumentos 




internacionales pertinentes en esta esfera, sobre todo cuando el niño resultara de otro modo 




apátrida´(ver Convención sobre los Derechos del Niño aprobada mediante Ley No. 7184 




del18 de julio de1990). 




Las consecuencias indebidas de no haber procedido de esa forma jurídica se ven 




actualmente en este caso, en que una persona que vive en este país desde niña, todavía no 




tiene, de Derecho, un nombre (porque no está inscrita en el Registro Civil), y tampoco puede 




ejercer sus derechos civiles. Por estas razones es que el amparo es procedente, sin importar 




si la persona es actualmente mayor de edad, porque se trata de un derecho que le 




correspondía desde que, bajo el estado de cosas (de lugar, de tiempo, además de la 
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desprotección y abandono) en que fue hallada, el Estado le brindó su tutela a través del ente 




autónomo al que se le ha encomendado la protección de la niñez…” 




 




IV.- LEGISLACIÓN APLICABLE AL FONDO DE LA INSCRIPCIÓN 




Constitución Política de Costa Rica 




“ARTÍCULO 51.- La familia, como elemento natural y fundamento de la sociedad, tiene 




derecho a la protección del Estado. 




Igualmente tendrán derecho a esa protección la madre, el niño, el anciano y el enfermo 




desvalido. 




Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (vigente desde el 3 de 




enero de 1976) 




 




Artículo 10. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que: (…) 




3. Se deben adoptar medidas especiales de protección y asistencia en favor de todos los 




niños y adolescentes, sin discriminación alguna por razón de filiación o cualquier otra 




condición. (…) 




 




Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (vigente desde el 23 de marzo de 1976) 




Artículo 23.  




1. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y tiene derecho a la 




protección de la sociedad y del Estado. (…) 




 




Artículo 24. 




1. Todo niño tiene derecho, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, 




idioma, religión, origen nacional o social, posición económica o nacimiento, a las medidas de 
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protección que su condición de menor requiere, tanto por parte de su familia como de la 




sociedad y del Estado. (…) 




Convención Interamericana sobre Derechos Humanos. Pacto de San José de Costa Rica 




(vigente desde el 18 de julio de 1978) 




Artículo 19. Todo niño tiene derecho a las medidas de protección que su estado de menor 




requieren por parte de su familia, de la sociedad y del Estado. 




Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de 




Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Protocolo de San Salvador (vigente desde el 16 




de noviembre de 1999) 




 




Artículo 16. Todo niño sea cual fuere su filiación tiene derecho a las medidas de protección 




que su condición de menor requieren por parte de su familia, de la sociedad y del Estado. 




Todo niño tiene el derecho de crecer al amparo y bajo la responsabilidad de sus padres; 




salvo circunstancias excepcionales, reconocidas judicialmente, el niño de corta edad no 




debe ser separado de su madre. (…) 




Convención sobre los Derechos del Niño (vigente desde el 2 de setiembre de 1990) 




Artículo 2 




1. Los Estados Partes respetarán los derechos enunciados en la presente Convención y 




asegurarán su aplicación a cada niño sujeto a su jurisdicción, sin distinción alguna, 




independientemente de la raza, el color, el sexo, el idioma, la religión, la opinión política o de 




otra índole, el origen nacional, étnico o social, la posición económica, los impedimentos 




físicos, el nacimiento o cualquier otra condición del niño, de sus padres o de sus 




representantes legales. (…) 




Artículo 3 




1. En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o 




privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los órganos 




legislativos, una consideración primordial a que se atenderá será el interés superior del niño.  
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2. Los Estados Partes se comprometen a asegurar al niño la protección y el cuidado que 




sean necesarios para su bienestar, teniendo en cuenta los derechos y deberes de sus 




padres, tutores u otras personas responsables de él ante la ley y, con ese fin, tomarán todas 




las medidas legislativas y administrativas adecuadas.(…) 




Artículo 5 




Los Estados Partes respetarán las responsabilidades, los derechos y los deberes de los 




padres o, en su caso, de los miembros de la familia ampliada o de la comunidad, según 




establezca la costumbre local, de los tutores u otras personas encargadas legalmente del 




niño de impartirle, en consonancia con la evolución de sus facultades, dirección y orientación 




apropiadas para que el niño ejerza los derechos reconocidos en la presente Convención. 




Artículo 8 




1. Los Estados Partes se comprometen a respetar el derecho del niño a preservar su 




identidad, incluidos la nacionalidad, el nombre y las relaciones familiares de conformidad con 




la ley sin injerencias ilícitas. 




2. Cuando un niño sea privado ilegalmente de algunos de los elementos de su identidad o 




de todos ellos, los Estados Partes deberán prestar la asistencia y protección apropiadas con 




miras a restablecer rápidamente su identidad. 




Artículo 12 




1. Los Estados Partes garantizarán al niño que esté en condiciones de formarse un juicio 




propio el derecho de expresar su opinión libremente en todos los asuntos que afectan al 




niño, teniéndose debidamente en cuenta las opiniones del niño, en función de la edad y 




madurez del niño.  




2. Con tal fin, se dará en particular al niño oportunidad de ser escuchado, en todo 




procedimiento judicial o administrativo que afecte al niño, ya sea directamente o por medio 




de un representante o de un órgano apropiado, en consonancia con las normas de 




procedimiento de la ley nacional. 




 




Código de la Niñez y la Adolescencia (Ley 7739 de 11 de diciembre de 1997) 
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Artículo 5. Interés superior. Toda acción pública o privada concerniente a una persona 




menor de dieciocho años, deberá considerar su interés superior, el cual le garantiza el 




respeto de sus derechos en un ambiente físico y mental sano, en procura del pleno 




desarrollo personal. 




La determinación del interés superior deberá considerar: 




a) Su condición de sujeto de derechos y responsabilidades. 




b) Su edad, grado de madurez, capacidad de discernimiento y demás condiciones 




personales. 




c) Las condiciones socioeconómicas en que se desenvuelve. 




d) La correspondencia entre el interés individual y el social. 




Artículo 23. Derecho a la identidad. Las personas menores de edad tendrán derecho a un 




nombre, una nacionalidad y un documento de identidad costeado por el Estado y expedido 




por el Registro Civil. (…) 




Es por esta razón, que la decisión que se tomará, es en aplicación de los principios anunciados y de 




la legislación transcrita en torno a la protección del derecho a la identidad personal, que como se dijo 




es considerado un derecho humano y por ende protegido a través de una serie de instrumentos 




internacionales ratificados por nuestro país.  En consecuencia, en el presente caso  se tiene por 




demostrado que la niña Pamela Charlotte Gutiérrez Gatica fue declarada en estado de abandono con 




fines adoptivos produciendo la extinción total y permanente de los derechos de autoridad parental o 




patria potestad de los progenitores, quedando la niña bajo la protección única y exclusiva del Estado a 




través de la representación legal del Patronato Nacional de la Infancia, en consecuencia, lo procedente 




es  dar curso a la solicitud presentada por parte del Representante Legal del Patronato Nacional de la 




Infancia y ordenar la  inscripción del nacimiento de PAMELA CHARLOTTE GUTIERREZ GATICA.  




POR TANTO 




INSCRÍBASE como costarricense por nacimiento a PAMELA CHARLOTTE GUTIERREZ GATICA 




mujer, nació en República de Nicaragua, a las NO INDICA horas del  dieciocho de marzo del año 
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dos mil cuatro, no indica datos de los padres, en la Sección de Nacimientos de la Provincia de San 




José. CONSÚLTESE al Tribunal Supremo de Elecciones. Se le hace saber a la parte interesada, el 




derecho que tiene de apelar esta resolución en el término de tres días posteriores a la notificación, de 




conformidad con el artículo 112 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Elecciones y del Registro 




Civil.  NOTIFÍQUESE.-  
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ANEXO 1. 20) y 21) 1) 




 




Ley Orgánica del Ambiente en sus artículos 1 y 2: 




“Artículo 1.- Objetivos. La presente ley procurará dotar, a los costarricenses y al Estado, de los instrumentos 
necesarios para conseguir un ambiente sano y ecológicamente equilibrado. 




 
 
 
 




Lic. Luis Guillermo Chinchilla Mora 




                 Oficial Mayor Civil 




Licda. Carolina Phillips Guardado 




Jefa a. i. de Inscripciones 
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El Estado, mediante la aplicación de esta ley, defenderá y preservará ese derecho, en busca de un mayor 
bienestar para todos los habitantes de la Nación. Se define como ambiente el sistema constituido por los 
diferentes elementos naturales que lo integran y sus interacciones e interrelaciones con el ser humano”. 




“Artículo 2.- Principios Los principios que inspiran esta ley son los siguientes: 




a) El ambiente es patrimonio común de todos los habitantes de la Nación, con las excepciones que 
establezcan la Constitución Política, los convenios internacionales y las leyes. El Estado y los 
particulares deben participar en su conservación y utilización sostenibles, que son de utilidad pública 
e interés social. 




b) Todos tienen derecho a disfrutar de un ambiente sano y ecológicamente sostenible para 
desarrollarse, así como el deber de conservarlo, según el artículo 50 de nuestra Constitución Política. 




c) El Estado velará por la utilización racional de los elementos ambientales, con el fin de proteger y 
mejorar la calidad de vida de los habitantes del territorio nacional. Asimismo, está obligado a 
propiciar un desarrollo económico y ambientalmente sostenible, entendido como el desarrollo que 
satisface las necesidades humanas básicas, sin comprometer las opciones de las generaciones 
futuras. 




d) Quien contamine el ambiente o le ocasione daño será responsable, conforme lo establezcan las 
leyes de la República y los convenios internacionales vigentes. 




e) El daño al ambiente constituye un delito de carácter social, pues afecta las bases de la existencia 
de la sociedad; económico, porque atenta contra las materias y los recursos indispensables para las 
actividades productivas; cultural, en tanto pone en peligro la forma de vida de las comunidades, y 
ético, porque atenta contra la existencia misma de las generaciones presentes y futuras. 




El Estado propiciará, por medio de sus instituciones, la puesta en práctica de un sistema de información con 
indicadores ambientales, destinados a medir la evolución y la correlación con los indicadores económicos y 
sociales para el país”. 




 




ANEXO 1. 20) y 21) 2) 




Los objetivos de Setena son los siguientes: 




1) Concordar la planificación local con lineamientos de carácter regional que permitan articular 
adecuadamente la toma de decisiones sobre el territorio para procurar un desarrollo equilibrado y 
sostenible. 
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2) Concordar la planificación cantonal con lineamientos de planificación señalados para zona 
marítima terrestre, que permitan articular adecuadamente la toma de decisiones sobre el territorio 
para procurar un desarrollo equilibrado y sostenible. 




3) Velar por la aplicación oportuna y pertinente de la normativa y procedimientos administrativos y 
técnicos en materia de evaluación ambiental para prevenir impactos sociales y ambientales 
negativos. 




4) Capacitar funcionarios públicos en adaptación al cambio climático y gestión del riesgo de desastre 
para la infraestructura. 




5) Dictaminar técnicamente sobre cada uno de los estudios la variable ambiental en planes de 
ordenamiento territorial evaluado. 




6) Mejorar la calidad de los servicios públicos en función de las necesidades de la ciudadanía. 




Leyes 




Ley Orgánica del Ambiente 




Ley Forestal 




Ley de Biodiversidad 




Ley de Planificación Urbana 




 




Decretos 




 Procesos de Evaluación Ambiental de Proyectos en General 




Decreto Nº 31849-MINAE-S-MOPT-MAG-MEIC 




Decreto Nº 32712-MINAE (Instructivo de Llenado Formulario D1) 




Decreto Nº 32079-MINAE (Instructivo de Llenado Formulario D2 y Código de Buenas Prácticas) 




Decreto Nº 32966-MINAE (Guía para la Elaboración de Instrumentos de EIA) 




Decreto Nº 34536-MINAE (Reglamento de Fijación de Tarifas de Servicios Brindados por SETENA) 




Decreto Nº 34522-MINAE (Guías Ambientales) 
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 Procesos de Evaluación Ambiental Estratégica 




Decreto Nº 31849-MINAE-S-MOPT-MAG-MEIC 




Decreto Nº 32967-MINAE (Protocolo de Planes Reguladores) 




Decreto Nº 39150-MINAE (Reglamento de Transición para la Revisión y Aprobación de Planes 




Reguladores) 




Decreto Nº 38334-PLAN-MINAE-MIVAH-MOPT-S-MAG (Plan GAM 2013-2030) 




 Generales 




Decreto Nº 36815-MINAE (Reglamento de Organización de la Estructura Interna de Funcionamiento 




de SETENA) 




Acuerdos 




Acuerdo Acta Nº 0140-2008-SETENA (CP-242-2008-SETENA): Publicaciones 




Acuerdo Acta Nº 0087-2008-SETENA: Publicación de Estudio de Impacto Ambiental 




Acuerdo CP-280-2010-SETENA: Requisitos para la Presentación de SHAPE FILE 




Acuerdo CP-042-2011-SETENA: Procedimiento para el Establecimiento de Medidas 




Compensatorias 




Acuerdo CP-36-2011-SETENA: Instructivo Informe de Regencia Ambiental 




Acuerdo ACP-09-2014-SETENA: Motogeneradores de Emergencia para Torres de 




Telecomunicaciones 




Acuerdo ACP-013-2014-SETENA: Respecto a Cierre Técnico de Vertederos 




Acuerdo ACP-014-2014-SETENA: Evaluación para Operación de Torres de Telecomunicaciones 




Acuerdo ACP-015-2014-SETENA: Referente a Presentación de ICOS 




Acuerdo ACP-018-2014-SETENA: Respecto al Análisis Integral de Información para Mejor Resolver 
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Acuerdo ACP-053-2015-SETENA: Sobre la Integración de Variable Ambiental de Planes 




Reguladores 




Acuerdo ACP-069-2015-SETENA: Sobre los Requisitos de Admisibilidad de las Evaluaciones de 




Impacto Ambiental 




Acuerdo ACP-096-2015: Requisitos de Admisibilidad de las Evaluaciones de Impacto Ambiental 




Acuerdo ACP-151-2016: Actualización y Adición de Herramientas e Instrumentos del Manual de 




Procedimientos de SETENA, en Evaluación Ambiental Estratégica 




Acuerdo ACP-152-2016: Requisitos de Validación Profesional en Caso de Plantas de Tratamiento 




para Aguas Residuales 




Acuerdos Resoluciones 




Acuerdo Resolución RES-2370-2004: Trámite, Actividades, Obras o Proyectos muy Bajo Impacto 




Ambiental 




Acuerdo Resolución RES-2253-2008-SETENA: Legitimación Presentación Planes Reguladores 




Acuerdo Resolución RES-2653-2008: Proyecto de muy Bajo Impacto (Ampliación de Resolución) 




Acuerdo Resolución RES-2654-2008: Georeferenciación de Proyectos 




Acuerdo Resolución RES-147-2009: Vigencia de la Viablilidad Ambiental 




Acuerdo Resolución RES-2031-2009: Instalación de Torre de Telecomunicaciones para Sistema 




Móvil Avanzado 3G 




Acuerdo Resolución RES-2286-2009: Restablecimiento del Estudio de Diagnóstico Ambiental - EDA 




Acuerdo Resolución RES-2572-2009: Guía Técnica EDA 




Acuerdo Resolución RES-0123-2010: Instalación de Torre de Telecomunicaciones para Sistema 




Móvil Avanzado 3G 




Acuerdo Resolución RES-730-2010: Adéndum a la Resolución Nº 2286-2009 




Acuerdo Resolución RES-2288-2011: Bitácoras Ambientales 




Acuerdo Resolución RES-2912-2011: Renovación de Consultores 
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Resolución RES-395-2014: Mecanismo a Utilizar para la Conclusión de la Fase de Comentarios y 




Réplica del Desarrollador, de la Audiencia Pública del Proyecto Nueva Terminal de Contenedores 




Moín 




Resolución RES-453-2014: Adición y Aclaración de la Resolución RES-395-214, del Proyecto Nueva 




Terminal de Contenedores de Moín 




Acuerdo Resolución RES-479-2014: Guía Ambiental para la Construcción 




Acuerdo Resolución RES-1834-2016: Rotulación de Proyectos de Viabilidad Ambiental 




Acuerdo Resolución RES-1843-2016: Consideración de Residuos Sólidos Ordinarios 




Resolución RES-2211-2016: Términos de Referencia para Proyectos que Contemplen Instalación y 




Operación de Plantas Desalinizadoras con Ósmosis Inversa 




Resolución RES-2373-2016: Proyectos de muy Bajo Impacto 




 




ANEXO 1. 20) y 21) 3) 




El Tribunal Ambiental Administrativo trabaja con un marco legal amplio, del que se puede mencionar 




la siguiente normativa:  Ley Orgánica del Ambiente, Ley de la Conservación de la Vida Silvestre, Ley 




de Biodiversidad, Ley Forestal, Ley de Uso, Manejo y Conservación de Suelos, Ley de la Zona 




Marítimo Terrestre, Ley General de Salud, Ley de Aguas, Ley General de la Administración Pública, 




Ley de Construcciones, Ley de Planificación Urbana, Código Procesal Contencioso Administrativo, 




Código de Minería, Código Procesal Penal y Código Procesal Civil.  Las competencias del Tribunal 




Ambiental Administrativo pueden verse en la siguiente normativa:  




Ley Orgánica del Ambiente 




Artículo 111. Las competencias del Tribunal Ambiental Administrativo son las siguientes: 




a) Conocer y resolver, en sede administrativa, las denuncias establecidas contra todas las personas, 




públicas o privadas, por violaciones a la legislación tutelar del ambiente y los recursos naturales. 




b) Conocer, tramitar y resolver, de oficio o a instancia de parte, las denuncias referentes a 




comportamientos activos y omisos que violen o amenacen violar las normas de la legislación tutelar 




del ambiente y los recursos naturales. 
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c) Establecer, en vía administrativa, las indemnizaciones que puedan originarse en relación con los 




daños producidos por violaciones de la legislación tutelar del ambiente y los recursos naturales. 




d) Las resoluciones del Tribunal Ambiental Administrativo serán irrecurribles y darán por agotada la 




vía administrativa. 




e) Establecer las multas, en sede administrativa, por infracciones a la Ley para la Gestión Integral de 




Residuos y cualquier otra ley que así lo establezca (inciso adicionado por el artículo 58 aparte c) de 




la ley para la Gestión Integral de Residuos, N° 8839 del 24 de junio de 2010). 




 




ANEXO 1. 20) y 21) 4) 




El Ministerio de Salud, se encarga de tramitar procesos de investigación, de oficio y a denuncia de 
parte, sobre las violaciones de las distintas normativas en las materias relacionadas que puedan 
poner en peligro la salud de las personas en general en todas las áreas. 




Ley General de Salud, Número 5395, San José, a los treinta días del mes de octubre de mil 
novecientos setenta y tres. 




http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.aspx?param1=NRTC




&nValor1=1&nValor2=6581&nValor3=96425&strTipM=TC 




 




ANEXO 1. 20) y 21) 5) 




LEY ORGÁNICA DEL PANI.  “ARTICULO 32.- Atribuciones.  Las Juntas de protección a la niñez y la 




adolescencia dependerán jerárquicamente de la Junta Directiva y tendrán las siguientes atribuciones: 




a) Coordinar, adecuar y ejecutar la aplicación a nivel comunitario de las políticas de protección integral 




dictadas para la niñez y la adolescencia. 




b) Colaborar con las oficinas locales del Patronato Nacional de la Infancia en la ejecución de los planes, 




proyectos y programas diseñados conjuntamente. 




c) Fiscalizar el cumplimiento de las políticas de protección y de prestación de servicios por parte de los entes 




públicos locales y la ejecución de programas por los particulares. Para ello, rendirán informes trimestrales a la 




Junta Directiva del Patronato. 
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d) Facilitar la aplicación local de las sanciones no privativas de libertad de las personas adolescentes 




infractoras. 




e) Informar sobre los casos de su competencia y remitirlos a la autoridad judicial. 




f) Denunciar ante el Ministerio Público los delitos contra la niñez y la adolescencia. 




g) Verificar, en la localidad, los requisitos y las condiciones de trabajo de los menores de edad que 




excepcionalmente requieran laborar. 




h) Vigilar el desarrollo de las labores remuneradas que realicen los menores de edad en la comunidad. 




i) Asesorar y capacitar a los habitantes del lugar para que cumplan con las políticas de niñez y adolescencia. 




j) Dictar los reglamentos para su buen funcionamiento. 




k) Administrar los fondos que se les asignen. 




(Tácitamente ampliado por el artículo 180 del Código de la Niñez y la Adolescencia No.7739 de 6 de enero de 




1998, que señala otras funciones a dichas Juntas de protección)”. 




 




 CÓDIGO DE LA NIÑEZ Y LA ADOLESCENCIA. “ARTÍCULO 180- Otras funciones. Además de las 




funciones específicas señaladas en la Ley Orgánica del Patronato Nacional de la Infancia, las Juntas de 




Protección deberán: 




a) Promover el respeto a los derechos de las personas menores de edad de la comunidad por parte de las 




instituciones, públicas y privadas, ejecutora de programas y proyectos de atención, prevención y defensa de 




derechos; así como el respeto a las garantías procesales que les correspondan en los procedimientos 




administrativos en que sean parte. 




b) Conocer de los informes que deberán remitirle trimestralmente las oficinas locales del Patronato Nacional 




de la Infancia, relativos a la situación de niños y adolescentes a partir de los casos atendidos y los programas 




desarrollados por ellas. Deberán evaluar dichos informes, emitir recomendaciones y divulgarlas en la 




comunidad respectiva, por medio de publicaciones, actividades públicas y otros medios que se consideren 




apropiados. 




c) Emitir las recomendaciones y sugerencias que estime necesarias para garantizar el respeto a los derechos 




de niños y adolescentes, tanto a entidades públicas como privadas locales, como a particulares que ejecutan 




programas y proyectos de atención y defensa”. 
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ARTÍCULO 181.- Creación.   Créanse los comités tutelares de los derechos de la niñez y la adolescencia 




como órganos de las asociaciones de desarrollo comunal, que funcionarán en el marco de la Ley N.º 3859, 




Ley sobre el Desarrollo de la Comunidad, de 7 de abril de 1967, con los siguientes fines: 




 a) Colaborar con la asociación de desarrollo en la atención de la materia relativa a las personas menores de 




edad, su desarrollo, y prevención del riesgo social. 




b) Velar en su comunidad por los derechos y las garantías de esta población. 




(Así reformado por el artículo 3° de la ley N° 9001 del 31 de octubre del 2011) 




 




ANEXO 2. 22) 1) 
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Fortalecimiento de la protección legal de las niñas y las adolescentes mujeres ante 
situaciones de violencia de género asociadas a relaciones abusivas, reforma Código 
Penal, Código Familia, Ley Orgánica TSE y Registro Civil, y Código Civil  




Datos generales:  




Ente emisor:  Asamblea Legislativa  




Fecha de vigencia 
desde:  




13/01/2017  




Versión de la norma:  1 de 1  del 30/11/2016  




Datos de la Publicación:  




Nº Gaceta:  10    del: 13/01/2017   Alcance: 9  
 




   
 
 
 
 




Fortalecimiento de la protección legal de las niñas y las adolescentes mujeres ante situaciones 
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de violencia de género asociadas a relaciones abusivas, reforma Código Penal, Código Familia, 




Ley Orgánica TSE y Registro Civil, y Código Civil  




N° 9406 




LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA 




DECRETA: 




REFORMA DE LOS ARTÍCULOS 159 Y 161 DE LA LEY N° 4573, CÓDIGO PENAL, DE 4 DE 




MAYO DE 1970, Y SUS REFORMAS; REFORMA DE LOS INCISOS 4) y 7) DEL ARTÍCULO 




14, LOS PRIMEROS PÁRRAFOS DE LOS ARTÍCULOS 64 Y 148 Y LOS INCISOS A), C) y D) 




DEL ARTÍCULO 158 Y DEROGATORIA DE LOS INCISOS 1) y 3) DEL ARTÍCULO 16, LOS 




ARTÍCULOS 21, 22, El INCISO 2) DEL ARTÍCULO 28, LOS ARTÍCULOS 36 Y 38 DE LA LEY 




N°  5476, CÓDIGO DE FAMILIA, DE 21 DE DICIEMBRE DE 1973, Y SUS REFORMAS, Y 




DEROGATORIA DEL INCISO 1) DEL ARTÍCULO 39 DE LA LEY N.O 63, CÓDIGO CIVIL, DE 




28 DE SETIEMBRE DE 1887, Y SUS REFORMAS, Y REFORMA DEL ARTÍCULO 89 DE LA 




LEY N°  3504, LEY ORGÁNICA DEL TRIBUNAL SUPREMO DE ELECCIONES Y DEL 




REGISTRO CIVIL, DE 10 DE MAYO DE 1965, Y SUS REFORMAS, PARA El 




FORTALECIMIENTO DE LA PROTECCIÓN LEGAL DE LAS NIÑAS Y LAS ADOLESCENTES 




MUJERES ANTE SITUACIONES DE VIOLENCIA DE GÉNERO ASOCIADAS A RELACIONES 




ABUSIVAS 




 




ARTÍCULO 1.- Se reforman los artículos 159 y 161 de la Ley N°  4573, Código Penal, 




de 4 de mayo de 1970, y sus reformas. Los textos son los siguientes:  




"Artículo 159.- Relaciones sexuales con personas menores de edad. Será 




sancionado con pena de prisión, quien se haga acceder o tenga acceso carnal por vía oral, 




anal o vaginal, con una persona menor de edad, siempre que no constituya delito de violación, 




en los siguientes supuestos:  




1) Con pena de prisión de tres a seis años, cuando la víctima sea mayor de trece y 




menor de quince años de edad,  y el autor sea cinco o más años mayor que está en 




edad.  




 




2) Con pena de prisión de dos a tres años, cuando la víctima sea mayor de quince 
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y menor de dieciocho años, y el autor sea siete o más años mayor que esta en 




edad.  




3) Con pena de prisión de cuatro a diez años, siempre que el autor tenga, respecto 




de la víctima, la condición de ascendiente, tío, tía, hermano o hermana, primo o 




prima por consanguinidad o afinidad, sea tutor o guardador, o se encuentre en una 




posición de confianza o autoridad con respecto de la víctima o su familia, medie o 




no relación de parentesco.  




Los mismos supuestos operarán si la acción consiste en la introducción de uno o 




varios dedos, objetos o animales por la vía vaginal o anal."  




 




"Artículo 161.- Abusos sexuales contra personas menores de edad y personas 




incapaces. Será sancionado con pena de prisión de tres a ocho años, quien de manera 




abusiva realice actos con fines sexuales contra una persona menor de edad o incapaz o la 




obligue a realizarlos al agente, a sí misma o a otra persona, siempre que no constituya delito 




de violación.  




La pena será de cuatro a diez años de prisión cuando:  




 1)  La persona ofendida sea menor de quince años.  




[ ... ]  




8)  El autor se prevalezca de su relación de confianza o autoridad  con la víctima o su 




familia, medie o no relación de parentesco."  




ARTÍCULO 2.- Se reforman los incisos 4) y 7) del artículo 14, los primeros párrafos de 




los artículos 64 y 148 y  los incisos a), e) y d) del artículo 158 de la Ley N°  5476, Código de 




Familia, de 21 de diciembre de 1973, y sus reformas. Los textos son los siguientes:  




"Artículo 14.- Es legalmente imposible el matrimonio:  




[ ... ]  




4) Entre quien adopta y la persona adoptada y sus descendientes; hijos e hijas 




adoptivos de la misma persona; la persona adoptada y los hijos e hijas de quien 




adopta; la persona adoptada y el excónyuge de quien adopta, y la persona que adopta 
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y el excónyuge de quien es adoptado.  




[ ... ]  




 7)  De la persona menor de dieciocho años."  




"Artículo 64.- La nulidad del matrimonio, prevista en el artículo 14 de esta ley, se 




declarará de oficio. El Registro Civil no inscribirá el matrimonio de las personas menores de 




dieciocho años.  




[ .. ·l·"  




"Articulo 148.- Quien ejerza la patria potestad entregará a su hijo mayor o a la persona 




que lo reemplace en la administración, cuando esta concluya por otra causa, todos los bienes y 




frutos que pertenezcan al hijo y rendirá cuenta general de dicha administración.  




[ .. ·l·"  




 "Artículo 158.-  Suspensión de la patria potestad  




La patria potestad termina:  




 a)  Por la mayoridad adquirida.  




[ ... ]  




c) Por la declaratoria judicial de abandono, que se produzca por encontrarse la 




persona menor de edad en riesgo social, de acuerdo con el artículo 175 de este 




Código, y no exista oposición de los padres o cuando, suspendido el derecho, ellos no 




demuestren haber modificado la situación de riesgo para la persona menor de edad, 




en el plazo que el juez les haya otorgado.  




d) Cuando la persona menor de edad haya sido objeto de violación, abuso sexual, 




corrupción o lesiones graves o gravísimas de quienes la ejerzan."  




ARTÍCULO 3.-Se reforma el artículo 89 de la Ley N° 3504, Ley Orgánica del Tribunal 




Supremo de Elecciones (TSE) y del Registro Civil, de 10 de mayo de 1965, y sus reformas. El 




texto es el siguiente:  




"Artículo 89.- Todo costarricense de uno u otro sexo, mayor de dieciocho años, tiene la 




obligación ineludible de adquirir su cédula de identidad."  
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ARTÍCULO 4.-Se derogan los incisos 1) y 3) del artículo 16, los artículos 21, 22, el 




inciso 2) del artículo 28 y los artículos 36 y 38 de la Ley N.° 5476, Código de Familia, de 21 de 




diciembre de 1973, y sus reformas, así como el inciso 1) del artículo 39 de la Ley N.O 63, 




Código Civil, de 28 de setiembre de 1887, y sus reformas.  




Rige a partir de su publicación.  




Dado en la ciudad de San José, a los treinta días del mes de noviembre del años dos 




mil dieciséis. 




 




ANEXO 2. 22) 2) 




CIAMA – PROYECTO MESOAMÉRICA 




El proyecto se realiza en alianza con esfuerzos  locales articulados,  por medio de la creación de dos 




redes regionales  y once áreas locales, en ellas se promueven los derechos en salud sexual y 




reproductiva y el quehacer y competencias de las instituciones en el tema, todo ello en busca de 




mejorar las acciones preventivas y la prestación de servicios en el marco del proyecto y como 




modelo reproducible  a otras regiones del país.  El MS ha coordinado y articulado con varias 




instituciones, incluido el PANI, que se han sumado al proyecto para el cumplimiento de un objetivo 




común, habiéndose alcanzado logros importantes. 




 




● Logros alcanzados por CIAMA – PROYECTO MESOAMÉRICA 




1. El establecimiento por vía decreto de la Norma Nacional para la prevención  y 




atención integral de la salud de las personas adolescentes: componente de salud 




sexual y salud reproductiva. 




2. El establecimiento de la Norma interinstitucional para la prevención y  atención del 




embarazo adolescente La articulación interinstitucional con metas específicas en los 




distintos niveles (local, regional y nacional). 




3. El fortalecimiento de estructuras locales intersectoriales (UCLs) que impulsan las 




acciones para la prevención y atención del embarazo en la adolescencia. 




4. En proceso el  desarrollo del Sistema de Información Nacional de Adolescentes 




(SINA). 




5. La implementación de transformaciones en los servicios de salud específicamente 




en la atención de adolescentes y el desarrollo de herramientas puntuales para la 




atención, la evaluación de riesgos, la referencia y contra-referencia. 
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6. La orientación de la oferta de servicios al desempeño y a resultados, así como  la 




exposición a evaluaciones externas que permite identificar realmente la situación de 




los servicios, las dificultades, las debilidades, las áreas de mejora. 




 




ANEXO 2. 22) 3) 




 




La Dirección de CEN CINAI,  se ha alcanzado los siguientes logros en el, tema de adolescente 




madre: 




● Capacitación 110 funcionarios de dos  regiones acerca de las actividades y el uso de los 




materiales educativos para la ejecución de actividades con adolescentes embarazadas y 




madres que reciben servicios en la institución. 




● Capacitación a 106 funcionarios de ambas regiones en relación con la aplicación de la 




Escala ampliada para la evaluación del desarrollo infantil. 




● Elaboración del Diagnóstico de oferta y demanda de cuido para hijos de adolescentes 




(2014). 




● Ejecución de la Jornada de capacitación a funcionarios de CEN-CINAI (2016), en temas 




sensibilización para el trabajo con grupos de adolescentes madres, importancia y objetivos 




del proyecto, trabajo en red interinstitucional, plan de actividades educativas a cargo de 




CEN-CINAI en el contexto del proyecto, con la participación de 60 funcionarios y 




funcionarias en los tres niveles de gestión en ambas regiones. 




● Fortalecimiento de estrategias de atención para adolescentes madres que reciben los 




servicios en CEN CINAI: 




● Conformación de grupos de adolescentes madres (880 participantes). 




● Realización de sesiones educativas (7 al año) en temas como: autoestima, plan de 




vida, uso de métodos anticonceptivos, alimentación madre y del niño, estimulación 




infantil, etc. 




● Implementación de la ficha de información para el registro de las adolescentes 




madres participantes de las sesiones educativas. 




● Diseño, impresión y reproducción de material de apoyo para las sesiones educativas 




(noviembre 2014 y abril 2015) 




Sistematización de las estrategias implementadas con adolescentes madres en CEN-CINAI, 




mediante la producción de videos informativos y para uso didáctico que describen los 




servicios que brinda la Dirección Nacional de CEN-CINAI, estrategias empleadas con 




adolescentes madres, así como temas sobre salud sexual y salud reproductiva, prevención 
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de embarazos, proyecto de vida, servicios y beneficios que brindan las instituciones 




involucradas en la iniciativa (octubre 2015). 




 




 




ANEXO 2. 22) 4) 




    
    
Total de nacimientos, población y tasa de fecundidad de madres 
menores de 20 años 




1990-2014 
   




    
Año Nacimientos Población Tasa 




    
1990 12.938 292.390 4,42 
1991 13.139 299.102 4,39 
1992 13.200 306.628 4,30 
1993 13.389 314.054 4,26 
1994 14.339 324.822 4,41 
1995 14.760 338.177 4,36 
1996 14.954 353.131 4,23 
1997 15.249 365.647 4,17 
1998 15.374 374.133 4,11 
1999 16.041 382.821 4,19 
2000 16.610 390.843 4,25 
2001 15.461 396.671 3,90 
2002 14.454 401.244 3,60 
2003 14.838 405.889 3,66 
2004 14.786 409.017 3,62 
2005 14.256 409.288 3,48 
2006 13.997 406.824 3,44 
2007 14.481 405.963 3,57 
2008 15.180 405.428 3,74 
2009 14.668 402.884 3,64 
2010 13.256 400.880 3,31 
2011 13.869 400.137 3,47 
2012 14.194 396.569 3,58 
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2013 12.924 390.972 3,31 
2014 12.507 387.756 3,23 
        




Fuente: Estadísticas vitales 1990 - 2014.  Unidad de Estadísticas 




Demográficas.  Instituto Nacional de Estadística y Censos. Octubre 




2015.Proyecciones de población por sexo y edad 1950-205. Noviembre 




2013. 




 




ANEXO 3. 23) y 24) 1) 




Política Nacional para una sociedad libre de racismo, discriminación racial y xenofobia 2014-2025 y 




su Plan de Acción 2015-2018, publicados en La Gaceta No. 224 del 20 de noviembre de 2014 y la 




No. 225 del 12 de noviembre del mismo año. 




 




Para lograr su cometido, y teniendo en consideración que las diferentes poblaciones requieren de 




políticas particularizadas, la Política Nacional para una sociedad libre de racismo, discriminación 




racial y xenofobia 2014-2025 definió siete ejes temáticos, a saber: el fortalecimiento institucional, los 




derechos civiles y políticos, educación y cultura, salud y seguridad social, trabajo digno y derechos 




económicos, nivel de vida adecuado y los derechos al ambiente sano y territorialidad.   




Los ejes temáticos se desarrollan en el Plan de Acción, en donde se definen, entre otras, las 




acciones estratégicas y las instituciones responsables de ejecutarlas. Estas instituciones deben 




incluir en sus propios planes de trabajo y presupuesto, las actividades y tareas que se ejecutarán, de 




conformidad con los compromisos adquiridos. 




La Política Nacional para una Sociedad Libre de Racismo, Discriminación Racial y Xenofobia 2014-




2025 (PNSLRDRX) se elaboró en un espacio de dos años y medio de diálogo con los pueblos afro 




descendientes, indígenas, migrantes, refugiados y las organizaciones de la sociedad civil, 




cumpliendo finalmente, con 13 años de atraso, con el compromiso voluntario señalado que hicimos 




en Durban en el 2001, y que reiteramos posteriormente ante el Consejo de Derechos Humanos en 




nuestro primer Examen Periódico Universal en el año 2009. 




La PNSLRDRX, refleja la clara aspiración del Estado costarricense en convertirse en una sociedad 




más inclusiva y respetuosa de los derechos de las personas sin ningún tipo de discriminación, 




sensible a la diversidad sociocultural y étnica,  regida por principios democráticos en favor del 




bienestar de las personas y la búsqueda de la mayor armonía social, la convivencia pacífica y 




coexistencia  de culturas, personas y  grupos de orígenes diferentes.  El objetivo prioritario de la 




política,  consiste en orientar a las instituciones públicas y al Estado en general, a generar procesos 




de sensibilización, conocimiento, reconocimiento, toma de decisiones y acciones institucionales más 




articuladas y congruentes con las obligaciones de derechos humanos del país.  Así, estas deben de 
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responder de manera adecuada y con enfoques en consonancia con las particularidades, 




características y el contexto histórico de cada una de estas poblaciones. 




Muchas de las reivindicaciones de estas poblaciones en temas como la salud, educación, vivienda y 




seguridad social, coinciden significativamente con los esfuerzos que el Estado ha venido abordando 




con especial interés. 




 
Política Nacional para una sociedad libre de racismo, discriminación racial y xenofobia 2014-2025 y 
su Plan de Acción. 
 




http://www.migracion.go.cr/institucion/leyes%20migratorias/politicas/POLITICA%20NACIO




NAL%20PARA%20UNA%20SOCIEDAD%20LIBRE%20DE%20RACISMO.pdf 




 




http://www.migracion.go.cr/institucion/leyes%20migratorias/otros/PLAN%20DE%20%20%20




%20%20%20ACCION%20PARA%20UNA%20SOCIEDAD%20LIBRE%20DE%20RACISM




O.pdf 




 




 




ANEXO 3. 23) y 24) 2) 




En poblaciones indígenas remotas se trabaja en la construcción de sistemas de abastecimientos de 




agua potable en poblaciones como Alto Conte, Alto Buriki, así como la reconstrucción del  acueducto 




en territorio indígena Maleku. 




 




ANEXO 3. 23) y 24) 3) 




 




Plan Nacional para Afrodescendientes 2015-2018 




http://presidencia.go.cr/wp-content/uploads/2015/10/PLAN-AFRODESCENDENCIA-




DIAGRAMADO.pdf 




 




 




 




ANEXO 3. 23) y 24) 4) 







http://www.migracion.go.cr/institucion/leyes%20migratorias/politicas/POLITICA%20NACIONAL%20PARA%20UNA%20SOCIEDAD%20LIBRE%20DE%20RACISMO.pdf



http://www.migracion.go.cr/institucion/leyes%20migratorias/politicas/POLITICA%20NACIONAL%20PARA%20UNA%20SOCIEDAD%20LIBRE%20DE%20RACISMO.pdf



http://www.migracion.go.cr/institucion/leyes%20migratorias/otros/PLAN%20DE%20%20%20%20%20%20ACCION%20PARA%20UNA%20SOCIEDAD%20LIBRE%20DE%20RACISMO.pdf



http://www.migracion.go.cr/institucion/leyes%20migratorias/otros/PLAN%20DE%20%20%20%20%20%20ACCION%20PARA%20UNA%20SOCIEDAD%20LIBRE%20DE%20RACISMO.pdf



http://www.migracion.go.cr/institucion/leyes%20migratorias/otros/PLAN%20DE%20%20%20%20%20%20ACCION%20PARA%20UNA%20SOCIEDAD%20LIBRE%20DE%20RACISMO.pdf



http://presidencia.go.cr/wp-content/uploads/2015/10/PLAN-AFRODESCENDENCIA-DIAGRAMADO.pdf



http://presidencia.go.cr/wp-content/uploads/2015/10/PLAN-AFRODESCENDENCIA-DIAGRAMADO.pdf
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Planes nacionales y lineamientos regionales seguidos por el país para abordar cualquier disparidad 




en la mortalidad infantil.  




En cuanto a las estrategias para garantizar, de manera integral e inclusiva, el acceso a los servicios 




de salud por parte de la población más vulnerable y perteneciente a minorías y, particularmente, en 




cuanto a las seguidas por el país para abordar cualquier disparidad en la mortalidad infantil: 




En el Plano Regional:   




a. La Estrategia y Plan de acción para la salud integral en la niñez 2012-2017, aprobado por los 




Ministros de la Región de las Américas.  En ella se han incorporado las metas nacionales 




establecidas en la ANNA 2015 -2021 que son competencia del sector salud.  




b. Estrategias para la reducción de la mortalidad y morbilidad neonatal en América Latina y el 




Caribe 2007.  Hace énfasis en la necesidad de crear un ambiente favorable para la promoción y 




elaboración de políticas públicas eficaces en el tema, así como de intervenciones integrales, usando 




el enfoque del continuo de atención de la salud de la madre, del recién nacido/a y del niño/a. 




c. Estrategia y plan de acción regionales sobre la salud del recién Nacido en el contexto del 




proceso continuo de la Atención de la madre, del RN y del Niño.  En la misma línea de la 




anterior tiene como meta mejorar la salud de la madre, del recién nacido y del niño, brindando 




cuidados desde antes del embarazo y de forma continua e integral, basado en la estrecha relación 




que existe entre la salud y el bienestar, incluye a las familias, las mujeres, los recién nacidos/as, los 




niños/as y los/as adolescentes.  




A nivel nacional  se han concretado dos planes:  




a. El Plan estratégico nacional para una maternidad e infancia saludable y segura 2006-2015 




Su propósito es garantizar la salud y el bienestar de las mujeres, las madres, las niñas y los niños, 




mediante el acceso oportuno y la calidad de la atención, cuyos resultados pueden verse en los datos 




de mortalidad infantil del 2006 al 2015.  Los datos recientes de mortalidad infantil pueden verse en: 




http://www.inec.go.cr/sites/default/files/documetos-biblioteca-




virtual/repoblaciondefuncionest052016.pdf 




b. El Plan Estratégico Nacional en VIH y SIDA 2016 – 2021.  




Como objetivo específico pretende “Garantizar medidas preventivas de profilaxis de transmisión 




perinatal de VIH y sífilis congénita”. Dentro de sus acciones estratégicas se encuentra el “Desarrollo 




del Programa de atención materno infantil de VIH y sífilis congénita”. Ver el Plan Estratégico 




Nacional en VIH y SIDA 2016 – 2021. 







http://www.inec.go.cr/sites/default/files/documetos-biblioteca-virtual/repoblaciondefuncionest052016.pdf



http://www.inec.go.cr/sites/default/files/documetos-biblioteca-virtual/repoblaciondefuncionest052016.pdf
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https://drive.google.com/file/d/0B7nSW6AhHWQGWHVyTDF6MGlCNEU/vi




ew 




En esta materia la CCSS elaboró el “Lineamiento Técnico para la Detección y Abordaje de Sífilis 




Gestacional en el primer nivel de atención, evaluación y tratamiento de recién nacidos de madres 




con test reactivos por  sífilis", ello para el cantón de Limón.   




 




ANEXO 3. 23) y 24) 5) 




 




ATENCIÓN DE PERSONAS EN TRÁNSITO Y CONDICIÓN IRREGULAR, PERSONAS 




OBJETO DEL TRÁFICO ILÍCITO DE MIGRANTES Y VÍCTIMAS DE TRATA DE PERSONAS, 




PERTENECIENTES A LOS FLUJOS MIGRATORIOS MIXTOS QUE SE ENCUENTREN EN 




TERRITORIO NACIONAL 




N° 057 




 




 




MP-MTSS-MIDEPLAN-S-MSP-RREE-MDHIS-MCM EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, 




LAS MINISTRA DE PLANIFICACIÓN NACIONAL Y POLÍTICA ECONÓMICA Y  CONDICIÓN 




DE LA MUJER Y LOS MINISTROS DE LA PRESIDENCIA, DE TRABAJO Y SEGURIDAD 




SOCIAL, DE SALUD, DE SEGURIDAD PÚBLICA, GOBERNACIÓN Y POLICÍA, DE 




RELACIONES EXTERIORES Y CULTO Y DE DESARROLLO HUMANO E INCLUSIÓN 




SOCIAL. 




De conformidad con las atribuciones conferidas en los artículos 140 incisos 6), 8), 12), 16) y 




20) de la Constitución Política y las atribuciones que les confieren los artículos 25.1, 27.1, 99 y 




100 de la Ley General de la Administración Pública, Ley N° 6227 del 30 de mayo de 1978; y, 




 




CONSIDERANDO 




I.- Que al territorio nacional han ingresado flujos migratorios mixtos, con características 




complejas, que incluyen personas en tránsito y en condición irregular, provenientes de países 




 







https://drive.google.com/file/d/0B7nSW6AhHWQGWHVyTDF6MGlCNEU/view



https://drive.google.com/file/d/0B7nSW6AhHWQGWHVyTDF6MGlCNEU/view
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del continente americano y de origen extra continental. 




II.- Que estos flujos migratorios se enmarcan en la realidad global de movimientos humanos 




masivos, desplazamientos y migraciones de importantes proporciones que derivan de 




situaciones económicas, sociopolíticas y culturales diversas presentes en diferentes países 




alrededor del mundo, siendo Costa Rica un país de tránsito en esta ruta. 




III.- Que esta situación ha demandado que el Estado de Costa Rica ejecute acciones 




inmediatas y extraordinarias, con el fin de resguardar la seguridad nacional y garantizar los 




Derechos Humanos, de conformidad con el Derecho Internacional, así como evitar una crisis 




humanitaria de grandes dimensiones. 




IV.- Que frente a la realidad descrita y estadísticas migratorias, el Gobierno de la República 




cuenta con evidencia de que estos flujos continuarán de manera constante e ininterrumpida, 




por lo que el Estado debe preparar y dirigir su actuar para atender esta situación de manera 




ordinaria y no limitarse a un escenario de atención extraordinaria. 




V.- Que existe la necesidad de garantizar la atención y protección de este grupo poblacional, el 




cual por sus propias características requiere acciones diferenciadas y concretas, procurando el 




uso eficiente y efectivo de recursos públicos. 




VI.- Que existe la posibilidad de que dentro de este grupo poblacional se encuentren personas 




objeto del tráfico ilícito de migrantes y víctimas de trata de personas que requieran también de 




un abordaje diferenciado e integral. 




VII.- Que el Poder Ejecutivo tiene la potestad de dirigir, coordinar y vigilar el buen 




funcionamiento de la Administración Pública tanto central como descentralizada, siendo 




fundamental la implementación de los principios de coordinación interinstitucional, eficacia y 




eficiencia para atender situaciones como la descrita. 




VIII.- Que en razón de ejecutar el mandato descrito en el Considerando anterior, el Poder 




Ejecutivo conformó los sectores, cada uno dirigido por un ministro rector, según lo establecido 




en el Reglamento Orgánico del Poder Ejecutivo, Decreto Ejecutivo n.° 38536-MP-PLAN del 20 




de agosto de 2014. 




IX.- Que para la atención del caso en específico, es necesario incluir a varios órganos y entes 




pertenecientes a los sectores de Desarrollo Humano e Inclusión Social, Salud, Seguridad 




Ciudadana y Política Internacional, dirigidos por los ministros de Trabajo y Seguridad Social 




(en coordinación con el Ministro de Desarrollo Humano e Inclusión Social), Salud, Seguridad 
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Pública y Relaciones Exteriores y Culto, respectivamente. 




X.- Que el Poder Ejecutivo considera de máximo interés público determinar,  mediante la 




presente Directriz, las competencias de los diferentes órganos y entes que participan en la 




atención del fenómeno migratorio descrito anteriormente. 




XI.- Que conforme lo dispuesto en el artículo 1º de la Ley General de Salud, Ley n.° 5395 del 




30 de octubre de 1973, se deriva la obligación del Estado de garantizar la atención integral en 




salud de las personas que se encuentren en el territorio nacional, bajo el principio de 




coordinación interinstitucional, debiendo cada actor estatal atender la situación dentro del 




ámbito propio de sus competencias. Siendo así, a la Caja Costarricense de Seguro Social le 




corresponde, según lo establecido en los artículos 73 de la Constitución Política y 1º de su Ley 




Constitutiva, Ley n.° 17 del 22 de octubre de 1943, el régimen del seguro de salud, que incluya 




acciones en procura de satisfacer las necesidades de salud de la población, bajo el 




correspondiente pago por parte del Estado. 




XII.- Que conforme en lo dispuesto en el artículo 53 de la Ley Contra la Trata de Personas y 




creación de la Coalición Nacional Contra el Tráfico Ilícito de Migrantes y Trata de Personas, 




Ley n.° 9095 del 26 de octubre de 2012, el Fondo Nacional contra la Trata de Personas y el 




Tráfico Ilícito de Migrantes deberá destinar, única y exclusivamente, para el financiamiento de 




los gastos administrativos y operativos para la prevención, investigación, persecución y 




detección del delito de trata de personas; atención integral, protección y reintegración social de 




las víctimas de trata de personas acreditadas, nacionales y extranjeras, así como el combate 




integral del delito de tráfico ilícito de migrantes. 




Por tanto, emiten la siguiente, 




DIRECTRIZ 




"SOBRE LA ATENCIÓN DE LAS PERSONAS EN TRÁNSITO Y EN 




CONDICIÓNIRREGULAR, PERSONAS OBJETO DEL TRÁFICO ILÍCITO DE MIGRANTES Y 




VÍCTIMAS DE TRATA DE PERSONAS, PERTENECIENTES A LOS FLUJOS MIGRATORIOS 




MIXTOS QUE SE ENCUENTRAN EN EL TERRITORIO NACIONAL" 




 




Artículo 1°.- Objeto. Esta Directriz tiene como objetivo establecer lineamientos para la debida 




coordinación y colaboración interinstitucional que permita atender, de manera integral, a las 




personas en tránsito y en condición irregular, personas objeto del tráfico ilícito de migrantes y 
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víctimas de trata de personas, pertenecientes a los flujos migratorios mixtos que se encuentran 




en el territorio nacional. 




Artículo 2°.- Orden e instrucción. Se ordena a los órganos del sector central y se instruye el 




accionar de los entes del sector descentralizado, según corresponda, para que bajo el principio 




de coordinación interinstitucional y los principios del servicio público, establecidos en el artículo 




4° de la Ley General de la Administración Pública, atiendan a las personas en tránsito y en 




condición irregular, personas objeto del tráfico ilícito de migrantes y víctimas de trata de 




personas, pertenecientes a los flujos migratorios mixtos que se encuentran en el territorio 




nacional. Lo anterior, según lo establecido en el artículo 4° de esta Directriz. 




Artículo 3°.- Obligación de las personas funcionarias. Es obligación de todas las personas 




funcionarias respetar de manera integral los derechos humanos de esta población, derivados 




del marco normativo nacional e internacional sobre la materia. 




Artículo 4°.-Distribución de competencias. La atención a las personas en tránsito y en 




condición irregular, personas objeto del tráfico ilícito de migrantes y víctimas de trata de 




personas, pertenecientes a los flujos migratorios mixtos que se encuentran en el territorio 




nacional, se realizará en tres niveles, cada uno conformado por las instituciones y 




competencias que se mencionan a continuación: 




a) Resguardo y seguridad transfronteriza. 




                    1. Ministerio de Seguridad Pública. 




i. Resguardar, por medio de efectivos policiales, los diferentes puntos de la 




frontera nacional, para asegurar que el ingreso se realice por los puntos 




fronterizos destinados al efecto. 




ii. Informar a las distintas autoridades sobre la llegada y salida de estos flujos 




migratorios. 




iii. Coordinar con la Policía Profesional de Migración las medidas 




correspondientes al control de ingreso y egreso de esta población. 




b) Atención de las personas migrantes. 




1. Caja Costarricense de Seguro Social. 




i. Brindar atención básica en salud por enfermedades, así como de urgencias y 




emergencias. La población será atendida en los servicios de la CCSS según el 
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marco jurídico vigente para el acceso a los servicios de salud, incluida mujeres 




embarazadas y menores de edad. El costo de esta atención estará a cargo del 




Estado. 




2. Comisión Nacional de Emergencias. 




i. Brindar asesoría técnica a las instituciones encargadas de habilitar y operar 




los centros de atención o albergues para esta población, junto a asesoría en la 




formulación de planes de inversión para el cumplimiento de las competencias en 




la materia. 




ii. Mantener los centros de atención o albergues para atender esta población 




que tienen en funcionamiento hasta tanto no se determine que sean asumidos 




por otra institución. 




3. Dirección General de Migración y Extranjería. 




i. Fungir como coordinador operativo y técnico en la labor interinstitucional para 




la atención integral de la materia. 




ii. Mantener un procedimiento especializado de regularización y documentación 




de la población migrante en tránsito masivo. 




iii. Habilitar y operar los centros de atención temporal para migrantes, albergues 




u áreas con servicios para esta población, para lo cual podrá coordinar acuerdos 




o convenios de cooperación y/o de prestación de servicios con la Benemérita 




Cruz Roja Costarricense y la Comisión Nacional de Emergencias, como apoyos 




técnico en el marco de asistencia humanitaria para la ejecución de esta labor. 




iv. Desarrollar acciones puntuales para que los procesos de regularización y 




control migratorio se den en el marco de la atención humanitaria y la protección 




a la población vulnerable. 




v. Recibir de las instituciones involucradas los insumos correspondientes e 




información precisa respecto a cada uno de los procesos de atención o 




asistencia que se realiza a estos flujos migratorios para ejecutar el 




procesamiento de los datos y llevar un adecuado control y manejo de la 




información respecto al ingreso, permanencia y egreso de estas personas 




migrantes en tránsito por territorio nacional. 
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vi. Ejecutar los procesos y trámites de deportación como a derecho corresponde 




y en atención a los principios de la política migratoria. 




vii. Asegurar la vigilancia constante, así como la intervención y activación del 




Protocolo de Actuación para Situaciones Migratorias Especiales en los casos 




que así lo ameritan, así como realizar las entrevistas correspondientes y derivar 




los casos a las instancias respectivas. 




viii. Activar al Equipo de Respuesta Inmediata en los casos que, directamente o 




por interpósita institución, se informe de una posible situación de trata de 




personas. 




ix. Actuar como punto de enlace y de seguimiento para que, por medio de la 




formulación de proyectos, las instituciones que tienen obligación de atender a 




esta población puedan acceder al Fondo Social Migratorio y el Fondo Nacional 




contra la Trata de Personas y el Tráfico Ilícito de Migrantes para ejecutar las 




acciones de su ámbito de competencia. 




x. Formular y ejecutar proyectos necesarios para el cumplimiento y la atención 




efectiva de estos flujos migratorios mixtos en el marco de sus funciones y 




competencias, con recursos de los fondos mencionados en el inciso anterior y el 




Fondo Especial de Migración. 




xi. Coordinar con la Benemérita Cruz Roja el traslado a los centros de salud y la 




atención pre hospitalaria. 




xii. Fungir como órgano asesor en el cumplimiento de las funciones otorgadas al 




Ministerio de Gobernación y Policía en esta Directriz. 




4. Instituto Nacional de las Mujeres. 




i. Desarrollar, ejecutar y supervisar la atención a las mujeres, con especial 




atención a las mujeres embarazadas, la prevención de la violencia en todas sus 




manifestaciones y el hostigamiento sexual, todo lo anterior en el ámbito de su 




competencia. 




ii. Formular campañas que informen sobre los derechos de las mujeres entre la 




población. 




iii. En casos de sospecha de un caso de trata de personas, realizar el informe 
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correspondiente e informar al Equipo de Respuesta Inmediata según lo 




establecido en su Protocolo de Actuación. 




iv. En caso de sospecha de tráfico ilícito de migrantes coordinar lo respectivo 




con las autoridades correspondientes. 




5. Ministerio de Gobernación y Policía. 




i. En su calidad de coordinador del Consejo Nacional de Migración, fungir como 




órgano asesor y supervisor de las acciones que las diversas instituciones 




realicen en su propio ámbito de competencia. Lo anterior, con motivo de que se 




adecuen, tanto al marco normativo vigente como a las políticas sobre materia 




migratoria. 




ii. Procurar la coordinación necesaria entre las instituciones públicas 




competentes, a fin de que se mantenga un mensaje claro de parte del Gobierno 




de la República con las personas migrantes, mediante un equipo de intérpretes 




en los diferentes centros de atención o albergues. 




iii. Coordinar con el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto, la relación con 




los organismos internacionales en la materia. 




6. Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica. 




i. Coadyuvar y asesorar para la formulación de una política pública integral 




sobre la atención a esta población. 




7. Ministerio de la Presidencia y sus dependencias. 




i. Fungir como coordinador político de la labor interinstitucional para la atención 




integral de la materia. 




ii. Efectuar acercamientos con las municipalidades de los cantones impactados 




con el fenómeno migratorio, para buscar la coordinación y cooperación 




necesaria para la utilización y resguardo de los sitios municipales o comunales 




donde se asienten los diferentes centros de atención o albergues. 




iii. Solicitar al Registro Civil del Tribunal Supremo de Elecciones el apoyo para la 




correcta inscripción de los nacimientos. 




iv. Efectuar cualquier otro acercamiento necesario con Poderes de la República, 
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instituciones descentralizadas o municipalidades para cumplir con la atención a 




esta población. 




v. Efectuar la rendición de cuentas de los avances de la atención al tema, en 




colaboración con el Ministerio de Comunicación. 




vi. Coadyuvar en las labores que realicen todas las instituciones mencionadas 




en esta Directriz, de acuerdo a sus competencias. 




8. Ministerio de Salud. 




i. Supervisar el estado y condiciones físico sanitarias de los centros de atención 




o albergues, con especial atención a los espacios donde se albergan a las 




mujeres embarazadas, con bebés y mujeres con discapacidad, adultas mayores 




y con alguna enfermedad. 




ii. Brindar a las instituciones encargadas de estos albergues, recomendaciones 




sanitarias necesarias para el funcionamiento de los centros de atención o 




albergues habilitados. 




iii. Realizar campañas de promoción de la salud para la población migrante que 




incluyan, sin desmérito de otros temas, la higiene personal en los centros de 




atención o albergues, salud sexual y reproductiva, entre otros. 




9. Ministerio de Seguridad Pública. 




i. Brindar la seguridad perimetral necesaria a los centros de atención o 




albergues de esta población. 




10. Patronato Nacional de la Infancia. 




i. Desarrollar, ejecutar y supervisar la atención a los niños, niñas y adolescentes 




de esta población, en el ámbito de su competencia. 




ii. Mantener los centros de atención o albergues para atender esta población 




que tienen en funcionamiento hasta tanto no se determine que sean asumidos 




por otra institución. 




iii. Efectuar la valoración de factores de riesgo y protectores de las personas 




menores de edad que forman parte de esta población, valoración que sustentará 
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la intervención institucional correspondiente. 




iv. Establecer y ejecutar planes de supervisión para garantizar los derechos de 




las personas menores de edad que junto con sus familias deban ser ubicadas 




en centros de atención o albergues. 




v. Supervisar la dinámica relacional y afectiva en que se encuentran los niños, 




niñas y adolescentes al lado de sus familias en estos centros de atención o 




albergues establecidos, para garantizar un ambiente armónico y libre de 




violencia, y apoyar con actividades lúdicas, vestido y alimentación para los 




niños, niñas y adolescentes que lo requieran. 




vi. Dictar medidas de protección cuando se requiera, por situaciones violatorias 




de derechos, detectadas por parte de los adultos que acompañan a las 




personas menores de edad. 




vii. Asumir la protección especial de las personas menores de edad migrantes 




no acompañadas. 




viii. En casos de sospecha de un caso de trata de personas, realizar el informe 




correspondiente e informar al Equipo de Respuesta Inmediata según lo 




establecido en su Protocolo de Actuación. 




ix. En caso de sospecha de tráfico ilícito de migrantes coordinar lo respectivo 




con las autoridades correspondientes. 




c) Abordaje migratorio regional y extra regional. 




1. Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto. 




i. Promover y fortalecer convenios u otros instrumentos bilaterales o 




multilaterales, para establecer procedimientos de abordaje integral a estos flujos 




de personas, con especial atención a la cooperación transfronteriza con los 




países vecinos, así como las estrategias regionales e internacionales que 




coadyuven en la atención de las causas de estos flujos migratorios desde los 




países de origen de las personas. 




ii. Coadyuvar en la coordinación e interacción del Estado con los organismos 




internacionales de interés en la atención y abordaje de estos flujos migratorios. 




Artículo 5°.- Financiamiento. Todas las acciones necesarias para la atención de a las 
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personas en tránsito y en condición irregular, personas objeto del tráfico ilícito de migrantes y 




víctimas de trata de personas, pertenecientes a los flujos migratorios mixtos que se encuentran 




en el territorio nacional, se financiarán, en primer término, por medio del Fondo Especial de 




Migración, el Fondo Social Migratorio y el Fondo Nacional contra la Trata de Personas y el 




Tráfico Ilícito de Migrantes, de acuerdo a la normativa específica de cada uno. 




A partir de lo anterior, la Dirección General de Migración y Extranjería y la Coalición Nacional 




Contra el Tráfico Ilícito de Migrantes y la Trata de Personas deberán coordinar con las 




Instituciones mencionadas en la presente Directriz, para realizar todas las acciones necesarias 




para cumplir con lo establecido en el párrafo anterior, según su competencia.  




Si por razones jurídicas o ante la falta de recursos no es posible financiar las acciones 




necesarias para atender esta población por medio de los fondos mencionados, la Dirección 




General de Migración y Extranjería deberá emitir un acto fundado que acredite lo anterior, para 




que el gasto se asuma por medio de recursos ordinarios del Estado. 




Además, según la distribución de competencias mencionada en el artículo anterior, se 




procurará la obtención de cooperación internacional para sufragar los gastos para la atención 




de este tema. 




Artículo 6°.- Rige. Rige a partir de su publicación.  Dado en la Presidencia de la República.- 




San José, a los dieciocho días del mes de octubre del año dos mil dieciséis. 




 




ANEXO 3. 23) y 24) 6) 




 




La “Declaración de Nueva York para los Refugiados y Migrantes”  intenta abarcar todos los ámbitos 




posibles, con respecto al área de la salud se pretende trabajar en temas tales como VIH, salud 




sexual y reproductiva, interés superior de los niños, trata de personas y tráfico ilícito de migrantes, 




necesidades básicas en salud y atención. El propósito de la Declaración es iniciar con un proceso de 




negociaciones intergubernamentales que culminen con la aprobación de un Pacto Mundial para una 




migración segura, ordenada y regular en el año 2018. 




 




 




ANEXO 3. 23) y 24) 7) 
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Acciones realizadas por el MEP en servicios de apoyo al estudiantado que presenta 
dificultades de aprendizaje (lectura, escritura, matemáticas), problemas de adaptación o 
conducta (hiperactividad, déficit atencional) o dificultades en el lenguaje oral (articulación, 
fluidez): 




 Adecuaciones curriculares, no significativas, significativas y de acceso. 




 Programas de Ayudas Técnicas a personas con discapacidad. 




 El plan de estudio III Ciclo y Ciclo diversificado vocacional.  




 Mejoras en infraestructura: según la LEY 8383.  En 2015 se destinaron 841 millones de 
colones, utilizados para proyectos educativos de educación especial en infraestructura y 
para el año 2016 el presupuesto aumentó en 42 millones de colones.  




 Niños y niñas con discapacidad que reciben atención directa en centros educativos 
ordinarios.  Creció en un 4,0% en el periodo 2011-2014.   




 




ANEXO 3. 23) y 24) 8) 




En el año 2013 ese porcentaje de promoción en las pruebas de bachillerato en liceos rurales en 




territorio indígena estaba en un 31%, aumentando en un 13% para el 2014, lográndose para ese año 




un 44% de aprobación.  El MEP ha aumentado en un 64% el porcentaje de cobertura de servicios 




itinerantes de Lengua Indígena. A partir del 2016 se incorporó la utilización de las lenguas indígenas, 




en los Liceos Rurales ubicados en contextos indígenas. 




 




Documentos elaborados por MEP con culturas indígenas: 




 Método de lecto- escritura del idioma Cabécar. 




 Guía metodológica Saña Yuwö Sa Siwawa (estudiemos nuestra ciencia). 




 Siete Mini-enciclopedias de los territorios indígenas con ocho ejes temáticos. 




 Revitalización Lingüística y Cultural del idioma Cabécar. 




 Cartillas de los idiomas bribris. 




 Recopilación de los cantos sagrados de los bribris y cabécares. 




 Libros contextualizados para la enseñanza del idioma inglés para séptimo, octavo y noveno 




de los colegios y Liceo rurales Ubicados en los territorios indígenas. 




 Guías de seguridad vial bilingüe en los cuatro idiomas indígenas existentes en costa Rica. 




 Resoluciones DG 151 y DG 143 de la Dirección General de Servicio Civil del Manuales 




Descriptivos de puesto para el título II y clases de Idioma y Cultura con las respectivas Sub-




especialidades. 




 Módulo de Cosmovisión y Cosmogonía de los Pueblos Indígenas. 
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ANEXO 3. 23) y 24) 9) 




En materia de no discriminación se detallan otras acciones desarrolladas por la REDCUDI: 




● Coordinaciones entre la Secretaría Técnica REDCUDI y la Municipalidad de Talamanca fue 




posible la construcción y equipamiento del Centro de Cuido y Desarrollo Infantil (CECUDI) 




Municipal en la comunidad de Home Creek  en Talamanca. 




● La población afrodescendiente cuenta con servicios de cuido y desarrollo infantil en 13 




diferentes alternativas ubicadas en la provincia de Limón. En estos centros infantiles se 




promueve la no discriminación, como parte del modelo de gestión y atención pedagógica de 




los CECUDI. 




● Más de 500 centros infantiles brindan servicios de atención a niñas y niños sin importar su 




sexo, edad, grupo étnico de pertenencia, la condición de discapacidad y el lugar de 




residencia. Inclusive, en razón de la discapacidad, y en apego a las disposiciones de la Ley 




7600, se ha establecido que “cualquier deficiencia física, mental, sensorial, que limite una o 




más actividades del individuo será del 15% adicional al subsidio base que habitualmente 




recibe la familia por el servicio de cuido.” (Directriz de subsidios a familias que utilizan los 




servicios de las alternativas de cuido y desarrollo infantil 2-2015). 




● Elaboración de un instrumento de visita en el que se recogen los datos de atención de la 




población y con un apartado especial para niños y niñas con necesidades educativas 




especiales, con el fin de dar seguimiento a la atención que reciben estos niños y brindar las 




recomendaciones que se requieran. Este instrumento es aplicado por funcionarios de esta 




Secretaría en cada una de las visitas realizadas a los centros infantiles. El contacto con la 




población mediante dicho instrumento, se constituye en un insumo fundamental para la 




identificación de indicador de discriminación racial, racismo y xenofobia. 




● Mediante la Coordinación con el Instituto Nacional de las Mujeres (INAMU) ha realizado 3 




capacitaciones, en las que se ha invitado al personal de 90 centros infantiles. En estas 




capacitaciones se ha abordado, de manera participativa, la temática de derechos humanos y 




su apropiación, desde una perspectiva de igualdad y equidad, como acciones afirmativas 




para eliminar la discriminación. 




● Establecimiento de coordinaciones con UNICEF con el fin de promover la puesta en marcha 




del proyecto “Casas de la Alegría”. En el marco del proyecto se busca la creación de centros 




de cuido temporales para atender población indígena (grupo Ngäbe) de la zona fronteriza 




Costa Rica-Panamá cuyos adultos se desempeñan en actividades productivas de 




temporada, principalmente la recolecta de café. 




● Elaboración de términos de referencia para la contratación de una consultora que acompañe 




en la elaboración de una “Propuesta de sostenibilidad de las Casas de la Alegría, basado en 




un análisis de factibilidad de la normativa actual de IMAS y leyes colaterales relacionadas”. 
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ANEXO 3. 23) y 24) 10) 




Esta relación de cooperación entre ambos países, busca abordar los obstáculos existentes, a fin de 




mejorar la seguridad humana de los migrantes en las áreas de trabajo, educación, salud, migración y 




documentación, así como tomar acuerdos respecto al seguimiento de esta población. 




Datos del programa Casas de la Alegría: 




Esta iniciativa es coordinada desde una mesa de trabajo donde participan distintos actores, entre 




ellos: la Organización Internacional de las Migraciones (OIM), UNICEF, los propietarios de las fincas 




cafetaleras, Coopesabalito R.L., el IMAS, la CCSS, el MS, el CEN-CINAI, el MEP, la Municipalidad 




de Coto Brus, entre otros. Destaca desde el aspecto de financiamiento, el subsidio del Beneficio de 




Cuido y Desarrollo Infantil que brinda el IMAS a las familias para que sus hijos/as asistan a las 




Casas de la Alegría.  El proyecto logró durante el 2015 contar con 15 Casas de la Alegría abiertas en 




Coto Brus y consiguió atender un total de 464 niños, de ellos 237 eran niños y 227 niñas, en edades 




entre los 0 y 12 años. Además, en enero 2016 el IMAS definió en sus directrices las Casas de la 




Alegría como una modalidad de atención del beneficio Cuido y Desarrollo Infantil, de esta manera se 




logra institucionalizar la iniciativa dirigida a las personas menores de edad indígenas que para el 




2016 proyecta beneficiar al menos 500 niños y niñas.  




 




ANEXO 3. 23) y 24) 11) 




https://www.poder-judicial.go.cr/observatoriodegenero/wp-content/uploads/2016/02/Pol%C3%ADtica-




Acceso-a-PME-en-condici%C3%B3n-de-vulnerabilidad-sometidos-a-procesos-penal.pdf 




 




Acciones generadas por la Subcomisión de Pueblos Indígenas del Poder Judicial:   




 Taller de capacitación para operadores jurídicos, instituciones públicas y población indígena   




 Visita a las comunidades indígenas, para evaluar las condiciones laborales y cuido de niños, 




niñas y adolescentes. 




 Taller de capacitación acceso a la justicia comunidad la Casona 




 Taller de capacitación a la población Indígena sobre Convenio 169 de la OIT 




Capacitación a familias indígenas migrantes sobre derechos de personas menores de edad 







https://www.poder-judicial.go.cr/observatoriodegenero/wp-content/uploads/2016/02/Pol%C3%ADtica-Acceso-a-PME-en-condici%C3%B3n-de-vulnerabilidad-sometidos-a-procesos-penal.pdf



https://www.poder-judicial.go.cr/observatoriodegenero/wp-content/uploads/2016/02/Pol%C3%ADtica-Acceso-a-PME-en-condici%C3%B3n-de-vulnerabilidad-sometidos-a-procesos-penal.pdf
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En el marco de la “Política de Acceso a la Justicia Penal Juvenil”,  y en función del trabajo de esta 




Comisión, ha habido un acercamiento de la justicia judicial a las zonas indígenas, a través del 




desplazamiento directo de los servidores judiciales y se han generado espacios de coordinación y 




articulación con la comunidad indígena organizada.   También se cuenta con la Política Pública de 




Justicia  Juvenil Restaurativa, que tiene un enfoque de derechos humanos  de las PME, así como 




ejes transversales de género, evolutivo, territorial y de pertinencia cultural, que atienden variables 




que permiten la incorporación de pueblos originarios y otras culturas atendiéndolos dentro de sus 




territorios. 




 




ANEXO 3. 23) y 24) 12) 




Este protocolo fue aprobado en Sesión del Consejo Superior, 114-13, del 12 de diciembre de 2013, 




artículo LXXII, que propone entre otras recomendaciones y lineamientos básicos, favorecer el 




acceso a la justicia de las personas con discapacidad psicosocial que participan en procesos 




judiciales, guías para su comparecencia en las dependencias judiciales, incorpora temas de 




accesibilidad y ajustes razonables, aspectos relativos a la capacidad jurídica y legitimación, pautas 




relativas a la información, definiciones y principios orientadores, y promueve cambios en la cultura 




judicial que mejoren el acceso a la justicia de esta población.  




https://www.poder-




judicial.go.cr/accesoalajusticia/images/documentos/Protocolo_discapacidad%20psicosocial%20IMP




RENTA.pdf 




 




ANEXO 3. 23) y 24) 13) 




La “Política Institucional para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes” y su “Plan de 




Acción” que fue aprobada de forma unánime por la Corte Plena, en la sesión N° 35-15 celebrada el 




21 de septiembre de 2015, artículo XXXIV.  Su objetivo es ampliar el acceso a la justicia y el efectivo 




ejercicio de los  derechos de las personas afrodescendientes en Costa Rica. Combatir la 




persistencia del racismo y la intolerancia aportando a la creación de una cultura de paz, convivencia 




e interculturalidad.  Dirigir esfuerzos institucionales a la erradicación del racismo estructural, y las 




limitantes para ejercer los derechos humanos de las personas  afrodescendientes dentro de las 




fronteras nacionales. 




El proceso de elaboración de la Política facilitó la concienciación al personal judicial, sobre los 




derechos humanos de esta población incluyendo los NNA, así como conocer su cosmovisión; sobre 







https://www.poder-judicial.go.cr/accesoalajusticia/images/documentos/Protocolo_discapacidad%20psicosocial%20IMPRENTA.pdf



https://www.poder-judicial.go.cr/accesoalajusticia/images/documentos/Protocolo_discapacidad%20psicosocial%20IMPRENTA.pdf



https://www.poder-judicial.go.cr/accesoalajusticia/images/documentos/Protocolo_discapacidad%20psicosocial%20IMPRENTA.pdf
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todo, su percepción sobre el acceso a la justicia y la delimitación clara de sus particulares 




necesidades. En materia penal juvenil, el Poder Judicial  ha emitido distintas políticas, planes de 




acción y otros instrumentos que establecen medidas y programas de carácter obligatorio, relativas a 




población de PME  




Instrumentos del Poder Judicial relevantes: 




Corte Plena en sesión N° 4-11 del 14 de febrero de 2011, artículo XV, aprobó la  Política 




Institucional denominada “Política de Acceso a la Justicia Penal Juvenil. 




https://www.poder-judicial.go.cr/observatoriodegenero/wp-content/uploads/2016/02/Pol%C3%ADtica-




Acceso-a-PME-en-condici%C3%B3n-de-vulnerabilidad-sometidos-a-procesos-penal.pdf 




 




Política Pública de Justicia  Juvenil Restaurativa. 




https://www.poder-




judicial.go.cr/justiciarestaurativa/images/documentos/penaljuvenil/PoliticaPublicaJuvenilRestaurativa.




pdf 




 




La Ley 9063 de 4 de setiembre de 2012, denominada “Atención psicológica a personas agresoras 




insertas en procesos de todo tipo de violencia”. 




http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.aspx?param1=NRTC




&nValor1=1&nValor2=73204&nValor3=89698&strTipM=TC 




 




“Política Institucional para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes” y su “Plan de 




Acción” aprobada de forma unánime por la Corte Plena, en la sesión N° 35-15 celebrada el 21 de 




septiembre de 2015, artículo XXXIV. 




http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.aspx?param1=NRTC




&param2=1&nValor1=1&nValor2=80989&nValor3=103166&strTipM=TC&lResultado=3&nValor4=1&s




trSelect=sel 




Política institucional para el acceso a la Justicia de niños, niñas y adolescentes Aprobada en la 




sesión N° 34-10 de la Corte Plena, celebrada el veintinueve de noviembre de dos mil diez, Artículo 




XVII. 







https://www.poder-judicial.go.cr/observatoriodegenero/wp-content/uploads/2016/02/Pol%C3%ADtica-Acceso-a-PME-en-condici%C3%B3n-de-vulnerabilidad-sometidos-a-procesos-penal.pdf



https://www.poder-judicial.go.cr/observatoriodegenero/wp-content/uploads/2016/02/Pol%C3%ADtica-Acceso-a-PME-en-condici%C3%B3n-de-vulnerabilidad-sometidos-a-procesos-penal.pdf



https://www.poder-judicial.go.cr/justiciarestaurativa/images/documentos/penaljuvenil/PoliticaPublicaJuvenilRestaurativa.pdf



https://www.poder-judicial.go.cr/justiciarestaurativa/images/documentos/penaljuvenil/PoliticaPublicaJuvenilRestaurativa.pdf



https://www.poder-judicial.go.cr/justiciarestaurativa/images/documentos/penaljuvenil/PoliticaPublicaJuvenilRestaurativa.pdf



http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.aspx?param1=NRTC&nValor1=1&nValor2=73204&nValor3=89698&strTipM=TC



http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.aspx?param1=NRTC&nValor1=1&nValor2=73204&nValor3=89698&strTipM=TC



http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.aspx?param1=NRTC&param2=1&nValor1=1&nValor2=80989&nValor3=103166&strTipM=TC&lResultado=3&nValor4=1&strSelect=sel



http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.aspx?param1=NRTC&param2=1&nValor1=1&nValor2=80989&nValor3=103166&strTipM=TC&lResultado=3&nValor4=1&strSelect=sel



http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.aspx?param1=NRTC&param2=1&nValor1=1&nValor2=80989&nValor3=103166&strTipM=TC&lResultado=3&nValor4=1&strSelect=sel
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Política Judicial dirigida al Mejoramiento del Acceso a la Justicia de las Niñas, Niños y Adolescentes 




en Costa Rica) 




Políticas del Derecho al Acceso a la Justicia para Personas Menores de Edad en Condiciones de 




Vulnerabilidad Sometidos al Proceso Penal Juvenil en Costa Rica.  Aprobada en la sesión N° 4-11 




de la Corte Plena, celebrada el 14 de febrero de dos mil once, Artículo XV. (DERECHO DE ACCESO 




A LA JUSTICIA PARA PERSONAS MENORES DE EDAD SOMETIDOS AL PROCESO PENAL 




JUVENIL) 




Reglas de Brasilia. Aplicación práctica y sustento para las políticas emitidas. 




Manual de Procedimientos de Actuación Interinstitucional de Equipos  de Respuesta Rápida para la 




Atención Integral de Víctimas de Violación Sexual en las primeras 72 horas de ocurrido el delito 




(documento adjunto) 




"Reglas Prácticas para Reducir la Revictimización de las Personas menores de edad en los 




procesos Penales".  Aprobadas en sesión N° 28-02 de Corte Plena, celebrada el 24 de junio del 




2002, artículo XI. (Documento electrónico adjunto) 




Protocolo de Atención Legal a Víctimas de Delitos Sexuales y Violencia Domestica cometidos por 




personas menores de edad. Poder Judicial, Departamento de Artes Gráficas, San José, Costa Rica 




2008. 




Protocolo de Atención a Víctimas Mayores y Menores de edad de Delitos Sexuales y Explotación 




Sexual Comercial Cometidos por Personas Mayores de edad. 




Protocolo de Atención Inmediata a personas menores de edad, víctimas y testigos en sede penal. 




Circular 192-2015, Consejo Superior, 02 de noviembre de 2015. 




Circular 10-09, Consejo Superior en sesión 77-08, celebrada el 14 de octubre de 2008, artículo XLI: 




“Reglas Prácticas para  facilitar el acceso a la justicia de las  Poblaciones  Indígenas”. 




Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en condiciones de 




vulnerabilidad, aprobada por Corte Plena, en sesión nº 27-2013, celebrada el 17 de junio de 2013, 




artículo XIV. 




 




ANEXO 3. 23) y 24) 14) 




http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.aspx?param1




=NRTC&nValor1=1&nValor2=75565&nValor3=93803&strTipM=TC 







http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.aspx?param1=NRTC&nValor1=1&nValor2=75565&nValor3=93803&strTipM=TC



http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.aspx?param1=NRTC&nValor1=1&nValor2=75565&nValor3=93803&strTipM=TC
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ANEXO 3. 23) y 24) 15) 




El MOPT, ha velado rigurosamente,  para que el transporte público, modalidad autobuses, cumpla 
con los requisitos de accesibilidad, incluida la rampa o plataforma y las medidas de las puertas de 
acceso para personas con discapacidad, asimismo incorporó en la normativa de la revisión técnica 
vehicular, las normas que permitan verificar que los concesionarios de autobuses de ruta cumplen 
las obligaciones que garanticen la idoneidad funcional, seguridad y accesibilidad de las unidades de 
transporte. El cumplimiento de dicha medida en la flota de autobuses de ruta, ha sido del 97% para 
diciembre del 2015. 




También, el Consejo de Transporte Público (CTP), incluye el 10% de vehículos adaptados a las 
necesidades de las personas con discapacidad en cada licitación pública de concesiones o permisos 
del transporte público, modalidad de taxi. 




Dado lo anterior, la Policía de Tránsito gestiona lo pertinente para dar  cumplimiento de lo reglado en 
el numeral 52 de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres y Seguridad Vial, Ley No. 9078, 
sobre el cumplimiento de la Ley 7.600.  En casos de incumplimiento, el Consejo de Transporte 
Público (CTP), previene al propietario registral del vehículo para que, en el plazo improrrogable de 
tres meses, corrija la situación.  




 




ANEXO 3. 23) y 25) 1) 




El Centro de Cultura de los Derechos de la Niñez y la Adolescencia del PANI, reporta haber 




capacitado a 377 personas en el año 2011, 225 en el 2012, 766 en el 2013, 422 en el 2014 y 415 en 




el 2015.  Además, el PANI ha emitido una serie de directrices y circulares y ha generado procesos 




de inducción para sus funcionarios, en procura de direccionar el actuar institucional de manera que 




responda a análisis basados en una debida aplicación del principio en cuestión. 




 




Directrices y circulares sobre el principio de Interés Superior del niño emitidas por el PANI.  




Derechos de la Personalidad 




Directriz: Intervención de las oficinas locales del Patronato Nacional de la Infancia en relación con el 




Derecho  de Imagen de niños, niñas y adolescentes en conflictos con la ley. (PE-694-2008). 




Directriz: participación de niñas y niños en concursos de belleza, en presentaciones de modelaje y 




otras actividades similares (PE 0579-2008). 
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Directriz: Procedimiento para denunciar el uso inadecuado de medios telemáticos y herramientas de 




Internet con contenido violatorio de derechos de personas menores de edad (Gt-0011-2013). 




Derechos a la vida familiar  




Circular: coordinación con el centro de Investigación en Biología Celular y Molecular de la 




Universidad de Costa Rica para la remisión de padres y madres interesados en determinar la 




paternidad de niños, niñas y adolescentes  ( PE-001140-2009). 




Garantías procesales 




Directriz: Garantías procesales mínimas de las personas menores de edad dentro de los procesos 




(Gt-0011-2008). 




Comunicado: Capacitación “Fortalecimiento de factores protectores en familias en alto riesgo  a la 




explotación Sexual Comercial” en comunidades prioritarias del Plan Nacional contra la explotación  




sexual comercial. (Gt-00115-2010). 




Comunicado: Remisión de criterio institucional sobre competencia de los Representantes Legales 




del PANI en materia de autorización de salida del país de niños, niñas y adolescentes a  partir de la 




entrada en vigencia de la Ley General de Migración y Extranjería. (Gt-00277-2010). 




Circular: Talleres de capacitación explotación sexual comercial (GT- 0044-2011). 




Circular: Envió de “Protocolo Interinstitucional de Atención Integral a víctimas de violación sexual en 




las primeras 72 horas de ocurrido el evento “(GT-0073-20011). 




Circular: Remisión de información acerca de conformación y sostenibilidad de las redes locales 




contra la explotación sexual comercial y la atención integral interinstitucional de las víctimas por 




parte de las redes. (GT-0075-2011). 




 




ANEXO 3. 23) y 25) 2) 




De acuerdo con el PJ, el principio de Interés superior del niño, constituye el fundamento principal de 




muchas sentencias emitidas por los diferentes tribunales jurisdiccionales y, de hecho, es el principio 




orientador utilizado en toda resolución en la que se discuten intereses de NNA.  El PJ ha venido 




haciendo ingentes esfuerzos por formar y capacitar a su personal en el manejo y aplicación del 




principio de interés superior y por generar procesos, procedimientos y protocolos que responden al 




mismo y que, a la vez, obliguen al operador de justicia a incorporar este principio como elemento 




esencial en la toma de decisiones atinentes a las PME.  En él puede observarse información sobre 




capacitación y procesos y procedimientos establecidos en cumplimiento del principio de interés 




superior de las PME.  
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Capacitaciones del Poder Judicial en las que se trabaja sobre el principio de Interés Superior 




del Niño: 




OAPVD 




● -2012: Curso de un mes para el nuevo personal de la OAPVD, inducción para la atención y 




protección de víctimas, lo cual incluye estos servicios para personas menores de edad 




dentro de los diversos temas que deben conocer los profesionales de esta oficina. -2013 




Curso de actualización de una semana para el nuevo personal, inducción para la atención y 




protección de víctimas, lo cual incluye estos servicios para personas menores de edad 




dentro de los diversos temas que deben conocer los profesionales de esta oficina. Durante 




2014 y 2015 se impartieron charlas en diversos despachos judiciales sobre los servicios que 




ofrece la OAPVD el cual incluye los alcances de la oficina con respecto a personas menores 




de edad, entre otros temas.[JD4]  




 




UNIDAD DE CAPACITACIÓN 




 




● Desde el 2011 hasta la fecha la Unidad de Capacitación y Supervisión del Ministerio Público, 




ha impartido capacitaciones a fiscales, tanto en cursos de inducción para fiscales de primer 




ingreso, como para fortalecimiento de capacidades de fiscales ya nombrados, en materias 




como penal juvenil, violencia doméstica, cámaras de geselL y entrevista a personas 




menores de edad, entre otros.   Además, en el 2013 se impartió un taller dirigido a fiscales 




propietarios, sobre el abordaje de los delitos sexuales en tema de indígenas.   En el 2014 se 




impartió un taller nacional con fiscales sobre pericias en delitos sexuales y violencia 




doméstica. De manera más específica las capacitaciones impartidas desde el 2007 a la 




fecha, se detallan de la siguiente manera: 




● Trata y tráfico de personas: 13 capacitaciones 




● Penal juvenil: 43 capacitaciones 




● Delitos sexuales: 39 capacitaciones 




 




FISCALÍAS TERRITORIALES 




 




 Para la integración del Interés superior del niño, en los procesos seguidos contra imputados, 




por delitos sexuales y violencia doméstica, la Fiscalía Adjunta de Gestión de Fiscalías 




Territoriales, ha venido implementando a través de los planes anuales operativos, la 




divulgación y aplicación de las acciones estratégicas contenidas en los siguientes protocolos 




institucionales: 
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 “Protocolo de atención a víctimas mayores y menores de edad de delitos sexuales y 




explotación sexual comercial cometidos por personas mayores de edad”. 




 




 Protocolo interinstitucional de atención integral a víctimas de violación en primeras 72 




horas”. 




 




 “Protocolo de atención a víctimas mayores o menores de edad de delitos relacionados con la 




violencia doméstica, cometidos por personas mayores de edad”. 




 




(Ver Anexo 3. 23) c) y 26) 1) 




 




Reglamento sobre el Sistema Nacional de evaluación y análisis de la mortalidad 




materna, perinatal e infantil 




N° 39009-S 




 




EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA Y EL MINISTRO DE SALUD 




En uso de las facultades que le confieren los artículos 140, inciso 3) y 18) y 146 de la 




Constitución Política; 28 párrafo segundo inciso b) de la Ley N° 6227 de 2 de mayo de 1978 




"Ley General de la Administración Pública"; 1° y 2° de la Ley N° 5395 de 30 de octubre de 




1973, "Ley General de Salud" y 1° de la Ley N° 5412 de 8 de noviembre de 1973, "Ley 




Orgánica del Ministerio de Salud". 




Considerando: 




1º-Que la salud de la población es un bien de interés público tutelado por el Estado. 




2º-Que la mortalidad materna, perinatal e infantil es un problema prioritario de Salud 




Pública, por las repercusiones y trascendencia social que conlleva. 




3º-Que en gran medida, los eventos del proceso que conducen a la muerte de mujeres en 




edad fértil y en menores de un año pueden ser susceptibles de ser modificados. 




4º-Que si se identifican las causas de mortalidad materna, perinatal e infantil prevenibles 




que con intervenciones a nivel de servicios de salud y a nivel comunal, podrían incidir en la 




reducción de las muertes. 




5º-Que el análisis de la mortalidad materna, perinatal e infantil, es de fundamental 
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importancia, para la determinación de estrategias y acciones para la creación de políticas, 




programas y normativas en salud pública. 




6º-Que el análisis de cada muerte materna, perinatal e infantil, provee información sobre 




diferentes aspectos de la atención en salud que incluye recomendaciones y un plan de 




intervención para la mejora continua de la calidad. 




7º-Que el análisis de la mortalidad materna, perinatal e infantil involucra toda la red de 




servicios de salud, conlleva a una mejoría en la calidad y la equidad en la atención. 




8º-Que el análisis de la mortalidad materna, perinatal e infantil, es un proceso de 




autoevaluación, frente a criterios explícitos y aceptables de desempeño de las normas de 




atención comparados con la atención ofrecida. 




9º-Que el análisis sobre las causas de muerte materna, perinatal e infantil, favorece los 




procesos educativos y docentes dirigidos a los equipos de salud. 




10.-Que el país cuenta con un Sistema Nacional de Análisis de Mortalidad Materna, 




Perinatal e Infantil con una infraestructura profesional y técnica interinstitucional e 




interdisciplinaria, el cual es coordinado por el Ministerio de Salud como ente rector. 




11.-Que la mortalidad materna, perinatal e infantil constituye un indicador de desarrollo 




social y un insumo estadístico para medir el impacto de las políticas de salud y los planes 




de desarrollo del país. 




12.-Que la reducción de la mortalidad materna, perinatal e infantil, es una responsabilidad y 




un compromiso asumido por el Sistema Nacional de Salud, entre ellas desde luego el 




Ministerio de Salud como ente rector con la participación de otras instituciones nacionales 




así como organismos nacionales e internacionales. Por tanto, 




 




Decretan: 




Reglamento sobre el Sistema Nacional de Evaluación y Análisis de la Mortalidad Materna, 




Perinatal e Infantil 




CAPÍTULO I 




Disposiciones generales y definiciones 




Artículo 1º-Objetivo general. El Sistema Nacional de Evaluación y Análisis de la Mortalidad 




Materna, Perinatal e Infantil tiene como objetivo estudiar y analizar toda muerte que ocurra 




en el territorio nacional, con el fin de formular, recomendar y definir políticas de salud 




pública, recomendar programas y acciones de mejoramiento de la atención que contribuyan 
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a la salud materno, perinatal e infantil basada en la normativa existente. 




 




Artículo 2º-Objetivos específicos. 




1) Contribuir a la disminución de la mortalidad materna, perinatal, infantil en Costa 




Rica. 




2) Contribuir al desarrollo de registros de estadísticas vitales, confiables y oportunas 




en los menores de un año. 




3) Contribuir al desarrollo de metodologías y técnicas para el estudio de la mortalidad 




materno, perinatal e infantil según condiciones de vida y calidad de la atención. 




4) Apoyar la identificación de puntos críticos del Sistema Nacional de Salud en los 




diferentes niveles de atención. 




5) Facilitar la elaboración de estrategias de intervención para mejorar la calidad de la 




atención en salud. 




Artículo 3º-Definiciones y abreviaturas. Para los efectos del presente Reglamento 




entiéndase por: 




1) Sistema Nacional de Evaluación y Análisis de la Mortalidad Materna, Perinatal e 




Infantil: Al conjunto de actividades interrelacionadas y desarrolladas a escala nacional, 




regional y local, que comprenden: la detección y notificación inmediata de todo fallecimiento 




ocurrido en mujeres embarazadas y en post parto hasta los 42 días y en menores de un 




año; el análisis del proceso de atención recibido, la satisfacción del usuario, la 




prevenibilidad de la muerte y la identificación de los determinantes que influyeron para el 




deceso; tanto en los diferentes niveles del sistema de salud como en las condiciones de 




vida. 




2) Defunción neonatal: Desaparición de todo signo de vida después del nacimiento. La 




edad para la defunción durante el primer día de vida (día cero) debe registrarse en minutos 




u horas completas de vida. Para el segundo (día 1. es decir. 1 día de edad), tercero (día 2) 




y hasta los 27 días completos de vida, la edad al morir debe registrarse en días. 




3) Nacimiento vivo: Es la expulsión o extracción completa del cuerpo de la madre, 




independientemente de la duración del embarazo, de un producto de la concepción que, 




después de dicha separación, respire o dé cualquier otra señal de vida, como latidos del 




corazón, pulsaciones del cordón umbilical o movimientos efectivos de los músculos de 




contracción voluntaria tanto si se ha cortado o no el cordón umbilical y esté o no 




desprendida la placenta. Cada producto de un nacimiento que reúna esas condiciones se 
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considera como un nacido vivo. 




4) Edad gestacional: Consiste en el cálculo del embarazo desde el primer día de la 




fecha de la última menstruación, hasta el nacimiento, se expresa en semanas y días 




completos. 




5) Captación temprana: Inclusión de la mujer embarazada en la atención Prenatal 




durante las primeras trece semanas de la gestación. 




6) Captación tardía: Inclusión de la mujer embarazada en la atención Prenatal 




después de la semana 24 de gestación. 




7) Embarazo normal: Constituye un estado fisiológico de la mujer que se inicia con la 




fecundación y concluye con el parto y nacimiento del producto a término. 




8) Parto de término: de 37 semanas a menos de 42 semanas completas (259 a 293 




días) de gestación. 




9) Parto de pretérmino: Consiste en la expulsión del producto entre las 22 y menos de 




37 semanas de gestación del organismo materno. 




10) Parto de postérmino: Consiste en la expulsión del producto de 42 semanas o más 




de gestación. 




11) Emergencia obstétrica: Situación que implica complicación que pone en riesgo la 




morbilidad o mortalidad materno-perinatal. 




12) Embarazo de bajo riesgo: Es el embarazo en cual no se ha identificado ningún 




factor de riesgo. 




13) Embarazo de alto riesgo: Certeza o probabilidad de estados patológicos o 




condiciones anormales concomitantes con la gestación y el parto, que incrementa los 




riesgos de la salud de la madre o del feto o por condiciones socioeconómicos deficientes. 




14) Factor de Riesgo Perinatal: Son características que presentan una relación 




significativa con un determinado daño durante el período perinatal. 




15) Enfoque de riesgo: Constituye la medición de la probabilidad del riesgo. 




16) Riesgo: Probabilidad que tiene un individuo o grupo de individuos de sufrir un daño. 




17) Calidad de la atención: Se considera una serie de actividades asociadas al 




prestador de los servicios de salud relacionados con el usuario que incluye: oportunidad, 




continuidad, pertinencia, seguridad, integralidad y trato humano. 




18) Calidez de la atención: Constituye el aplicar un trato cordial, atento, información 
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veraz, trato personalizado, respeto a la cultura de la persona usuaria. 




19) Período perinatal: Comienza a las 22 semanas completas (154 días) de gestación y 




termina siete días completos después del nacimiento. 




20) Período neonatal: Comienza en el nacimiento y termina 28 días completos después 




del nacimiento. Se subdivide en: neonatal precoz (durante los siete primeros días de vida), 




neonatal tardía (después del séptimo día pero antes de los 28 días completos de vida). 




21) Peso al nacer: Es la primera medida del peso del feto o recién nacido hecha 




después del nacimiento. 




22) Peso bajo al nacer: Menos de 2500 g (hasta 2499 g inclusive). 




23) Peso muy bajo al nacer: Menos de 1500 g (hasta 1499 g inclusive). 




24) Peso extremadamente bajo al nacer: Menos de 1000 g (hasta 999 g inclusive). 




25) Prevenibilidad: 




25.1. Aquellas defunciones causadas por una enfermedad o un evento que podría no 




haber sucedido con la intervención médica oportuna o apropiada, o con medidas de salud 




pública." Hospital Pediátrico Pereira Rosell, Uruguay. 




25.2. Resultado no deseado asociado con un error en el suministro de la atención, debido 




a una falla para observar una práctica considerada adecuada a un nivel individual o del 




sistema. Proviene de la no adecuada utilización de los estándares de cuidado asistencial 




disponibles en un momento determinado." Revista de Medicina, Colombia. 




26) Causas de defunción: Se deben registrar en el certificado de defunción como 




causas de muerte, todas aquellas enfermedades, estados morbosos o lesiones que 




causaron la muerte o que contribuyeron a ella, y las circunstancias del accidente o la 




violencia que produjeron dichas lesiones. 




27) Causa básica de defunción: Es la enfermedad o lesión que inició la cadena de 




acontecimientos patológicos que condujeron directamente a la muerte, o circunstancias del 




accidente o violencia que produjeron la lesión fatal. 




28) Muerte materna: Es aquella que ocurre mientras la mujer se encuentra embarazada 




o dentro de los 42 días posparto, independiente de la duración, lugar del embarazo. 




29) Defunción relacionada con el embarazo: Es la muerte de una mujer mientras está 




embarazada o dentro de los 42 días siguientes a la terminación del embarazo, 




independientemente de la causa de defunción. 
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30) Defunción obstétrica directa: Son las que resultan de complicaciones del embarazo, 




parto o puerperio, de intervenciones, de omisiones, de tratamiento incorrecto, o de una 




cadena de acontecimientos originada en cualquiera de las circunstancias mencionadas. 




31) Defunciones obstétricas indirectas: Son las que resultan de una enfermedad 




existente desde antes del embarazo o de una enfermedad que evoluciona durante el 




mismo, no debidas a causas obstétricas directas pero sí agravadas por los efectos 




fisiológicos del embarazo. 




32) Defunción fetal (feto mortinato): Es la muerte de un producto de la concepción, 




antes de su expulsión o su extracción completa del cuerpo de su madre, 




independientemente de la duración del embarazo; la muerte está indicada por el hecho de 




que después de la separación, el feto no respira ni da ninguna otra señal de vida, como 




latidos del corazón, pulsaciones del cordón umbilical o movimientos efectivos de los 




músculos de contracción voluntaria. 




33) Defunción infantil: Es la muerte de un niño o niña menor de un año de nacido. 




34) Muerte perinatal: Es aquella muerte en la mujer, el feto o el recién nacido, que se 




produce entre la semana 22 de gestación y primeros siete días de nacido. 




35) SINEAMMI: Sistema Nacional de Evaluación y Análisis de Mortalidad Materno 




Perinatal e Infantil. 




36) CONEAMMI: Comisión Nacional de Evaluación y Análisis de Mortalidad Materno, 




Perinatal e Infantil. 




37) COREAMMI: Comisión Regional de Evaluación y Análisis de Mortalidad Materno, 




Perinatal e Infantil. 




38) COLEAMMI: Comisión Local de Evaluación y Análisis de Mortalidad Materno 




Perinatal e Infantil. 




39) CHEAMMI: Comisión Hospitalaria de Evaluación y Análisis de Mortalidad Materno, 




Perinatal e Infantil. 




 




Artículo 4º-Fines: 




1) Detección temprana de casos de Muerte Materna, Perinatal e Infantil. 




2) Notificación obligatoria y oportuna en el documento correspondiente de los casos 




de eventos de muerte materna, perinatal e infantil. 
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3) Promover el cumplimiento del Decreto Ejecutivo N° 17461-S de 12 de marzo de 




1987 "Reglamento de la Autopsia Hospitalaria y Médico Legal" que regula la obligatoriedad 




de la AUTOPSIA en todo caso de muerte materna e infantil. 




4) Recolección de los datos de los casos notificados. 




5) Análisis de la información. 




6) Formulación de recomendaciones. 




7) Socialización de la información a las autoridades de salud para la toma de 




decisiones, así como a otros actores relacionados con el tema y a la población para el 




ejercicio de su derecho a la salud. 




8) Por considerarse indispensable el logro de las metas de reducción de la mortalidad 




materno, perinatal e infantil se debe garantizar la atención universal de las mujeres 




gestantes, niños y niñas menores de un año en los servicios de salud del país, por lo que se 




declara de interés nacional dar prioridad de atención a la mujer embarazada y a los 




menores de un año en todos los servicios de salud, independientemente de su condición de 




asegurado. 




 




Artículo 5º-Ámbito de aplicación. Las disposiciones del presente Reglamento se aplicarán a 




los establecimientos de Salud públicos y privados que brindan servicios de salud en el 




territorio nacional. 




 




Artículo 6º-El Ministerio de Salud será, el ente rector y coordinador del Sistema Nacional de 




Evaluación y Análisis de la Mortalidad Materna, Perinatal e Infantil y tendrá la autoridad 




técnica y política para velar por el cumplimiento de normas nacionales de atención en salud 




sexual y reproductiva, en los servicios de salud públicos y privados en el territorio nacional. 




 




Artículo 7º-La organización del Sistema Nacional de Evaluación de la Mortalidad Materna, 




perinatal e infantil se establecerá por comisiones interinstitucionales e interdisciplinarias en 




los diferentes niveles de atención, así como en los hospitales, tanto en el ámbito público 




como privado. 




 




Artículo 8º-Se declara de notificación obligatoria toda defunción de niños y niñas antes del 
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año de edad, mujeres embarazadas y mujeres en post parto hasta los cuarenta y dos días. 




 




Artículo 9º-La declaratoria de cada fallecimiento se debe realizar en los siguientes siete días 




hábiles posterior a la defunción, de acuerdo con el Decreto Ejecutivo N° 37306-S, 




"Reglamento de Vigilancia de la Salud", artículo 33 Grupo D. 




 




Artículo 10.-Los responsables de los Establecimientos de Salud Público y Privado, así como 




la Medicatura Forense y otras entidades relacionadas, están obligados a suministrar al 




Ministerio de Salud la información referente a los fallecimientos, de conformidad con el 




Decreto Ejecutivo N° 37306-S, "Reglamento de Vigilancia de la Salud", artículo 29 inciso 1). 




 




Artículo 11.-De acuerdo con el ámbito de acción, las comisiones deberán velar porque se 




cumplan los siguientes aspectos generales: 




1) Suministrar al Sistema Nacional de Evaluación de la Mortalidad Materna, perinatal e 




infantil, la información de las muertes ocurridas en el país en los establecimientos públicos y 




privados. 




2) Realizar controles de calidad de la información del sistema en los diferentes niveles 




de gestión. 




3) Difundir y divulgar según su competencia, la información derivada del Sistema 




Nacional de Evaluación de la Mortalidad Materna, perinatal e infantil. 




4) Contar con un registro de información actualizado de la Mortalidad Materna, 




Perinatal e Infantil, de las muertes ocurridas en el país en todos los establecimientos de 




salud sean públicos y privados, para la toma de decisiones. 




 




CAPÍTULO II 




Comisión Nacional 




Artículo 12.-Integración. La Comisión Nacional estará conformada por: 




1) El Ministerio de Salud, nombrará dos representantes: 




a) Un representante, con especialidad en gineco-obstetricia (médico o profesional de 




enfermería) quién será el coordinador. 
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b) Un representante de la Dirección de Vigilancia de la Salud, con voz pero sin voto.  




2) Un representante de la Escuela de Enfermería, de la Universidad de Costa Rica. 




3) Un representante de la Escuela de Medicina de la Universidad de Costa Rica. 




4) Un representante del Área de Salud de la Mujer de la Caja Costarricense de Seguro 




Social (CCSS). 




5) Un representante del Área de Salud del Niño de la Caja Costarricense de Seguro 




Social (CCSS). 




6) Un representante del Comité de Salud de la Mujer y Perinatología del Colegio de 




Enfermeras de Costa Rica. 




7) Un representante de la Asociación de Obstetricia y Ginecología del Colegio de 




Médicos y Cirujanos de Costa Rica. 




8) Un representante de la Asociación Nacional de Neonatología y Pediatría del 




Colegio de Médicos y Cirujanos de Costa Rica. 




9) Un representante del Hospital Nacional de Niños. 




10) Un representante del Patronato Nacional de la Infancia. 




11) Un representante del Instituto Nacional de Estadística y Censo. 




12) Un representante del sector privado hospitalario, con especialidad en gineco-




obstetricia (médico gineco-obstetra o profesional de enfermería obstétrica), el cual será 




designado por las comisiones de Mortalidad Materno-Infantil de los establecimientos de 




salud privado. 




Artículo 13.-Los miembros de la Comisión serán nombrados por los jerarcas de cada 




institución y contarán con un suplente, también designado por el jerarca. Todos los 




representantes designados en esta Comisión serán personas con conocimientos en el 




campo materno-infantil. 




Artículo 14.-Los miembros suplentes serán nombrados por los jerarcas de cada institución y 




pueden participar en las reuniones de la Comisión, tendrán voz pero no voto. 




Artículo 15.-La sede y el o la coordinadora de la Secretaría Técnica de la Comisión Nacional 




será designada por el o la jerarca ministerial del Ministerio de Salud por medio de oficio en 




el cual notificará a la jefatura de la Unidad Organizativa en la cual estará ubicada. 




Artículo 16.-El coordinador de la Comisión Nacional será nombrado por el o la jerarca 




ministerial del Ministerio de Salud, quien deberá comunicar por escrito su nombramiento a 
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la Comisión Nacional y a la Jefatura de la Unidad Organizativa donde está ubicado. 




Artículo 17.-La Comisión se reunirá una vez al mes de forma ordinaria y 




extraordinariamente cuando así lo requiera. El cronograma de reuniones anual quedará 




establecido en la última reunión del año para el año siguiente. 




Artículo 18.-El coordinador de la Comisión Nacional será quien presida las reuniones y en 




su ausencia asumirá su suplente y tendrá derecho a doble voto. 




Artículo 19.-Los miembros propietarios quedarán cesados si contabilizan tres ausencias 




consecutivas sin justificación, el coordinador deberá gestionar el nuevo nombramiento. 




Artículo 20.-Los miembros de la Comisión permanecerán en sus puestos por un período de 




cuatro años, prorrogables. 




Artículo 21.-Quórum y votaciones. La Comisión sesionará válidamente con la presencia de 




la mitad más uno de sus miembros en propiedad o de los suplentes que en ese momento 




sustituyen al titular. Los acuerdos se tomarán por mayoría simple de los presentes con 




derecho a voto. 




Artículo 22.-Funciones de la Comisión Nacional: 




1) Instar para la realización de estudios en salud sexual y reproductiva de la población, 




definiendo las prioridades de investigación en este campo, de acuerdo a resultados 




obtenidos de las evaluaciones y análisis y coordinar con la Dirección de Investigaciones en 




Salud del Ministerio de Salud. 




2) Dirigir las evaluaciones de avance del Plan Nacional para la Prevención de la 




Mortalidad Perinatal Infantil y Materna. 




3) Recomendar medidas correctivas y de mejoramiento en la organización y 




funcionamiento de los servicios de salud que se identifiquen directa o indirectamente 




relacionados con la prevención de la Mortalidad Materna Perinatal e Infantil. 




4) Analizar la información emanada de los análisis para identificar factores 




determinantes que influyeron en las muertes y recomendar acciones, establecer 




lineamientos y propuestas para elaborar la política pública y la mejora continua de la calidad 




de los servicios de salud públicos y privados. 




5) Dar seguimiento y apoyo al Plan Estratégico Nacional para una maternidad e 




Infancia Saludable y Segura. 




6) Dictar acciones de intervención para el logro de una atención de calidad y equidad. 




7) Apoyar a nivel nacional, la capacitación permanente, del personal involucrado en 
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las comisiones y en la atención de la embarazada y del niño y la niña en todos los niveles. 




8) Difundir y divulgar la información a las autoridades de salud y a la población. 




9) Sistematizar a nivel nacional la información sobre mortalidad materna, perinatal e 




infantil seleccionando los indicadores que alimentarán el Registro Nacional, y mantenerlo 




actualizado. 




10) Analizar y dar recomendaciones correctivas y de mejoramiento en el proceso de 




registro de las muertes maternas, perinatales e infantiles. 




11) Asesorar a las autoridades de salud y recomendar la promulgación de políticas, 




estrategias, y legislación, así como sugerir intervenciones para la mejora continua en los 




servicios de atención materna, perinatal e infantil, ambulatoria u hospitalaria, pública y 




privada. 




12) Publicar un informe anual de los resultados obtenidos de la información referente a 




la mortalidad materna, perinatal e infantil. 




13) Velar para que el recurso humano que brinda atención en salud materno infantil sea 




calificado (médico con especialidad en gineco-obstetricia, médico general y profesional en 




enfermería con especialidad en obstétrica). 




14) Exhortar para la creación y el ágil funcionamiento de un sistema de referencia y 




contrareferencia. 




15) Velar porque exista disponibilidad de los recursos humanos y materiales para el 




logro de los objetivos del SINEAMMI. 




16) Divulgación y devolución, de la información generada, para la toma de decisiones 




oportunas, en los diferentes niveles de atención. 




17) Promover iniciativas de colaboración de organismos nacionales e internacionales 




para fortalecer técnica y funcionalmente el Sistema Nacional de Evaluación y Análisis de la 




Mortalidad Materna, Perinatal e Infantil. 




18) Instar para la motivación, inducción, orientación y educación permanente en el tema 




materno, perinatal e infantil al equipo de salud en todos los niveles de atención. 




19) Llevar un libro de actas de reuniones de la CONEAMMI actualizado. 




Artículo 23.-Funciones del coordinador de CONEAMMI: 




1) Presidir las reuniones ordinarias y extraordinarias que lleva a cabo de la Comisión. 
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2) Articular y coordinar con la Secretaría Técnica. 




3) Apoyar estratégica y políticamente las acciones para el buen funcionamiento del 




SINEAMMI. 




4) Vocero de la CONEAMMI ante el o la jerarca ministerial. 




5) Representar al Ministerio de Salud a nivel nacional e internacional en el tema 




materno, perinatal e infantil. 




6) Coordinar la fijación de fechas de sesiones extra-ordinarias y actividades a realizar. 




7) Designar el sustituto en caso de ausencia temporal del coordinador. 




8) Convocar a la o el jerarca ministerial cuando sea requerido a sesión ordinaria o 




extraordinaria. 




9) Comunicar a la o el jerarca ministerial decisiones prioritarias de inmediato. 




10) Realizar informes de los puntos tratados en cada sesión a la o el jerarca ministerial, 




según pertinencia. 




11) Convocar a reuniones ordinarias y extraordinarias de la Comisión Nacional. 




12) Mantener informada a las autoridades superiores sobre el comportamiento de los 




eventos de mortalidad materno-perinatal-infantil. 




13) Coordinar con las autoridades correspondientes, acciones pertinentes para la toma 




de decisiones oportunas en el abordaje de la problemática emergente materno, perinatal e 




infantil. 




14) Mantener canales de comunicación fluida y oportuna que favorezcan el accionar del 




SINEAMMI. 




Artículo 24.-Sobre la Secretaría Técnica de la Comisión Nacional. La Comisión Nacional 




contará con una Secretaría Técnica, la que tendrá las siguientes funciones: 




1) Ejecutar, de conformidad con el presente Reglamento, las políticas y los 




lineamientos en el tema materno, perinatal e infantil, con las facultades y atribuciones 




indicadas en el artículo 50 de la Ley General de Administración Pública. 




2) Fiscalizar, supervisar y coordinar el funcionamiento de las comisiones. 




3) Conocer todos los casos de mortalidad materna, perinatal e infantil a nivel nacional. 




4) Asistir con derecho a voz, a todas las sesiones de la Comisión Nacional y actuar 
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como instancia asesora técnica. 




5) Asistir a los análisis de mortalidad materna y en los que considere pertinente de 




mortalidad infantil y perinatal. 




6) Presentar informes estadísticos y de análisis a la Comisión Nacional. 




7) Ejecutar las recomendaciones y acuerdos emitidos por la Comisión. 




8) Coordinar y apoyar la gestión de los coordinadores de las COREAMMI. 




9) Apoyar a las regiones en la re-organización y re-activación de las comisiones 




cuando corresponda. 




10) Vigilar y colaborar para garantizar la calidad de la información en los registros 




mediante sistemas de control y evaluación, para que sea veraz y oportuna. 




11) Apoyar y asesorar a la Comisión Nacional, a las COREAMMI, a las COLEAMMI y a 




las CHEAMMI. 




12) Colaborar en la planificación y evaluación de las acciones públicas y privadas 




dirigidas a la atención integral de la mujer y del niño menor de un año. 




13) Apoyar la elaboración de planes nacionales, regionales y locales para la prevención 




de la mortalidad Materna Perinatal e Infantil. 




14) Contribuir al fortalecimiento de los procesos de normalización nacional en la 




Atención de la Madre y del recién Nacido, niños y niñas menores de un año, dirigidos a 




mejorar la calidad de la prestación de los servicios. 




15) Promover la auto evaluación y educación continua del personal de salud. 




16) Dar acompañamiento y apoyo a las comisiones regionales, locales y hospitalarias 




para el cumplimiento de las recomendaciones emanadas de las evaluaciones de la 




mortalidad materna, perinatal e infantil. 




17) Investigar y dar seguimiento a las recomendaciones correctivas y de mejoramiento 




en el proceso de registro de las muertes maternas, perinatales e infantiles. 




18) Contar con un Registro Nacional actualizado de parteras tradicionales o empíricas. 




(Decreto Ejecutivo N° 37306-S, "Reglamento de Vigilancia de la Salud", artículo 29 inciso 




1). 




19) Promover el intercambio de información sobre buenas prácticas en la atención de 




madres, niños y niñas, con el objetivo de fortalecer la innovación y la mejora de los 
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procesos de atención. 




20) Velar por que se cumpla la normativa nacional para garantizar el acceso y la 




atención de calidad en la atención de la mujer embarazada y en estado puerperal y de los 




niños y niñas menores de un año. 




21) Fomentar la atención oportuna, eficiente, de calidad y con enfoque de riesgo, en el 




control prenatal y en el control del crecimiento y desarrollo de niños y niñas menores de un 




año. 




22) Contar con un Registro nacional de Mortalidad materno, perinatal e infantil. Decreto 




Ejecutivo N° 37306-S, "Reglamento de Vigilancia de la Salud", artículo 29 inciso 1). 




Artículo 25.-Será función del Registro Nacional junto con la Secretaría Técnica obtener 




información sobre: 




1. Incidencia y prevalencia de la mortalidad materna, perinatal e infantil según sexo, 




edad, grupo poblacional, área geográfica, causa de muerte. 




2. Remitir las notificaciones de los casos a las Comisiones Regionales (COREAMMI) 




en los primeros siete días hábiles después de recibida la notificación. 




3. Cualquier otro aspecto referente a la materia que se requiera. 




Artículo 26.-De las Comisiones Regionales. Las Comisiones Regionales, para efectos del 




funcionamiento del Sistema Nacional de Evaluación de Mortalidad Materna, Perinatal e 




Infantil, estará conformada por: 




1) Un representante nombrado por el Director Regional de la Dirección Regional de 




Rectoría de la Salud del Ministerio de Salud, el que debe ser especialista en gineco-




obstetricia (médico o enfermera) quien será el que dirige y coordina. 




2) Un representante nombrado por el Director Médico Regional de la Dirección de 




Servicios de Salud Regional de la Caja Costarricense de Seguro Social. 




3) Un representante nombrado por la autoridad correspondiente, de cada una de las 




siguientes instituciones CEN CINAI, PANI, IMAS, que su profesión éste relacionada con el 




tema y que cuente con representación en el nivel regional. 




4) Cuando lo amerite pueden ser apoyados por: el epidemiólogo del Ministerio de 




Salud, así como por el personal de registros médicos, y por cualquier otro profesional que 




de acuerdo al caso específico pueda ser llamado como perito o asesor según sea el caso. 




5) Los miembros de la Comisión contarán con un suplente. Todos los representantes 




designados en esta Comisión serán personas con conocimientos en el campo materno, 
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perinatal e infantil. 




Artículo 27.-Sede de las Comisiones Regionales. Las sedes de las Comisiones Regionales 




estarán ubicadas en la Dirección Regional de Rectoría de Salud del Ministerio de Salud, 




correspondiente.  




Artículo 28.-Del Recurso Humano. Para lograr los objetivos del presente Reglamento se 




requiere recurso humano suficiente y con capacidad técnica en la materia y de carácter 




interdisciplinario, interinstitucional e intersectorial. 




Artículo 29.-Funciones de las Comisiones Regionales. Son funciones de las Comisiones 




Regionales: 




1) Representar al nivel regional respectivo en las diferentes actividades de mortalidad 




materno, perinatal e infantil que se les convoque. 




2) Coordinar las actividades relacionadas a mortalidad materna, perinatal e infantil con 




la Comisión Nacional y con los actores sociales involucrados a nivel regional, local y 




hospitalario. 




3) Asistir a las reuniones ordinarias y extraordinarias que se convoque por parte de la 




Comisión Nacional y otras relacionadas a esta materia. 




4) Proponer, coordinar, organizar, y participar en las capacitaciones sobre mortalidad 




materno, perinatal e infantil. 




5) Llevar un registro actualizado de los casos de muerte de mujeres en edad fértil (10 




a 49 años), para disminuir el riesgo de sub-registro de muertes maternas. 




6) Velar que los reportes de casos de muertes maternas, perinatales e infantiles sean 




oportunos. 




7) Asistir y participar en las reuniones de estudios de casos de muerte materna que 




ocurran en su región. 




8) Velar que se integren y funcionen las "comisiones hospitalarias" de los servicios 




públicos y privados de su área de atracción. 




9) Apoyar y colaborar en la capacitación de las comisiones de su región. 




10) Asistir y participar activamente en reuniones con las comisiones hospitalarias o sus 




coordinadores, con el fin de dar seguimiento al proceso de evaluación y análisis de casos. 




11) Contar con los conocimientos requeridos en el área de salud materno-perinatal-




infantil. 
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11) Velar porque las comisiones locales dispongan de los recursos necesarios para su 




funcionamiento. 




12) Colaborar y apoyar los estudios en el tema materno, perinatal e infantil que realicen 




en su región. 




13) Dar seguimiento a las recomendaciones y medidas correctivas emanadas de los 




estudios de caso de mortalidad. 




14) Sugerir y promover cambios en las políticas, la legislación, los servicios y recurso 




humano, para mejorar el sistema. 




15) Coordinar con los actores involucrados en la atención del caso, su participación en 




el proceso de evaluación y análisis. 




16) Llevar un libro de actas de reuniones de la COREAMMI actualizado. 




17) Enviar los informes estadísticos y de avances del Plan Regional de maternidad e 




infancia saludable y segura, de forma completa y oportuna a la Secretaría Técnica de la 




CONEAMMI. 




 




Artículo 30.-Conformación de las Comisiones Locales. Las Comisiones Locales, para 




efectos del funcionamiento del Sistema Nacional de Evaluación de Mortalidad Materna, 




Perinatal e Infantil, estará conformada por: 




1) El Jefe de la Unidad de Rectoría o la persona Coordinadora Regional de la 




Comisión Regional de Mortalidad Materno Infantil del Ministerio de Salud, nombrará un 




representante del Área Rectora de Salud correspondiente, el que debe ser especialista en 




gineco-obstetricia (médico o profesional en enfermería) preferiblemente, quien dirige y 




coordina. 




2) El supervisor Regional de Enfermería de la Caja Costarricense de Seguro Social o 




el Director Regional nombrará un representante propietario y suplente del Equipo de Apoyo 




(preferiblemente con especialidad en gineco-obstetricia, médico o enfermera) del Área de 




Salud de la Caja Costarricense de Seguro Social. 




3) El Director Regional de la Caja Costarricense de Seguro Social nombrará un 




representante de medicina del EBAIS o especialista en gineco-obstetricia. 




4) Un representante nombrado por la autoridad correspondiente, de cada una de las 




siguientes instituciones: CEN CINAI, PANI, IMAS, instituciones relacionadas con el tema y 




con representación en el nivel local. 
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5) El Director Regional o en su defecto la persona Coordinadora de la Comisión 




Regional de Mortalidad Materno Infantil coordinará cuando se requiera contar con otros 




profesionales el Nivel Regional del Ministerio de Salud o la Caja Costarricense del Seguro 




Social, deberá apoyar el quehacer de las Comisiones Locales. 




Artículo 31.-Sede de las Comisiones Locales. Las sedes de las Comisiones Locales estarán 




ubicadas en la Dirección del Área Rectora de Salud, correspondiente. 




Artículo 32.-Funciones de las Comisiones Locales. Son funciones de las Comisiones 




Locales: 




1) Dirigir la elaboración de los planes locales para la Prevención de la Mortalidad 




Materno, perinatal e Infantil. 




2) Ofrecer lineamientos estratégicos para la elaboración de proyectos y programas 




específicos que obedezcan a las características locales, dirigidas al control de factores de 




riesgos poblacionales, maternos y específicos de los niños y niñas en la Mortalidad Infantil. 




3) Realizar las evaluaciones del cumplimiento del Plan para la Prevención de la 




Mortalidad Materno, perinatal e Infantil en sus respectivas áreas de salud. 




4) Colaborar en la planificación y evaluación de las acciones públicas y privadas 




dirigidas a la atención integral de la mujer, del niño y niña menor de un año que se 




identifiquen directamente relacionadas con la prevención de la mortalidad. 




5) Implementar las medidas correctivas en la organización y funcionamiento de los 




servicios de salud que se identifiquen como directa o indirectamente relacionados con la 




prevención de la Mortalidad. 




6) Promover y divulgar estudios e investigaciones relacionadas con la Mortalidad 




materno, perinatal e Infantil. 




7) Promover el intercambio de buenas experiencias en la atención de madres, niños y 




niñas con el objetivo de fortalecer la mejoría de la calidad de atención. 




8) Velar por la calidad de la información de los casos de su área. 




9) La Comisión deberá realizar en forma conjunta los análisis de mortalidad infantil, 




tomando en cuenta los factores determinantes por condición socioeconómica, grupo etario, 




etnia y género. 




10) Participar en el análisis sobre las causas de muertes maternas, perinatal e infantil 




del Área de Salud correspondiente. 




11) Asistir a las reuniones del nivel regional y central que se le convoque en relación a 
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esta materia. 




12) Proponer y participar en las capacitaciones sobre mortalidad materna, perinatal e 




infantil. 




13) Llevar un registro actualizado de los casos notificados de muerte de mujeres en 




edad fértil, de las muertes maternas, muertes perinatales y de las muertes infantiles. 




14) Vigilar que los reportes obligatorios de casos de muertes maternas, perinatales e 




infantiles sean oportunos y completos. 




15) Velar porque la comisión disponga de los recursos necesarios para su 




funcionamiento. 




16) Preparar y presentar oportunamente los informes sobre los avances, logros y 




limitaciones del proceso de análisis de mortalidad materna, perinatal e infantil en su área. 




17) Colaborar y apoyar los estudios de caso, investigaciones cuantitativas, cualitativas y 




medicina basada en la evidencia que se realice a nivel local. 




18) Dar seguimiento a las recomendaciones y medidas correctivas emanadas de los 




estudios de caso de mortalidad materna, perinatal e infantil. 




19) Llevar un libro de actas de reuniones de la COLEAMMI actualizado. 




Artículo 33.-Conformación de las Comisiones Hospitalarias. Las Comisiones Hospitalarias 




deben estar integradas por: 




1) Una persona profesional en medicina con especialidad en ginecobstetricia. 




2) Una persona profesional en medicina con especialidad en neonatología o pediatría. 




3) Un profesional en enfermería con especialidad en obstetricia. 




4) Un representante de registros médicos. 




5) Una persona profesional en Trabajo Social. 




6) Contaran con el apoyo del patólogo. 




7) Cada miembro en propiedad deberá contar con un suplente. 




Artículo 34.-Los miembros de la Comisión Hospitalaria serán nombrados por el Director 




Médico de cada hospital, en forma escrita y quién deberá brindar el apoyo y respaldo a la 




comisión. 




Artículo 35.-De la Coordinación de la Comisión Hospitalaria. La coordinación de las 
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comisiones hospitalarias puede ser rotativa entre sus integrantes, con una duración de dos 




años y con posibilidades de ser reelectos. 




Artículo 36.-Sobre las sedes de la Comisiones Hospitalarias. Las sedes de las Comisiones 




Hospitalarias estarán ubicadas en todos los hospitales con maternidad, sean públicos y 




privados del territorio nacional. 




Artículo 37.-Funciones de las Comisiones Hospitalarias. Las Comisiones Hospitalarias 




tendrán las siguientes funciones: 




1) Reportar mensualmente las muertes de mujeres en edad fértil (según Decreto 




Ejecutivo N° 37306-S, "Reglamento de Vigilancia de la Salud", artículo 29 inciso 1). 




2) Detectar oportunamente los casos de muerte materna, perinatal e infantil, que 




ocurran en el respectivo nosocomio y hacer la notificación obligatoria en un plazo no mayor 




de siete días hábiles. 




3) Recolectar la información contenida en los expedientes de salud de los casos de 




muerte materna, perinatal e infantil, en el instrumento respectivo. 




4) Realizar la visita al hogar, en todo caso de muerte materna, no antes de un mes, ni 




mayor de 3 meses de ocurrido el deceso. 




5) El plazo entre la visita realizada y el análisis de caso no puede ser mayor de 15 




días hábiles. 




6) Coordinar y convocar para realizar los análisis de los eventos de muertes maternas, 




con la Comisión de Mortalidad Materno Infantil del Nivel Central del Ministerio de Salud, con 




la Comisión hospitalaria de Mortalidad Materno Infantil y con las personas involucradas 




durante el proceso de atención al paciente. 




7) Dar seguimiento al cumplimiento de las recomendaciones emitidas en el análisis 




conjunto de los casos para el mejoramiento de la calidad de la atención. 




8) Enviar a la Secretaría Técnica de la CONEAMMI y al coordinador regional toda la 




documentación de análisis del caso de muerte materna. 




9) El plazo entre el informe final del análisis del caso y el envío de la documentación 




respectiva al nivel regional, no puede ser mayor de dos semanas. 




10) Asistir a las reuniones que le convoque el nivel regional o el nivel nacional. 




11) Llevar un registro de las muertes maternas, perinatales e infantiles ocurridas en el 




hospital y rendir los informes necesarios al nivel regional. 
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12) Llevar un registro de la morbilidad materna grave. 




13) Organizar y participar en sesiones clínicas de discusión de casos y auto evaluación. 




14) Organizar y participar en la capacitación permanente de temas relacionados con 




materno-infantil. 




15) Promover estudios e investigaciones en derechos sexuales y reproductivos. 




16) Sugerir prioridades de investigación en este campo, de acuerdo a resultados 




obtenidos de los análisis. 




17) Llevar registro de las muertes de mujeres en edad fértil para identificar casos de 




muertes maternas y evitar el subregistro. 




18) Promover la elaboración de protocolos de atención en casos de alto riesgo 




obstétrico. 




19) Llevar un libro de actas de reuniones de la CHEAMMI actualizado. 




Artículo 38.-Funciones de las Direcciones de las Áreas Rectoras de Salud. Son funciones 




de las Direcciones de las Áreas Rectoras de Salud, respecto a la aplicación del presente 




Reglamento sobre el Sistema Nacional de Evaluación y Análisis de la Mortalidad Materna, 




Perinatal e Infantil: 




1) Reportar las muertes maternas, perinatales e infantiles que se producen extra 




hospitalariamente a la persona coordinadora en el nivel regional. 




2) Enviar el informe anual de análisis de muertes maternas, perinatales y de muertes 




infantiles de su área al nivel regional respectivo. 




3) Colaborar y apoyar en la logística para la búsqueda de información en expedientes, 




visita domiciliar y otros para realizar los análisis de los casos. 




4) Ejercer las funciones de rectoría para que se cumplan las normativas existentes en 




el tema materno, perinatal e infantil. 




5) Apoyar y fortalecer la labor del coordinador de la COLEAMMI, para el buen 




funcionamiento del SINEAMMI. 




Artículo 39.-Derogaciones. Deróguense los Decretos Ejecutivos N° 26932-S "Reglamento 




de Creación del Sistema Nacional de Análisis de la Mortalidad Infantil", del 14 de abril de 




1998, publicado en La Gaceta N° 98 del 22 de mayo de 1998 y el N° 28147-S "Reglamento 




sobre el Sistema Nacional de Evaluación de Mortalidad Materna", del 27 de agosto de 1999, 




publicado en La Gaceta N° 205 del 22 de octubre de 1999. 
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Anexo 3. 23) y 26) 3.) 




 




Artículo 40.-Rige a partir de su publicación. 




Dado en la Presidencia de la República, a los seis días del mes de marzo del dos mil 




quince. 




 




 




Anexo 3. 23) y 26) 2.) 




 




Mortalidad por Víctima de accidente de tránsito Según año de Ocurrencia 




Costa Rica 2010 -  2014 




 




Años  Niños Adolescentes 




2010  17 30 




2011  26 29 




2012  20 38 




2013  13 22 




2014  22 22 




Fuente: Se advierte que la fuente de este dato es la Dirección 




Vigilancia de la Salud, USIS del MS, no siendo el dato oficial del INEC.  
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Mortalidad por suicidios de personas menores de edad: 




Mortalidad por Suicidios en Niños y Adolescentes 




Según año de Ocurrencia 




Costa Rica 2010 -  2014 




Años 
 




Niños Adolescentes 




2010 
 




6 5 




2011 
 




2 22 




2012 
 




0 19 




2013 
 




2 17 




2014 
 




0 12 




Fuente: INEC-MS. Dirección Vigilancia de la Salud. USIS 




 




 




En Costa Rica se evidencia un incremento en la mortalidad por suicidio, entre los años 2010 en que 




pasó de 5 adolescentes al año 2011, en que subió a 22. Disminuyendo paulatinamente hasta 




alcanzar la cantidad de 12 adolescentes durante el año 2014.- 




 




 




Anexo 3. 23) y 26) 4.) 




Creación de la Secretaría Técnica de Salud mental, modificación de la ley Orgánica del Ministerio de 




Salud, Ley General de Salud y reforma ley N° 8718 "Autorización para cambio de nombre de la Junta 
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de Protección Social" 




N° 9213 




LA ASAMBLEA LEGISLATIVA 




DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA, DECRETA: 




CREACIÓN DE LA SECRETARÍA TÉCNICA DE SALUD MENTAL, MODIFICACIÓN DE LA LEY Nº 




5412, LEY ORGÁNICA DEL MINISTERIO DE SALUD, Y SUS REFORMAS; DE LA LEY Nº 5395, 




LEY GENERAL DE SALUD, Y SUS REFORMAS, Y ADICIÓN DE UN PÁRRAFO AL INCISO C) 




DEL ARTÍCULO 8 DE LA LEY Nº 8718, AUTORIZACIÓN PARA EL CAMBIO DE NOMBRE DE LA 




JUNTA DE PROTECCIÓN SOCIAL Y ESTABLECIMIENTO DE LA DISTRIBUCIÓN DE RENTAS 




DE LAS LOTERÍAS NACIONALES, Y SUS REFORMAS 




 




ARTÍCULO 1.- Se reforman los artículos 9, 10, 29, 31 y 343 de la Ley Nº 5395, Ley General de Salud, 




y sus reformas, de 30 de octubre de 1973. Los textos dirán: 




 




"Artículo 9.- 




[.] 




Todas las personas tienen derecho a la promoción de la salud física y salud mental, la prevención, la 




recuperación, la rehabilitación y el acceso a los servicios en los diferentes niveles de atención y 




escenarios, así como a la disponibilidad de tratamientos y medicamentos de probada calidad. La 




atención se realizará, principalmente, en el ámbito comunitario; para ello, se utilizarán los recursos 




asistenciales a nivel ambulatorio, los sistemas de hospitalización parcial y la atención a domicilio, y se 




considerarán de modo especial aquellos problemas de las personas menores de edad, las personas 




con discapacidad, los adultos mayores y las personas con depresión, suicidio, esquizofrenia, 




adicciones a las drogas y el alcohol, el matonismo escolar, el acoso laboral y el apoyo necesario al 




grupo familiar. El internamiento se utilizará solo en casos totalmente necesarios. 




 




Artículo 10.- Toda persona tiene derecho a obtener de los funcionarios competentes la debida 




información y las instrucciones adecuadas sobre los asuntos, las acciones y las prácticas conducentes 




a la promoción y la conservación de la salud física y mental de los miembros de su hogar, 




particularmente, sobre higiene, dieta adecuada, orientación psicológica, higiene mental, educación 




sexual, enfermedades transmisibles, planificación familiar, diagnóstico precoz de enfermedades, 




depresión, suicidio, esquizofrenia, adicciones a las drogas y el alcohol, el matonismo escolar, el acoso 




laboral y el apoyo necesario al grupo familiar, así como sobre prácticas y el uso de elementos técnicos 
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especiales." 




 




"Artículo 29.-Las personas con desórdenes mentales o del comportamiento severos, tales como la 




depresión, el suicidio, la esquizofrenia, las adicciones a las drogas y el alcohol, el matonismo escolar, 




el acoso laboral y el apoyo necesario al grupo familiar podrán someterse voluntariamente a un 




tratamiento especializado ambulatorio o de internamiento en los servicios de salud, y deberán hacerlo 




cuando lo ordene la autoridad competente, de conformidad con la legislación vigente." 




 




"Artículo 31.- Las personas con desórdenes mentales o del comportamiento, con tentativa de suicidio, 




farmacodependientes o alcohólicas que se encuentren internadas de forma voluntaria podrán solicitar 




la salida del establecimiento de salud con alta exigida, a petición personal o de sus familiares, cuando 




la salida no represente peligro para su salud o la de terceros." 




 




"Artículo 343.- Toda institución o establecimiento público, semipúblico o privado que realice acciones 




de salud, sean estas de prevención, promoción, conservación o recuperación de la salud física y 




mental en las personas o de rehabilitación del paciente, queda sujeto a las normas técnicas que el 




Ministerio dicte dentro de sus atribuciones, y al control y la vigilancia técnica de las autoridades de 




salud." 




 




ARTÍCULO 2.- Se adiciona el numeral 14 al artículo 345 de la Ley N.º 5395, Ley General de Salud, y 




sus reformas, de 30 de octubre de 1973. El texto dirá: 




 




"Artículo 345.- 




[.] 




14.- Promover la creación de grupos de apoyo comunal para las personas que se encuentren 




afectadas en su salud mental y sus familiares. Para esto deberá coordinar con las juntas de salud, los 




Ebais y las clínicas de la Caja Costarricense de Seguro Social. También, deberá elaborar los 




manuales de capacitación para el personal de todos los establecimientos de salud, especialmente en 




el primero y segundo nivel." 




 




ARTÍCULO 3.- Se adiciona un inciso g) al artículo 5 de la Ley N.º 5412, Ley Orgánica del Ministerio de 




Salud, y sus reformas, de 8 de noviembre de 1973. El texto dirá: 
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"Artículo 5.- 




Serán órganos adscritos al despacho del ministro los siguientes: 




[.] 




g) La Secretaría Técnica de Salud Mental." 




 




ARTÍCULO 4.- Se adiciona una sección X al capítulo II del título II de la Ley Nº 5412, Ley Orgánica del 




Ministerio de Salud, y sus reformas, de 8 de noviembre de 1973. En consecuencia, se corre la 




numeración para que en lo sucesivo se lea de la siguiente manera: 




 




"CAPÍTULO II 




[.] 




 




SECCIÓN X 




SECRETARÍA TÉCNICA DE SALUD MENTAL 




 




Artículo 26.- Objetivo 




Se crea la Secretaría Técnica de Salud Mental, con el fin de declarar de interés público las acciones 




de promoción, prevención, atención y rehabilitación de la Rectoría de la Producción Social de la Salud 




Mental. 




 




Artículo 27.- Naturaleza 




La Secretaría Técnica de Salud Mental es un órgano técnico, adscrito al despacho del ministro de 




Salud, cuyo objetivo es abordar de forma integral el tema de la salud mental desde la perspectiva del 




ejercicio de la Rectoría del Sistema Nacional de Salud, con la participación de otras instituciones 




públicas y privadas, la sociedad civil organizada y la comunidad académica y científica. 




 




Artículo 28.- Funciones 




La Secretaría Técnica de Salud Mental tendrá las siguientes funciones: 




a) Participar en el proceso de formulación y evaluación de las políticas, los planes, los programas 
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y los proyectos de salud mental. 




b) Establecer los mecanismos de coordinación, conducción y dirección política de salud mental 




con los diferentes actores del Sistema Nacional de Salud. 




c) Promover y gestionar investigaciones científicas en el tema de la salud mental, con el fin de 




obtener un diagnóstico actualizado y conocer la situación de esta problemática en el país. 




d) Gestionar el diseño de estrategias de comunicación y mercadeo social que promuevan la 




salud mental en la población. 




e) Impulsar el desarrollo de la información del Sistema Nacional de Salud. 




f) Fortalecer los mecanismos de coordinación interinstitucional y participación social de las 




personas con problemas de salud mental, incluido el grupo familiar y el entorno. 




g) Fortalecer la creación de grupos de apoyo a cargo de las ONG, para la atención de las 




personas con discapacidades relacionadas con salud mental en el ámbito nacional. 




h) Gestionar que la atención integral de la salud mental se base en la evidencia científica, por 




medio de la aplicación de normas nacionales, protocolos y guías clínicas. 




i) Impulsar en el Sistema Nacional de Salud las acciones orientadas a la salud mental, tales 




como depresión, suicidio, esquizofrenia, adicciones a las drogas y el alcohol, matonismo escolar, 




acoso laboral y el apoyo necesario del grupo familiar. 




j) Impulsar un proceso de sensibilización y capacitación en salud mental para los proveedores de 




los servicios de salud y la educación, así como a otros actores sociales involucrados con los 




determinantes de la salud mental. 




k) Gestionar el desarrollo de un foro nacional de salud mental anual sobre rendición de cuentas. 




l) Elaborar un plan anual de trabajo, en coordinación con el despacho ministerial. 




Artículo 29.- Integración de la Secretaría Técnica de Salud Mental 




La Secretaría Técnica de Salud Mental estará constituida por la dirección técnica, apoyada por un 




equipo técnico, administrativo y profesional de acuerdo con las funciones que le competen por ley. 
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Artículo 30.- Creación del Consejo Nacional de Salud Mental 




Se crea el Consejo Nacional de Salud Mental de la Secretaría Técnica de Salud Mental. 




El Consejo Nacional estará integrado por: 




a) El ministro de Salud o su representante, quien lo preside. 




b) El ministro de Educación Pública o su representante. 




c) Un representante de la Caja Costarricense de Seguro Social. 




d) Un representante del Instituto de Alcoholismo y Farmacodependencia. 




e) Un representante del Patronato Nacional de la Infancia. 




f) Un representante del Instituto Costarricense del Deporte. 




g) Un representante de la Junta de Protección Social de San José. 




h) Un representante del Consejo Nacional de la Persona Adulta Mayor. 




i) Un representante de las organizaciones no gubernamentales que trabajan con personas 




con problemas mentales o que se han recuperado. 




Artículo 31.- Funciones 




El Consejo Nacional de Salud Mental tendrá las siguientes funciones: 




a) Apoyar al despacho ministerial y a la Secretaría Técnica de Salud Mental, en la 




formulación y la evaluación de las políticas, los planes, los programas y los proyectos de 




salud mental. 




b) Establecer los mecanismos de coordinación, conducción y dirección política de salud 




mental con los diferentes actores del Sistema Nacional de Salud. 




c) Definir los mecanismos de modulación del financiamiento para impulsar las acciones de 




prevención, promoción, atención y rehabilitación en el Sistema Nacional de Salud, los cuales 




estarán orientados a los problemas de salud mental, tales como depresión, suicidio, 




esquizofrenia, adicciones a las drogas y el alcohol, el matonismo escolar, el acoso laboral y 




el apoyo necesario al grupo familiar. 
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d) Gestionar las investigaciones científicas en salud mental en Costa Rica, con el fin de 




conocer la situación de esta problemática y obtener un diagnóstico actualizado. 




e) Apoyar el desarrollo de un foro nacional de salud mental anual sobre rendición de cuentas. 




Artículo 32.- Sesiones 




El Consejo Nacional de Salud Mental sesionará, ordinariamente, una vez cada tres meses y, 




extraordinariamente, cuando se requiera con exposición razonada de motivos y no devengará dietas. 




 




Artículo 33.- Fuente de financiamiento 




El financiamiento estará constituido de acuerdo con lo establecido en el inciso c) del artículo 8 de la 




Ley N.º 8718, Autorización para el Cambio de Nombre de la Junta de Protección Social y 




Establecimiento de la Distribución de Rentas de las Loterías Nacionales, y sus reformas, de 17 de 




febrero de 2009." 




 




ARTÍCULO 5.- 




Se adiciona un párrafo al inciso c) del artículo 8 de la Ley N.º 8718, Autorización para el Cambio de 




Nombre de la Junta de Protección Social y Establecimiento de la Distribución de Rentas de las 




Loterías Nacionales, y sus reformas, de 17 de febrero de 2009. El texto dirá: 




 




"Artículo 8.- 




[.] 




c) De un tres por ciento (3%) a un tres coma diez por ciento (3,10%) para el Consejo Técnico de 




Asistencia Médico Social, destinado a financiar, exclusivamente, programas públicos de salud 




preventiva. 




Asimismo, de los recursos que perciba el Consejo Técnico de Asistencia Médico Social, según el 




párrafo anterior, se destinará un diez por ciento (10%) al financiamiento de los programas y 




actividades de promoción y prevención de la salud mental. Del porcentaje anterior queda 




excluido el pago de salarios. 




TRANSITORIO ÚNICO.- 




El Poder Ejecutivo tendrá un plazo de tres meses para reglamentar lo referente a la Secretaría Técnica 




de Salud Mental. 
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Rige a partir de su publicación.  Dado en la Presidencia de la República, San José, a los cuatro días 




del mes de marzo del año dos mil catorce. 




 




(Anexo 3. 23) y 26) 5) 




Política Nacional de Salud Mental 2012 – 2021. 




https://www.ministeriodesalud.go.cr/index.php/biblioteca-de-archivos/sobre-el-




ministerio/politcas-y-planes-en-salud/politicas-en-salud/1558-politica-nacional-de-salud-




mental/file 




 




(Anexo 3. 23) y 26) 6) 




El MS se ha preocupado divulgar campañas relacionadas con el derecho a la salud en busca de 




preservar la vida de ellas puede mencionarse la campaña "Ponele a la vida", sobre la práctica del 




fumado y la actividad física y dos campañas relacionadas con la prevención del embarazo adolescente 




entre el 2012 y en el 2014 




La Encuesta Global de Salud Escolar (2009) dirigida a adolescentes escolarizados de 13 a 15 años de 




edad, encontró una prevalencia de sobrepeso de 28,3% en mujeres y de 27,6% en hombres y una 




prevalencia de obesidad del 7,9% en mujeres y de 9,7% en hombres. Además reveló que sólo un 




31,7% de los estudiantes consume frutas y una proporción menor a 18,7% consume vegetales, 




mientras que más de la mitad (53,0%) consume bebidas gaseosas. Solo un 27,4% reportó que 




realizaron actividades que los mantuvieron físicamente activos por un total de al menos 60 minutos por 




día, mientras que 44,2% de los estudiantes realizan actividades sentados tres o más horas por día, 




cuando no están en el colegio o haciendo sus tareas escolares. 




Dado lo anterior, el MS en coordinación con el MEP, implementó en el periodo 2012 -2014 el “Plan 




Movete Disfruta la Vida“, con el objetivo de posicionar la alimentación saludable y la actividad física en 




la población adolescente escolarizada de 13 a 15 años. 




Esta iniciativa llegó a unos 106.000 estudiantes y ha venido mostrando cambios importantes en la  




conducta alimentaria y de actividad física en los adolescentes. Según la última Medición del 




Posicionamiento de Valores en Salud (encuesta online 2013), realizada por la Dirección de Promoción 




de la Salud del MS en una muestra de estudiantes de sétimo, octavo y noveno de los 92 colegios que 




participan en el plan, el porcentaje de estudiantes que consume de 2 a 3 frutas diarias pasó de 31,7% 




a 40,5%, asimismo el porcentaje de estudiantes que realiza actividad física 5 o más días por semana 







https://www.ministeriodesalud.go.cr/index.php/biblioteca-de-archivos/sobre-el-ministerio/politcas-y-planes-en-salud/politicas-en-salud/1558-politica-nacional-de-salud-mental/file



https://www.ministeriodesalud.go.cr/index.php/biblioteca-de-archivos/sobre-el-ministerio/politcas-y-planes-en-salud/politicas-en-salud/1558-politica-nacional-de-salud-mental/file



https://www.ministeriodesalud.go.cr/index.php/biblioteca-de-archivos/sobre-el-ministerio/politcas-y-planes-en-salud/politicas-en-salud/1558-politica-nacional-de-salud-mental/file
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al menos 60 minutos por día, pasó de 27.9% a 43,1%. El consumo de vegetales por su parte, aún no 




ha mostrado cambios en la población objetivo. 




 




 




(Anexo 3. 23) y 26) 7) 




Entre otras medidas tomadas por el país, la temática de salud mental y adicciones, se incluiría como 




materia de forma oficial en la educación primaria y secundaria, en busca de generar factores 




protectores y disminuir los factores de riesgo en esta población. Por lo anterior, es que el MS está por 




finiquitar la firma de un convenio interinstitucional con el IAFA y el MEP. También, se están revisando 




junto con el MEP, las Guías para detección y atención de trastornos y situaciones que sean atinentes a 




Salud Mental, para actualizarlas y que se empiecen a ejecutar en el año 2017.  




Existe además, un Plan Piloto en los centros educativos de la Región Brunca de Costa Rica, en que se 




aplica la metodología EDEx en primaria y secundaria para fortalecer las habilidades para la vida. Se 




busca registrar la incidencia y prevalencia de los trastornos del desarrollo de la niñez y la adolescencia 




en el país, de forma eficiente y oportuna. 




También próximamente se publicará un adendum del decreto 37306-S, de notificación obligatoria por 




parte de los centros de salud, para que se incorpore el asperger - autismo.  El MS desarrollará una 




investigación epidemiológica de estos trastornos, para disponer de evidencia científica que sirva de 




base para la elaboración de programas de promoción y prevención.  




 




(Anexo 3. 23) y 26) 8) 




La estrategia “Puente al Desarrollo” atenderá la pobreza en todo el país, utilizando 




métodos innovadores  y su objetivo es garantizar a 54.600 familias en pobreza extrema 




el acceso a programas, proyectos y servicios sociales de forma preferente, articulada e 




integral.  De este programa se hablará en detalle adelante, pero es el ejemplo perfecto 




del esfuerzo que se está realizando en la coordinación y articulación operativa entre las 




instituciones del estado, entre éstas y la sociedad civil organizada y directamente con la 




población beneficiaria, en busca de garantizar la supervivencia digna y el desarrollo de 




nuestra población 
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Anexo 3. 23) y 27) 1) 




Código de la Niñez y la Adolescencia: 




“Artículo 105°- Opinión de PME.  Las PME tendrán participación directa en los procesos y 




procedimientos establecidos en este Código y se escuchará su opinión al respecto. La autoridad 




judicial o administrativa siempre tomará en cuenta la madurez emocional para determinar cómo 




recibirá la opinión. Para estos efectos, la Corte Suprema de Justicia establecerá las medidas 




adecuadas para realizar entrevistas, con el apoyo del equipo interdisciplinario y en presencia del juez”. 




El artículo 107 de dicho cuerpo legal establece: 




“Artículo 107°- Derechos en procesos. En todo proceso o procedimiento en que se discutan 




disposiciones materiales de este Código, las PME tendrán derecho a lo siguiente: 




a) Ser escuchadas en su idioma y que su opinión y versiones sean consideradas en la resolución que 




se dicte. 




b) Contar con un traductor o intérprete y seleccionarlo cuando sea necesario. 




c) Acudir a las audiencias en compañía de un trabajador social, un psicólogo o cualquier otro 




profesional similar o una persona de su confianza. 




d) Recibir del juez información clara y precisa sobre el significado de cada una de las actuaciones que 




se desarrollen en su presencia, así como del contenido y las razones de cada decisión. 




e) Que todo procedimiento se desarrolle sin demora, en términos sencillos y precisos. 




f) (…). 




 




Por su parte, el artículo 111 de ese código señala:  




“Artículo 111°- Representación del Patronato Nacional de la Infancia. En los procesos judiciales y 




procedimientos administrativos en que se involucre el interés de una persona menor de edad, el 




Patronato Nacional de la Infancia representará los intereses del menor cuando su interés se 




contraponga al de quienes ejercen la autoridad parental. En los demás casos, el Patronato participará 







http://presidencia.go.cr/temas/puente-al-desarrollo/
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como coadyuvante”. 




 




Y finalmente, el artículo 114 de dicho cuerpo normativo establece: 




“Artículo 114°- Garantías en los procesos. En los procesos y procedimientos en que se discutan los 




derechos de PME, el Estado les garantizará: 




a) Gratuidad: el Estado proporcionará a toda persona menor de edad la defensa técnica y la 




representación judicial gratuita. 




b) Publicidad: todo proceso que se practique en virtud de la aplicación de este Código deberá ser oral 




y público. Podrá decretarse la reserva de la audiencia de oficio o a instancia de parte, cuando se 




estime conveniente por la índole del proceso, considerando el interés superior de la persona menor de 




edad y la naturaleza del hecho. 




c) Igualdad: la Administración Pública y el juez deberán garantizar la igualdad de las partes y procurar 




su equilibrio procesal y el derecho de defensa. 




e) Representación: la autoridad administrativa o judicial, según el caso, garantizará los derechos de 




representación de la persona menor de edad. La autoridad respectiva velará siempre porque no exista 




interés contrapuesto. 




f) Derecho de audiencia: en todos los procesos administrativos y judiciales relacionados con los 




derechos de esa población se escuchará su opinión”. 




 




Anexo 3. 23) y 27) 2) 




En los procedimientos administrativos relativos a la atención y protección de PME, el PANI asume de 




forma directa el rol de garante del cumplimiento de los derechos procesales fundamentales de las 




PME.  Sin embargo, se han detectado debilidades en procesos administrativos de otras instituciones, 




que no han incorporado como corresponde el cumplimiento de la normativa correspondiente.  A este 




respecto, al PANI le corresponde realizar auditorajes sociales de derechos, a efecto de verificar las 




garantías procesales que ofrecen los procesos administrativos de las distintas instituciones y dictar las 




recomendaciones vinculantes que resulten pertinentes y, si el caso lo ameritara, recurrir a la Sala 




Constitucional para lo pertinente.   
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Anexo 3. 23) y 27) 3) 




 




La Política Judicial dirigida al mejoramiento del acceso a la Justicia de Niñas, Niños y 




Adolescentes, ya citada, señala en el Capítulo III, Enfoques de la Política: 




“d. Enfoque de participación de la persona menor de edad.  Todo niño, niña y adolescente podrá 




expresarse y su opinión será tomada en cuenta para los asuntos que se relacionen con su persona, y 




frente a cualquier circunstancia que se considere pueda afectarle. El Poder Judicial velará por brindar 




a la población menor de edad asistencia profesional para el pleno ejercicio de derechos como el de 




información, expresión y ciudadanía, promoviendo más participación cuando el desarrollo de su 




autonomía lo permita. 




Este enfoque busca que la persona menor de edad participe en forma directa en los procesos y 




procedimientos judiciales que tengan una consecuencia en su vida y sus derechos, teniendo en cuenta 




que goza de derechos propios que no pueden estar en dependencia a los de las personas adultas y 




que son diferentes a los de sus progenitores o personas responsables. Este enfoque tiene una relación 




directa con la administración de justicia ya que entiende que las personas menores de edad van 




adquiriendo progresivamente capacidad de accionar sus derechos y de exigir su cumplimiento.” 




 




Anexo (3. 23) y 27) 4) 




Sobre Jurisprudencia atinente al derecho de las personas menores de edad a ser oídas en los 




procesos judiciales y administrativos. 




Sobre el tema puede verse el Voto 2011-013260 de las 19:14 horas del 27 de setiembre de 2011 




dictado por la Sala Constitucional. En los distintos votos de la Sala Constitucional, se ha garantizado el 




derecho de las personas menores de edad víctima o victimario de contar con asesores y con personas 




de su confianza, en el caso del victimario persona menor de edad con un abogado defensor, 




mediación del órgano juzgador, y que considerando las particularidades de la personas menores de 




edad, los acuerdos a las que lleguen, serán posibles física, material y jurídicamente, claros, precisos, 




razonables y proporcionales. Entre los votos de relevancia, además del ya señalado, podemos 




enumerar el 1998-07115, de las 16:09 horas del 6 de octubre de 1998, 2002-07362 de las 15:3 horas 




del 24 de julio de 2002, 2009-013081 de las 14:39 horas del 19 de agosto de 2009.  
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Jurisprudencialmente, el tema ha sido abordado no solo exigiendo la aplicación práctica sino 




admitiendo este derecho como una garantía constitucional. Ejemplo de ello, Res. 2005-0255, 




TRIBUNAL DE CASACIÓN PENAL. Segundo Circuito Judicial de San José. Goicoechea, a las 




nueve horas con seis minutos del siete de abril de dos mil cinco. “…Según indica, los argumentos de 




la jueza a quo –los cuales transcribe en su reclamo– no reflejan las verdaderas causas que 




motivaron la insuficiencia de la prueba testimonial en que se basa la absolutoria; causas que, a su 




juicio, se sustentan en una flagrante violación del debido proceso, específicamente por vulneración 




de los derechos de la víctima menor de edad, lo cual genera la ineficacia del fallo impugnado. Previa 




transcripción del voto 2002-08591, dictado por la Sala Constitucional a las 14:59 horas del 4 de 




setiembre de 2002, aduce que en el caso de las personas menores de edad, la garantía de tutela 




jurisdiccional no sólo está regulada en la Constitución Política, sino también en la Convención de los 




Derechos del Niño. Hace mención además a lo dispuesto por los artículos 5, 7, 123 y 126 del Código 




de la Niñez y la Adolescencia, alegando que, cuando un menor deba concurrir a un debate, se ha 




establecido que debe dársele una participación "primordial" a la madre, padre o encargados y que 




sólo cuando se afecte la "estabilidad emocional" se impide que participen, interpretación que –según 




hace ver– fue plasmada por Corte Plena en Sesión IXX (sic) del 6 mayo de 2002, sobre Reglas para 




evitar la revictimización de las personas.  Pero no sólo eso, sino que además se violaron 




abiertamente los derechos del menor durante su declaración, pues habiendo reclamado con 




tenacidad la presencia de su madre y habiendo dicho que sólo hablaría de lo ocurrido si ella lo 




acompañaba, no se le permitió contar con ese apoyo emocional y psicológico, sin que se sepa cuál 




fue la causa que animó a las autoridades encargadas de recibir su declaración para proceder de esa 




forma. Nótese que, como fundadamente alega la fiscalía en su recurso, si una persona de corta 




edad, como resulta ser el ofendido, reclama durante un debate la presencia de su padre, de su 




madre o de la persona encargada de su cuidado, tal derecho sólo podría negársele, según lo 




dispuesto por el artículo 126 del Código de la Niñez y la Adolescencia, en caso de que ello pueda 




afectar al menor, lo que aquí no se ha demostrado de manera alguna, apreciándose más bien todo 




lo contrario (…)Se declara con lugar el primer motivo del recurso interpuesto en esta causa y se 




anula la sentencia de mérito, así como el debate que le sirvió de base, ordenándose el reenvío para 




una nueva sustanciación. No es necesario resolver el segundo motivo planteado por la fiscalía.” 




• Directrices internas: "Reglas Prácticas para Reducir la Revictimización de las Personas 




menores de edad en los procesos Penales”. Aprobadas en sesión N° 28-02 de Corte Plena, 




celebrada el 24 de junio del 2002, artículo XI.Protocolo de Atención Legal a Víctimas de Delitos 




Sexuales y Violencia Domestica cometidos por personas menores de edad. Poder Judicial, 




Departamento de Artes Gráficas, San José, Costa Rica 2008. Circular 05-Adm-2012 del Ministerio 




Público: Pautas y Lineamientos de Atención al Usuario del Servicio que de brinda en el Ministerio 




Público. Población menor de edad indígena: Para Comprender La Ley de Justicia Penal Juvenil. 
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Publicación  desarrollada en conjunto  con personas menores de edad indígenas Costarricenses.  




Año 2012. Guía práctica para la atención de delitos sexuales cuando la víctima es una persona 




indígena”. Fondo de Población de Naciones Unidas, 2013. Aplicación de las Circulares sobre el uso 




de las Cámaras de Gesell. Protocolo de Atención Inmediata a personas menores de edad, víctimas y 




testigos en sede penal. Circular 192-2015, Consejo Superior, 02 de noviembre de 2015. Circular 10-




09, Consejo Superior en sesión 77-08, celebrada el 14 de octubre de 2008, artículo XLI: “Reglas 




Prácticas para  facilitar el acceso a la justicia de las  Poblaciones  Indígenas”. Todo con el fin de 




evitar la revictimización, garantizar el derecho a ser oído y de apoyo emocional, a las personas 




menores de edad. 




• Por su parte la Sala Constitucional en la sentencia Nº 2009-003117, de las 15:03 horas, del 




25 de febrero de 2009, la Sala Constitucional se pronunció sobre esta temática y de manera 




unánime no sólo avala el procedimiento oral, sino que advierte de sus ventajas dentro del proceso 




penal democrático. Al respecto los magistrados estiman que "... la utilización de la oralidad en las 




audiencias y en la fundamentación del fallo, se ajusta plenamente a lo dispuesto tanto en la 




legislación internacional de los derechos humanos, como en la Constitución Política, pues además 




de que permite resolver con mayor prontitud los temas planteados al juez, posibilita el ejercicio de la 




defensa, el contradictorio y garantiza que el juez que ha participado en la audiencia sea quien decida 




en definitiva sobre las cuestiones planteadas" 




EL DERECHO A SER OÍDO, incluso se ha reforzado en la fase de ejecución desde la misma Ley de 




Ejecución de las sanciones penales juveniles, artículo 28 y los distintos votos de los Tribunales, así 




tenemos los votos: Tribunal de Casación Penal, voto 404 del 25 de mayo del 2001, 203 del 8 de 




marzo del 2003, 298 del 10 de abril del 2003;  Tribunal Superior Penal Juvenil votos 136-06, de las 




once horas del 01 de setiembre del dos mil seis, 11-2007 del de las nueve horas del dieciocho de 




enero del dos mil siete.  




 




 




 




Anexo 3. 23) y 27) 5) 




Para garantizar el derecho de las PME a ser escuchadas y expresarse libremente y a que su opinión 




sea considerada en las decisiones de fondo de su interés y  evitar una posible revictimización, el PJ 




ha acudido a la utilización de cámaras de Gesell, que constituyen un ambiente propicio y seguro 




para que las PME puedan rendir su relato sin injerencias externas indebidas y sin necesidad de 




repetir gestiones que puedan revictimizarlos. 
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Actualmente existen cámaras en las siguientes Dependencias del Poder Judicial: Tribunales de San 




José, PISAV de Pavas y Tres Ríos, Cartago, Pérez Zeledón, Alajuela, Complejo Forense, Tribunales 




de Goicoechea, Santa Cruz, Limón, Grecia, y San Ramón.  Aparte de ello, la Fiscalía Adjunta Penal 




Juvenil, cuenta con una Sala de entrevista adecuada para la atención de personas menores de 




edad.  Sobre políticas, directrices y circulares atinentes al tema véanse: 




I.- Acciones del Poder Judicial: 




 




     a) Política Institucional  para el acceso a la justicia de niños, niñas y adolescentes. 




1) Directrices de CONAMAJ “Directrices para reducir la revictimización de las personas menores de 




edad en los procesos penales”, aprobadas por Corte Plena en la Sesión número IXX del 06 de mayo 




del 2002 




2.- Protocolo Interinstitucional  de Atención Integral  para víctimas de violación  sexual en las 




primeras 72 horas de ocurrido el evento. 




3.- Circular Rol de Disponibilidad de las funcionarias y funcionarios del Departamento de Trabajo 




Social y Psicología para la atención integral de las personas menores de edad víctimas de violencia 




sexual en horario no hábil.  




4.-Manual de Procedimientos de Actuación Interinstitucional de Equipos de Respuesta Rápida para 




la Atención Integral de Víctimas de Violación Sexual en las primeras 72 horas de ocurrido el delito 




5).- Protocolo de atención a víctimas de  mayores y menores de edad de delitos sexuales y de 




explotación sexual comercial cometidos por personas mayores de edad. Ver anexo 2 Política 




Institucional. 




6).- Protocolo de atención a víctimas de  mayores y menores de edad de delitos derivados de 




violencia doméstica cometidos por personas mayores de edad. Ver Anexo 2 Política Institucional. 




 




II.- Acciones del Ministerio Público  en relación con las personas menores de edad 




     1) Circulares 




 




• Circular ADM-2009. Atención de Personas menores de edad víctimas de delitos 
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• Circular 16-ADM-2008, Obligatoriedad de comunicar al Departamento de Legal del MEP, los 




procesos penales en perjuicio de personas menores de edad, seguidas contra funcionarios de esa 




institución.  




• 22-ADM-2007, Guía práctica para la atención y recepción de denuncias de delitos sexuales y 




explotación sexual comercial en perjuicio de personas menores de edad. 




• 22-ADM-2008, Unificación de procedimientos por delitos sexuales en perjuicio de personas 




menores de edad 




 




     2) Formatos específicos para recibir denuncia a personas menores de edad    




Formato específico para recibir denuncias a personas menores de edad víctimas de delitos sexuales 




y violencia doméstica penalizada. 




Todas  políticas y acciones institucionales tienen como objetivo el cumplimiento de la normativa 




específica de protección a personas menores de edad del CNA, algunos de los derechos que se 




hacen efectivos con ella son: derecho a ser escuchado (artículo 104 CNA) 




 




Anexo 3. 23) y 27) 6) 




La estrategia de los “Consejos Participativos” ha generado promotores juveniles de derechos, 
representación juvenil en las Municipalidades y en los SLP, con la correspondiente injerencia y 
participación directa de esta población en la elaboración de los diagnósticos con enfoque de 
derechos de 63 cantones del país, en los planes de acción interinstitucionales de dichos cantones y 
en las Políticas cantonales de Niñez y Adolescencia en aquellos gobiernos locales que las han 
generado.  




 




 




Anexo 4. 28) y 29) 1) 
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La inscripción de las PME en el Registro Civil, garantiza el derecho a la identidad establecido en la 
Convención y en el artículo 23 del CNA. Según la Sección de Inscripciones del Registro Civil, las 
inscripciones realizadas en el periodo comprendido entre el año 2012 y el 2015, son las siguientes:  




 




 




Total de inscripciones anuales 




 




 




 




 




 




 




 




 




 




El lugar de nacimiento es un factor relevante en el proceso de inscripción, existen diferencias de días 




en su ejecución entre una provincia a otra, dependiendo de su lejanía: 




 




 




Año Total de Inscripciones 




2012 73726 




2013 70709 




2014 72032 




2015 67003 




Total General 283470 




NOTA: El total tramitado del año 2015, es inferior debido a que 




varios documentos de diciembre se encuentran en cola para ser 




inscritos durante el mes de enero.- 
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La documentación se traslada a oficinas centrales en San José, donde se realiza el proceso 




correspondiente. El 100% de los cupones de nacimiento recibidos, son inscritos en el Registro Civil 




de Costa Rica. Debido a una reciente contratación con Correos de Costa Rica, los certificados de 




nacimiento se reciben dos veces por semana, lo que disminuye el tiempo de inscripción. Una vez 




que ingresan los certificados a la Sección de Inscripciones del Registro Civil, el tiempo promedio de 




inscripción, es de aproximadamente 4 días. 




 




Anexo 4. 28) y 29) 2) 




Los funcionarios que se desempeñan en los centros hospitalarios como registradores auxiliares, 




están obligados a informar a las madres sobre esta ley, a fin, de que tomen acciones que hagan 




valer los derechos de su hijo(a). De igual forma, se realizan giras programadas a las oficinas 




regionales a fin de que los funcionarios conozcan e informen a quienes requieran hacer uso de esta 




ley. 




 




Anexo 4. 28) y 29) 3) 




Respecto a los procesos de registro e inscripción de la población migrante, la Dirección General del 
Registro Civil, en la Sección de Opciones y Naturalizaciones, atiende a los extranjeros que deseen 
optar por la nacionalidad costarricense, sin ningún costo. Pudiendo los padres incluir a sus hijos 
menores de edad en los trámites que realicen. Asimismo, el Registro Civil en convenio con la DGME, 
MEP y el PJ, mediante la aplicación de la Ley 8220, ha logrado mejorar la gestión del proceso de 
naturalización para los usuarios.  Además, es posible determinar mensualmente las personas que se 
naturalizan por nacionalidad y sexo.  
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Anexo 4. 28) y 29) 4) 




Para la inscripción de PME indígenas, el Registro Civil realiza giras a las reservas indígenas en todo 
el país y cuenta con oficinas regionales en zonas indígenas estratégicas en todo el territorio 
nacional.  Se cuenta con una oficina regional en Talamanca, Corredores, Pérez Zeledón, Turrialba, 
Coto Brus, Guatuso, Golfito, Siquirres, Nicoya, Puriscal, Buenos Aires y Tarrazú, que brindan los 
servicios requeridos para atender la población indígena. El Registro Civil coordina con el Centro de 
Orientación Indígena, la realización de reuniones con el fin de informar a la población indígena, 
sobre el proceso de inscripción de PME, requisitos al efecto y se reciben trámites de regularización 
migratoria y notificación de resoluciones a esta población.  




 




Anexo 4. 28) y 29) 5) 




Creación del Sistema de Alerta y el Procedimiento para la Coordinación y Reacción Inmediata 




entre las Instituciones Públicas y Privadas ante la desaparición o sustracción de Personas 




Menores de Edad 




http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.aspx?param1=NRTC




&nValor1=1&nValor2=80587&nValor3=102308&strTipM=TC 




Protocolo Nacional del Sistema de Alerta y Procedimiento para la Coordinación y Reacción 




Inmediata entre las Instituciones Públicas y Privadas ante la Desaparición o Sustracción de 




PME (mayo 2016) 




https://www.pani.go.cr/publicaciones/documentos/protocolo/575-protocolo-nacional-del-sistema-de-




alerta/file 




 




 




Anexo 4. 28) y 29) 6) 




 




CENTRO DE ORIENTACIÓN E INFORMACIÓN (COI) 




Desde que se ratifica la Convención sobre los Derechos del Niño en 1990 y posterior a ello, la 




aprobación del Código de la Niñez y la Adolescencia, el Patronato Nacional de la Infancia debe 







http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.aspx?param1=NRTC&nValor1=1&nValor2=80587&nValor3=102308&strTipM=TC



http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.aspx?param1=NRTC&nValor1=1&nValor2=80587&nValor3=102308&strTipM=TC



https://www.pani.go.cr/publicaciones/documentos/protocolo/575-protocolo-nacional-del-sistema-de-alerta/file



https://www.pani.go.cr/publicaciones/documentos/protocolo/575-protocolo-nacional-del-sistema-de-alerta/file
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incorporar e incorporar-se, a una nueva realidad tanto conceptual como jurídica en su accionar. Por 




lo que debe enfocarse en velar por la atención, promoción, garantía y cumplimiento de los derechos 




de toda la población menor de edad en Costa Rica, desde una perspectiva de desarrollo integral 




basados en el enfoque de los derechos humanos.   




A partir de ahí, los diferentes programas e iniciativas de la institución, más allá de contener una 




visión asistencial de niños, niñas y adolescentes en desamparo y con problemas sociales 




arraigados, se enfoca en el reconocimiento de los derechos de toda la población menor de edad. 




Dentro de ese contexto se enmarca parte de la demanda que hacen los diferentes actores sociales a 




las instituciones del Estado, organizaciones no gubernamentales y de la sociedad civil.  




El Patronato Nacional de la Infancia (PANI) se ve comprometido a dar una respuesta de forma 




oportuna y preventiva a una serie de inquietudes que surgen con relación a las situaciones que 




influyen en la vida de niños, niñas y adolescentes.  Dentro del Plan Estratégico Institucional 2008-




2012, se estableció como prioridad el fortalecer la institucionalización de los derechos de las 




personas menores de edad en nuestro país desde lo normativo, político-organizativo y sociocultural; 




para que ello lograra incidir con efectividad en las prácticas sociales. En ese sentido y tomando en 




cuenta el ámbito interno, se consideró necesario que a través de nuevos proyectos, se pudiera 




reforzar una estructura organizativa que participara en el reconocimiento, garantía y cumplimiento de 




los derechos de la niñez y la adolescencia. 




Como una de las estrategias generales de la reforma institucional, se consideró diseñar una 




estrategia de tecnologías de información que dotara al PANI de la capacidad, no sólo para incorporar 




sistemas integrados de información en el área sustantiva, técnica o administrativa-financiera, sino 




que apoyen la toma de decisiones en todos los niveles de la organización y que permitan la conexión 




oportuna con otros sistemas de instituciones y organizaciones no gubernamentales, que participan 




en la ejecución de programas y proyectos, en favor de los niños, niñas y adolescentes, así como 




para sus familias. 




Tales estrategias se encuentran en concordancia con lo que se ha venido observando en los últimos 




años, en cuanto al auge y presencia de las Tecnologías de la Información y la Comunicación (TIC) y 




su papel de importancia en nuestra sociedad, las cuales se han incorporado a multitud de 




actividades, formando parte de la mayoría de sectores, incluyendo la administración pública. Ante 




esos planteamientos y al detectarse una importante demanda institucional en cuanto a situaciones 




violatorias de las personas menores de edad y para que la institución buscara tener más 




posibilidades de regular la atención y captar a la población en general inclusive antes de que ocurran 




los hechos violatorios de los derechos de las personas menores de edad, es que fue pertinente 




buscar una modalidad de reorganización, modernización y creación de algunos servicios a nivel 















 
 
 




Convención sobre los Derechos del Niño 




V y VI Informes Periódicos 




Costa Rica 




__________________________________________________________________________ 




 




intra-institucional. 




Ante la necesidad de hacer un contacto de primera instancia con la ciudadanía, que fuera 




personalizado, profesional y oportuno así como para hacer el filtro adecuado de algunas situaciones, 




se crea el Centro de Orientación e Información, con ubicación en el nivel central, el cual debe 




atender las demandas o inquietudes de personas menores de edad y sus familias, que se ubiquen 




en el territorio nacional e inclusive fuera de sus fronteras, de manera ágil y oportuna, por diferentes 




vías o rutas de atención, mediante una plataforma tecnológica, una red de comunicaciones y un 




equipo humano capacitado en temas de niñez y adolescencia. A su vez con servicios específicos 




para que los niños, las niñas, los y las adolescentes tengan una participación activa para que su voz 




sea escuchada y se haga defensa, garantía y restitución del ejercicio de sus derechos; y que ellos y 




ellas así como las personas adultas vinculadas, puedan recibir orientación, información y apoyo en la 




contención emocional en las situaciones que amerite.   




El Centro de Orientación e Información (COI), está adscrito a la Gerencia Técnica del PANI, y abrió 




sus puertas a la ciudadanía a finales del 2008 con el Enlace PANI 9.1.1 y desde enero del 2009 con 




casi la totalidad de sus servicios y fue oficializado como dependencia formal dentro de la estructura 




organizativa de la institución el 22 de abril del 2010 mediante acuerdo firme tomado por la Junta 




Directiva en sesión ordinaria número 2010-0016, no obstante, aún está pendiente la gestión 




institucional para su consolidación en la estructura organizacional. Hasta la fecha se ha mantenido 




en funcionamiento, con funciones exclusivas y específicas que la han venido consolidando como una 




instancia especializada en ser un enlace entre las necesidades de la ciudadanía y la institución, 




principalmente para la atención de consultas mediante la orientación y formación profesional 




especializada, así como la recepción de denuncia, con servicios inclusivos y modernos utilizando las 




tecnologías de información y comunicación para las personas menores de edad. 




Entre el 2011 y el 2015, se beneficiaron una cantidad de 316772 personas menores de edad 




mediante los servicios de este departamento, lo cual no sólo ha demostrado la importancia de contar 




con esta plataforma, sino que la institución ha venido considerando su fortalecimiento, en el tanto 




reconoce que los servicios institucionales tienen que ir al ritmo de los avances tecnológicos y la 




interacción de la ciudadanía con ellos.   




NATURALEZA Y OBJETIVO DEL COI 




Ser un centro especializado con talentos humanos capacitados en áreas psico-socio-legal junto a 




una plataforma tecnológica, con el fin de brindar información, orientación de primera instancia a los 




usuarios y las usuarias de nuestros servicios principalmente mediante la atención de consultas, 




asesoría profesional con fines formativos, así como la recepción y canalización de denuncias, de 




forma ágil y oportuna desde las diferentes rutas de acceso (directa, telefónica o internet), en 
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situaciones particulares que atañen al tema de los derechos de la niñez, la adolescencia y la familia 




en todo el territorio nacional. 




 




Estableciendo sólidos espacios de comunicación y participación especialmente para los niños, las 




niñas, los y las adolescentes. 




 




COMPONENTES Y PROCESOS A SU CARGO  




El Centro de Orientación e Información cobra su sentido a partir de la demanda del usuario o de la 




usuaria de los servicios institucionales. La motivación o motivaciones de tal demanda (solicitud de 




información, inquietud, consulta o denuncia), que llevan a las personas menores de edad y a las 




personas adultas a requerir de la atención desde las diferentes vías habilitadas, hace referencia a la 




búsqueda de información sobre los diferentes servicios intrainstitucionales o a la necesidad de hacer 




consultas, denuncias o informarse sobre condiciones que afectan la cotidianidad de los niños, niñas, 




adolescentes y sus familias, así como el ejercicio de sus derechos. 




Para poder brindar una respuesta oportuna y especializada, el Centro de Orientación e Información 




se conforma dentro de una plataforma de servicios integrados con los siguientes componentes: 




Línea 1147 para Niños, Niñas y Adolescentes y Red Social Institucional para Adolescentes, Línea 




800-2262626 para Adolescentes Madres, Enlace PANI 9.1.1., atención profesional personal o directa 




al público, atención profesional de consultas vía 8 dígitos, Central Telefónica, Consultas y Denuncias 




por internet. 




 Línea 1147 y Red Social Facebook institucional (mensajería privada) para Niños, Niñas y 




Adolescentes:  




 Se trata de una línea telefónica gratuita de cuatro dígitos 1147 y una página en la red social 




Facebook denominada, PANICR/Facebook, los cuales ofrecen un servicio de atención directamente 




a los niños, niñas y adolescentes en todo el territorio nacional; su objetivo es facilitar espacios de 




comunicación para que ellos y ellas accionen la defensa y garantía de sus derechos y ejerzan su 




participación ciudadana, mediante la expresión de sus inquietudes, consultas y denuncias. 




Brindándose escucha, orientación, contención emocional e información según se requiera. Donde 




puedan ejercer su derecho a la participación en temas de su interés y de su cotidianidad; formulando 




propuestas y tomando acción como agentes de cambio en la sociedad costarricense. Es en el marco 




de la Convención de los Derechos del Niño de las Naciones Unidas, donde el derecho a la 




participación es reconocido para todas las personas menores de edad, y su ejercicio, es la mejor 




expresión como sujetos de derechos. Servicio de Atención profesional de lunes a viernes de 7am a 




10 pm (incluyendo feriados), atendido por 1 psicóloga por turno (2 turnos de trabajo  por contratación 
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de servicios profesionales) 




 Línea 800-2262626 para Adolescentes Madres: 
 




 Conforma a su vez, uno de los componentes del Programa Adolescente Madre del Patronato 




Nacional de la Infancia, el cual se dirige a la inclusión y permanencia educativa para adolescentes 




madres de todo el territorio nacional.  El servicio telefónico gratuito 800-2262626 para Adolescentes 




Madres, brinda un abordaje integral y atención especializada desde la sensibilización, orientación y 




validación de los derechos de las adolescentes madres, enfocándose principalmente en el derecho a 




la educación, a fin de brindar herramientas para fortalecer el proceso de desarrollo de las 




adolescentes madres y optar por una mejor calidad de vida para ellas, sus hijas e hijos. Servicio de 




atención profesional de lunes a viernes de 7am a 10pm (incluyendo feriados), atendido por 1 




psicóloga por turno (2 turnos de trabajo  por contratación de servicios profesionales).  




 PANI 9-1-1: 




 Este servicio se enfoca como un proceso concertado entre el Estado y las organizaciones de 




la sociedad civil para el abordaje integral de la niñez y la adolescencia en mayor condición de 




vulnerabilidad,  ello en acatamiento a lo establecido en la Convención de los Derechos del Niño, la 




Ley Orgánica del Patronato Nacional de la Infancia y la doctrina que los inspira, en procura de la 




Protección Integral de la Infancia y la Adolescencia. Dentro de ese marco, el Patronato Nacional de 




la Infancia ha establecido un enlace estratégico con la RED 9-1-1-, brindando mayor posibilidad de 




alertar y denunciar situaciones de riesgo inminente que afectan a niños, niñas y adolescentes y 




movilizar la red interinstitucional para su protección. Comprende la atención profesional de las 




llamadas (denuncias y consultas), la prestación ininterrumpida del servicio, la coordinación inter e 




intra institucional, en función de garantizar el ejercicio pleno de los derechos de los niños, las niñas y 




los adolescentes. Servicio de atención las 24/ 7 los 365 días del año, atendido por 2 psicólogas por 




turno (3 turnos de trabajo  por contratación de servicios profesionales).  




 Atención directa al público: 




 Se brinda asesoría profesional especializada para la población en general que demande 




orientación e información de primera instancia, así como contención emocional sobre temas 




relacionados a la violación de derechos de personas menores de edad, que se presentan en las 




instalaciones centrales del PANI. Se ofrece acompañamiento a lo inmediato, para direccionar o 




referir acciones para la defensa y garantía de los derechos de niños, niñas y adolescentes, ya sea 




en el ámbito intra o interinstitucional. Servicio de atención en jornada hábil de oficina (7:30 am – 4:00 




pm), de lunes a viernes. Atendido por 2 Profesionales en Derecho y 1 en Psicología. 




 Central Telefónica:  




 Es un servicio institucional que permite la admisibilidad de usuarios y usuarias, quienes 




fundamentalmente solicitan información sobre servicios o requieren comunicarse con personas de 
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las diferentes oficinas y departamentos de la institución, así como también solicitan orientación 




profesional y buscan interponer denuncias, estás últimas situaciones son canalizadas a otros 




servicios del COI para que sean atendidas por personal profesional. Servicio de atención en jornada 




hábil de oficina (7:30am – 4:00pm), de lunes a viernes. Implica la atención de 3 líneas de acceso a la 




institución, de llamadas que ingresan dentro y fuera del territorio nacional, atendidas por 1 persona. 




 Atención profesional Vía telefonía de 8 dígitos:  




 Este servicio atiende inquietudes, consultas y denuncias del público en general, sobre la 




afectación de derechos de las personas menores de edad. Consiste en la habilitación de un servicio 




telefónico para brindar orientación e información profesional a las personas en todo el territorio 




nacional que lo soliciten. Servicio de atención en jornada hábil de oficina (7:30am – 4:00pm), de 




lunes a viernes. Atendido por 2 Profesionales en Derecho y 1 en Psicología. 




 




 Consultas y Denuncias por Internet:  




 Este servicio atiende inquietudes, consultas y denuncias del público en general, sobre la 




afectación de derechos de las personas menores de edad. Consiste en la habilitación de un servicio 




de recepción, análisis técnico profesional y respuesta a consultas y direccionalidad de las denuncias 




de manera intra o interinstitucional, recibidas a través de la página Web institucional, Correo 




Electrónico del COI y Facebook Institucional. Servicio habilitado para las personas usuarias las 




24horas todos los días de la semana, atendido por el personal profesional en horario hábil de lunes a 




viernes de 7:30am a 4:00pm. Atendido por 2 Profesionales en Derecho y 1 en Psicología. 
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Programa Adolescente Madre 




 Durante los años 2008 al 2013,  este programa se implementó mediante un convenio de 




transferencia de recursos del Patronato Nacional de la Infancia (PANI) al Fondo Nacional de Becas 




(FONABE). El PANI captaba las posibles beneficiarias, recopilaba la documentación y la trasladaba 




a esa entidad que valoraba, aprobaba,  asignaba y giraba el monto de la beca. 




 A partir del año 2014, el PANI realiza el proceso completo del otorgamiento de las becas 




educativas para adolescentes embarazadas y/o madres. Creando su propio procedimiento y 




reglamento denominado "REGLAMENTO PARA LA ASIGNACIÓN, GIRO, CONTROL Y 
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FISCALIZACIÓN DE BECAS EDUCATIVAS DIRIGIDAS A ADOLESCENTES EMBARAZADAS Y/O 




MADRES EN CONDICIÓN DE POBREZA, POBREZA EXTREMA YO VULNERABILIDAD”. Dicho 




Reglamento fue modificado en enero del 2016, priorizando su énfasis en derechos y no sólo en 




pobreza, por lo que la condición de vulnerabilidad paso a ser el criterio fundamental para la posible 




asignación de este beneficio. 




 El proceso de captación, recolección de documentación, aprobación y seguimiento de las 




adolescentes embarazadas y/o madres beneficiarias de las becas educativas  está a cargo de las 




Oficinas Locales del PANI con el monitoreo de las Direcciones Regionales. Desde el Centro de 




Orientación e Información del PANI (COI), se integra la información de todo el país, también en este 




Centro se cuenta  con una la línea telefónica gratuita institucional para la atención y orientación de 




esta población meta.  Actualmente el monto que se otorga es de cien mil colones mensuales 




(¢100.000,00), una vez que se ingresa en el programa, la beca se otorga hasta cumplir la mayoría 




de edad, siempre y cuando se cumplan con los requisitos de permanencia en el sistema educativo. 




 




Anexo 4. 28) y 29) 7) 




Aplicación para teléfonos móviles y tabletas denominada: “Empodérate” 




Aplicación gratuita, disponible para IOS, Android y Windows Phone, que permite a la población 




menor de edad conocer sus derechos, tales como: derecho a la integridad física, mental, emocional, 




a la salud, derechos sexuales y reproductivos. Personal calificado evacúa consultas y toma 




denuncias en caso de algún tipo de abuso, y solicita asistencia mediante la línea de emergencia 9-1-




1. 




https://www.poder-judicial.go.cr/ninnos/index.php/noticias/42-poder-judicial-lanza-aplicacion-




empoderate-dirigida-a-ninos-ninas-y-adolescentes 




 




Anexo 4. 28) y 29) 8) 




 




MEMORIA INSTITUCIONAL 2011-2012 




http://www.micit.go.cr/memoria2011-2012.html (Principalmente páginas 30,32,43,79) 




 MEMORIA INSTITUCIONAL 2013-2014 




http://www.micit.go.cr/memoria2013-2014.html (Principalmente páginas 20-45, 54-61) 







https://itunes.apple.com/us/app/empoderate/id957830465?mt=8



https://itunes.apple.com/us/app/empoderate/id957830465?mt=8



https://play.google.com/store/apps/details?id=com.poderjudicial.empoderate



https://play.google.com/store/apps/details?id=com.poderjudicial.empoderate



https://www.microsoft.com/en-us/store/apps/empoderate/9wzdncrd23lx



https://www.microsoft.com/en-us/store/apps/empoderate/9wzdncrd23lx



https://www.poder-judicial.go.cr/ninnos/index.php/noticias/42-poder-judicial-lanza-aplicacion-empoderate-dirigida-a-ninos-ninas-y-adolescentes



https://www.poder-judicial.go.cr/ninnos/index.php/noticias/42-poder-judicial-lanza-aplicacion-empoderate-dirigida-a-ninos-ninas-y-adolescentes



http://www.micit.go.cr/memoria2011-2012.html



http://www.micit.go.cr/memoria2013-2014.html











 
 
 




Convención sobre los Derechos del Niño 




V y VI Informes Periódicos 




Costa Rica 




__________________________________________________________________________ 




 




MEMORIA INSTITUCIONAL 2014-2015 




http://pdf.crealink.ca/doc/intergraphicdesigns-micitt/memoria-institucional-2014-




2015/2015063001/#124 (Principalmente páginas 88-90, 125) 




 




(Anexo 4. 28) y 29) 9). 




La ciudadanía digital en los niños y las niñas es entendida como: “…el conjunto de valores, 




conocimientos, recursos y prácticas que mamás, papás y otras personas en roles de cuido y 




formación, ponen en juego para mediar las interacciones de niñas, niños y personas adolescentes a 




su cargo con las Tecnologías de Información y Comunicación (TIC), de forma que dichas 




interacciones resulten en un disfrute, cada vez más consciente, de la ciudadanía digital” (Grillo 




2014). 




Para mayor información accesar:  




http://crianzatecnologica.paniamordigital.org/sobre_la_iniciativa.html 




 




(Anexo 4. 28) y 29) 10). 




Programas de bibliotecas que trabajan con población infantil y con adolescente: 




Costa Rica cuenta con un Sistema de Bibliotecas Públicas, a las que tienen acceso libre y gratuito 




las PME, son 56 bibliotecas públicas: 31 oficiales y 25 semioficiales y un Bibliobus que se desplaza a 




las comunidades en donde no se tiene biblioteca 




-Soy Bebé y me gusta leer (de 0 a 5 años) en donde se trabaja con actividades proactivas utilizando 




recursos lúdicos, tecnológicos, documentales y audiovisuales y; 




-¡Pura vida! Jóvenes a leer, el cual trata de impulsar el desarrollo integral de la juventud por medio 




de actividades de fomento de la lectura, recreación e inversión sana de tiempo libre, para atender 




sus necesidades de información, formación y cultura. 




 




 




 




(Anexo 4. 28) y 29) 11) 







http://pdf.crealink.ca/doc/intergraphicdesigns-micitt/memoria-institucional-2014-2015/2015063001/#124



http://pdf.crealink.ca/doc/intergraphicdesigns-micitt/memoria-institucional-2014-2015/2015063001/#124



http://crianzatecnologica.paniamordigital.org/sobre_la_iniciativa.html
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La PNNA, tiene como aspiración alcanzar el pleno ejercicio de todos los derechos de los NNA; lo 
cual incluye la plena garantía del derecho a la libertad de asociación.  Para ello, el país ha generado 
espacios mediante los  cuales las PME pueden participar en organizaciones representativas, en los 
cuales su voz tiene una incidencia cada vez mayor.   
 
Entre ellas se encuentran los gobiernos estudiantiles en centros educativos, las diversas 
asociaciones comunales, los comités cantonales de la persona joven, los consejos participativos, las 
JPNA, los Comités Tutelares de los Derechos de la Niñez y la Adolescencia. 
 
Al día de hoy son 68 los Comités Cantonales de la Persona Joven.   
 
Comité cantonal de la persona joven y sus generalidades: 




Por ley en cada cantón debe funcionar un Comité Cantonal de la Persona Joven, el cual lo integran 7 




personas jóvenes, de ellas 2 son personas adolescentes que representan a los colegios del 




respectivo cantón colegio (el 29%), ahora no todos los cantones han logrado contar con ese 




organismo el cual es instancia de cada gobierno local.  




Al Consejo de la Persona Joven, le corresponde brindar el soporte técnico, además de destinar el 




22.5% de su presupuesto para financiar los proyectos que presenten en el primer trimestre de cada 




año. 




La función de estos Comités es:  




Elaborar y ejecutar propuestas locales o nacionales que consideren los intereses de los y las 




jóvenes, para ello contarán con el 22,5% del presupuesto del Consejo Nacional de la Política Pública 




de la Persona Joven, que será destinado a financiar los proyectos de los Comités Cantonales de la 




Persona Joven. 




Cabe anotar que cada Comité Cantonal de la Persona Joven lo integran siete personas: un 




representante designado por el Concejo Municipal quien lo preside, un representante del Comité 




Cantonal de Deportes y Recreación, dos representantes de las organizaciones juveniles del cantón, 




un representante de las organizaciones religiosas y dos representantes de los colegios del cantón, 




éstos últimos son personas jóvenes adolescentes. 




Asamblea Nacional de la Red Nacional Consultiva de la Persona Joven: 




La conforman 125 personas procedentes de diversos sectores de la juventud: un representante de 




los Comités Cantonales de la Persona Joven, las Federaciones de Estudiantes de las Universidades 




Públicas, dos representantes de las asociaciones de Desarrollo, dos representantes de las 




instituciones parauniversitarias, tres representantes de las universidades privadas, 20 
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representantes de los partidos políticos en proporción a cómo están representados en la Asamblea 




Legislativa, cinco representantes de los grupos étnicos, cinco representantes de las organizaciones 




no gubernamentales y dos representantes de las organizaciones no gubernamentales que trabajan 




con personas jóvenes con discapacidad. 




 
Recientemente, se dictaminó unánime y afirmativamente el proyecto de Ley 19.708 que reforma de 
los artículos 165 y 166 del Código Municipal, para garantizar la efectiva participación de la niñez y 
adolescencia en estos comités.  Tal proyecto se encuentra en la corriente legislativa y su objetivo es 
que los adolescentes, puedan participar activamente en las instancias donde se toman decisiones 
comunales relacionados con el juego, la cultura, el deporte y la recreación  




 




TEXTO SUSTITUTIVO  




Expediente 19.708 




 




LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA 




 




DECRETA: 




 




 




REFORMA DE LOS ARTÍCULOS 165 Y 166 DEL CÓDIGO MUNICIPAL,LEY N.° 7794, DE 30 DE 




ABRIL DE 1998, PARA GARANTIZAR LAEFECTIVA PARTICIPACIÓNDE LA NIÑEZ Y 




ADOLESCENCIA EN  




LOS COMITÉSCANTONALES Y COMUNALES  




DE DEPORTES Y RECREACIÓN 




 




ARTÍCULO 1.-Se reforma el artículo 165 del Código Municipal, Ley N° 7794, de 30 de abril de 1998. 




El texto es el siguiente: 




 




“Artículo 165.-El Comité cantonal estará integrado por siete residentes en el 




cantón: 




 




[…] 




 




d) Dos miembros de la población adolescente, quienes actuarán con 




voz, pero sin voto. 
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Cada municipalidad reglamentará el procedimiento de elección de los 




miembros del Comité Cantonal.  




 




No obstante, los representantes indicados en el inciso d) serán 




propuestos por el Comité Cantonal de la Persona Joven. Esta 




designación deberá respetar el principio de paridad de género.”  




 




ARTÍCULO 2.-Se reforma el artículo166 del Código Municipal, Ley N.° 7794, de 30 de abril de1998.  




El texto es el siguiente: 




 




“Artículo 166.-El comité comunal estará integrado por siete miembros 




residentes en la comunidad respectiva, nombrados en asamblea general, 




convocada para tal efecto por el comité cantonal.  La asamblea general estará 




conformada por dos representantes de cada una de las organizaciones 




deportivas, recreativas y de desarrollo comunal existentes en la comunidad. 




 




Entre los siete integrantes de cada comité comunal deberán designarse a 




dos miembros de la población adolescente, quienes actuarán con voz, pero 




sin voto. Serán propuestos por el Comité Cantonal de la Persona Joven, 




respetando el principio de paridad de género.” 




 




Rige a partir de su publicación. 




 




En el nivel educativo, con el “Reglamento para la Organización y funcionamiento del Gobierno 




Estudiantil”, y el “Código Electoral Estudiantil” se eliminaron una serie de barreras que limitaban la 




participación política estudiantil. 
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En el artículo 2° del Código Electoral se señala que “Son electores o electoras: los y las estudiantes 




que asistan en forma regular a cualquier modalidad que imparta el Centro Educativo de I, II y III ciclo 




de la Enseñanza General Básica y Educación Diversificada que se encuentren inscritos en el padrón 




electoral." Es por ello, que en todos los centros educativos de primaria y secundaria, se realizan 




procesos electorales para elegir los y las representantes de la población estudiantil en los diferentes 




órganos de representación política. A saber: 




● Directivas de Sección 
● Asamblea de Representantes 
● Comité Ejecutivo. 




 




 Para lograr lo anterior, se realiza acompañamiento y seguimiento, capacitando a los 




Tribunales Electorales Estudiantiles integrados por los y las estudiantes. 




 




 




 




 




 




 




 




 




 




 




 




 




 




 




 




Departamento de Participación Estudiantil, Dirección de Vida Estudiantil 
Período:  10 de junio de 2011 - diciembre de 2015 




 




                                                




  Bruta   Neta 




  TOTAL   I y II Ciclo   III Ciclo y Diversificada   TOTAL   I y II Ciclo   III Ciclo y Diversificada 




Año T H M   T H M   T H M   T H M   T H M   T H M 




                                                




2011 2414                       




2012 1950                       




2013 1627 621  1006          100 38.16 62.00         




2014 786 294 492          100 37.40 62.60         




2015 1264 504 760  827 336 491  437 168 269  100 39.87 60.13  65.42 26.58 38.34  34.57 13.29 21.28 




Notas:     
1. La población para I Ciclo es de 6 a 8 años.      
2. La población para II Ciclo es  de 9 a 11 años. 
3. La Convención de los Derechos del Niño refiere el término “niño” a toda persona menor de dieciocho (18) años. 
4. La población de III ciclo y Diversificada es de 12 a 18 años en su mayoría 
 




Simbología: T= Total, H = Hombres, M = Mujeres 




Fuente: Expansión del Sistema Educativo Costarricense, 2015,  Cuadro 85. Departamento de Análisis Estadístico, MEP. 
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Capacitación Brindada a Tribunales Electorales Estudiantiles 




 2011 2012 2013 2014 2015 




Talleres 




impartidos 




220 148 124 92 120 




Estudiantes 




participantes 




2414 1950 2102 953 1264 




 




 




 




Anexo 4. 28) y 29) 12) 




Acciones del PANI en relación al uso de la imagen de las PME por parte de la Prensa. 




 




Entre 2014 y 2015 se realizaron encuentros con los gerentes, directores, jefes de información y 




generadores de opinión de los principales medios de comunicación del país, con el objetivo de 




sensibilizarlos sobre un tratamiento cuidadoso de los temas relacionados con niñez y adolescencia.  




La Nación, La Extra, Canal 7, Repretel, Monumental, Reloj, Columbia, Centro, Actual, son algunos 




de los medios contactados, y  en diciembre 2015 y en 2016, se realizaron un encuentro con 




periodistas para tratar estos temas. 




 Adicionalmente, se han realizado reuniones con medios regionales y alternativos que 




prestan servicios en las diez competencias territoriales de las Direcciones Regionales del PANI, con 




el objetivo de sensibilizar sobre el tema de derechos de la niñez y la adolescencia, el tratamiento 




informativo respetuoso de sus derechos y su función como aliados estratégicos en la educación y la 




prevención de la violencia, lográndose la participación de 80 medios de comunicación en el nivel 




nacional.  




 Se llevó a cabo una investigación denominada “Inocencia perdida: cómo percibe la prensa 




costarricense a las PME”, que analizó la cobertura noticiosa del tema de niñez y adolescencia 




durante un año, y generó 15 recomendaciones para un tratamiento informativo respetuoso de los 




derechos de las PME. Esta se llevó a las salas de redacción de los dos medios de comunicación 




impresos de mayor incidencia en el país, “La Nación” y “La Extra”, y se discutió en un taller en que 




los y las periodistas indicaron estar conscientes de que estos temas requieren respeto a la dignidad 
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de las niñas, niños y adolescentes y una especial protección por su condición de vulnerabilidad. 




Además de las recomendaciones, se realizó la impresión de 1000 ejemplares del documento, que se 




distribuyeron entre los y las periodistas de medios de prensa escrita, radio y televisión y 




administradores de redes sociales. Además, la Sala Constitucional ha generado jurisprudencia que 




resulta relevante en estos temas 




 




Sentencias relevantes de la Sala Constitucional en materia de imagen de las personas 




menores de edad de los últimos cinco años: 




 




1. Exp-12-017051-007-CO Res N. 2013001126 que ordena a La Nación a eliminar un reportaje 




de su archivo y edición electrónica a fin de reintegrar al amparado el goce de sus derechos. 




Se denunció la publicación de información que permite la identificación de la persona menor 




de edad en apariencia vinculada a delitos. 




2. Exp-14-016325-0007-co Res N. 2014019409 que ordena a AS Media Sociedad Anónima a 




abstenerse de incurrir en la conducta que da mérito al amparo. Se denunció la difusión de la 




imagen e información sobre una persona menor de edad y se vincula a un hecho delictivo 




como lo es liderar una red de explotación sexual comercial.   




3. Exp-11-009112-0007-CO Res. N. 2011011577 que ordena a la Sociedad Periodística Extra 




Limitada abstenerse de divulgar la información sobre el supuesto victimario de un hecho 




delictivo. 




4. Exp-10-008642-0007-CO Res N. 2010-014219 que ordena a La Prensa Libre y Diario Extra 




abstenerse de publicar fotografías de personas menores de edad vinculados a un supuesto 




delito. 




5. Exp-10-000297-0007-CO Res N.2010004041 que ordena a La Extra a abstenerse de 




publicar el nombre de una persona menor de edad sujeto de Justicia Penal Juvenil. 




6. Exp 10-000296-007-CO Res N. 2’010-02524 que ordena a La Nación abstenerse de una 




persona menor de edad detenida y la publicación de su apellido. 




 




Directrices dirigidas a la protección de la imagen.  




 Intervención de las oficinas locales del Patronato Nacional de la Infancia en relación con el 




Derecho de Imagen de niños, niñas y adolescentes en conflictos con la ley. Se estipula que 




la imagen no conduzca a una identificación plena de la persona, se designa que el Patronato 
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Nacional de la Infancia debe activar el Proceso Especial de Protección en sede 




administrativa. 




 Utilización de imagen de niños, niñas y adolescentes en medios de comunicación televisivos. 




La intervención del Patronato Nacional de la Infancia en actividades de esta naturaleza se 




justifica en el tanto, de las mismas se desprendan indicios razonables de que se encuentran 




asociadas situaciones que vulneran los Derechos Humanos de los niños y niñas 




participantes, como la utilización indebida de su imagen.  




 Participación de niñas y niños en concursos de belleza, en presentaciones de modelaje y 




otras actividades similares. El Patronato Nacional de la Infancia en actividades de esta 




naturaleza  justifica su intervención en el tanto que de las mismas, se desprendan indicios 




razonables que se encuentran asociadas situaciones que vulneran los Derechos Humanos 




de los niños y niñas participantes, como la utilización indebida de su imagen.  El 30 de 




octubre del 2015, el departamento  de Asesoría Jurídica se pronunció afirmando que “la 




participación de las personas menores de edad que aún se encuentran en el proceso de 




desarrollo psicosexual y emocional, en actividades que les exponen como objetos sexuales 




o de deseo, en definitiva son nocivas y pueden causar  serias alteraciones que repercuten 




en su vida", por lo cual se da inicio al Proyecto de Ley contra la violencia psicosexual hacia 




las personas menores de edad expresadas a través de los concursos de belleza y modelaje, 




el cual tiene como objetivo prevenir y sancionar la violencia psicosexual contra las personas 




menores de edad en concursos de belleza e ingreso el día 16 de mayo del 2016 en el orden 




del día del Plenario en la Asamblea Legislativa. 




 




 




 




Anexo 4. 28) y 29) 13) 




 




El MICITT busca promover el uso seguro y productivo de las tecnologías de la información, 
procurando concientizar a la población sobre sus riesgos y cómo minimizarlos. En el año 2010, 
mediante  Decreto Nº 36274-MICIT, se creó la Comisión Nacional de Seguridad en Línea (CNSL), 
con el objetivo principal de diseñar las políticas necesarias sobre el buen uso de Internet y las 
Tecnologías Digitales contribuyendo a generar una cultura de comprensión, análisis y 
responsabilidad personal, que permita beneficiarse de las ventajas de su utilización y tener una 
actitud consciente y proactiva frente a los riesgos inherentes al uso de estos recursos. 
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La Comisión Nacional de Seguridad en Línea (CNSL) está liderada por el MICITT e integrada por 
representantes del MEP, Ministerio de Cultura y Juventud, PANI, PJ, Superintendencia de 
Telecomunicaciones, la Cámara de Tecnología de Información y Comunicaciones, Fundación Omar 
Dengo y la Fundación Paniamor. 




El incremento en el acceso a las TIC en toda la población del país, ha propiciado una mayor 




alfabetización digital, una mejora sustantiva en la democratización de la información, la educación, la 




creación y la innovación. Pese a este esfuerzo por democratizar el acceso y el uso de las 




tecnologías, aún existen desafíos para que la confianza y seguridad de todas las personas usuarias 




de la red no se vea perjudicada, particularmente, la de las PME.  De ahí la necesidad de contar con 




políticas necesarias sobre el buen uso de Internet y las Tecnologías Digitales contribuyendo a 




generar una cultura de comprensión, análisis y responsabilidad personal, que permita beneficiarse 




de las ventajas de su utilización y tener una actitud consciente y proactiva frente a los riesgos 




inherentes al uso de estos recursos.  




Sobre Seguridad en Línea: 




Para la CNSL es fundamental enfocar esfuerzos para que estos riesgos no afecten a nuestros NNA,  




usuarios activos de los espacios de interacción social que ofrece Internet. Por eso, es pertinente que 




tanto el Sector Público, el Privado, así como la Sociedad Civil, sumen esfuerzos para disminuir los 




riesgos de la exposición de nuestra niñez al acceso inadecuado a redes sociales, contenidos 




pornográficos, racistas e incluso invitaciones al consumo de drogas, que hacen ineludible la 




responsabilidad de tomar y reforzar acciones preventivas.  Por esto, la Comisión se ha 




comprometido a promover acciones conjuntas para brindar igualdad de oportunidades, medidas 




preventivas y de seguridad en línea para reforzar los potenciales beneficios de las TIC con 




seguridad, lo que demuestra avances en el compromiso del país en el resguardo y garantía de los 




derechos de las PME,  particularmente en lo relacionado con su imagen, intimidad e integridad.  




El MICITT ha ejecutado acciones puntuales dirigidas a promover la seguridad en línea de las PME, 




como el Taller “Construyendo espacios seguros con las TIC: Propuesta de acción para la protección 




de la niñez y la adolescencia”, realizado el 21 y 22 de setiembre de 2015, con importantes 




conclusiones y recomendaciones que se están atendiendo. El Ministerio participó también en la V 




Conferencia de la Freedom Online Coalition, cuyo objetivo es profundizar en el diálogo entre el 




gobierno y múltiples partes interesadas en torno a la Gobernanza de Internet a partir de tres líneas 




de discusión: 




● Una internet libre y segura 




● El Desarrollo digital y el estado de derechos 




● La Privacidad y Transparencia en línea 
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La VI Conferencia se realizó en Costa Rica en octubre de 2016, con lo que se reafirma el 




compromiso de nuestro país en cuanto a la promoción del modelo de Gobernanza de Internet 




basado en la participación de múltiples partes interesadas. 




 




Anexo 4. 28) y 29) 14) 




 




“Artículo 21°- Deber de los medios de comunicación.  




La función social de los medios de comunicación colectiva es colaborar en la formación de las 




personas menores de edad, divulgando información de interés social y cultural. Para ello, procurarán 




atender las necesidades informativas de este grupo y promoverán la difusión de sus derechos, 




deberes y garantías. 




El Consejo de la Niñez y la Adolescencia, regulado en el título IV de este Código, otorgará cada año 




un premio para el medio y el comunicador sociales destacados durante el período por su ayuda a la 




función mencionada en el párrafo anterior. El premio consistirá en una suma en dinero efectivo igual 




a la correspondiente al Premio Joaquín García Monge, acompañada de una placa alusiva”. 




 




“Artículo 22°- Mensajes restringidos.  




Los medios de comunicación colectiva se abstendrán de difundir mensajes atentatorios contra los 




derechos de la persona menor de edad o perjudiciales para su desarrollo físico, mental o social. 




Los programas, la publicidad y los demás mensajes que se difundan por radio y televisión, se 




ajustarán a la audiencia correspondiente. Mediante decreto ejecutivo se reglamentará lo relacionado 




con los horarios que regirán para programas no aptos para menores de edad”. 




 




Anexo 4. 28) y 29) 15) 




 




La “Política de Acceso a la Justicia Penal Juvenil”, resalta la privacidad de las actuaciones en 
materia penal juvenil, regulando que, previo a su publicación y divulgación, las sentencias y votos 
que se refieran a PME, deben pasar por el proceso de despersonalización, a fin de que se protejan 
sus datos personales.  
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(Anexo 5. 30) y 31) 1) 




Actividades de Capacitación y concienciación contra la violencia a nivel interno y externo del 




Poder Judicial. 




" Derechos Humanos y la Política de Acceso a la Justicia de Niñas, Niños Y Adolescentes”. Agosto 




2012. 




Con la participación de representantes del Departamento de Trabajo Social y Psicología, Tribunal de 




Familia, Juzgado de Pensiones Alimentarías y Violencia Doméstica, Administraciones Regionales, 




Defensa Pública, Juzgado de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles. 




" Derechos Humanos y la Política de Acceso a la Justicia de Niñas, Niños Y Adolescentes”. 




Septiembre 2012. 




Con la participación de representantes del Organismo de Investigación Judicial,  Fuerza Pública, 




Tribunal Penal de Flagrancia, Contraloría de Servicios, Juzgado de Violencia Doméstica, Juzgado de 




Pensiones Alimentarías, Juzgado Contravencional, Juzgado de Familia, Dirección Ejecutiva, 




Juzgado Penal Juvenil. 




 "Política Judicial dirigida al Mejoramiento del Acceso a la Justicia de las Niñas, Niños y 




Adolescentes" Noviembre 2012 




Con la participación de representantes de Municipalidad de San José, Ministerio de Salud, Patronato 




Nacional de la Infancia, Instituto Mixto de Ayuda Social, Ministerio de Educación Pública y 




Organizaciones no Gubernamentales. 




Conversatorio "Reflexiones sobre la situación de la niñez  privada del cuido parental o en riesgo de 




perderlo.” Abril 2014 




Con la participación de representantes de la Defensa Pública, Colegio de Abogados y Abogadas, 




Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, Ministerio Público, Juzgado de Familia, 




Depto Trabajo Social y Psicología, Juzgado de Violencia Doméstica, UNICEF, organizaciones no 




gubernamentales. 




Campañas de divulgación, boletines y noticias de interés en temas relacionados con los derechos de 




la Niñez y la Adolescencia, disponibles en la página web de la Subcomisión para el acceso a la 




justicia de Niños, Niñas y Adolescentes. http://intranet/ninnos/index.php/noticias?limitstart=0 







http://intranet/ninnos/index.php/noticias?limitstart=0
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Talleres dirigidos a mujeres, sobre el tema de violencia intrafamiliar: -Talleres contra la violencia 




doméstica "Madrinas”, equipo de la OAPVD en PISAV Pavas: 2013: Participaron un total de 6 




mujeres víctimas de violencia doméstica. Este fue un plan piloto que tuvo como propósito brindar 




empoderamiento a las participantes a través de “Talleres Socioeducativos”, con la expectativa de 




que éstas se convirtieran en agentes multiplicadores y madrinas del segundo grupo que inició en el 




2014. De este grupo sobresalieron dos mujeres que apoyaron el siguiente proceso. 2014: La 




participación aumentó y en promedio asistieron a los talleres 13 mujeres víctimas de diferentes 




manifestaciones de violencia doméstica.-Talleres socioterapéuticos "Sobreviviendo a la violencia 




doméstica". La Unión, Cartago. -2015: De conformidad con el documento denominado 




“Sistematización de la experiencia grupal”, participaron 17 mujeres, usuarias de los servicios de la 




PISAV La Unión, Tres Ríos, víctimas de diferentes manifestaciones de violencia doméstica, quienes 




asistieron a 12 sesiones del grupo de apoyo. - Uno de los temas que se desarrollaron en el grupo de 




mujeres de La Unión y que se mantiene para el 2016 es: "Configuraciones familiares / derechos y 




necesidades de niños, niñas y adolescentes", que se trabaja de la siguiente manera: Mapas 




familiares: Reflexionar sobre la importancia del orden natural que debe existir entre los miembros de 




la familia en el núcleo básico. Explicar los diferentes tipos de familia y trabajar sobre la relevancia de 




manejar límites en el hogar. Presentación magistral: y construcción de propuesta Trabajar de 




manera participativa técnicas de afrontamiento de los efectos de la violencia doméstica en los hijos e 




hijas. En el 2015 se realizaron dos grupos del Taller Mujeres Emprendedoras en la sede central, en 




los cuales se brindaron talleres sobre violencia intrafamiliar dirigido a 32 mujeres. Para el año 2016, 




dentro de los talleres que se brindarán a los grupos de mujeres conformados en las diferentes 




oficinas del país que cuenten con la posibilidad de impartirlos, se incorporó un taller más, el cual se 




denomina "Educa para decir no a la violencia y crea herramientas para criar a tus hijos", que consta 




de las siguientes secciones: Lectura de reflexión: Los golpes no educan. Identificar momentos 




difíciles a la hora de poner límites a nuestros hijos e hijas.  Aprender formas o técnicas para poner 




límites a los hijos e hijas sin violencia. Aprendiendo algunas maneras de poner límites  sin 




humillaciones, insultos y castigos corporales. Construcción de herramientas para el manejo 




adecuado de los límites. En estos talleres muchas veces asisten las madres con sus hijos, por lo que 




cuentan con Salas de juegos para niños: Salas de juegos para niños (en el tanto la persona usuaria 




espera para ser atendida o se encuentra recibiendo algún taller con la OAPVD) con las que se 




cuenta dentro de las instalaciones de la  OAPVD: 5 salas ubicadas en San José sede central, San 




Carlos, Corredores, Puntarenas y Cartago. Estas salas tienen juguetes no bélicos.  




 




(Anexo 5. 30) y 31) 2) 
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Costa Rica ha entendido la importancia de trabajar muy fuerte en la promoción, educación y 




prevención en materia de Derechos de las PME, como la mejor forma de enfrentar el tema de la 




violencia en contra los NNA. Se busca atacar la causa de los problemas que generan las situaciones 




de violencia, maltrato, abuso y negligencia contra las PME, en lugar de focalizarse en la atención de 




las situaciones ya desbordadas.  Esto, sin menoscabo, por supuesto, de la calidad y oportunidad de 




los procesos de atención y protección especial. 




  




 




(Anexo 5. 30) y 31) 3) 




El PE, a través de sus instituciones, en estrecha cooperación con las ONGs, ha desarrollado 




programas y proyectos destinados a la promoción, a la prevención y a la educación en el 




cumplimiento efectivo de los derechos de las PME, particularmente con poblaciones vulnerables.  




Esta tarea ha implicado el trabajo con padres de familia, con las familias y con PME, y ha conllevado 




la apertura de todo tipo de medios de información, orientación, educación, atención y apoyo, así 




como de recepción de denuncias en estos temas. Además, en esta línea, el PANI ha generado 




programas nuevos de trabajo preventivo directo con población tanto menor de edad como adulta, 




propiciando procesos de estimulación en los diferentes grupos etarios y en las diferentes áreas del 




desarrollo, promoviendo e inculcando valores positivos y educando en materia de derechos y 




deberes y el ejercicio efectivo de los mismos, en el caso de las PME; brindando capacitación sobre 




formas sanas, adecuadas y efectivas de disciplinar y orientar, además de modelos de crianza 




protectores y positivos y obligaciones y derechos de los atributos de autoridad parental, en el caso 




de las personas adultas.  




Ya se expuso ampliamente sobre programas desarrollados por PANI en esta línea, como el Centro 




de Orientación e Información (COI), las Academias de Crianza, los Centros de Intervención 




Temprana y las Unidades Móviles, así como los proyectos generados por los SLP, las JPNA, y las 




ONGs de Defensa de Derechos, en coordinación y con el financiamiento del PANI. 




Desde el año 2011 las Juntas de Protección a la Niñez y Adolescencia y los Subsistemas 




Locales de Protección en coordinación con el eje de Prevención de la Gerencia Técnica del 




Patronato Nacional de la Infancia, han formulado, ejecutado y evaluado los siguientes 




proyectos socio preventivos: 
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1. Proyecto “Agentes multiplicadores en contra de la Explotación Sexual Comercial, talleres de 




capacitación y sensibilización hacia actores instituciones y comunidad con el fin de 




desarrollar en los participantes habilidades y formas de prevenir la Explotación Sexual 




Comercial, y se conviertan en agentes multiplicadores de información en contra de la 




Explotación Sexual Comercial 




2. Proyecto “Plan social al rescate de niños, niñas y adolescentes del Distrito de Pavas”, se 




desarrollaron ferias denominadas “Aprendo y me divierto sin violencia, recatando las formas 




de sana convivencia entre adultos y personas menores de edad. 




3. Campamento “Rescate de derechos de niñez y adolescencia” desarrollado por medio de 




talleres socio formativos sobre el ejercicio de derechos como personas menores de edad en 




forma asertiva. 




4. Proyecto “Club Te quiero, mucho, poquito y nada”, cuyo objetivo fue brindar seguimiento a 




las personas menores de edad en temática de prevención de la violencia y salud sexual y 




reproductiva. Brindar herramientas básicas a las participantes para prevención de la 




violencia en sus relaciones de pareja. 




5. Talleres sobre “Prevención de la violencia en hogares dirigidos a adolescentes de Barranca”, 




cuyo objetivo fue brindar herramientas a los jóvenes para se conviertan en colaboradores en 




la orientación de las familias en las que se encuentre violencia. 




6. Proyecto “Día recreativo familiar”, cuyo objetivo es el de fomentar valores y participación 




activa en ámbitos familiares y comunales. 




7. Proyecto “Alza tu voz y participa”, cuyo objetivo es el de disminuir la violencia social y 




contribuir al fortalecimiento de ambientes familiares saludables y seguros, que garanticen el 




desarrollo integral y el mejoramiento de las condiciones de vida de las personas menores de 




edad. 




8. Proyecto “Otra educación es posible…con golpes no sirve”,  dirigido a padres, madres sobre 




alternativas de educación no violentas, corregir sin castigo físico. Incluye 36 obras de teatro 




informativas sobre alternativas de corregir sin castigo físico, 6 concursos de dibujo sobre 




prevención del castigo físico, 6 vallas publicitarias, 6 banners. 




9. Proyecto “Fortaleciendo nuestros derechos a través del juego y la recreación” dirigido a 




personas menores de edad y  líderes juveniles. Se desarrollan talleres, convivios, cuñas 




radiales, materiales informativos y campamento regional. Reuniones de acercamiento y 




sensibilización con personal de centros educativos. 




10. Proyecto “Sensibles ante los derechos de las personas menores de edad”, talleres socio 




formativos, convivios, campamento educativo juvenil y familiar,  cuya propuesta fue incidir en 




el sistema de creencias socioculturales de padres, madres y de personas menores de edad 




contra de los diferentes tipos de violencia. 
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11. Proyecto “Rescate de los derechos de los niños y adolescentes”, propuesta de talleres de 




validación de derechos de las personas menores de edad en contra de toda forma de 




violencia hacia ellos. 




12. Proyecto “Adolescentes forjando una cultura de paz”. 




13. Proyecto “Promoviendo la paz para una vida sin violencia” se basa en la prevención de la 




violencia a nivel familiar, comunal y en centros educativos, desarrollado por medio de 




sesiones de motivación y medios lúdicos. 




14. Proyecto “Construcción de alternativas de prevención de la violencia y promoción de la paz 




en personas menores de edad en espacios educativos, la familia y la comunidad: 




Prevención de las formas de violencia en el espacio y educativo posibilitando alternativas de 




resolución de conflictos y la promoción de redes de convivencia pacífica entre personas 




menores de edad y adultos. 




15. Proyecto “Respetando derechos, asumiendo responsabilidades”: talleres en comunidad 




sobre disciplina positiva VRS castigo físico, manejo de límites y vínculos afectivos. 




16. Proyecto “Habilidades para una convivencia pacífica” dirigido a personas menores de edad y 




adultos sobre la prevención de la violencia en los ámbitos familiar, comunal e institucional, 




mediante procesos socioeducativos. 




17. Proyecto “Voces de Juventud…hacia una participación significativa de los y las 




adolescentes”, talleres socio formativos sobre promoción de derechos para mejorar la 




calidad de vida de las personas menores de edad. 




18. Proyecto “Atrévete a cambiar, di no a la violencia”, a partir de pautas televisivas, campañas 




publicitarias de información  y sensibilización para la prevención de la violencia en contra de 




personas menores de edad.  Pautas publicitarias en redes sociales,  blog regional y 




facebook institucional, reproducción del video   “Paz en el hogar”. 




19. Proyecto “Adolescentes forjando una cultura de paz”, pretende la promoción de la toma de 




consciencia social en la población de estudiantes adolescentes para construir una 




convivencia pacífica.  




20. Proyecto “Vales por vos: exprésate sin violencia”, se desarrolla por medio de una campaña 




de divulgación, un festival cultural y recreativo, convivio para niños, adolescentes y padres 




de familia, campamento educativo juvenil y familiar, talleres, charlas educativas, en el tema 




de divulgación de derechos y formas de convivencia. 




21. Proyecto “El arte de convivir sin violencia”, cuyo objetivo es el de generar espacios de 




reflexión y análisis con docentes, niños y niñas de las comunidades para la implementación 




de alternativas de prevención a la violencia y a promoción de una cultura de paz a través de 




las artes.   




22. Proyecto “Fortalecimiento para la prevención de situaciones violatorias de derechos”, cuyo 




objetivo es el de contribuir al mejoramiento del estado de la salud y la calidad de vida de las 
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personas menores de edad mediante procesos de sensibilización y fortalecimiento, dirigidos 




tanto a personas menores de edad, así como a las familias; mediante  procesos coordinados 




y articulados   desde la promoción y prevención de los derechos de las personas menores 




de edad. 




23.  Proyecto “Creciendo contigo”, cuyo objetivo es generar en adolescentes madres un cambio 




de pensamiento en relación a los patrones de crianza negativos heredados de la situación 




irregular, por una relación más emotiva y asertiva en la  formación, educación  y disciplina de 




sus hijos, e hijas. 




24. Proyecto “Prevención de la reproducción de la violencia en las personas menores de edad 




de Barrio San Martín de Nicoya: No a la violencia”. Cuyo objetivo es el de sensibilizar a las 




personas menores de edad y personas adultas, sobre la importancia de la prevención de la 




reproducción de la violencia y  el maltrato en las personas menores de edad. 




25. Proyecto “Prevención de la violencia y promoción de la paz social”, cuyo objetivo es el de 




contribuir al fortalecimiento de prácticas familiares, comunales y de centros educativos que 




promuevan la paz y la protección de los niños y niñas en la comunidad de Guararí de 




Heredia. 




26. Proyecto “Habilidades para la vida: en la construcción de un entorno saludable, seguro y 




solidario para las personas menores de edad, sus familias y la comunidad de Coto Brus, 




cuyo objetivo en el de promover el desarrollo local sostenible en el marco de una cultura de 




paz, solidaridad y equidad, especialmente en aquellas comunidades urbanas y rurales con 




altos índices de pobreza, violencia, vulnerabilidad y exclusión social por medio de una 




acción integral del estado. 




27. Proyecto “Descubriendo mis recursos y capacidades”, cuyo objetivo es el de contribuir al 




fortalecimiento de prácticas familiares y comunales que promuevan la paz y fortalezcan la 




protección de las personas menores de edad en las comunidades. 




28. Proyecto “Familias libres de violencia”, cuyo objetivo es el de contribuir con el fortalecimiento 




de prácticas familiares y comunales que promuevan la paz y fortalezcan la protección de las 




personas menores de edad. 




29. Proyecto “Padres saludables, hijos felices en un entorno de paz libre de violencia”, cuyo 




objetivo es el de contribuir al fortalecimiento de prácticas familiares y comunales que 




promuevan la paz y fortalezcan la protección de las personas menores de edad. 




30.   Proyecto “Construyendo la paz desde nuestro hogar, escuela y comunidad”, cuyo objetivo 




es el de contribuir al fortalecimiento de las prácticas escolares, familiares y comunales que 




promuevan la cultura de paz a través de valores de solidaridad, equidad, solución pacífica 




de los conflictos y una cultura de respeto de los derechos de los niños y adolescentes. 




31. Proyecto “Por una cultura de paz en el cantón de Coto Brus”, cuyo objetivo es el de 




contribuir al fortalecimiento de prácticas familiares y comunales que promuevan la paz y 




fortalezcan la protección de las personas menores de edad. 
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32. Proyecto “Ventana de paz, un mundo sin violencia”, cuyo objetivo es el de desarrollar 




actividades socio recreativas y socio educativas con personas menores de edad, padres y 




madres de familia y docentes, que estimulen la eliminación de la violencia y el 




fortalecimiento de los derechos dentro de la familia, escuela y comunidad. 




33. Proyecto “Educando con paz”, cuyo objetivo es el de prevenir la violencia hacia las personas 




menores de edad, por parte de padres y /o encargados a través de actividades socio 




formativas y lúdicas en el cantón de Los Chiles. 




34. Proyecto “Semillitas de paz”, objetivo: favorecer la protección integral de las personas 




menores de edad, en el marco del Subsistema Local de Protección, a través de la 




promoción de ambientes familiares, educativos y comunales más saludables. 




35. Proyecto “Puesto Arte”, cuyo objetivo es generar espacios de interacción que promuevan 




cambios en el comportamiento de los niños, niñas y adolescentes y personas adultas, 




adoptando formas nuevas de convivencia no violenta entre iguales. 




 




Proyectos socio preventivos y educativo que buscan erradicar cualquier forma de violencia 




en todo nivel, incluyendo el castigo físico como una forma de disciplinar a los niños y las 




niñas, formulados, ejecutados y evaluados por las Juntas de Protección a la Niñez y 




Adolescencia y los Subsistemas Locales de Protección en coordinación con el Eje de 




Prevención de la Gerencia Técnica del Patronato Nacional de la Infancia 




1. Obra de Teatro dirigida a la “Prevención de  la  violencia escolar entre pares”, cuyo objetivo 




es establecer  espacios de información y sensibilización sobre causas, consecuencias de 




violencia escolar, modelos alternativos para resolver conflictos, dirigida a estudiantes y 




comunidades. 




2. Proyecto “Otra educación es posible…con golpes no sirve”,  dirigido a padres, madres sobre 




alternativas de educación no violentas, corregir sin castigo físico. Incluye 36 obras de teatro 




informativas sobre alternativas de corregir sin castigo físico, 6 concursos de dibujo sobre 




prevención del castigo físico, 6 vallas publicitarias, 6 banners. 




3. Taller de “Confección de títeres con material de desecho”,  cuyo objetivo es la prevención del 




maltrato, consumo de drogas, bullying y otras situaciones que afectan a las personas 




menores de edad de la comunidad. 




4. Proyecto “Prevención de la violencia y rescate de espacios recreativos y deportivos para las 




PME del Cantón de Puriscal”, cuyo objetivo es lograr una mayor prevención de violencia por 




parte de adultos y menores de edad de los cantones involucrados. 




5. Proyecto “Fortalecimiento de factores protectores en los ámbitos familiar, educativo y 




comunitario” se ejecuta por medio de talleres socioeducativos. 




6. Desarrollar actividades recreativas de promoción al derecho a la recreación, cultura y 




deportes en niños, niñas y adolescentes del cantón de Upala. Cuyas metas alcanzadas 
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fueron: madres y padres de familia aprendieron sobre nuevas formas de educación  y 




crianza basadas en el respeto, comunicación y el amor.                                                  




Promoción de espacios familiares de convivencia más sana y equitativa.                            




Mayores niveles de corresponsabilidad parental. Contribución a la protección integral de las 




Personas Menores de Edad 




7. Proyecto “Promoviendo la paz para una vida sin violencia” se basa en la prevención de la 




violencia a nivel familiar, comunal y en centros educativos. 




8. Proyecto “Habilidades para una convivencia pacífica” dirigido a personas menores de edad y 




adultos sobre la prevención de la violencia en los ámbitos familiar, comunal e institucional, 




mediante procesos socioeducativos. 




9. Proyecto “Adolescentes forjando una cultura de paz”, pretende la promoción de la toma de 




consciencia social en la población de estudiantes adolescentes para construir una 




convivencia pacífica.  




10. Proyecto “Escuela para madres y padres”, talleres socio formativos “Educa con amor”. 




dirigido a padres, madres y encargados de personas menores de edad. 




11. Proyecto "Educa con cariño", cuyo objetivo fue reducir el maltrato físico en los niños, niñas y 




adolescentes en el cantón de Pérez Zeledón. 




12. Proyecto “Aprendiendo Juntos. Promoción de los derechos de niños y niñas de Hatillo centro 




a través de estilos de vida saludable”, cuyo objetivo es crear un espacio de educación 




comunitaria –adultos promotores de derechos- dirigido a madres, padres y encargados 




legales de personas menores de edad,  para el desarrollo de conocimientos, habilidades, 




destrezas y responsabilidades en materia de derechos que favorezcan su rol parental en la 




crianza de sus hijos. 




13. Proyecto “Si lo sabes cuéntalo” desarrollado en colegios por medio de charlas, talleres y 




actividades artísticas. Pretende el fortalecimiento de factores protectores en la población 




adolescente,  para prevenir situaciones violatorias de derechos. 




14. Talleres socio formativos dirigidas a padres y madres de familia sobre el fortalecimiento del 




rol parental con base en el enfoque de derechos de las personas menores de edad. 




15. Taller con mujeres sobre derechos de la niñez y  familia para contribuir a mejorar la calidad 




de vida de las familias. 




16. Proyecto “Construcción de alternativas de prevención de la violencia y promoción de la paz 




en personas menores de edad en espacios educativos”. 




17. Proyecto “Promoción y prevención integral de derechos de personas menores de edad en 




territorio indígena de Zapatón de Puriscal, desarrollo de acciones de carácter socio 




educativo y gestiones de apoyo con la población indígena. 




18. Proyecto “Fomento de una cultura de paz”, cuyo objetivo es el de fomentar una cultura de 




paz en las comunidades mediante la sensibilización en formas adecuadas de disciplina 




positiva hacia las personas menores de edad que no vinculen el castigo físico. 
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19. Proyecto “Promoviendo patrones de crianza y convivencia saludables en las familias”, cuyo 




objetivo es el de promover patrones de crianza sanos que propicien la formación de factores 




protectores en torna a la convivencia familiar. 




20.  Proyecto “Padres saludables, hijos felices en un entorno de paz libre de violencia”, cuyo 




objetivo es el de desarrollar sesiones socioeducativas y participativas con personas menores 




de edad y sus familias en la temática del castigo físico a fin de generar acciones de 




prevención que garantice a las personas menores de edad una vida digna acorde a sus 




derechos, 




21. Proyecto “Construcción de alternativas de prevención de la violencia y promoción de la 




cultura de paz con personas menores de edad en espacio educativos de secundaria, la 




familia y la comunidad- Luz para la Paz”, cuyo objetivo es el de fomentar espacios de 




capacitación y formación para la construcción de alternativas de prevención de la violencia y 




la promoción de la cultura de paz. 




22. Proyecto “Adolescentes emprendedores de paz”, cuyo objetivo es el de promover  espacios 




de reflexión en torno a la violencia en tres de sus formas: violencia intrafamiliar, contra las 




personas menores de edad y violencia en los centros educativos. 




 




(Anexo 5. 30) y 31) 4) 




Temas como la Explotación Sexual Comercial, la Trata de PME, la violencia de género y el bullying 




han sido de especial atención del MEP, a través del “Programa Nacional de Formación Permanente 




2016-2018 (PNFP)”.   




Acciones ejecutadas por el Ministerio de Educación, entre 2011 y 2015 para la prevención y 




atención de los diferentes temas relacionados con la violencia en los centros educativos. 




La Dirección de Vida Estudiantil: es el ente encargado de la prevención de las distintas formas de 




violencia en los centros educativos, así como la promoción de las relaciones saludables. 




Ejecuta programas como: 




Programa Con Vos, de Vida Estudiantil promueve la formación de los centros líderes libres de 




violencia. 




Y el programa Convivir promueve las relaciones sanas libres de violencia en los Centros Educativos. 




Entre otros. 
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Implementación del Programa Convivir a partir del 2011: el Programa Nacional de Convivencia para 




Centros Educativos: Programa Convivir, es un Instrumento de política pública que orienta las 




acciones que el MEP realiza para cumplir con el objetivo de aprender a vivir juntos, en el marco del 




Plan Nacional de Prevención de la Violencia y Promoción de la Paz Social 2011-2014. 




 Su objetivo es promover el desarrollo de estrategias para fortalecer las relaciones de convivencia en 




todos los centros educativos del país. 




• En el 2011 se realizaron 18 talleres con el nombre “Estrategias para el fortalecimiento de la 




convivencia en los centros educativos”.  




• En el 2012 se trabajaron 6 cursos sobre la temática del bullying, 4 cursos de Estrategias 




para el fortalecimiento de la Convivencia (Coto, Puntarenas, Guápiles, Liberia) y 4 cursos sobre 




pedagogía de la diversidad y convivencia. 




• En el 2012 se lanzaron los protocolos para el abordaje de:  




 Uso y portación de armas,  




 Tráfico y consumo de drogas,  




 Violencia física, psicológica y sexual.  




 Matonismo, bullying y cyber bullying.  




Se realizó una capacitación con enlaces de todas las Direcciones Regionales Educativas sobre el 




contenido y aplicación de estos protocolos.  




En el 2013 se impartieron 2 cursos de capacitación sobre “Estrategias para el fortalecimiento de la 




convivencia en los centros educativos”.  




Se coordinó con otras Instituciones para brindar 2 talleres de Educación Intercultural y convivencia 




de las personas refugiadas y costarricenses en el aula, ofrecido por el Alto Comisionado de las 




Naciones Unidas para los refugiados (ACNUR) y la Asociación de Consultores y Asesores 




Internacionales (ACAI).  




En el 2014 se realizaron procesos de aprehensión y concientización sobre la temática del matonismo 




en los centros educativos. 4 talleres con profesionales equipos interdisciplinarios y enlaces convivir 




de: San José Norte-Oeste y Central (40), Cartago (80), Heredia (35) y (40) docentes de Congreso de 




Innovación Educativa. Obra dirigida a los niños y niñas de edad escolar que trata el tema del 




“Matonismo escolar”, dirigida a 28 funciones dentro de la Gran Área Metropolitana con una 
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proyección de al menos 3000 niños y niñas beneficiados. Asimismo, y de manera conjunta con 




DIGEPAZ se elabora documento “Aportes para promover una cultura de paz en centros educativos” 




y se inicia la reformulación de los protocolos de actuación en situaciones de violencia en los centros 




educativos. El 72% de los centros educativos del país indican contar con grupo de convivencia en 




sus instituciones. 




En el 2015, se imparte ciclo de videoconferencias para promover estrategias de convivencia y 




prevención de la violencia en los centros educativos.  Dirigido a todas las Direcciones Regionales del 




país (aproximadamente 600 funcionarios MEP). Temas tratados: derechos Humanos, Cultura de 




Paz, Convivencia, Resolución Alterna de Conflictos, protocolos de actuación y Acoso escolar. Se 




elabora y presenta a la comunidad educativa la mediación pedagógica del protocolo de actuación 




ante situaciones de bullying en los centros educativos, por medio de videoconferencia 




(aproximadamente 600 personas) y 81 enlaces regionales del Programa Convivir. Se realizaron 




encuentros de líderes estudiantiles con los que se abordó la temática de derechos humanos, cultura 




de paz y convivencia estudiantil. Se empieza la distribución del documento Aportes para promover 




una cultura de paz en los centros educativos y se elaboran directrices ministeriales para la 




implementación del Plan Nacional de Drogas en el sistema educativo. 




Prevención y atención a personas menores de edad trabajadoras y en actividades de explotación: 




para lograr sensibilizar a la población docente y administrativa en cuanto al proceder en el protocolo 




interinstitucional respecto a la detección y referencia de la población menor de edad que está en 




riesgo de participar de las peores formas de trabajo así como en la divulgación del Plan Nacional 




(Hoja de Ruta) para la eliminación del Trabajo Infantil, durante el 2015 se desarrollaron cuatro 




sesiones de capacitación en las regiones de Limón, Guápiles, Turrialba y Sulá.  




Para el 2015 un total de 45 instituciones educativas reportaron estudiantes en condiciones de trabajo 




o explotación, dentro de los cuales destacan los casos de mendicidad los cuales se reportan al OIJ y 




a la CONAT por sospecha de trata de personas. En los casos de explotación sexual se procede a 




hacer la denuncia penal, así como la referencia interinstitucional ante el Patronato Nacional de la 




Infancia  y ante el OIJ según lo conversado sobre el tema en la Comisión Nacional contra la 




Explotación Sexual Comercial (CONACOES), a fin de dar la contención respectiva a la persona 




menor de edad se activa la cooperación horizontal con la Fundación Rahab y otras instancias a fin 




de que incorpore en sus proyectos preventivos y seguimiento psicosocial a las personas en riesgo, 




de tal forma que puedan continuar en el desarrollo de sus potencialidades y no perturbar el derecho 




a la Educación. 
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Trata de Personas: se realizó una jornada de 5 días de capacitación y sensibilización a funcionarios 




de nivel Central del Ministerio de Educación Pública en el tema de prevención de la trata y tráfico de 




migrantes desde el sistema educativo. En esta jornada se capacitó a personal de: 




Dirección de Desarrollo Curricular quienes son los principales encargados de los contenidos de 




planes y programas de estudio y su implementación. De esta dirección se capacitan funcionarios de 




los siguientes Departamentos: Preescolar, Primero y Segundo Ciclos, Tercer Ciclo y Diversificado, 




Educación Intercultural y Educación de Jóvenes y Adultos. 




Dirección de Educación Técnica: Dirección Encargada de Colegios Técnicos Profesionales. Se 




capacita dos funcionarios de Enlace con la empresa. 




Contraloría de Derechos Estudiantiles: Encargados de procesos de denuncia cuando se violentan 




los derechos de los y las estudiantes. 




Dirección de Centros Privados: Encargados de Educación Privada en Costa Rica. 




Dirección de Vida Estudiantil: principales encargados de diferentes procesos  co- curriculares. De 




esta dirección se capacitan funcionarios de los siguientes departamentos: Dirección, Departamento 




de Orientación Educativa y Vocacional, Departamento de Salud y Ambiente. 




Explotación Sexual Comercial: se desarrolló a nivel interinstitucional un proceso de sensibilización 




en el tema de Explotación Sexual Comercial en la Región de Parrita según el cual se impactó a un 




total de 1500 personas. Esta zona es definida por la prevalencia de la problemática. 




Masculinidades género sensibles: se establece el proyecto Masculinidades Género Sensibles en el 




Sistema Educativo Costarricense, mismo que busca generar espacios de reflexión en torno a la 




construcción de las masculinidades y su relación con los diferentes tipos de violencia que sufren las 




diferentes poblaciones (particularmente los sectores más vulnerables de la sociedad) 




En este 2015 se realizaron tres talleres dirigidos a 30 funcionarios del M.E.P.: 




• Masculinidades y Hostigamiento Sexual en los Espacios Laborales. 




• Construcción del Plan de Trabajo 2016. 




• La Ruta hacia Nuevas Masculinidades Género Sensibles. 




Escuelas para el Cambio: 16 Escuelas con personal capacitado (43 funcionarios y funcionarias en 




total), en el tema de Género y su aplicación práctica en el espacio educativo, a través del modelo  




denominado Escuelas para el cambio: Igualdad, Equidad y Género (IEG); el cuál operacionaliza un 
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diagnóstico de brechas con miras a trabajar acciones propositivas y afirmativas para la de 




prevención de prácticas discriminatorias y violencia de género  en todas sus manifestaciones. El 




proceso de capacitación, incluyó a los 5 enlaces regionales designados para cada una de las 




Direcciones Regionales identificadas, a fin de apoyar el acompañamiento de los procesos en las 




Escuelas IEG a saber: San José central, San José Norte, San José Oeste, Desamparados y 




Cartago. Las acciones dan respuesta a la Política de Género Nacional (PIEG) y se insertan 




directamente en el Eje 3: “Educación con enfoque de Género” de la Política de Género del MEP. Se 




constituye en una acción coordinada a través del convenio INAMU- MEP, firmado en mayo del 2015. 




Programa Seguridad Alimentaria: Se realizaron 3 talleres sobre seguridad alimentaria: desnutrición, 




malnutrición, obesidad, fuentes de alimentación, entre otros, en las Direcciones Regionales de: 




Peninsular (2), Guápiles (1). En total se capacitaron 240 estudiantes, 60 docentes, y 20 técnicos de 




las zonas mencionadas. Se elaboraron materiales en el tema, tales como: libros, brochur, panfletos 




Es importante señalar los temas descritos en éste documento fueron temas atinentes a lo solicitado. 




La violencia  de género intrafamiliar y sexual: Estrategias metodológicas para su prevención en I y II 




ciclo. 




Atención al embarazo maternidad/paternidad en personas menores de edad desde el enfoque de 




derechos.  




El abordaje del acoso escolar (bullying) UCR. 




Sensibilización y estrategias de prevención del bullying en el  escenario educativo 




Estrategias para la detección en el tema de la explotación sexual comercial desde el centro 




educativo. 




VIH/SIDA; Estrategias para la intervención en los centros educativos de acuerdo con un enfoque de 




derechos. 




Estrategias para la detección en el tema de la explotación sexual comercial desde el centro 




educativo. 




Orientaciones  Metodológicas para la Enseñanza de los Derechos Humanos en el Contexto del Aula 




para Directores (as) de Secundaria         




Detección de los Factores Protectores y de Riesgo que faciliten la intervención oportuna del menor 




agredido. 
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A la Contraloría de Derechos Estudiantiles según el decreto 3970 le corresponde: 




Controlar y fiscalizar que la prestación de los servicios educativos del MEP se desarrolle conforme a 




los procedimientos y mecanismos de protección y respeto de los derechos y deberes de la niñez, la 




adolescencia y la población estudiantil en general, de conformidad con las obligaciones que impone 




al MEP el ordenamiento jurídico. 




Ejes de acción: 




Defensa de Derechos Estudiantiles 




Atención (telefónica, electrónica, presencial) y seguimiento de denuncias sobre casos de violación 




de los derechos estudiantiles. 




Solución de casos. 




Restitución de derechos. 




Defensa, promoción y protección de los derechos estudiantiles. 




Capacitaciones a la comunidad educativa en tema de los derechos. 




Talleres para personal docente y administrativo. 




Asesorías a padres de familia, estudiantes.  




Giras para la promoción de los derechos estudiantiles. 




Coordinación interinstitucional. 




Supervisión intrainstitucional sobre el cumplimiento de los derechos estudiantiles en las diferentes 




instancias del MEP. 




Coordinación interinstitucional para la defensa de derechos. 




Participación activa en el Consejo Nacional de la Niñez y la Adolescencia. 




Departamento de Asuntos Disciplinarios: es el ente encargado de realizar las investigaciones de las 




denuncias de los supuestos abusos de autoridad, y/o actos de violencia hacia los estudiantes por 




parte de los funcionarios MEP, así como de determinar la posible acción correctiva para el 




funcionario.  




Participación de padres y madres de familia: 
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Desde el marco legal el Servicio de Orientación por su naturaleza en el desarrollo integral de la 




persona, se vincula directamente e indirectamente con padres, madres y encargados de la población 




estudiantil desde preescolar, primaria, secundaria en las diferentes modalidades donde los actores 




directos  profesionales de orientación representados en secundaria y algunos centros de primaria, 




profesores guías, comités de orientación, personal docente y administrativo, quienes ejecutan a nivel 




de centro ejecutivo proyectos y acciones a nivel colectivo e individual.  Estos actores siguen 




instrucciones desde el Departamento de Orientación Educativa y Vocacional del nivel nacional, 




mediante lineamientos técnicos y administrativos, funciones técnicas coordinando con la Asesoría 




Regional de Orientación el ente encargado de operacionalizar a nivel de su región las directrices 




nacionales. 




Además, los profesionales de orientación coordinan proyectos y acciones con redes de apoyo 




encargadas de atender aspectos relacionados con familia como por ejemplo: Instituto Mixto de 




Ayuda Social (IMAS), Instituto Nacional de las Mujeres (INAMU), Patronato Nacional de la Infancia 




(PANI), Fondo Nacional de Becas (FONABE), Redes de Prevención de la Violencia Intrafamiliar, 




ONG en general. 




Desde el Convenio Centroamericano de Educación entre sus objetivos se postula: 




“Fortalecer la integración familiar mediante la formación de individuos capaces de reconocer y 




asumir las obligaciones que les corresponden, y ajustar su conducta a los principios que rigen la vida 




social” (Artículo 24, inciso 6) 




En su artículo 83, inciso 03 establece de manera específica con respecto al Servicio de Orientación: 




“Confiar la dirección de los servicios de orientación escolar y vocacional a personal especializado, 




capaz de dirigir la labor de  los orientadores escolares la acción educativa de maestros y padres de 




familia establecer la coordinación con otras dependencias del Estado y organizaciones privadas 




En cuanto a la naturaleza y sus funciones del Departamento de Orientación Educativa y Vocacional 




de la Dirección de Vida estudiantil, puntualmente en este tema refiere: “Formular propuestas para la 




sensibilización de la familia y la comunidad y su involucramiento en los procesos educativos. De 




igual forma acompañar en su implementación” (Artículo 114, inciso K con fecha febrero, 2014) 




La Semana Nacional de Orientación se establece según Decreto Ejecutivo Nº 17386-E, Dicha 




semana se clausura con el Día del Orientador, el tercer sábado del mes de junio. Para este año 




2015, giro en torno a la familia con el siguiente tema: La familia como forjadora del proyecto de vida 




y el Lema: De la mano con la familia. 




Entre las actividades que se realizaron se encuentran: 
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Boletines Remanado 2012, 2013, 2014,2015 relacionados con tema de familia 




Lineamientos:   




Establecer estrategias institucionales para la atención, valoración, referencia y seguimiento de 




estudiantes y sus familias que presenten vulnerabilidad de índole económica, académica, emocional 




o social  (2012) 




Video conferencias 




Plan estratégico 2011-2015 




Entrevistas   a   padres,     madres,   encargados,   encargadas,     estudiantes,     y   personal   




docente relacionadas con el desarrollo intelectual, personal, social y vocacional del grupo de 




estudiantes de la institución educativa. 




Visita a los hogares de los y las estudiantes. Análisis las situaciones de rendimiento, ausentismo y 




deserción del estudiantado. 




Programas del MEP dirigidos hacia la disminución de la violencia en los centros educativos: 




 Con Vos 




 Convivir 




 Festival Estudiantil de las Artes (FEA) 




 Ponele a la Vida:  Proyecto interinstitucional - Ministerio de Salud (quien preside), Ministerio 




de Educación Pública, Consejo de la Persona Joven, Unión de Gobierno Locales, Caja 




Costarricense de Seguro Social e ICODER.  




 Érase una vez… 




 Gobiernos Estudiantiles 




 Salud y Ambiente 




 Programas deportivos: aproximadamente 160. 000 estudiantes participantes a nivel de todo 




el país. 




 Proyecto de iniciación deportiva 




 Servicio Comunal Estudiantil 




 Orientación 




 




(Anexo 5. 30) y 31) 5) 
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Casos registrados de violencia intrafamiliar 




Costa Rica 2010 - 2014 




Años  Niños Adolescentes 




2010  1100 1220 




2011  1354 1453 




2012  1372 1294 




2013  1831 1725 




2014  2480 1769 




Fuente: MS. Dirección Vigilancia de la Salud. USIS 




 




 




Denuncias COI 




 




(Anexo 5. 30) y 31) 6) 




“Plan Nacional de Prevención de la Violencia y Promoción de la Paz Social 2015-2018: Articulando 
el diálogo de la Costa Rica Bicentenaria” 




 
Nace a raíz de las transformaciones sociales que ha sufrido el país y a las condiciones particulares 
de la región que comparte realidades complejas, producto, principalmente, de la desigualdad que 
afecta a los ciudadanos, así como de los riesgos hemisféricos asociados a la delincuencia 
transnacional organizada y al tráfico internacional de drogas y armas de fuego. Lo que implica un 
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reto a la capacidad organizativa del Estado Costarricense para hacer frente a la inseguridad y la 
violencia, que afectan a la región. 
El Plan busca que las diferentes instituciones del gobierno central, los gobiernos locales, así como 




las fuerzas vivas de la sociedad civil, de manera conjunta,  desarrollen acciones dirigidas a la 




prevención de la violencia, la promoción de la cultura de paz y la inclusión social.  El plan posee 7 




líneas estratégicas y una serie de procesos que derivan en una amplia oferta de acciones frente a la 




violencia, bajo los enfoques prioritarios de género y juventud. Además, incorpora el Sistema 




Nacional de Promoción de La Paz y la Convivencia Ciudadana creado mediante la Ley 8771 que 




busca: 




 Impulsar y coordinar planes y programas dirigidos a la promoción de la paz en el ámbito 
nacional. 




 Apoyar, desde la perspectiva de prevención de la violencia, al Ministerio de Seguridad 
Pública en materia de las armas de fuego en el país, como medio para promover la cultura 
de paz y la no violencia. 




 Promocionar la resolución alternativa de conflictos como una forma de desarrollar una 
cultura de paz, sin menoscabo de las demás funciones establecidas en la Ley sobre 
resolución alterna de conflictos y promoción de la paz social, Nº 7727. 




 Propiciar la mejor articulación interinstitucional, a fin de cumplir el mandato de la Ley general 
de espectáculos públicos, materiales audiovisuales e impresos. 




 Promover la participación de la sociedad civil por medio de organizaciones no 
gubernamentales y cualquier otro tipo de organismo dedicado a promover la paz y la no 
violencia. 




 
Este Plan, incluye el “Observatorio de la Violencia”, herramienta esencial de trabajo, dado que para 




la toma de decisiones en los procesos de prevención de violencia, se requiere de una participación 




informada y de un enfoque analítico estructurado y formal, para enfrentar la complejidad multi-causal 




del fenómeno.  Es todo un desafío el articular datos, el realizar análisis expertos, intervenir con 




herramientas tecnológicas y  preparar al personal para aumentar el valor de la información de los 




hechos violentos y de las distintas conflictividades y ponerlo al servicio de la política preventiva y de 




la toma de decisiones sobre acciones concretas. El plan fortalece los compromisos y medidas 




nacionales y locales tendientes a transformar la realidad social hacia relaciones más tolerantes, 




respetuosas y dotadas de herramientas para resolver conflictos de forma pacífica. 




 
“Plan Nacional de Prevención de la Violencia y Promoción de la Paz Social 2015-2018: 
Articulando el diálogo dela Costa Rica Bicentenaria” 
 




file:///C:/Users/admin/Downloads/Plan%20Nacional%20de%20Prevencion%20Articulando%20e




l%20Dialogo.pdf  







../../../admin/Downloads/Plan%20Nacional%20de%20Prevencion%20Articulando%20el%20Dialogo.pdf



../../../admin/Downloads/Plan%20Nacional%20de%20Prevencion%20Articulando%20el%20Dialogo.pdf
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(Anexo 5. 30) y 31) 7) 




Listado de normativa internacional ratificada por Costa Rica en el tema de derechos humanos: 




Instrumento Internacional Aprobado Publicado 
Depósito 




Ratificación 




Vigencia 




Internacional 




Pacto Internacional de Derechos Civiles y 




Políticos 




Ley 4229 




11/12/68 
17/12/68  29/11/68 23/3/76 




Pacto Internacional de Derechos 




Económicos, Sociales y Culturales 




Ley 4229 




11/12/68 
17/12/68  29/11/68 23/3/76 




Convención Americana sobre Derechos 




Humanos  




Ley 4534 




23/2/70 
14/3/70  8/4/70 18/7/70  




Protocolo a la Convención Americana 




sobre Derechos Humanos en materia de 




Derechos Económicos, Sociales y 




Culturales  




Ley 7907 




03/09/99  
30/9/99  16/11/99 16/11/99  




Protocolo a la Convención Americana 




sobre Derechos Humanos para Abolir la 




Pena de Muerte 




Ley 7747 




23/02/98 
17/03/98 26/05/98 26/05/98 




Convenciones Interamericanas de 




Derechos Civiles y Políticos de la Mujer  




Ley 1273 




13/5/51 
22/3/51  17/4/51 17/4/51 




Convención sobre Derechos Políticos de 




la Mujer 




Ley 3877 




2/6/67 
9/6/67  25/7/67 7/7/54 




Convención sobre Nacionalidad de la 




Mujer 




Ley 1573 




23/5/53 
30/5/53  17/7/53 29/8/34 




Convención sobre los Derechos del Niño  Ley 7148 9/8/90  21/8/90 2/9/90 







http://www.cesdepu.com/pidcp.htm



http://www.cesdepu.com/pidcp.htm



http://www.cesdepu.com/pidesc.htm



http://www.cesdepu.com/pidesc.htm



http://www.cesdepu.com/casdh.htm



http://www.cesdepu.com/casdh.htm



http://www.cesdepu.com/instint/casdhprsalv.htm



http://www.cesdepu.com/instint/casdhprsalv.htm



http://www.cesdepu.com/instint/casdhprsalv.htm



http://www.cesdepu.com/instint/casdhprsalv.htm



http://www.cesdepu.com/instint/protabolic.htm



http://www.cesdepu.com/instint/protabolic.htm



http://www.cesdepu.com/instint/protabolic.htm



http://www.cesdepu.com/cidermuj.htm



http://www.cesdepu.com/cidermuj.htm



http://www.cesdepu.com/cdpolmuj.htm



http://www.cesdepu.com/cdpolmuj.htm



http://www.cesdepu.com/cnacmuj.htm



http://www.cesdepu.com/cnacmuj.htm



http://www.cesdepu.com/cdereni.htm











 
 
 




Convención sobre los Derechos del Niño 




V y VI Informes Periódicos 




Costa Rica 




__________________________________________________________________________ 




 




18/7/90 




Convención sobre eliminación de todas 




las formas de discriminación racial  




Ley 3844 




5/1/67 
7/1/67  16/1/67 4/1/69 




Convención sobre eliminación de la 




discriminación de la mujer  




Ley 6968 




2/10/84 
11/1/85  4/4/86 3/9/81 




Convención contra discriminación en la 




enseñanza 




Ley 3170 




12/8/63 
21/8/63  10/9/63 22/5/62 




Protocolo a la Convención sobre 




discriminación en la enseñanza  




Ley 4463 




10/11/69 
14/11/69  17/11/69 24/10/68 




Convención sobre prevención y sanción 




del delito de genocidio  




Ley 1205 




4/10/50 
7/10/50  14/10/50 12/1/51 




Convención contra la tortura y tratos o 




penas crueles o degradantes  




Ley 7351 




21/7/95 
13/8/93  11/11/93 26/6/87  




Convención sobre asilo  




Ley 40 




20/12/32  
6/1/33 7/6/63  21/5/29  




Convención sobre asilo político  




Ley 1774 




28/5/54 
5/6/54  10/6/54 28/3/35 




Convención sobre asilo diplomático  




Ley 1802 




8/10/54 
10/12/54  24/2/55 29/12/54 




Convención sobre asilo territorial  




Ley 1803 




8/10/54 
l0/12/54  24/2/55 29/12/54 




Convención sobre estatuto de refugiados 




y Protocolo  




Ley 6079 




29/8/77 
5/10/77  28/3/78 




22/4/54 




4/10/67 







http://www.cesdepu.com/cdiscri.htm



http://www.cesdepu.com/cdiscri.htm



http://www.cesdepu.com/cedismuj.htm



http://www.cesdepu.com/cedismuj.htm



http://www.cesdepu.com/cdiscens.htm



http://www.cesdepu.com/cdiscens.htm



http://www.cesdepu.com/prtdisen.htm



http://www.cesdepu.com/prtdisen.htm



http://www.cesdepu.com/cigenoc.htm



http://www.cesdepu.com/cigenoc.htm



http://www.cesdepu.com/tortura.htm



http://www.cesdepu.com/tortura.htm



http://www.cesdepu.com/conasilo.htm



http://www.cesdepu.com/casipol.htm



http://www.cesdepu.com/casildip.htm



http://www.cesdepu.com/casilter.htm



http://www.cesdepu.com/cerefug.htm



http://www.cesdepu.com/cerefug.htm
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Convención sobre estatuto de los 




apátridas  




Ley 6079 




29/8/77 
5/10/77  2/11/77 6/6/60 




Convención sobre reducción casos de 




apatridia 




Ley 6079 




29/8/77 
5/10/77  2/11/77 13/12/61  




Convenio para la Protección de la 




Propiedad Industrial (París, 1883)  




Ley 7484 




28/03/95 
24/05/95 31/10/1995 06/07/1884 




Convención para erradicar la violencia 




contra la mujer  




Ley 7499 




2/5/95 
28/6/95 12/07/95 05/03/95  




Convenio para la protección al niño y 




Cooperación en adopción internacional  




Ley 7517 




22/6/95 
17/07/95 30/10/95 01/02/96 




Convención Interamericana sobre 




Condenas Penales en el Extranjero  




Ley 7569 




01/02/96 
20/02/96 02/06/96 12/04/96 




Convención Interamericana sobre 




Desaparición Forzada de Personas 




Ley 7573 




01/02/96 
20/02/96 02/02/96 28/03/96 




Convenio sobre la Transferencia de 




Personas Sentenciadas (Estrasburgo)  




Ley 7749 




23/02/98 
18/03/98 




  




Convenio sobre los Aspectos Civiles de la 




Sustracción Internacional de Menores  




Ley 7746 




23/02/98 
17/03/98 26/04/01 04/11/94 




Convención Interamericana para Prevenir 




y Sancionar la Tortura 




Ley 7934 




28/10/99 
11/11/99 08/02/00 28/02/87 




Convención Interamericana contra la 




Discriminación de Discapacitados 




Ley 7948 




22/11/99 
08/12/99 08/02/00 14/09/01 




Convención Interamericana sobre 




Extradición 




Ley 7953 




21/12/99 
21/02/00 02/05/00 28/03/92 







http://www.cesdepu.com/ceapatri.htm



http://www.cesdepu.com/ceapatri.htm



http://www.cesdepu.com/credapat.htm



http://www.cesdepu.com/credapat.htm



http://www.cesdepu.com/instint/protpropind.htm



http://www.cesdepu.com/instint/protpropind.htm



http://www.cesdepu.com/instint/violencmuj.htm



http://www.cesdepu.com/instint/violencmuj.htm



http://www.cesdepu.com/instint/protni.htm



http://www.cesdepu.com/instint/protni.htm



http://www.cesdepu.com/instint/condextranj.htm



http://www.cesdepu.com/instint/condextranj.htm



http://www.cesdepu.com/instint/desapforz.htm



http://www.cesdepu.com/instint/desapforz.htm



http://www.cesdepu.com/instint/transfsentenc.htm



http://www.cesdepu.com/instint/transfsentenc.htm



http://www.cesdepu.com/instint/sustracmenor.htm



http://www.cesdepu.com/instint/sustracmenor.htm



http://www.cesdepu.com/instint/prevtort.htm



http://www.cesdepu.com/instint/prevtort.htm



http://www.cesdepu.com/instint/discdiscap.htm



http://www.cesdepu.com/instint/discdiscap.htm



http://www.cesdepu.com/instint/convextrad.htm



http://www.cesdepu.com/instint/convextrad.htm
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Tratado de OMPI sobre Interpretación o 




Ejecución y Fonogramas (WPPT)  




Ley 7967 




22/12/99 
31/01/00 20/05/02 20/05/02  




Tratado de la OMPI sobre Derechos de 




Autor (WCT) 




Ley 7968 




22/12/99 
02/02/00 06/01/02 06/03/02 




Convención Interamericana sobre 




Restitución Internacional de Menores  




Ley 8032 




19/10/00 
10/11/00 26/04/01 04/11/94 




Convención Interamericana sobre 




Obligaciones Alimentarias 




Ley 8053 




08/12/00 
17/01/01 26/04/01 06/03/96 




Convención Interamericana sobre Tráfico 




Internacional de Menores  




Ley 8071 




14/02/01 
21/05/01 04/09/01 15/08/97 




Protocolo Facultativo de la Convención 




para Eliminación de todas las formas de 




Discriminación contra la Mujer  




Ley 8089 




06/03/01 
01/08/01 20/09/01 22/12/00  




Protocolo Facultativo de la Convención 




sobre los Derechos del Niño relativo a la 




venta de niños, la prostitución infantil y 




utilización de niños en la pornografía  




Ley 8172 




07/12/01 
11/02/02 09/05/02 18/01/02 




Protocolo Facultativo de la Convención 




sobre los Derechos del Niño Relativo a la 




Participación de Niños en los Conflictos 




Armados 




Ley 8247 




22/04/02 
30/05/02 24/02/03 12/02/02  




Convención Internacional contra la Toma 




de Rehenes 




Ley 8253 




02/05/02 
22/10/02 24/01/03 03/06/1983  




Convención Internacional para la 




Protección de todas las personas contra 




las Desapariciones Forzadas  




Ley 9005 




31/10/2011 
22/11/2011 16/02/2012 23/12/2010  
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Convención sobre Municiones en Racimo  




Ley 8921 




16/12/2010 
25/03/2011 28/04/2011 01/08/2010  




Protocolo sobre la prohibición del uso en 




la guerra de gases asfixiantes, tóxicos o 




similares y de medios bacteriológicos  




Ley 8715 




13/02/09 
16/03/09 17/03/09 08/02/1928  




Convención sobre la imprescriptibilidad 




de los crímenes de guerra y de los 




crímenes de lesa humanidad (Naciones 




Unidas 1969) 




Ley 8717 




13/02/09 
16/03/09 27/04/09 11/11/1970  




Convención sobre los Derechos de las 




Personas con Discapacidad y su 




Protocolo 




Ley 8661 




19/08/08 
29/09/08 01/10/08 03/05/08  




Convención Iberoamericana de Derechos 




de los Jóvenes 




Ley 8612 




01/11/07 
30/11/07 




 
01/03/08  




Protocolo para prevenir, reprimir, y 




sancionar la trata de personas, 




especialmente mujeres y niños, que 




complementa la Convención de las 




Naciones Unidas contra la Delincuencia 




Organizada Transnacional 




Ley 8315 




26/09/02 
04/11/02 09/09/03 25/12/03  




Convención de las Naciones Unidas 




Contra la Delincuencia Organizada 




Transnacional 




Ley 8302 




12/09/02 
27/06/03 24/07/03 29/09/03 




Estatuto de Roma de la Corte Penal 




Internacional 




Ley 8083 




30/01/2001 
   




 




Otras declaraciones internacionales con efectos interpretativos  
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Declaración Universal de Derechos Humanos, adoptada por la Asamblea General de la ONU el 10 




de diciembre de 1948. 




Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, adoptada en la IX Conferencia 




Internacional Americana de 1948. 




Reglas de las Naciones Unidas para la Protección de los Jóvenes Privados de Libertad, adoptadas 




por la Asamblea General de la ONU en 1990.  




Código de Conducta para los Oficiales de la Fuerza Pública, adoptado por la Asamblea General de 




la ONU en 1979  




Principios Básicos para el Uso de la Fuerza y Armas de Fuego por los Oficiales de la Fuerza Pública, 




adoptados por el Congreso para la Prevención del Crimen y el Tratamiento de los Delincuentes en 




1990.  




Reglas Mínimas para la Aplicación de la Justicia Juvenil (Beijing), adoptadas por la Asamblea 




General de la ONU en 1985.  




Declaración de los Principios Básicos de Justicia para las Víctimas del Crimen y del Abuso de Poder, 




adoptada por la Asamblea General de la ONU en 1985.  




Principios Básicos sobre la Independencia del Poder Judicial, adoptados por el Congreso para la 




Prevención del Crimen y Tratamiento de los Delincuentes de las Naciones Unidas en 1985.  




Declaración para la Protección de las Personas con respecto a las desapariciones forzosas, 




adoptada por la Asamblea General de la ONU en 1992.  




Declaración de los Derechos de las Personas con Retardo Mental, adoptada por la Asamblea 




General de la ONU en 1971.  




Declaración de los Derechos de las Personas Discapacitadas, adoptada por la Asamblea General de 




la ONU en 1975.  




Declaración sobre los Derechos Humanos de los Individuos que no son Nacionales en el País que 




Viven, adoptada por la Asamblea General de la ONU en 1985.  




Declaración de los Derechos de las Personas pertenecientes a Minorías Nacionales, Étnicas, 




Religiosas y Lingüísticas, adoptada por la Asamblea General de la ONU en 1992.  




Declaración para la Protección de la Mujer y los Niños en Estados de Emergencia y Conflictos 




Armados, adoptada por la Asamblea General de la ONU en 1974.  




Declaración Universal para la Erradicación del Hambre y de la Malnutrición, adoptada por la 




Asamblea General de la ONU en 1974.  
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Declaración sobre el Uso del Progreso Científico y Tecnológico para la Paz y el Beneficio de la 




Humanidad, adoptada por la Asamblea General de la ONU en 1975.  




Guía para la Regulación de los Datos Personales Computarizados, adoptada por la asamblea 




General de la ONU en 1990.  




Declaración sobre el Derecho de las Personas a la Paz, adoptada por la Asamblea General de la 




ONU en 1984.  




Declaración sobre el Derecho al Desarrollo, adoptada por la Asamblea General de la ONU en 1986.  




Declaración de los Principios de Cooperación Cultural Internacional, adoptada por la Conferencia 




General de la Organización para la Educación, la Ciencia y la Cultura de la ONU en 1966.  




Principios de Cooperación Internacional en la Detección, Arresto, Extradición y Castigo de las 




Personas Culpables de Crímenes de Guerra y Crímenes de Lesa Humanidad, adoptados por la 




Asamblea General de la ONU en 1973.  




Declaración sobre los Principios Sociales y Jurídicos relativos a la Protección y el Bienestar de los 




Niños, con Particular referencia a la Adopción y la Colocación en Hogares de Guarda, en los Planos 




Nacional e Internacional, del 03/12/1986  




Reglas de las Naciones Unidas para la Protección de los Menores Privados de Libertad, 14/12/1990 




 




Número Materia 
Ley 
aprobación 




1  Limitación de las horas de trabajo en las empresas industriales  




Ley 6711 
20/1/82 




8  




Relativo a la indemnización de desempleo en caso de pérdida por 
naufragio  




Ley 6729 
31/10/82 




11 




Relativo a los derechos de asociación y de coalición de los trabajadores 
agrícolas  




Ley 3172 
12/8/63 




14 




Relativo a la aplicación del descanso semanal en las empresas 
industriales  




Ley 6765 
7/6/82 




16 




Relativo al examen médico obligatorio de los menores empleados a 
bordo de los buques  




Ley 6728 
31/3/82 




26 




Relativo al establecimiento de métodos para la fijación de salarios 
mínimos  




Ley 4736 
29/3/71 
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29 Relativo al trabajo forzoso u obligatorio  




Ley 2561 
11/5/60 




45 




Relativo al empleo de las mujeres en los trabajos subterráneos de toda 
clase de minas  




Ley 2515 
17/2/60 




81 Sobre inspección en el trabajo, en la industria y el comercio  




Ley 2561 
11/5/60 




87 




Relativo a la libertad sindical y a la protección del derecho de 
sindicación  




Ley 2562 
11/5/60 




88 Relativo a la organización del servicio del empleo  




Ley 2561 
11/5/60 




89 Relativo al trabajo nocturno de las mujeres empleadas en la industria  




Ley 2561 
11/5/60 




90 Relativo al trabajo nocturno de los menores en la industria  




Ley 2561 
11/5/60 




92 Relativo al alojamiento de la tripulación a bordo  




Ley 2561 
11/5/60 




94 




Relativo a las cláusula de trabajo en los contratos celebrados por las 
autoridades públicas  




Ley 2561 
11/5/60 




96 Relativo a las agencias retribuidas de colocación  




Ley 2561 
11/5/60 




98 




Relativo a la aplicación de los principio del derecho de sindicación y de 
negociación colectiva  




Ley 2561 
11/5/60 




99 Relativo a los métodos de fijación de salarios mínimos en la agricultura  




Ley 2561 
11/5/60 




100 




Relativo a la igualdad de remuneración entre la mano de obra masculina 
y la mano de obra femenina por un trabajo de igual valor  




Ley 2561 
11/5/60 




101 Relativo a las vacaciones pagadas en la agricultura  




Ley 6763 
7/6/82 




102 Relativo a la norma mínima de la seguridad social  




Ley 4736 
29/3/71 




105 Relativo a la abolición del trabajo forzoso  Ley 2330 
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9/4/59 




106 Relativo al descanso semanal en el comercio y en las oficinas  




Ley 2330 
9/4/59 




107 




Relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de 
otras poblaciones tribuales y semitribunales en los países 
independientes  




Ley 2330 
9/4/59 




111 Relativo a la discriminación en materia de empleo y ocupación  




Ley 2848 
26/10/61 




112 Relativo a la edad mínima de admisión al trabajo de los pescadores  




Ley 3344 
5/8/64 




113 Relativo al examen médico de los pescadores  




Ley 3344 
5/8/64 




114 Relativo al contrato de enrolamiento de los pescadores  




Ley 3344 
5/8/64 




117 Sobre normas y objetivos básicos de la política social  




Ley 3636 
16/12/65 




120 Relativo a la higiene en el comercio y en las oficinas  




Ley 3639 
16/12/65 




122 Relativo a la política de empleo  




Ley 3640 
6/1/66 




127 




Relativo al peso máximo de la carga que puede ser transportada por un 
trabajador  




Ley 4736 
29/3/71 




129 Relativo a la inspección del trabajo en la agricultura  




Ley 4737 
29/3/71 




130 




Relativo a la asistencia médica y a las prestaciones monetarias de 
enfermedad  




Ley 4737 
29/3/71 




131 




Relativo a la fijación de salarios mínimos, con especial referencia a los 
países en vías de desarrollo  




Ley 5851 
9/12/75 




134 Relativo a la prevención de los accidentes de trabajo de la gente de mar  




Ley 5851 
9/12/75 




135 Relativo a la protección y facilidades que deben otorgarse a los Ley 5968 
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representantes de los trabajadores en la empresa  9/11/76 




137 




Sobre las repercusiones sociales de los nuevos métodos de 
manipulación de cargas en los puertos  




Ley 5594 
21/10/74 




138 Sobre la edad mínima de admisión al empleo  




Ley 5594 
21/10/74 




141 Sobre las organizaciones de trabajadores rurales  




Ley 7045 
29/9/86 




144 




Sobre consultas tripartitas para promover la aplicación de las normas 
internacionales del trabajo  




Ley 6571 
23/4/81 




145 Sobre la continuidad del empleo de la gente de mar  




Ley 6548 
18/3/81 




147 Sobre las normas mínimas de la marina mercante  




Ley 6549 
18/3/81 




148 




Sobre la protección de los trabajadores contra los riesgos profesionales 
debidos a la contaminación del aire, el ruido y las vibraciones en el lugar 
de trabajo  




Ley 6550 
18/3/81 




150 Sobre la administración del trabajo  




Ley 6764 
1/6/82 




159 Readaptación Profesional y Empleo a Personas Invalidas  




Ley 7219 
18/04/91 




160 Sobre Estadísticas del Trabajo  




Ley 7622 
05/09/96 




169 Sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes  




Ley 7316 
3/11/92 




182 




Sobre La Prohibición de las Peores Formas de Trabajo Infantil y la 
Acción Inmediata para su Eliminación  




Ley 8122 
17/08/01 




189 




Convenio sobre el trabajo decente para las trabajadoras y los 
trabajadores domésticos 




Ley 9169 
22/10/13 
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(Anexo 5. 30) y 31) 8) 




Información pertinente sobre la Hoja de Ruta 




La Hoja de Ruta proporciona la programación estratégica y el enlace entre las distintas políticas 




públicas e intervenciones complementarias que inciden directa e indirectamente en la prevención y 




erradicación del trabajo infantil y sus peores formas y en la protección de las personas adolescentes 




trabajadoras.  




El principal objetivo de impacto planteado en la Hoja de Ruta es el siguiente: 




En el 2020, la participación de niños, niñas y adolescentes de entre 5 y 17 años en actividades 




laborales que perjudican su desarrollo educativo, físico y mental esté eliminada, al tiempo que se 




incrementen las garantías del disfrute de todos sus derechos, especialmente los de protección, 




salud y educación tal como lo establecen la Constitución y las leyes nacionales. 




A partir del enunciado anterior, que constituye la visión nodal de la Hoja de Ruta, se proponen tres 




objetivos generales: 




1. Pr




evenir y erradicar el trabajo infantil realizado por niños y niñas con edad por debajo 




de los 15 años. 




2. Pr




evenir y combatir el trabajo peligroso, la explotación sexual y la trata de personas 




menores de 18 años. 




3. Pr




oteger el bienestar y los derechos de las personas adolescentes trabajadoras de 




entre 15 y 18 años. 




DIMENSIONES: 




Como parte de su propuesta de marco estratégico, la Hoja de Ruta contempla seis dimensiones con 




su respectivo objetivo estratégico y los resultados previstos que corresponden a las áreas de 




políticas públicas que están mayormente vinculadas con la prevención y erradicación del trabajo 




infantil y sus peores formas, así como con la protección de las personas  




Estas son: Política Social y Lucha contra la Pobreza,  Política de Salud,  Política Educativa,  




Marco Normativo e Institucional – Protección de Derechos, Percepción y Movilización Social,  




Generación de Conocimiento y Mecanismos de Seguimiento, monitoreo y evaluación. 
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Cada una de estas dimensiones contiene los compromisos que diversas instituciones públicas, 




organizaciones sindicales, de empleadores y ONG han adquirido en este tema, además, contienen 




los productos y objetivos estratégicos que las instituciones u organizaciones van a cumplir a lo largo 




del periodo con sus correspondientes indicadores de gestión y el presupuesto necesario para ser 




ejecutados  




Es importante mencionar que la Hoja de Ruta para hacer de Costa Rica un país libre de 




trabajo infantil y sus peores formas, al contemplar un marco de acción tan amplio (2010-




2020), se dividió en dos fases.  




La primera fase de la Hoja de Ruta comprendió el periodo 2011-2014 y se formuló a partir de 




un amplio proceso nacional de consulta y construcción conjunta entre los diferentes sectores 




tanto público como privado.  




En el siguiente cuadro se refleja el grado de cumplimiento de la primera fase: 




Cuadro 1 




Grado de cumplimiento de la Hoja de Ruta para Hacer de Costa Rica un País Libre de Trabajo 




Infantil y sus Peores Formas, según dimensión. 




 




Dimensión Grado de 




cumplimiento  




% 




TOTAL  90.62 




Lucha contra la Pobreza 96.4 




Política de  Salud 93.3 




Política Educativa 93.9 




Marco Normativo e Institucional 83.52 




Sensibilización y Movilización Social 77.36 




Generación de conocimiento y mecanismos de 




seguimiento  




100% 
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    Fuente: Sistema DELPHOS,  diciembre 2014  




La segunda fase  de programación corresponde al periodo 2015-2020, de igual manera se 




construyó con la participación de Instituciones Públicas, Privadas y diferentes organizaciones. 




El seguimiento al cumplimiento de la Hoja de Ruta, se realiza sistema informático denominado 




“DELPHOS”, el cual se obtuvo mediante  el apoyo financiero de la Organización Internacional del 




Trabajo. 




El sistema Delphos, contiene los Objetivos, acción estratégica, metas e indicadores que cada una de 




las instancias (Instituciones públicas, ONG, Sindicatos y Empleadores) se comprometió a ejecutar 




durante el periodo de vigencia de dicho Plan.  Este sistema facilita medir e informar de manera 




permanente el avance en el cumplimiento de metas e indicadores. 




Como parte de las acciones de protección de la Hoja de Ruta, se ha apostado a la 




interinstitucionalidad, por lo que se construyó en el año 2014, el manual para la atención 




interinstitucional de PME en explotación sexual, trata, trabajo infantil y trabajo adolescente peligroso. 




El objetivo de este manual es: “Fortalecer el quehacer institucional, interinstitucional e intersectorial 




del Estado costarricense para la garantía de los derechos de NNA, que permita articular la atención 




integral de tres de las peores formas de trabajo infantil: trabajo infantil y trabajo adolescente 




peligroso, explotación sexual y Trata de PME”. Aunado a la implementación del mecanismo de 




coordinación denominado, “Protocolo de Coordinación Interinstitucional para la Atención de las 




Personas Trabajadoras Menores de Edad”, Decreto No. 34423-MTSS de 2008, que constituye el 




procedimiento de coordinación que toda dependencia pública que tenga responsabilidades en 




materia de niñez y adolescencia.  




El MTSS, a través de la Oficina de Atención y Erradicación del Trabajo Infantil y Protección a la 




Persona Adolescente Trabajadora (OATIA), mediante un programa de capacitación permanente 




logra  capacitar y sensibilizar  a más de 1000 personas  por año en materia de  erradicación del 




trabajo infantil y adolescente peligroso, en el marco de los derechos del niño, establecidos en el 




Código de la Niñez y adolescencia,  la Convención de los Derechos del Niño y los diferentes 




Convenios de OIT relacionados. 




 




(Anexo 5. 30) y 31) 9) 




Programa “Abordaje a Jóvenes con Comportamiento Sexual Abusivo”. 
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Este programa fue inicialmente desarrollado por el departamento de Trabajo Social y Psicología del 




Poder Judicial con el apoyo del HNN, que, posteriormente, se extendió a otros Centros Hospitalarios 




de la CCSS y al Programa de Sanciones Alternativas. 




Este programa opera mediante una aproximación cognitivo conductual, diseñada precisamente para 




que, a través de las diferentes fases del abordaje terapéutico, los y las jóvenes puedan identificar los 




errores de pensamiento que los llevaron a desarrollar las conductas sexualmente abusivas, para 




luego poder identificar cuáles son los aspectos que deben desarrollar para conformar una sexualidad 




joven sana.  Por último, el programa presupone una fase en la que los y las jóvenes pueden 




estructurar estrategias de no reofensa.  Excepcionalmente, los casos en que no es posible este tipo 




de abordaje, son llevados a la etapa de juicio y tienen algún tipo de sanción, bien sea privativa o no 




privativa de libertad, pero siempre enfocada en el desarrollo de la conducta sexual sana de los 




jóvenes y su recuperación psicológica y social. 




(Anexo 5. 30) y 31) 10) 




Del total de las formas delictivas investigadas y posteriormente acusadas por el Ministerio Público, 




respecto a las PME ofensores, un porcentaje muy bajo corresponde a causas por delitos sexuales. 
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Comportamiento del total de causas acusadas por delitos sexuales, donde el ofensor es una persona 




menor de edad.  




Tipo de Delito 




Año 




2009 




Año 




2010 




Año 




2011 




Año 




2012 




Año 




2013 




Año 




2014 




Total x 




Delito 




Abusos sexuales contra mayores 




(tentativa de) 3 19 1 13 0 10 46 




Abusos sexuales contra mayor 0 0 33 0 12 0 45 




Abusos sexuales contra menor o 




incapaz 528 666 666 613 654 757 3884 
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Abusos sexuales contra menor o 




incapaz (tentativa de) 28 9 9 41 13 9 109 




Corrupción de menores 2 0 6 1 2 3 14 




Difusión de pornografía 15 18 19 31 38 64 185 




Fabricación o producción de 




pornografía 1 2 0 3 2 1 9 




Proxenetismo 4 6 1 2 1 1 15 




Proxenetismo agravado 2 1 1 3 0 1 8 




Rapto impropio 1 0 1 3 2 0 7 




Rapto Propio       1 1 1 3 




Relaciones sexuales con menores 




(estupro-incesto) 141 130 125 156 278 290 1120 




Relaciones sexuales con menores 




(tentativa de) 1 12 12 7 11 7 50 




Relaciones sexuales remuneradas 




con menores 4 10 50 62 6 1 133 




Relaciones sexuales remunerados 




con personas menores de edad 




(tentativa de) 0 0 0 0 0 1 1 
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Seducción o encuentros con 




menores por medios electrónicos 0 0 0 0 0 3 3 




Tenencia de material pornográfico 0 0 0 0 0 1 1 




Trata de Personas 0 0 1 0 1 4 6 




Violación 229 285 328 336 338 272 1788 




Violación (tentativa de) 8 4 2 4 1 2 21 




Violación calificada 10 8 11 30 37 35 131 




Total x Año 977 1170 1266 1306 1397 1463   




 




Delitos de mayor relevancia 2009 – 2014. 




Delito Cantidad Total 




Abusos sexuales contra menor o incapaz 3884 




Relaciones sexuales con menores (estupro-




incesto) 1120 




Violación 1788 




Difusión de Pornografía 185 




Relaciones sexuales remuneradas 133 















 
 
 




Convención sobre los Derechos del Niño 




V y VI Informes Periódicos 




Costa Rica 




__________________________________________________________________________ 




 




Otros 469 




Total 7579 




 




Que gráficamente se representa así:  
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POBLACIÓN PENAL JUVENIL: SANCIONES ALTERNATIVAS 




Según: categoría de delito 




 2006 al 2011 




   




Delitos DATOS RELATIVOS 




2006 2007 2008 2009 2010 2011 




Sexuales 60 60 59 45 24 24 




Propiedad 22 19 21 31 45 47 




Vida 12 15 15 18 23 21 




Psicotrópicos 3 3 2 4 5 5 




Autoridad P. 2 2 2 1 1 1 




Otros 1 1 1 1 2 2 




Población Total 467 398 312 243 290 322 




 




CENTRO DE FORMACIÓN JUVENIL ZURQUÍ, Según: categoría de delitos 2006 al 2011 




  




Delitos 




DATOS ABSOLUTOS 




2006 2007 2008 2009 2010 2011 
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Sexuales 6 4 3 4 24 37 




Propiedad 16 15 14 25 45 73 




Vida 8 7 13 16 23 33 




Psicotrópicos 1 - 8 - 5 8 




autoridad P. 2 3 - - 1 2 




Otros 1 1 2 1 2 3 




Población Total 34 30 40 46 100 156 




 




Atención a NNA víctimas y testigos. 




El Programa de Justicia Juvenil Restaurativa, respeta y garantiza el derecho de la víctima menor de 




edad en el proceso penal juvenil. Mediante circular de la Secretaría de la Corte Suprema de Justicia 




N° 228-2015 se comunicó el Protocolo de actuación de Justicia Restaurativa, este protocolo 




establece los derechos y deberes de la víctima en su artículo 1) inciso a. También cuenta con un 




apartado especial para las víctimas artículo 2) inciso a) la víctima en el procedimiento restaurativo. 




La oficialización de la Política institucional de derecho al acceso a la justicia para PME en condición 




de vulnerabilidad sometidas al proceso penal juvenil en Costa Rica, regula la aplicación de medidas 




procesales idóneas respecto a las PME víctimas y victimarios, y prevé el uso de sanciones 




alternativas a la privación de libertad, con participación de entidades públicas y privadas legitimadas 




para ello.  Sobre este tema, la OAPVD ha recibido y brindado capacitación importante.  




En atención a las PME que han sido testigos o víctimas de violencia, el Poder Judicial ha emitido 




distintas directrices para evitar la revictimización, aclarando que el estar el Ministerio Público, 




específicamente la Fiscalía Adjunta Penal Juvenil dentro de este Poder- dichas directrices son de 




acatamiento obligatorio. Entre ellas destaca: 




 Protocolo de Atención Inmediata a PME, víctimas y testigos en sede penal. Circular 192-




2015, Consejo Superior, 02 de noviembre de 2015. 
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 "Reglas Prácticas para Reducir la Revictimización de las PME en los procesos Penales”. 




Aprobadas en sesión N° 28-02 de Corte Plena, celebrada el 24 de junio del 2002, artículo 




XI. 




 Protocolo de Atención Legal a Víctimas de Delitos Sexuales y Violencia Domestica 




cometidos por PME. Poder Judicial, Departamento de Artes Gráficas, San José, Costa Rica 




2008. 




 Manual de Procedimientos de Actuación Interinstitucional de Equipos  de Respuesta Rápida 




para la Atención Integral de Víctimas de Violación Sexual en las primeras 72 horas de 




ocurrido el delito (documento adjunto). Poder Judicial- Caja Costarricense del Seguro Social, 




30 setiembre, 2014. 




 




Aunado a lo anterior, para evitar dicha revictimización, en la materia penal juvenil se utilizan, para la 




toma de denuncia a NNA,  las cámaras de gesell, ubicadas en  Tribunales de San José, PISAV de 




Pavas y Tres Ríos, Cartago, Pérez Zeledón, Alajuela, Complejo Forense, Tribunales de Goicoechea, 




Santa Cruz, Limón, Grecia, y San Ramón.  




Además, el Poder Judicial cuenta con el Programa de Atención de la Violencia Sexual Infanto 




Juvenil.   Dentro de este programa las PME víctima de delito, tienen desde el inicio del proceso 




penal atención de personal especializado. Este programa tiene el objetivo de brindar la atención 




inmediata, socio-educativa, individual y grupal,  a las PME ofendidas por delitos sexuales con el 




propósito de fortalecerlos  para enfrentar  el proceso judicial. Su población meta: PME ofendidas por 




delitos sexuales y  casos especiales  de  personas en condición de  discapacitada. En esta 




intervención inicial, la Fiscalía Adjunta Penal Juvenil, ha emitido la directriz de utilizar la formula 




“CONCLUSIONES DEL ACOMPAÑAMIENTO PRELIMINAR- DELITOS SEXUALES”, en esta 




fórmula el especialista, determina las recomendaciones para evitar la revictimización, indicando si se 




debe recibir denuncia escrita, denuncia en cámara de Gesell o la realización del anticipo 




jurisdiccional de prueba. Todo en aras de aplicar los principios del Interés Superior y Protección 




Integral, reforzando los principios de confidencialidad y privacidad. A la vez, se señala que la 




Escuela Judicial ha acondicionado un aula con una cámara de gesell, para ser usada en los 




procesos formativos de las personas operadoras de Justicia y formentar las competencias 




requeridas para atender las necesidades de los NNA. 




 




Talleres recibidos y brindados por la OAPVD sobre trata de personas y violencia intrafamiliar y 




divulgación de servicios con los que cuenta la OAPVD para toda la población: -2010: Técnicas de 
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Investigación y Persecución de trata efectuado los días 19, 22 y 29 de octubre (participaron dos 




profesionales en derecho del área de protección).  -2011: Durante las fechas  5, 6, 12 y  13 de mayo 




de 2011  los profesionales de las distintas áreas asistieron a la capacitación que impartió la OIM 




acerca del tema de trata de personas dicha capacitación permitió sensibilizar y enriquecer el 




conocimiento de los funcionarios. -2012: Curso de un mes para el nuevo personal de la OAPVD, 




inducción para la atención y protección de víctimas, lo cual incluye estos servicios para personas 




menores de edad dentro de los diversos temas que deben conocer los profesionales de esta oficina. 




-2013 Guatemala: Curso brindado sobre "Buenas  prácticas para atención para víctimas de  violencia 




intrafamiliar”. Curso de actualización de una semana  para el nuevo personal, inducción para la 




atención y protección de víctimas, lo cual incluye estos servicios para personas menores de edad 




dentro de los diversos temas que deben conocer los profesionales de esta oficina. Durante los años 




2014 y 2015 se impartieron charlas de Bullying en dos escuelas del país. -2014, Entre las principales 




actividades de capacitación que impartió el equipo de trabajo de la OAPVD, se destacan las 




siguientes: Alcances de la Ley 8720. “Generalidades de las OAPVD Programa de Atención y 




Protección” Visitas a fiscalías, departamentos del OIJ, albergue Santa Clara de Pavas, Participación 




en feria de la Municipalidad de San José, Charlas a la OFIM de la Municipalidad de San José, 




participación en feria de la red de la No Violencia de Pavas. Sensibilización en el trato a las personas 




usuarias. Primeros Auxilios Psicológicos (20 personas). Bullying. (dirigido a 120 personas) Violencia 




Intrafamiliar y Doméstica. Dirigido a 20 funcionarias del PANI El impacto de la violencia social en 




Costa Rica. Taller para enfrentar el duelo (6 personas incluyendo menores de edad).-2015: 




Divulgación de los servicios con los que cuenta la OAPVD. Sistema de Emergencias 911 Feria de la 




Paz y Seguridad organizada por la Municipalidad de San José. I Encuentro Nacional de Facilitadoras 




y Facilitadores  Judiciales por el acceso a la Justicia Subsistema Local de Protección a la Niñez y 




Adolescencia del Cantón de Corredores Actividad organizada por Inamu en Santa Cruz.Guanacaste. 




Red Institucional de Violencia Contra la Mujer. Pérez Zeledón. Colegio Universitario de Cartago. 




Directores del Ministerio de Educación. Santa Bárbara de Heredia. Festival Indígena Abrojo- 




Montezuma. Programa de Radio Los Fiscales y Usted. Programa de Radio Horizontes. Red de 




Violencia de Heredia. Hospital Nacional Psiquiátrico. Escuela Ezequiel Morales Salazar Santa Ana. 




Hospital de Niños. Para el año 2016 se tiene programado brindar nuevamente la charla sobre 




Bullying y además otra charla sobre derechos de los niños y otra sobre prevención del embarazo, a 




cargo de los profesionales de esta oficina.[JD2]  




 




DATOS ESTADÍSTICOS DE POBLACION REMITIDA AL PROGRAMA DE LA OFICINA DE 




ATENCIÓN A VÍCTIMA DE DELITO: 
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       Año  Cantidad de remisiones al PROGRAMA DE ATENCIÓN A LA 
VIOLENCIA SEXUAL INFANTO JUVENIL 




2015 212 




 




( Anexo 5. 30. y 31. 11). 




“Manual para la Atención Interinstitucional de PME en explotación sexual, trata, trabajo 




infantil y trabajo adolescente peligroso"  




https://www.ministeriodesalud.go.cr/inicio/DPEEAS/DPEEAS_manual_interinstituciona




l_menores_explotacion_2015.pdf 




 




( Anexo 5. 30. y 31. 12). 




Visitas carcelarias a los distintos centros en los que se encuentran población juvenil realizadas 




desde 2005 por la Fiscalía de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles. 




Año Cantidad 




2005 2 




2006 12 




2007 12 




2008 13 




2009 10 




2010 11 




2011 10 




2012 7 







https://www.ministeriodesalud.go.cr/inicio/DPEEAS/DPEEAS_manual_interinstitucional_menores_explotacion_2015.pdf



https://www.ministeriodesalud.go.cr/inicio/DPEEAS/DPEEAS_manual_interinstitucional_menores_explotacion_2015.pdf
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2013 11 




2014 14 




2015 10 




 




Un ejemplo de resultados de estas visitas es denuncia interpuesta ante el Juzgado de Ejecución de 




las Sanciones Penales Juveniles sobre la agresión sexual sufrida por un privado de libertad según 




informe trimestral de fecha 10 de diciembre de 2015 en el Centro Especializado Adulto Joven.  Esta 




intervención abrió el espacio para que el joven fuera trasladado al Ministerio Público de los 




Tribunales de Justicia correspondientes, a efecto de que le fuera recibida la denuncia 




correspondiente. Esta información se encuentra dentro de la sumaria 11-000760-0623-PJ (218-11-




A), mismo que se tramita en el Juzgado de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles. 




 




( Anexo 5. 30. y 31. 13). 




 




Año Cantidad de funcionarios policiales acusados por abusos o malos 




tratos contra PME 




2011 32 




2012 24 




2013 18 




2014 13 




2015 3 




  




 




 




 




(Anexo 5. 30. y 31. 14). 
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Acciones para sensibilizar al personal  policial en derechos de las PME, en los últimos 5 




años:  




 Incluir en el temario del Curso Básico Policial de  la Escuela Nacional de Policías, en la 




materia de Derechos Humanos la Convención sobre los Derechos del Niño, la trata de 




personas y la explotación sexual comercial. Incorporar en los cursos de formación superior 




de policías los temas de trata de personas y la explotación sexual comercial. 




 Actualizar los conocimientos de los instructores de la Escuela Nacional de Policía en temas 




afines a los derechos de las PME. 




 Integrar al Ministerio de Seguridad Pública en la Comisión Nacional contra el Tráfico y Trata  




de Personas (CONATT),  en la Comisión Nacional contra la Explotación Sexual  




(CONACOES) y en el Plan Estratégico de la Hoja de Ruta en el que el Estado costarricense 




se compromete a erradicar el trabajo infantil y sus peores formas, en acatamiento de la 




Convención de los Derechos del Niño y  el Convenio 182 de la Organización Internacional 




del Trabajo. 




 Integrar a los policías que desarrollan programas preventivos en las capacitaciones y 




campañas contra la trata de personas y la explotación sexual comercial que desarrolla el 




país a través de las Comisiones Nacionales que atienden estos temas. 




 




(Anexo 5. 30) y 31) 15) 




INFORMACION SOBRE LOS SERVICIOS BRINDADOS POR EL COI DURANTE EL PERIODO EN 




ESTUDIO 




Reporte de Atención Telefónica Vía 8 dígitos 




 Tipo de Servicio 2011 2012 2013 2014 2015 




Consulta: 3574 3526 3637 4214 3648 




Información: 288 356 240 356 390 




Denuncia: 9 6 40 77 117 




Totales: 3871 3888 3917 4647 4155 
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Reporte de Atención Página Web Institucional 




 Tipo de Servicio 2011 2012 2013 2014 2015 




Totales: 1253 1699 1387 1256 1541 




 




Reporte de Atención Personal 




 Tipo de Servicio 2011 2012 2013 2014 2015 




Consulta: 1114 1129 1476 1520 1226 




Información: 350 422 424 609 569 




Denuncia: 14 54 35 39 49 




Totales: 1478 1605 1935 2168 1844 




 




Reporte de Central Telefónica 




 Tipo de Servicio 2011 2012 2013 2014 2015 




Totales: 30194 27805 21042 25670 22482 




 




DENUNCIAS A LA FISCALÍA 




DENUNCIAS PRESENTADAS AL 




MINISTERIO PÚBLICO 




2011 2012 
2013 




2014 2015 




Totales: 61 44 23 35 51 




 




Reporte de Atención Correo Electrónico Institucional 




SITUACIONES ATENDIDAS POR 




CORREO ELECTRÓNICO 




2011 




* 




2012 




* 




2013 2014 2015 
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Total:   123 1224 1534 




     *No se contabilizaba las consultas. 




 




Reporte de Atención PANI 9-1-1 




 Tipo de Servicio 2011 2012 2013 2014 2015 




PANI: 
16424 




19347 20.467 




 




18949 




 




18053 




 




Ministerio de Seguridad 




Pública: 
15767 




17934 20013 24632 




 




26154 




 




Totales: 32191 37281 40480 43.581 44.207 




 




Línea 1147 




 Tipo de Servicio 2011 2012 2013 2014 2015 




Total de llamadas 
3104 




4238 3751 




 




3613 




 




3711 




 




 




Línea Adolescente Madre 




 




 Tipo de Servicio 2011 2012 2013 2014 2015 




Total de llamadas  
3699 




5673 5842 




 




7119 




 




4813 
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Facebook 




 Tipo de Servicio 2011* 2012 2013 2014 2015 




Mensajería privada  595 1269 1179 1162 




     *No se daba este servicio. 




 




(Anexo 6. 32. y 33. 1) 




Academias de Crianza: 




Como respuesta a los temas de la violencia intrafamiliar, de abuso en el ejercicio de la autoridad 




parental y de la arraigada cultura del castigo corporal como forma de disciplinar a las PME, el PANI 




definió la conformación de un programa de actividades formativo educativo para potenciar nuevas 




formas de crianza de los niños, niñas y adolescencia denominado “ACADEMIA DE CRIANZA”.  Se 




trata de un servicio de educación a la familia con modelo y metodología oficial PANI,  basado en la 




Pirámide de Desarrollo Integral,  que se ofrece en cuatro modalidades: Academia de Crianza  




Abierta, Academia de Crianza Familias en Acción (FAMA), Academia en Riesgo Moderado y  




Academia en Atención Especial.  El programa arrancó en el año 2010 centralizado y en el año 2014 




la Presidencia Ejecutiva el PANI ordenó la apertura de Academias de Crianza en todo el país. En 




consecuencia, se consolida y se socializa el marco referencial,  se producen los materiales de apoyo 




(KIT ACADEMIA DE CRIANZA) para las nuevas academias y se inicia la capacitación masiva de 




anfitriones en todo el país.   




 Para el año 2015 se consolidó la ACADEMIA DE CRIANZA FAMILIAS EN ACCION, como 




una modalidad con enfoque de educación popular para ser implementada por líderes en las propias 




comunidades. Al final de dicho año ya se contaba con 400 líderes capacitados, cada uno de los 




cuales se proyecta a un mínimo de 10 familias para un total de 4000 familias con refuerzo educativo 




en nuevos paradigmas de Crianza.  En ese año también se fortalecen los servicios de ACADEMIA 




DE CRIANZA MODALIDAD ABIERTA en CCDNA, y además de 15 Academias que ya venían 




funcionando en algunas Oficinas Locales, se ordena la apertura de una experiencia de Academia de 




Crianza en cada una de las Oficinas Locales del PANI. 




 En 2015 también, a través de un convenio suscrito entre el PANI y la UNIVERSIDAD 




NACIONAL se define la metodología de ACADEMIA DE CRIANZA MODALIDAD RIESGO 




MODERADO para trabajar con familias que han tenido alguna forma de intervención por riesgo de 




violación de derechos.  Se instruye además, sobre la aplicación de esta metodología como 
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complemento del trabajo terapéutico que se realiza con Familias en Atención complementándola con 




la aplicación del Módulo Educa con Ternura, Disciplina Positiva y Triple P.    En el año 2015 se 




estima que la proyección de Academia de Crianza, alcanzó la suma de 6000 familias trabajadas. 




Ver link: 




https://www.pani.go.cr/educacion/academia-de-crianza 




 




(Anexo 6. 32. y 33. 2) 




 




Cobertura de Atención/ Cuido 




 




Institución Cantidad de 




alternativas 




Cantidad de 




niños y niñas 




IMAS (Hogares 




Comunitarios, Centros 




Privados, CECUDI 




Municipales)   583 21.864 




PANI  (CIDAI)         38 3.211 




CEN CINAI  (centros 




con servicio API) 434 20.309 




TOTAL 1055 45.384 




Fuente: IMAS, Ministerio de Salud y PANI, datos con corte a diciembre de 2015 




 




 




(Anexo 6. 32. y 33. 3) 







https://www.pani.go.cr/educacion/academia-de-crianza
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(Anexo 6. 32. y 33. 4) 




Alternativas de Protección 















 
 
 




Convención sobre los Derechos del Niño 




V y VI Informes Periódicos 




Costa Rica 




__________________________________________________________________________ 




 




Se refiere al conjunto de acciones concretas que emprende la Institución , en conjunto con la 




sociedad civil, para salvaguardar la integridad física y emocional de los niños, las niñas y los 




adolescentes que están expuestos a una situación de alto riesgo y cuyos progenitores no pueden 




ejercer adecuadamente la autoridad parental. Para ello, el PANI cuenta con diferentes modalidades 




dependiendo de la problemática. La separación de un menor de su familia es el último recurso al 




cual se debe llegar y se da en situaciones en las cuales la integridad física y emocional de los niños, 




niñas y adolescentes está en riesgo, ya sea en forma temporal o permanente de acuerdo a lo 




aplique según la legislación. 




Las modalidades de atención a menores de edad que ofrece el PANI son: 




 Hogares Solidarios: Es un programa que ubica a un niño (a) o adolescente, en familias 
parientes o familias alternativas de la comunidad. Cuando hay vínculo familiar o afectivo 
anterior, dicha ubicación podría devenir en permanente, pudiendo o no darse la adopción. 
Cuando se trata de familias ajenas a la persona menor de edad, la relación es de cuido 
provisional altruista y solidario en tanto se resuelve la protección permanente.  Estos últimos 
son  hogares subvencionados que tienen la obligación de colaborar en preparar a los niños y 
niñas para el proceso de protección que se defina a su favor.  




 Albergues o aldea: Pueden ser públicas (del Estado) o privadas (instituciones de bienestar 
social, grupos religiosos). Esta alternativa es de tipo temporal sin embargo, algunos niños 
conforme alcanzan la edad escolar las posibilidades de su adopción van disminuyendo. Por 
ello, muchos niños no poseen hogares donde puedan regresar y se quedan en el PANI. 
Ellos son llamados niños institucionalizados. 




 Organizaciones no gubernamentales: Las Organizaciones no Gubernamentales (ONGs) 
están a cargo de la sociedad civil, que se ha organizado en asociaciones o fundaciones 
constituyéndose en modalidad de atención para menores de edad que han sido separados 
de sus núcleos familiares. La responsabilidad de protección, implica brindar condiciones que 
les permitan a niños, niñas y adolescentes un desarrollo integral y asumir poco a poco su 
autonomía e independencia. Esta modalidad reúne los llamados Hogarcitos e Instituciones 
de Protección. Son de carácter temporal o transitorio. 




HOGARES SOLIDARIOS SUBVENCIONADOS 
 




      
      
DETALLE ANUAL 2012 2013 2014 2015 




 




          
 




Beneficiarios (Con 




discapacidad) 
120 117 111 111 
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(Anexo 6. 32. y 33. 5) 




https://www.imprentanacional.go.cr/pub/2017/03/15/ALCA58_15_03_20




17.pdf 




 




(Anexo 6. 32. y 33. 6) 




Código de Familia 




 




“Artículo 109 bis.-Adopciones internacionales.  Cuando se trate de adopciones internacionales, el 




órgano competente del PANI, para dictar el acto administrativo que declara la adoptabilidad 




internacional, será el Consejo Nacional de Adopciones. 




La adopción internacional tendrá carácter subsidiario de la adopción nacional y solo procederá cuando 




dicho Consejo haya determinado que no existen posibilidades de ubicar a la persona menor de edad en 




una familia adoptiva, con residencia habitual en Costa Rica. 




Para todos los efectos, tanto la autoridad administrativa como la judicial deberán aplicar los 




procedimientos y las condiciones establecidos en los convenios internacionales suscritos y 




ratificados por Costa Rica, en materia de adopción internacional y protección de los derechos de 




Beneficiarios( 




Subvención Ordinaria) 
1812 1911 1936 2175 




 




Total Beneficiarios 1932 2028 2047 2286 
 




Monto ejecutado 1,548,679,059.68 1,746,034,435.79 1,870,563,146.00 2,600,689,966.25 
 




          
 




Cantidad Depositarias 1096 1151 1221 1304 
 




Subvención (Subvención 




Ordinaria) 
¢ 57,750.00 ¢ 59,194.00 ¢ 60,970.00 ¢100,000.00 




 




Subvención( Con 




Discapacidad) 
¢ 94,500.00 ¢ 96,862.00 ¢ 99,768.00 ¢125,000.00 




 




      







https://www.imprentanacional.go.cr/pub/2017/03/15/ALCA58_15_03_2017.pdf



https://www.imprentanacional.go.cr/pub/2017/03/15/ALCA58_15_03_2017.pdf
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las PME”. (Así adicionado por el artículo único de la ley N° 9064 del 23 de agosto de 2012) – (La 




negrita y el subrayado no son del original)- 




 
Con esta norma quedó plenamente establecido que las adopciones internacionales, únicamente, 




pueden  llevarse a cabo en nuestro país, a través de procedimientos preestablecidos, aprobados por 




Costa Rica, que permitan garantizar que este tipo de adopciones tengan lugar en consideración al 




interés superior del niño y en el respeto a sus derechos fundamentales.  A partir de la norma señalada y 




en el entendido de que no existe otro convenio bilateral o multilateral al efecto, hoy por hoy, el Estado 




Costarricense no podría reconocer como legal ninguna adopción internacional que no se realice en el 




marco del Convenio de la Haya Relativo a la Protección del Niño y a la Cooperación en Materia de 




Adopción Internacional.  




A partir de lo anterior, en Costa Rica, la adopción directa internacional es ilegal.   




 
 




(Anexo 6. 32. y 33. 7) 




 
 
Código de Familia.  Artículo 109.- Personas adoptables.  




La adopción procederá en favor de:  




a) Las personas menores de edad declaradas judicialmente en estado de abandono, 
excepto cuando un cónyuge adopte a los hijos menores del otro, siempre y cuando el 
cónyuge con quien viven los menores ejerza, en forma exclusiva, la patria potestad.  




b) Las personas mayores de edad que hayan convivido con los adoptantes, por un tiempo 
no menor de seis años antes de cumplir la mayoridad y hayan mantenido vínculos familiares 
o afectivos con los adoptantes. Si los adoptantes son familiares hasta el tercer grado de 
consanguinidad inclusive, la convivencia requerida será de tres años.  




c) Las personas menores de edad cuyos progenitores en el ejercicio de la autoridad 
parental, inscritos como tales en el Registro Civil, consientan ante la autoridad judicial 
correspondiente la voluntad de entrega y desprendimiento y, que a juicio de dicha autoridad 
medien causas justificadas, suficientes y razonables que la lleven a determinar este acto 
como lo más conveniente para el interés superior de la persona menor de edad. 




En las adopciones nacionales indicadas en el inciso c) de este artículo, el juez competente 
ordenará las medidas de protección en aras del interés superior de la persona menor de edad. 
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Asimismo, ordenará al PANI que, dentro del plazo de dos meses contado a partir de la 
notificación judicial respectiva, valore las razones y condiciones psicosociales de los 
progenitores, verifique la existencia del consentimiento libre e informado y realice las 
acciones necesarias para agotar las posibilidades de ubicación de la persona menor de edad 
con su familia biológica extensa o afectiva. 




Una vez emitidos los informes respectivos, el PANI, mediante el funcionario competente, 
declarará o no que la o las personas menores de edad son adoptables, mediante una 
declaración de adoptabilidad, que deberá remitir a la autoridad judicial junto con los informes 
técnicos, dentro del plazo de un mes. 




El juez competente decidirá la ubicación provisional de la persona menor edad, mediante 
resolución debidamente justificada y tomando en cuenta la voluntad de los progenitores al 
consentir la entrega del adoptando, así como la voluntad de la persona menor de edad, 
cuando pudiere manifestarla. Asimismo, podrá solicitar, mediante resolución debidamente 
razonada, cualquier otra diligencia que considere pertinente, en caso de que exista duda razonable 
con respecto a la filiación del o los progenitores y la persona menor de edad. 




Constatada la inexistencia de la filiación, el juez desestimará la solicitud de entrega y determinará la 
ubicación definitiva de la persona menor de edad, conforme al proceso de protección en sede judicial 
que señala la Ley N.º7739, Código de la Niñez y la Adolescencia, de 6 de enero de 1998. 




(Así reformado el inciso c) anterior por el artículo único de la ley N° 9064 del 23 de agosto de 2012) 




 




(Anexo 6. 32. y 33. 8) 




 




Como medidas adoptadas para garantizar la protección de los NNA con padres encarcelados y los 




niños y niñas que acompañan a su madre en prisión, el Sistema Penitenciario Nacional cuenta con el 




Protocolo de Ingreso de las PME visitantes a Centros Penitenciarios y de Atención Integral.  




Además, existe una Directriz General sobre el procedimiento profesional, en la valoración social de ingreso 




de PME a los Centros del Programa Institucional de la Dirección General de Adaptación Social.  En ambos 




instrumentos jurídicos, se establece el respeto por la opinión o expresión de la PME. Por otra parte, en cuanto 




a las PME ubicadas en el Módulo Materno –Infantil del Centro Institucional Buen Pastor, mediante la 




coordinación  interinstitucional (MJ- PANI), se formuló una circular que regula el funcionamiento del Módulo, 




estando pendiente de aprobación el reglamento respectivo. En este módulo el MJ ejecutó un proceso de 




concienciación, financiado por el PANI, a cargo de la Fundación DEHVI denominado “Construyendo 




habilidades para la crianza positiva a través del vínculo y la estimulación temprana”, dirigido a mujeres 
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privadas de libertad,  madres de niños y niñas con edades entre los 0 y 3 años y a mujeres en estado de 




gestación. Además, se ha regulado normativamente el funcionamiento de este Módulo Materno Infantil y se 




han establecido procedimientos para garantizar la protección integral de las PME. 




 




(Anexo 7. 34. 1) 




 




La PONADIS se concretó después de un proceso de análisis relacionado con los ejes estratégicos 
que debía contener para responder con eficiencia y efectividad a los obstáculos y retos que conlleva 
la condición de discapacidad para las personas, sus familias y la institucionalidad nacional, proceso 
que se logró consolidar gracias a la participación y consulta a expertos y actores políticos, así como 
al análisis de la legislación nacional e internacional de última generación, pero sobre todo a la 
participación activa de la población con discapacidad en la definición de las prioridades.  




El Consejo Nacional de Personas con Discapacidad (CONAPDIS), como rector en la promoción y 
defensa de los derechos de las personas con discapacidad, presentó la Política Nacional en 
Discapacidad (PONADIS) para el período 2011-2021, la cual fue publicada en el Diario Oficial la 
Gaceta mediante el decreto Nº 36524-MP-MBSF-PLAN-S-MTSS-MEP el viernes 10 de junio del 
2011. 




La Política Nacional en Discapacidad parte de cuatro enfoques fundamentales: Derechos Humanos, 
Desarrollo Inclusivo con Base Comunitaria, Equidad de Género y Gerencia Social por Resultados.  




Además visualiza las acciones más relevantes en las áreas prioritarias para la población con 
discapacidad, como lo son: salud, educación, trabajo y empleo, eje personas, instituciones, 
organizaciones y entorno inclusivo. 




 




(Anexo 7. 34. 2) 




 




Objetivos de la Ley 7600 de “Igualdad de Oportunidades para las Personas con 




Discapacidad”, publicada en el Diario Oficial La Gaceta No. 112, el 29 de mayo de 1996: 




a) Servir como instrumento a las personas con discapacidad para que alcancen su máximo 




desarrollo, su plena participación social, así como el ejercicio de los derechos y deberes 




establecidos en nuestro sistema jurídico. 
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b) Garantizar la igualdad de oportunidades para la población costarricense en ámbitos como: salud, 




educación, trabajo, vida familiar, recreación, deportes, cultura y todos los demás ámbitos 




establecidos. 




c) Eliminar cualquier tipo de discriminación hacia las personas con discapacidad. 




d) Establecer las bases jurídicas y materiales que le permitan a la sociedad costarricense adoptar 




medidas necesarias para la equiparación de oportunidades y la no discriminación de las personas 




con discapacidad. 




 




(Anexo 7. 34) 3) 




 Los datos del Censo 2011, señalan que el 43% de niños, niñas y adolescentes con 




discapacidad tienen necesidades básicas insatisfechas (véase el Gráfico 5), las cuales 




pueden ser: 1. Acceso a albergue digno (calidad de la vivienda, hacinamiento, electricidad); 




2. Acceso a vida saludable (infraestructura físico sanitaria); 3. Acceso al conocimiento 




(asistencia escolar y logro escolar); 4. Acceso a otros bienes y servicios (capacidad de 




consumo). 
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 Como se muestra en el Gráfico 6, alrededor del 35% de la población menor de edad tiene 




sus necesidades básicas insatisfechas. Mientras que la niñez y adolescencia sin 




discapacidad representa ese mismo porcentaje, 35%, aquella con discapacidades asciende 




a cerca del 43% (véase Gráfico 5). 




 Es importante considerar que la pobreza agrava la situación de exclusión y marginación de 




las personas con discapacidad y, a la vez, la discapacidad agrava la pobreza. Por ello, es 




que la discapacidad es una cuestión de desarrollo, en el tanto en que es más probable que 




las personas con discapacidad y sus familias experimenten desventajas económicas y 




sociales que aquellas que no cuentan con una discapacidad (OMS, 2010:11). 




 Desde la perspectiva de la niñez y adolescencia esto se traduce en menores de 




posibilidades de acceder a la educación, la alimentación adecuada, la vivienda, la 




recreación, etc.  
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(Anexo 7. 34. 4) 




Programas selectivos, orientados a grupos de menores recursos, vulnerables o que están en 




situaciones de exclusión o discriminación. Estos programas son ejecutados por diversas 




instituciones, entre éstos se destacan el régimen no contributivo de pensiones a cargo de la CCSS, 




el programa de discapacidad y pobreza que ejecuta el CNREE, el de derechos de niñez y 




adolescencia del PANI, el de la REDCUDI a cargo del IMAS y el de becas de FONABE. 




El “Régimen No Contributivo de Pensiones de la CCSS” es un programa adicional al Seguro de 




Invalidez, Vejez y Muerte (IVM) que administra la CCSS. Según su Reglamento, el programa tiene 




por objeto “proteger a todos los costarricenses y extranjeros residentes legales del país, así como a 




las PME, quienes a pesar de carecer de condición migratoria regular en el territorio nacional, se 




encuentren en situación de pobreza o pobreza extrema (necesidad de amparo económico inmediato) 




y que no califican en alguno de los regímenes contributivos o no contributivos existentes…”. 




Entre las personas beneficiarias de este régimen están aquellas declaradas “inválidas”, que es un 




término que utiliza la CCSS y que no ha modificado a pesar de que contradice todo enfoque de 




derechos y de dignidad humana.  Para el régimen se consideran “personas inválidas” aquellas que 




“por debilitamiento de su estado físico o mental hayan perdido dos terceras partes (67%) o más de 




su capacidad general”.  En el caso de PME, se evalúa en función de que éstas requieran de 




cuidados especiales y apoyo del Estado para mejorar su calidad de vida, y su potencial para generar 




a futuro los ingresos para cubrir sus necesidades básicas. Le corresponde a la Dirección de 




Calificación del Estado de Invalidez de la Gerencia de Pensiones determinar el “estado de invalidez”.   




Para optar por este programa la persona solicitante debe encontrarse en estado de necesidad de 




amparo económico inmediato, para lo cual deberá demostrar que sus ingresos son inferiores o 




iguales a la línea de pobreza o a la línea de pobreza familiar ampliada. La línea de pobreza familiar 




ampliada se determina cuando la persona solicitante declare que tiene gastos por necesidades 




especiales por su condición física o mental, en cuyo caso se utilizará un indicador ampliado, 




específico para cada caso, de esta manera se pueden tomar en cuenta otros gastos relacionados 




con la discapacidad. También se debe demostrar que la persona no cuenta con familiares que 




puedan ayudarle a sostener sus necesidades básicas de subsistencia. 




El régimen no contributivo puede beneficiar directamente a personas menores de edad con 




discapacidad en los siguientes casos: 




-          Madres solas con hijos menores o “inválidos” 




-          Menores con o sin protección institucional 
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-          Personas con parálisis cerebral profunda, autismo, mielomeningocele o cualquier otra 




enfermedad ocurrida en la primera infancia con manifestaciones neurológicas equiparables 




en severidad[3]. 




En la Tabla 2 se muestra el número de personas beneficiarias del RNC, según el Boletín Estadístico 




de la CCSS correspondiente al mes de junio de 2013. El monto mensual promedio es de C77.022, 




con excepción de la pensión para personas con parálisis cerebral profunda, cuyo monto corresponde 




al equivalente al menor salario mínimo legal mensual fijado por el Poder Ejecutivo. 




 




 




Tabla 2. Régimen no contributivo de la CCSS, por tipo de persona beneficiaria, junio 2013 




Tipo de pensión Pensionados Monto promedio 




Pensionados 94.928 77.022 




Jefes de familia mayores de 65 




años 




16.762 71.988 




Jefes de familia inválidos 7.865 72.280 




Personas solas mayores 65 




años 




40.448 72.000 




Personas solas inválidas 20.790 72.281 




Madres solas con hijos 




menores o inválidos 




1.506 72.302 




Viudas mayores de 50 y 




menores 65 años 




442 72.000 




Menores con o sin protección 




institucional 




1.631 74.972 




Indigentes 2.417 72.000 




Parálisis cerebral 3.067 223.143 




Pensionados dependientes 2.338 74.235 
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Cónyuges o compañeros del 




jefe 




1.087 73.232 




Hijos 986 75.610 




Huérfanos de padre y madre 71 73.232 




Otros dependientes con 




parentesco 




149 73.232 




Otros dependientes sin 




parentesco 




45 73.232 




Fuente: CCSS: Boletín Estadístico Mensual, RNC junio 2013 




El número de personas menores de edad con discapacidad beneficiadas no se sabe con exactitud, 




pues podrían estar incluidas en los “hijos menores o inválidos” de madres solas, “menores con o sin 




protección institucional”, “parálisis cerebral”, “huérfanos de padre y madre”. Es importante mencionar 




que en el caso de las personas menores de edad con protección institucional, el Reglamento del 




RNC establece que el monto de la pensión podrá entregarse a la institución pública o privada 




correspondiente para que lo utilice en la atención de la persona pensionada. 




Por otra parte, el programa Pobreza y Discapacidad de (CONAPDIS), en el año 2012, producto de 




una reforma institucional, se traslada a la Dirección de Operaciones Regionales de dicho ente 




gubernamental. El programa es de cobertura nacional y se encuentra a cargo de las doce rectorías 




regionales. Su objetivo es incrementar las oportunidades de acceso a servicios y apoyos diversos a 




personas con discapacidad de todas las regiones del país, en condición de pobreza, para contribuir 




a mejorar su calidad de vida.  




El programa, en su marco conceptual define la pobreza como un “factor multidimensional, un 




producto social complejo, de índole coyuntural o estructural, multifacético y heterogéneo,  que afecta 




a las personas y que se caracteriza por precarias condiciones de vivienda y sanitarias, bajos niveles 




educacionales, inserción inestable en el sistema laboral-productivo, condiciones de riesgo social, con 




poca o ninguna incorporación en mecanismos de participación social, recursos insuficientes para 




satisfacer las necesidades básicas (nutricionales, salud, educación y vivienda) y en algunas 




situaciones ausencia o insuficiencia de destrezas, aptitudes, herramientas y oportunidades para 




generar y acumular ingresos, que coadyuven a garantizar una vida digna”. Además, introduce el 




concepto “canasta derivada de la discapacidad” (CBD) el cual amplía el de “canasta básica 




normativa”: 
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Canasta básica normativa Canasta básica derivada de la discapacidad 




Descripción del conjunto de necesidades de 




vivienda, educación, vestido, servicios 




públicos y alimentarios, que requiere como 




mínimo una persona para satisfacer sus 




necesidades básicas, de acuerdo al ingreso 




per cápita establecido por INEC. 




Descripción del conjunto de una serie de 




productos, servicios y bienes vitales, de uso 




individual, para la atención de la persona con 




discapacidad. La canasta derivada de la 




discapacidad está basada en las necesidades 




específicas que se generan a partir de la 




presencia de una o más deficiencias en una 




persona. 




La CBD permite tomar en cuenta las particularidades de cada persona con discapacidad en situación 




de pobreza y, por ello, es considerado un instrumento que promueve la equidad y un mecanismo 




estatal de inversión para garantizar la dignidad de las personas con discapacidad. 




El programa Pobreza y Discapacidad, va dirigido a personas con discapacidad en condición de 




pobreza. Existen dos ejes: el de promoción y el de protección. 




 El eje de promoción busca la promoción y defensa de la igualdad de oportunidades, la 




protección y la prestación de apoyos de las personas con discapacidad, facilitando el 




acceso a servicios y apoyos para contribuir con el desarrollo de sus capacidades y el 




goce pleno de derechos. Su población meta son las personas con discapacidad en 




condición de pobreza menores de 65 años de edad inclusive; incluyendo a las personas 




menores de edad con discapacidad que se encuentren en condición de pobreza, 




aunque carezcan de una situación migratoria regular en el territorio nacional. Consiste 




en el otorgamiento de un subsidio que se puede destinar a complementos nutricionales, 




medicamentos especializados, pañales, material didáctico, transporte, recreación o una 




mensualidad para cubrir el pago de gastos que no competen al CNREE. 




 El Eje de protección tiene como destinataria a la población adulta con discapacidad, 




mayor de 18 años de edad y menor de 65 años de edad inclusive, que se encuentre en 




condición de abandono comprobado, por lo que requerirán, además del subsidio, que se 




le incluya en una opción residencial para poder desarrollar su vida digna e 




independientemente. 




También está el eje de protección del PANI (PANI), cuyo objetivo es asegurar servicios de atención y 




protección especial de calidad, en instalaciones físicas adecuadas, mediante programas que 




garanticen el desarrollo integral de la población menor de edad que se encuentran en condiciones de 




riesgo social y vulnerabilidad y han debido ser separadas de sus familias, incluidas las PME con 
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discapacidad.  En sus alternativas residenciales el PANI procura aplicar principios inclusivos, de 




manera que, en el tanto sus condiciones lo permitan, las PME con discapacidad sean protegidas de 




forma inclusiva con el resto de la población bajo el modelo de atención especial que requieren.  El 




PANI cuenta con una aldea especializada en la atención de perfiles que presentan distintas 




discapacidades y que ameritan una atención especializada y, además, mantiene convenios de 




cooperación con dos Organización No Gubernamentales que, con el subsidio del PANI han 




generado alternativas altamente especializadas en el manejo, atención y protección de personas con 




discapacidades severas.    




Ahora también se cuenta con el aporte de la Red Nacional de Cuido, entre cuyos objetivos está el 




fortalecimiento de los programas de cuido y atención integral dirigidos a personas menores de 12 




años en condiciones de pobreza y riesgo social en todo el país, garantizando un aumento en la 




cobertura mediante la ampliación de la capacidad instalada de las organizaciones no 




gubernamentales encargadas de los Centros Infantiles de Atención Integral.  Si bien la Red no 




contempla ninguna especificidad en  acciones para la población con discapacidad, recientemente el 




CNREE se incorporó a la Comisión de la Red y ya están planificando acciones para brindar acceso a 




la población infantil con alguna discapacidad y adaptar la metodología a sus requerimientos. 




Programa “Becas Estudiantiles” del “Fondo Nacional de Becas” FONABE- Ministerio de Educación 




Pública.  El programa de becas estudiantiles, inició en el año 1997 por medio de un convenio entre el 




Fondo de Desarrollo y Asignaciones Familiares (FODESAF) y el Fondo Nacional de Becas 




(FONABE), este último reconocido como el ente rector de becas a nivel nacional. Este programa 




consiste en el otorgamiento de subsidios a estudiantes con menos posibilidades económicas, en 




condiciones de pobreza o pobreza extrema, con el fin de subsanar las necesidades que limitan el 




ejercicio del derecho a la educación por parte de los NNA en el ámbito nacional, favoreciendo la 




continuidad y la permanencia de esta población en el sistema educativo. El objetivo general del 




programa es: “Contribuir con la disminución de los índices de deserción e inasistencia estudiantil, 




mediante el otorgamiento de becas a estudiantes con o sin discapacidad en condición de pobreza 




extrema o pobreza”. 




En materia de niñez, adolescencia y discapacidad el programa contempla aspectos específicos en 




esta línea de acción, al asignar becas concretas dirigidas a esta población, las cuales se especifican 




a continuación: 




 Becas Necesidades Educativas Especiales Primaria: Este rubro se divide en dos, el 50% de 




los fondos se asigna para niños, niñas y jóvenes indígenas y el otro 50% para niños, niñas y 




jóvenes con discapacidad. Su población meta es de 15.100.  
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 Becas Necesidades Educativas Especiales Primaria (Niños, niñas, jóvenes indígenas): se 




dirige a NNA, que pertenezcan a una región indígena, que estén matriculados en cualquier 




nivel o modalidad educativa. No hay límite de edad. 




 Becas Necesidades Educativas Especiales Primaria (Discapacidad): abarca estudiantes que 




presentan una condición de pobreza extrema o pobreza, ubicados en poblaciones indígenas 




o con discapacidad física, mental, auditiva, visual, múltiple, enfermedades crónicas o 




terminales. No hay rangos de edad, deberán tener buen rendimiento académico. 




 Beca de Transporte para Estudiantes con Discapacidad: Dirigida a estudiantes en 




condiciones de pobreza extrema y pobreza de zonas rurales o urbanas que presentan una 




discapacidad física, mental, auditiva, visual, múltiple, enfermedades crónicas o terminales, el 




objetivo es que se trasladen del hogar a su centro educativo y viceversa. No hay rangos de 




edad. 




 Beca de Post Secundaria: para estudiantes a partir de los 17 años que deseen cursar 




estudios de postsecundaria o matricularse en una carrera impartida por una institución 




técnica, parauniversitaria o universitaria (pública o privada), se plantea destinar 




aproximadamente el 5% para jóvenes con discapacidad en coordinación con el CNREE. 




 




 




(Anexo 7. 34. 5)  




Funciones asignadas a la CCSS por la Ley 7600.  




 Ofrecer servicios de rehabilitación en todas las regiones del país, de igual calidad, con 




recursos humanos y técnicos idóneos y servicios de apoyo necesarios para garantizar la 




atención óptima (art. 32 Ley 7600). La CCSS diseñará, ejecutará y evaluará modelos de 




atención adecuados a las necesidades de las personas con discapacidad (art. 90 




Reglamento Ley 7600). 




 La CCSS y el INS prestarán los servicios de rehabilitación para las personas con 




discapacidad física, mental y sensorial en todas las regiones del país mediante un modelo 




de atención por niveles. Principios y objetivos: igualdad de oportunidades, accesibilidad y 




disponibilidad (art. 93 Reglamento Ley 7600) 




 Coordinación y supervisión de centros de salud públicos que brinden servicios 




especializados de rehabilitación con el fin de facilitar establecimiento de políticas 
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congruentes con las necesidades reales de la población (art. 32 Ley 7600). La Gerencia de 




la División médica será la responsable de desarrollar y fortalecer los servicios de 




rehabilitación (art. 91 Reglamente Ley 7600) 




 Los servicios de rehabilitación deben garantizar que las instalaciones cuenten con medidas 




de seguridad, comodidad y privacidad. 




 La CCSS y el INS, según competencia, prestarán oportuna prestación de servicios a las 




personas con discapacidad. Satisfacer necesidades de equipamiento e infraestructura, 




especialmente provisión de medicamentos, ortesis, prótesis, sillas de ruedas, asistencia 




personal y demás ayudas técnicas y servicios de apoyo (art. 96 Reglamento Ley 7600). 




 Medios de transporte adecuados. 




 




(Anexo 7. 34. 6) 




 




La CCSS está organizada en tres niveles de atención: 




 Primer nivel: equipos básicos compuestos por médico, auxiliar de enfermería y asistente 
técnico de atención primaria con apoyo de personal de registros médicos. 




 Segundo nivel: brinda apoyo al primer nivel en laboratorio y gabinete, médicos especialistas 
u otros profesionales afines (nutrición, psicología, trabajo social, enfermería) a través de 
clínicas de segundo nivel y hospitales periféricos y regionales. 




 Tercer nivel: compuesto por los hospitales nacionales generales y especializados (Gallardo, 
2010). 




 




(Anexo 7. 34. 7) 




Centro Nacional de Rehabilitación (CENARE) 




Fue creado en 1977 con el fin de atender a personas con lesiones medulares, amputaciones, 




accidentes vasculares cerebrales, parálisis cerebral infantil, etc. Con el CENARE se desarrolla “una 




actividad médica interdisciplinaria, intensiva e integral, ya que establece desde el inicio la modalidad 




de atención por medio de clínicas interdisciplinarias en consulta externa y el trabajo en equipo con 




médicos de otras especialidades que complementan la labor de rehabilitación en el área de hospital” 
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(Gallardo, 2009). El CENARE atiende a personas de todas las edades, pero su ámbito de acción se 




limita a las deficiencias neuromusculoesqueléticas. Por otro lado, la alta demanda de sus servicios 




ha provocado prácticamente un colapso, pues el perfil epidemiológico de Costa Rica ha variado al 




que prevalecía en la década de los años setenta, actualmente se da “un progresivo envejecimiento 




de la población aunado a un aumento en la sobrevida de prematuros y a avances tecnológicos que 




favorecen la supervivencia de enfermos graves y genera una población que requiere procesos 




rehabilitatorios intensos y prolongados en el tiempo y, con frecuencia indeterminada, secuelas 




permanentes físicas o mentales” (Gallardo, 2010: 48). 




 




 




(Anexo 7. 34. 8) 




Rehabilitación de Base Comunitaria 




Ante la falta de servicios de rehabilitación, el MEP brindó esos servicios en algunos centros 




educativos, lo cual fue suspendido por el Manual de Procedimientos para el Trámite de Recargos 




Administrativos, Docente, Técnico-Docentes y Administrativo-Docentes bajo el razonamiento de que 




“los servicios de Rehabilitación Física y/o Terapia Física no forman parte del proceso educativo…” 




(Sala Constitucional, Res. 10885-2013). 




Ante esta situación, algunas poblaciones indígenas se han visto perjudicadas, este es el caso de 




Telire y Amubre, poblaciones de las que PME plantearon un recurso de amparo ante la Sala 




Constitucional contra el MEP y la CCSS por la suspensión del servicio de rehabilitación que recibían 




niños y niñas indígenas con discapacidad de estas zonas. En relación con este recurso la Sala 




Constitucional reafirmó la competencia de la CCSS y no del MEP en materia de rehabilitación. El 




recurso en cuestión fue declarado con lugar con respecto a la Caja Costarricense del Seguro Social 




bajo argumentación que se puede ver en el En razón de lo expuesto, a partir del año 2013, hay 




jurisprudencia de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia que obliga a la Caja 




Costarricense del Seguro Social a brindar servicios de rehabilitación oportunos y racionalmente 




cercanos a las poblaciones vulnerables lejanas con discapacidad. 




Sala Constitucional, Res. 10885-2013 




“El otro punto, una vez clarificado lo anterior, es definir dónde se debe prestar el servicio de 




rehabilitación a los menores. No se duda que la Caja Costarricense de Seguro Social sí proporciona 




esa atención especializada. Incluso se ha informado y así ha quedado documentado que a algunos 




de los amparados han sido atendidos en el EBAIS de Amubri y referidos a terapia física al Hospital 




Dr. Tony Facio Castro y al CENARE. El meollo es que se considera una actividad básicamente del 




segundo y tercer nivel de atención, no prevista para prestación en el primer nivel de atención, 
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excepto actividades de menor complejidad, fundamentalmente de seguimiento de los casos, razón 




por la cual no existe el servicio en la mayor parte de las áreas de salud. En concreto, en Talamanca, 




no se dispone de ningún recurso para la atención de rehabilitación, por lo que, los pacientes que 




requieren del servicio, se refieren y se trasladan al Hospital Regional Dr. Tony Facio Castro, sito en 




Limón centro o al CENARE, ubicado en San José, que como se reseñó, ha sucedido con algunos de 




los menores aquí amparados. También se ha señalado que los niños de los territorios indígenas al 




igual que el resto de los habitantes del territorio nacional, deben acudir al EBAIS que les 




corresponde, de donde serán referidos a la sede de Área de Salud (Hone Creek) y de allí al Servicio 




de Rehabilitación de los centros médicos citados. Ese proceder de la Administración es el que no es 




posible validar, por cuanto equivaldría soslayar el régimen especial de protección reconocido en 




favor de los derechos e integridad del pueblo indígena a partir del Convenio No. 169 de la 




Organización Internacional del Trabajo Sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes-




aprobado por Ley No. 7311 de 30 de noviembre de 1992-, desarrollado en el primer considerado de 




fondo de esta resolución. Esta Sala no desconoce de la facultad que tiene la Caja Costarricense de 




Seguro Social para organizarse a fin de prestar los servicios de salud a la ciudadanía, como el 




clasificar éstos en tres niveles de atención. Ello en procura de una mejor utilización de los fondos 




públicos. No obstante, esa organización no puede ir en demérito del acceso a la asistencia médica 




de las personas usuarias, máxime si éstas, como los indígenas, se encuentran en una situación de 




vulnerabilidad extrema. Aparte de que el Estado Costarricense se ha comprometido a brindarles una 




tutela especial y diferenciada al resto de la población por su misma histórica precariedad. 




Compromiso que también ha adquirido para personas con discapacidad. El pretender que se 




trasladen a recibir atención médica especializada a cientos de kilómetros de su lugar de origen, no es 




más que institucionalizar su patentada desigualdad. Véase que, al menos en este caso, se trata de 




personas indígenas, menores de edad y con serias discapacidades físicas, además de escasos 




recursos económicos. En consecuencia, todos los anteriores razonamientos permiten concluir que 




este asunto debe ser declarado con lugar contra la institución aseguradora, como en efecto se hace, 




pues es evidente que con los hechos denunciados se ha producido una vulneración del derecho a la 




salud y al principio de igualdad de los nueve menores amparados, ya que no tienen posibilidades de 




accesar a la prestación médica que requieren”. 




 




(Anexo 7. 34. 9) 




En MEP en el Subprograma 573-04 evidencia un incremento sostenido anual de inversión en 




programas de educación escolar en primera infancia entre los años 2011 al 2015, lo que representa 




un incremento en la asignación de recursos de alrededor de un 85% en ese período (Departamento 




de educación preescolar 2011-2015). 
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RECURSOS ASIGNADOS EN EDUCACIÓN ESPECIAL  A LA PRIMERA INFANCIA 




2011 ₡68.791.166.000 




2012 ₡72.571.247.000 




2013 ₡93.102.769.000 




2014 ₡107.621.637.000 




2015 ₡127.655.633.000 




 




 




ANEXO 7. 35), 36) Y 37) 1) 




En Costa Rica el porcentaje de personas con seguro de enfermedad y maternidad es superior al 




90% (2011: 93,70%; 2012: 93,60%; y 2013: 94,40%,) y, en servicios de emergencia se da cobertura 




al 100% de la población (VIII Informe Estado de los Derechos de NNA, 2015:112). 




 




ANEXO 7. 35), 36) Y 37) 2) 




Para el año 2015 se atendieron aproximadamente 86.000 niños y niñas en la estrategia extramuros, 




ésta consiste específicamente en servicios de promoción del crecimiento y desarrollo, donde los 




funcionarios y funcionarias, en un Centro de Distribución (CD) u otro espacio, actúan como 




articuladores y asesores con familia y comunidad, para acompañar el proceso de crianza y 




socialización de niños y niñas,  sobre el punto puede verse el Decreto N°378270-S, que reglamenta 




la Ley Orgánica de la Dirección Nacional de CEN-CINAI. 
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El servicio API (cuido diario más atención integral) atendió a 19.088 niños y niñas en el año 2013, 




20.176 en el 2014 y 20.309 en el 2015.  Este servicio contempla acciones educativas basadas en un 




modelo enmarcado en los derechos de las PME y promueve la formación de valores para la vida, 




además,  incluye la vigilancia del crecimiento y desarrollo y la entrega en el establecimiento de 




comidas preparadas con buenas prácticas de manufactura que responden a menús balanceados y 




adecuados para los comensales. 




Reglamento a la Ley Orgánica de la Dirección Nacional de CEN-CINAI (Ctrl – clic para seguir 




vínculo) 




http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.aspx?param1=NRTC




&nValor1=1&nValor2=73262&nValor3=89850&strTipM=TC 




 




ANEXO 7.35), 36) Y 37) 3) 




Estrategias desarrolladas por  CEN CINAI: 




“Somos Familia” es un programa de formación en competencias parentales que se desarrolla en 




todos los CEN-CINAI del país a través de talleres de trabajo con familias beneficiarias, con el fin de 




generar en los niños y niñas pertenencia segura tanto en su entorno nuclear (familiar inmediato) 




como en las redes de apoyo que forman parte sus familias. 




Algunos logros de los CEN-CINAI en el período en estudio. 




 Capacitación a 110 funcionarios de dos regiones acerca de las actividades y el uso de los 




materiales educativos para la ejecución de actividades con adolescentes embarazadas y 




madres que reciben servicios en la institución. 




 Capacitación a 106 funcionarios de ambas regiones en relación con la aplicación de la 




Escala ampliada para la evaluación del desarrollo infantil. 




 Elaboración del Diagnóstico de oferta y demanda de cuido para hijos de adolescentes 




(2014). 




 Ejecución de la Jornada de capacitación a funcionarios de CEN-CINAI (2016), en temas 




sensibilización para el trabajo con grupos de adolescentes madres, importancia y objetivos 




del proyecto, trabajo en red interinstitucional, plan de actividades educativas a cargo de 




CEN-CINAI en el contexto del proyecto, con la participación de 60 funcionarios y 




funcionarias en los tres niveles de gestión en ambas regiones. 




 Fortalecimiento de estrategias de atención para adolescentes madres que reciben los 




servicios en CEN CINAI: 







http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.aspx?param1=NRTC&nValor1=1&nValor2=73262&nValor3=89850&strTipM=TC



http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.aspx?param1=NRTC&nValor1=1&nValor2=73262&nValor3=89850&strTipM=TC
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 Conformación de grupos de adolescentes madres (880 participantes). 




 Realización de sesiones educativas (7 al año) en temas como: autoestima, plan de vida, uso 




de métodos anticonceptivos, alimentación madre y del niño, estimulación infantil, etc. 




 Implementación de la ficha de información para el registro de las adolescentes madres 




participantes de las sesiones educativas. 




 Diseño, impresión y reproducción de material de apoyo para las sesiones educativas 




(noviembre 2014 y abril 2015) 




 Sistematización de las estrategias implementadas con adolescentes madres en CEN-CINAI, 




mediante la producción de videos informativos y para uso didáctico que describen los 




servicios que brinda la Dirección Nacional de CEN-CINAI, estrategias empleadas con 




adolescentes madres, así como temas sobre salud sexual y salud reproductiva, prevención 




de embarazos, proyecto de vida, servicios y beneficios que brindan las instituciones 




involucradas en la iniciativa (octubre 2015). 




 




ANEXO 7. 35), 36) y 37) 4) 




Forma de cálculo de la tasa de mortalidad infantil en Costa Rica. 




Al respecto puede verse la definición del Banco Mundial http://wdi.worldbank.org/table/2.21. 




Véase como referencia internacional la ficha técnica de este indicador proveniente de la 




Organización Panamericana de la Salud y Organización Mundial de la Salud  




http://www.paho.org/hq/index.php?option=com_docman&task=doc_view&Itemid=270&gid=23508&la




ng=es 




 




ANEXO 7. 35), 36) y 37) 5) 




 




Detalle de acciones de la Comisión Nacional de Lactancia Materna del Ministerio de Salud.  




 Se coordinó con la Junta de Protección Social (JPS) un espacio en la lotería nacional, sobre 




lactancia materna y su lema según el año,  el cual se publica en la emisión del primer 




domingo de agosto esto desde el año 2010 hasta el 2015 inclusive. Y continúa. 







http://wdi.worldbank.org/table/2.21



http://www.paho.org/hq/index.php?option=com_docman&task=doc_view&Itemid=270&gid=23508&lang=es



http://www.paho.org/hq/index.php?option=com_docman&task=doc_view&Itemid=270&gid=23508&lang=es











 
 
 




Convención sobre los Derechos del Niño 




V y VI Informes Periódicos 




Costa Rica 




__________________________________________________________________________ 




 




 Celebración en  todos los establecimientos de salud y comercio, la semana mundial de 




lactancia materna por lo que se realizan diferentes actividades como por ejemplo Mamantón 




en Liberia Guanacaste, Mama Moncho en San Ramón de Alajuela , ferias de lactancia en 




diferentes lugares y hospitales,  Mama tren, mama arena en Puntarenas , 




 Se elaboró y publicó el Decreto Nº 35904-S “Prohibición del uso del Bisfenol-A en los 




biberones y otros envases dedicados a la alimentación de la niñez” (Gaceta Nº 76 del 21 de 




abril de 2010) 




 Actualización de la página web del Ministerio de Salud sobre Lactancia Materna, Entidades 




de coordinación ahí se ubica la Comisión Nacional de Lactancia Materna y se puede  




accesar toda la documentación y actualización  sobre el tema. 




 Realización del Monitoreo de la Ley 7430 y su Reglamento así como del Código 




Internacional de Sucedáneos de la Leche materna en 2012, se realizó el informe y se 




trasladó al Despacho de la Señora Ministra de Salud y se enviaron los comunicados a las 




empresas para sus correcciones. 




 Se establecieron manuales de atención para la tramitación de la publicidad y etiquetado que 




deben presentar las empresas en el Ministerio de Salud estos dos documentos para la 




tramitación se encuentran publicadas en la Intranet, Pagina web del Ministerio de Salud. ( 




MS.NS.FIMPR.02.02.45 y el MS.NC.SLA.07.P.12 ) 




 Se coordinó con la Dirección de Regulación del Ministerio de Salud con la finalidad de que 




cuando los funcionarios de esta dependencia realizan visitas a los comercios revisen lo 




concerniente al Código Internacional de sucedáneos de la leche materna y apliquen la 




legislación. 




 Se capacitó a 668 personas entre ellos personal de Salud, educadores y actores claves 




comunitarios en actualización sobre Lactancia Materna, Modalidades de atención, 




implementación de Clínicas de Lactancia Materna y Código Internacional de sucedáneos de 




la leche materna.  Se realizó por regiones y en todo el país. 




 Se estableció  Convenio Brasil –Costa Rica (Apoyo Técnico de Implementación de Bancos 




de Leche Humana) 




 Curso Internacional de Bancos de Leche Humana: en el cual  se capacitó 70 funcionarios de 




salud de diferentes instituciones del país, en el tema de Bancos de Leche Humana en 2011 




 Curso de Control y Calidad de la Leche Humana: se capacitó a un grupo de 15 




microbiólogos de diferentes hospitales del país  para llevar a cabo este proyecto 




 Taller de Implementación de los Sistemas de Información para  establecer   el sistema 




informático que une a la Red Nacional con la Red Iberoamericana de Bancos de Leche 




Humana  
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 Se capacitó al personal del Banco de Leche Humana del Hospital Carlos Luis Valverde Vega 




con el objetivo que se constituya el  Centro de Referencia Nacional. 




 Publicación en el Diario Oficial La Gaceta de Dos decretos sobre Habilitación de Bancos de 




Leche Humana y la Norma de Bancos de leche humana, ambos decretos  se pueden 




encontrar en la pág., web del Ministerio de Salud 




 Se realizó el Simposio Internacional de Lactancia Materna 2011 “Lactancia Natural una 




Realidad que Reta a Todos y Todas las Profesionales  de Salud”  con la participación de 170 




funcionarios de salud del ámbito nacional e internacional (El Salvador, Panamá, República 




Dominicana, Guatemala) y con exponentes de gran renombre mundial como el Dr. Carlos 




González Rodríguez de España, la Dra. Ana Parrilla  y Dr. José  Gorrin Peralta  de Puerto 




Rico 




 Se realizó Simposio Internacional de Lactancia Materna 2015 “ Amamantar y trabajar 




¡logremos que sea posible! con asistencia de 100 personas 




 Elaboración, revisión y consulta del Decreto de Salas de Lactancia Materna en 




Establecimientos laborales próximo a publicarse en el Diario Oficial La Gaceta 




 Inclusión del tema de Lactancia Materna en la Política Nacional de Salud y el Plan Nacional 




de Salud. 




 Elaboración  del Decreto de operacionalización  de la Política Pública  de Lactancia Materna 




en Costa Rica en conjunto con APROLAMA. 




 En el 2010 se realizó Jornada académica en la Escuela de Nutrición de la Universidad de 




Costa Rica con el lema: “Lactancia Materna: Cumplamos los 10 pasos de Hospitales Amigos 




y más” 




 Se realizó el Taller “Formación de evaluadores externos para certificación de Hospitales 




Amigos del Niño, la Niña y la Madre”, los días 6 y 7 de mayo del 2010  en el Hospital 




Nacional de Niños.  Participaron 20 funcionarios de diferentes disciplinas e instituciones 




gubernamentales (CCSS, Ministerio de Salud (MS), Patronato Nacional de la Infancia 




(PANI), Ministerio de Educación Pública (MEP),  Instituto Costarricense de Investigación y 




Enseñanza en Nutrición y salud (INCIENSA) y Universidad Estatal a Distancia (UNED).   




 Se asesoró a 38 comités locales de lactancia materna en los criterios globales de la Iniciativa 




Hospital Amigo y en el cumplimiento de la Ley 7430 y su Reglamento. 




 Existen 12 hospitales acreditados como hospitales amigos, en el 2015 se incorporó a este 




grupo el Hospital de Guápiles en la Región Huetar Caribe, pero ya estos hospitales están 




para revisión nuevamente y realizar la recertificación. 
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ANEXO 7. 35), 36) y 37) 6) 




 




La última encuesta nacional de hogares se realizó en el 2010 y se publicó en el 2012, no se ha 




contado con el presupuesto para incluir el módulo de lactancia materna en otra encuesta nacional. 




Costa Rica cuenta con legislación que otorga a la madre trabajadora un periodo de licencia  4 meses 




para el pre y  posparto, y regulación adecuada para  el periodo de lactancia. 




Según la Encuesta de Indicadores Múltiples por Conglomerados del 2011, la práctica de la lactancia 




materna en Costa Rica es alta. El 97% de los niños nacidos, según los dos años anteriores a la 




encuesta, recibieron lactancia materna alguna vez. Sin embargo, solo el 60% de los niños de la 




encuesta son alimentados con pecho en la primera hora de nacimiento. 




De acuerdo con datos del Ministerio de Salud/Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (2013), 




con respecto a la lactancia materna exclusiva, solo en el 32,5% de los casos se cumple hasta los 




primeros 5 meses (VIII Informe Estado de los Derechos de NNA, 2015:97). 




 




ANEXO 7. 35), 36) y 37) 7) 




 




Implicaciones de la Norma Nacional para la Prevención y Atención Integral de la Salud de las 




Personas Adolescentes en el componente de salud sexual y salud reproductiva 




 El establecimiento de la Norma interinstitucional para la prevención y  atención del embarazo 
adolescente. La articulación interinstitucional con metas específicas en los distintos niveles 
(local, regional y nacional). 




 El fortalecimiento de estructuras locales intersectoriales (UCLs) que impulsan las acciones 
para la prevención y atención del embarazo en la adolescencia. 




 En proceso el  desarrollo del Sistema de Información Nacional de Adolescentes (SINA). 




 La implementación de transformaciones en los servicios de salud específicamente en la 
atención de adolescentes y el desarrollo de herramientas puntuales para la atención, la 
evaluación de riesgos, la referencia y contra-referencia. 




 La orientación de la oferta de servicios al desempeño y a los resultados, así como  la 
exposición de los mismos a evaluaciones externas que permitan identificar su situación real, 
las dificultades y debilidades que presentan y las áreas que requieren de mejora. 




 




 




ANEXO 7. 35), 36) y 37) 8) 
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Decreto para la atención integral de la salud de las personas adolescentes en su componente 




de salud sexual y salud reproductiva. 




Regula  el acceso a métodos  anticonceptivos modernos para las y los adolescentes, a efecto de su 




implementación se está dando un proceso de capacitación al personal de EBAIS  y Áreas de Salud , 




iniciado en dos regiones del país,  promueve un modelo de prestación de servicios que mejore el 




acceso a condones, pero además incluye directrices, para que no solo los servicios de salud se 




encarguen de promover el acceso a los temas de salud sexual y reproductiva , si no que otras 




instituciones  apoyen en la detección de adolescentes para que se acerquen a la atención 




respectiva.   




En el marco de esta iniciativa  el MEP en el departamento de Salud y ambiente con el objetivo de 




“facilitar la atención a los estudiantes en materia de salud y sexualidad. En este departamento se han 




elaborado programas relativos a la salud y los derechos sexuales y reproductivos dirigidos a los 




adolescentes dentro y fuera del sistema educativo teniendo en cuenta los derechos sexuales y 




reproductivos, la sexualidad sana, la prevención de los embarazos no deseados, las enfermedades de 




transmisión sexual, el VIH/SIDA y la accesibilidad y el uso del preservativo y otros medios 




anticonceptivos. De acuerdo con la CCSS el Programa de Atención Integral de la Adolescencia (PAIA), 




instancia que está vinculada a dicha institución, vela por la salud integral de las personas durante la 




etapa de la adolescencia. Tiene como objetivo, atender las necesidades particulares y dar respuesta no 




solo desde lo clínico-asistencial, sino, sobre todo, desde lo preventivo en materia de promoción del 




desarrollo humano y la salud. (VIII Informe Estado de los Derechos de NNA, 2015:119).”   
 




De acuerdo con el MS, en el tema de salud sexual y reproductiva adolescente se tienen los 




siguientes desafíos: 




1) Nacionalizar el modelo país  de atención de adolescentes  que el CIAMA promueve  través 
de la  nueva  normativa.  




2)  Promover las  buenas prácticas en la prevención y atención del Embarazo adolescente. 
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3) Mejorar los procesos de articulación local para garantizar el derecho a la salud de los 
adolescentes. 




4) Promover  la participación activa de los gobiernos locales, en el desarrollo de las políticas 
pertinentes.   




 




ANEXO 7. 35), 36) y 37) 9) 




 




El programa Adolescente Madre del PANI cuenta con cuatro componentes: 1) la línea gratuita 




(800)226-2626 Adolescente Madre, 2) Talleres socio formativos “Estudia, vale por dos” destinados a 




adolescentes madres y embarazadas en comunidades definidas como prioritarias   3) el 




financiamiento y generación de  becas educativas. 4). Campañas publicitarias para la promoción y 




concientización de toda la sociedad, del derecho a la educación que tiene toda adolescente madre. 




Estos componentes y su funcionamiento responden a una estrategia de acción, una línea gratuita de 




atención por la vía telefónica con recepción técnica profesional ya citada, atendida por el Centro de 




Orientación e Información COI del PANI,  que permite detectar población, atenderla en sus 




requerimientos y necesidades emocionales, orientarla en términos de procesos integrales de 




atención y apoyo, y suministrar información y tramitar documentación tendiente a reinsertarlas o 




ayudarles a permanecer en procesos educativos con el favorecimiento de subsidio económico.  Los 




talleres socio formativos que se imparten a un promedio de 200 adolescentes madres anualmente, 




en comunidades de atención prioritaria del país, que buscan no solo sensibilizarlas, sino, sobre todo, 




empoderarlas, a efecto de que reconozcan sus capacidades, aptitudes y habilidades como personas 




y como adolescentes que tienen derechos y pueden contar con las condiciones necesarias para 




reinsertarse o mantenerse en el sistema educativo como el mejor camino para garantizar un 




proyecto de vida independiente supliendo sus necesidades y las de sus hijos e hijas.  A este 




componente, en los últimos años, se ha incorporado el elemento tecnológico para que a su vez les 




sirva como una herramienta para favorecer su proceso formativo educativo. Luego la disposición de 




1000 becas educativas, cuyo giro, control y fiscalización se realiza por medio de las Oficinas Locales 




y Direcciones Regionales de la institución a nivel nacional.  Finalmente, las campañas publicitarias 




realizadas a través de medios masivos y en ocasiones en alianza interinstitucional a través del 




CIAMA (Consejo Interinstitucional de Protección a la Madre Adolescente), donde también se ha 




tratado de difundir el mensaje masivo de que las relaciones de hombres adultos con adolescentes es 




un delito, esto debido a que en nuestro país el 80% de los embarazos en adolescentes es de padres 




adultos con diferencias de edades superiores a los diez años, siendo entonces uno de los principales 
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retos, contribuir a la desnaturalización de  las relaciones abusivas y de poder (impropias)   entre 




hombres adultos y mujeres adolescentes.  Aunado a este esfuerzo, el PANI, también participa, en la 




ya citada alianza pública-privada, denominada Iniciativa Salud Mesoamérica.  




Para el año 2016, el PANI aumentará su oferta de becas a 1720, beneficiarias que recibirán un 




subsidio de C 100.000,00 mensuales, los talleres socio-educativos beneficiaran a 375 adolescentes 




madres, las cuales se capacitarán en alianza con el CEN-CINAI y captará y capacitará a 400 




promotores adolescentes en las zonas Brunca y Huetar Caribe en temas de derechos y 




especialmente de derechos en salud sexual y reproductiva con enfoque de género, lo anterior en el 




marco de la iniciativa mesoamericana para favorecer la prevención del embarazo en la adolescencia. 




Es importante adicionar que el PANI, tiene convenio de cooperación económica y de 




acompañamiento técnico, con tres ONGs, dos en la modalidad residencial (Posada de Belén y Casa 




Luz) y una en la modalidad diurna (Casita San José), para la atención y protección de adolescentes 




embarazadas y/o madres. 




 




(Anexo 7. 35. 36. y 37. 10). 




 




En noviembre del 2012, la Comisión Nacional de Vacunación y Epidemiología aprobó la vacunación 




con DTaP en embarazadas a partir del tercer trimestre, y se inició en febrero del 2013.  Para 




mantener los logros alcanzados y continuar avanzando hacia la erradicación de estas enfermedades 




en el año 2013 surge la “Norma Nacional de Vacunación”, producto del análisis y la discusión de 




expertos en la prevención y control de las enfermedades inmunoprevenibles de diferentes 




instituciones y niveles de gestión del país: 




Norma Nacional de Vacunación: 




https://www.ministeriodesalud.go.cr/index.php/vigilancia-de-la-salud/normas-protocolos-y-




guias/2302-norma-nacional-de-vacunacion-2013/file 




 




 




 




(Anexo 7. 35. 36. y 37. 11). 







https://www.ministeriodesalud.go.cr/index.php/vigilancia-de-la-salud/normas-protocolos-y-guias/2302-norma-nacional-de-vacunacion-2013/file



https://www.ministeriodesalud.go.cr/index.php/vigilancia-de-la-salud/normas-protocolos-y-guias/2302-norma-nacional-de-vacunacion-2013/file
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El MEP creó el departamento de Salud y ambiente con el objetivo de facilitar la atención a los 




estudiantes en materia de salud y sexualidad. En este departamento se han elaborado programas 




relativos a la salud y los derechos sexuales y reproductivos dirigidos a los adolescentes dentro y 




fuera del sistema educativo, teniendo en cuenta los derechos sexuales y reproductivos, la sexualidad 




sana, la prevención de los embarazos no deseados, las enfermedades de transmisión sexual, el 




VIH/SIDA y la accesibilidad y el uso del preservativo y otros medios anticonceptivos. 




 




(Anexo 7. 35. 36. y 37. 12). 




 




Durante el periodo 2011-2015 el Instituto sobre Alcoholismo y Farmacodependencia (IAFA), utilizó 




un monto aproximado de ¢6.058 millones de colones en la atención brindada a la población menor 




de edad, ofrecida en los servicios de la sede central incluyendo el Centro Nacional de Atención 




Integral para PME y en los centros de atención integral ubicados en diferentes regiones del país.  




 Además, a través de los fondos provenientes de la ley N.7972 “Impuestos sobre Cigarrillos y Licores 




para Plan de Protección Social”, se distribuyeron como apoyo financiero ¢1.138 millones de colones 




a programas que desarrollan Organizaciones no Gubernamentales (ONG) acreditadas por el IAFA 




para la atención de pacientes con consumo problemático de drogas. En ese sentido, considerando la 




identificación de la población menor de edad que acudió a estas organizaciones para su atención, se 




estima que ¢63.0 millones de colones beneficiaron a PME.  




De acuerdo con IAFA su presupuesto en la atención de las PME, para el periodo que comprende del 




2011 al 2015, presenta un incremento anual en los recursos asignados dado que en el año 2011 fue 




de ₡995.039.576,97 y para el año 2015 fue de ₡1.360.551.222,23 (Programas de rehabilitación). 




El IAFA cuenta con establecimientos de atención de la salud, la cual ofrece servicios destinados a 




recuperar la salud y rehabilitar a los consumidores de sustancias psicoactivas menores de edad, 




bajo modalidad ambulatoria o residencial.   




Modalidades de tratamiento del IAFA: 




1.  Tratamiento Ambulatorio 




Esta intervención en un primer momento implica la valoración de la persona menor de edad 




consumidora de sustancias psicoactivas.  Este primer contacto permite caracterizar la problemática 
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del paciente y con esta información referirlo a un programa o centro de tratamiento capacitado para 




brindarle una atención de acuerdo a sus necesidades particulares. 




 Los pacientes pueden solicitar estos servicios en la sede central, el Centro de Atención Integral en 




Drogas para PME del IAFA, y en  los Centros de Atención Integral en Drogas (CAID) ubicados en las 




diferentes regiones del país. 




 En los CAID-IAFA, se realiza el diagnóstico, la atención inmediata y el tratamiento en régimen 




ambulatorio, de los pacientes que presenten consumo perjudicial o algún tipo de dependencia de 




drogas, así como el apoyo y  asesoramiento a los familiares directamente relacionados. 




De estos centros (CAID), el paciente podría ser referido para la atención a una instancia hospitalaria 




de la C.C.S.S., al Centro de Menores del IAFA o a un centro de tratamiento residencial a cargo de 




una ONG. 




Para las personas que ingresan directamente al Centro de Menores del IAFA, posterior a la 




valoración inicial, se determina si su caso puede ser abordado en modalidad ambulatoria o al  




tratamiento intensivo (diurno) que integra la contención terapéutica (actividades dentro del programa 




del “diario vivir”) y las terapias individual, grupal, educativa, ocupacional, recreativa, deportiva, entre 




otras.  Asimismo, la familia es incorporada al programa con talleres de grupo y terapias de familia, 




con la finalidad de cumplir con el modelo de protección integral a las PME 




2. Tratamiento Bajo Internamiento 




El objetivo del tratamiento bajo la modalidad de internamiento, es lograr la deshabituación, facilitar la 




recuperación de trastornos provocados por el consumo de sustancias psicotrópicas y la 




rehabilitación de los pacientes menores de edad, cuyos patrones de consumo no pueden ser 




controlados en tratamientos ambulatorios debido al grado de deterioro alcanzado. 




Este tipo de programa estructurado, se lleva a cabo en entornos residenciales y reposa en un 




abordaje integral (biopsicosocial) que toma en consideración todos los aspectos de la vida de la 




persona: su salud general, el consumo de drogas, su vida social, sus relaciones con familiares y con 




el entorno, su trabajo, su motivación al cambio o la ausencia de la misma, entre otros aspectos. 




Ofrece un espacio de contención fuera del entorno generador del consumo, como apoyo frente al 




deseo compulsivo de consumir y la consecuente recaída que éste puede o suele generar. El 




programa busca fortalecer una identidad no consumidora, el desarrollo o recuperación de aptitudes 




sociales y el que se asuma un nuevo estilo de vida. 




Actualmente el Centro de Atención Integral en Drogas para PME del IAFA cuenta con una capacidad 




instalada de 24 camas (14 hombres y 10 mujeres).   




Para el período comprendido entre los años 2011 y 2015 se registró la atención a  23.700 jóvenes 




menores de edad en los todos los servicios de atención del IAFA.  
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Anexo 7. 35. 36. y 37. 13) 




La (REDCUDI), cuya asignación presupuestaria responde al menos a un cuatro por ciento (4%) de 




todos los ingresos anuales, ordinarios y extraordinarios del Fondo de Desarrollo Social y 




Asignaciones Familiares (Fodesaf) ha tenido la siguiente asignación presupuestaria: 




Año Asignación presupuestaria (en colones) 




2015 ¢22.117.31 millones 




2016 ¢22.365.74 millones 




Fuente. Rodríguez Barrantes Jorge. Departamento de Presupuesto, DESAF [11/02/2016, 




03:27 pm]. Firmado por: mtss-go-cr.20150623.gappssmtp.com 




  




La REDCUDI atendió 3322, 3428 y 3578 PME en los años 2013, 2014 y 2015, respectivamente.  De 




33 CIDAI existentes en el año 2013 se aumentó a 38  en el año 2015.   




El país ha mantenido y actualizado las prestaciones sociales y económicas específicas y universales 




para las PME y sus familias, en particular en relación con los servicios a los que no tienen acceso a 




causa de la pobreza, la vulnerabilidad y la exclusión social, al respecto   




El IMAS, durante el año 2015, invirtió en beneficios a familias en pobreza extrema y pobreza los 




siguientes recursos: 




Programa de Bienestar y Promoción Familiar-IMAS 
Familias Beneficiarias y Monto Ejecutado por Beneficio. Enero-Diciembre 2015 




BENEFICIO N° FAMILIAS MONTO 




ATENCION A FAMILIAS 119,181 64,865,810,776 




AVANCEMOS 133,357 48,092,118,150 




IDEAS PRODUCTIVAS 1,611 1,873,660,339 




MEJORAMIENTO DE VIVIENDA 607 1,561,269,672 




PROCESOS FORMATIVOS 5,305 1,344,441,193 




EMERGENCIAS 2,044 998,908,434 
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CAPACITACION TECNICA 2,249 865,806,447 




ASIGNACION FAMILIAR 740 516,640,860 




COMPRA DE LOTE 16 257,314,350 




PRESTACION ALIMENTARIA 19 13,560,000 




TOTAL --- (1) 120,389,530,221 




Fuente: Datos obtenidos del Informe Anual Programa de Bienestar y Promoción Familiar del 1° 
enero al 31 de diciembre de 2015, Instituto Mixto de Ayuda Social, enero 2016. 




Además, como parte del beneficio de Atención a Familias se ejecutó durante el año 2015 el subsidio 




dirigido a niños y niñas que asisten a las alternativas de atención a la niñez, destacando los datos 




que se muestran a continuación:  




 




Resumen Alternativas de Atención a la Niñez (Red de Cuido). Módulo Grupal (Niños y Niñas) e 
Individual (Familias) y Monto Ejecutado, según ARDS. Enero-Diciembre 2015 




 
 




Inversión por tipo de beneficio ejecutados por el IMAS durante el 2015:  




 




BENEFICIO N° FAMILIAS MONTO 




ATENCION A FAMILIAS 73300 21,086,431,848 




AVANCEMOS  104986 13,452,319,150  
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EMERGENCIAS 829 412,039,722  




IDEAS PRODUCTIVAS 980 1,126,427,177  




MEJORAMIENTO DE VIVIENDA 403 1,029,083,170  




PROCESOS FORMATIVOS 4211 1,018,207,155  




CAPACITACION TECNICA 1654 477,128,985  




COMPRA DE LOTE 5 90,636,703  




ASIGNACION FAMILIAR 513 347,642,304  




PRESTACION ALIMENTARIA 12 7,280,000  




TOTAL --- (1) ¢39,047,196,214 




 




Anexo 7. 35. 36. y 37. 14) 




Sobre la Estrategia Puente al Desarrollo. 




El objetivo de esta propuesta es atender la pobreza de las familias desde un enfoque multisectorial e 




interinstitucional, garantizando el acceso al sistema de protección social, al desarrollo de 




capacidades, al vínculo con el empleo y la empresariedad, a las ventajas de la tecnología, a la 




vivienda digna y al desarrollo territorial, mitigando la desigualdad y respetando los enfoques 




definidos como estratégicos, en aras del desarrollo humano e inclusión social. La estrategia atenderá 




la pobreza en todo el país, utilizando métodos innovadores  tales como: 




● Articulación y seguimiento desde el Consejo Presidencial Social 




● Sistema Nacional de Información y Registro Único de Beneficiarios del Estado 




(SINIRUBE) 




● Índice de Pobreza Multidimensional (IPM) 




● Empleo de los Mapas Sociales 




● Articulación y ejecución efectiva de los compromisos institucionales 




 




El objetivo es garantizar a 54.600 familias en pobreza extrema el acceso a programas, proyectos y 




servicios sociales de forma preferente, articulada e integral para la reducción de la pobreza extrema. 




Se definen como principios orientadores para su atención: la equidad, la atención integral de las 




familias, articulación, la corresponsabilidad, la participación y la sostenibilidad. El objetivo es reducir 
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la pobreza extrema garantizando el acceso de la población a la oferta articulada, preferente, 




sostenible e integral de programas y servicios interinstitucionales.  Las familias que serán atendidas 




se ubican en los 75 distritos catalogados como prioritarios, de acuerdo con los índices de Pobreza, 




Pobreza Extrema y Necesidades Básicas Insatisfechas que los caracterizan. En estos distritos se 




ubica el 65% del total de familias en pobreza extrema del territorio nacional. 




La estrategia Puente al Desarrollo plantea una intervención que no es meramente asistencialista, lo 




que se busca es que haya una corresponsabilidad por parte de las familias en desarrollar 




capacidades que les permitan salir de la condición en la que se encuentran. 




La intervención con las familias en pobreza extrema se presenta desde una dinámica que se 




desarrolla como un proceso, comienza garantizando el bienestar de la familia, es decir que tenga la 




posibilidad real de acceder a la protección social; en un segundo momento con el desarrollo de 




capacidades y, posteriormente, con la vinculación con el empleo y la producción. 




En el caso de la reducción de la pobreza extrema, Puente al Desarrollo crea la figura del cogestor 




social, su función es de “puente”, es el enlace entre las necesidades de las familias en pobreza 




extrema y la oferta institucional. Esta persona facilita la articulación en el ámbito local y brinda un 




acompañamiento directo y personalizado a la familia, como parte integral de un plan de atención 




familiar.  Éste logra establecer una red de apoyo que facilita su acceso al ejercicio de los derechos, 




al que se constituye en la responsable del acompañamiento de las familias para el cumplimiento de 




compromisos y del seguimiento a los planes de atención integral elaborados a la medida, según las 




necesidades que caracterizan a cada familia en pobreza extrema. Se estima que cada cogestor 




trabajará dando seguimiento a 170 familias. 




El cogestor social realiza un proceso de acompañamiento sistemático y riguroso a las familias, el 




cual inicia con el diagnóstico de sus necesidades y la formulación conjunta de un plan de 




intervención familiar para su atención. El cogestor social hará que la oferta institucional impacte 




efectivamente en las dimensiones de la pobreza extrema, al generar procesos individualizados de 




atención en los que se establece para cada núcleo familiar el paquete de servicios y beneficios. Lo 




anterior, haciendo que coexistan al mismo tiempo una serie de beneficios institucionales según 




corresponda a las necesidades de las familias parte de este proceso, desarrollará sesiones de 




seguimiento de las metas propuestas que evidencien el mejoramiento de sus condiciones de vida. 




El control de avances será monitoreado, tanto desde el cumplimiento de la familia, como de los 




compromisos asumidos por los otros actores involucrados. Esta apuesta que constituye la base de la 




articulación se valora como garantía de éxito en la reducción de la pobreza extrema. 




Es importante indicar que se utiliza como instrumento para recolección de información y seguimiento 




el Plan Familiar que plantea 6 dimensiones con las que se trabaja de forma integral con las familias; 




estas son: 
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 Protección Social 




● Educación y Capacitación 




● Trabajo e Ingresos 




● Habitabilidad 




● Salud 




● Dinámica Familiar 




En relación al cumplimiento de metas establecidas para la ejecución de esta estrategia, es 




importante indicar la información que se presenta en el siguiente cuadro: 




 




 




 




Cantidad de personas, familias incorporadas y planes familiares de la Estrategia Puente al 




Desarrollo, al 25 de Enero 2016 
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Con la Ley 9137 se crea el SINIRUBE como un órgano de desconcentración máxima adscrito al 




IMAS, cuyo fin consiste en mantener una base de datos única y de cobertura nacional con la 




información de todas las familias y personas que reciban servicios, asistencias y subsidios 




económicos del Estado. La construcción de este sistema se desarolla a partir de los siguientes 




elementos constitutivos: Un registro de población objetivo (familias potenciales de recibir apoyo del 




Estado), un registro único de beneficiarios,   un sistema de seguimiento y evaluación, entre otros 




(Plan Operativo Institucional, IMAS 2015). 




 




Anexo 7. 35. 36. y 37. 16) 




 




Mediante la circular 01-2011, de la Fiscalía General de la República, se estableció el “Procedimiento 




para valoración jurídica de partes o informes policiales y destrucción de drogas de uso no autorizado 




decomisado sin vinculación alguna a actividad delictiva”.  Conforme a esta directriz se despenaliza el 




consumo de drogas en personas menores de edad y se solicita intervención de las instituciones 




competentes, con el fin de que se proceda administrativamente con el abordaje terapéutico y 




socioformativo pertinente y la atención integral necesaria. 




Esta definición de política de persecución ha generado una disminución importante en número de 




casos conocidos por consumo de PME, pasando de más de cuatro mil asuntos ingresados por año a 




menos de trescientos asuntos.  A partir de esta experiencia, es importante reforzar no solo la 




existencia de programas específicos para atención y tratamiento a menores de edad, sino garantizar 




el acceso efectivo de esta población a los servicios especializados. 
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(Ver anexo 8. 38. y 39. 1) 




Datos de cobertura bruta y neta de primaria y secundaria en el país: Las tasas brutas y netas de matriculación y asistencia de las escuelas primarias 




y secundarias y los centros de formación profesional. 




DEFINICIONES: 




 La tasa bruta de escolaridad, matriculación o de asistencia se indica la cantidad de estudiantes matriculados en un determinado nivel educativo, por cada 
cien personas con edad para estar matriculadas en ese nivel. Esta tasa está afectada por la cantidad de estudiantes que exceden la edad oficial, debido 
a: ingreso tardío, a la repetición y a la deserción, lo cual podría dar una idea exagerada de la escolaridad, tal es el caso de I y II Ciclos donde la tasa 
bruta excede el 100%. 




 La tasa neta de escolaridad, matriculación o de asistencia indica la cantidad de estudiantes con la edad oficial de ingreso en un determinado nivel, por 
cada cien personas con edad para estar matriculados en ese nivel.  




 La tasa específica de matrícula por edad permite conocer la proporción de población con una edad específica que se encuentra matriculada en el 
sistema educativo regular, independientemente del nivel educativo al que asista 




 




Escuelas primarias: Tasas brutas y netas de escolaridad en I y II Ciclos,  
en Educación Tradicional  




Dependencia: Pública, Privada y Subvencionada 
Periodo 2011 - 2015 




                                                




  Bruta   Neta 




  TOTAL   I Ciclo   II Ciclo   TOTAL   I Ciclo   II Ciclo 




Año T H M   T H M   T H M   T H M   T H M   T H M 
                                                




2011 106.7 107.2 106.2   110.9 112.1 109.7   102.8 102.7 102.9   97.5 97.0 98.1   97.5 96.8 98.3   85.2 83.3 87.2 




2012 105.1 105.6 104.5   107.6 108.7 106.5   102.6 102.6 102.6   96.4 95.9 96.9   95.3 94.7 96.0   85.7 83.9 87.5 
2013 103.3 103.7 102.9   105.6 106.3 104.9   101.0 101.1 101.0   95.1 94.5 95.8   94.7 93.9 95.6   85.1 83.4 86.8 




2014 102.0 102.4 101.6   103.6 104.1 103.0   100.4 100.6 100.2   93.3 92.8 93.8   93.0 92.5 93.5   83.2 81.7 84.7 
2015 100.5 100.9 100.0   102.4 103.3 101.5   98.5 98.6 98.5   92.8 92.5 93.0   90.7 90.5 90.9   82.9 81.5 84.3 
Notas:      
1. La población para I Ciclo es de 6 a 8 años.      
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2. La población para II Ciclo es  de 9 a 11 años.  




Simbología: T= Total, H = Hombres, M = Mujeres 
Fuente: Expansión del Sistema Educativo Costarricense, 2015,  Cuadro 85. Departamento de Análisis Estadístico, MEP. 
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Las tasas brutas y netas de matriculación y asistencia de las escuelas primarias y secundarias y los centros de formación profesional. 
  
DEFINICIONES: 




 La tasa bruta de escolaridad, matriculación o de asistencia se indica la cantidad de estudiantes matriculados en un determinado nivel educativo, por cada 
cien personas con edad para estar matriculadas en ese nivel. Esta tasa está afectada por la cantidad de estudiantes que exceden la edad oficial, debido 
a: ingreso tardío, a la repetición y a la deserción, lo cual podría dar una idea exagerada de la escolaridad, tal es el caso de I y II Ciclos donde la tasa 
bruta excede el 100%. 




 La tasa neta de escolaridad, matriculación o de asistencia indica la cantidad de estudiantes con la edad oficial de ingreso en un determinado nivel, por 
cada cien personas con edad para estar matriculados en ese nivel.  




 La tasa específica de matrícula por edad permite conocer la proporción de población con una edad específica que se encuentra matriculada en el 
sistema educativo regular, independientemente del nivel educativo al que asista 




 




Escuelas primarias: Tasas brutas y netas de escolaridad en I y II Ciclos, 
en Educación Tradicional  




Dependencia: Pública, Privada y Subvencionada 
Periodo 2011 - 2015 




                                                




  Bruta   Neta 




  TOTAL   I Ciclo   II Ciclo   TOTAL   I Ciclo   II Ciclo 




Año T H M   T H M   T H M   T H M   T H M   T H M 
                                                




2011 106.7 107.2 106.2   110.9 112.1 109.7   102.8 102.7 102.9   97.5 97.0 98.1   97.5 96.8 98.3   85.2 83.3 87.2 




2012 105.1 105.6 104.5   107.6 108.7 106.5   102.6 102.6 102.6   96.4 95.9 96.9   95.3 94.7 96.0   85.7 83.9 87.5 
2013 103.3 103.7 102.9   105.6 106.3 104.9   101.0 101.1 101.0   95.1 94.5 95.8   94.7 93.9 95.6   85.1 83.4 86.8 




2014 102.0 102.4 101.6   103.6 104.1 103.0   100.4 100.6 100.2   93.3 92.8 93.8   93.0 92.5 93.5   83.2 81.7 84.7 
2015 100.5 100.9 100.0   102.4 103.3 101.5   98.5 98.6 98.5   92.8 92.5 93.0   90.7 90.5 90.9   82.9 81.5 84.3 
Notas:      
1. La población para I Ciclo es de 6 a 8 años.      
2. La población para II Ciclo es  de 9 a 11 años.  




Simbología: T= Total, H = Hombres, M = Mujeres 
Fuente: Expansión del Sistema Educativo Costarricense, 2015,  Cuadro 85. Departamento de Análisis Estadístico, MEP. 
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Tasas netas de escolaridad en el Sistema Educativo, I y II Ciclos 




Dependencia: Pública, Privada y Subvencionada 




Periodo 2011-2015 




            




Nivel 2011 2012 2013 2014 2015 




I y II Ciclos Tradicional 97.5 96.4 95.1 93.3 93.8 




Nota: Las edades consideradas en Primaria son 6 a 11 años 
Fuente: Expansión del Sistema Educativo Costarricense, 2015, Cuadro N.81. Departamento de 
Análisis Estadístico, MEP. 
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COMENTARIO: Por edades simples, solamente en la edad de 6 años se presenta un crecimiento en este período al pasar de 66,1% en el 2011 y ubicarse en el 
2015 con un 83,5%, lo que significa un incremento de 17,4 puntos porcentuales. En las edades de 7 a 11 años la cobertura disminuye en el período del 2011 al 
2015 entre 1,6 y 5,4 puntos porcentuales sin embardo siguen siendo superiores a al 90,0%.  




 
Tasa específica de escolaridad por edades simples, I y II Ciclos 




Dependencia: Pública, Privada y Subvencionada 




Periodo 2011-2014 
            




Edad 2011 2012 2013 2014 2015 




4 0.0 0.0 0.0 0.0 0.0 




5 0.0 0.0 1.3 0.3 0.4 




6 66.1 63.6 93.3 89.1 83.5 




7 96.1 95.9 95.9 94.5 94.6 




8 98.2 99.1 97.2 96.3 95.8 




9 99.4 96.5 96.1 96.1 95.1 




10 100.0 99.0 96.6 89.3 96.6 




11 96.8 98.6 91.8 94.4 91.5 




12 53.4 50.0 28.6 32.1 31.9 




13 17.1 15.8 10.0 11.7 9.9 




14 6.0 5.5 3.6 3.7 2.9 




15 1.6 1.4 0.9 1.0 0.7 




16 0.4 0.4 0.3 0.2 0.2 




17 0.1 0.1 0.1 0.1 0.1 
Fuente: Departamento de Análisis Estadístico, MEP.     
              Centro Centroamericano de Población, Estimaciones marzo, 2013       
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 Colegios 
 
 




Tasas brutas y netas de escolaridad en III Ciclo y Educación Diversificada  




Diurna y Nocturna 




Dependencia: Pública, Privada y Subvencionada 




Periodo 2011-2015 




                                                




Año 




Bruta   Neta 




Total   III Ciclo   Educación Diversificada   Total   III Ciclo   Educación Diversificada 




T H M   T H M   T H M   T H M   T H M   T H M 




                                                




2011 86.5 83.8 89.5   100.4 99.9 100.9   66.9 61.1 73.1   68.8 66.0 71.7   71.4 69.2 73.7   38.4 33.8 43.4 




2012 88.3 85.5 91.3   101.0 100.7 101.3   70.0 63.5 76.9   69.2 66.6 71.9   71.0 68.7 73.3   38.3 33.8 43.1 




2013 90.5 87.5 93.7   100.8 100.6 101.0   75.2 68.0 82.8   70.0 67.4 72.8   71.1 68.9 73.4   39.7 34.8 44.9 




2014 92.9 89.8 96.1   101.1 101.1 101.1   80.6 73.2 88.5   70.0 67.5 72.6   69.8 67.5 72.2   39.6 35.2 44.2 




2015 95.3 92.5 98.3   102.9 103.2 102.5   84.7 77.4 92.4   70.9 68.8 73.2   70.3 68.5 72.2   40.3 36.2 44.7 
Notas: 
     La población para III Ciclo es de 12 a 14 años.  
     La población para Educación Diversificada es de 15 y 16 años.  




Simbología: T= Total, H = Hombres, M = Mujeres 




Fuente: Expansión del Sistema Educativo Costarricense, 2015, Cuadro N.86. Departamento de Análisis Estadístico, MEP. 
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(Ver anexo 8. 38. y 39. 2) 




Con respecto a la reforma constitucional de mayo del 2011, que obliga al Estado a invertir como 




mínimo un 8% del Producto Interno Bruto (PIB) en educación, debe señalarse que, pocos son los 




países que invierten tan elevada proporción de su presupuesto en fines educativos y cumplir con 




este mandato constitucional representa un importante reto desde la perspectiva fiscal. 




Independientemente de la gradualidad presupuestaria, es un hecho que el sector educación ha 




estado recibiendo recursos presupuestarios incrementales y la utilización eficiente de dichos 




recursos demanda compromiso con la gestión y rendición de cuentas sobre la incidencia y calidad 




del producto educativo. Sobre el Ley del Presupuesto de la República 2017, los recursos reservados 




en ella al MEP y sus objetivos   




 




PROGRAMAS PRESUPUESTARIOS: MONTO % 
 




DEFINICIÓN Y PLANIF. DE LA POLITICA 
EDUC. 




537.648.717.000 20,96% 
 




SERVICIOS DE APOYO A LA GESTIÓN 63.112.049.000 2,46% 
 




DESARROLLO CURRICULAR Y VÍNCULO AL 
TRABAJO 




15.942.490.000 0,62% 
 




INFRAESTRUCTURA Y EQUIPAMIENTO DEL 
SISTEMA EDUC. 




137.456.403.000 5,36% 
 




APLICACIÓN DE LA TECNOLOGÍA A LA 
EDUCACIÓN 




33.692.530.000 1,31% 
 




GESTIÓN Y EVALUACIÓN DE LA CALIDAD 3.074.278.000 0,12% 
 




DESARROLLO Y COORDINACIÓN REGIONAL 31.787.314.000 1,24% 
 




PROGRAMAS DE EQUIDAD 209.600.370.000 8,17% 
 




IMPLEMENTACIÓN DE LA POLÍTICA 
EDUCATIVA 




1.532.626.849.000 59,75% 
 




Totales 2.564.941.000.000 100,00% 
 




 
 
Este proyecto de presupuesto responde a los siguientes objetivos estratégicos de programa o 
proyecto del Plan Nacional de Desarrollo: 




 Reducir la violencia en los centros educativos para favorecer la permanencia y el éxito 
estudiantil. 
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 Implementar una educación para la vida que fomente la creatividad e innovación que 
potencie el desarrollo humano. 




 Dotar de infraestructura educativa a los centros educativos para mejorar su gestión. 




 Asegurar el derecho a la alimentación mediante la implementación de programas que 
promuevan la equidad. 




 Potenciar el desarrollo humano con equidad y sostenibilidad en el contexto de centros 
educativos de calidad. 




 Desarrollar capacidades en el uso de TIC en los estudiantes para innovar el proceso de 
enseñanza y aprendizaje. 




 Generar acceso equitativo a las tecnologías digitales y la conectividad, para transformar el 
proceso de enseñanza-aprendizaje, la gestión docente y administrativa de los centros 
educativos, según las particularidades de las distintas ofertas educativas, brindando 
atención e incorporando el mantenimiento sostenibilidad y renovación de equipos. 




 Mejorar la calidad de la Educación Indígena Costarricense. 




 Generar información que permita mejorar el Sistema Educativo Nacional. 




 Promover la permanencia en el Sistema Educativo de niños, jóvenes y madres adolescentes 
procedentes de familias en situación de pobreza (FONABE). 




 
 
 




(Ver anexo 8. 38. y 39. 3) 




 




Consejo Nacional de Evaluación de la Calidad de la Educación 




El trabajo de este Consejo se enfoca en los siguientes preceptos: 




1. Educación para el Desarrollo Sostenible, armoniza el desarrollo social con el desarrollo 
económico con sostenibilidad ambiental.  Considera la sostenibilidad de los recursos 
disponibles para cada pueblo, región, país y mundo.  Promueve acciones “globales” en 
fronteras planetarias. 




2. Ciudadanía global con identidad nacional.  Identidad construida en el contexto de una Costa 
Rica libre, independiente, democrática, pluricultural y multiétnica (Art. 1 de la Constitución 
Política). 




3. Ciudadanía virtual con equidad social. Busca democratizar los recursos tecnológicos, el 
acceso a las redes de conocimientos, influencias, emociones, ideas que inciden en nuestras 
decisiones cotidianas, pensando en una inserción proactiva. 
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(Ver anexo 8. 38. y 39. 4) 




 




La Dirección de Vida Estudiantil promueve a través de sus programas en contra de la 




discriminación formas de convivencia en el marco de la aceptación a la diversidad.  Desde esta 




Dirección se ejecutan programas como:  




 




 Con Vos 




 Convivir 




 Festival Estudiantil de las Artes (FEA) 




 Ponele a la Vida: Proyecto interinstitucional - Ministerio de Salud (quien preside), MEP, 
Consejo de la Persona Joven, Unión de Gobierno Locales, Caja Costarricense de Seguro 
Social e ICODER.  




 Érase una vez… 




 Gobiernos Estudiantiles 




 Salud y Ambiente 




 Programas deportivos: aproximadamente 160. 000 estudiantes participantes a nivel de todo 
el país. 




 Proyecto de iniciación deportiva 




 Servicio Comunal Estudiantil 




 Orientación 
 




“Convivir” promueve las relaciones sanas libres de violencia en los Centros Educativos. La 




implementación de este programa inició en el 2011 y es un Instrumento de política pública que 




orienta las acciones que el MEP realiza para cumplir con el objetivo de aprender a vivir juntos, en el 




marco del Plan Nacional de Prevención de la Violencia y Promoción de la Paz Social 2011-2014.  Su 




objetivo es promover el desarrollo de estrategias para fortalecer las relaciones de convivencia en 




todos los centros educativos del país.   




“Convivir” promueve las relaciones sanas libres de violencia en los Centros Educativos. La 




implementación de este programa inició en el 2011 y es un Instrumento de política pública que 




orienta las acciones que el MEP realiza para cumplir con el objetivo de aprender a vivir juntos, en el 




marco del Plan Nacional de Prevención de la Violencia y Promoción de la Paz Social 2011-2014.  Su 




objetivo es promover el desarrollo de estrategias para fortalecer las relaciones de convivencia en 




todos los centros educativos del país y como parte del mismo se han ejecutado las siguientes 




acciones: 
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 En el 2011 se realizaron 18 talleres sobre “Estrategias para el fortalecimiento de la 
convivencia en los centros educativos”.  




 En el 2012 se trabajaron 6 cursos sobre la temática del bullying, 4 cursos de Estrategias 
para el fortalecimiento de la Convivencia (Coto, Puntarenas, Guápiles, Liberia) y 4 cursos 
sobre pedagogía de la diversidad y convivencia. 




 En el 2012 se lanzaron los protocolos para el abordaje de:  
o Uso y portación de armas  
o Tráfico y consumo de drogas  
o Violencia física, psicológica y sexual.  
o Matonismo, bullying y cyber bullying. 
o Se realizó una capacitación con enlaces de todas las Direcciones Regionales 




Educativas sobre el contenido y aplicación de estos protocolos.  




 En el 2013 se impartieron 2 cursos de capacitación sobre “Estrategias para el fortalecimiento 
de la convivencia en los centros educativos”. Se coordinó con otras Instituciones para 
brindar 2 talleres de Educación Intercultural y convivencia de las personas refugiadas y 
costarricenses en el aula, ofrecido por el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 
refugiados (ACNUR) y la Asociación de Consultores y Asesores Internacionales (ACAI).  




 En el 2014 se realizaron procesos de aprehensión y concientización sobre la temática del 
matonismo en los centros educativos. 4 talleres con equipos interdisciplinarios profesionales 
y enlaces de “Convivir” de: San José Norte-Oeste y Central (40), Cartago (80), Heredia (35) 
y docentes de Congreso de Innovación Educativa (40). Se trabajó con una obra dirigida a los 
niños y niñas de edad escolar que trata el tema del “Matonismo escolar”, cuya proyección 
beneficio al menos a 3000 niños y niñas. Asimismo, y de manera conjunta con DIGEPAZ se 
elaboró el  documento “Aportes para promover una cultura de paz en centros educativos” y 
se inició la reformulación de los protocolos de actuación en situaciones de violencia en los 
centros educativos. El 72% de los centros educativos del país indican contar con grupo de 
“convivencia” en sus instituciones. 




 En el 2015, se imparte ciclo de videoconferencias para promover estrategias de convivencia 
y prevención de la violencia en los centros educativos.  Fueron dirigidos a todas las 
Direcciones Regionales del país (aproximadamente 600 funcionarios MEP). Los temas 
tratados fueron: derechos Humanos, Cultura de Paz, Convivencia, Resolución Alterna de 
Conflictos, protocolos de actuación y acoso escolar. Se elabora y presenta a la comunidad 
educativa la mediación pedagógica del protocolo de actuación ante situaciones de bullying 
en los centros educativos (videoconferencia dirigida a aproximadamente 600 funcionarios) y 
81 enlaces regionales del Programa “Convivir”. Se realizaron encuentros de líderes 
estudiantiles con los que se abordó la temática de derechos humanos, cultura de paz y 
convivencia estudiantil. Se empieza la distribución del documento Aportes para promover 
una cultura de paz en los centros educativos y se elaboran directrices ministeriales para la 
implementación del Plan nacional de Drogas en el sistema educativo, entre otros. 
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Dentro del Plan de Formación Docente (Actualizándonos) del Instituto Profesional Uladislao Gámez 




en conjunto con la Dirección de Vida Estudiantil, se está capacitando a los docentes en dos grandes 




áreas: 




 




 Convivencia Armónica: convivencia, resolución alterna de conflictos, practicas restaurativas 
para la convivencia, elaboración de proyectos preventivos, protocolos de actuación y la 
eliminación de la violencia en todas sus manifestaciones. 
 




 Cultura de Paz: resolución de conflictos, educación para el trabajo colaborativo, educación 
para la solidaridad, educación para un consumo crítico y responsable, el comercio justo, y 
educación en el respeto de los derechos humanos. 
 




La Dirección de Vida Estudiantil además promueve en los centros educativos la participación y 




asociación  libre de los estudiantes, a través del programa de los Gobiernos Estudiantiles.  Este 




programa fomenta una educación integral orientada al desarrollo de capacidades para saber vivir y 




saber convivir, pasa por la construcción de una cultura de valores, derechos, responsabilidades y 




prácticas democráticas. 




Así, los Procesos Electorales Estudiantiles constituyen un espacio de educación que se da en el 




marco de los centros educativos, en el cual las y los estudiantes aprenden a organizarse, manejar 




conflictos, lograr consensos y acuerdos, negociar, hablar en público, tomar decisiones que llevan a 




la búsqueda de soluciones, a la vivencia de los valores democráticos y a el ejercicio de la ciudadanía 




activa como un derecho que a la vez implica una serie de responsabilidades. 




Dado que los Procesos Electorales Estudiantiles son reconocidos como uno de los espacios 




fundamentales para que la comunidad educativa haga un ejercicio pleno de participación, la 




Dirección de Vida Estudiantil del MEP, en conjunto con el Instituto de Formación y Estudios en 




Democracia del Tribunal Supremo de Elecciones, han creado el cuaderno Vos Elegís, con el objetivo 




de brindar a todas y todos los estudiantes de escuelas y colegios una herramienta que les facilite la 




realización de estos procesos de manera democrática y participativa. 




(http://mep.go.cr/sites/default/files/page/adjuntos/vos-elegis.pdf) 




Finalmente, en el tema curricular, es importante mencionar que el Programa Ética, estética y 




ciudadanía, busca dar un enfoque distinto a la educación física, utilizando el juego, el deporte, la 




recreación y la cultura como herramientas para educar para la vida en el marco de la ética y la 




estética.  El programa tiene toda una estrategia de acción para cumplir con este objetivo  







http://mep.go.cr/sites/default/files/page/adjuntos/vos-elegis.pdf
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http://www.mep.go.cr/programas-y-proyectos/programa-etica-estetica-y-ciudadania 




 




La Contraloría de Derechos Estudiantiles protege los derechos estudiantiles y promueve la no 




discriminación así como la defensa y denuncia de las violaciones de derechos humanos sin 




distinción de raza, religión, estatus socioeconómico, condición de discapacidad u otra condición y 




característica del ser humano. Es la instancia encargada para escuchar las denuncias y demandas 




de los estudiantes en relación a las posibles violaciones de sus derechos.  La Contraloría realiza 




giras a los centros educativos promoviendo que los (as) estudiantes conozcan sus derechos.  




 




La Contraloría de Derechos Humanos: capacita docentes en el área de derechos estudiantiles y 




debido proceso. El  Instituto Profesional Uladislao Gámez en conjunto con la Dirección de Vida 




Estudiantil dentro del Plan de Formación Docente “Actualizándonos” se encuentra capacitando a los 




docentes en materia de derechos humanos, específicamente derechos estudiantiles y normas de 




convivencia saludable dentro de los centros educativos. 




 




La Comisión Afrodescendiente: tiene como objetivo promover centros educativos libres de 




discriminación, el enfoque de interculturaildad dentro del personal docente y administrativo y así 




como el diseño y ejecución de programas de capacitación para la comunidad educativa en la 




concientización sobre una Costa Rica multicultural y multiétnica.  




 




La Dirección de Desarrollo Curricular: En 2016 está iniciando el proceso de implementación los 




nuevos Programas de Estudio de I y II Ciclos, que fomentan comunidades educativas pacíficas, 




justas e inclusivas, que permitan a todos los seres humanos desde la infancia, disfrutar de una vida 




próspera y plena, en la cual el progreso social, económico y tecnológico se produce en ambientes 




saludables. 




 




Departamento de Asuntos Disciplinarios: es el ente encargado de realizar las investigaciones de 




las denuncias de los supuestos abusos de autoridad, y/o actos de violencia hacia los estudiantes por 




parte de los funcionarios MEP, así como de determinar la posible acción correctiva para el 




funcionario.  







http://www.mep.go.cr/programas-y-proyectos/programa-etica-estetica-y-ciudadania
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Participación de padres y madres de familia: Desde el marco legal el Servicio de Orientación, por 




su naturaleza en el desarrollo integral de la persona, se vincula directamente e indirectamente con 




padres, madres y encargados de la población estudiantil desde preescolar, primaria, secundaria en 




las diferentes modalidades, donde los actores directos profesionales de orientar ejecutan a nivel de 




centro ejecutivo proyectos y acciones a nivel colectivo e individual.  Además, los profesionales de 




orientación coordinan proyectos y acciones con redes de apoyo interinstitucionales encargadas de 




atender aspectos relacionados con familia. 




Departamento de Educación Especial: Aunque la población meta del Departamento de Educación 




Especial del MEP son las personas con discapacidad, los servicios de apoyo que están ubicados en 




centros educativos de Primer y Segundo ciclo de la Educación General Básica, Tercer Ciclo y 




Educación Diversificada, promueven la atención a la diversidad (migrantes, extra edad, problemas 




de aprendizaje, psicosociales, grupos originarios, estudiantado con barreras para el aprendizaje y la 




comunicación, entre otros), para favorecer el proceso educativo del estudiantado con la finalidad de 




que tengan participación y éxito en el proceso escolar, garantizando la permanencia en los procesos 




educativos.  




Este Departamento coordina la ejecución y aplicación de la Ley 8283 “Ley para el financiamiento y 




desarrollo de equipos de apoyo para la formación de estudiantes con discapacidad, matriculados en 




III ciclo y Educación Diversificada”.  Esta Ley genera recursos económicos con los que se financian 




planes de inversión para el equipamiento e infraestructura accesible en centros educativos donde 




hay personas con discapacidad matriculadas. Aunado a lo anterior, existen apoyos complementarios 




personales en terapia física y ocupacional, en centros de educación especial, quienes coadyuvan a 




que el espacio áulico y el equipamiento sea accesible. 




En el marco del Convenio Mesoamericano se realizó un diagnóstico de accesibilidad en los centros 




de educación especial y centros educativos de Primer y Segundo Ciclo de la Educación General 




Básica, por medio de una muestra representativa de las 27 Direcciones Regionales de Educación 




del país. Con esta información se realizó un plan de acción que pretende, a 5 años plazo, realizar 




mejoras para la accesibilidad de la infraestructura y el currículo de los centros educativos 




participantes en el estudio. Este plan de acción se ejecutará en coordinación con la Dirección de 




Infraestructura y equipamiento educativo y el Departamento de Juntas de Educación. 




Para lograr un cambio hacia la educación inclusiva se debe pensar en todo el sistema, sin embargo, 




se empezó analizando la concepción epistemológica de la educación especial y su rol dentro de un 




sistema de educación inclusiva; para esto se constituyó una red interinstitucional entre universidades 




públicas y el Sistema Nacional de Acreditación de la Educación Superior (SINAES) para realizar 




eventos académicos y reflexivos que permitan guiar este accionar. En este sentido, como primer 




paso se realizó un primer encuentro de Análisis Epistemológico de la Educación Especial en Costa 
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Rica, con la participación de 140 personas (docentes, Asesores, Familias, personas con 




discapacidad, invitados especiales nacionales e internacionales que participaron como 




conferencistas). 




Para lograr ir avanzando hacia una educación inclusiva, desde hace ya algún tiempo, se viene 




realizando el análisis de todas las orientaciones y lineamientos que se han emanado y que deben 




ser armonizados con lo que establece el artículo 24 de la Convención sobre los Derechos de las 




Personas con Discapacidad (Ley 8661); con el fin de establecer orientaciones que permitan que el 




estudiantado con discapacidad transite hacia espacios menos segregados y en la medida de las 




posibilidades se mantengan dentro del sistema regular con los apoyos necesarios, contemplando las 




capacitaciones en coordinación con el CENAREC. 




Para estudiantes con condiciones de discapacidad el departamento de Educación Especial y 




CENAREC llevan diversos proyectos para asegurar su derecho a la educación y desarrollo integral, 




así como el respeto por sus derechos y no discriminación. 




Además, el MEP realiza la coordinaciones pertinentes con la CCSS que está implementando 




procesos de capacitación/sensibilización de sus funcionarios  para atención en la salud sexual 




reproductiva de usuarios portadores de algún tipo de discapacidad y se está actualizando la oferta 




anticonceptiva incorporando alternativas como: a)-el implante intradérmico, b)-Dispositivo 




intrauterino con preparado hormonal, alternativas que aplican tanto para adolescentes como para 




otras usuarias portadoras de alguna otra discapacidad.   




Desde el Departamento de Educación Especial se realizan acciones para que la población con 




discapacidad tenga una atención integral de la sexualidad y que se promuevan desde los programas 




de estudio esta temática, con sus respectivas adaptaciones. 




La Educación Especial en el MEP cuenta con servicios de apoyo para el estudiantado con 




discapacidad que asiste a la educación regular, estos pueden ser fijos o itinerantes en las siguientes 




especialidades: 




 Retraso mental (discapacidad intelectual) 




 Problemas de aprendizaje 




 Trastornos emocionales y de la conducta 




 Discapacidad visual 




 Discapacidad Múltiple 




 Audición y Lenguaje. 
La capacitación de los docentes en el tema de discapacidad se coordina con el Instituto de 




Desarrollo Profesional desde el Centro Nacional de Recursos para la Educación Inclusiva 




(CENAREC).  
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Departamento de Salud y Ambiente: Se creó con el objetivo de facilitar la atención a los 




estudiantes en materia de salud y sexualidad. En este departamento se han elaborado programas 




relativos a la salud y a los derechos sexuales y reproductivos dirigidos a los adolescentes dentro y 




fuera del sistema educativo, tomando en cuenta los derechos sexuales y reproductivos, la 




sexualidad sana, la prevención de los embarazos no deseados, las enfermedades de transmisión 




sexual, el VIH/SIDA y la accesibilidad y el uso del preservativo y otros medios anticonceptivos. 




El Departamento de Educación Intercultural realiza programas y actividades en los centros 




educativos con el fin de promover y mantener la cultura indígena de nuestro país, así mismo protege 




los derechos de niños y niñas indígenas. Es el ente encargado de la coordinación interinstitucional 




con las organizaciones y asociaciones de desarrollo indígena y comités locales de educación 




indígena para la resolución de problemas y fomento de la cultura indígena de nuestro país. 




 




Módulo de Migraciones, Convivencia y Educación Intercultural: En el caso de la población 




migrante y refugiada se les asegura el acceso a la educación sin distinción y de manera gratuita.  




Este módulo coordina lo pertinente en los procesos educativos de estas poblaciones, 




particularmente los provenientes de Panamá y Nicaragua. 




 




En materia de Maternidad y Paternidad adolescentes los centros educativos manejan las Guías de 




afectividad y sexualidad del MEP.  Dentro de los centros educativos hay claridad sobre la norma 




legal que prohíbe sancionar por embarazo.  El MEP participa activamente en el Proyecto Salud – 




Mesoamérica.   




El MEP asegura las modificaciones de horario y acceso a la educación, el respeto a los tiempos de 




lactancia y la creación de espacios físicos apropiados para la lactancia en los centros educativos.  




Además cuenta con programas de orientación en el tema. 




 




En el tema de diversidad sexual el MEP cuenta con un programa sobre diversidad  (guía para la 




aceptación y no discriminación de estudiantes con diversas preferencias sexuales, transgénero) y ha 




generado pronunciamientos y directrices institucionales a favor del respeto a la diversidad sexual y la 




no discriminación. 
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Como ya se indicó en otra sección del informe existe un plan de estudios para la población sorda en 




primaria y una diversidad de proyectos para la población sorda en secundaria.  




 




En cuanto al tema religioso debe indicarse que, a pesar de que la asignatura de religión corresponde 




a la religión Católica según la Constitución Política de Costa Rica, el MEP en cumplimiento de la 




Convención de Derechos del Niño y el código de la Niñez y la adolescencia, en la reformulación de 




los nuevos programas de estudio, establece el respeto por la libertad de credo de cada uno de los 




estudiantes y define una visión más ecuménica en la que se promueve más una educación en 




valores y espiritual que de normas religiosas específicas. 




 




En el tema de masculinidades, el MEP incluyó el proyecto “Masculinidades Género Sensible” en el 




Sistema Educativo Costarricense, mismo que busca generar espacios de reflexión en torno a la 




construcción de las masculinidades y su relación con los diferentes tipos de violencia que sufren las 




diferentes poblaciones (particularmente los sectores más vulnerables de la sociedad) 




En el año 2015 se realizaron tres talleres dirigidos a 30 funcionarios del MEP: 




 




 Masculinidades y Hostigamiento Sexual en los Espacios Laborales. 




 Construcción del Plan de Trabajo 2016. 




 La Ruta hacia Nuevas Masculinidades Género Sensibles. 
 




 




En el tema de género se cuenta con las denominadas “Escuelas para el Cambio”: 16 Escuelas con 




personal capacitado (43 funcionarios y funcionarias en total), en el tema de Género y su aplicación 




práctica en el espacio educativo, a través del modelo  denominado Escuelas para el cambio: 




Igualdad, Equidad y Género (IEG); el cuál operacionaliza un diagnóstico de brechas, con miras a 




trabajar acciones propositivas y afirmativas para la prevención de prácticas discriminatorias y de 




violencia de género  en todas sus manifestaciones. Las acciones dan respuesta a la Política 




Nacional de Igualdad y Equidad de Género (PIEG) y se insertan directamente en el Eje 3: 




“Educación con enfoque de Género” de la Política de Género del MEP. Se constituye en una acción 




coordinada a través del convenio INAMU- MEP, firmado en mayo del 2015. 
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(Ver anexo 8. 38. y 39. 5) 




 




Actualmente la enseñanza de las lenguas indígenas en las escuelas en los territorios indígenas tiene 




una cobertura cerca del 95%.  A partir del 2016 se incorporó la utilización de las lenguas indígenas, 




en los Liceos Rurales ubicados en contextos indígenas. El MEP atiende a los niños y niñas 




indígenas migrantes (Miskitos, Ngöbes y Bugle) que estudian fuera de los territorios indígenas, en 




los Centros educativos de las Direcciones Regionales de Turrialba, Los Santos, San José Oeste, 




Limón y Coto,  




 




(Ver anexo 8. 38. y 39. 6) 




 




Se construyen instrumentos para la formación de esta población con la participación activa de los 




docentes, líderes indígenas, mayores sabios conocedores de la cultura ancestral para el 




fortalecimiento del currículo nacional básico en los aspectos, políticos, culturales, espirituales, 




económicos de las poblaciones indígenas. 




 




DOCUMENTOS  ELABORADOS 




 




 Método de lecto- escritura del idioma Cabécar. 




 Guía metodológica Saña Yuwö Sa Siwawa (estudiemos nuestra ciencia). 




 Siete Mini-enciclopedias de los territorios indígenas con ocho ejes temáticos. 




 Revitalización Lingüística y Cultural del idioma Cabécar. 




 Cartillas de los idiomas bribris. 




 Recopilación de los cantos sagrados de los bribris y cabecares. 




 Libros contextualizados para la enseñanza del idioma inglés para séptimo, octavo y noveno 




de los colegios y Liceo rurales Ubicados en los territorios indígenas. 




 Guías de seguridad vial bilingüe en los cuatro idiomas indígenas existentes en costa Rica. 




 Resoluciones DG 151 y DG 143 de la Dirección General de Servicio Civil del Manuales 




Descriptivos de puesto para el título II y clases de Idioma y Cultura con las respectivas Sub-




especialidades. 




 Módulo de Cosmovisión y Cosmogonía de los Pueblos Indígenas. 
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(Anexo 9. 40. 41.1) 




http://www.migracion.go.cr/institucion/ninez_adolescencia/protocolos/Protocolo%20para%20la%20D




eteccion,%20Atencion%20y%20Proteccion%20Integral.pdf 




 




(Anexo 9. 40. 41.2) 




 
Respecto a las PME que se encuentra en procesos de callejización, el PANI les brinda la 
correspondiente atención integral dentro de sus procesos técnico jurídico especializados.  Para lo 
anterior, se cuenta con un protocolo de actuación que direcciona a los profesionales encargados 
para brindar una atención adecuada en el marco de sus derechos y brindarles la protección que 
requieren. Se trata del “Protocolo para la Atención de Callejización en Personas menores de Edad”.  
Este protocolo orienta el abordaje de manera integral, con acciones no solo atencionales sino 
también de prevención y educación. Se coordina a nivel interinstitucional, en materia de salud, 
atención de adicciones por consumo de sustancias adictivas, proyecto de vida, estilo de vida 
saludable, entre otros.  El PANI mantiene convenios de cooperación con ONGs especializadas en el 
trabajo con esta población, considerando el perfil mixto que generalmente manejan, a las que 
subsidia de manera diferenciada. 
  




 




(Anexo 9. 40. 41.3) 




Cuadro 1 
        




Costa Rica: Personas de 5 a 17 años     




Por condición de ocupación       




Según sexo, grupos de edad, zona y región de planificación agrupada   




Julio 2011       




Características consideradas 
Condición de ocupación 




Total Ocupada No ocupada 




  




Total  998 508  42 571  955 937 




        




Sexo       




Hombre  520 485  28 703  491 782 







http://www.migracion.go.cr/institucion/ninez_adolescencia/protocolos/Protocolo%20para%20la%20Deteccion,%20Atencion%20y%20Proteccion%20Integral.pdf



http://www.migracion.go.cr/institucion/ninez_adolescencia/protocolos/Protocolo%20para%20la%20Deteccion,%20Atencion%20y%20Proteccion%20Integral.pdf
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Mujer  478 023  13 868  464 155 




        




Grupos de edad       




5 a 11 años  497 952  7 883  490 069 




12 a 14 años  230 377  6 313  224 064 




15 a 17 años  270 179  28 375  241 804 




        




Zona       




Urbana  671 804  21 534  650 270 




Rural  326 704  21 037  305 667 




        




Región de planificación       




Central  568 371  22 550  545 821 




Resto de regiones  430 137  20 021  410 116 




        




        
Fuente: INEC. Encuesta Nacional de Hogares (ENAHO). Módulo Trabajo Infantil y Adolescente, 
2011. 




        




 




Cuadro 2       




        




Costa Rica: Personas ocupadas de 5 a 17 años   




Por sexo       




Según grupos de edad, zona y región de planificación agrupada 




Julio 2011       




        




Características consideradas Total 
Hombre Mujer 




Porcentaje Porcentaje 




  




        




Personas ocupadas de 5 a 17 años  42 571 67,4 32,6 




        




Grupos de edad       




5 a 14 años  14 196 66,9 33,1 




15 a 17 años  28 375 67,7 32,3 




        




Zona       




Urbana  21 534 55,9 44,1 
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Rural  21 037 79,3 20,7 




        




Región de planificación       




Central  22 550 60,4 39,6 




Resto de regiones  20 021 75,4 24,6 




        




Fuente: INEC. Encuesta Nacional de Hogares (ENAHO). Módulo Trabajo Infantil y Adolescente, 2011. 




 




 




Cuadro 7       




        




Costa Rica: Personas ocupadas de 5 a 17 años     




Por asistencia a la educación regular       




Según sexo, grupos de edad, zona y región de planificación agrupada 




Julio 2011       




        




Características consideradas Total 
Asiste No asiste 




Porcentaje Porcentaje 




  




        




Personas ocupadas de 5 a 17 años  42 571 55,1 44,9 




        




Sexo       




Hombre  28 703 50,4 49,6 




Mujer  13 868 64,8 35,2 




        




Grupos de edad       




5 a 14 años  14 196 81,2 18,8 




15 a 17 años  28 375 42,0 58,0 




        




Zona       




Urbana  21 534 58,7 41,3 




Rural  21 037 51,3 48,7 
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Región de planificación       




Central  22 550 57,2 42,8 




Resto de regiones  20 021 52,7 47,3 




        




        




Fuente: INEC. Encuesta Nacional de Hogares (ENAHO). Módulo Trabajo Infantil y Adolescente, 2011. 




 




 




Cuadro: 1       




        




Costa Rica: Personas de 5 a 17 años       




Por condición de ocupación       




Según sexo, grupos de edad, zona y región de planificación agrupada 




Julio 2016       




        




Características consideradas Total Ocupados No ocupados 




  




        




Total  982 646  30 369  952 277 




        




Sexo       




Hombre  501 500  23 031  478 469 




Mujer  481 146  7 338  473 808 




        




Grupos de edad       




5 a 11 años  502 678  3 181  499 497 




12 a 14 años  229 011  4 890  224 121 




15 a 17 años  250 957  22 298  228 659 




        




Zona       




Urbana  678 852  17 220  661 632 




Rural  303 794  13 149  290 645 
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Región de planificación       




Central  550 483  17 007  533 476 




Resto de regiones  432 163  13 362  418 801 




        




        




Fuente: INEC. Encuesta Nacional de Hogares (ENAHO). Módulo Trabajo Infantil y Adolescente, 2016. 




 




 




Cuadro: 2         




          




Costa Rica: Personas ocupadas de 5 a 17 años     




Por sexo         




Según grupos de edad, zona y región de planificación agrupada   




Julio 2016         




          




Características consideradas Total 
Hombre Mujer   




Porcentaje Porcentaje   




    




          




Personas ocupadas de 5 a 17 años  30 369 75,8 24,2   




          




Grupos de edad         




5 a 14 años  8 071 76,3 23,7   




15 a 17 años  22 298 75,7 24,3   




          




Zona         




Urbana  17 220 68,0 32,0   




Rural  13 149 86,0 14,0   




          




Región de planificación         




Central  17 007 74,0 26,0   




Resto de regiones  13 362 78,2 21,8   




          
Fuente: INEC. Encuesta Nacional de Hogares (ENAHO). Módulo Trabajo Infantil y Adolescente, 
2016. 
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Cuadro: 7       




        




Costa Rica: Personas ocupadas de 5 a 17 años     




Por asistencia a la educación regular       




Según sexo, grupos de edad, zona y región de planificación agrupada 




Julio 2016       




        




Características consideradas Total 
Asiste No asiste 




Porcentaje Porcentaje 




  




        




Personas ocupadas de 5 a 17 años  30 369 58,3 41,7 




        




Sexo       




Hombre  23 031 57,0 43,0 




Mujer  7 338 62,4 37,6 




        




Grupos de edad       




5 a 14 años  8 071 85,7 14,3 




15 a 17 años  22 298 48,4 51,6 




        




Zona       




Urbana  17 220 59,2 40,8 




Rural  13 149 57,2 42,8 




        




Región de planificación       




Central  17 007 58,6 41,4 




Resto de regiones  13 362 57,9 42,1 




        




        




Fuente: INEC. Encuesta Nacional de Hogares (ENAHO). Módulo Trabajo Infantil y Adolescente, 2016. 
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http://www.inec.go.cr/encuestas/encuesta-nacional-de-hogares 




 




La incorporación  en actividades laborales de PME en Costa Rica, ha venido presentado una 




disminución según lo reflejan las estadísticas.  Es importante mencionar que en el cuadro anterior, 




solamente el año 2011, refleja población trabajadora de 5 a 11 años por cuanto, en ese año se 




aplicó el Módulo de Trabajo Infantil en la Encuesta Nacional de Hogares. El 2014 presentó una 




disminución que aumentó en el 2015. Sin embargo, aunque en el 2015  se aumentó, es 




significativamente menor a los años 2013 y anteriores. Esta disminución obedece a las diferentes 




políticas púbicas que el Estado ha implementado para combatir la pobreza, incentivar la 




permanencia en el sistema educativo, mejorar el empleo para los y las adultas, así como la puesta 




en marcha el  Plan Estratégico Nacional para combatir este flagelo y sus peores formas. 




Producto de la aplicación del protocolo interinstitucional respecto a la detección y referencia de la 




población menor de edad que está en riesgo de participar de las peores formas de trabajo (Hoja de 




Ruta),  durante el 2015, un total de 45 instituciones educativas reportaron estudiantes en 




condiciones de trabajo o explotación, dentro de los cuales destacan algunos casos de mendicidad, 




los que se reportaron al OIJ y a la CONATT por sospecha de trata de personas. En los casos en que 




se evidenció sospecha de explotación sexual, se procedió a hacer la denuncia penal, así como la 




referencia interinstitucional ante el PANI y ante el OIJ,  según el direccionamiento dado sobre el 




tema en la CONACOES, a fin de dar la contención respectiva a la persona menor de edad.  En estos 




casos también se activa la cooperación horizontal con la Fundación Rahab y otras instancias 




similares, a fin de que incorporen en sus proyectos preventivos y seguimiento psicosocial a las 




personas en riesgo, de tal forma que puedan continuar en el desarrollo de sus potencialidades y no 




perturbar el derecho a la Educación. 




 




(Anexo 9. 40. 41. 4) 




 




http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.aspx?param1




=NRTC&nValor1=1&nValor2=74132&nValor3=0&strTipM=TC 




 




 




(Anexo 9. 40. y 41.5) 




 







http://www.inec.go.cr/encuestas/encuesta-nacional-de-hogares



http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.aspx?param1=NRTC&nValor1=1&nValor2=74132&nValor3=0&strTipM=TC



http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.aspx?param1=NRTC&nValor1=1&nValor2=74132&nValor3=0&strTipM=TC
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Del año 2014 a la fecha la Unidad de Capacitación y Supervisión del Ministerio Público, ha impartido  




capacitaciones en materia de explotación sexual comercial, dirigida en especial a funcionarios de la 




Oficina de Atención y Protección a víctimas.  En tema de trata, la UCS en coordinación con el OIJ, 




impartió durante los años 2011, 2012 y 2013 cursos dirigidos a fiscales y policías de zonas rurales 




denominados Técnicas de Investigación y Persecución del delito de trata de personas. Se capacitó a 




la policía de migración, al OIJ y a fiscales en los cursos descritos.  




Es importante resaltar la cantidad de oficiales de policía, capacitados en estas materias en los 




últimos 5 años: 




Año 2011 2012 2013 2014 2015 




Cantidad de 




policías 




612 971 1301 382 409 




 




(Anexo 9. 40. y 41.6) 




 




http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.aspx?param1




=NRTC&nValor1=1&nValor2=76102&nValor3=94880&strTipM=TC 




 




(Anexo 9. 40. y 41.7) 




Artículo 189 bis.- Explotación laboral 
Será sancionado con pena de prisión de cuatro a ocho años, quien induzca, mantenga o someta a 
una persona a la realización de trabajos o servicios en grave detrimento de sus derechos humanos 
fundamentales, medie o no consentimiento de la víctima. La pena será de seis a doce años de 
prisión, si la víctima es persona menor de dieciocho años de edad o se encuentra en situación de 
vulnerabilidad. 




(Así adicionado por el artículo 80° de la Ley contra la Trata de Personas y Creación de la Coalición 
Nacional contra el tráfico ilícito de migrantes y la trata de personas (CONATT), N° 9095 del 26 de 
octubre de 2012) 




 







http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.aspx?param1=NRTC&nValor1=1&nValor2=76102&nValor3=94880&strTipM=TC



http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.aspx?param1=NRTC&nValor1=1&nValor2=76102&nValor3=94880&strTipM=TC
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(Anexo 10. 42. 1) 




Ley de Protección a Víctimas, Testigos y demás Intervinientes en el Proceso Penal, N° 8720, fue un 




primer paso para garantizar la protección de quienes pudiesen figurar como víctimas, testigos o 




intervinientes de las distintas situaciones referidas en el protocolo.  La norma reguló medidas de 




protección extraprocesales y su procedimiento, atendiendo no sólo a la protección policial para 




garantizar la seguridad física, sino también a la atención integral y al apoyo psicosocial 




 




Ley de Protección a Víctimas, Testigos y demás Intervinientes en el Proceso Penal, N° 8720, 




artículos 3, 4 y 9:  




“ARTÍCULO 3.- Definiciones.  Para los efectos del presente título, se definen los términos 




siguientes: 




a) Personas bajo protección: víctimas, testigos, jueces, fiscales, defensores u otras 




personas, que se encuentren en una situación de riesgo como consecuencia de su 




intervención, directa o indirecta, en la investigación de un delito o en el proceso, o bien, 




por su relación con la persona que interviene en estos. 




b) Programa de protección: conjunto de operaciones realizadas por el Poder Judicial 




por medio de la Oficina de Atención a la Víctima del Delito del Ministerio Público, con el fin 




de garantizar la vida, la integridad física, la libertad y la seguridad de la persona bajo 




protección. 




c) Medidas de protección: son las acciones o los mecanismos tendentes a 




salvaguardar la vida, la integridad personal, la libertad y los demás derechos de la persona 




protegida, pueden ser acciones ordinarias, acciones encaminadas a preservar la identidad 




y localización de las personas protegidas o extraordinarias para brindarles seguridad 




integral a las personas protegidas, de manera temporal o definitiva ante condiciones de 




extremo peligro o riesgo. 




d) Situación de riesgo: existencia razonable de una amenaza o un daño para la vida, 




la integridad física, la libertad y/o la seguridad de las personas con expectativas de 




acceder al programa de protección, así como la vulnerabilidad de la persona amenazada, 




la probabilidad de que el peligro ocurra y el impacto que este pueda producir. 
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e) Estudio de seguridad: valoración técnica con el fin de identificar, en el entorno de 




la persona,  fortalezas y debilidades de seguridad, cuyos resultados, una vez analizados, 




sirvan para recomendar mejoras e implementar medidas de protección”. 




“ARTÍCULO 4.- Ámbito de aplicación.  Esta Ley podrá ser aplicada en cualquier momento del 




proceso y dependerá de la concurrencia de los siguientes supuestos: 




a) Que se trate de una persona bajo protección. 




b) Presunción fundada de que existe un riesgo cierto para la vida o integridad física de 




la persona, como consecuencia de su intervención y/o su nexo con quien interviene en la 




investigación de un hecho presuntamente delictivo; para ello, se tomarán en cuenta la 




importancia y entidad del riesgo, la gravedad del hecho que se investiga y la relevancia del 




testimonio para el descubrimiento de la verdad en el hecho investigado. 




Podrá otorgarse la protección aun cuando la denuncia no se haya interpuesto. Sin embargo, una vez 




acordada la protección, la denuncia por el hecho que la genera deberá interponerse en un plazo 




razonable”. 




 




“ARTÍCULO 9.- Derechos de las personas bajo protección 




Además de los derechos establecidos en la legislación procesal penal e internacional, toda persona 




bajo protección tendrá los derechos siguientes: 




a) A recibir, en forma gratuita, asistencia psicológica, psiquiátrica, jurídica, social o 




médica, cuando sea necesario. 




b) A que se le gestione una ocupación laboral estable o una contraprestación 




económica razonable, cuando la medida de protección otorgada implique la separación de 




su actividad laboral anterior. 




c) A tener un seguro por riesgo, durante el proceso, en caso de lesión o muerte, a 




cargo del Programa de protección de víctimas y testigos, cuando este Programa tenga 




recursos disponibles. 




d) A tener a su disposición, en el tribunal donde se esté ventilando el proceso judicial 




contra el responsable del delito, un área que esté separada del imputado. 




e) A que se faciliten la salida del país y la residencia en el extranjero, cuando resulte 




necesario para proteger su vida o su integridad física, como persona protegida. 
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f) A que no se capten y/o se transmitan imágenes de su persona ni de sus familiares, 




que permitan su identificación como víctima, testigo o sujeto interviniente en el caso por el 




cual se le protege. 




g) A que se mantenga la confidencialidad de la información sobre su dirección y sus 




números telefónicos, cuando así lo estime necesario para su seguridad personal y la de 




sus familiares, así como el privilegio de la comunicación que tenga con su consejero legal, 




psicólogo o médico. 




h) A ser escuchada, antes del otorgamiento, la modificación o la supresión de la 




medida de protección que se le haya conferido. 




i) A solicitar el cese de las medidas o a rechazar su aplicación”. 




 




 




(Anexo 10. 42. 2) 




Los fines de la Ley contra la Trata de Personas y Creación de la Coalición Nacional contra el Tráfico 




Ilícito de Migrantes y la Trata de Personas (CONATT), N° 9095, son: 




a) Promover políticas públicas para el combate integral de la trata de personas. 




b) Propiciar la normativa necesaria para fortalecer la sanción de la trata de personas y sus 




actividades conexas. 




c) Definir un marco específico y complementario de protección y asistencia a las víctimas de 




trata de personas y sus dependientes. 




e) Impulsar y facilitar la cooperación nacional e internacional en el tema de la trata de 




personas. 




Esta ley se aplica al combate integral de todas las formas de trata de personas y actividades 




conexas, sea nacional o transnacional, esté o no relacionada con el crimen organizado, y al abordaje 




integral de las personas víctimas de este delito y sus dependientes previa valoración técnica. 




Al igual que la Ley de Protección a la Victima, genera un marco y una estructura protectora y de 




atención integral articulada para la víctimas, que se puede ver en los artículos 36, 37 y 38 
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Ley contra la Trata de Personas y Creación de la Coalición Nacional contra el Tráfico Ilícito de 




Migrantes y la Trata de Personas (CONATT), N° 9095: 




“ARTÍCULO 36.- Denuncias penales 




El Estado costarricense procurará en todo momento que las víctimas interpongan las denuncias 




penales respectivas ante sospecha del delito de la trata; sin embargo, la debida atención y 




protección integral a las víctimas de la trata de personas, nacionales o extranjeras, no dependerá de 




la interposición de dicha denuncia”. 




 




“ARTÍCULO 37.- Derechos 




Además de lo establecido en la Ley N. º 8720, Ley de Protección a Víctimas, Testigos y demás 




Sujetos Intervinientes en el Proceso Penal, las víctimas de la trata de personas tienen derecho a: 




a) Protección de su integridad física y emocional. 




b) Recibir alojamiento apropiado, accesible y seguro, así como cobertura de sus 




necesidades básicas de alimentación, vestido e higiene. 




c) Como parte del proceso de recuperación, tener acceso a servicios gratuitos de atención 




integral en salud, incluyendo terapias y tratamientos especializados, en caso necesario. 




d) Recibir información clara y comprensible sobre sus derechos, su situación legal y 




migratoria, en un idioma, medio o lenguaje que comprendan y de acuerdo con su edad, 




grado de madurez o condición de discapacidad, así como acceso a servicios de asistencia y 




representación legal gratuita. 




e) Contar con asistencia legal y psicológica. 




f) Contar con el tiempo necesario para reflexionar, con la asistencia legal y psicológica 




correspondiente, sobre su posible intervención en el proceso penal en el que figura como 




víctima, si aún no ha tomado esa decisión. Este período no será menor a tres meses. 




g) Prestar entrevista o declaración en condiciones especiales de protección y cuidado según 




su edad, grado de madurez o condición de discapacidad e idioma. 
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h) La protección de su identidad y privacidad. 




i) Protección migratoria incluyendo el derecho de permanecer en el país, de conformidad con 




la legislación migratoria vigente, y a recibir la documentación que acredite tal circunstancia, 




de conformidad con la Ley N.° 8764, Ley General de Migración y Extranjería. 




j) La exoneración de cualquier tasa, impuesto o carga impositiva, referida a la emisión de 




documentos por parte de la Dirección General de Migración y Extranjería, que acredite su 




condición migratoria como víctima de trata de personas. 




k) Que la repatriación o el retorno a su lugar de residencia sea voluntaria, segura y sin 




demora. Cuando se trate de PME, además de lo anterior, su repatriación o retorno debe ser 




acompañada de conformidad con los protocolos establecidos. 




l) Que se les facilite información y acceso a entidades idóneas para lograr el reasentamiento, 




cuando se requiera su traslado a un tercer país. En el caso de NNA víctimas de delito, 




además de los derechos precedentemente enunciados, se garantizará que los 




procedimientos reconozcan sus condiciones de sujetos plenos de derechos acorde a su 




autonomía progresiva. Se procurará la reintegración a su núcleo familiar o comunidad, si así 




lo determina el interés superior. 




Cuando se trata de personas víctimas con discapacidad se atenderán sus necesidades derivadas de 




la condición de discapacidad que presentan. Los derechos citados en este artículo son integrales, 




irrenunciables e indivisibles”. 




 




“ARTÍCULO 38.- Medidas de atención primaria a las víctimas 




Las medidas de asistencia a las víctimas deberán incluir: 




a) Disponer de un alojamiento adecuado, accesible y seguro. En ningún caso se alojará a las 




personas víctimas del delito de trata en cárceles, establecimientos penitenciarios, policiales 




o administrativos destinados al alojamiento de personas detenidas, procesadas o 




condenadas. 
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b) Atención de la salud y la asistencia médica necesarias, incluidas, cuando proceda y con la 




debida confidencialidad, las pruebas para el VIH, embarazo, desintoxicación y otras 




enfermedades. 




c) Asesoramiento y asistencia psicológica, de manera confidencial y con pleno respeto de la 




intimidad de la persona interesada, en un idioma, medio y lenguaje que comprenda. 




d) Información clara y comprensible acerca de la asistencia jurídica para representar sus 




intereses en cualquier investigación penal o de otro tipo, incluida la obtención de la 




compensación del daño sufrido por los medios que establece la ley, cuando proceda, y para 




regular su situación migratoria. 




e) Servicios de traducción e interpretación de acuerdo con su nacionalidad y costumbres, y 




condición de discapacidad. En la medida de lo posible y cuando corresponda, también se le 




proporcionará asistencia a las personas dependientes de la víctima. 




Todos los servicios de asistencia se facilitarán de común acuerdo con las personas víctimas y 




teniendo en cuenta las condiciones específicas y garantías de derechos de las PME o con algún tipo 




de discapacidad”. 




 




(Anexo 10. 42. 3) 




Ley contra la Trata de Personas y Creación de la Coalición Nacional contra el Tráfico Ilícito de 




Migrantes y la Trata de Personas (CONATT) 




ARTÍCULO 12.- Funciones de las comisiones técnicas permanentes. Las comisiones técnicas 




permanentes ejercerán las siguientes funciones, de la forma que se establezca en el reglamento de 




esta ley: 




a) Proponer, dirigir, impulsar, coordinar y supervisar la implementación, el seguimiento, la 




actualización y la ejecución de la política nacional contra la trata de personas y sus 




actividades conexas, mismo que contemplará las siguientes áreas de acción: 




1.- Promover la prevención. 




2.- Facilitar la atención integral de las víctimas. 
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3.- Velar por la protección de las víctimas. 




4.- Coadyuvar a la adecuada represión. 




5.- Impulsar políticas públicas de persecución criminal. 




6.- Propiciar el fortalecimiento de la información, la investigación y el análisis en los 




casos de trata de personas. 




7.- Mejorar y fortalecer la coordinación interinstitucional de las entidades responsables 




del combate integral contra la trata de personas y el tráfico ilícito de migrantes. 




 




b) Recomendar la suscripción y ratificación de acuerdos, convenios o tratados y otras 




gestiones que se requieran para fortalecer la cooperación internacional contra la trata de 




personas. 




c) Revisar el cumplimiento de los acuerdos y convenios internacionales que Costa Rica haya 




suscrito en materia de derechos humanos, así como los relacionados con la trata de 




personas y actividades conexas. 




d) Participar en las reuniones de los organismos internacionales correspondientes en 




materia de trata de personas e intervenir en la aplicación de los acuerdos derivados de ellas; 




en especial, los relacionados con la trata de personas y los temas afines a la Coalición. 




e) Brindar asistencia técnica a organismos públicos y privados que desarrollen programas, 




proyectos o cualquier otro tipo de actividades de prevención, atención y protección a las 




víctimas de la trata de personas y migrantes afectados a consecuencia del delito de tráfico 




ilícito de migrantes, previa coordinación con las instituciones rectoras involucradas al efecto. 




f) Impulsar la profesionalización, sensibilización y capacitación de los funcionarios públicos y 




privados de los organismos relacionados con el Plan Nacional contra la Trata de Personas y 




Tráfico Ilícito de Migrantes. 




g) Promover la creación de redes interinstitucionales a nivel local y regional, para que 




ejecuten acciones e impulsen políticas para la prevención, protección, atención, represión y 




sanción, en materia de trata de personas y el tráfico ilícito de migrantes. 
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h) Velar por la incorporación de acciones de prevención, atención, protección, información, 




capacitación y otras relacionadas con la trata de personas en los planes anuales operativos 




de las instituciones. 




i) Promover el desarrollo de servicios y programas oportunos, tanto públicos como privados, 




orientados a brindar asistencia directa a las personas víctimas de trata y afectados por el 




tráfico ilícito de migrantes, de conformidad con lo dispuesto en los protocolos respectivos 




que complementan la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia 




Organizada Transnacional. 




j) Desarrollar y ejecutar campañas de sensibilización, educación y orientación a la 




ciudadanía, especialmente hacia las poblaciones más vulnerables, para prevenir el 




desarrollo de este tipo de criminalidad y la victimización de las personas afectadas. 




k) Formular y dar seguimiento al Plan Nacional Estratégico contra la Trata de Personas y el 




Tráfico Ilícito de Migrantes de la Conatt. 




l) Revisar y referir a la Conatt los respectivos informes financieros y contables, con 




fundamento en la reglamentación de la presente ley. 




m) Revisar y recomendar a la Conatt la aprobación o denegación de los proyectos de las 




diversas instituciones públicas, entidades, organizaciones no gubernamentales y organismos 




internacionales. 




n) Informar a la Junta Administrativa de la Dirección General de Migración y Extranjería los 




proyectos aprobados, según lo establecido en la presente ley. 




ñ) Otras que esta ley y su reglamento dispongan”. 




 




(Anexo 10. 42. 4) 




Normativa de carácter penal ajustada al Protocolo: 




“Artículo 162 bis.- Turismo sexual.  Será sancionado con pena de prisión de cuatro a ocho años, 




quien promueva o realice programas, campañas o anuncios publicitarios, haciendo uso de cualquier 
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medio para proyectar al país a nivel nacional e internacional como un destino turístico accesible para 




la explotación sexual comercial o la prostitución de personas de cualquier sexo o edad”. 




“Artículo 167.- Corrupción.  Será sancionado con pena de prisión de tres a ocho años quien 




mantenga o promueva la corrupción de una persona menor de edad o incapaz, con fines eróticos, 




pornográficos u obscenos, en exhibiciones o espectáculos públicos o privados, aunque la persona 




menor de edad o incapaz lo consienta. 




La pena será de cuatro a diez años de prisión, si el actor, utilizando las redes sociales o cualquier 




otro medio informático o telemático, u otro medio de comunicación, busca encuentros de carácter 




sexual para sí, para otro o para grupos, con una persona menor de edad o incapaz; utiliza a estas 




personas para promover la corrupción o las obliga a realizar actos sexuales perversos, prematuros o 




excesivos, aunque la víctima consienta participar en ellos o verlos ejecutar”. 




(Así reformado por el artículo 1° de la ley "Reforma de la Sección VIII, Delitos Informáticos y 




Conexos, del Título VII del Código Penal"  N° 9048 del 10 de julio de 2012) 




“Artículo 167 bis.- Seducción o encuentros con menores por medios electrónicos. Será 




reprimido con prisión de uno a tres años a quien, por cualquier medio, establezca comunicaciones 




de contenido sexual o erótico, ya sea que incluyan o no imágenes, videos, textos o audios, con una 




persona menor de quince años o incapaz.  




La misma pena se impondrá a quien suplantando la identidad de un tercero o mediante el uso de 




una identidad falsa, por cualquier medio, procure establecer comunicaciones de contenido sexual o 




erótico, ya sea que se incluyan o no imágenes, videos, textos o audios, con una persona menor de 




edad o incapaz. 




La pena será de dos a cuatro años, en las conductas descritas en los dos párrafos anteriores, 




cuando el actor procure un encuentro personal en algún lugar físico con una persona menor de edad  




incapaz”. 




(Así adicionado por el artículo 2° de la ley N° 9135 del 24 de abril de 2013) 




  




“Artículo 168.-  En el caso del artículo anterior, la pena será de cuatro a diez años de prisión, 




siempre y cuando:  
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1) La víctima sea menor de trece años.  




2) El hecho se ejecute con propósitos de lucro. 




3) El hecho se ejecute con engaño, violencia, abuso de autoridad o cualquier otro medio de 




intimidación o coacción.  




4) El autor sea ascendiente, descendiente, hermana o hermano de la víctima.  




5) El autor sea tío, tía, sobrina, sobrino, prima o primo de la víctima.  




6) El autor sea madrastra, padrastro, hermanastra o hermanastro de la víctima.  




7) El autor sea tutor o encargado de la educación, guarda o custodia de la víctima.  




8) El autor realice la conducta contra alguno de los parientes de su cónyuge o conviviente, 




indicados en los incisos 4), 5) y 6) anteriores.  




9) El autor se prevalezca de su relación de confianza con la víctima o con su familia, medie o 




no relación de parentesco”.  




(Así reformado mediante el artículo 1° de la ley N° 8590 del 18 de julio del 2007).  




 




“Artículo 168 bis.- Se impondrá la inhabilitación para el ejercicio del comercio de tres a diez años al 




dueño, gerente o encargado de una agencia de viajes, de un establecimiento de hospedaje, de una 




aerolínea, de un tour operador o de un transporte terrestre que promueva o facilite la explotación 




sexual comercial de personas menores de dieciocho años”. 




(Así adicionado por el artículo 21 de le ley Incentivo de la Responsabilidad social Corporativa 




Turística, Nº 8811 del 12 de mayo de 2010) 




 




“Artículo 169.-Quien promueva la prostitución de personas de cualquier sexo o las induzca a 




ejercerla o las mantenga en ella o las reclute con ese propósito, será sancionado con la pena de 




prisión de dos a cinco años. La misma pena se impondrá a quien mantenga en servidumbre sexual a 




otra persona”. 




(Así reformado por el artículo 1º de la "Ley contra la Explotación Sexual de PME"; ley No.7899 de 3 




de agosto de 1999)  




  




“Artículo 170.- La pena será de cuatro a diez años de prisión, cuando se realice una de las 




acciones previstas en el artículo anterior y concurra, además, alguna de las siguientes 




circunstancias:  
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1) La víctima sea menor de dieciocho años.  




2) Medie engaño, violencia, abuso de autoridad, una situación de necesidad de la víctima o 




cualquier medio de intimidación o coacción.  




3) El autor sea ascendiente, descendiente, hermana o hermano de la víctima.  




4) El autor sea tío, tía, sobrina, sobrino, prima o primo de la víctima.  




5) El autor sea madrastra, padrastro, hermanastra o hermanastro de la víctima.  




6) El autor sea tutor, o encargado de la educación, guarda o custodia de la víctima.  




7) El autor realice la conducta contra alguno de los parientes de su cónyuge o conviviente, 




indicados en los incisos 3) y 4) anteriores.  




8) El autor se prevalezca de su relación de confianza con la víctima o su familia, medie o no 




relación de parentesco”. 




 




(Así reformado mediante el artículo 1° de la ley N° 8590 del 18 de julio del 2007). 




 




 




“Artículo 172.- Delito de trata de personas.  Será sancionado con pena de prisión de seis a diez 




años, quien promueva, facilite o favorezca la entrada o salida del país, o el desplazamiento dentro 




del territorio nacional, de personas de cualquier sexo para realizar uno o varios actos de prostitución 




o someterlas a explotación, servidumbre sexual o laboral, esclavitud o prácticas análogas a la 




esclavitud, trabajos o servicios forzados, matrimonio servil, mendicidad, extracción ilícita de órganos 




o adopción irregular.   




La pena de prisión será de ocho a dieciséis años, si media, además, alguna de las siguientes 




circunstancias:  




a) La víctima sea menor de dieciocho años de edad o se encuentre en una situación 




de vulnerabilidad o discapacidad. 




b) Engaño, violencia o cualquier medio de intimidación o coacción. 




c) El autor sea cónyuge, conviviente o pariente de la víctima hasta tercer grado de 




consanguinidad o afinidad.  




d) El autor se prevalezca de su relación de autoridad o confianza con la víctima o su 




familia, medie o no relación de parentesco. 




e) El autor se aproveche del ejercicio de su profesión o de la función que desempeña. 




f) La víctima sufra grave daño en su salud. 
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g) El hecho punible fuere cometido por un grupo delictivo integrado por dos o más 




miembros”.  




(Así reformado por el artículo 19 de la Ley de Protección a Víctimas, Testigos y demás intervinientes 




en el Proceso Penal N° 8720 de 4 de marzo de 2009.)  




 




“Artículo 173.-Fabricación, producción o reproducción de pornografía. Será sancionado con 




pena de prisión de cuatro a ocho años, quien fabrique, produzca o reproduzca, por cualquier medio, 




material pornográfico infantil. 




Será sancionado con pena de prisión de tres a seis años, quien transporte o ingrese en el país este 




tipo de material. 




Para los efectos de este Código, se entenderá por material pornográfico infantil toda representación 




escrita, visual o auditiva producida por cualquier medio, de una persona menor de edad, su imagen o 




su voz, alteradas o modificadas, dedicada a actividades sexuales explícitas, reales o simuladas, o 




toda representación de las partes genitales de una persona menor de edad con fines sexuales”.  




(Así reformado por el artículo 1° de la ley N° 9177 del 1 de noviembre de 2013) 




“Artículo 173 bis.-Tenencia de material pornográfico. Será sancionado con pena de prisión de 




uno a cuatro años, quien posea material pornográfico infantil”.  




(Así adicionado mediante el artículo 1° de la ley N° 8590 del 18 de julio del 2007) 




(Así reformado por el artículo 1° de la ley N° 9177 del 1 de noviembre de 2013)  




“Artículo 174.- Difusión de pornografía. Quien entregue, comercie, difunda, distribuya o exhiba 




material pornográfico a PME o incapaces, será sancionado con pena de prisión de tres a siete años.  




Se impondrá pena de cuatro a ocho años, a quien exhiba, difunda, distribuya, financie o 




comercialice, por cualquier medio y cualquier título, material pornográfico en el que aparezcan PME 




o lo posea para estos fines”. 




(Así reformado por el artículo 1° de la ley N° 9177 del 1 de noviembre de 2013) 
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“Artículo 174 bis.- Pornografía virtual y pseudo pornografía. Se impondrá pena de prisión de 




seis meses a dos años al que posea, produzca, venda, distribuya, exhiba o facilite, por cualquier 




medio, material pornográfico en el que no habiendo utilizado PME:  




a) Emplee a una persona adulta que simule ser una persona menor de edad realizando actividades 




sexuales.  




b) Emplee imagen, caricatura, dibujo o representación, de cualquier clase, que aparente o simule a 




una persona menor de edad realizando actividades sexuales”. 




(Así adicionado por el artículo 3° de la ley N° 9177 del 1 de noviembre de 2013) 




 




“Artículo 175.- Los ascendientes o descendientes por consanguinidad o afinidad, el cónyuge, los 




hermanos y cualesquiera personas que abusando de su autoridad o de su cargo, cooperaren por 




cualquier acto directo a la perpetración de los delitos correspondientes a esta Sección y cuya 




participación no haya sido tipificada expresamente, serán reprimidos con la pena de las autores”. 




“Artículo 175 bis.- Sanción a propietarios, arrendadores, administradores o poseedores de 




establecimientos.  Será sancionado con pena de prisión de tres a cinco años, el propietario, 




arrendador, poseedor o administrador de un establecimiento o lugar que lo destine o se beneficie de 




la trata de personas, el tráfico ilícito de migrantes o sus actividades conexas”. 




(Así adicionado por el artículo 78° de la Ley contra la Trata de Personas y Creación de la Coalición 




Nacional contra el tráfico ilícito de migrantes y la trata de personas (CONATT), N° 9095 del 26 de 




octubre de 2012)  




 




"Artículo 192.- Privación de libertad agravada. 




La pena de prisión será de cuatro a diez años cuando se prive a otro de su libertad personal, si 




media alguna de las siguientes circunstancias: 




1) Cuando la víctima sea una persona menor de dieciocho años de edad o se encuentre en 




una situación de vulnerabilidad o discapacidad. 
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2) Por medio de coacción, engaño o violencia. 




3) Contra el cónyuge, conviviente o pariente hasta el tercer grado de consanguinidad o 




afinidad, o un funcionario público. 




4) Cuando dure más de veinticuatro horas. 




5) Cuando el autor se prevalezca de su relación de autoridad o confianza con la víctima o su 




familia, medie o no relación de parentesco. 




6) Cuando el autor se aproveche del ejercicio de su profesión o de la función que 




desempeña. 




7) Con grave daño en la salud de la víctima”. 




 




“Artículo 192 bis.- Sustracción de la persona menor de edad o con discapacidad 




Será reprimido con prisión de diez a quince años, quien sustraiga a una persona menor de edad o 




con discapacidad cognitiva o física, del poder de sus padres, guardadores, curadores, tutores o 




personas encargadas. La pena será de veinte a veinticinco años de prisión, si se le infligen a la 




víctima lesiones graves o gravísimas, y de treinta y cinco a cincuenta años de prisión, si muere. 




Cuando sean los padres, los guardadores, los curadores, los tutores o las personas encargadas 




quienes sustraigan o retengan a una persona menor de edad, con discapacidad o sin capacidad 




para resistir, serán sancionados con pena de prisión de veinte a veinticinco años”. 




 




“Artículo 193.- Coacción 




Será sancionado con pena de prisión de tres a cinco años, quien mediante amenaza grave o 




violencia física o moral compela a una persona a hacer, no hacer o tolerar algo a lo que no está 




obligado." 
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“Artículo 376.- Tráfico de PME. Será reprimido con pena de prisión de ocho a dieciséis años, quien 




promueva, facilite o favorezca la venta, para cualquier fin, de una persona menor de edad y perciba 




por ello cualquier tipo de pago, gratificación, recompensa económica o de otra naturaleza. Igual pena 




se impondrá a quien pague, gratifique o recompense con el fin de comprar a la persona menor de 




edad. 




La prisión será de diez a veinte años, cuando el autor sea un ascendiente o pariente hasta el tercer 




grado de consanguinidad o afinidad, el encargado de la guarda, custodia o cualquier persona que 




ejerza la representación de la persona menor de edad. Igual pena se impondrá al profesional o 




funcionario público que venda, promueva, facilite o legitime, por medio de cualquier acto, la venta de 




la persona menor. Al profesional y al funcionario público se le impondrá también inhabilitación de la 




duración del máximo de la pena para el ejercicio de la profesión u oficio en que se produjo el hecho." 




 




“Artículo 377 bis.- Tráfico ilícito de órganos, tejidos y/o fluidos humanos. Será sancionado con 




pena de prisión de ocho a dieciséis años, quien posea, transporte, venda o compre de forma ilícita 




órganos, tejidos y/o fluidos humanos”. 




 




 Ley General de Migración y Extranjería, número 8764: 




 




“Artículo 249.- Se impondrá pena de prisión de cuatro a ocho años, a quien conduzca o transporte 




a personas, para su ingreso al país o su egreso de él, por lugares habilitados o no habilitados por las 




autoridades migratorias competentes, evadiendo los controles migratorios establecidos o utilizando 




datos o documentos legales, o bien, falsos o alterados, o que no porten documentación alguna. 




La misma pena se impondrá a quien, de cualquier forma, promueva, prometa o facilite la obtención 




de tales documentos falsos o alterados, y a quien, con la finalidad de promover el tráfico ilícito de 




migrantes, aloje, oculte o encubra a personas extranjeras que ingresen o permanezcan ilegalmente 




en el país. 




La pena será de seis a diez años de prisión cuando: 




1) La persona migrante sea menor de edad, adulto mayor y/o persona con discapacidad. 
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2) Se ponga en peligro la vida o salud del migrante, por las condiciones en que ejecuta el 




hecho, o se le cause grave sufrimiento físico o mental. 




3) El autor o partícipe sea funcionario público. 




4) El hecho sea realizado por un grupo organizado de dos o más personas. 




5) Cuando la persona sufra grave daño en la salud." 




“Artículo 249 bis.- Se impondrá pena de prisión de cuatro a ocho años, a quien promueva, planee, 




coordine o ejecute el tráfico ilícito de migrantes nacionales hacia un segundo, tercero o más países 




por lugares no habilitados o habilitados por la Dirección General de Migración y Extranjería, aun 




cuando el inicio del traslado se realice por la vías legales establecidas por dicho ente, o bien, 




evadiendo los controles migratorios establecidos o utilizando datos o documentos falsos o alterados, 




o se encuentren indocumentados. 




La misma pena se impondrá a quien, de cualquier forma, promueva, prometa o facilite la obtención 




de documentos legales, o bien, falsos o alterados o encubra transacciones financieras legales o 




ilegales que afecten el patrimonio de la persona afectada o de sus garantes, con la finalidad de 




promover el tráfico ilícito de migrantes nacionales, y a quien coordine, facilite o efectúe acciones 




tendientes a alojar, ocultar o encubrir a personas nacionales que ingresen o permanezcan legal o 




ilegalmente en un segundo, tercero o más países, con la finalidad de consolidar el tráfico ilícito de 




migrantes. 




La pena será de seis a diez años de prisión cuando: 




1) La persona migrante sea menor de edad. 




2) Se ponga en peligro la vida o salud del migrante, por las condiciones en que ejecuta el 




hecho, o se le cause grave sufrimiento físico o mental. 




3) El autor o partícipe sea funcionario público. 




4) El hecho se realice por un grupo organizado de dos o más personas. 




5) A consecuencia del tráfico ilícito de migrantes, la persona resulte ser víctima de trata." 
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Código de Familia:  




 




“Artículo 158.- Suspensión de la patria potestad.  La patria potestad termina:  




a) Por el matrimonio o la mayoridad adquirida.  




b) Por la muerte de quienes la ejerzan.  




c) Por la declaratoria judicial de abandono, que se produzca por encontrarse la persona 




menor de edad en riesgo social, de acuerdo con el artículo 162 (*) de este Código y no 




exista oposición de los padres o cuando, suspendido el derecho, ellos no demuestren haber 




modificado la situación de riesgo del menor de edad, en el plazo que el Juez les haya 




otorgado.  




d) Cuando la persona menor de edad haya sido objeto de violación, abusos deshonestos, 




corrupción o lesiones graves o gravísimas de quienes la ejerzan.  




e) Cuando uno o ambos padres sustraigan, retengan, ocasionen lesiones, vendan, 




promuevan, legitimen o faciliten, por cualquier medio, que las PME bajo su autoridad 




parental sean víctimas de trata o actividades conexas. 




Sistema de Alerta y el Procedimiento para la coordinación y Reacción inmediata entre las 




Instituciones Públicas y Privadas ante la Desaparición o Sustracción de PME” 




Fines del Sistema de Alerta y el Procedimiento para la coordinación y Reacción inmediata entre las 




Instituciones Públicas y Privadas ante la Desaparición o Sustracción de PME:  




a) Integrar a las instituciones públicas y a las organizaciones privadas, con el fin de que participen 




y contribuyan en la creación del Sistema de Alerta y el desarrollo de protocolos de actuación ante 




la desaparición o sustracción de PME.  




b) Crear la Comisión Coordinadora Nacional del Sistema de Alerta.  




c) Establecer acciones coordinadas con instituciones públicas y privadas destinadas a la 




prevención de posibles actos de sustracción o desaparición de PME.  
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d) Establecer un protocolo de actuación que unifique los procedimientos entre las instituciones 




públicas y organizaciones privadas ante una posible sustracción o desaparición de PME.  




e) Establecer un registro de PME reportadas como sustraídas o desaparecidas.  




f) Crear una página web a fin de publicar información sobre PME reportadas como sustraídas o 




desaparecidas, para establecer una alerta, facilitar su búsqueda y recuperación en resguardo de 




su mejor interés.  




g) Divulgar, por medio de campañas de comunicación, redes sociales o cualquier otra forma que 




considere la Comisión Coordinadora Nacional del Sistema de Alerta, los planes de prevención 




que deben llevarse a cabo sobre eventuales actos de desaparición o sustracción de PME.  




 




(Anexo 11. 43. 1) 




 




La Constitución Política de 1949 establece en su artículo 12 “se proscribe el ejército como 




institución permanente. Para la vigilancia y conservación del orden público, habrá las fuerzas 




de policía necesarias. Sólo por convenio continental o para la defensa nacional podrán 




organizarse fuerzas militares; unas y otras estarán siempre subordinadas al poder civil: no 




podrán deliberar ni hacer manifestaciones o declaraciones en forma individual o colectiva”.  
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INFORMACION RELEVANTE

		From

		Damaris Vargas Vásquez

		To

		Jorge Olaso Alvarez; Melissa Benavides Víquez; Wendy Patricia Barrantes Jiménez; Maria Felicia Zoch Badilla; Gabriela Abarca Morán; Wilbert Kidd Alvarado; Katherine Hernández Molina; cescotofer@gmail.com; Nelda Beatriz Jimenez Rojas; Roxana Arrieta Meléndez; Olga Guerrero Cordoba; Waiman Hin Herrera; Mayela Pérez Delgado; Evelyn Chavarría Brenes; Orlando Castrillo Vargas; Franz Vega Zúñiga; Edgar Madrigal Ramirez; Otto Eduardo Lepiz; Yorleny Ferreto Solano; Angie Calderón Chaves

		Cc

		Yasmin Marchena Espinoza; Acceso a la Justicia

		Recipients

		jolaso@Poder-Judicial.go.cr; mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr; wbarrantesj@Poder-Judicial.go.cr; mzoch@Poder-Judicial.go.cr; fabarcam@Poder-Judicial.go.cr; wkidd@Poder-Judicial.go.cr; khernandezm@Poder-Judicial.go.cr; cescotofer@gmail.com; nbjimenez@Poder-Judicial.go.cr; rarrieta@Poder-Judicial.go.cr; oguerrero@Poder-Judicial.go.cr; whin@Poder-Judicial.go.cr; mperezd@Poder-Judicial.go.cr; echavarria@Poder-Judicial.go.cr; ocastrillo@Poder-Judicial.go.cr; fvegaz@Poder-Judicial.go.cr; EMadrigal@Poder-Judicial.go.cr; olepiz@dhr.go.cr; yferreto@Poder-Judicial.go.cr; acalderonc@Poder-Judicial.go.cr; ymarchena@Poder-Judicial.go.cr; accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr



Señoras y Señores



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



 



Hago de su conocimiento invitación enviada por CONAPDIS para participar en el VI Encuentro de Investigación sobre Discapacidad que se realizará los días 29 y 30 de octubre en el Best Western Irazú de las 8 a las 15: 30 horas. No tengo certeza de poder asistir, así que me gustaría saber si alguno o alguna de ustedes tendría interés y disponibilidad. Debe confirmarse la asistencia antes del 18 de octubre.



 



Cordialmente,



 



Jueza Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad
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Invitación al VI Encuentro de Investigación sobre Discapacidad


			From


			Natalia Rodríguez Zamora





Buenos días,





Reciba un cordial saludo de nuestra parte. 





 





 





El Consejo Nacional de Personas con Discapacidad (Conapdis), a través del Sistema Costarricense de Información sobre Discapacidad (SICID)





tienen el agrado de invitarle al





 





 





 





VI Encuentro de Investigación sobre Discapacidad





 





La ENADIS, línea base para la investigación   





 





 





 





En el presente encuentro, se pretende analizar a partir de los resultados de la Primera Encuesta Nacional sobre Discapacidad (ENADIS), el trabajo teórico-metodológico realizado en la Encuesta, así como la elaboración de una agenda de investigación relacionados a la discapacidad.





 





Fechas: martes 29 y miércoles 30 de octubre, 2019





Lugar: Best Western Irazú





Horario: 08:00 a.m. a 3:30 p. m.





 





Por favor confirmar asistencia antes del 18 de octubre, al correo electrónico nrodriguez@conapdis.go.cr, o al teléfono 4060-3059, indicando el nombre completo, número de cédula, lugar de trabajo, teléfono y correo electrónico.





 





*cupo limitado. Pueden extender la invitación a sus compañeros/as funcionarios/as.





 





Atentamente,





 





 





 











Natalia Rodriguez Zamora





Sistema Costarricense de Información sobre Discapacidad (SICID)





Teléfono 2562-3132     Correo: nrodriguez@conapdis.go.cr
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Para confirmaciones: nrodriguez@conapdis.go.cr 
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